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A 

ACCIDENTES DEL TRABAJO. ( l ) 

Derechos de los beneficiarios. Caja de garantía. 

1 El patrón que, condenado en el juicio especial sobre in- 
demnización de accidentes del trabajo a pagar al obrero 
una suma do dinero en tal concepto, la deposita a la or- 
den del juzgado y consiente su entrega al damnificado, 
puede ser obligado por la Caja de Jubilaciones y Pensio- 
nes Civiles a efectuar nuevamente el deposito en la Caja 
de Garantía. Página 64. 
2. El ert. & de la ley 06*88 debe ser interpretado en el sen- 
tido de que el importe de la indemnización no debe ser 
entregado al interesado sino depositado en la Caja de 
Garantía. Página 162. 

ACCION CIVIL. 

No procede discutir en el juicio civil sobre indemnización 
de daños y perjuicios la «ulpa del conductor condenado 
en la causa criminal como autor del delito do lesiones 
por imprudencia. Página 101. 

ACORDADA. 

Acordada sobre reconocimiento del Gobierno suTgido áé 
la Revolución del 4 de junio de 1943. Página 5, 

(i) Véase tambtón: Actos públicúa y procedimientos íudieiaiet, 
1 ( 2. Constitución Nacional, 13. 



2. 



3. 



ACTOS PÜBL1C03 T PROCEDIMIENTOS JUDICIALES 

ACTOS ADMINISTRATIVOS. 

1. El tít. IV de la ley orgánica de la Armada núm 4850 
no acuerda derecho a yusión fl la |,ij rt ( . nsaua v ¡„ ( j Ili v 
P»r lo tanto, el decreto que la concede no es un acto re- 
pulan no tiene fuerza de cosa juzgada y puede se* váli- 
damente revocado por otro decreto. Pagina 72. 
Tanto el decreto del P. E. de la Nación dictado el 11 de 
abril de 1029, ]>or el cual se hizo extensivo a los milita- 
ren do todas las jerarquías el derecho al cómputo do ser- 
vicioa civiles posteriores al retiro. Como loa que M dieta- 
ron cu -virtud del mismo computando eso* servicios n 
quienes los prestaron, son de nulidad absoluta o impres- 
criptible por contrariar lo dispuesto en el art. GO, inc e) 
de la ley 967o y fifi, iue. 2% de la Constitución Narional, 
y onn podido ser válidamente revocados por el P E 
Página 422. * 

El decreto por el eunl el P. E. de la Nación, aplicando « 
art. 1> inr. 8» ¿ t ¡t. IV, de la ley 4707 de acuerdo a lo dis- 
puesto por el decerto del .11 de enero de 1028 ( Ll ue recti- 
fica la referencia errónea de aqneria disposición a los arts. 
lfl y 17 del título de los retiros de la citada lev declarando 
que se trata de los nrts. 17 y 18) concedió a la viuda y a 
los hijos legítimos de un oficial del ejército muerto a con- 
secuencia de un accidente sufrido mientras fugaba el re- 
glamentario partido de polo, una pensión equivalente a 
2/3 del sueldo del grado inmediato superior, no es absolu- 
tamente milo y no puede ser válidamente revocado por el 
P- E., que debe demandar su nulidad ante los tribunales 
de justicia antes del transcurso de dos anos a contar des- 
de la fecha en que fué dictado. Página 441. 

El P. E. no puede sin violar los arts, 17 y 18 de la Consti- 
tución Nacional, dejar sin efecto un decreto regular que 
acordó beneficios a un marino o militar, pero puede de- 
mondar su nulidad ante los tribunales de justicia, dentro 
do los plazos legales. Página 401. 

¿CTOS PUBLICOS Y PROCEDIMIENTOS JUDICIALES. 

1. Procede revocar el fallo de los tribunales de la Capital 
Federal quo fundado en que el obrero no ha consentido 
la intervención del Departamento del Trabajo de la Pro- 
vincia de ríuenos Aires y ha comparecido ante aquellos 
en uso de la opción prevista en el art. 115 de la ley 0688, 
mega a dicho organismo jurisdicción para conocer en las 
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ADUANA 
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actuaciones que ha iniciado con motivo del accidente del 
trabajo ocurrido en !a provincia y rechaza las excepcio- 
nes do litis pendencia e incompetencia opuestas por el 
patrón demandado. Página 530. 
'* actuaciones referentes a un accidento del trabajo ocu- 

rrido en la Provincia de Buenos Airea, tramitadas ante 
el Departamento del Trnbnjo de la minina con arreglo a 
l„ s arta. 2 v 45, iue. 1*, de la ley local 4543, que no re- 
quiere a ese cfeHo el consentimiento del obrero, gozan 
de la fe que establece el art. 7 de la Constitución Na- 
cional. Página 530. 

ADUANA, 
Importación. 
Libro de i" ehos. 

1. No se baila exenta del pago de derechos aduaneros la im- 
portación de una i-inta trasportados efectuada en el año 
1034, para renovar otra similar cxistcnlc en un elevador 
de granos particular, que no puede invocar el beneficio 
establecido en el art, 10 de la ley 11.742 por no haber 
obtenido la inscripción a que se refeicre el art. 15 de la 
misma. Página 097, „ 

Penalidades. 

2. La multa establecida por el art. 1024 de las Ordenanzas 
de Aduana reprime la infracción prevista en el art. 890 
de las mismas con prese indem-in de que los infractores 
hayan participado o no en el delito de contrabando. Pá- 
gina 75. 

3. La multa establecida por el art. 1024 de las Ordenanzas 
de Aduana es inaplicable a quienes han cometido el deli- 
to de contrabando valiéndose de un avión como medio de 
transporte para introducir las mercaderías. Pagina 75, 

Procedimiento. 

4. La resolución del Administrador de la Aduana por la que 
se impone la multa previsto en el art. 929 de las Orde- 
nanzas de Aduana para los casos do infracción al art- 
114 do las mismas, contra la cual no se han interpuesto 
los recursos legales pasa en autoridad de cosa juzgada e 
impide demandar después ante los tribunales de justicia, 
la devolución de lo que se pagare en cumplimiento d* 
dicha resolución. Pápna 453. 
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5. El documento de un pedido de despacho a plaza de ar- 
tículos de depósito no verificad ra, cuyos derechos no han 
sido pagados, pues exigir su anulación lisa y llana por 
las autoridades aduaneras a fin de beneficiarse con la 
modificación del arancel respectivo medíante la presenta- 
ción posterior de uno nueva solicitud de despacho. Pá- 
gina 616. 

AFIRMADOS, 

1. La doctrina del derecho adquirido es inaplicable ni caso 
cu que sólo se cobra si dueño de un inmueble una parte 
del beneficio emergente de la obra pública realizada. Pá- 
gina 133. 

2. Es improcedente la demanda sobre repetición de la contri- 
bución de mejoras referente al camino de Echeverría a 
Cu nucías — Provincia de Buenos Aires — fundada en que 
aquélla ha sido cobrada en virtud de un decreto reglamen- 
tario que se uparía de la dispuesto por la ley local 4117 y 
en (jite ruando ésta y ta ley nacional 11.058 fueron sancio- 
nadas el dueño del inmueble gravado había obtenido ya e 
incorporado a su patrimonio, sin desembolso alguno, todos 
los beneficios derivados de la construcción del camino por 
el Gobierno Nacional. Página 133. 

3. El art. 11 de la ley 4117 de la Provincia de Buenos Aires 
se refiere a los caminos que hayan sido construidos con los 
fondos de, la ayuda federal o por la Dirección Nacional de 
Vialidad y no solamente a los nuevos que se construyan; 
por lo que el decreto reglamentario que así lo establece no 
es atacable romo violatorio de la misma. Página 133. 

4- La circunstancia de que los trabajos de construcción del 
camino de Echeverría o Cañuelas realizados por el Gobier- 
no Nacioral, hubieran llegado sólo en parte hasta el frente 
del campo del nctor con anterioridad a la sanción de la 
ley 4J17 de la Provincia de Buenos Aires, carece de im- 
portancia a los efectos de imponerle el pago de la contri- 
bución de mejoras establecida por dicha ley, pues en nues- 
tro régimen constitucional sólo las leyes penales no pueden 
tener efecto retroactivo y aquel gravamen se Imita auto- 
rizado por Ja ley nacional 11.658. Página 133. 

5. La contribución de mejoras se funda en el beneficio espe- 
cial producido por una obra pública al inmueble gravado, 
que sólo puede serlo en la medida del beneficio recibido. 
En lo que exceda de éste, el costo de dicha obra debe ser 
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pagado, como el de cualquier otra de exclusivo beneficio 
público, con las rcntua generales del Estado. Página 218. 
No existe Abite constitucional que impida a la Nación de- 
legar en las provincias la facultad de cobrar la contri- 
bución de mejoras por una obra pública hecha por ella 
en territorio provincial, ni para que por ley nacional o 
provincial se cobre el beneficio obtenido por el propieta- 
rio favorecido con anterioridad a su sanción. Página 218. 
Para establecer si la contribución de mejoras cobrada al 
dueño de un campo lo fué por un camino construido con 
anterioridad a la adquisición de aquel, en cuyo caso aqué- 
lla sólo podría cobrarse al antecesor en el dominio que 
obtuvo el beneficio, no debe tomarse como base las fecha* 
de recepción provisional de los diversos tramos sino la de 
recepción del último, con el cual se recibió el total del 
camino. Página 218. 

AGENTES MARITIMOS. 

Id El agente marítimo está obligado a rendir cuenta de su 
gestión al armador en cuyo nombre actúa y a entregarle 
las sumas percibidas por cíe concepto. Página 400. 

2. El agente marítimo tiene derecho a una comisión suple- 
mentaria por las gestiones que realizó con motivo de la 
avería sufrida por la carga, así como al reembolso de loa 
gastos quo efectuó con ese motivo. Página 400. 

3. A falta de convención al respecto, debe admitirse que el 
agente marítimo tiene derecho a cobrar las comisiones co- 
rrespondientes a los fletes que comprometió durante la 
vigencia de bu contrato con el armador para el último 
barco que saliera inmediatamente después de la fecha de 
terminación de su contrato ; a lo que no ohstan las cir- 
cunstancias de que la carga se haya expedido con inter- 
vención del armador ni la do que éste — en el caso la 
Nación— se hallare facultado para rescindir bu convenio 
con el agente, ya que no usó este derecho acordado para 
necesidades de carácter militar o de orden público o para 
el caso do que el agente no cumpliera sus obligaciones o 
no aceptara Ins modificaciones quo se introdujeran en la 
reglamentación del servicio del transporte. Página 406. 

AGRAVANTES. 

1. No apareciendo suficientemente demostrada la alevosía in- 
vocada por el Ministerio Fiscal ni tampoco ol ensaña- 
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diento, a cuyo efecto no bastan el numero, ta profundidad 
y gravedad de las heridas, debe condenarse como autor 
de homicidio simple» a quien mató a otro porque eludía 
pagarle el importo de su trabajo. Página U'J5. 

2. El otado de ánimo en que kv hallaba el ito a consecuencia 
de lo» golpes recibidos en un incidente anterior ron quien 
fué después su víctima, en el cual sufrió aquél la frac- 
tura de un bruzo, no es óbice para calificar como homi- 
cidio run alevosía el que cometió luegu contra su agresor, 
después de esperar que m durmiera y de cerciorarse de 
que efectivamente estaba dormido. Página MI. 

ARMADA X ACION AL (»)• 

Para la procedencia del beneficio establecido por los nrts. 
15 y tit. III, de la ley 4850 bu* ta que los servicios 
huyan sido la etim coadyuvante de la enfermedad que 
determinó la baja. Página ÜÍIO. 



B 

BANCO DE LA PROVINCIA DE MENDOZA. 

El Banco de la Provincia de Mcndo/n es un Banco de 
Estado y como tal dállase fuera del alcance impositivo 
del Gobierno Federal. Página 3G9. 



c 

CESION DE DERECHOS. 

La cesión parcial de haberes de pensión correspondientes 
al ceden le en virtud de lo dispuesto por la ley 11.2Ü8 es 
absolutamente nula y violatoria de los arts. 9, tít. IV, de 
la ley 47IÍ7 y 1449 del Código Civil, y ello puede declararse 
de oficio por los tribunales. Página 491. 

CONCESION. 
Principio* <jener¿le$. 

1. En caso de duda, las cláusulas de una concesión por las 
*iales el Estado acuerda privilegios a un concesionario 
deben ser interpretadas en contra de éste* Página 8, 



(») Víase: Actct administrativos, 1, *. Pensione», 2. 
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2. Las actividades y servicios que deben sct prestados por 
el Estado directamente o mediante concesión —acto le- 
tri -Intivo o municipal por el que delega en una empresa 
)ei debida realización del servicio publico en condiciones 
de tiempo, modo y forma prefijadas— son determinados 
por aquel con preseindem-ia del interés de los particulares 
que no pueden, sin ser concesionarios, invocar eficazmente 
|„s derecho* de propiedad y de trabajo para exigir que 
se les autorice n colocar en tu vía pública las instalaciones 
necesarias para prestar un servicio público, aunque so trate 
do una cooperativa que pretende establecerlo tan sólo para 
beneficio de sus miembros. Página 295. 

Efectos. 

3. La exención de impueatoa acordada por el Estado en una 
come-ió» para establecer una fábrica congelado™ de car- 
nes y conservas alimenticias, no es extensiva a la fabri- 
cación de ¡nlmn emprendida mns tarde por el concesiona- 
rio, pues se trata de una actividad industrial ajeno a la 
primera. Página. 8. 

CONCURSO DE DELITOS. 

Tratándose de dos acciones distintas cometidas por el mis- 
mo sujeto en distintas oportunidades V respondiendo a 
distintas determinaciones —violación de una menor, pri- 
mero, y rapto de la misma más tarde— existe el concurso 
material de delitos previsto en el art. 55 del Código Penal, 
cuyo autor debió ser reprimido eon el máximo de la pena 
por <er un delincuente habitual al que le corresponde la 
cresol ia del art. 52 del Código Penal; si bien la falta de 
recurso acusatorio impide agravar la pena. Pagina 500. 

CONSTITUCION NACIONAL. 
Control de romtitiu'iinwlidtKh 

1 El Poder Judicial carece de facultades para invalidar las 
leyes por razones de inconveniencia o injusticia. Página 295. 

Derecho* y fjamntítts. 
Defensa en juicio. 
Principios generales. 

2 No liay violación de la defensa en juicio cuando la falta 
de intervención en el mismo provieuo de una omisión del 
litigante. Página 19. 
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Procedimiento y sentencia. 

3» lí eso fiando de los ñutos que el recurrente — a quien el 
Jefe de Puliría de la Capital Federal, observando el pro- 
cedimiento establecido por e) Código de Procedimientos 
en lo Criminal, aplicó una multa por in fracción al urt. 2% 
ine. k), del edicto sobre desórdenes — eonoció la causa de 
su detención y estuvo en condiciones de ejercer su derecho 
de defensa» y no apareciendo ésta obstaculizada en mo- 
mento alguno, debe <* telara rse ¡tuj>roeedente el recurso ex- 
traordinario fundado en que no se le permitió nombrar 
de tensor ni n le hizo conocer ese derecho ni se siguió un 
procedimiento que admire la inviolabilidad de la defensa. 
Página m. 

Derecho de propiedad. 

4, La garantía constitucional de la propiedad requiere que 
ésta no sea tomada sin sentencia, fundada en ley, dictada 
con la» formas externa» que la configuran y en juicio ci> 
que se hayan respetado las otras garautíns constituciona- 
les» entre las cuales se encuentran la de notificar tu acción 
ni demandado y darle una razonable oportunidad para 
defender sus derechos aportando las pruebas autorizada* 
por bu leyes. Página 19. 

Derecho de reunión. 

5. No es violatoria de los arts. 14, 19, 20, 29, 33, ni 07, inc. 
2b, de la Constitución Nacional, la aplicación de una 
multa por infracción a \m arts. 1 y 3, inc. cj del edicto 
respectivo, a. quienes habiendo obtenido permiso de la po- 
licía para efectuar a determinarla hora una reunión gre- 
mial en un local cerrado, anticiparon su eclebración im- 
pidiendo» de tal modo, la legítima vigilancia policial para 
guardar el orden, dispuesta a solicitud de los organizado- 
res del acto. Página 044. 

Igualdad. 

0. La garantía de igualdad no se opone a la creación de ca- 
tegorías de comercian tea exentos del pago de patentes, 
como Inu de tos vendedores ambulantes; pero sí a que se 
cobre dicho impuesto al comerciante que tiene su local 
dentro del mercado y se exima de su pago a quien lo tiene 
fuera del niwno. Página ;¡:I7. 
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Con al íl ! f c ífl « nlultiA c í hc oltstit itcio n alidaíL 
Leyes nacionales. 
Comunes, 

7. La limitación del ejercicio individual de las acciones por 
mitón de tu conveniencia de una representación conjunta 
de. todos los cointeresada como la establecida por los arta. 
16, 17 y 27 de la ley 8S75, no choca eou disposición cons- 
titucional alguno. Pítrina 107. 

Administrativas. 

8. Las luyes 5315 y 10.ü."7. W cuanto acuerdan a loa ferro 
carriles el privilegio de la exención del pago de impuestos 
y tasas locales en las circunstancia* que determinan, son 
constitucional mente válida*. Pininas 1~>7. 

9. Las leyes 5315 y 10.657, en cuanto establecen en favor de 
las empresas íerroviaríns una exención de impuestos que 
comprende los que establezcan por la t-olocaciún de aviaos 
en las estaciones, no son vio talónos de los arts. 4, 16, 67, 
ines. 1* a 4, 13 y ll¡ y 104 de la Constitución National. 
Página 278. 

Im positivas. 

10- No es violatorio de los arta. 16, 17 ni B6, iue. 2', de la 
Constitución Nacional, el cobro a las compañías de segu- 
ros que lian colocado dinero en p restamos hipotecar i 08, de 
ta patente esíublei-ida en la ley 11.288 para las casas que 
se ocupen de esa dase de operaciones. Página 205. 

Decretos Nacionales. 
Ejercito y Armada. 

11. Tanto el decreto del P. E. de la Nación dictado el 11 de 
abril de 1929, por el cual se hizo extensivo a los militares 
de todas las jerarquías et derecho al cómputo de servicio» 
civiles posteriores al retiro, como los que se dictaron en 
virtud del mismo computando esos servicios a quienes loa 
prestaron, ; n de nulidad absoluta e imprescriptible por 
contrariar lo dispuesto en el art. CO, inc. c) de la ley 
01575 y 86, inc. 2% de la Constitución Nacional, y han 
podido ser válidamente revocados por el P. E. Página 422. 

Varios. 

12. El art. 5* de la ley 2406 de la Provincia de Santa Fe y 
el art. 24 ín fine del decreto reglamentario de la ley 11.658 
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son contrarios a ósta, e inconstitucionales, en cuanto por 
ellos se determina y cobra la contribución de mejoras por 
medio de una cuota fijada en atención al cosió del ca- 
mino y aplicada de acuerdo u una formula que, al refe- 
rirse a la distancia de] camino y pj modo de calcularlo 
supone un beneficio, sin tener en cuenta sí este se ha pro- 
ducida o no, y en caso afirmativo, prescinde del monto 
del mismo, romo ai se tratara det cobro de uq impuesto. 
Vagina 218. 

Leyes Provinciales. 
Buenos Aires. 

33, El art. 7«J de la ley 454 S de la Provincia de Buenos Aires 
es contrario a los arls, !» fie ta ley 11088 y G7 loe. 11 y 31 
•le la Constitución Nacuma!, Página 248." 

±.. La impugnación del art, (¡12 del Códij?» de Procedimientos 
Civiles de la Provincia de Bnenoe Airea como contrario 
al art. Ib de ]a Constitución Niicionul, fundada en que 
aquel niega al demandado por desalojamiento el recurso 
de apelación que, en cambio, concedo al actor, es inacep- 
table y no basta para sustentar el recurso extraordinario, 
que es así improcedente. Página 278. 

Entre RÍOS. 

15. El art. t¡* de la ley 2855 'de la Provincia de Entre Ríos 
interpretado do modo que excluye la aplicación de los pre- 
ceptos del Código Civil sobre prescripción de las acciones, 
¡tara someterla a lo dispuesto por aquella ley, es violutorio 
del art. U7, inc 11, de la Constitución Nacional Página 2til. 

Tucumán. 

18, El art. m del Código de Procedimientos Civiles do la 
Provincia de Tucumán, que contempla el caso en que el 
demandado se ve privado de producir prueba como resul- 
tado de m propio voluntad o negligencia, no es violatorio 
dd art. 1^ de I» Constitución Nacional. Página 19. 

Impuestos y contribuciones provinciales. 
Afirmados. 

17. Es viobilortK de los nrts, 16 y 17 Je lu Constitución Na- 
cional la rontribu' ión de mejoras cobrada al dueño de un 
campo por la con si ni ce ión de un camino de interés ge- 
neral que, lejos do haberle producido algún beneficio es- 
pecial, ha ocasionado la disminución de su valor locativo 
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ni privarlo de la .situación privilegiada quo antes tenía. 
Página 218. 

18. El art. 5* de la ley 2406 de la Provincia de Santa Fe y 
el ii rt. 24 ín fine del decreto reglamentario de ta ley 11.608 
son contraríos a ésta, o inconstitucionales, en cuanto por 
ellos se determina y cobra la contribución de mejoras por 
medio de una cuota fijada en atención al eosto del ca- 
mino y aplicada de acuerdo a una fórmula que, al refe- 
rirse a la ditfhmcia del camino y al modo de calcularlo 
supone un beneficio, sin tener en cuenta si éste se ha 
producido o no, y en caso afirmativo, prescinde del monto 
del mismo, como si se tratara del cobro de un impuesto. 
Página 213. 

19. El art. 3 de la ley del D de enero de 1928 de la Provin- 
cia do Tucumún y el art. 12 de la Ordenanza General Mu- 
nicipal del IT de julio del mismo año, no son velatorios 
do la igualdad establecida en el art, 16 de la Constitu- 
ción Nacional porque manden cobrar la contribución de 
afirmados en proporción variable con arreglo al frente y 
al fondo de los inmuebles beneficiados, de manera que 
los que tengan menos fondo paguen una cuota menor. Pá- 
gina 186. 

Transmisión gratuita. 

20. El cobro del recargo del 100 % del impuesto a H trans- 
misión gratuita de bienes establecido por el art. 27 de 
ta ley 4350 de la Provincia de Buenos Aires para los 
casos en que el heredero, legatario o donatario estuviera 
domiciliado en el extra "j ero en el momento del fallecimien- 
to del causante, que sumado a dicho impuesto alcanza casi 
el 45 % del monto de loa bienes recibidos en la provin- 
cia, es violatorio de los arts. 14 y 17 de la Constitución 
Nacional. Página 61. 

Territorial. 

21. Es violatorio del art. 17 de ta Constitución Nacional el 
impuesto territorial establecido por la ley 3787 de la Pro- 
vincia de Córdoba en cuanto absorbo Ja renta que el cam- 
po bien explotado produce a su dueño, en una proporción 
del 38,44 % según el perito tasador, y del 93,53 %, según 
los cálculos del perito contador realizados sobre la base 
del promedio do utilidades obtenido mediante el cómputo 
do h>s beneficios y las pérdidas producidos durante varios 
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años, inclusive aquellos en que lo pérdida ha sido extra- 
ordinaria. Página 122. 

22. Es violatorio del art. 17 de la Constitución Nacional el 
impuesto territorial establecido por )a ley 3787 de la Pro- 
vincia de Córdoba en fuanlo absorbe ln renta que tres 
campo* bien explotados producen a su dueño, en una pro- 
porción del 43,3 7r, 83,1 9¡> y 78,9 % respetivamente. Pá- 
gina 511. 

Ordenanzas mu ni epates. 

23. La ordenanza fie la Municipalidad de Azul — Provincia 
do Puenos Airea — que obliga a las empresas ferroviarios 
a pagar un impuesto por la colocación de avisos en sus 
estaciones es contraria a los arts. 8 de la ley 5315 y 1* 
de iñ lev 10.057 y al art. 31 de la Constitución Nacional. 
Página 278. 

Resoluciones administrativa. 

24. La resolución administrativa que exige el pago de la pa- 
teuto establecida por la ley 088 de ln Provincia de Tucu- 
miín a lo* \ en dedo res de fr itas y verduras que tienen bu 
local dentro del Mercado do Abasto de ta capital de aqué- 
lla y que exime de su pago a quienes lo tienen fuera de 
tquél, es violatnria del art, lü de la Constitución Nacio- 
nal. Página 337, 

COSA JUZGADA. 

1 . \o habiéndose pronunciólo la sentencia ni podido pronun- 
ciar sobre ln consecuencia fatal atribuida al accidente cuyos 
daños mnndnbii indemnizar, ocurrida con posterioridad a 
la fecba en que aquella fué dictada, debe d eses timarse la 
defensa de cosa juzgada opuesta contra la demanda pro- 
movida con el fin de obtener las reparaciones del nuevo 
perjuicio. Página 41. 

2. La sentencia de la Corte Suprema que declara improce- 
dente el recurso extraordinario por falta de resolución con- 
traria de la cuestión federal invocada como fundamento do 
aquél, deja firme el falto apelado que la resolvió declarando 
procedente ln instancia judicial contra la resolución admi- 
nistrativa que estimó de oficio los réditos del contribu- 
yente, e impide renovar el debate acerco de dicho cuestión. 
Pagino 170. 

3. Lo sentencio que rechaza la demando promovido por uno 
sociedad invucandu un derecho propio no produce efecto 
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de cosa jufcjradn respecto de 1» demanda igual promovida 
ulteriormente por aquélla cómo succ^ora de otra sociedad, 
pues falta el requisito do la identidad de calidad. Pági- 
na 546. 

COSTAS. 

Desarrollo del litigio* 
Allanamiento. 

1. El allanamiento de la demandada no la libera del pago de 
las costas del juicio si el actor tuvo necesidad de promo- 
verlo por la actitud de aquélla que, en el juicio por cobro 
de pesos seguido contra 1a mismo, se opuso a la rectifi- 
cación de un manifiesto error material cometido en la li- 
quidación judicial del crédito del actor. Fagina 403. 

2- El allanamiento del demandado al pago del capital recla- 
mado, mas no al de los intereses, no lo exime de las costas 
del juicio que por su actitud debió ser iniciado y luego 
proseguido. Página 457. 

Resultado del litigio, 

!í. No procede imiioner el pago de costas ni demandado que, 
vencido en las instancias ordinarias, obtuvo la revocación 
de la sentencia y el rechazo de la demanda por medio del 
recurso extraordinario. Pagina 14. 

4. Corresponde limitar la condena en costas a las dos terce- 
ros partes cuando In demanda sobre repetición sólo pros- 
pera en esa proporción. Pagina 61. 

5. Si la demanda sólo prospera en parte, corresponde impo- 
ner costas proporcionales. Página 406. 

6. La circunstancia de que la demanda sobre repetición de 
un impuesto inconstitucional prospere por una suma es- 
casamente inferior a tu reclamada por el autor, no le 
hace incurrir en plus petitto ni basta por eximir a la de- 
mandada del pago de las costas del juicio. Página 511. 

7. Prosperando sólo en parte la demanda sobre repetición de 
sumas pagadas indebidamente las costas no deben ser im- 
puestas sino proporcionalmente. Página 546. 

8. No procede imponer el pago de las oostns del juicio al 
actor cuya demanda se rechaza por hallarse proscripta la 
acción. Página 644. 
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Eftcio de la condeiv en costas. 
Extensión. 

9. No procedo incluir en la liquidación de las costas las su- 
mas pagadas sin »-egulación por el diligeneiamiento de ofi- 
cios, ai laa circunstancias no autorizan a ejncluir que 
guarden la debida proporción con el trabajo encomendado 
y laa regulaciones practicadas en el juicio. Página 571. 

Pluralidad de partes. 
10. La acumulación de acciones y la consiguiente comunidad 
de gnstos de sellado necesarios para ei trámite del juicio 
v no impiden que, al efectuarse la respectiva liquidación, se 
reste de la cantidad total que importen, la parte corres- 
pondiente al litigante cuya demanda no prosperó, en pro- 
porción al número de los actores. Página 382. 



D 

DAÑOS Y PERJUICIOS (*). 
Principios generales. 

1. No habit'mlíisc dcmo^lmdo la existencia de relación directa 
entre el accidente y la muerte de la víctima ocurrida años 
después, es improcedente la demanda sobre indemnización 
de los daños y perjuicios fundada en aquella circunstan- 
cia. Página 41. 

Btspónsabilidad del Estado y de las personas jurídica*. 

2. El Estado no está obligado a indemnizar el daño sufrido 
por un tercero ajeno al bcclio, a raíz de los disparos de 
arma de fuego efectuados por un agente de policía que, 
según la sentencia firme recaída en la respectiva causa 
criminal, procedió en defensa propia al detener a una de- 
lincuente. Página 211. 

3. Entre el conscripto y el Estado existe la relación de de- 
pendencia necesaria para que pueda surgir la responsabi- 
lidad indirecta. Página 101. 

4. Establecida la culpa del conductor del automóvil (pie oca- 
sionó el accidente; la relación de dependencia cutre aquél 
y el Estado, y que el hecho se produjo en el desempeño de 
bus tareas, dentro de los límites y objeto aparento de las 



(i) Víase también: Acción Civil. 
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mismas, corresponde responsabilizar a la Nación por Loa 
dnños y perjuicios ocasionador Página 101. 

Respomabitidad indirecta. 

6. La responsabilidad indirecta supone generalmente el des- 
empeño incorrecto de las tarcas encomendadas al depen- 
diente. Página 101. 

B, La circunstancia de que el accidente de tránsito que ori- 
ginó la condena del conductor de un automóvil como autor 
del delito de lesiones por imprudencia, haya ocurrido en 
el curso del cumplimiento tardío y defectuoso de la orden 
que lo había sido impartida por su principal no exime 
a ¿ate de responsabilidad indirecta. Página 101. 

Prueba. 

7. Para la procedencia de lo acción por indemnización de da- 
ños y perjuicios no basta la posibilidad del daño sino que 
es necesaria probar que él se ba producido. Página 406. 

Determinarían del daño. 
Daño moral. 

8. La indemnización del daño moral en los casos de cuasi de- 
litos es procedente cuando la sentencia recaída en la causa 
penal establece que se trata de un hecho calificado de delito 
en el derecho criminal. Página 101. 

DEMANDA. 
Efectos. 

1. La condena al pago de las comis iones reclamadas, según li- 
quidación que deberá efectuarse con arreglo a las bases es- 
tablecidas en la sentencia, no puede exceder de la cantidad 
pedida por el acreedor en su demnnda. Página 400. 

2. La acción de repetición no comprende los pagos qae se efec- 
tuaren después de trabada la litis contestación, aun cuando 
la demanda se Imya hecho extensiva a ellos. Página 511. 

Contestación. 
Efectos. 

3. Mediando allanamiento de la demanda corresponde dictar 
sentencia haciendo lugar a lf acción. Página 403, 

DERECHOS Y GARANTIAS CONSTITUCIONALES. 
Véase: Constitución Nacional, 2 y sigtes. 
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CCION GENERAL DE FERROCARRILES. 

Los jueces pueden, por razones fundadas, apartarse de las 
comlusiones de la Dirección General de Ferrocarriles a que 
se refiere e! art. 75 de la ley 2873. Página 518. 



1. El art- 16 del presupuesto de 1029, suprimido en el de 
10J2, no fué una disposición de carácter permanente; no 
alteró el régimen del retiro un litar, ni incorporó ningún 
elemento nuevo de juicio o requisito para acordntl ■; sólo 
importó la autorización de un gasto equivalente al aumento 
de loa haberes, subordinado, por au naturaleza, a la dura- 
ción del presupuesto. Página 491. 

2. La pensión de retiro correspondiente a un suboficial del 
ejército comprende el prest liquidado en la misma propor- 
ción que el sueldo. Página 539. 

3. La pensión de retiro correspondiente a un suhoficial del 
ejército no comprende el importe del "premio a la cons- 
tancia", de que gozaba en actividad. Página 51(9. 

*. Ko procede considerar ocurrido en servicio activo y por 
actos del servicio el accidente sufrido por un músico del 
ejército fuera del lugar donde prestaba servicio^ mientras 
se dirigía a almorzar para retornar luego al cuartel. Pá- 
gina 539, 

5, El conscripto del ejercito que a consecuencia de un acci- 
dente sufrido en acto del servicio fué declarado inútil des- 
pués de habérsele sometido a dos operaciones y ha quedado 
incapacitado en formn absoluta y permanente para el tra- 
bajo y pora el servkio de las armns, tiene derecho a la 
pensión establecida en el art. 16, tít. III, de la ley 4707, 
aunque se haya negado a someterse a una tercera opera- 
ción que, según la opinión de la Junta Superior de Reco- 
nocimientos Médicos, podría restituir!? su capacidad. Pá- 
gina mi. 

6, Tiene derecho a la pensión prevista en el art 16, tít, III, 
de la ley 4707, el conscripto del ejército cuya capacidad 
para la vida civil ha disminuido un 30 % a consecuencia 

(i) Véase: Actos administrativos, 2, 3, 4. Constitución Nacional, 
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EXPROPIACION * 7 * 

de la lesión sufrida en un ojo al golpear con una varilla 
de la cama en circunstancias en que» en cumplimiento de 
la orden v predica establecidas, se disponía a acostarse 
en el reculo del cuartel. Página 621. 

ENROLAMIENTO. . 

El infractor al art. 2 de la ley 11-380 mayor de 19 anos 
y menor de 45, declarado apto para ¡ írvieioa auxiliares, 
debe ser condenado a prestarlos durante un año e incor- 
corado al ejército con ese objeto aunque después de aque- 
lla declaración hava sufrido trastornos que podrían mea- 
p* itarlo, »ín perjuicio de dársele de baja ai la incapaci- 
dad se produjera con posterioridad a la incorporación. Fa- 
gina 180. 

ESTADO DE SITIO. 

1, No incumbe a los tribunales de justicia sino al P. W M 
apreciación de las circunstancias y motivos determinantes 
de las medidas quo adopte en virtud del estado de sitio. 
Página 584. 

2. Durante el estado d^ ^tóo el P. K tiene la facultad de 
arrestar ti» causa legal ordinaria ni autorización judiewl. 
Página 584. 

EXHORTO. 

DiUgenciamiento. t 

El juer que planteó la contienda de competencia por inhi- 
bitoria no puede negarse a diligenciar el exhorto que «i 
juez requerido Je dirige para comprobar la autenticidad 
las cartas atribuidas a los demandados, en las que se 
.anda el actor para sostener la competencia del juez ante 
quien promovió la acción, que, a su vez, carece de faculta- 
des para tener por constituido en los estrados de su jua- 
gado el domicilio del demandado que no lo constituyó no obs- 
tante habérsele notificado para ello. Página 504. 

EXPROPIACION. 
Indemnización. 

1 El dueño de un inmueble parcialmente expropiado no tiene 
derecho a que se le indemnice el costo de la obra qne, sin 
ser consecuencia forzosa de la expropiación, proyecta reali- 
zar en la fracción no expropiada. Página 93. 

2. No habiéndose probado que la expropiación de una parte 
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del inmueble haya desvalorizado la fracción restante, do 
corresponde acordar al dueño indemnización alguna por 
«ate concepto. Página 03. 

3. El dueño de un inmueble pardal mente expropiado tiene de- 
recho a que se le acuerde una indemnización por los canales 
de desagüe que como consecuencia de la obra páblica a rea- 
lizarse deberá construir en la fracción no expropiada, para 
defensa de (a misma. Página 33. 

4. La indemnización por expropiación de un inmueble no com- 
prende los gastos ile deslinde y subdivisión de la fracción 
no expropiada realizados en una cjceucióu hipotecaria se- 
guida contra el dueño, sin relación alguna con el juicio de 
expropiación. Página 93. 

5. No procede acordar indemnización ulguna en concepto de 
disminución del valor venal de explotación do un inmueble 
como consecuencia de su fraccionamiento por expropiación 
parcial si no se ha probado que cate perjudique, dificulte o 
haga imposible dicha explotación ni que inutilice el inmueble 
por insuficiencia de la superficie para el destino que tenia 
antes de la expropiación o que pueda tener después. Pá- 
gina ;Vu¡. 

8* De acuerdo a lo dispuesto por el art 10 de la lev 189, el 
dueño del inmueble expropiado no tiene derecho a indem- 
nización alguna en concepto do los intereses que, durante 
el tiempo necesario pora adquirir nn inmueble semejante, 
podría producir la suma que se manda pagarle ni de los 
gastos que podría ocasionar dicha adquisición. Página 666. 

7. No habiéndose reclamado en el juicio de expropiación in- 
demnización alguna por el arrendatario del inmueble expro- 
piado ni existiendo constancia de que el dueño le haya 
entregado suma alguna en pago de loa perjuicios que pudo 
haber sufrido por su desahucio, sólo corresponde dejar a 
salvo su derecho para ejercer la acción pertinente. Pág. 556- 

Procedimiento. 

8. No precisando el art. 6* de la ley 189 el número do expertos 
de que cada litigante puede valerse y teniendo en cuenta 
la distinta naturaleza de las peritaciones ofrecidas por el 
interesado y que la procedencia y eficacia de las medidos 
probatorias debe juzgarse en el momento de dictar senten- 
cia, no corresponde obligar a aquélla o prescindir de la que 
desea producir. Página 571. 

9. El juicio de expropiación promovido ante la Corto Supre- 
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ma so sigue por las disposiciones de la ley federal 189, con 
preíicindencia de las que contenga la ley local de la pro- 
vincia expropiada. Página 556. 

Intereses. 

10. En el juicio sobre expropiación no procede calcular los inte- 
rese* del juicio desde la fecha en que el Estado, sin haber 
iniciado aquél, ocupó arbitrariamente el inmueble, sino desde 
aquélla en que ae le dio la posesión judicial. Página 93. 

11. Loa intereses correspondientes al precio del bien expro- 
piado deben calcularse sobre la diferencia entre la suma 
depositada por el Estado y la que se fije definitivamente 
en el juicio. Página 93. 
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FERROCARRILES. 

1. Loa ferrocarriles que sirven al tráfico interprovincial no 
se hallan sustraídos en absoluto al poder de policía de laa 
municipalidades respectivas; pero éste debe detenerse ante 
la posibilidad de interferir otras facultades de carácter y 
jurisdicción nacional, además de las que atañen a los fe- 
rrocarriles, como las establecidos por las leyes 4408 y 9127 
con respecto a la radiotelegrafía, radiotelefonía o radiodi- 
fusión. Página 327. 

2. Las municipalidades carecen de facultades para resolver las 
cuestiones surgidas con motivo de las perturbaciones de la 
radiodifusión producidas por los servicios de una empresa 
ferroviaria de jurisdicción nacional, pero pueden acudir 
a las autoridades nacionales en demanda de reparación del 
daño o del sao de íu causa. Página 327. 

3. La cuestión referente a establecer que suma en concepto de 
dtvolución de haberes deberá pagar una empresa ferrovia- 
ria a uno de sus obreros con arreglo al laudo arbitral dic- 
tado por el Presidente de la Nación el 23 de octubre de 
1034» debe ser sustanciada por la Dirección General de 
Ferrocarriles y resuelta por el Ministerio de Obras Públi- 
cas de la Nación y no por ár bit ros ni peritos. Pí^na 364. 

4 A falta de convenio entre la empresa ferroviaria y el dueño 
del campo atravesado por la vía, correspondo a aquella so- 
portar los gastos de reparación del guardaganados del paso 
a nivel particular existente en dicho inmueble. Pág. 385. 
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FERROCARRILES DEL ESTADO. 

1. Los empleados de U Administrarán de Ferrocarriles del 
Estado son empleado* públicos y sus Mariones con osa re- 
partición no están re H idas fmr el derecho común. Página 241. 

2. Los rebaja* de los sueldos do h>* empicados de la Admi- 
nistración de |m Ferrocarriles del talado eh-clundaa du- 
rante lo-í años 10.12 a 1SK15 Han podido ser válidamente 
aplicadas sin necesidad de ser es primamente estiibleeidas 
por ley del Congnwi. Página 241. 

FIDEICOMISARIOS. 

La limitación del ejercicio individual de las acciones por 
razón de la conveniencia de una representación conjunta 
de todos los cointeresados como la establecida por los arta. 
10, 17 y 27 de la ley B875, no choca con disposición cons- 
titucional alguna. Página 167. 

G 

GOBIERNO DE PACTO, 

Acordada sobre reconocimiento del Gobierno surgido de la 
revolución del 4 de junio de 1W3, Página 5. 
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HOMICIDIO. 

1. Corresponde graduar en doee años la pena de prisión que 
debe impuner** at autor de un homicidio simple que, si bien 
es pendenciero cuando bebe y estaba algo ebrio cuando co- 
metió el delito, fué golpeado antes por tu víctima con un 
rebenque, es hombre de trabajo, no ha sido condenado con 
¡interioridad y sólo lia cometido antes dos delitos de abuso 
de armas de carácter leve respecto de los cuales se declaró 
prescripta la arción penal. Página 500. 

2. Corresponde imponer el máximo de la pena establecida por 
el art. 70 del Código Penal al autor de un homicidio sim- 
ple respecto de quien concurren circunstancias agravantes 
que ponen de manifiesto su grave peligrosidad. Página 625. 
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honor* nios. 

Regulación. , 

Antes de la regulación de los honorarios devenidos en ac- 
tuación™ judiciales seguidas originariamente ante la Corte 
Suprema, es improcedente disentir 1« pif^jM» dtí lo3 "J 
m os fondada en el art, 4ü:í2 del Código Cml que podrá, 
e „ cambio, «r invocada por el deudor en el juicio ejecutivo 
tendiente a cobrárselos, aun cuando el mismo deba tramitar 
an te lo, tribunales ordinarios de la Capital Federal cuya 
jurisprudencia se opone a la invocación del citado texto 
legal después de la regulación. Fagina 109- 
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IMPUESTO. 
Principios tiene ralea. 

1. Los impuesto* no se basan en beneficio particular alguno 
recibido por el contribuyenle sino en el bcnelicio general 
y bienestar del cuerpo político, y el poder de establecer os 
U funda en la soberanía del Estado y tiende a obtener las 
rentas necesarias para satisfacer los gastos del gobernó 
bajo cuyo amparo vive la población. Página 218. 

Confiscación. ^ 

2. La Corto Suprema debe limitar su pronum-mimento a de- 
clarar la ineonstitucionalidad del impuesto eunliscatono Ul 
como ha Mdo organizado y percibido; pues no incumbe a 
ella sino al Congreso o a las legislaturas provinciales fijar 
la tasa o el por ciento que subsidiariamente puede cobrar U 
Fisco. Página CL 

3 Para determinar si el impuesto territorial es confíscalo™ 
debe tomarse como criterio básico el promedio de las uti~ 
lidades líquidas de la propiedad. Página 122. 

4 Para fijar la proporción de utilidad de un inmueble absor- 
bida por la contribución territorial que lo grava, correspon- 
de tomar como base el monto de aquélla, sin el deaenento 
hecho al dueño por su pago anticipado. Página 122. 

5 Declarada la ineonstitucionalidad del impuesto territorial con- 
iisentorio cobrado al actor en virtud de lo dispuesto por 
la ley 3787 de la Provincia de Córdoba y la procedencia 
de la repetición de su importe, no incumbe a la Corte pro- 
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nuneiarw en la sentencia que las resuelve, acerca de la apli- 
ca bilidad de la ley 3949 dictada con posterioridad al cobro 
de dicíio impuesto, por tratarse de una cuestión ajena al jui- 
cio y de carácter abstracto. Página 511. 

IMPUESTO A LA TRAXSMISIOX GRATUITA. 
DÉterminación del impuesto. 
Tasa. 

El recargo del impuesto a la transmisión gratuita de bienes 
que M- aplica mundo el heredero, legatario o donatario tu- 
vieran mi donnt'iüo en el extranjero en el momento del falle- 
cimiento del causante, no es un gravamen distinto de aquél 
sino tan sólo un aumento del mismo. Página 61. 

IMPUESTO A LOS FERROCARRILES. 

1. Loa ferrocarriles sólo pueden ser obligados a pagar las ta- 
sas o retribuciones de Barridos municipales previsión en el 
art. 2 de la ley 10.667, cuando la organización de las mismas 
responde a la exigencia de ser susceptibles de medida y equi- 
valentes a la exacta compensación del servicio prestado, a 
cuyo efecto no basta In elección de un criterio más o menos 
aproximado de distribución del gravamen. Página 157. 

2. I*a exención de impuestos a las empresas ferroviarias esta- 
blecidas por las leyes 5315 y 10.057 comprendo los impues- 
tos por la colocación de avisos en las estaciones. Página 278. 

IMPUESTO A LOS REDITOS. 
Aplicación. 
Exenciones. 

1. La ley 1PJD de Ja Provincia de Mendoza no contiene una 
renuncia expresa y clara del beneficio de la exención del 
impuesto a los réditos corres pon diento al Banco do Men- 
doza como institución de Estado, y, no debiendo conside- 
rarla comprendida implícitamente en dicha ley, debe con- 
cluirse que no procedo cobrar impuesto a los réditos sobre 
los dividendos pagados por aquel a sus accionistas y las 
utilidades no distribuidas a los mismos. Página 309. 

Rentas del comercio, industria, ete. 

2. El art. 25, inc. c) última parte, de la ley 11.082 contem- 
pla dos clases de operaciones de compraventa: las que el 
contribuyente realice como profesión habitual; y las que 
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constituyan el objeto de su comercio, sean o no habituales. 
Página 358. 

3. Pnrtt determinar la Tenta bruta de una sociedad debo compu- 
tarse, conforme a lo dispuesto por el art. 25, inc. c) de la 
ley 11.G82, la partida proveniente del mayor valor obtenido 
en la venta de un inmueble de propiedad de aquella aunque 
no realice esa clase de operaciones do manera habitual, 
siempre que ellas sean propias de su comercio por estar 
previstas entre las que i-oiistituyen el objeto de la sociedad. 
Pagina 358. 

Infracciones y penas. 

4. Corresponde aplicar la sanción prevista en el arfc. 18 de la 
ley 11.683 al caso en qut» ^egiin lo establece en forma irre- 
visible la sentencia apelada, las diferencias observadas en 
las declaraciones juradas del recurrente entre las entradas 
manifestadas y las reales comprobadas, no pueden concep- 
tuarse como errores excusables sino que demuestran una 
ocultación destinada a eludir el impuesto. Página 473. 

5. A los efectos de determinar el monto de la multa prevista 
en el art. 18 de !a ley 11.683 aplicable a quien incurrió en 
falsa declaración, debe tomarse en cuenta el importe corres- 
pondiente a todos los años comprendidos en dicha declara- 
ción. Página 473, 

6. La circunstancia do que hayan sido estimadoa do oficio tos 
réditos del contribuyente por no haber sido posible deter- 
minarlos en forma clara y fehaciente no excluyo la posi- 
bilidad de que se compruebe, aunque sin fijar su monto 
exacto, una fraudulenta evasión del impuesto y se la reprima 
con la multa prevista en el art. 18 de la ley 11.683 gra- 
duada de acuerdo a las circunstancias particulares del caso. 
Página 503. 

7. El pago del impuesto a los réditos con el recargo do los 
intereses p un i torios previstos en el art. 20 de la ley 11.683 
(T. O.) no excluvo la imposición de la multa penal esta- 
blecida por el art! 18 (T. O.) de la misma ley. Página 503. 

8. El art. 174, inc. 5', del Código Penal es inaplicable al caso 
de defraudación del impucslo a los réditos, para el cual la 
ley 11.683 establece un procedimiento administrativo previo 
aunque mediaren delitos comunes. Pagina 521. 

Procedimiento y recursos. 

9. Lns tribunales federales son incompetentes para conocer en 
la denuncia sobre infracción del impuesto a los réditos, que 
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ha sido excluida del procedimiento establecido por el texto 
ordenado de la ley 11,083. Página 521. 

10. £1 secreto de las decía raciones juradas ha sido establecido 
por el art. 69 de la ley 11.683 (T. O.) en beneficio del 
contribuyente o de terceros que podrían ser afectados o 
perjudicados por aquélla, mas no del fisco nacional, pro- 
vincial o municipal. Página 575. 

11. El art. 69 de la ley 11.683 no impide que, a solicitud del 
litigante demandado por una municipalidad, los tribunales 
requieran de la Dirección General del Impuesto a los Rédi- 
tos informes acerca de la clase de negocio explotado por 
aquél, del capital con que gira y Jel «¡dito imponible se- 
gún las declaraciones juradas presentadas ante dicha repar- 
tición. Página 575. 

12. No resultando que tas declaraciones juradas del impuesto 
a los réditos ofrecidos rumo prueba eu juicio con otro con- 
tribuyente por la parte que las formuló, no contengan datos 
relacionados con Ja parte demandada o con otro contribu- 
yente o de terceros que los afecten — a quienes ampara el 
secreto y la reserva a que se refiere el art. 69 de la ley 
11.C83 — corresponde rechazar de oficio el pedido de que se 
requiera le la Dirección General del Impuesto a los Réditos 
copia autenticada de dichas declaraciones. Página 581. 

13. La prohibición del art, 69 de la ley 11.683 no impide al 
contribuyente solicitar como prueba, en el juicio con una 
municipalidad, informes de la Dirección General del Im- 
puesto a los Réditos relativos a su propia declaración, siem- 
pre que no medie la posibilidad de violarse de tal mod.> el 
sivii'in de las declaraciones de otro contribuyente o do un 
tercero que pudiera serlo. Página 575. 

IMPUESTOS INTERNOS, 

Régimen represivo. 

Siendo irremisible por medio del recurso extraordinario la 
sentencia apelada en cuanto considera probada la intención 
de defraudar de quien compró tabaco en infracción a los 
arts. 65 y 71, inc, f) de la Reglamentación General, debe 
concluirse que procede aplicarte la penalidad establecida 
por el art. 27 del texto ordenado de las leyes de impuestos 
internos en su calidad de poseedor prevista en el art. 20, 
sin perjuicio do la sanción aplicada al vendedor. Pág. 118. 
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INTERDICTOS. 
Procedimiento. 

La restitución do tierras ordenada por la sentencia que hizo 
lugar al interdicto de recobrar promovido contra una pro- 
vincia, debe hacerse efectiva no obstante la oposición de 
quienes ins adquirieron en el remate público realizado por 
dicha provincia, que dio lugar a la iniciación del jaldo. 
Página GO. 

INTERESES. 
Procedencia del cobro. 
Intereses moratorios. 

1. La circunstancia de que, por haberse incurrido en error de 
hecho al practicarse una liquidación judicial, se haya co- 
brndo al deudor menos do lo que éste debía pagar, no im- 
pide constituirle en mora por la diferencia mediante la 
notificación de la demanda tendiente a obtener su reembolso 
con los intereses a contar desde la fecha de dicha notifi- 
cación, que el acreedor tiene derecho a cobrar. Página 403. 

2. Xo tratándose de alguno de los casos de excepción previstos 
en el art. 509 del Cód. Civil, In provincia debe los intereses 
correspondientes al precio de las mercaderías suministradas 
a la misma, a partir de la fecha de ta interpelación extra- 
judicial producida mediante una carta por la cual se reclama 
el pago, ya que no es suficiente a dicho efecto la simple 
presentación al cobro do lo respectiva factura. Página 457. 

3. No procede condenar a la demandada al pago de intereses 
desde la notificación de la primera demanda sobre repeti- 
ción de sumas indebidamente pagadas deducida por el ac- 
tor invocando un derecho propio y rechazada, sino desde 
la notificación de la demanda promovida ulteriormente en 
otra calidad — como sucesor — que ha prosperado. Pág. 540. 

Liquidación. 

Curso de los intereses. 

4. El retardo en la percepción de la suma que se mandó pagar 
por la sentencia, experimentado por uno de los componentes 
de la sociedad de hecho aetora por haberse resuelto, en 
un incidente promovido por la demandada, que dicha can- 
tidad debía ser transferida al juicio sucesorio del otro socio 
para dilucidar allí la parte que a cada uno correspondía 
percibir, no autoriza a cobrar intereses por esa demora a 
ln demandada que venció en dicho incidente. Página 333. 
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JUBILACION DE EMPLEADOS BASCAMOS. 
Jubilaciones. 

Cómputo de Fenicios. 

No son conmutables a los efectos do la ley 11,575, loa ser- 
vicios bantarios prestados en establecimientos provinciales 
en una época en que éstos no se hallaban aún incluidos en 
la ley de montepío loca!, que los comprendió después sin 
establecer reciprocidad ton la Caja Nacional de Jubilacio- 
nes de Empleados Báñennos. Página 622. 

JUBILACION DE EMPLEADOS FERBO VI ARIOS. 
Fondos de la Caja, 

Para fijar la reducción proporcional del aporte patronal 
sobre las sumas a descontarse por ausencia sin goce do suel- 
do, corresponde determinar el jornal fie un empleado ferro- 
viario retribuido con sueldo mensual, dividiendo éste por 
treinta. Página 326, 

* 

JUBILACION DE EMPLEADOS NACIONALES. 
Personas comprendida». 

No revistiendo el carácter de puesto permanente en los tér- 
minos del art. 2* de la ley 41*49 el desempeñado por los 
observadores meteorológicos del Ministerio de Agricultura» 
que se designan por un año y se confirman — o no — por 
otro período igual ni ponerse en vigor el nuevo presupuesto, 
no procede computar esos servicios a los efectos de la jubi- 
lación ordinaria. Página 592. 

JUBILACION DE PERIODISTAS. 
Persona* comprendidas. 

t, Los ordenanzas de empresas periodísticas encargados de to- 
runa relacionadas con la atención general del público y de 
llevar órdenes y recados do los oficinas, deben ser conside- 
rólos auxiliares do la administración comprendidos en el 
art. 3*, inc. a) de la ley 12.581 Página 323. 

2. No está comprendido en el art 3* de la ley 12.581 el den- 
tista a sueldo de un |>eriódico que presta sus servicios pro- 
fesionales al personal de aquél. Página 352. 
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JURISDICCION. 

Prórroga de jurisdicción. 

X, No incumbo a la Corte Suprema conocer originariamente 
en la acción civil deducida contra uní. provincia por el ce- 
sionario de los derechos y acciones emergentes de nn con- 
trato alebrado entre aquélla y el eedentc, por una de cuyas 
cláusulas díte constituyó domicilio especial en un lugar de 
dtrhn provincia, sometiéndose así a, la jurisdicción de los 
tribunales provinciales. Página 382. 

2, El t tuto que a título de dueño de un inmueble rematado 
en una ejecución hipotecaria promuevo en ésta un incidente 
sobre nulidad de los actuaciones referentes a la subasta, 
haciendo reparos a la jurisdicción sin promover cuestión 
acerca de ella, la prorroga y no puede plantear cuestión de 
competencia por inhibitoria después de haberse desestimado 
la nulidad por sentencia firme. Página 592, 

Cuestionen de competencia. 

3, La sola circunstancia de que no se baya hecho saber al juee 
do la causa la iniciación de una cuestión de competencia 
por inhibitoria, no basta para desestimarla si fué promo- 
vida en tiempo y fonna. Página 186, 

4, La circunstancia de que el oficio proponiendo la cuestión 
de competencia por inhibitoria haya llegado después de 
dictada la sentencia condenatoria no consentida, no per- 
judica al demandado que hizo conocer oportunamente al 
juejs del principal la existencia del incidente en cuya tra- 
mitación no fué negligente. Tágina 453. 

Jurisdicción originaria. 

Embajadores, ministros, etc. 

6. La Corte Suprema carece de jurisdicción para conocer ">ri- 
gi nanamente en la causa criminal seguida contra un cónsul 
extranjero que durante el trámite de aquella ha cesado en 
el cargo por haberse cancelado el respectivo exequátur. Pá- 
gina 473. 

Causas en que es parte una provincia. 
Causas civiles. 

6. Corresponde a la Corte Suprema conocer originariamente 
en vi juicio sobre cobro de una suma de dinero reclamada 
como precio de mercaderías suministradas a una provincia, 
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promovido ntra ústa por un vecino de la Capital Fe- 
deral. Página 457. 

Cuestiones constituí- ¡..nal o?. 

7. Corresponde a la Corte Supreir- eonocer originariamente 
en el juicio sobre repetición de un impuesto impugnado 
como inconstitucional, promovido por un vecino do otra 
provincia. Página 61. 

8. Corresponde a ta Corte Suprema conocer originariamente 
en el juuio sobre repetición de un impuesto impugnado 
cornil inconstitucional, promovido por un vecino de otra 
provincia. Página 122. 

9. Corresponde a la Corte Suprema conocer originariamente 
en el juicio promovido contra unn provincia sobre repeti- 
ción de un impuesto cobrado por aquélla impugnado como 
inconstitucional. Página 511, 

Fuero federal 
Por la materia. 

Constitución, tratados y leyes nacionales. 

10. La justicia federal rs incompetente para conocer de la de- 
manda sobro repetición de suma» pagadas en concepto de 
servicios de desagües pluviales de la Capital Federal fun- 
dada en la interpretación de la ley 11.744, cuya constitu- 
cionatidad sólo se arguye subsidiariamente para el caso de 
(pie no so admitiera la inteligencia sustentada por el actor. 
Página 601. 

11. Los tribunales federales son incompetente»! para conocer en 
la denuncia sobre infracción del impuesto a los réditos, que 
ha sillo excluida del procedimiento e^'ableeido por el teito 
ordenado de la lev ILGS:}, Página 521. 

12. Compete a la justicia federal conocer ratioms materia en 
el juicio promovido por un concesionario de servicios tele- 
fónicos contra la niuniripalidad que lo autorizó a establecer 
ciertas líneas, sobn* escrituración de la respectiva ordenan» 
e inconstitucionalidad de otra posterior que la anuló, aun- 
que por la primera se hubiera pactado el arbitraje para el 
caso de divergencia entre tas partes. Página 5Ü2. 

Almirantazgo y jurisdicción marítima. 

13. Ul art. 23, ine. 2', del Código de Procedimientos en lo Cri- 
minal par» la Capital Federal y Jo^ territorios nacionales 
modifica y amplía el art. 3, ine. 2», de la ley 48. Pág. 110. 
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14. Competo a la justicia federal el conocimiento de la 
instruida con motivo del naufragio de una lancha pesquera 
cuyo desplazamiento no excedía de tres toneladas con cin- 
cuenta y uno, ocasionado por el choque con otra embar- 
cación do igual categoría producido a mis o menos cuatro- 
cientos metros de distancia de la hoca de entrada del puerto 
de Mar del Plata. Página 110. 

Por las personan. 
Cónsules extranjeros, 

15. El art 2, inc. 3*, do Ea ley 48 ?s constitucional en cuan- 
to dispone que son de compete: eia de los jueces nació* 
nales de sección los causas que vtrsen sobre negocios parti- 
culares de los cónsules extranjeros. Página 042. 

Fuero ordinario. 
Leyes comunes. 

Penales. 

16. Los tribunales del lugar donde tramita el juicio sucesorio 
cuyos fondos fueron percibidos en otro lugar por el manda- 
tario do los herederos que se negó a depositarlos a la orden 
del juez de ta sucesión, son los competentes para conocer 
en la causa sobre defraudación instruida con ese motivo. 
Página 49. 

17. Corresponde a los tribunales ordinarios el conocimiento de 
la causa sobre substracción de correspondencia y estafa co- 
metida al apoderarse y utilizar indebidamente cheques re* 
mitidtts por aquel medio, si de autos no resulta que esté com- 
plicado empleado alguno de Correos y Telégrafos de la 
Nación ni que las piezas de correspondencia hayan sido 
substraídas mientras estaban bajo la custodia o servicio del 
Correo. Página 45Ü. 

18. La competencia de los tribunales de la Capital Federal para 
conocer en la causa sobre violación de la ley 11.210 consis- 
tente en elevar artificiosamente el precio de la papa en 
dieba ciudad, se extiente a las actividades ilícitas realiza- 
das en las provincias con aquel fin. Página 49G. 

19. Es improcedente la suspensión del trámite de mm cansa 
criminal seguida ante la justicia ordinaria de la Capital so 
color de que uno de los hechos comprendidos en la denun- 
cia, respecto del cual aquella se ha declarado incompetente 
—la defraudación del impuesto a los réditos— ca de com- 
petencia de la justicia federal y de lo dispuesto en el art. 
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38 del Código de Procedimientos en lo Criminal, que es 
inaplicable a ese casa. Pagina 521. 

El conocimiento de una denuncia cuyos términos permiten 
concluir prima facie que se imputa el delito de defrauda- 
ción mediante la entrega de un cheque sin provisión de fon- 
dos i'um'apotidf ül juez del lugar en que ocurrieron los 
hechos v no al del lugar donde debía ser cobrado el cheque. 
Página 542. 

Existiendo duda* acerca del lugar en que se habría perpe- 
trado el delito tle defraudación -¡mes la determinación de 
aquél depende de la del lugar, ti Culpo y modo en que el 
mandatario debía entregar a su mandante el importe de Ja 
venta de las men aderías — corresponde atribuir el conoci- 
miento de la causa al juez que previno en ella. Pagina 543. 
El lugar en que se lia cometido el hecho delictuoso deter- 
mina la jurisdicción competente para jungarlo. Página 543. 

Instituciones e impuotos locales. 

23. Compete a los tribunales de la provincia en que fuá cons- 
truido el pavimento y no a los de la Capital Federal, donde 
tiene su domicilio la empresa, concesionaria y se efectuaron, 
loa pagos, el conocimiento de la acción sobre repetición de 
sumas pagadas en ese concepto y fundada en la nulidad 
de la respectiva concesión por haberse violado di-sposi cienes 
de la constitución y de las leyes provinciales y de ta Cons- 
titución Nación a! Página 200. 

24 . Compete a los tribunales de la Provincia de Mendoza, y no 
a los del domicilio de la sociedad demandada situado en la 
Capital Federal, el conocimiento del juicio del apremio pro- 
movido por la Caja Obrera de Pensión a la Vejez e Inva- 
lidez de aquella provincia por cobro de tos respectivos apor- 
tes a loa que la ley local atribuyo el carácter de impuestos. 
Página 247. 

Acción personal, 

25. El juez del domicilio conyugal y no el del lugar al que, 
por razones de salud y con autorización de su marido, se 
trasladó la e-posa que se negó a retornar ni hogar, es el 
competente para conocer en el juicio sobre alimentos de- 
ducidos por ella. Página 4S7. 

20. No existiendo pruebas de las que pueda inferirse que se 
baya convenido explícita o implícitamente un lugar para 
el cumplimiento de la obligación, la acción tendiente a 
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20. 



21. 
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obtenerla debo tramitnr anta el juez del domicilio del de- 
mandado. Página 250. 

27. Ea competente para "en tender en los juicios en que se pro- 
mueven acciones personales, el juez del domicilio expresa 
o implícitamente: convenido para el cumplimiento de las 
obligacioues, que en el caso de una locación de aervieioi 
n el del lugar donde éstos fueron prestados. Página 180. 

28. El juez del Ligar donde loa cónyuges tuvieron el último 
domicilio matrimonial y se produjo el abandono de la es- 
posa, es el competente para conocer en el juicio de divorcio 
promovido por ella, aunque el marido se haya trasladado 
a otra ciudad. Página 453. 

Incidentes y cuestiones conexas. 

29. La justicia federal no est competente para conocer en el 
juicio ordinario sobre- repetición de la suma pagada en una 
ejecución radicada ante 1 justicia local. Página 642, 

Fuero de alroccírf». 
Sucesión. 

30. El juicio sobre petición do herencia en trámite ante el jue« 
de la sucesión del causante, no es atraído por el juicio su- 
cesorio de uno de los herederos demandados. Página 348, 
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LEY DE SELLOS. 
Principies generales. 

1. Procede rechazar do plano la medida de prueba consisten- 
te en requerir por oficio la solución de un punto de dere- 
cho, como el de resolver si ciertos documentos están sujetos 
al impuesto de sellos y qué sellado corresponde; a lo que 
no obstan los arta. 1, 2, 3 y 71 de la ley 1L683, T. O., 
pues no rezan para los instrumentos acompañados a los 
autos en trámite ante el Tribuna! Página 39. 

Sellado aplicable. 

2. Corresponde reponer en la forma establecida en el art. 23, 
2» apartado, de la ley 11.290, los formularios y liquida- 
ciones referentes a la compraventa de ganados a un fri- 
gorífico realizada verbalmente, presentados por el vendedor 
en el juicio sobre repetición de impuesto territorial se- 
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(raido ante U Corte Suprema contra ona provincia. Pá- 
gina 354. 

3. El art. 23, 2* apartado, de la ley 11.290 comprende entre 
loa documentos sujetos a impuesto todos los que pongan 
de manifiesto la existencia do una obligación. Página 354. 

* . 

LIEMOS DE COMERCIO. 
Valor probatorio. 

Ixcí demandados que no ofrecieron como prueba los libros 
que como comerciante debían llevar sino loa libros y pa- 
peles del actor, no pueden luego impugnar < álidamente el 
informo del perito contador fundados en que dichos li- 
bros — en el raso los de la División do Transportes del 
Ministerio do Marina de la Nación— enreccn do rúbrica 
y no son oponiblea a los no comerciantes. Página 406. 

LITIS CONTESTACION, 

Ln acción de repetición no comprende los pagos que se 
efectuaren después de trabada la litis contestación, aun 
cuando la demanda se haya hecho extensiva a ellos. Pági- 
na 511, ^ 
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Cesación. 

El cambín de los gobe ruantes de las provincias no obsta a 
la subsistencia de las representaciones acreditados anto la 

Corte Suprema mientras los poderes pertinentes no sean 

revnni'U* i»o r nqucllos o, en s=u caso, por el interventor 
nacional. Página 333. 

MARCAS DE FABRICA, 
Requisitos. 

I*a circunstancia de que la nueva marca pueda prestar- 
se a concisión con otra registrada anteriormente no bas- 
ta para denegar el registro de aquélla si el propietario de 
la mencionada en segundo término retiró la «posición que 
había formulado. Página 5; lo. 

MEDIDAS DISCIPLINARIAS. 

Procede llamar la atención al mandatario que no hizo co- 
nocer oportunamente al tribunal el fallecimiento de su 
mandante y lo indujo en error en cuanto a Ja subsisten- 
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lia cíe su facilitad de percibir y respecto del procedimien- 
to n seguir con las sumas correspondí entes a la sucesión 
del mandante, que deben ser transferidas a la orden del 
juez ante el euul tramita el juicio sucesorio. Página 671. 



PAGO. 

Pago con proteata. 
Forma. 

1. El requisito de la notificación de la protesta efectuada 
con motivo del pago del impuesto a la transmisión gratui- 
ta en el junio sucesorio tramitado ante Ins tribunales de 
la Provincia de Buenos Aires, debe considerarse cumplido 
con la reserva hecha por escrito en aquél al acompañara» 
los sellos respectivos y el conocimiento de la misma por la 
Dirección Genernl de Enmelas, con cuya conformidad ae 
aceptó el pago. Página 61. 

2. Debe considerarse suficientemente fundada la protesta re- 
ferente al impuesto al vino cobrado en la Provincia de 
San Juan mediante la aplicación de la ley 313 derogada por 
la 335 y puesta en vigor nuevamente por la Intervención 
Nacional, realizada "por el pago que verifican de un cen- 
tavo de los cuatro pagadas por concepto del impuesto al 
vino y mistela y por el cobro que se lea hace del men- 
cionado centavo reservándose los comparecientes los dere- 
chos que Ies corresponda, los que liarán valer en el tiempo 
y forma que Jo estimen más conveniente como igualmente 
para reclamar y exigir la devolución del centavo pagado in- 
debidamente". Página 54G. 



3. La protesta hecha al pngar el saldo definitivo del impuesto 
a la transmisión gratuita no ampara al pago parcial ante- 
rior efectuado sin reserva y con arreglo a una liquidación 
provisional presentada por el npoderado de los herederos. 
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Alcance. 
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1. En el sistema del Código Penal no o. viste responsabilidad 
atenuada í las penas deben graduarse con arreglo a todae 
las circunstancias que revelan la mayor peligrosidad 
sujelu y ser aumentadas con respecto a quienes son con- 
ducidos al crimen por sus taras mentales. Página 625. 
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2. Si bien la calificación correspondiente al hecho es l a de 
homicidio cometido con alevosía, no procede elevar la pena 
aplicada al reo como autor de homicidio simple, por no 
existir recurso acusatorio. Página 031. 

PENSIONAS. 
Principios generales. 

1. La circunstancia de que el beneficiario baya cobrado sin pro- 

testa la pensión que le acordó el P. E. no le impide recla- 
mar judicialmente el pago de las diferencias entre aquélla y 
la mayor que por ley le corresponde, eon tal que no haya 
transcurrido el plazo establecido para la prescripción de n 
acción. Página 021. 

ütfüter. 

2. El tít, IV de la ley orgánica de Ja Armada núra, 4856 
no acuerda derecho a pensión a Ja hija casada viuda, y 
por lo tanto, el decreto que la concede no es un acto re- 
gular, no tiene fuerza de cosa juzgada y puede «*r váli- 
damente revocado por otro decreto. Página 72, 

3. La pensión da retiro correspondiente a un suboficial del 
ejéreUo no comprende el importe del "premio a la cons- 
tancia de que gozaba en actividad. Página 530. 

4. La pensión do retiro correspondiente a un suboficial del 
ejercito comprende el prest liquidado en la misma propor- 
ción que el sueldo. Página 539, 

Pohein, bomberos, #íc, 

5. Tiene derecho a la pensión establecida por la ley 4235 el 
bombero dado de baja o consecuencia de una tubercu- 
losis que, según el informe de los peritos médicos, fué con- 
trata por aquól después de su ingreso al cuerpo respeeti- 

pefió y . Póg^ri U S4 da ^ ÍUnd0ÜCa e " * deSeni - 

PERENCION DE INSTANCIA. 

1. Las diligencias tendientes a justificar la personería de los 
apoderados de los actores no interrumpen el plazo de la 
perención de la instancia, que comienza a correr desde la 
presentación de la demanda. Página 258. 

2. Las gestiones administrativas posteriores al transcurso total 
del término necesario para que se cumpla la perención de 
la instancia, no obstan n la declaración de la misma. Pi- 
gina 382. 
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PODER DE POLICIA. 

1. Loa ferrocarriles que sirven al tráfico intcrprovindal no 
so hallan sustraídos cu absoluto al poder de policía de las 
municipalidades respectivas; pero éste debe detenerse ante 
la posibilidad do interferir otras facultades de carácter y 
jurisdicción nacional, además de las que atañen a los fe- 
rrocarriles, como las establecidas por las leyes 4408 y 9127 
con respecto a la radiotelegrafía, radiotelefonía o radiodi- 
fusión. Página 327. 

2. Las municipalidades carecen de facultades para resolver 
bis cuestiones surgidas *oti motivo de las perturbaciones 
ilii la radiodifusión producidas por los ¿ervfcioj de una 
empresa ferroviaria de jurisdicción nacional, pero pue- 
den acudir a las autoridades nacionales en demanda de re- 
paración del daño o del cese de su causa, Página 327, 

PODER JUDICIAL. 

Véase: Comtiütción Nacional, h 

PRESCRIPCION. 

Comiemo y vencimiento del término. 

1. El plazo de la prescripción anual de la acción tendiente 
a obtener la reparación de un daño sobrevenido con poste- 
rioridad a la sentencia que estableció la indemnización 
correspondiente a loa damnificados pur un accidente, no pre- 
visto en ella y presentado como una consecuencia de dicho 
suceso, no comienza a correr desde el día en que este ocu- 
rrió sino desde la fecha en que aquel perjuicio se produ- 
jo. Página 41, 

Interrupción 

2. El delito de homicidio cometido con posterioridad a otro 
de abuso de armas interrumpe la prescripción de ta acción 
penal referente a este último, que vuelve a correr nueva- 
mente desde la fecha de aquél y con independencia del mis- 
mo y debe ser declarado de oficio si durante el trámite 
de la cansa se operase por el transcurso de) plazo legal. 
Página 500, 

3. La demanda deducida invocando un derecho propio y re- 
chazada no interrumpe la presen poción de la acción que 
corresponde al mismo actor en otra calidad — la de suce- 
sor— para repetir las b urnas indebidamente pagadas al de- 
mandado. Página 546, 



4. Las actuaciones administrativas rea Hitadas por las autori- 
dadra respectivas «wi motivo del incendia de bosques fia- 
cales no interrumpen en favor dpi Fisco la prescripción de 
la acción que pueda corresponder le para obtener la indem- 
nización de lew daños y perjuicios sufridos. Página 644. 

6. EJ decreto del F. E. que promueve a un militar al grado 
inmediato suprior en virtud de lo dispuesto en el art. 1* 
de tn ley 11. JOS y manda liquidar el sueldo de mu nuevo 
grado de ncuerdo a los respectivos presupuestos, y la orden 
de pairo subsiguiente ex podida en cumplimiento de aquél, 
dejan sin efe to la prescripción de la acción futra reclamar 
dicho pago, que comienza a correr nuevamente desde la 
fecha de esa orden. Página 491. 

Prescripción de aectune* en particular. 
Civil. 

Acciones prescriptibles. 

6. Prescribe n los diez años la acción tendiente a obtener el 
reconocimiento y efectividad de una pensión militar acor- 
dada por un decreto que fué luego revocado con violación 
de la cosa juzgada administrativa. Página 441. 

7. El decreto por el cual el P. E. do hi Nación, aplicando el 
art. 12, inc. 3'. tít IV, de la ley 4707 de acuerdo a lo dis- 
puesto por el decreto del 31 de enero de 1928 (que recti- 
fica hi referencia errónea de aquella disposición n los nrt*¡. 
l(i y 17 del título de los retí ron de la citada ley declarando 
que se trata de los arU. 17 y 18) concedió a la viuda y a 
los hijos legítimos de un oficial del ejercito muerto a con- 
secuencia de un accidente sufrido mientras jugaba el re- 
glamentario partido de polo, una pensión equivalente a 2/3 
del «neldo del grado inmediato superior, no ea absoluta- 
mente nulo y no puede ser válidamente revocado por el 
P, E„ qufi debe demandar sn nulidad ante los tribunales 
de juslicia antes del transcurso de dos años a contar des- 
de la fecha en qoe fué dictado. Página 441. 

6. Prescribe a ln* cinco años el derecho al cobro de la suma 
que por decreto h» reconoció adeudar en concepto de cuo- 
ta «i atrasadas de una pensión y al de los que vencieron 
ulteriormente. Página 4ÍU. 

9. La prescripción de la acción para cobrar una deuda de 
acrecimiento sucesivo y periódico, capitalizada mediante 
una orden de pago, no es la quinquenal prevista en el art. 
4027, inc, 3\ del Código Civil, sino la decenal del artícu- 
lo 4023. Página 401. 
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10, Pros oribe al riño contado desde Ja fecha ci que se cometió 
el hecho en que se fonda, la arción sobre indemnización 
de daños y perjuicios ocasionad os a la Nacida como con- 
secuencia del incendia de bosques fiscales producido por 
dependientes del demandado y del i orto clandestino de ma- 
deros de dichos bosques. Página G44. 

Leyes especiales. 

11. El termino de la prescripción de la arción para reprimir 
la falsa de el a ración tendiente a eludir el pago del impuesto 
a los réditos corre desde ía presentación de esa declaración 
ante la autoridad correspondiente y no desde la fecha an- 
terior en que debió ser pagado el gravamen. Página 473. 

PRVEBA. 
Principio* generales, 

1. Procede rechazar de plano la medida de prueba consisten- 
te en requerir por oficio la solución de un punto de dere- 
cho, como el de resolver si cierto» documentos están sujetos 
ni impuesta de sellos y qué sellado corresponde; a lo que 
no obstan los arta. 1, 2, 3 y 71 de la ley 11.683, T. (X, 
pues no rezan pnra los instrumentos acompañados a los au- 
tos en trámite ante el Tribunal. Página 39. 

2. En el juicio promovido por el armador sobre cobro de las 
sumas percibidas por su agento marílimo que, a su vez, 
le tcc o aviene fundado en ser acreedor por mayor suma, 
incumbe a este ultimo probar el verdadero estado de laa 
cuentas medíante la correspondiente rendición de las mis- 
mas; debiendo, en casó negativo, estarse a laa constancias 
y documentación del armador. Página 40G, 

Término, 

3. No procede hacer lugar a la medida solicitada por una 
de bis partes después de vencido el término de prueba y 
diligenciada la ofrecida, con el objeto de obtener una co- 
pia fiel de un decreto del P. E. dictado durante el trámite 
del juicio y un informe acerca del alcance del decreto, sin 
perjuicio de lo que el Tribunal pueda oportunamente dis- 
poner para mejor proveer. Página 672, 

Ofrecimiento y producción. 

4. Nb obstante la oposición de tina de laa partes fundada en 
que la prueba de peritos ofrecida por la otra es inútil por 
referirse o un hecho que estima inobjetable y fuera da 
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Ja litis, procede admitir dicha prueba por versar sobre 
cuestione» que prima facis no pueden ser consideradas aje- 
nas al debate, sin perjuicio de apreciar su valor al dictar 
sentencia. Página 170. 

Confesión. 

6. No procede exigir la absolución de posiciones por todos los 
socios de una sociedad colectiva sino tan sólo por el que 
elija la contraparte entre los habilitados al efecto. Pági- 
na 383. 

Instrumentos. 

6. Los demandados que no ofrecieron como prueba loa libros 
que como comcrcinnte debían llevar sino los libros y pa- 
peles del actor, no pueden luego impugnar válidamente el 
informe del perito contador fundados en que dichos libros 
— en el caso loa de la División de Transportes del Minis- 
terio de Marina de la Nación — carecen de rúbrica y no 
son opouiblcs a los no comerciantes. Página 406. 

Pmtog. 

7. A falta do conformidad de las partes acerca de la desig- 
nación do peritos, esta incumbe al Tribunal. Página 170. 

8. La circunstancia de que la prueba se haya decretado a 
pedido de parte no impide el ejercicio de la facultad de 
designar el objeto sobre el cual debe recaer la diligencia 
prevista en los arta. 141 y sigtes. de la ley 50, cuando ella 
tiende al complemento de la misma y la ampliación del 
cuestión iirio ha sido pedida antes de notificarse y consen- 
tirse el auto que admitió la ofrecida en oportunid, ! del 
art. 142 do la ley citada. Página 39. 



* 

RECURSO DE NULIDAD. 

Principios genérales. 

Procede rechazar el recurso de nulidad que no ha sido 
fundado ni mantenido en la instancia para ante la cual 
fué interpuesto. Pagina 422. 
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RECURSO DE QUEJA. 
Procedimiento. 

Correspondo reservar en la Secretaría de la Corte Supri- 
ma de JuHtiiiii de la Nación In queja interpuesta contra la 
sentencia de una cámara de apelaciones local, basta tanto la 
suprema corte local resuelva los recursos de ineotistituoiona- 
lidad e inaplieabilidad de la ley y doctrina legal deducidos 
para unte, ta mistan. Página 1G5. 

RECORSO DE REPOSICION. 

Las providencias de simple substanciación firmadas por el 
Presidente del Tribunal son susceptibles del recurso de 
revocatoria. Página 39. 

RECURSO EXTRAORDINARIO (*). 
Principios generales, 

1. El recurso extraordinario tiene por objeto mantener la su- 
premacía do la Constitución en toda la República y pre- 
supone la decisión exclusiva de puntos de derecho federal. 
Página 184. 

2. Es improcedente el recurso extraordinario interpuesto con- 
tra una sentencia dictada por el Superior Tribunal de 
EntTe Ríos en In cansa de puro derecho sobre incons- 
titucionalidad establecida por el tít. IV, Cap. III, del 
Código de Procedimientos en lo Civil, y fundado en doa 
cuestiones que aquel tribunal ha declarado extrañas a ese 
juicio especial, en una tercera sobre incompatibilidad de 
normas locales, y en una cuarta referente a saber si ee 
contraría a la Constitución Nacional la ordenanza muni- 
cipal sobre afirmados que prohibo otorgar escrituras de 
transmisión de inmuebles sin que conste en ellas el pago 
total do la deuda, a menos que el edquirente se haga car- 
go de la misma, si esta última es de carácter teórico por 
no resultar de los autos que alguno de los actores haya 
sido privado de transferir alguno do sus inmuebles. Pági- 
na 83. 

3. La opción por el recurso administrativo establecido en el 
art. 73 de la ley 11.281 importa la renuncia definitiva 
del judicial y, por lo tanto, el abandono de la vía que 
permite llegar hasta la Corte Suprema por medio del re- 
curso extraordinario que es improcedente respecto de 1» 
resolución dictada en el asunto por el Ministro de Hacien- 
da de la Nación. Página 180. 



(i) Véase también: Cota juzgada, S. 



4. 



5. 



6. 



7. 



8. 



fíff/ífiiftca. 

Es procedente el recurso extraordinario fundado en la 
interpretación de loa arte. 20 y 27 del texto ordenado de 
Jaa ley» de impuestos interno*, contra la resolución del 
Administrador General de la repartición que desestima el 
recurso de revocatoria, interpuesto por el recurrente con- 
tra un» decisión que le imponía una multa menor de cien 
pe«!os. Página 118. 

Procede el recurso extraordinario contra la resolución que 
rcclmza la excepción de incompetencia de los tribunales de 
la Capital Federal, fundado en que de acuerdo a loa 
atte. 104 y im de h Constitución Nacional no son aqué- 
llos sino loa do la Provincia de Buenos Aires loa compe- 
tentes para conocer en la demanda sobre repetición do su- 
mas pagadas en concepto do afirmados construidos en una 
localidad de dicha provincia. Pagina 200. 

Procede el recurso extraordinario contra ta sentenna quo 
ordena llevar adelante una ejecución tendiente a cobrar en 
concepto de un impuesto provincial anteriormente decla- 
rado inconstitucional por la Corto Suprema, la misma su- 
ma que ésta mandó devolver en el juicio ordinario de repe- 
tición seguido ante ella en jurisdicción originaria. Pági- 
na 2&4. 

Las sentencias que a los efectos del art. 14 de la lev 48 no 
son consideradas definitivas por la posibitidud de que un 
pronunciamiento ulterior disipe el agravio que producen 
— como las que rechazan la prescripción opuesta por el 
demandado y mandan devolver la causa al juzgado de origen 
para que falle las demás cuestiones planteadas — adquie- 
ren tal 'arácter mando la sentencia que pone fin al pleito 
no lo repara y pueden ser llevadas entonces n conocimiento 
de la Corte Suprema por medio del recurso extraordinario. 
Página 201. 

Es improcedente el recurso extraordinario contra la sen- 
tencia condenatoria dictada en juicio de apremio sobre 
cobro de multa contractual, seguido por la Municipalidad 
contra un concesionario de servicios públicos, si de autos 
no resulta que el agravio causado por aquélla sea insus- 
ceptíble de reparación por medio del juicio ordinario ni que 
el pago de la multa pueda ser considerado ruinoso ni que 
se trate de un caso anímalo claramente excedente de loa 
facultades de la Municipalidad. Página 4Gó\ 
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9. La segunda sentencia pronunciada por el tribunal superior 
de la causa a raíz de lo ordenado pe la Corte Suprema al 
revocar la anteriormente dictada por aquél, ea revisable por 
medio del recurso extraordinario aunque no decida cuestión 
federal distinta de las eontcrupladna en dicho fallo revoca- 
torio, siempre que se niegue y se demuestre que se aparta 
del derecho declarado por La Corte y no se limite a apli- 
carlo ton arreglo a las circunstancias do hecho que consi- 
dere prohadas en autos. Página 492. 

10. No siendo definitiva la sentencia que declara la incons- 
titucional idad del recargo por absentismo del impuesto a 
ta transmisión gratuita en razón de su carácter confisca- 
torio y manda practicar una nueva liquidación del mismo 
con arreglo a las bases que establece, es improcedente el 
recurso extraordinorio fundado por el contribuyente en 
que no es posible ordenar lo último sin violar los arta. 5 
y 17 de la Constitución Nacional. Página 526. 

11. Es improcedente el recurso extraordinario deducido por 
el actor contra la resolución de un tribunal de la Provin- 
cia de Buenos Aires que, en cumplimiento de las leyes lo- 
cales 4048 y 4538 cuya inconstitucional idad rechaza, man- 
da pasar el expediento al Ministerio de Obras Públicas de 
la Provine- ta liara que se proceda a regular loa honora- 
rios del ingeniero que actuó en el juicio como perito ter- 
cero, pues dirha resolución no puede ser considerada sen- 
tencia definitiva desde que no priva al actor de hacer vale* 
las defensas en la ejecución que se te promoviere o aun ea 
el correspondiente juicio ordinario de repetición. Página 538. 

12. No habiéndose demostrado la multiplicidad de juicios de apre- 
mio por cobro de derechos municipales de ocupación del 
subsuelo urbano con cables telegráfico* y telefónicos, no 
resaltando ella probable ni tratándose de nn pago que 
por su monto pueda ocnsionsr un gravamen irreparable, 
procede rechazan por falta de sentencia definitiva el re- 
curso deducido contra la que ordena proseguir la ejecu- 
ción, funilndo en que los ferrocarriles están exentos de esa 
contribución en virtud de las leyes 5315 y 10.C57. Pági- 
na G02. 

Cuestión federal. 

Caaos. 

Constitución Nacional. 

13. Procede e' recurso extraordinario contra la sentencia que 
admitiendo la validez del art. 70 de la ley 4548 de la Pro- 
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viñeta de Buenos Aires, impugnado como contrario ni art 9 
de la ley 9Ü88 y a toa arLs. 67, inc. 11, y 31 de la Cons- 
titución Nacional, manda depositar en la cuenta de la Caja 
de Garantía del Departamento del Trabajo do la Provincia 
la suma lijada como indemnización, aunque reconozca al 
patrón el derecho de pedir la transferencia a la Caja Na- 
cional de Jubilaciones y Pensiones Civiles en el momento 
de efectuar el depósito. Página 2-tS. 

14. Proi*ede el recurso extraordinario contra la sentencia que 
declara la validez del art 106 del Código de Procedimientos 
Civiles de la Provincia de Tueumán, impugnado como vio- 
latorio del art, 18 de la Constitución Nacionc!. Página 19. 

15. Procede el recurso txtuordinario fundado en que es incoes- 
titueiunal cobrar a las compañías de seguros que han colo- 
cado dinero cu préstamos hipotecarios, la patente estable- 
cida por la ley 11.283 paro las casas que se ocupen de esa 
clase de operaciones. Página 205. 

16. Procede el recurso extraordinario contra la sentencia defi- 
nitiva favorable a la validez del art. 3 de la ley del 9 de 
enero de 1928 de la Provincia de Tueumán y del art. 12 
de la Ordenanza General Municipal del 17 de julio del 
mismo año, impugnados por el recurrente como violo torios 
del art. 10 de la Constitución Nacional. Página 186. 

17. Es procedente el recurso extraordinario fundado en que» 
contra lo resuelto implícita mente por la sentencia apela- 
da, los arts. 16, 17 y 27 de la ley 8875 son violatorios de 
la Constitución Nacional. Página 167. 

18. Procede el recurso extraordinario contra la sentencia que 
admite la validez de una resolución administrativa pro- 
vincial impugnada coma violatoria del art. 16 de ta Cons- 
titución Nacional. Página 337. 

19. Procede el recurso extraordinario contra la sentencia que 
admite la validez do una ordenanza de Ja Municipalidad 
de Paraná —Provincia de Entro lííos— impugnada como 
contraria a las leyes nacionales 2873 y 6315. Página 327. 

20. Declarada por la sentencia definitiva del tribunal superior 
do la causa la validez del art. 6 f de la ley 2855 de ta 
Provincia de Entre lííos, impugnado por el recurrente como 
violatori j del art. 67, inc, 11, de Ja Constitución Nacional 
por excluir la aplicación de los preceptos del Código Civil 
•obro prescripción, que ha invocado para oponerse a la 
acción, es procedente el recurso extraordinario contra aquel 
fallo, sín que obste a ejlo Ja circunstancia de que esos 
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preceptos puedan ser susceptibles de alguna interpretación 
que también conduzca a desestimar la prescripción. Pági- 
na 201. 

21. Procede el recurso extraordinario contra la sentencia da loa 
tribunales de la Capital Federal que en un juicio sobro 
accidente del trabajo, sin referirse a las cuestione* federa- 
les planteadas por el recurrente, rechaza las excepciones de 
litis pendencia e incompetencia fundadas por el mismo en 
la eirciin-lam-ia de Imitarse en trámite las actuaciones váli- 
damente iniciadas, con arreglo a la respectiva ley local por 
el Departamento del Trabajo de la Provincia de Buenos 
Aires, y en ta fe y el respeto que ellns merecen en virtud 
de lo dispuesto por el art. V de la Constitución Kaciomü. 
Pagina 530. 

Leyes del Congreso. 

22. Ea procedente el recurso extraordinario deducido por el 
patrón condenado a pagar una indemnización por acciden- 
te del trabajo contra la resolución aclaratoria que, inter- 
pretando el art 9 de la ley 0688 invocado por aquél par» 
sostener que la suma fijada debe ser depositada en la Caja 
de Garantía, manda entregarla directamente al interesado. 
Página 162. 

23. El litigante que se limitó a fundar su derecho en normas 
comunes sin haber intentado oportunamente una interpre- 
tación compatible con aquél de la norma federal invocada 
por su contrario, no está habilitado para fundar en ésta el 
recurso extraordinario contra la sentencia que desestimó au 
pretensión. Página 178. 

24. Procede el recurso extraordinario fundado en la interpre- 
tación de la lev 2873 y del art. 6' del laudo arbitral dic- 
tado por el Presidente de la Nacián el 23 de octubre de 
1934, contra la sentencia que condena a una empresa fe- 
rroviaria a devolver los haberes retenidos a uno de su 
ohreroa en la proporción que se establezca por medio da 
los árbitros a que se refiere el art. 362 del Código de Pro- 
cedimientos de Santa Fe. Página 364. 

26. Procede el recurso extraordinario contra la sentencia que 
interpretando el art. 25, tac. e) de la ley federal 11.682 
en sentido contrario al sostenido por el recurrente, deniega 
la exención invocada por éste. Página 358. 

26. Procede al recurso extraordinario contra la sentencia que, 
fundada exclusivamente en las disposiciones de la ley ge- 
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neral de ferrocarriles 2873 y del decreto del 12 de abril 
de 1002, cuya inteligencia se discutid en el juicio, desesti- 
ma la acción del recurrente. Página 385. 

27. Es improcedente el recurso extraordinario fundado en la 
inteligencia del art. 0* de la ley 12.591 contra la sentencia 
que lo interpreta en el mentido do que nu corresponde acor- 
dar apelación contra la resolución condenatoria del P. E. 
si la multa impuesta no lia sido pagada antes de ta inter- 
posición de aquella, aunque lo haya sido después. Pági- 
na 402. 

28. Procede el recurso extraordinario contra la sentencia que 
interpreta el art. (¡9 de la ley 11.GS3 en sentido contrario 
ni derecho fundado en él por el recurrente. Página 575. 

29. Procede el recurso extraordinario contra la sentencia que 
interpreta el art. flfl de la ley 11.083 en sentido contrurio 
at derecho fundado en él por et recurrente. Página 58L 

30. La cuestión referente a las costas devengadas en la eje- 
cución seguida por lu Dirección General del Impuesto a 
los Réditos es ajena a la jurisdicción extraordinaria de 
la Corte por s<t de carácter propesa I. Página «01. 

* 

Autoridad nacional. 

31. El mantenimiento por e! superior tribunal de la causa do 
la condena en costas aplicada al demandad" en su senten- 
cia no obstante que, por haber sido ésta revocada por la 
Corte Suprema en !o que fué materia del recurso extra- 
ordinario, resultó rechazada totalmente la demanda, es in- 
compatible con el fallo de 3a Corte e importa desconocer 
su alcance y efecto*; por lo que proceden el recurso extra- 
ordinario contra aquella resolución, la revocación de la 
misma y la decisión de lo referente a las costas por la 
Corte Suprema en ejercicio de la facultad f|ue Je acuerda 
el art. 1 15. 2f parte, de la ley 43. Página 14. 

32. Procede el recurso ex tr ti ordinario contra In sentencia que 
ordena llevar adelante una ejecución tendiente a robrar en 
concepto de un impuesto provincial anteriormente decla- 
rado inconstitucional por la Curte Suprema, la misma su- 
ma que ésta mnndó devolver en el juicio ordinario de repe- 
tición seguido ante ella en jurisdicción originario. Pági- 
na 254. 

33. Procede et recurro extraordinario fundado en la interpre- 
tación de la ley 2873 y del art. 5 a del laudo arbitral dic- 
tado por el Presidente do ta Nación el 23 de octubre de 
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1.934, contra U sentencia que condena a una empresa fe- 
rrovinria a devolver los haberes retenidos a uno de bus 
obreros cu la proporción que se establezca por medio de 
los arbitros a que se refiere el art. 362 del Código d« 
Procedimientos de Santa Pe. Página -364. 

34. Es improcedente el recurso extraordinario fundado en que 
el fallo apelado, al declarar la existencia de culpa concu- 
rrente de la empresa ferroviaria ñor no baber colocado ba- 
rreras en el paso a nivel donde ocurrió el accidente, desco- 
nocí) la validez de la resolución de la Dirección General 
de Ferrocarriles según Ja cual aquélla no había infringido 
ninguna de Jas disposiciones de Ja ley 2873; si lo que se 
discute son Jos efectos de dicha resolución, regidos por leyes 
nación a leu que el recurrente no menciona. Página 518, 

35. La segunda sentencia pronunciada por el tribunal superior 
de la causa a raíz de lo ordenado por la Corte Suprema 
al revocar Ja anteriormente dictada por aquól t es revisable 
por medio del recurso extraordinario aunque no decida cues- 
tión federal distinta de los contempladas en dicho fallo 
revocatorio, siempre que se alegue y se demuestre que se 
aporta del derecho declarado por la Corte y no se limito a 
aplicarlo con arreglo a las circunstancias de hecho que con- 
sidere probadas en autos. Página 492, 

Relación directa. 

3G. La impugnación del art C12 del Código de Procedimi atoa 
Civiles de la Provincia de Buenos Aires como contrario al 
art. 16 de la Constitución Nacional, fundada en que aquél 
niega al demandado por desalojamiento d recurso de ape- 
lación que, en cambio, concede al actor, es inaceptable y 
no basta para sustentar el recurso extraordinario! que es 
así improcedente. Página 278. 

37. Es improcedente el recurso extraordinario fundado en el 
art. 17 de la Constiución Nadonul contra la .sentencia que 
en una causa sobre expropiación seguida ante la justicia 
ordinaria por la Municipalidad de la Capital Federal, H- 
mita la condena de intereses a los devengados a partir de 
la toma de posesión por el dueño del inmueble parcial- 
mente expropiado por no haberse reservado en su oportu- 
nidad el derecho de reclamar los anteriores. Página 293. 

38. Es improcedente el recurso extraordinario fundado en el 
art, 18 de la Constitución Nacional y en que se obliga al 
recurrente a hacer Jo que la ley no manda y so le aplica 
una penalidad prevista para casos distintos, contra la sen- 
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tencia quo interpretando la orden tinza- contrato do conce- 
sión de servicios públicos declara procedente la aplicación 
de la multa discutida. Página 466. 

39. Es improcedente el recurso extraordinaria fundado en qua 
la postergación fine die de la regulación de honorarios, por 
aplicación de la acordada de las Cámaras civiles de la 
Capitnl Federal del 13 de diciembre de 1039, contraría lo 
dispuesto en los arta. 1036, 15 y Id del C. Civil y en quo 
aquella acordada viola el principio constitucional do la 
separación de Ion poderes, contra Ja resolución que por ra- 
zono* procesales y de becho suficientes para sustentarla 
6e limita a declarar que no existen en autos elementos de 
criterio para apreciar, ni siquiera prima facie, el monto del 
pleito ni que bagan posible por el momento la regulación 
pedida. Página 395. 

40. Es improcedente el recurso extraordinario contra la Bcn- 
ti ricia que se limita a aplicar el derecho declarado por la 
Corte Suprema en su decisión revocatoria, fundado por el 
apelante en que la aplicación retroactiva de ta doctrina 
establecida por diehe tribunal es violatoria del art. ]8 de 
la Constitución Nacional, Página 402. 

41. Habiéndose resuelto reiteradamente por la Corte Supre- 
mo que si bien la sola falta de barreras no basta para 
responsabilizar a las empresas ferroviarias por Jos acci- 
dentes ocurridos en Jos pasos a nivel, Jos interesados puc- 
den probar, no obstante el informe contrario de la Di- 
rección General de Ferrocarriles, que la frecuencia del 
tránsito de un lugar determinado bacía indispensable co- 
locarlas, y ante la falta de argumentos qnn puedan inducir 
a considerar la conveniencia de modificar esa jurispru- 
dencia, corresponde desestimar el recurso extraordinario 
fundado en la interpretación del art. 5', inc. 8*, de la 
ley 2H73. Página 518. 

42. Es improcedente el recurso extraordinario fundado en quo 
el art, 33 del Código de Procedimientos Civiles de Entre 
Ríos es violalorio de Jos arts. 1903, 1904 y 1909 del Código 
Civil y 31 y 67, inc 11, de la Constitución Nacional, con- 
tra la sentencia que interpretando el art. 1H7Ü, inc. 6», del 
Código Civil en forma irrevisible por la Corte Suprema, 
resuelve que no existe conflicto entre ta legislación local 
y la común porque según éVla sus disposiciones sobre el 
mandato sólo son aplicables a las procuraciones judiciales 
en lo que no se oponga a las leyes procesales de las pro- 
vincias. 
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43. Resultando do loa autos que el recurrióte —a quien el 
Jefa de Policía do la Capital Federal aplicó una multa 
por faltar el respeto a una mujer en la vía pública — fuá 
oído por el jueü correccional que conoció en la apelación 
y recibió la prueba ofrecida por aquel, corresponde recha- 
zar el recurs ) extraordinario fundado en que el contraven- 
tor no lia podido traer prueba en su descargo y en la 
consiguiente violación del art. 18 de la Constitución Na- 
cional, Página 508. 

44. Es improcedente el recurso extraordinario fundado en la 
supuesta violación de los orts. 10 y 18 de la, Constitución 
Nacional por haberse fijado el precio del bien expropiado 
con prescindencin del informe del Registro de ta Propie- 
dad exigido por la acordada de las Cámaras C'viles de la 
Capital Federal del 4 de mayo de 1943, ai de los autos 
resulta que el tribunal de la causa tuvo a la vista un in- 
forme oficioso de dicho Registro, Página 604. 

Oportunidad de plantearla. 

45. Es improcedente el recurso extraordinario fundado en una 
cuestión introducida por primera vez en el escrito de in- 
terposición de aquel y sin invocar el desconocimiento do 
norma federal alguna. Página 241. 

46. Es improcedente el recurso extraordinario fundado en el 
art. 16 de la Constitución Nacional invocado extemporá- 
neamente después de dictada la sentencia definitiva de! 
superior tribunal de la causa. Pagina 598. 

47. Es extemporánea la cuestión consistente en al supuesta 
ti-niisirrpsióii del nrt. 17 tic la Constitución Nacional me- 
diante la asignación de un precio exorbitante ni inmueble 
expropiado, planteada ion posterioridad a la sentencia do 
la Cámnrn de Apelaciones que fijó una suma inferior a la 
establecida por el Juez de 1* Instancia. Página 604. 

Materia ajena. 

Cuestiones de beclio y prueba, 

48. Es improcedente el recurso extraordinario contra ia sen- 
tencia que, fundada en la falta de prueba referente a laa 
actividades comunistas atribuidas al solicitante, resuelve 
concederle carta de ciudadanía argentina. Página 184. 

49. Mediando circunstancias de hedió irremisibles por la Corte 
Suprema —como el trámite en la oficina de registro ante- 
rior al pedido de rectificación del manifiesto aduanero y 
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Ja imposibilidad de probar el error invocado fon las cons- 
tancias del manifiesto y los documentos que lo complemen- 
tan— que bren inoficioso el pronunciamiento de aquélla 
sobra tas euest iones de derecho federal que la causa pueda 
comprender, debo desestimarte el recurso extraordinario 
fundado en estas. Página 39. 

60. Es improcedente el recurso extraordinario contra la senten- 
cia que manda deducir íntegramente de la renta bruta el 
importe del cambio de una cocina económica por otra a 
pan, de tarugo-, de madera por mosaicos en el salón do 
exhibición y ventas de un negocio» y de la reconstrucción 
dei pavimento, por considerar probado en autos que no 
han importado mímenlo de valor u mejoras de carácter 
permanente de los cditicins lie 1¡i achira, sirio simplemente 
gastos o inversión de capital para el mantenimiento de 
la fuente generadora de la renta. Página 72. 

51, Siendo irrcviaiblo por medio del recurso extraordinario la 
sentencia apétala en cnanto considera probada la intención 
de defraudar de quien compró tabaco en infracción a loa 
«Ha. 85 y 71, inc f) de la Reglamentación General, debo 
concia irse que procede aplicarle ta penalidad establecida 
por el art, 27 del texto ordenado de las leyes de impuestos 
internos en su calidad de poseedor prevista en el art 20, 
sin perjuicio de la sanción aplicada al vendedor. Página 118. 

52, Es improcedente el recurso extraordinario fundado en el 
carácter confisca torio de la multa impugnada por el re- 
currente contra la sentencia que rechaza esa objeción por 
falta de pruebo nj respecto. Página 466. 

53, La conclusión de la sentencia apelado según la cual el re- 
currente eshi delctnilo por orden dictada por el P. E. de. 
la Ración, en ejercicio de la facultad establecida en el 
art. 23 de la Constitución Nacional durante In vigencia del 
estado de sitio, es irrevisiblc por medio del recurso extra- 
ordinario. Página 584. 

64, La determinación del premio do un bien expropiado es una 

cuestión de hecho y prueba ajena al recurso extraordinario. 
Página (¡04, 

Leyes comunes. 
Civiles. 

55, Los arta. 8 y 10 de la ley £Mi8S son normas comunes cuya 
interpretación no constituye cuestión federal y no autoriza 
a fundar en ellos el recurso extraordinario. Página 157. 
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66. Siendo njenas i !ft jurisdicción extraordinaria de la Corte 
Suprema I™ cuestione* referente* a saber cuáles sen los 
preceptos del Código Civil que rigen la prescripción de la 
acción deducida, así como la interpretación que debe atri- 
buir-e a los mismo* y su aplicación al caso concreto, corres- 
ponde limitar el pronunciamiento de aquella a la declara- 
ción de inennstitucionalidad le la ley provincial que se 
oponía a ello 3 y devolver el expediente al tribunal de la 
causa para que falle esas cuestiones. Página 2UL 

Comerciales. 

57 La interpretación de loa arts. 16, 17 y 27 de la ley común 
8875 no constituye cuestión federal y es me visible por 
medio del recurso extraordinario. Péf&M lb7. 

Penales. 

68 Es improcedente el recurso extraordinario fundado en la 
interpretación de las disposiciones referentes a la pres- 
cripción de las acciones contenidas rn el Código Penal, 
cuyo carácter de ley común no lia sido modificado por las 
correcciones que le introdujo la ley' sobre fe de erratas 
11.221. Página 597, 

Constitución y leyes locales. 
Procesales. 

59 Es improcedente el recurso extraordinario interpuesto con- 
tra una sentencia dictada por el Superior Tribunal de 
Entre lííos en la r-ausa de puro derecho sobre inconstitu- 
ri on „Íitl«l establecida por el' til. IV, Cap. III, del Código de 
Procedimientos en lo Civil, y fundado en dos cuestiones 
que aciuel tribunal lm declarado extrañas a ese juicio es- 
pecial en una terrera sobre incompatibilidad de normas 
locales y en una cuarta referente a saber si es contraria 
a la Constitución Nacional la ordenanza municipal sobre 
afirmados que prohibe otorgar escriture* de transmisión 
inmuebles sin que conste en ellns el pago totnl de la deuda, 
a menos que el adquirente se haga cargo de la misma, si 
esta última es de carácter teórico por no resultar de loa 
autos que alguno de los actores haya sido privado de trans- 
ferir alguno de sus inmuebles. Página 83. 
60 Es improcedente el recurso extraordinario fundado en que 
la lev 4742 de la Previ una de Buenos Aires es violatona 
de los arts. 1* y 90, me. 13) de la constitución local, asi 



RECURSO EXTRAORDINARIO 



como también de los arta. 07, inc, 13 y IOS de la Cons- . 
litación Nacional y do la ley 11.38* m cuanto legisla so- 
bre materia reservada al gobierno federal, contra la sen- 
tencia de la Suprema Corte de Justina de aquella provincia 
que por entender que la ley impugnada no viola derecho 
alguno del recurrente caía nado de la constitución pro- 
vincial —conclusión irrevisible por la vía del art. 14 de 
la ley 4S— rechaza la demanda de ¡nconstitucionalidad local 
autorizada por los arts. 368 y siguientes del respectivo có- 
digo de procedimientos civil y comercial. Página 295. 

81. Es improcedente el recurso extraordinnrio contra la reso- 
lución que desestimo la nulidad de una sentencia, pues se 
limita a decidir una cuestión meramente procesal — como 
las que versan aohrv el cumplimiento de los requisitos ne- 
cesarios para la validez de las sentencia^- y ajena a la 
jurisdicción extraordinaria de la Corte Suprema. Página 354. 

02. Es improcedente el recurso extraordinario contra la reso- 
lución de qn tribunal que declara mal concedida la ape- 
lación interpuesta para ante el mismo; pues m> Umita a 
decidir una cuestión meramente procesal, ajena a la juria- 
dicción extraordinaria de la Corte Suprema. Página 354. 

63. La acordada dictada por Jas Cámaras Civiles de la Capi- 
tal Federal el 4 de mayo de 1ÍJ43 es una reglamentación 
de carácter local coya interpretación es ajena a Ja juris- 
dicción extraordinaria de la Corte Suprema. Página 604. 

Procedimiento. 

64. Es improcedente el recurso extraordinario que no ba sido 
debidamente fundado al interponerlo. Página 535. 

65. No incun.liiendo a la Corte Suprema pronunciarse por me- 
dio del recurso extraordinario sobre otras cuestiones que 
las federales propuestas en el escrito de interposición de aquel, 
de entre \&< que oportunamente fueron planteados en el juicio, 
y no figurando entre ellas la relativa a la personería da 
defensor oficial del procesado, no procede acceder id pedido 
formulado por ti mismo en el sentido de que se establezca 
previamente si corresponde o no dar intervención en la 
causa al defensor particular que se limitó a intervenir en 
primea instancia. Página 597. 

fi>SOÍ«fííH. 

66- El mantenimiento por el superior tribunal de la causa de 
la condena en costas aplicada al demandado en su senten- 
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cia no obstante que, por haber sido ésta revocada por la 
Corte Suprema en lo que fué materia del recurso extra- 
ordinario, resultó rechazada totnlmente la demanda, es in- 
compatible con el fallo de la, Corte a importa desconocer 
su alcance y efectos j por lo que proceden el recurso extra- 
r> ni Í un rio contra aquella resolución, la revocación de la 
misma y la decisión do lo referente a las costas por la 
Corte Suprema en ejercicio de la facultad que le acuerda 
el art 16, 2? parte, de la ley 48. Página 14. 

67. Cuando la Corte Suprema tf limita a revocar una senten- 
cia sólo en lo referente a las cuestiones federales que han 
sido materia del recurso, su fallo lleva implícita la decisión 
de que los tribunales de la causa deberán rever y adecuar 
al mismo su pronunciamiento pobre las cuestiones no fede- 
rales accesorias del pleito — como lo son las costas devenga- 
das ante ellos— en tanto cuanto la subsistencia de lo que 
al respeto hubieren decidido resultara incompatible con lo 
resuelto por la Corte. Página 14. 

68. Siendo ajena a la jurisdicción extraordinaria de la Corte 
Suprema las cuestiones referentes a saber cuáles son los 
preceptos del Código Civil que rigen la prescripción de la 
acción deducida, así como la interpretación que debe atri- 
buirse a los misinos y su aplicación al caso concreto, co- 
rresponde limitar el pronunciamiento de aquélla a la de- 
claración de inconstitucionnlidad do la ley provincial que 
se oponía a ellos y devolver el expediente al tribunal de 
la causa para que folie esas cuestiones. Página 261. 

RECURSO ORDINARIO DE APELACION. 
Sentencia definitiva. 

1. La sentencia que declara improcedente la instancia judicial 
contra la resolución administrativa que estimó de oficio 
loa réditos del contribuyente tiene carácter de definitiva y 
puedo ser recurrida para ante la Corte Suprema por medio 
del recurso ordinario de apelación. Página 170. 

2. La resolución que desestima la pereneión y falla de venta 
el apremio .10 constituye sentencia definitiva a los efectos 
del recurso ordinario de apelación para ante la Corte Su- 
prema, pues no pone fin al pleito ni impide su prosecu- 
ción, privando al recurrente del medio legal para obtener 
la tutela de bu derecho. Página 601. 



■ 
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Juicios en que la Marión es parte. 

3. Son improcedentes, atento, ul monto del valor disputado, 
los recursos ordinario.-; de ululación que en un juicio sobre 
repetición de sumas pa^nda* en concepto de impuesto a 
los réditos interponen el actor, fundado en que la sentencia 
soto hace luimr a la devolución de $ 1.092,29 de los 6.808.71 
m/n. reclamados, y el representante fiscal en cuanto la 
demanda no ha sido rechazada también con respecto a la 
suma que se manda devolver. Pagina 002. 

Causas criminales. 

4. Es improcedente el recurso ordinario de apelación contra 
la resolución, de la Cámara Federal de la Capital que 
desestima la prescripción do la pena de multa, impuesta 
por la sentencia recaída en una causa por defraudación 
aduanera, cuyo carácter penal no se modifica por la cir- 
cunstancia de tratarse de procedimientos posteriores a la 
sentencia condenatoria. Pápina 179, 

6. La circunstancia de que el Procurador General no manlen- 
ffa la apelación deducida por el Fiscal de Cíímnra en una 
causa criminal, no ohsta a la agravación de la pena por 
la Corte Supremn. Pápina fi25 

RENUNCIA. 

No habiéndose mantenido ante el tribunal de apelación la 
defensa opuesta en primera instancia, consistente en ba- 
bcr-'c renunciado ante las nutoridades administrativas el 
(le recito reclamado en la demanda, y no habiéndose po- 
dido, adema.-*, renunciarlo válidamente por existir menores 
interesados, debe desestimarse dicha defensa. Página 441. 

RETRO ACTIVIDAD 
Leyes administrativas. 

1. La circunstancia de que Jos trabajos de construcción del 
en mino de Echeverría a Cañuelas realizados por el Gobier- 
no Nacional, hubieran llegado ^ólo en parte hasta el frente 
del campo del actor con anterioridad n la sanción de la 
ley 4117 de la Provincia do Buenos Aires, carece de im- 
portancia a los efectos de imponerle el pago de Ja contri- 
bución de mejoras establecida por dicha ley, pues en núes- 

(l) VcW: Afirmados 1, 4. 
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tro régimen constitucional sólo las leyes penales no pueden 
tener efecto retroactivo y ai\ui>l gravan jen se halla auto- 
rizado por la ley nacional 11.658. Página 133. 
2. Es improcedente la demanda sobre repetición de la contri- 
bución de mejoras referente al camino de Echeverría a Ca- 
ñuelas —Provincia de Buenos Aires — fundada en que aqué- 
lla ha sido cobrada en virtud de un decreto reglamentario 
que so aparta de lo dispuesto por la ley local 4117 y en 
que cuando ésta y la ley nacional 11.Ü5S fueron sancio- 
nadas el dueño del inmueble gravado había obtenido ya e 
incorporado a su patrimonio, sin desembolso alguno, todos 
loa beneficios derivados de la construcción del camino por 
«I Gobierno Nacional- Págiua 133. 



s 

SERVICIO MILITAR, 

La existencia do otros hermanos obligados a prestar ali- 
món to-v respecto de los cnutc? no se ha demostrado que 
efectivamente cumplen esa obligación ni que exista senten- 
cia que los condene a ello, no basta para excluir de la 
excepción prevista en el art. í¡3, inc. b) de la ley 4707, 
al hijo natural o legítimo de madre viuda que atiende con 
su trabajo a la subsistencia de ésta. Página 35. 

SOCIEDAD COOPERATIVA. 

La ley nacional 11.388, sobre régimen de las sociedades 
cooperativas, es ajena a la reglamentación por las provin- 
cias de los requisitos necesarios para el otorgamiento de 
couceaiones de servicios públicos. Página 295. 
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ACORDADA SOBRE RECONOCIMIENTO DEL 
GOBIERNO SURGIDO DE LA REVOLUCION 
DEL 4 DE JUNIO DE 1943 

*'En Buenos Aires, a siete días del mes de junio 
de mil novecientos cuarenta y tres, reunidos en su Sala 
do Acuerdos el señor Presidente de la Corte Suprema 
de Justicia do la Nación, doctor don Roberto Repetto, 
y los señores ministros doctores don Antonio Sagarna, 
don Luis Linares, don Benito A. Nazar Anchorena y 
don Francisco Ramos Mcjía, con asistencia del señor 
Procurador General de la Nación, doctor don Juan Al- 
varez, con el fin de tomar en consideración la nota por 
la cual el señor Presidente del Poder Ejecutivo Pro- 
visional de la Nación, General de División don Pedro 
P. Ramírez, hace saber a esta Corte Suprema la cons- 
titución de un gobierno provisional para la Nación 
surgido de la revolución triunfante del ^ jatro de junio 
del corriente año, y teniendo en cuenta: 

Que se lia producido una situación análoga a la 
contemplada por esta Corte Suprema en su acordada 
del diez de septiembre de mil novecientos treinta, que 
dice así: 

"Que la susodicha comunicación pone en cono- 
cimiento oficial de esta Corto Suprema la constitución 
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de un gobierno provisional emanado de la revolución 
triunfante de tí do septiembre del corriente año". 

**Quc ese gobierno se encuentra en posesión de 
las fuerzas militares y policiales necesarias para ase- 
gurar la paz y el orden de la Nación, y por eonsi- 
guiente para proteger la libertad, la vida y la propie- 
dad de las personas, y ha declarado, además, en actos 
públicos, que mantendrá la supremacía de la Constitu- 
ción y i le las k-yes del país, en el ejercicio del poder'*. 

"Que tales antecedentes caracterizan, sin Uadn, un 
gobierno do hecho en cuanto a su constitución, y de 
cuya naturaleza participan los funcionarios que lo inte- 
gran actualmente o que se designen en lo sucesivo con 
todas las consecuencias de la doctrina de los gobiernos 
de facto respecto a la posibilidad de realizar válida- 
mente los actos necesarios para el cumplimiento de los 
fines perseguidos por él"* 

**Qne esta Corte ha declarado, respecto de los fun- 
cional ios de hecho, 4 'que la doctrinn constitucional e 
internacional se uniforma en el sentido de dar validez 
a sus actos, cualquiera que pueda ser el vicio o defi- 
ciencia de sus nombramientos o de su elección, .fundán- 
dose en razones de policía y de necesidad y con el fin 
de mantener protegido al público y a los individuos 
cuyos intereses puedan ser afectados, ya que no les 
sería posible a estos últimos realizar investigaciones 
ni discutir la legalidad de las designaciones de funcio- 
narios que se hallan en aparente posesión de sus po- 
deres y funciones. Consta xtixeau, Public Officers and 
thc Facto Doctrine. Fallos: tomo 148, pág. 303". 

**Que el gobierno provisional que acaba de consti- 
tuirse en «•! país, es, pues, un gobierno de facto cuyo 
título no puede ser judicialmente discutido con éxito 
por las personas en cuanto ejercite la función adminis- 

í 
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trativa y política derivada de su posesión de la fuerza 
como resorte de orden y de seguridad social". 

"Que ello no obstante, si normalizada la situación, 
en el desenvolvimiento de la acción del gobierno de 
fncto, los funcionarios que lo integran desconocieran 
las garantías individuales o las de la propiedad u otras 
do las aseguradas por la Constitución, la Administra- 
ción de Justicia encargada de hacer cumplir ésta las 
^establecería en las mismas condiciones y con el mismo 
alcance que lo habría hecho con el Poder Ejecutivo de 
derecho". 

"Y esta última conclusión, impuesta por la propia 
organización del Poder Judicial, se halla confirmada 
en el caso por las declaraciones del gobierno provisio- 
nal, que al asumir el cargo se ha apresurado a prestar 
el juramento de cumplir y hacer cumplir la Constitu- 
ción y las leyes fundamentales de la Nación, decisión 
que comporta la consecuencia de hallarse dispuesto a 
prestar el auxilio de la fuerza de que dispone para 
obtener el cumplimiento de las sentencias judiciales". 

Resolvieron: Acusar recibo ai Gobierno Provisio- 
nal, en el día, de la nota a que se ha hecho referencia, 
con transcripción do esta acordada que deberá publi- 
carse y registrarse en el libro correspondiente, fir- 
mando por ante mí. Doy fe. 

Bobebto Hepetto — Antonio 
Sagarna — Luis Linahks — 
Benito A. Nazar Anchoiíe- 
na — Fhají cisco Ramos Me- 
jía — Juan Alvahez — Anto 
mí: Ramón T. Méndez (Sea) 
— Esteban Imas (Sea). 
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SWIFT DE LA PLATA v. NACION ARGENTINA 

CONCESION: Principios generaleg. t 

En caso de duda, las cláusulas de una concesión por loa 
cuales el Estado acuerda privilegios a un concesionario 
deben sor interpretadas en contra de éste, 

COXCESIQX: Efectos. 

La exención do impuestos acordada por el Estado en una 
concesión para establecer una fábrica consoladora de car- 
nes y conservas alimenticias, no es extensiva a la fabri- 
cación de jabón emprendida más tarde por el concesiona- 
rio, pues se trata de una actividad industrial ajena a la 
primera, 

Sentencia del Juez Federal 

Buenos Aires, mayo 20 de 1942. 

T vistos: Para resolver estos autos caratulados: "Cía. 
Swift de La Pista S. A. contra Gobierno de la Nación, sobre 
repetición", de los que resulta: 

1') Que a fs. tí se presenta la actora deduciendo formal 
demanda contra el Superior Gobierno de la Nación por devo- 
lución de la suma de $ 12.300 m/n. que se le ha exigido indebi- 
damente en concepto de patentes, en mérito de Jas siguientes 
consideraciones: 

Dice que es sucesora de la Soc. Samuel Zavalla y Cía, en 
la concesión que esta tenía conferida por la Provincia de Bue- 
nos Aires para establecerse en los terrenos del Oran Dock 
del Puerto de La Plata do conformidad con la ley del año 1900, 
Que transpasada ta propiedad de dicho Puerto al Gobierno 
de la Nación este reconoció en esa oportunidad (año 1904) 
la concesión hecha a Zavalla (hoy Swift S. A.). Se sostiene 
que conforme lo dispone el art. 8 de la referida ley concesión, 
la empresa se Imita exenta del papo de todo impuesto muni- 
cipal o provincial croado o a crearse, con excepción del dere- 
cho de guías. Que no obstante la claridad de estos términos, 
la Administración de Patentes de la Nación exigió la suma 
que ahora se intenta repetir, en concepto de patente por la 
*' fábrica de jabón" instalada en esos terrenos correspondiente 
a los años 1935-6. Que se han hecho los reclamos de práctica 



DE JUSTÍCIA DE LA NACIÓN 



9 



con resultado negativo. Finida la demanda en la cláusula 
contenida en el iirt. 8 de la ley concesión y arts. 792 y 1197 
del Código Civil. Hace una serie de consideraciones más 
sobre el particular y pide en definitiva la devolución de la 
snmfi cuestionada con intereses desde la fecha del pago y las 
costas del juicio. 

P -clarada la competencia del Juzgado y corrido traslado 
de la demanda al P. E. por intermedio del ministerio del 
ramo, a fs. 18 se presenta el. señor Procurador Fiscal con- 
testando y dice: *; 

Que la demaudnj^iJjrtprocedcn'e. Que las protestas efec- 
tuadas respet-to-*r-7?ásf) de los sumas que se intenta repetir 
carecen de cfkacio, de conformidad con lo resuelto por la 
jurisprudencia en casos análogos. Niega la extensión de los 
privilegios invocados por la aetora en cuanto pretende hallarse 
eximida del impuesto de patente cuestionado, afirmando por 
su parte que la limitación a dicho privilegio se encuentra 
perfectamente concretado en el nrt. 1** de la ley de concesión, 
lince una serie de consideraciones más sobre el particular y 
en especial sobre el criterio interpretativo en materia de con- 
cesiones, citando en apoyo de su tesis jurisprudencia de k 
Suprema Corte de in Nación. Niega subsidiariamente la pro- 
cedencia del cobro de los intereses en la forma solicitada en 
In demanda y pide en definitiva el rechazo de la acción eon 
costas. 

Conside>iUido ; 

I. Que la defensa que en primer término opone la de- 
mandada en su escrito de responde (fs. 1S) respecto a la 
ineficacia de las protestas referentes a los pa^os cuestionados, 
es a juicio del proveyente inoperante en la hipótesis. Como 
con todo acierto lo hace resaltar la aetora en su alegato de 
fs. íí7, los fnndumontos de las reservas que en cada caso se 
hizo (ver er.pjstaneias de fs. 4(i, exp. 21..104-L-3ÍÍ y fs, 27, 
exp. 3878-38), son lo suficientemente explícitos y claros co- 
mo para desautorizar la afirmación hecha por la defensa 
en el sentido de que el contribuyente en el caso se ha limitado 
a notificar su disconformidad con la exigencia fiscal. Tal 
inexactitud resulta evidenciada con la sola lectura de las notas 
señaladas anteriormente, de cuyos términos se desprende que 
'a disconformidad manifestada radica en la exención prevista 
en la ley concesión (art. 8) argumento jurídico que funda- 
menta esta demanda 
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Kn 11 irrito de lo expuesto se desest ima la articulación 
analizada, 

II. Que ln cuestión fie fondo debatida en autos, radica 
en la contradictoria utterpretaeióii que las partes Nacen res- 
pecto a la extensión de los privilegios contributivos previstos 
pur el iiÉ-t . 8 di- la ley concesión del año !!")() otorgada por 
I» Provincia de liueüos Aires ii favor de la Suciedad Samuel 
Zavalla y Cía, ( hoy Sufifl de La Plata S. A.). Ks indudable 
que a estar a los términos del referido art. 8, la razón pare- 
cería asistir al actor poí' la forma genérica y categórica tíé 
sn redacción, pero debe tenerse muy en cuenta (pie, el criterio 
interpretativo en materia de concesiones debe obtenerse me- 
diante el unitcurso dé tintas las* cláusulas que se vinculan entre 
sí, y no fumando cada una de ellas aisladamente (ver N. ('. 
Palios: 149, 218), En eí señalado fallo* Ja Suprema Corte de 
la N'ai-ióii. refiriéndose precísanienté a la extensión de Ins 
privilegios contributivos puestos en teta de juicio entre las 
mismas fiarles. per-.i bajo otro aspecto dijo: '*No es dudoso 
que los arta. 1 y - definen lo que constituye el objeto de la 
concesión; establecer una fábrica coiifrehulora de carnes en el 

Ierre uñad** p**r las Sj-es. Za valla y Cía, cri el Gran Dock 

del Puerto de La Plata, Kl fin de la concesión est:i constituido 
en el art, V\ un pur el establecimiento de una fabrica eOUjje- 
ladora de carnes, para l<> cual sólo se necesita un permiso, 
sino para el uso 'H terreno de propiedad de la Provincia, 
situado dentro del Puerto de La Plata. etc...'\ Pe. elln se 
deduce claramente el alcance que ese fallo le ha atribuido a 
la concesión cuestionada, en el sentido de que si bien es cierto 
i¡ne i'l fin de la concesión no es el de la instalación de una 
fábrica *" congelador;* de carnes" sino el uso del terreno bajo 
las condiciones estipnJádas, no n * menos cierto que el uso 
privilegiada de ese terreno debe limitarse a la actividad para 
la cual se otorgó tal eonresión (art. La interpretación 

que de esc f pillo hace la actora en sn alegato de fs. .17 es para 
el caso inaceptable, porque de acuerdo eon ella se llegaría 
al absurdo de sostener que la concesión se ha referido al uso 
del terreno, que a juicio del proveyenle significaría una 
inexactitud. La ley concesión del año 1900, mi se lia referido 
exclusivamente al uso del terreno ni tampoco a la actividad, 
sino que lia ntortrado el uso de un terreno para una determi- 
nada actividad (fábrica cnupeladora de canten, art. I o ). 

\IL Que limitada a.«í la extensión de Los privilegios con- 
cedidos por la ley del año Hall), no puede atribuirse al invo- 
cado art. de la misma al alcance que pretende la actora, 
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porque conforme a lo anteriormente expuesto 1» exención con- 
tributiva quedaría limitada a la actividad prevista en el art. I 9 , 
esta es, para la fábrica ' 'ci apeladora de carnes y productos 
alimenticios". Y dentro de ese orden de c>¡is, el Juzgado no 
acepta c| criterio sustenido por i>l ador al pretender que den- 
1ro de las áetifidadeF normales de una fabrica de fnctuunicnto 
de anímales debe contarse la de elaboración del jalmn. 

Si bien es cierto (jue ella puede reputarse como una acti- 
vidad anexa, Robre lo que se ha traído en autos elementos de 
prueba suficientes como para aceptarlo así, debe también re* 
conocerse <pte ella no puede razonablemente aceptarse com o 

e prendida específicamente den ten de la 'Von «relación de 

Carnes y productos alimenticios", lo (pie de por sí sería razón 
suficiente para rechazar esta afirmación (ver conclusión con- 
cordante del informe pericial de fs. ól). 

IV. Que por lo demás y sin perjuicio de U> anterior- 
mente expuesto, habría (pie aeeptar en el mejnr de ]ns casos 
(pie la situación analizada no se India expresamente prevista 
en )¡i ley concesión y por JttfltQ Stijeta a dudas. Ello se 
traduciría en el cuso p«u* p! rechazo dei derecho del actor, 
puesto que de acuerdo a la doctrina aceptada por la juris- 
prudencia, la reírla de intnrpi elación más secura en estos 
casos, es la de que aquélla 'es en contra de la corporación. 
Toda razonable iluda debe ser resuella en forma adversa. 
Nada debe tomarse como concedido sino cuando es dado en 
terminas inequívocos «■ por una implicancia igualmente clara. 

La afirmativa m Mta ser demostrada, el silencio es negación 

y la duda es Jala! para el derecho del concesionario (ver 
79 T. 8, 0S9; S. 0. Fallos; Hit. 218; eonf. Biclsa t. 2, pájí. 
274). 

Por las consideraciones precedentes rallo: rechazando la 
demanda instaurada por ta Cía, Svrift de La Plata S. A. 
contra el (iobierno de la Nación, con rostas. — Alfonso E. 
Poccard. 

Sestkncia he la Cámara Federal 

Buenos Aires, 18 de noviembre de 1042. 

Y vistos: Considerando: 

En cuanto al recurso de nulidad: No habiendo sido fun- 
dado en esta ¡n&1 aneja se lo desestima. 

En cuanto al de apelación : Que como la propia actora 
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reconoce, la actividad industrial que motiva este juicio fué 
introducida entre las que explota la empresa y las que se 
dedican al mismo ramo con posterioridad a la época en que 
se le otorgó por la Provincia de Buenos Aire* ia concesión 
cuyos alcances se discuten. Ello demuestra sin lugar a dudas, 
qu*. dicha actividad no pudo ser tenida en cuenta al otorgarse 
el privilegio de exención de impuestos establecido en el art. 8 ; 
privilegio que, por otra parte, de acuerdo con lo expresado por 
el a-quo, es de interpretación restrictiva. 

Que la fijación de un impuesto de patente para la indus- 
trialización de un subproducto no importa privar a la con- 
cesionaria del aprovechamiento de éste, el cual puede ser 
enajenado sin necesidad de transformarlo en un producto dis- 
tinto; carácter que evidentemente debe reconocerse al jabón 
elaborado, en cuya composición entran elementos diversos, pro- 
venientes unos del frenamiento de animales y otros adquiridos 
por la actora para hacer posible la transformación. 

Por ello y sus fundamentos, se confirma en lo principal 
que decide el "fallo apelado de fs. 75 y se lo reforma en cuanto 
a Jas costas, que deben ser pagadas por su orden y las comunes 
por mitad en ambas instancias atenta la naturaleza de las 
cuestiones debatidas. Devuélvase. — Juan A. Oomáhz C;U 
fcrón. — Ca los Herrera. — Eduardo Sarmiento. 
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Buenos Aires, 2 de junio de 1943» 

Y vistos: Los recursos de apelación ordinaria de- 
ducidos en los autos: "Compañía Swift de La Plata 
S. A. v. Gobierno de la Nación, sobre repetición de 
patente". 

Considerando: 

Que como lo ha declarado esta Corte en el juicio 
seguido entre las mismas partes en sentencia regis- 
trada en: C. S. 149-218, no os dudoso que los artículos 
primero y segundo definen lo que constituye el objeto 
de la concesión: establecer una fábrica congcladora de 
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carnes en el terreno ocupado por los señores Za valla y 
Cía. en el Gran Dock del Puerto de La Plata. 

Que si bien la concesión aludida, sólo comprendía 
el uso del terreno necesario a ese efecto ubicado dentro 
de la zona del Puerto de La Plata, como lo declaró este 
Tribunal eu ese caso, ya que para el establecimiento 
de una fábrica congeladora de carnes sólo se necesitaba 
un permiso, del» reconocerse que todas esas ventajas 
derivadas de una situación de privilegio como así tam- 
bién la exención impositiva contenida en el art. 8 de 
Ja ley-concesión se otorgaron teniendo presente el des- 
tino que se daría al terreno, esto es, la instalación de 
un frigorífico. No puede asegurarse que los términos 
de la concesión bubieren sido los mismos si en lugar 
de nn establecimiento de esa naturaleza se hubiese pro- 
yectado instalar una fábrica de jabón, que como lia 
quedado demostrado en los autos representa una acti- 
vidad industrial ajena a la industria congeladora de 
carnes. 

Que esta Corte lia declarado, haciendo snyos los 
términos de la Corte Suprema de los Estados Unidos, 
"que la regla do interpretación más segura en esta 
clase de casos es la de que aquella es en contra de la 
corporación. Toda razonable duda debe ser resuelta en 
forma adversa. Nada debe tomarse como concedido sino 
cuando es dado en términos inequívocos o por una im- 
plicancia igualmente clara. La afirmativa necesita ser 
demostrada, el silencio es negación y la duda es fatal 
para el derecho del concesionario". 97 TJ. S. 659, C. S, 
149-218. 

Por ello y sus fundamentos, se confirma la senten- 
cia apelada de fs. 96. Pagúense asimismo por su orden 
las costas de esta instancia en atención a la naturaleza 
de las cuestiones planteadas en el juicio, llágase saber 
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y devuélvanse at tribunal de procedencia, donde se 
repondrá el papel. • 

Roberto Repetto — Luis Lina- 
res — B. A. Nazar Ancho- 
res a — P. Ramos Mejía* 



PEDRO SIRON! MENTASTI v. FERROCARRIL 
CENTRAL ARGENTINO 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Resolución, 

Cuando la Corte Suprema se limita a revoear «na senten- 
cia sólo en b referente n las cuestiones federales que han 
nido materia del recurso, su fallo lleva implícita la decisión 
de que los tribunales de la causa deberán rever y adecuar 
al mismo sn pronunein miento sobre las cuestiones no fede- 
rales accesorias del pleito — eomo lo son las costas devenga- 
das ante ellos— en tanto cnanto la subsistencia de lo que 
al respecto hubieren decidido resultara incompatible con 
lo resuelto por le Corte, 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Cuestión federal Casos. Auto- 

titlüd nacional, — Remhtcióu. 

El mantenimiento por el superior tribunal de la causa de 
la condena en costas aplicada al demandado en su senten- 
cia no obstante que, por haber sido ésta revocada por la 
Corte Suprema en lo que fué materia del recurso ertra- 
«rdinarin. resultó rechazada totalmente la demanda, eg 
incompatible con el fallo de la Corte e importa desconocer 
su alcance v efectos; por lo que proteico el recurso extra- 
ordinario contri aquella resolución, la revocación de La 
misma v ta decisión de lo referente a bis eostas por a 
Corte 'upreina cu ejercicio de la facultad que U acuerda 
el art. 16, 2* parte, de la ley 48. 

COSTAS: Resultado del litigio. 

No procede imponer el papo de costas al demandado que, 
vencido en las instancias ordinarias, obtuvo la revocación 
de la sentencia y el rechazo de la demanda por medio del 
recurso extraordinario. 
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Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

La doctrina de V. E. en 190:407 y, en igual fecha, 
en causa " Sironi Mentasti P. v. F. C. C. Córdoba, apre- 
mio* F S. 9C, u. IX, de acuerdo con lo dictaminado por 
e! suscrito, doctrina mantenida ulteriormente en causa 
"Marco H nos. v. F. C. C. Argentino, devolución do 
fletes" M. 143, L.IX, agosto 24/942, es aplicable al 
caso de autos donde se discuten cuestiones no federa- 
les, relacionadas con una imposición de costas decre- 
tada en causa seguida ante Ja justicia local de Ja Pro- 
vincia de Córdoba. 

De acuerdo a ella correspondería declarar impro- 
cedente el recurso extraordinario traído a conocimiento 
de V. B, Buenos Aires, mayo 18 de 1943. — Juan Al- 
var es. 



TALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 2 de junio de 1943. 

Y vistos : Los autos seguidos por don Pedro Sironi 
Mentasti contra el Ferrocarril Central CórdoJwi sobre 
cobro de pesos, elevados a esta Corte Suprema con mo- 
tivo del recurso extraordinario concedido a la parte 
demandada contra la sentencia de fs. 105 del cuarto 
cuerpo del expodiente. 

Considerando: 

Que por sentencia dictada a fs. 453 (2* cuerpo) la 
Cámara Segunda de Apelaciones en lo Civil y Comer- 
cial de Córdoba, confirmatoria de la recaída en pri- 
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mera instancia, condenó a la empresa ferroviaria a 
pagar, con intereses, la suma que fijaran arbitros por 
las cercas y veredas construidas por el actor, y, ade- 
más» las costas del juicio. 

Que interpuesto por la empresa el recurso extra- 
ordinario fundado en la inconstitucionalidad de la or- 
dena ñau y de la ley orgánica municipal» esta Corte, por 
mayoría de votos, declaró que la Municipalidad de la 
ciudad de Córdoba —de la cual era concesionario el 
actor— no pudo obligar a la demandada a pagar las 
sumas reclamadas en el juicio y revocó la sentencia 
apelada en cuanto había podido ser materia del recurso 
(ib. 52 del 4' cuerpo). 

Que devueltos los antos al juzgado de origen, la 
demandada solicitó la entrega de la cantidad que había 
depositado para responder a la condena de primera 
instancia (fs. 81), a lo que se opuso el actor fundado 
en que no habiendo sido las costas materia del recurso 
extraordinario, et fallo de la Corte Suprema, que tam- 
poco hizo referencia a ellas, no había modificado la 
sentencia apelada que las impuso a la empresa ferro- 
viaria {fs. 82). 

Que si bien el juez de primera instancia mandó 
que el actor hiciera valer el derecho que pretendía me- 
diante la aeeión pertinente (fs. 94), la cámara de ape- 
laciones revocó, por mayoría de votos, esa decisión y 
accedió al pedido del actor por auto de fs. 105. Contra 
éste ha interpuesto el recurso extraordinario la em- 
presa demandada, fundándose en que no se ajusta a la 
sentencia dictada a fs. 52 por esta Corte Suprema, y 
aquel le ha sido acordado por auto de fs. 5 de las ac- 
tnaciones referentes a dicho recurso. 

Que en los casos en que esta Corte Suprema, sin 
hacer uso de la facultad que le acuerda el art 16, se- 
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guiula parte, de la ley 48, se limita a revocar la sen- 
tencia apelada en lo referente a las cuestiones fede- 
rales que han sido materia del recurso, su fallo lleva 
implícita la decisión de que los tribunales de la causa 
deberán rever y adecuar al mismo su pronunciamiento 
sobre las cuestiones no federales accesorias del pleito 
— como lo son las costas devengadas ante ellos — en 
tanto cuanto la subsistencia de lo que al respecto hu- 
bieran decidido resultara incompatible con lo resuelto 
por esta Corte (Fallos: 193.91), 

Que la sentencia de fs. 105, al declarar lo contra- 
rio y establecer que no habiéndose comprendido en el 
recurso extraordinario la materia referente a las cos- 
tas, debe considerarse firme lo resuelto al respecto por 
la sentencia de fs. 453, restringe pues, sin duda alguna, 
los efectos inherentes al fallo pronunciado por esta 
Corte Suprema. 

Que, en efecto, mantener la condena en costas 
aplicada por las sentencias de primera y de segunda 
instancias al demandado que, habiendo perdido el 
juicio en ellas, logra vencer en él por medio del recurso 
extraordinario, obteniendo el total rechazo de las pre- 
tensiones del actor, no es adecuar la sentencia apelada 
al fallo dictado por esta Corte Suprema, sino por lo 
contrario, apartarse de él y desconocer su alcance y 
efectos, manteniendo una solución incompatible con lo 
decidido en el mismo. . 

Que, por lo tanto, el recurso extraordinario inter- 
puesto ha sido bien concedido (art. 14, ines. y y 3*, de 
la ley 48; Fallos: 189, 292), siendo de advertir que las 
decisiones citadas en el dictamen del señor Procurador 
General no se oponen a la procedencia de aquél en el 
caso de autos, pues en las ejecuciones seguidas por 
Valdez y por Sironi Menta sti, se dictaron sin perjuicio 
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de lo que se resolviera por los tribunales ordinarios 
respecto de las costas a raíz del falto final de esta 
Corte sobre las cuestiones federales que le fueron so- 
metidas, y en el juicio de Marco Hnos. la demanda no 
fué totalmente rechazada, sino que sobre la base de lo 
resuelto en cuanto a las cuestiones federales, fue de- 
clarada procedente en parte por los tribunales locales, 
que por ello y aplicando las respectivas leyes procesales 
consideraron procedenle la imposición do costas al de- 
mandado. 

Que aun cuando por resla general es de incumben- 
cia de los jueces ante lns * «ales tramitó la causa ade- 
cuar al fallo de la Corte Suprema el pronunciamiento 
sobre las cuestiones no federales necesorias del pleito 
(Fallos: 193, 91), ello no es óbice para que el tribunal 
excepcionn luiente y en atención i q las circunstancias 



especiales de la causa, que resultan de los anteriores 
considerandos, y en ejercicio de la facultad que le con- 
fiere el art. 1fi, segunda parte, de la ley 48 (Fallos: 
189, 292) decida la cuestión directamente y sin más 
trámite. 

En su mérito, oído el señor Procurador General, 
se declara bien concedido el recurso extraordinario y 
se revoca la resolución apelada, declarándose que no 
corresponde la imposición de las costas a la demanda- 
da. Xntifíquese y devuélvanse, reponiéndose el papel 





Rorerto Repetto — Luis Lina- 
res — B. A, Xazar Ancho- 
rena — F. Ramos Mejía. 
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PABLO RAUL CHUECA v. GASPAR DARMAMN 

Y OTRA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Cuestión federal. Casos. Cons- 
titución Nacional. 

Procede el recurso extraordinario contra la sentencia que 
declara ta validez del art. 106 del Código de Procedimien- 
tos Civiles de la Provincia de Tucumán, impugnado como 
violatorio del art. 18 de la Constitución Nacional. 

CONSTITUCION NACIONAL: Derecho» y garantías. Derecho d^. 
propiedad. 

La garantía constitucional de la propiedad requiere que 
ésta no sea tomada sin sentencia fundada en ley, dictada 
con las formas externas que la configuran y en juicio en 
que se hayan respetado las otras garantías constituciona- 
les, entre las cuales se encuentran Ja de notificar la acción 
al demandado y darle una razonable oportunidad para 
defender sus derechos aportando la* pruebas autor izadas 
por las leyes. 

CONSTITUCION NACIONAL: Derecho* y garantías. Defensa en 
juicio. Principio* generales. 

No hay violación de la defensa en juicio cuando la falta 
de intervención en el mismo proviene de una omisión del 
litigante. 

CONSTITUCION NACIONAL: Comt Une ¡anal ¡dad e incoustihteiona- 
Udad. Lene» provinciales. Tucumán. 

El art. 100 del Código de Procedimientos Civiles de la 
Provincia de Tucumán, que contempla el caso en que el 
demandado se ve privado de producir prueba como resul- 
tado de su propia voluntad o negligencia, no es violatorio 
del art. 18 de l,t Constitución Xacioual. 



Sentencia de Primera Instancia 

Tucuman, marzo 21 de 1942. 

T vistos : A fs. 3 se presenta el procurador A. Viera en 
representación de Pablo Raúl Chueca iniciando juicio por re- 
petición de la suma de $ 12.986,42 m/n., sus intereses y costas, 
contra Gaspar Darmanin y Cándida G. de Darmauin. 
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Que furnia la acción en el hecho tic que por ante el Juz- 
gado del Dr. M. Fisneroa Román. Sec. R. Pinero los demanda 
dos promovieron ejecución por cobro de un documento que su 
mandante Pablo Raid Chucea había- firmado en blanco en su 
carácter de percute de la Sociedad Constructora Darroch, Soc. 
de líesp. Ltda. y entregado ál contador cajero di la misma 
(¿aspar Darmanin, quien lo llenó indebidamente por la suma 
de * 10.98M2 ui/n. endosándolo a favor de la otra demandada 
Cándida García de Darmanin. 

Que en el citado juicio ejecutivo su mandante fué conde- 
nado a papar la suma por cuya repetición promueve* esta 
demanda. 

Que citados de comparendo los demandados se apersonan 
a fs. 11 y posteriormente los letrados Armando Bulacis y 
Eduardo Ketondo en su representación. 

Que radicado el juicio en el juzgado antea citado, el actor 
roe usó con causa al juez titular y después de desechada la re- 
cusación por la Exema. Sala so excusó dicho magistrado, por 
lo que estas actuaciones se radican ante este Juzgado. 

Que previo los trámites de ley y a falta de contestación 
de la demanda los antes se ponen en estado de sentencia, y 

Considerando : 

Que los demandados si 1 apersonaron a fs. 11 y a fs. 11 se 
ordena correr traslada de la demanda. 

Que habiéndosp remitido posteriormente el expediente al 
Juzgado de 1* Nominación, quedó pendiente el eitmplimieñto 
de ese decreto el que se efectúa al radicarse definitivamente 
el juicio ante el suscrito, corriéndose traslado en fecha 1* de 
diciembre de 1Ü41, secón consta en diligencia del actuario a 
fs, 2fi vta. Es de untar que los demandados estaban ya repre- 
sentados por sus apoderados Armando Buláeio y Eduardo 
Retundo que podían actuar indistintamente, habiéndose noti- 
ficado el último, personal mente, del decreto del Juez de 2* 
Nominación por el que se exeusaba de seguir actuando y remi- 
tía loa autos al suscrito (fs. 25 vta.). 

Que a f¡*. 27 se ordena por el suscrito por error, correr 
nuevamente el traslado de la demanda, notificándose de ello 
personalmente al apoderado lietondo; dicho decreto fué dejado 
sin efecto y proveyendo a la petición del actor se ordenó noti- 
fiear a los" demandados por intermedio de su apoderado a los 
efectos del art. 25 de la ley procesal, por la falta de contesta- 
ción a la demanda. Dielia notificación se hace mediante cédula 
que se deja en el domicilio constituido, fs. 28. 

Que a fs. 30 vta, se da por decaído el derecho de contestar 
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y se llama autos para sentencia, haciéndose la correspondiente 
notificación por cédula (fs. 31). 

Que hasta la fecha tic esta sentencia ninguna observación 
se ha formulado til trámite y ante lo dispuesto por el art. 106 
de la ley procesal sólo tabe tener por conformes a los deman- 
dados. 

Que la suma por tu que debe prosperar la deinauja no 
puede ser otra que la demandada: $ 12.086,42 mu. de la cual 
corresponde $ 10.986,42 al capital abonado por el actor en el 
juicio ejecutivo y el saldo al depósito que por los gastos y cos- 
tas se realizó en ese juicio según consta a fs. 103 y 194 del 
mismo expediente, traído a 4a vista. 

Que por lo expuesto, resuelvo : 

Hacer lugar a la demanda por cobro de pesos en concepto 
de repetición promovida por Alberto Viera en representación 
de Pablo Raúl Chueca contra Gaspar Darmauin y Cándida O. 
de Darmanin y condenar en consecuencia a los demandados a 
pagar al actor en el término de diez días lu cantidad do 
$ Í2.9SG,42 m/n. y sus intereses al 6 % desde la notificación 
de la demanda. llágase saber. — Colambres ligarte^ 



Sentencia de Seounda Instancia 

En la ciudad de Tucumán a siete días del mes de agosto 
de mil novecientos cuarenta y dos, reunidos en el Salón de 
Acuerdos Públicos de la Excma. Sala en lo Civil y Comercial 
el señor Presidente de la misma» Dr. Felipe S. Taboada y loa 
señores vocales, Dres. Manuel Lizondo Borda y Luis A. Mo- 
yano a objeto de conocer de los recursos de nulidad y apela- 
ción interpuestos a fs. 43 en contra de la sentencia corriente 
de fs. 35 a fs. 37 dictada en los autos: "Chueca Pablo Raúl 
contra Darmanin Gaspar y otra sobre repetición de pago" 
Abierta la vista pública el Tribunal planteó la siguiente cues- 
tión : j Es nula la sentencia recurrida, caso contrario es la mis- 
ma arreglada a derecho f 

Practicado el sorteo de ley para determinar el orden de 
votación, dió el resultado siguiente: Dres, Taboada, Moyano y 
Lirondo Borda, 

El Dr. Taboada dijo: Los recurrentes solicitan se declare 
nulo todo lo actuado en el juicio a partir del momento en que 
se les dió por decaído el derecho de contestar la demanda, sos- 
teniendo que el procedimiento está viciado de nulidad puesto 
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que lo que correspondía con posterioridad a esa providencia 
era la apertura ile la causo a prueba. 

Considero infundado el agravio, desde que de acuerdo con 
lo dispuesto por el art. lOfi del Código de Procedimientos Ci- 
viles mn la falta de contestación a ta demanda han quedado 
acreditados los extremos lépales de la acción entablada, toda 
vez que ello importa conformidad eou la demanda, efecto jurí- 
dico que hacía innecesario ahrir la causa a prueba. Así lo ha 
(' -id ido el Tribunal reiteradamente. Jurisp. Tuem. : t. X, 
num. 3205 ; t. IX, uúm. 2887, 27&3 y los casos citados en este 
último fallo. 

Tampoco procede la declaración de inconstitucionalidad de 
la citada disposición legal, desde que la garantía constitucional 
que consagra la inviolabilidad de la defensa en juicio (art. Id 
de la Constitución Nacional) no significa que los litigantes 
deben ser oídos y tener el derecho de producir su prueba en 
cualquier momento y sin ninguna restricción de forma, sino 
que confiere un derecho que debe ser ejercitado conforme a las 
formas y solemnidades prescriptas en las leyes de procedimien- 
to. De tal derecho no hizo uso el recurrente en la oportunidad 
de ley por lo que no ha sido vulnerada la garantía constitucio- 
nal aludida. 

Por estas consideraciones, lo dispuesto en el art. í*> del 
Código de Procedimientos Civiles en cuanto a la negligencia 
o falta de los apoderados del recurrente y fundamentos de la 
senteni'iii corresponde desestimar el recurso de nulidad y con- 
firmar la resolución apelada en todas sus partes. Los Dres. 
Irtoyano y Lizondo Borda, dijeron: Que estando en un todo 
de acuerdo con ios fundamentos aducidos por el señor vocal 
preopinante se adhieren a ellos para votar en igual sentido 
que & 

Por el resultado de la votación consignada en el preceden- 
te acuerdo se resuelve: 

I. Desestimar el recurso d<* nulidad. 

ÍT. Confirmar con las costas del recurso la resolución 
apelada <*uya parte dispositiva dice: "Hacer lugar a la de- 
manda por colín» de pesos cu concepto de repetición promovida 
por Alberto Viera cu representación de Pablo Haúl Chucea 
contra Gaspar Durmanin y Cándida O. de Diirmaniti y conde- 
nar en consecuencia a los demandados a pagar al actor en el 
término de diez días la cantidad de $ 12.986.42 nt/n. y sus in- 
tereses ni tí r /„ desde la notificación de la demanda". — Felipe 
S. Taboatit. — Mamul tizando Borda. — Luis A. Moyano. 
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Dictamen del Puocuradoií Genera 
Suprema Corte: 

El artículo 104 del Código do Procedimientos de 
Tucumán establece que la parte demandada debe con- 
fesar o negar categóricamente los hechos expuestos en 
la demanda» y que su silencio, o sus respuestas ambi- 
guas o evasivas, se tendrán como reconocimiento de la 
verdad do esos hechos. El 106, agrega que la falta de 
contestación significará conformidad con la demanda. 
Y el 274, que declarado en rebeldía el demandado el 
actor obtendrá lo que pidiere, siempre que su acción 
sea arreglada a derecho y los hechos en que la funde 
resulten debidamente comprobados. 

Vigente tal sistema, coincidente en sus lincamientos 
generales con el de muchos otros códigos de procedi- 
mientos incluso el feder::l f don Pablo Raúl Chueca de- 
mandó a los señores Gaspar Darmanin y Cándida G. 
de Darmanin, por repetición de sumas que éstos le 
cobraron en juicio ejecutivo, más las costas. Notificóse 
a los demandados, salieron a estar a derecho (fs. íl), 
se les corrió traslado de la demanda (fs. 11 vta.) y no 
la contestaron oportunamente. Acusada rebeldía, hizo- 
seles saber que disponían de veinticuatro horas más 
(fs. 28). Persistieron en guardar silencio. Dióseles, 
pues, por decaído el derecho que habían dejado de usar, 
y el juez llamó autos para sentencia (fs. 30). Notificado 
ese proveído, tampoco objetaron cosa alguna (fs. 31). 
Alrededor de un mes después, salió el fallo que les con- 
dena a devolver Jo percibido, y las costas; consta allí, 
que fué tenido a la vista el expediente del juicio eje- 
cutivo origen de la repetición. 

Contra ese fallo, o mejor dicho contra el de la 
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Cámara local que lo confirmó a fs. 77, se trae ahora 
un recurso extraordinario ante V. E. so color de ser 
inconstitucional el art. HUÍ del código citado, en cuanto* 
permite sentenciar una causa sin abrirla a prueba. En- 
cuentro totalmente desprovisto de fundamento seme- 
jante recurso, ya que, según resulta de lo dicho, la falta 
de ese requisito se debió á la propia actitud de los hoy 
recurrentes. Buenos Aires, octubre 2 de 1042. — Juan 
Alvares, 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 2 de junio de 1943. 

Y "istos: El recurso extraordinario interpuesto 
contra la sentencia pronunciada por las autoridades 
judiciales" de la Provincia de Tueumán en la causa se- 
guida oor Chueca Pablo Raúl contra Darmanin Gaspar 
y otra sobro repetición de pago; y 

Considerando : 

Que el apelante sostiene que el art 106 del código 
de procedimientos provincial, aplicado en el caso, está 
en pugna con lo dispuesto por el art. 18 de la Constitu- 
ción Nacional, que asegura la inviolabilidad de la de- 
fensa en juicio de la persona y de los derechos. Trata- 
ríase, según eso, de uno de los casos de remedio federal 
previsto por el inc. 2* del art. 14 de la ley 48, cuya 
procedencia corresponde puesto que la decisión ha sido 
en favor de la validez de la ley de la Provincia de Tu- 
eumán objetada por el recurrente. En consecuencia, 
así se declara. 

Considerando en cnanto al fondo de la cuestión: 
Que el art. 106 del código procesal, cuya validez 
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es materia del recurso, dispone que la falta de contes- 
tación significará conformidad con la demanda. La sen- 
tencia lia sido pronunciada invocándose para fundarla 
la circunstancia de que los demandados incurrieron en 
rebeldía. Esta se produjo, en efecto, pues, a fs. 11, ellos 
mismos solicitaron ser tenidos por parte, lo cual se hizo 
corriéndoseles el traslado de la demanda (fs. 11 vta. y 
27 vta.). Este les fué notificada en persona y, poste- 
riormente, a sus apoderados, a quienes se les dio por 
decaído el derecho que habían dejado de usar (fs. 30 
y fs. 31). 

Que es condición esencial para cumplir con la ga- 
rantía constitucional de que nadie puede ser privado 
de sus bienes, la de que éstos no pueden ser lomados 
a las personas sin promediar una sentencia fundada en 
ley — art. 17 de la Constitución— 

Que no basta, empero, que tal sentencia tenga las 
formas externas que la configuran; es indispensable, 
además, que ella sea el resultado de la estricta obser- 
vancia dentro del juicio o litigio, que la sentencia mis- 
ma presupone, de otras garantías también aseguradas 
por la Constitución Nacional. Entre éstas se cuenta la 
de que se haya dado al requerido noticia de la demanda 
o pretensión que se intenta hacer valer contra él. En 
el procedimiento judicial ésta se obtiene por medio de 
la notificación instituida por las leyes procesales. 

Que poco se habría adelantado en la defensa de la 
libertad y de la propiedad si, además de la notificación, 
no se les ofreciera a los habitantes una razonable opor- 
tunidad para defender en jnicio sus derechos, aportan- 
o las pruebas autorizadas por las leyes del país para 
emostrar los hechos y los actos jurídicos. 

Que, si ofrecida aquella razonable oportunidad ella 
o fuera utilizada por voluntad o negligencia de la per- 
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sona de cuya protección se trata, la omisión, como es 
obvio, no tendría el efecto de anular los procedimientos 
judiciales otorgados en esas condiciones. Si es sagrado 
el derecho de la defensa en juicio también lo es el de 
obtener judicialmente, dentro de términos razonables, 
el cumplimiento de las obligaciones o la aplicación de 
las penas indispensables para mantener el orden social. 
La inviolabilidad de la defensa no significa, pues, que 
los litigantes en los juicios hayan de tener libertad para 
alterar a su arbitrio las reglas que gobiernan los pro- 
cesos. Hilas son indispensables para su mejor orden y 
tramitación y cuando no se cumplen por quienes son 
los más interesados en hacerlo, habría manifiesta in- 
consecuencia en fundar una nulidad en mi acto volun- 
tario o de negligencia procesal. No hay violación de la 
defensa en juicio cuando la falta de intervención en él 
tiene por causa una omisión del litigante. Fallos : 139,20; 
193,487; 185,60; 186,80; 187,682. 

Que en esta causa no ha mediado privación o res- 
tricción substancial de la defensa desde que, como se 
ha dicho, los recurrentes linn tenido por sí y por sus 
apoderados el medio de hacer valer en el momento 
oportuno, las defensas y las pruebas que hacían a sn 
derecho. Fallos: 185,242; 192,240; 193,487. 

Que resultando de lo expuesto que los apelantes se 
han visto privados del derecho de producir prueba co- 
mo resultado de su propia voluntad o negligencia, que 
es precisamente la hipótesis contemplada por el art. 106 
del Código de Procedimientos en lo Civil y Comercial 
Tucumán, es obvio, que en el presente caso el men- 
ionado articulo no ha desconocido el principio de la 
srtad de defensa garantizado por el art. 18 de la 
■onsíitnción Nacional. 

En su mérito y de conformidad con lo dictaminado 
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por el señor Procurador General, se confirma la sen- 
tencia apelada en la parte qne ha podido ser materia 
del recurso. Hágase saber y devuélvanse, debiendo re- 
ponerse el papel en el juzgado f!e origen. 

Roberto Retetto — Antonio 
Sagabna (En disidencia) — 
Luis Linares — B. A. Na- 
zab Ancdorena — F. Ramos 
Mejía. 



DISIDENCIA 

Considerando : 

I. Se funda el ecurso en que, condenados en vir- 
tud de lo dispuesto en el art. 106 del Código de Proce- 
dimientos en lo Civil y Comercial de la Provincia de 
Tucumán, es decir por simple declaración de rebeldía 
por no haberse contestado la demanda y sin abrir la 
causa a prueba, dicho artículo así interpretado es 
violatorio de la libre defensa en juicio que garantiza 
el art. 18 de la Constitución Nacional. Los Darraanin 
formularon su reparo constitucional al expresar agrá- 
vio B contra la sentencia de primera instancia, después 
de recurrir de la misma para ante la Sala en lo Civil 
y Comercial (fs. 55) ; y, en consecuencia, ha sido pre- 
parado en tiempo y forma el remedio federal y luego, 
interpuesta la queja en los términos que preceptúa el 
art. 15 de la ley 48, en el escrito de fs. 86. 

Procede, pues, el recurso del art. 14 de la preci- 
tada ley y así se declara. 

En cuanto al fondo del asunto: 

II. Que el art. 106 del Código de Procedimientos 
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de Tucumán establece que "la falta de contestación 
si i Ficará conformidad con la demanda'* y el tribu- 
nal apelado entiende que ello — en el caso de autos — 
hace innecesaria la apertura de la causa a prueba; no 
obstante que, como lo han observado los recurrentes, 
la cantidad repetida por Chueca era el resultado de 



condenaren juicio ejecutivo donde se produjo am- 
plia prueba, por su parte, de la autenticidad del docu- 
mento ejecutado y correlativa inexactitud de la false- 
dad argüida por el ejecutado; por lo cual, no pudo 
estimarse nunca como de puro derecho la cuestión plan- 
teada en el juicio ordinario de repetición ni de notoria 
verdad los hechos alegados; y explican, además, que 
la rebeldía es imputable a la negligencia y exceso en 
el ejercicio del mandato de sus apoderados Betondo y 
Bulacia quienes no tenían facultad de reconocer, ex- 
presa o tácitamente, la deuda que se les cobraba por 
Chueca (Cap, VI de la expresión de agravios, fs. 61 
vta. ) ; citan además nn fallo de esta Corte Suprema 
que dice: "La facultad que el art 86 de la ley 50 con- 
fiere al juez para dar por reconocidos los hechos esta- 
blecidos por el actor ante el silencio o respuesta eva- 
siva del demandado, no puede ser ejercitada cuando de 
los antecedentes acumulados resultan desvirtuadas las 
afirmaciones contenidas en la demanda" — La Ley, 
t. 13, pág. 13; Fallos: 182, 218—. 

III. Que, con uniformidad de doctrina y de juris- 
prudencia, en ífeneral, se lia establecido que son tres 
los elementos substanciales del juicio: audiencia, prue- 
ba y sentencia; y, en cuanto a la prueba, que es lo 
discutido en .lutos, Joaquín V. González en su "Ma- 
nual dv la Constitución Argentina" dice en el capítu- 
lo "Defensa en juicio — N f 186, pág. 187— "ai declarar 
que la defensa en juicio es inviolable, no quiere la 
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Constitución que haya de tener el acusado la libertad 
para alterar a su capricho las reglas comunes de los 
procesos, sino que su libertad de defensa no sea coar- 
tada por las leyes hasta impedirle producir la prueba 
de su inocencia o de sus derechos"; y Whjjoughby sos- 
tiene que entre los caracteres generales del due procese 
°f '«w — que es, en definitiva» un antecedente irrecusa- 
ble del art. 18 de nuestra Constitución, debe considerar- 
se como esencial la necesidad de otorgar a quien con- 
ceptúa afectados sus derechos personales o su propiedad 
por un juicio, veredicto o decreto de una Corte, "su 
día en Corte", lo cual significa: "1) Que haya tenido 
debida noticia, que puede ser real o sobreentendida, de 
la instauración (o institución) de procedimientos por 
los cuales sus derechos legales puedan ser afectados; 
2) Que le sea ofrecida una razonable oportunidad para 
exponer y defender sus derechos, inclusive el derecho 
de terMficar, de presentar testigos, de introducir do- 
cumentos pertinentes y otras pruebas", etc., etc. —**On 
the Constitution of the United States", 2* edic, vol. 
3, pág. 1709, N* 1122 "Oportunidad de audiencia"—; 
y, al mencionar la latitud legislativa —nacional o es- 
tadual— para proveer sobre pruebas en los juicios, sos- 
tiene que ella debe ser razonablemente ejercida, "so je* 
ta solamente a la calificación que tal procedimiento no 
comporta una denegación de los derechos fundamentales 
o importe conflicto con especificas y aplicables provisio- 
nes do la Constitución Federal" — N* 1130—; es decir, 
entre otros, la privación de prueba. También entre nos- 
otros el Congreso y las legislaturas provinciales pue- 
den organizar sus tribunales y dictar las leyes que 
rijan el orden de los juicios —art. 67, incs. 11 y 28, y 
arts. 104 y 105 de la Constitución "\icional— pero no 
pueden, so pretexto de reglamentación, desvirtuar y 
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anular los derechos, principio» y garantías constitu- 
cionales, entre los cuales está la libre defensa en juicio 
— arts. 18 y 28 de la Carta Fundamental—. 

IV. Los códigos de procedimientos de la Nación, 
de la Capital y de la mayor parte de las provincias han 
establecido sanciones pura la rebeldía de los litigantes 
y procesados, sea que esa rebeldía y contumacia se re- 
fiera a la totalidad de la causa o solamente a ciertos 
episodios de la misma, porque el buen orden de los 
juicios, que es de orden público, y la misma defensa 
de aquéllos, exige que haya formas, oportunidades y 
plazas para el ejercicio de sus derechos en justicia y 
que se establezcan correlativas sanciones para quienes 
las menosprecien o violen j y así, el art. 86 de la ley 
federal N* 50 dice que el demandado "deberá confesar 
o negar los hechos establecidos en la demanda, y su silen- 
cio o sus respuestas evasivas podrán estimarse como 
confesión de los hechos a que se refieren", y el art. 185 
establece que 41 decía nielo en rebeldía el demandado 
— por no comparecer en virtud del emplazamiento o no 
contestar la demanda — el actor obtendrá lo que pidiere 
si fuere justo"; y en los artículos subsiguientes — 186 a 
189 — fija una serie de salvedades, como ser la facultad 
del juez para ordenar pruebas y denegar o postergar 
la declaración de rebeldía cuando medie fuerza mayor, 
o ausencia, o acción conjunta de vanos litigantes; el 
jnez siempre podrá, no estará obligado a conceder lo 
demandado, y sólo cuando esto "fuere justo". Son se- 
mejantes las disposiciones sobro la materia en el Códi- 
go de la Capital Federal, Título XII, Sección III; de 
¡a Provincia de Buenos Aires, Título XII, Sección III; 
de Mendoza, arts, 134 y ¡306; de Corrientes, arts. 114, 
inc. 1% y 3ÍHJ; de Entre Ríos, arts. 140 y 304; de San 
Luis, arts. 164, 642, 643 y 648; de Santa Fe, arts» 118 
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y 403; de Córdoba, arts. 166 y 445; y la misma Provin- 
cia de Tueumán tiene normas legales en su Código do 
Procedimientos que rectifican la interpretación dada al 
art 106 en la sentencia recorrida, pues el art. 273 ha- 
bla del "auto de prueba" y el 274 dice que, declarado 
en rebeldía el demandado, el actor obtendrá lo que pi- 
diere, siempre que su acción sea arreglada a derecho 
y los hechos en que ta funda resulten debidamente com- 
probados, 

V. Que la constante jurisprudencia de esta Cor- 
te es contraria a la letra, a la doctrina y a la interpre- 
tación que el tribunal apelado da al arf. 106 del Código 
de Procedimientos de Tucumán al aplicarlo aisladamen- 
te para privar de prueba al demandado y condenarlo, no 
por los "hechos que resulten debidamente probados" 
—art. 274— sino por "lo que pidió el demandante" y en 
contra de los hechos demostrados en el juicio ejecutivo 
en que se basa el ordinario. La Corte ha dicho, reitera- 
damente que, "ei- el juicio criminal son formas substan- 
ciales la acusación, la defensa, la prueba y la sentencia 
dictada por jueces naturales" (Fallos: 116, 23; llí), 284; 
127, 374 entre otros); en materia civil ha resuelto que 
"la libre defensa en juicio no ha sido violada cuando 
la parte ha sido oída y ha podido producir sns defen- 
sas conforme a las leyes de procedimientos locales no 
argüidas do ineonslitueionalidad" (Fallos: 100, 408; 
llí>, 172; 121, 399; 123, 253 y 388, entre otros). Es claro 
que las defensas no están constituidas únicamente por 
la contestación y los alegatos ; las integran y con espe- 
cial importancia, las pruebas, y por eso, él fallo del 
t. ISj, pág. 21 S decidió que "In facultad que o| juí, 86 
de Ja ley 50 confiere al juez para dar por reconocidos 
los hechos establecidos por el actor ante el silencio o 
respuesta evasiva del demandado, no puede ser ejer- 
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citada cuando de los antecedentes acumulados resultan 
desvirtuadas las afirmaciones contenidas en la deman- 
da"; que es lo que se arguye y prima facie resulta de 
autos atenta la existencia de un juicio ejecutivo donde 
las afirmaciones de la demanda ordinaria fueron des- 
virtuadas por ta sentencia condenatoria, cuyo valor pue- 
de ser rectificado, naturalmente, pero dando a ambas 
partes la oportunidad de rectificarla o corroborarla 
mediante la prueba. Aquí hubo, pues, privación o res- 
tricción substancial de la defensa (Fallos: 185, 242; 
191, 8¿; 188, 18; 192, 240 y 308, y otros). 

VL Que la Corte na decidido que "cuando el de- 
mandado comparece a los autos, una vez citado en ellos, 
y toma participación en la causa, el efecto de la rebel- 
día acusada por no haber contestado la demanda es el 
de la caducidad del derecho de contestarla y no el de 
no ser oído en el estado en que se halle el juicio* ' (Pa- 
lios : 40, 278) ; que es precisamente la situación en que 
se hallaron los demandados, pues sus procuradores 
Bulacia y Ifctondo se presentaron en los autos y pi- 
dieron participación en el juicio — fs. 25 — abandonán- 
dolo después sin expresar causa. Se advierte la gra- 
vedad de esa actitud y de laNaacjón del tribunal ape- 
lado si se considera que el documento base del juicio 
ejecutivo y de la repetición en el ordinario fué y es ar- 
güido de falso t por lo que la sentencia en recurso tiene, 
virtualmente, el efecto de declarar la existencia de los 
detitos de falsificación y de estafa (arts. 173, inc. 4 y 
292 del Código Penal) por confesión ficta. 

VIL En varins ocasiones la Corte lia decidido que 
el principio general que hace irrevisiblcs por ella, en 
función del recurso extraordinario, las cuestiones de 
orden puramente procesal, sufre rectificación cuando 
fundamentales principios y garantías constitucionales 
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resaltan comprometidos y afectados so capa de mía 
fórmula de procedimiento, en la letra misma de éste o 
en la circunstancia especial de bu aplicación; y así ha 
resuelto que las sentencias en juicios ejecutivos o de 
apremio pueden determinar el remedio federal no obs- 
tante la procedencia del juicio ordinario de repetición 
—que es el definitivo, formalmente — cuando el agravio 
es de tal naturaleza que resultaría irreparable si se 
consumara la ejecución (Fallos: 182, 293; 188, 286); y 
también ba decidido —y ello es de particular aplicabi- 
lidad al caso de autos — que procede el recurso del art. 
14 de la ley 48 cuando es manifiesta la transgresión de 
la fórmula procesal ejecutiva de las normas del dere- 
cho nacional, aunque pneda rectificarse el agravio en 
el juicio ordinario. Así, en el caso registrado en el 
t 185, pág. 188 — ".Provincia de San Juan v. Pablo 
Pos lemán' 1 — decidió que la exclusión, entre las excep- 
ciones viables en el juicio de apremio, de la de prescrip- 
ción, era inconstitucional y revocable por la Corte el 
fallo que la aplicaba, porque se trata de un medio de 
extinción de las obligaciones preceptuado en el Código 
Civil que las provincias no pueden rectificar según el 
art. 31 de la Constitución Nacional. Y también resolvió 
que "Aunque la sentencia final de los tribunales de 
provincia no entre al fondo de la cuestión, y solamente 
declare desierto el recurso de apelación interpuesto de 
la de 1' Instancia, procede el recurso del art. 14 de la 
ley de jurisdicción de loa tribunales nacionales, si en el 
pleito se ha puesto en cuestión la validez de leyes, de- 
cretos, autoridades o comisiones nacionales y la sen- 
tencia lia sido contraria a dicha validez" (Fallos: 35, 
302). 

VIII. Ese fallo —que puede calificarse de histó- 
rico porque contempló situaciones vinculadas a la or- 



ganización constitucional de la República; porque en 
él actuó como Procarador General ad hoc una eminen- 
cia como el Dr. Vicente Fidel López; porque lleva la 
firma de Ministros vinculados a la redacción de las le- 
yes aplicadas, y porque se ponía en tela de juicio la 
lealtad misma del General Urquiza a la Carta Funda- 
mental que promovió y promulgó; ese fallo tiene, asi- 
mismo, semejanza con el discutido en esta causa porque, 
como se dijo allí, "lo que determina la competencia de 
la Corte para conocer del recurso, es la naturaleza del 
caso, no la sentencia misma apelada, respecto de la 
cual sólo exige la ley que tenga el carácter de definiti- 
va"; y porque la consideración " fundada en que sólo 
ha resuelto una cuestión de procedimientos, aplicando 
leyes de la provincia, de que sus tribunales son los úni- 
cos intérpretes, no puede oponerse a su procedencia 
por las razones expuestas en el precedente consideran- 
do, y ¡jorque no es exacto que los tribunales de provin- 
cia sean los únicos intérpretes de sus propias leyes, 
estando como está establecido en el art. 21 de la ley 
sobre jurisdicción y compotencia de los tribunales na- 
cionales, que éstos procederán aplicando las leyes par- 
ticulares de las provincias según lo exijan los casos 
que se sometan a su conocimiento". 

IX. Que en el juicio en examen la- justicia de Tu- 
cumán no aplicó las disposiciones del código local de 
procedimientos en lo atinente al "Juicio en Rebeldía" 
— tít. IV — en el cual, como queda dicho en el final del 
considerando IV, se establece claramente la proceden- 
cia de Ja prueba — arts. 273, 274 y 278—; y en el cual 
se ordena expresamente que "se publique en dos núme- 
ros consecutivos de un periódico la providencia en que 
se declare la rebeldía" {art. 2t¡8). Ks decir, pues, la 
ley local misma surge aplicada erróneamente con agrá- 
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vio de la defensa en inicio que está por encima de la 
simple jurisdicción provincial. 

En su mérito y oído el señor Procurador General 
se pelara que el art. 106 del Código de Procedimientos 
en lo Civil y Comercial de Tucumán, en cuanto priva 
de prueba al declarado rebelde por falta do contesta- 
ción a la demanda, e 8 violatorio de la defensa en juicio 
qne garantiza el art. 18 de la Constitución Nacioual y f 
en consecuencia se revoca la sentencia apelada en cuan! 

vuélvanse, debiendo reponerse el papel en el juzgado de 

Antonio Sagarna. 



FELIX II. GONZALEZ 
SERVICIO MILITAR, 

La existencia de otros hermanos obligados a oresínr «Tí 
üHH.tp 8 , respecto cíe los cuales no se hHel^ra ?o at 
efeet.vamente cumplen esa obligación ni que o^uíníT 
cm que los condene a ello, no basta para exé Llr i e ?a 
excepción prevista en el art. 63, i»c. b) Se ía íév 4707 
Jl h.jo natural o legítimo de madre viuda que at ¡£$3Í 
su trabajo a la subsistencia de ésta Q * C °° 



Senten-cu del Juez Pedehal 
m Rosario, febrero C de 1943 

Que si bien del informe de policía de fe. 9 y de las decía- 
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raciones de los testigos corrientes a fs. 20 vta. y 21, resulta que 
el nombrado peticionante trabaja y contribuye al sostenimiento 
do la madre, éste no ha comprobado la causal antes mencionada, 
por cuanto tiene tres hermanos mayores, solteros, que trabajan 
y son los que, por imperio de la ley respectiva, están obligados 
a prestar alimentos a su progenítora. 

Por ello y atento lo dictaminado por el señor Procurador 

Fiscal, resuelvo: • _ 

Declarar que el ciudadano Félix Horacio González, no ha 
comprobado hallarse comprendido en la causal de excepción 
del servicio militar, prevista en el art. 63, inc. b) de la ley 
4707, exigiéndosele el pago del sellado. — Emilio R. Tasada. 

■ 

Sentencia de la Cámara Federal 

Rosario, marzo 15 de 1943 

Vistos y considerando que : 

I. El art. 63, inc. h) de la ley 4707, dispone categórica- 
mente que se exceptúa del servicio militar "al hijo natural o 
legítimo de madre viuda que atienda con su trabajo personal 
n la subsistencia de ésta o de un padre septuagenario o impe- 
dido K Si bien es verdad que el causante tiene otros hermanos 
mayores, solteros, circunstancia que pone en relieve el Inferior 
para juzgar que ei peticionante no ha comprobado los extre- 
mo» invocados en su petición de fs. 7, no lo es menos que esos 
hermanos no atienden, ni están en situación de atender con su 
trabajo personal, a la subsistencia de la madre viuda. El in- 
forme de la Policía de Villa Constitución y la declaración de 
los testigos corroboran esta conclusión. 

II. La lev de la materia, al determinar que se exceptúa 
del servicio militar precisnmente al hijo que comprueba debi- 
ihmeute hallarse comprendido en la causal prevista en el ya 
citado inc. b) del art. 63 (ley 4707), lo hace sin tener. en 
cuenta para nada las obligaciones civiles de las demás perso- 
nas a quienes el Código Civil exige prestar alimentos de acuer- 
do a lo establecido por los arts. 367, 368 y 369. 

Y ello es lógico. Colocar a la persona sustentada en situa- 
ción de reclamar judicialmente {art. 375 del Código Civil) el 
cumplimiento do una obligación alimentaria a otro de los pa- 
rientes de los que están involucrados en los ines. b), c), d) y e) 
del art 63 es privarla de un beneficio mientras dure la subs- 
tanciación del juicio de alimentos, desvirtuando así el alcance 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



37 



y finalidad de la ley, que ha querido que no queden desampa- 
radas y privadas de toda ayuda, todas aquellas personas a las 
que se refieren las disposiciones de los incisos citados prece- 
dentemente 

III. De alií también que el art. 53 del reglamento de la 
ley 4707, determina que los P. Fiscales, entre otros requisitos, 
exigirán en todos los casos que se trate de comprobar las cau- 
sales de excepción previstas en los ines. b) y d) del art. 63, 
que se acredite "si no recibe ta persona sustentada otro auxilio 
que el del solicitante de la excepción y, si asi fuese, por qué 
no lo exige de otros hijos, hermanos o nietos, si. los tuviere". 

IV. Por otra parte, el causante ha probado suficiente- 
mente que él es quien vive actualmente con su madre viuda 
y hermana menor y, que ej el único sostén de las mismas. El 
bien que posee la señora Rita Herrera de González es de ínfi- 
ma importancia, cuyo valor no excede de $ 1.200 m/n. y no 
consta que de renta. 

Oído el señor Fiscal de Cámara, se resuelve revocar la 
sentencia apelada, obrante a fs. 23, y declarar que el ciuda- 
dano Félix Horacio González ha comprobado hallarse compren- 
dido en la causal de excepción del servicio militar prevista en 
el art. 63, ine. b) de la ley 4707, así como su pobreza al mismo 
efecto. — Jorge Ferñ. — Julio Mare. — Santos J. Saccone 
(en disidencia). 

■ 

Disidencia : 

Por sus fundamentos y atentas las constancias de autos, 
de conformidad fiscal, se resuelve: 

Confirmar la sentencia apelada, obrante a fs. 23, que de- 
clara que el ciudadano Félix Horacio González no ha compro- 
bado hallarse comprendido en la causal que invoca, eximién- 
dole del pago del sellado. — Santos J. Saccone. 
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Buenos Aires, 9 de junio de 1943. 

Autos y vistos: La presente queja que por dene- 
gación de recurso extraordinario deduce el señor Pro- 
curador Fiscal de la Cámara Federal de Rosario en 
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los autos "González Félix Horacio — Excepción de 
servicio militar", y 

Considerando: 

En cuanto a la procedencia del recurso : Que en los 
autos principales aparece controvertida la inteligencia 
a atribuirse al art. 63, inc. b) do la ley N* 4707. 

Que en consecuencia procede el remedio federal 
del art. 14, ine, 3 f de la ley N* 48, 

En cuanto al fondo del asunto por ser innecesaria 
mayor substanciación: Que los términos del aludido 
precepto legal que exceptúan del servicio militar "al 
hijo natural o legítimo de madre viuda que atienda con 
su trabajo personal a la subsistencia de ésta o de un 
padre septuagenario o impedido" no admiten el al- 
cance que le atribuye el señor Procurador Fiscal de 
Cámara derivado de la circunstancia de existir otros 
hermanos que se hallan obligados a prestar alimentos 
— art. 375 del Código Civil — por cnanto no existe ni 
sentencia que los obligue ni prestación efectiva. 

Por ello v sus fundamentos se confirma la senten- 
cia apelada de fs. 27 en cuanto pudo ser materia de 
recurso. 

Hágase saber y devuélvanse al tribunal de proce- 
dencia. 

Antonio Sagarna — Luis Lina- 
res — B. A. Nazar Ancho- 
res a — F. Ramos Mejía. 
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GUASTAVINO Y SACHS v. NACION ARGENTINA * 

RECURSO EXTRA ORDINA RI : Materia ajena. Cuestiones de he- 
cho y prueba. 

Mediando circunstancias de hecho irremisibles por la Corte 
Suprema —como el trámite en la oficina de registro ante- 
rior al pedido de rectificación del manifiesto aduanero y 
la imposibilidad de probar el error invocado con las cons- 
tancias del manifiesto y los documentos que lo complemen- 
tan — que hacen inoficioso el pronunciamiento de aquélla 
sobre las cuestiones de derecho federal que la causa pueda 
comprender, debe desestimarse el recurso extraordinario 
fundado en éstas (U de junio de 1943). 



JOSE EVARISTO URIBURU v. PROVINCIA DE 

CORDOBA 

PRUEBA: Peritos. 

La circunstancia de que la prueba se haya decretado a 
pedido de parte no impide el ejercicio de la facultad de 
designar el objeto sobre el cual debe recaer la diligencia 
prevista en los arta. 141 y sigtes. de la ley 50, cuando olla 
tiende al complemento de la misma y la ampliación del 
cuestionario ha sido pedida antes de notificarse y consen- 
tirse el ñuto que adiuitiÚ la ofrecida en oportunidad del 
art, 142 de la ley citada (11 de junio de 1943), 



GANADERA "EL YUNQUE" v, PROVINCIA DE 

CORDOBA 

RECURSO DE REPOSICION. 

Las providencias de simple substanciación firmadas por el 
Presidente del Tribunal son susceptibles del recurso de 
revocatoria. 
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LEY DE SELLOS; Principio? genérale*. 

PRUEBA; Principios generales. 

Procede rechazar de plano la medida de prueba consisten- 
te en requerir por oficio la solución de un punto de dere- 
cho, como el de resolver «i ciertos documentos están sujetos 
al impuesto de sellos y qué sellado corresponde ¡ a lo que 
no obstan los arts. 1, 2, 3 y 71 de la ley 11.683, T. O., 
pues no : 'zan para los instrumentos acompañados a los 
autos en trámite ante el Tribunal. 



Y vista la precedente causa caratulada M Prueba 
del demandado, Actor: Ganadera "El Yunque", De- 
mandado: Córdoba la Provincia, sobre inconstituciona- 
lidad" para decidir sobre la incidencia planteada a fs. 2. 

Y considerando: 

Que desde luego la jurisprudencia que decide que 
las resoluciones de esta Corte no son susceptibles del 
recurso de reposición —Fallos: 193,236 y los allí citv 
dos— no se aplica a las providencias de simple subs- 
tanciación, firmadas solamente por el Presidente del 
Tribunal. De estas últimas puede pedirse revocatoria, 
según <ls de práctica corriente, y lo ha admitido sin di- 
ficultad esta Corte —Fallos: 100,193; 181,172; y la 
reciente sentencia dictada en los autos "Milberg contra 
Santa Fe". 

Que en cuanto al fondo de la cuestión planteada a 
fs, 2, si bien es cierto que la jurisprudencia del tribunal 
ha admitido como regla general que las pruebas ofreci- 
das deben decretarse — quedando reservada la apre- 
ciación de su pertinencia y eficacia para la sentencia 



FALLO DE LA CORTE Sl'PREMA 



Buenos Aires, 11 de junio de 1943. 



I 
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del juicio — no es menos exacto que tía declarado tam- 
bién que pueden desecharse de plano cuando son ma- 
nifiestamente improcedentes o no idóneas para i a jus- 
tificación de los hechos articuladon — Fallos : 190,192 y 
los allí citados — . 

Que esa doctrina es aplicable en autos, donde se ha 
solicitado un oficio por vía del cual se requeriría la 
solución de un punto de derecho, como lo es el de decidir 
si los documentos de fs. 16 a 36 están sujetos al im- 
puesto de sellos y en su caso qué sellado corresponde. 
No es obstáculo a ello lo p rescripto por los arts. 1, 2, 3 
y 71 de la ley 11.683, T* O,, que no rezan para los docu- 
mentos acompañados a los autos en trámite ante el 
tribunal. 

En su mérito se decide: 1) Revocar la providencia 
de fs. 1 vta., denegándose en consecuencia el oficio pe- 
dido a fs. 1; 2) Declarar que las costas de la incidencia 
se pagarán por su orden; 3) Dar vista al señor Procn- . 
rador Qeneral de los documentos, agregados de fs. 16 a 
36 de los autos principales. 

Hágase saber; repóngase el papel. 

Luis Linares — B. A. Nazab An- 
chorena — P. Ramos Mejía. 



RITA GONZALEZ DE CAVEDA v. PROVINCIA DE 

SANTA FE 

PRESCRIPCION: Comienzo y vencimiento del término. 

El plazo de la prescripción anual de la acción tendiente 
a obtener la reparación de un daño sobrevenido con poste- 
rioridad a la sentencia que estableció la indemnización 
correspondiente a los damnificados por un accidente, no 
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previsto en ella y presentado como una consecuencia de 
dicho suceso, no comienza a correr desde el día en que éste 
ocurrió sino desde la fecha en que aquel perjuicio se 
produjo. 

COSA JUZGADA. 

No habiéndose pronunciado la sentencia ni podido pro- 
nunciar sobre la consecuencia fatal atribuida al accidente 
cu vos daños mandaba indemnizar, ocurrida con posterio- 
ridad a la fecha en que aquélla fué dictada, debe desesti- 
marse la defensa de cosa juzgada opuesta contra la de* 
monda promovida con el fin de obtener las reparaciones 
del nuevo perjuicio. 

DAtiOS T PERJUICIOS: Principio» genérale». 

No habiéndose demostrado la existencia de relación directa 
entre el accidente y la muerte de la víctima ocurrida años 
después» es improcedente la demanda sobre indemnización 
de los daños y perjuicios fundada en acuella circunstancia. 

Dictamen del Procurado* General 
Suprema Corte: 

Las cuestiones controvertidas en esta cansa deri- 
van de los mismos hechos que V, E. contempló en la 
sentencia dictada en el expte. C. 647, I VIII, anexo. 
Allí se demandaba una indemnización, aquí piden los 
actores se la amplíe, y pues en aquella oportunidad 
admitió la Corte tratarse de nn caso sometido a sn ju- 
risdicción originaria (fs. 210), lo propio corresponde 
resolver ahora. Una vez más se trata de acción civil en- 
tablada contra la Provincia de Santa Fe por vecinos 
de la de Buenos Aires. 

En cuanto al fondo del asunto, atenta su naturaleza 
debe decidirse por apreciación de la prueba rendida y 
aplicación de disposiciones de derecho común, materias 
ajenas a mi dictamen. Buenos Aires, mayo 7 de 1942. 
— Juan Alvares. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 14 de junio de 1943- 

Vistos los autos seguidos por Bita González de 
Caveda y otra contra la Provincia de Santa Pe sobre 
danos y perjuicios, de los que resulta: 

Que a f s. 4 don Raúl Molinarí, como apoderado de 
doña Bita González de Caveda y de doña María Bea- 
triz Caveda, domiciliadas en la Provincia de Buenos 
Aires, demanda a la Provincia de Santa Pe por cobro 
de la suma de cincuenta mil pesos moneda nacional o 
de la que se fije en definitiva, con intereses y costas. 

Expresa que el 6 de febrero de 1936 el esposo y 
padre de sus mandantes, conjuntamente con su hijo, 
en momentos en que viajaban en automóvil fueron bru- 
talmente arrollados por otro coche de la policía de la 
Provincia de Santa Pe conducido por funcionarios de 
esa repartición, A consecuencia del choque falleció el 
hijo y resultó seriamente lesionado el señor Cayetano 
Witesindo Caveda. Este último, fundado en ese hecho 
y en la negligencir de los funcionarios policiales, de- 
mandó a la provincia por indemnización ante esta Corte 
Suprema, que el 14 de noviembre de 1938 la condenó 
a pagar la suma de treinta y cinco mil pesos moneda 
nacional con intereses y costas, dejando establecida la 
culpabilidad de los mencionados funcionarios de la pro- 
vincia y la responsabilidad de ésta por los daños oca- 
sionados por el accidente. 

El señor Cayetano Witesindo Caveda falleció el 29 
de abril de 1939 con motivo de las lesiones sufridas en 
el choque de referencia, por lo que pide se amplíe la 
indemnización fijada en el juicio anterior, al fallar^ el 
cual se tuvo en cuenta las lesiones sufridas por el señor 
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Caveda. Calculando que la vida del hijo de éste habría 
sido iudeujnrzadH en dieciocho mil pesos aproximada- 
mente y que los daños materiales no han excedido de 
tres mil, deducen las actoras que los quince mil restan- ■ 
tes fueron fijados por esta Corte Suprema como repa- 
ración de la disminución de la capacidad de trabajo 
del señor Caveda. Partiendo de esta base llega a la 
conclusión de que por la vida del nombrado señor Ca- 
veda debe acordarse una indemnización de cincuenta 
mil pesos, por tratarse de un laborioso padre de familia 
que sólo tenía cuarenta y siete años de edad, y porque 
si bien la lesión que sufrió en las piernas le impidió 
continuar dedicándose al corretaje, no era óbice para 
que desempeñara otras tareas que le producían alrede- 
dor do cuatrocientos pesos mensuales que en un perío- 
do de diez años de trabajo sumarían cuarenta y ocho 
mil pesos moneda nacional. Los dos mil pesos que faltan 
para completar la suma reclamada corresponden a 
gastos de asistencia médica y sepelio. 

Funda el derecho de las actoras en los arts. 1081, 
1083 a 1086, 1069, 1113, 1122 y 1133 del Código Civil 
y en la sentencia dictada en el juicio a que hizo refe- 
rencia y termina solicitando que se haga lugar a la 
demanda, con costas. 

Que a fs. 13 vta. se dió por acreditada la jurisdic- 
ción originaria de esta Corte Suprema y a fs. 15 don 
Urbano de Iriondo por la Provincia de Santa Fe con- 
testa la demanda pidiendo su rechazo con castas. 

Advierte, ante todo, que en el juicio anteriormente 
seguido por don Cayetano Witesindo Caveda contra su 
mandante, el causante reclamó cien mil pesos de indem- 
nización por la muerto de su hijo y por las lesiones 
gravísimas que él sufrió y le dejaron u lisiado para 
toda la vida", y que el informo de los peritos médicos 
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estableció que las lesiones sufridas por dicho señor 
Oavcda eran definitivas y su incapacidad para el tra- 
bajo habitual debía estimarse en un cien por ciento, 
como también lo sostuvo el actor en su alegato, al com- 
prender en la reparación pedida los daños causados 
por la " invalidez absoluta de un padre de familia, único 
sostén de su hogar numeroso", y al afirmar que las 
heridas lo habían convertido en "un lisiado para el 
resto de sus días y en un incapaz absoluto para el des- 
empeño de cualquier tarea". 

A continuación manifiesta que en el fallo del 14 
de noviembre de 1938, esta Corte Suprema declaró la 
responsabilidad de la provincia y teniendo en cuenta 
la disminución de la capacidad del señor Caveda, la 
naturaleza de sus ocupaciones y sus aptitudes anterio- 
res para el desempeño de las mismas, fijó en treinta y 
cinco mil pesos la suma dentro de la cual debía prestar 
el actor su juramento estimntório; que éste fué hecho 
por esa cantidad, y que la discriminación de los treinta 
y cinco mil pesos realizada en la demanda es arbitra- 
ria, como lo es la conclusión que de ello sacan las 
aotoras. 

Sin hacer cuestión, por el momento, de la falta de 
reserva de los derechos por los daños sobrevinientes 
en la demanda anterior ni de In cosa juzgada como de- 
fensa de orden general, opone la prescripción anual 
que estnblece el art. 4037 del Código Civil. 

Niega los hechos que no ha reconocido expresa- 
mente, como también la personería de las actoras, pues 
no acompañan las partidas que acrediten el parentesco 
invocado. 

Sostiene que el fallo anterior de esta Corte Su- 
prema comprendió los daños presentes y eventuales, 
o sea los futuros que aun no se habían producido, por 
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lo que es improcedente la indemnización que a título 
de suplemento 8e reclama en la demanda, En este caso 
especial hay cosa juzgada en lo cual ee ampara» agre- 
gando que las acto ras no podrán probar la existencia 
de perjuicio indemnizable porque ya fue estimado en 
la reparación acordada por esta Corte Suprema y por- 
que, además, dado el tiempo transcurrido entre la fecha 
del accidente y la de la muerte del señor Caveda, no es 
posible establecer científicamente que ésta ba sido con- 
secuencia de aquél. 

Concluye expresando su disconformidad con la su- 
ma pedida en la demanda y solicitando el rechazo <le 
la misma, con costas. 

Que abierto el juicio a prueba se produjo la que 
indica el certificado de fs. 125, alegaron las partes, 
dictaminó el señor Procurador General y se dictó a fs. 
140 vía. la providencia de autos para definitivo, y 

Considerando : 

Que el hecho determinante de las lesiones sufridas 
por Cayetano AVitesindo Caveda, en la Provincia de 
Santa Fe, en 6 de febrero de 1ÍKHS, y la responsabilidad 
de dicha provincia por el accidente, fueron debidamente 
acreditados en el juicio que Caveda instauró ante esta 
Corte el día 2 de febrero de 1037 contra Santa Fe, pues 
así lo declaró el tribunal en fallo de 14 de noviembre 
de —ITs. 210 del expediente agregado (*). 

Que la cuestión primera que debe ahora resolverse 
es la re fe rente ¡i la prescripción de la acción fundada 
en el art. 4037 del Código Civil y que ha sido opuesta 
por el representante de la demandada en el Cap. HT 
del escrito de responde; pues aunque tal defensa no ha 



(t) Fallos: 182, 210. 
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sido materia de debate ni de prueba, no puede prescin- 
diese de ella ya que no aparece categóricamente aban- 
donada por quien la opuso. El daño nuevo que los he- 
rederos de Caveda reclaman consiste en la muerte del 
mismo como consecuencia no prevista del accidente de 
1936, y ese hecho, la muerte, se produjo en 29 de abril 
de 1939 (partida de defunción de fs. 2); y es indudable 
que, cualquiera sea la decisión sobre el fondo del asunto, 
lu acción que hoy se examina no pudo iniciarse antes 
del acontecimiento que se invoca como su fundamento; 
y que presentada in demanda en 8 de abril de 1940 
— cargo de fs. 7 — no había transcurrido el año que 
preceptúa el art. 4037 del Código Civil. 

Que tampoco hay cosa juzgada como se sostiene a 
fs. 17 — Cap. V. de la contestación a la demanda — ; la 
Corte no se pronunció, ni pudo pronunciarse — en el 
pleito de 1937 — sobre la consecuencia fatal para Ca- 
yetano AVitesindo Caveda, sencillamente porque era 
este mismo quien demandaba en justicia la reparación 
del daño sufrido hasta entonces y porque ninguno de 
los médicos que lo atendieron en su enfermedad o dic- 
taminaron como peritos formuló pronóstico fatal; se 
llegó, solamente, a la conclusión de una incapacidad 
absoluta y permanente para el ejercicio de sus tareas 
habituales. Los peritos Martines!, flreemvay y Guilhe 
dicen a fs. 81 de la pericia que realizaron en el juicio 
de 19:í7: "opinamos que las lesiones que presenta el 
actor pueden considerarse como definitivas". "En lo 
que respecta a la incapacidad para su trabajo habitual 
puede considerarse al señor Caveda como incapacitado 
en un cien por ciento v que dicha incapacidad con un 
tratamiento conveniente puede mejorar, empeorar o 
quedar estacionaria sin que podamos precisar en que 
sentido lo hará". Es cierto que la ley 9688 equipara la 
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muerte del accidentado a ta incapacidad total y perma- 
nente, a los efectos de la indemnización — art. 8, incs, 
a y b — pero ni aquí se trata de un caso contemplado 
por esa ley ni es posible olvidar el criterio tolerante 
de la misma en cuanto al monto de las indemnizaciones 
compensado en cierto modo con el mayor rigor, para 
el patrón, del riesgo profesional, circunstancias ambas 
carentes de eficacia extensiva en casos como el presente. 
Que la pericia realizada por el Dr. Imaz, en estos 
autos, llega a conclusiones manifiestamente contrarias 
a las pretensiones de las acto ras y tal operación técnica 
llena en forma plena los extremos que la ley y la cien- 
cia exigen para reconocerle autoridad de prueba cali- 
ficada — art. 141 y siguiente de la ley 50 — : "La evo- 
lución clínica desfavorable de las lesiones sólo debe 
referirse a rodillas y codo ; el pulmón no presentó mani- 
festaciones patológicas evidentes después del trauma- 
tismo" (contestación a la pregunta o*) ; "No consta que 
el Sr. Caveda sufriera después del accidente y durante 
el término de 17 meses otra afección en alguna de las 
regiones traumatizadas; pero siempre persistían los 
focos sépticos anteriores al traumatismo. La llamada 
congestión con que comenzó el absceso de pulmón se 
produjo en un órgano que durante el ya mencionadO- 
. término de casi un año y medio no estuvo lesionado a 
consecuencia del traumatismo, y por consiguiente el 
pulmón se encontraba hasta esc momento prácticamente 
en estado normal" (contestnción a la pregunta 6*);-,. 
"al traumatismo torácico no se le puede conceder sino 
una influeneia de orden secundario en la génesis del 
absceso pulmonar que tuvo el desenlace fatal conoci- 
do. . . Por lo demás, eon los focos sépticos que el señor 
Caveda padecía, unidos a su estado bFóffoliínl crónico 
y a su propensión a los resfríos, no necesitaba del trau- 
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matismo para que se le desarrollara el absceso pulmo- 
nar, pues es bien sabido por todos los médicos que las 
causas que habitualmente producen este proceso supu- 
rativo se cuentan entre aquellos (focos sépticos, etc.), 
repetidamente nombrados y que acabamos de recordar" 
(contestación a la pregunta 8*). Y en el mismo sentido 
se pronuncia el perito al examinar las diversas cues- 
tiones que le fueron planteadas — fs. 98 — , 

Que esta Corte, resolviendo un caso de accidente 
del trabajo (Salomón v. Gobierno Nacional — Pallo: 
161, 124) declaró que era imputable a las graves con- 
tusiones que sufrió un obrero en la región torácica, el 
proceso baciloso que lo inutilizó permanentemente para 
el trabajo, porque los peritos médicos establecieron la 
relación directa entre el accidente y la bacilosis como 
que ni mes de aquél y cuando las lesiones externas apa- 
recían curadas, el accidentado "se sentía enfermo, con 
tos y fiebre por la tarde y sudores profusos por las 
noches"; situación que es notoriamente diversa de la 
del caso Caveda en examen. 

En su mérito se desestima la demanda ; costas por 
su orden. Hágase saber, repóngase el papel y en su 
oportunidad archívese. 

Antonio Sagabna — Luis Lina- 
res — B. A. Nazar Ancho- 
rena — F. Ramos Mejía. 



EUGENIO O. ROSALES 

JUHISDICCIOS 7 : Fuero nrñimttio. Leyes comunes. Pemlea. 

Los tribunales ilcl hifrnr donde tramita el juicio sutorio 
cuyos fondos fueron percibidos en otro lugar por el man- 
datario de los herederos que se negó a depositarlos a la 
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orden del juea de la sucesión, son los competentes para 
conocer en ta causa sobre defraudación instruida con ese 
motivo. 

■ 

Sentencia i>el Juez de INSTRUCCIÓN 

Buenos ' ,es, marzo 20 de 1943. 

Y Vistos: 

Este incidente promovido en ia causa criminal número 
13.146, que por el delito de defraudación se sigue en contra de 
Eugenio Olegario Rosales. Y 

Considerando: 

I. El procesado Eugenio Olegario Rosales se presentó 
ante el señor Juez en lo Criminal y Correccional del Departa- 
mento Judicial del Sud de la Provincia de Buenos Aires, cou 
■siento en la ciudad de Dolores, suscitando la presente cuestión 
de competencia. p"r vía de inhibitoria, a fin de obtener de las 
autoridades judiciales de la Capital Fcdernl. el desprendimien- 
to del proceso v, como consecuencia, la radicación del mismo 
ante las autoridades judiciales de la Provincia, que él considera 
el fuero natural de la cansa. 

Rosales huida su pretensión en que los hechos integran tea 
v originarios de la defraudación que se le inerim , aparece- 
rían produciéndose en la jurisdicción provincial, donde, por 
otra parle, él tiene y ba tenido siempre su domilicio. 

I'rueha ( i ne esos hechos se habrían produeido en la forma 
y lugar que él lo dice, con lo obrado que en testimonio corre 

de fs. 7 a fs. 15, ^ íii 

II. El señor Juez cu lo Criminal y t orrei cional de la 
ciudad de Dolores, Dr, Julio A. ÉJegri, hace lugar a la preten- 
sión del recurrente Rosales y se declara competente en virtud 
de los fundamentos y razones que sustenta el auto que corre 

II T. Oídas las partes, el defensor del procesado, a fs. 11, 
adhiere a la incompetencia de este Juzgado, y el señor Agente 
Fiscal y el qiien'Hiinle sostienen lo contrario, es decir, la com- 
petencia de este Tribunal, en el dictamen de fs. 17 vta.. y en 
la vista ile fs. 20. 

l\'. Rosales, al promover esta cuestión de competencia y 
al fundarla, reproduce las manifestaciones que en su descargo 
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hizo valer al prestar la declaración indagatoria, que corre a 
18, 36 de los autos principales. 

Pero, lodos los actos que él indica, produciéndose fuera 
de la jurisdicción de esta Capital, son los actos lícitos del man* 
dato, la parte no criminal de su gestión. 

En cambio, los que han motivado su procesnmiento, pri- 
mero, a fs. 22, y su prisión preventiva después, a fs. 35,' con- 
figuran vos de la defraudación, aparecen perfeccionándose pro- 
cesalmcnte en esta Capitnl. 

En efecto, la damnificada por el delito es la sucesión do 
don Antonio Silva, radicada ante las Tribunaies de esta Capi- 
tal, como el mismo Rosales lo reconoce, cuando en su indagato- 
ria expresa: "Que retirados esos fondos, el nombrado señor 
Silva Jo autorizó pura retener ese importe hasta que se luciera 
la liquidación definitiva de los gastos v lionorarios, en cuva 
oportunidad quedaría determinada la cantidad que debía de- 
positar a la orden de la sucesión" — fs. 36 vta— Y todavía 
añade : "que esa liquidación se hizo a principios de 1038 no 
puliendo precisar los detalles de esa liquidación por no recor- 
darlos, sabiendo únicamente que resultó un saldo a favor de 
la sucesión de $ 6.000 m/n„ que el dicentc depositó en el 
Banco de la Nación Argentina, a la orden de la sucesión en 
fehrero del citado ano, entregando la boleta respectiva como 
asi también todos los comprobantes de los gastos incluidos en 
esa liquidación, al señor José Antonio Silva" — fs. 37 vta.—. 

Basta este reconocimiento en concordancia con los elemen- 
tos y las constancias probatorias que especifican el auto de pro- 
cesamiento de fs. 22 y el de prisión preventiva de fs. para 
concluir que. fehacientemente, el lugar de comisión del dcüto r 
es en esta Capital, como lo sería el de cualquier hecho delic- 
tuoso cometido o tentado en perjuicio patrimonial de la su- 
cesión. 

Cuando el procesado recibió el mandato, estableció en su 
virtud una relación de derecho, cuyas consecuencias v deriva- 
ciones conocía, hasta profesinniilmente. Cuando en cumplimien- 
to y ejecución de ese mandato y. en base a la facultad de per- 
cibir que el mismo contenía, recibió la suma retenida no era 

Sara sí, sino para entregarla a su verdadero dueño, j. Dónde? 
I mismo lo diee: en la Capital Federal, depositándola a la 
orden judicial de la sucesión. 

No es menos especioso el argumento que el señor Defensor 
esgrime a fs. 22. cuando dice: "Para que prosperara la tesis 
del senor Representante del Ministerio Público, sería menester 
que el delito imputado a mi defendido, se hubiera configurado 
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en la Capital Federal, y a este fin, indispensable también que 
la intimar ion que se le íiizo de rendir euentas. se hubiera prac- 
ticado válidamente en esta Capital. La realidad es opuesta en 
absoluto ya que esa intimación se practicó por ardid inconfe- 
sable del 'querellante en un Imlel donde el escribano no sólo no 
vivía, sino también en el qne no se encontraba ni siquiera acci- 
dentalmente. cireunstar.ia de importancia trascendental para 
el caso, que el Juzgado no pudo conocer, pero que Silva se 
preocupó muy bien de ocultar para el mejor éxito de la ma- 
niobra*'. 

Para el señor Defensor, la defraudación que se imputa a 
Mi' defendida hállase supeditada a ta validez prno-snl de la 
intimación. Y. esto es, técnicamente un error. 

ÍTa retención indebida no depende, indispensablemente, de 
Ja intimación judicial, porque 1n rendición de cuentas no posee 
carácter prejudicial. 

El mandatario que recibe una suma para entregarlo a su 
mandante y la retiene en su poder durante años, no puede de- 
cir, honestamente, (pie esa retención es lícita. 

Pero, es que en el sub-causn se ha producido una negativa 
de hecho. Imi efeetn. la administradora de la sucesión en el 
escrito (pie testimoniado corre a fs. 5 vta., manifiesta : "Que a 
pesar del largo tiempo transcurrido, las diversas diligencias 
realizadas para obtener que el señor Rosales depositara a la 
orden de esta sucesión el importe líquido de esa venta, no han 
dado resultado ni conseguido que dicho mandatario cumpliera 
con la obligación impuesta por disposición del art. 1Í>11 del 
Código Civil". 

Todas estas circunstancias y pruebas demuestran acabada- 
mente, que el lugar de comisión del delito lo es en la Capital 
Federal, como si se hubiera hurtado, robado, dañado, usurpado 
O cometido cualquier otro delito en perjuicio del «ceibo y ios 
intereses de la sucesión. 

Por ello, de conformidad con lo que disponen los arts. 19, 
25, inc. l v ; §9, (iO y 61 del Código de Procedimientos en lo 
Criminal y lo dictaminado por el señor Agente Fiscal y nido 
el querellante y los defensores del procesado, el Juzgado re- 
suelve: Declararse competente para seguir entendiendo en la 
eausa niim, 1:1.14(1. instruida a Eugenio Olegario Rosales, por 
defraudación, no haciéndose tugar, en consecuencia, a la inhibi- 
toria solicitada. 

Notifiques? oportunamente, comuniqúese al señor Juez del 
Crimen de la ciudad de Dolores, Dr. .Julio A. Negrí, remhién- 
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dolé los recaudos pertinentes, a los fines Icgn^s de lu cuestión 
pl;m temía según su oslado. — Artemfo Moreno. 



Dictamen uva, ÍVh'ürador Gkxkiul 
Suprema Corte: 

Se discute si tiene jurisdicción para conocer cu 
esta causa por defraudación, el Sr. Juez de Instrucción 
de la Capital Federal Dr. Artemio Moreno o el Sr. Juez 
en lo Criminal y Correccional del Departamento Judi- 
cial del Sud de la Provincia de Buenos Aires. Kl hecho 
básico del proceso, consiste en la imputación de que el 
procesado, en el carácter do mandatario, percibió en 
Dolores ciertos fondos de una sucesión, tramitada eu 
la Capital Federal, y se ha negado a depositarlos a la 
orden de] juez de dicha sucesión, no obstante estar 
obligado a ello. El Sr. Juez de Dolores entiende que 
de existir cielito, se le habría cometido en dicha ciudad, 
mediando además la circunstancia de tener su domicilio 
en la misma jurisdicción el querellado. 

A mi juicio, el Sr. Juez de la Capital Federal Dr. 
Moreno está en lo cierto al negar validez a tales razones 
en su bien fundado fallo del 20 de marzo ppdo. (fs. 24 
v. a 26, exp. W 13.146, incidente). El depósito hecho por 
el procesado en la Capital Federal y a la orden del juez 
de la sucesión (fs. 62-63, exp. principal), aunque por 
suma inferior a la reclamada, está revelando que era 
aqiu donde debió hacer entrega de los fondos recibidos, 
y, en consecuencia, sería aquí donde se produjo el pre- 
sente delito. 

Considero, pues, que debe resolverle la contienda a 
favor de dicho juez. — Buenos Aires, mayo 20 de 1943. 
— Juan Alvarez. A 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, junio 14 de 1943. 

Autos y Vistos : 

Por los fundamentos del precedente dictamen del 
señor Procurador General de la Corte y los expuestos 
por el señor Juez de In atracción en lo Criminal N p 6 
de la Capital Federal a fa. 24 vta. del expediente "Ro- 
sales Eugenio Olegario, incidente sobre competencia 
por inhibitoria, promovida por éste en la causa núme- 
ro 13.146" agregado, se declara que es competente para 
conocer en el proceso sobre defraudación incoado por 
Aníbal Silva a Eugenio Olegario Rosales, el señor Juez 
en lo Criminal de la Capital Federal N* 6, Doctor Ar- 
temió Moreno, a quien se remitirán los autos, hacién- 
dose saber en la forma de estilo al señor Juez del Cri- 
men N* 2 de Dolores, Provincia de Buenos Aires. 

Roberto Repetto — Antonio 
Sagabna — Luis Linares — 
B. A. Nazab Anchorena — 
F, Ramos Mejía. 



NICOLAS PORTA PELO v. Cía. Guau DE FR CC. EX LA 
PROVINCIA DE BUENOS AIRES 

ACCIDENTES DEL TRABAJO: Indcmnizarión. 

El patrón qur», condenado en el juicio especial sobre in- 
denuiizaciún do areidentcs del trabajo a pajiar al obrero 
una suma de dinero en tal concepto, la deposita a la or- 
den del juz¡índo y consiente su entrega al damnificado, 
puede ser tibiando por In Caja de Jubilaciones y Pensio- 
nes Civiles a efectuar nuevamente el depósito en la Cnja 
de Garantía. 
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Sentencia de Primera Instancia 

Rosario, 9 de marzo de 1942. 

Y vistos: La intimación solicitada a fs. 82 por la Caja de 
Jubilaciones y Pensiones Civiles de la Nación, en el sentido 
de que la demandada, consigne en Ja Caja de Garantía, el im- 
porte de la indemnización consignada en autos y percibida 
directamente por el accidentado, y 

Considerando ¡ 

Que por sentencia de fs. 18, confirmada por la Excma, 
Cámara de Apelaciones a fs. 60, se condena a la demandada, 
la Cía. General de Ferrocarriles de la Provincia de Buenos 
Aires, al pago directo al actor de la indemnización que re- 
clamara como accidente del trabajo. 

Que en ninguna oportunidad procesal, la Caja ha tenido 
ni tomado intervención en autos. Su comparencia entonces, 
en el estado actual de los autos, resulta extemporánea y, sin 
vinculación alguna al proceso. 

Que por otra parte, el pronunciamiento dictado, ha pa- 
sado en autoridad de cosa juzgada, la que se lia cumplimen- 
tado pn gando al actor, el importe de la indemnización, como 
así se ba sentenciado. 

Que en consecuencia, el pedido de intimación, tal como 
ha sido formulado, resulta extemporáneo e improcedente en 
el estado actual de los autos. 

Por lo expuesto, resuelvo: No haeer lugar, con costas, a 
)a intimación solicitada. — Raúl Andrada. 



Sentencia de Segunda Instancia 

Rosario, 14 de julio de 1942. 

Y vistos: 

I. Que de acuerdo con el criterio sustentado por la Su- 
prema Corte de Justicia en casos análogos, este tribunal ba 
establecido, reiteradamente, que el art í) de la ley 9688 dis- 
pone la forma en que debe abonarse la indemnización y que, 
por lo tanto, su importe debe ser depositado en la Caja de 
Jubilaciones y Pensiones. 
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If. Que ello no obstante, ni confirmarse el fallo de pri- 
mera instancia y atenerse pii lo pertinente a su parte disposi- 
tiva, el tribunal ha omítalo señnlíir la forma (le papo con- 
signada en el anterior considerando. De allí, sin duda, el 
depósito en autos de la indemnización efectuada por la compa- 
ñía demandada y la entrega dispuesta por el a qno (fs. 72 
a 75). 

[l[. Que así las cosas, oo parece justa la pretensión sus- 
tentada a fs. 8*2 por el representante de la Caja de Jubila- 
ciones y Pensiones de la Nación, más aún, cuando depositada 
íntegramente la suma fijada por el tribunal, no surge clara 
mente el interés de la Caja en incorporar a su patrimonio el 
importe de una indemnización destinada al obrero ; pero fpie 
éste, en el isíso de autos, se hallaría imposibilitado de cobrar 
por haber ya dispuesto del mismo. 

De cualquier modo, y para colocarse en todos los supues- 
tos, aun en Ja hipótesis de que la situación sobrevenida (pie 
pone de manifiesto el punto 2» del escrito de fs. 74, fuera con 
traria a la ley, no es obligando a la empresa patronal a deposi- 
tar por segunda vez el importe de la indemnización como ha- 
bría de restablecerse el orden jurídico. 

Por tanto, se resuelve: Confirmar, con costas la resolu- 
ción apelada de fs. 90. — Calixto Lassaga {hijo). — Juan 
J. Trilttm. — Carlox G, Capdet. 



Dictamen* del Procurador General 

. Suprema Corte: 

Ante la justicia ordinaria de Rosario, D. Nicolás 
Porta pelo demandó a la Cía. Oral, de Ferrocarriles en 
la Provincia de Buenos Aires por cobro de indemniza- 
ción, fundado en la ley 9688; y habiéndose discutido si 
tal beneficio era compatible con una jubilación que el 
actor obtuvo de la Caja Ferroviaria, el fallo definitivo 
desestimó esa defensa o hizo lucrar a la demanda (fs. 
60). La Cía. Oral., después do interponer recurso ex- 
traordinario y conseguir se le concediera, desistió del 
mismo (fs. 63 y 66), consignó judicialmente lo que se le 
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reclamaba (fs. 72), y como consecuencia, el actor perci- 
bió dicha suma (fs. 75). 

A esa altura, se presenta la Caja Nacional de Ju- 
bilaciones y Pensiones Civiles sosteniendo que, con arre- 
glo a lo dispuesto en la misma ley 9688, no debió en- 
tregarse a Portapelo el importe de la condena sino depo- 
sitarlo en dicha institución; por lo cual, pide se intime 
u la Cía, Gral. así lo efectúe. Ante la negativa opuesta 
en el fallo de fs. 90, trae un recurso extraordinario cuya 
admisibilidad resulta acreditada por resultar semejante 
a muchos otros que antes de ahora tiene V. E. abiertos. 

Existe también jurisprudencia de esta Corte en el 
sentido de que los patrones o empleadores no cumplen 
su obligación de indemnizar, mientras no depositen el 
importe respectivo en la Caja Nacional de Jubilaciones 
y Pensiones; de suerte que, pattiendo de tal base, nada 
HÍ^nif icaria que la indemnización se haya hecho efec- 
tiva de distinto modo. El deudor no quedaría legalmente 
desobligado. 

Empero, resta otro aspecto del asunto. V. E. ha 
resuelto, asimismo, que quienes estén afiliados a la 
Caja Ferroviaria carecen del derecho de cobrar indem- 
nizncioncíT^par concepto de la ley 9688; y consta a fs. 
31, que Portapelo fué jubilado por dicha Caja. Si careció 
del derecho de exigir indemnización, ¿puede hacerlo 
por él la Caja Nacional de Jubilaciones y Pensiones Ci- 
viles! Esta cuestión, importante prima facie, pasa a 
segundo plano al recordar que existe sentencia firme 
negando la incompatibilidad de beneficios alegada, y 
que la compañía demandada desistió del recurso ex- 
traordinario con que pudo gestionar entonces revisara 
V. E. el fallo, según queda dicho. Sería entonces impu- 
table a su propia actitud, el doble pago a que ahora se 
ve expuesta. 
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A mérito de lo dicho, corresponderá revocar la sen- 
tencia obrante a fs. 107, si la Corte mantiene su anterior 
criterio. Salvo, una vez más, respetuosamente, mi opi- 
nión respecto de lo principal. — Buenos Aires, septiem- 
bre 24 de 194*2. — Juan Alvares 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 16 de junio de 1943. 

Y vistos: El recurso extraordinario deducido por 
la Caja de Jubilaciones y Pensiones Civiles de la Na- 
ción en los autos "Portapelo Nicolás v. Cía. Gral. de 
Ferrocarriles en la Provincia de Buenos Aires sobre 
accidente del trabajo"; y 

Considerando : 

Que las objeciones formuladas por la demandada a 
la oportunidad y derecho con que la Caja se ha pre- 
sentado en este juicio para exigir que se le entregue 
et valor de la indemnización acordada a don Nicolás 
Porta pelo, de acuerdo a lo dispuesto por el art. do la 
ley núm. !>íi88, fueron hecbas en situación análoga en la 
causa sequi la por don Juan Bautista Mazzn contra don 
Enrique Questa (Fallos: 173, 249), y esta Corte Su- 
prema las levantó por las razones expuestas en dicho 
fallo que, para evitar repeticiones, se dan por repro- 
ducidas. 

Que los términos claros y precisos en que está con- 
cebido el art. 9 de dicha ley no permiten que la indemni- 
zación pueda sor válidamente pagada si no se han lle- 
nado las condiciones esenciales establecidas en dicha 
disposición, cuando textualmente dice *'sólo se enten- 
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derá que los patrones, ...llenan las obligaciones que 
por razón de accidentes les incumben... depositando a 
nombre de la víctima. , . el valor de la indemnización 
en una sección especial que se establecerá bajo la depen- 
dencia y dirección de la Caja Nacional de Jubilaciones 
y Pensiones...' 1 . El propósito de esta disposición es 
manifiesto cuando a continuación agrega que con el 
valor de la indemnización se comprarán títulos de cré- 
dito de la Nación, para entregarse mensualmente a los 
interesados las rentas que a ellos corresponda, lo que 
la hace incompatible con cualquiera interpretación que 
tienda a autorizar la entrega de los fondos al intere- 
sado. 

Que ni la compañía deudora, ni el juez, han podido 
creer en el caso- sub~jitd ice que los fondos poetan váli- 
damente entregarse al damnificado, cualesquiera fue- 
ran los términos en que estaba concebida la condena, 
tanto porque nadie puede excusarse en la ignorancia 
de la ley, cuya preeminencia era indiscutible, cuanto 
porque la compañía misma, al depositar los fondos a la 
orden del juzgado, dijo que lo liacía para que éste orde- 
nara el pago a quien corresponda o se depositara en la 
Caja Nacional de Jubilaciones y Pensiones civiles, como 
lo dispone el art. 9 de la ley núm. 9688. 

Que habiéndose entregado directamente al damni- 
ficado con asentimiento de la deudora, se ha violado el 
régimen establecido por una ley nacional para la liqui- 
dación de esta clase de indemnizaciones, fundado en el 
propósito de tutelar al desvalido y con fines de econo- 
mía social, íntimamente vinculados a la vida y a la fun- 
ción de la institución. Que por ello la Caja ha podido 
desconocer ese pago por ilegal en cualquiera oportuni- 
dad y desde el momento que llegó a su conocimiento, y t 
en , onseeuencia, exigir que los fondos sean entregados 
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a ella para darles la inversión preceptuada por la ley 
citada. 

Que a esta misma conclusión lia llegado el Tribunal 
en otros casos traídos a su conocimiento, declarando 
siempre que en todos los casos de condenación, ha de 
entenderse que la simia fijada por indemnización debo 
depositarse en la Caja y no entregarse al interesado, 
porque el sistema adoptado es de pago indirecto en 
forma de renta que la institución debe establecer y ase- 
gurar con dichos fondos {Fallos: 173, 249 ya citado j 
17í>, 283; 188, 143; 193, 67). 

En su mérito y de acuerdo al precedente dictamen 
del señor Procurador General, se revoca la sentencia 
de fs. 107 en cuanto pudo ser materia del recurso. Há- 
gase saber y devuélvanse al tribrnal de procedencia. 

Roberto Repetto — Antonio 
Sagarxa — Luis Linares — 
B> A. Nazar Anchorena — 
F. Ramos Mejía, 



S. A. TIERRAS Y YERRALES v. PROVINCIA DE 
SANTIAGO DEL ESTERO 

ISTERDIC TOS : PrncrfUmirnto. 

La restitución di» tierra* ordenada por la sentencia que 
hizo lugar ni interdicto de recobrar promovido contra 
una provincia, debe hacerse efectiva no obstante la opo- 
sición de quienes las adquirieron en el remate público 
realizarlo por diclin provincia, que dió Injrnr n la inicia- 
ción del juicio, (ltí de junio de 1943). 
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BEMVINDA DE CASTRO AZEVEDO DE DA CAMARA 
LOMELINO v. PROVINCIA DE BUENOS AIRES 

JURISDICCION: Jurisdicción originaría. Causas en que es parte 

una provincia. Cuestione» constitucionales. 

Corresponde a la Corte Suprema conocer originaria- 
mente en eL juicio sobre repetición de uu impuesto im- 
pugnado eomo inconstitucional, promovido por un vecino 
de otra provincia. 

PAGO: Pago con protesta. Forma. 

El requisito de la notificación de Ib protesta efectuada 
con motivo del pago del impuesto a la transmisión gratui- 
ta en el juicio sucesorio tramitado ante los tribunales de 
la Provincia de Buenos Aires, debe considerarse cum- 
plido con la reserva hecha por escrito en aquel al acom- 
pañarse los sellos respectivos y el conocimiento de la mis- 
* roa por la Dirección General de Escuelas, con cuya con- 
formidad se aceptó el pago. 

PAGO: Pago con protesta. Alcance. 

La protesta hecha al pagar el saldo definitivo del im- 
puesto a la transmisión gratuita no ampara al pago par- 
cial anterior efectuado sin reserva y con arreglo a una 
liquidación provisional presentada por el apoderado de 
■ los herederos. 

IMPUESTO A LA TRANSMISION GRATUITA: Determinación 

del impuesto. Tasa. 

El recargo del impuesto a la transmisión gratuita de bie- 
nes que se aplica cuando el heredero, legatario u donata- 
rio tuvieran su domicilio en el extranjero en el momen- 
to del fallecimiento del causante, no es un gravamen 
distinto de aquél sino tan sólo un aumento del mismo. 

CONSTITUCION NACIONAL: Constitudonalidad e inc.onstitndo- 
nulidad. Impuestos y contribuciones provinciales. Transmisión gra- 
tuita. 

El cobro del recargo del. 100 del impuesto a la trans- 
misión gratuita de bienes establecido por el art. 27 de 
la ley 4350 de la Provincia de Buenos Aires para los 
casos en que el heredero, legatario o donatario estuviera 
domiciliado en el extranjero en el momento del fallecí- 
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miento del causante, que sumado a dicho impuesto al- 
canza casi el 45 % del monto de los bienes recibidos en 
la provincia, es violatorio de los arts. 14 y 17 de la Cons- 
titución Nacional. 

IMPUESTOS; Co*fi*carió*. 

La Corte Suprema debe limitar su pronunciamiento a 
declarar la inconstituuionalidad del impuesto confisca- 
torio tal como lia sido organizado y pereibido; pues no in- 
cumbe a ella sino al Congreso o a las legial aturas pro- 
vinriales, fijar la tasa o el por ciento que subsidiaria- 
mente puede cobrar el Fisco. 

COSTAS: Resultado de! Itihjio. 

Corresponde limitar la condena en costas a las dos terce- 
ras ptirtes cuando la demanda subre repetición sólo pros- 
pera en esa proporción. 

DlCTAMEX I>EL PROCURADOR GENERAL 

Suprema Corte : 

La jurisdicción originaria de V. E. para conocer 
en estos autos, emerge do tener los actores su domicilio 
en la Capital Federal, ser parte demandada la Provin- 
cia de Buenos Aires, y versar el litigio sobre iueons- 
tituetonatidad de una ley provincial. 

Dicha ley, que es la núm. 4350, establece recargo 
del 100 por ciento sobre el impuesto sucesorio, cuando 
los herederos» legatarios o donatarios tengan su domi- 
cilio en el cxtianjero al tiempo de morir el causante. 
Sostiene la parte neto ra que tul recargo viola garantías 
constitucionales, por dos conceptos: 

a) Imponer normas de desigualdad sin otro fun- 
damento que el lugar donde se domicilien quienes de- 
ben pagarlo; 

b) importar confiscación del derecho de propie- 
dad, atento lo excesivo de su monto, pues en este caso, 
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sumando impuesto y recargo, llégase al 43 % de los 
bienes constitutivos do cada porción hereditaria. 

Prescindiendo de si la protesta fué o no hecha en 
forma — cuestión ajena a mi dictamen como las restan- 
tes relativas a Ja prueba— recordaré a V. E. que esta 
Corte tiene reiteradamente admitido ser constitucional 
el recargo de los impuestos por razones de ausentismo. 
ÍEesta entonces decidir si, válido en principio dicho 
recargo, ha dejado de serlo por la exorbitancia de su 
monto. 

Tengo expresado en numerosas ocasiones que no 
existe hasta hoy norma fija para determinar donde 
comienza el exceso: V. E, lo resuelve atendiendo a las 
circunstancias de cada caso. En el mh-judice, los herede- 
ros reclamantes pagaron sin hacer cuestión el 21.5 % 
que les correspondía pul' impuesto, pero objetan el 
otro 21.5 % procedente del recargo. N T o piden reba- 
ja hasta un límite moderado, sino exoneración total, 
Jo que sólo sería justo si el impuesto, sin recargo, 
hubiese alcanzado ya el límite máximo de lo imponible 
a juicio de V. E. 

Pienso (pie los antecedentes jurisprudenciales de- 
muestran sor dicho límite superior al 21.5 % pagado 
por los actores, lu re Félix Lora (100:159) la Corte, 
manifestando conformidad con mi dictamen, declaró 
ser inconstitucional un gravamen que en total alcanzaba 
al 36.60 % del haber del legatario; y en dicho dictamen 
yo había insinuado pudiera servir de límite el 34.25 %, 
admitido en 160:247. Idéntica conformidad expresó la 
Corte en el caso Scotto Laehianca (191 :100), donde alu- 
dí a la misma base. 

En consecuencia, y de mantenerse tal criterio, co- 
rrespondería decidir que el recargo dejó de ser válido 
en cnanto excediera del 12.75 %, cuota que sumada al 

/ 
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21.50 Jo del impuesto, integra aquélla. Reproduzco, a 
tal efecto, lo expresado en los dictámenes a que acabo 
de referirme. — Buenos Aires, junio 2 de 1942. — 
Juan Al vare z. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 18 de junio de 1943. 

Y vistos: El juicio de jurisdicción originaria seguí- 
do por Bemvinda de Azevedo y Castro de Da Cámara 
Lomelino, Fumando de Azevedo y Castro, María Mar- 
garita de Azevedo y Castro de Musso Ferraro Vaz y 
María de la Concepción de Azevedo y Castro de Lemos 
Gomes contra la Provincia de Buenos Aires, sobre de- 
volución de impuestos. 

Resultando: 

Qué a fs. 24 se presenta Samuel Saraví itardy en 
representación de las personas nombradas, demandando 
a la Provincia de Buenos Aires por repetición de pe- 
nos lü().787,3íi m¡n. indebidamente abonados en concepto 
de recargo por ausentismo en la testamentaría de don 
Antonio F. Castro. Al fundar su acción dice: que en 
el juicio testamentario citado, que tramitó ante uno de 
los juzgados en lo civil de esta Capital, se libró exhorto 
al Sr. Juez de la Plata a los fines de la liquidación y 
pago del impuesto a la trasmisión gratuita de bienes 
que correspondía sobre loa situados en su jurisdicción; 
<¡uc la Dirección General do Escuelas liquidó el impuesto, 
y por recargo por ausentismo a sus cuatro mandantes, 
la suma que reclama, de lo que resulta que cada here- 
de ro que recibe bienes situados en la Provincia por 
valor tle $ Í8o*;962 f Ü8 inln. ha pngado en concepto de 
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impuesto $ 8ü.3í)3,t¡8 ra|n., es decir, el 43 % del valor de 
los bienes; que sus mandantes, a fin de evitarse el per- 
juicio que les hubiera ocasionado la demora, resolvie- 
ron efectuar el pago bajo protesta, reservándose el de- 
recho que ahora ejercen, según resulta del testimonio 
qno adjunta, en él que transcribe el escrito que presentó, 
la contestación de la Dirección General de Escuelas y 
el auto del Juzgado declarando que no existía cuestión 
pendiente a resolver; que, además, dirigieron telegra- 
mas colacionados al Sr. Interventor Nacional, al Sr. Mi- 
nistro de Hacienda y al Sr, Director de Escuelas; que 
el art. 27 de la ley provincial 4350 en su aplicación al 
caso es repugnante a la garantía constitucional consa- 
grada en el art. 17 de la Constitución Nacional, por 
elevar el impuesto sucesorio a una proporción confu- 
tatoria; que, además, el impuesto que insume más de 
la tercera parte de los bienes es contrario a la libertad 
de testar, resultando violado también el art. 14 de la 
Constitución Nacional; que corresponde la devolución 
de todo lo pagado, porque no es atribución de los jue- 
ces fijar el monto de las cargas impositivas. Cita juris- 
prudencia de la Corte, invoca los arts. 792 y 794 del 
Código Civil y termina pidiendo se falle declarando 
la inconstitucionalidad del art. 27 de la ley 4350 de la 
Provincia de Buenos Aires en su aplicación al caso de 
autos y se ordene la devolución de la cantidad recla- 
mada, con sus intereses desde el día de la demanda y 
las costas del juicio. 

Que corrido traslado do la demanda, éste fué eva- 
cuado a fs. 35, por Gregorio P. Eseudero en representa- 
ción de ta Provincia de Buenos Aires. Dice: que niega 
la iiicoustitucionalidad alegada, pues la ley 4350 no al- 
tera ninguna de las garantías de los arts. 14, 17 y con- 
cordantes de la Constitución Nacional, ni anula la líber- 
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tad do disponer de la propiedad, ni es conñscatorio, no 
sólo por su índole y finalidad, sino porque tampoco 
incide sobre la mayor parte del capital, ni mucho menos 
sobre la totalidad; que el presente caso está rodeado 
de características especiales que no lo asemejan a otros 
anulosos; que el aumento de porcentaje es causado por 
el parentesco lejano de los recurrentes, colaterales en 
tert-cr grado, y no por el ausentismo; que una cosa es 
el impuesto sucesorio y otra el recargo por ausentismo; 
que el recargo por ausentismo solo, alcanza al 21.50 % 
y no es ni inconstitucional, ni eoutisiatorio; que de acep- 
tarse las pretcnsiones de los actores resultaría una oví- 
llente desigualdad, pues los hijos soportarían el grava- 
men y los sobrinos no, y si hubiese sobrinos ausentes 
y presentes soportarían el gravamen unos y otros no; 
que, por otra parte, desaparecería la finalidad social 
del recargo ul ausentismo que ha sido declarado eons- 
titucional por la forte y quedaría una parte importan- 
tísima do la economía del país expuesta a un grave daño 
cu sus intereses; que el impuesto a la herencia y el 
recargo por ausentismo son independientes y su incoas- 
tituetnualiilad debe considerarse por separado y debo 
m i- i-Mii>id<Taiio :ii-ladamenlc uno di* otro: que lia con- 
testado los punios relativos a ht cuestión de puro dere- 
cho, por un deber de consideración y cortesía, no obs- 
tante ignorar en absoluto la exaetitud de los hechos 
alegados por los adores, como así que su mandante 
baya percibido suma alguna en los conceptos aludidos, 
lo que niega categóricamente en espera del períndo de 
prueba. Termina pidiendo el rechazo de la demanda, 
fon cosías. 

Que abierto el juicio a prueba se produjo la que 
índica el certificado de l's. 7s, tas partea alegaron a 
fs. 81 y ÍK), el señor Procurador General de la Nación 
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Be expide a fe. 94, y se llama autos para sentencia a 
fs. 95 vía. 

Considerando : 

Que la jurisdicción originaria de la Corte pi »do 
en el caso por tratar.se de un juicio por repetición de 
sumas de dinero pagadas por concepto de uu impuesto 
que se considera contrario a una garantís eonstitucio- 
mil, ser los actores extranjeros y vecinos de la Capital 
y Ja demandada una provincia. Arts. 100 v 101 Consté 
tución Nacional. (Art. 1% ley 48; Art. 2 ? , ley 4055: Fa- 
llos: 184, 592; 194, 144). 

Que los hechos en que se funda la demanda están 
probados en autos con lo* testimonios a-regados a 
fs. G y S6 y el certificado de fs. Ül. De ellos resulta 
probado que librillo el exhorto por el Sr. Juez en lo 
Civil de la Capital, a que alude la demanda, la Direc- 
ción General de Escuelas de la demandada practicó la 
liquidación del impuesto sucesorio con oí siguiente re- 
saltado: valor de cada hijuela, bienes en la Provincia, 
$ lSl¡.¡Ki2,08 min., correspondiendo a cada heredero un 
impuesto sucesorio de $ 4í>.lííO t 84 m¡n. y a cada uno do 
los cuatro residentes en el extranjero, los cuatro acto- 
res, 100 % de recargó o sea a cada uno $ Sa:i;>:¡,(>8 m|n. 
de impuesto total, lo que representa el .4l\W) % sobre 
el valor recibido; que la liquidación Fué presentada al 
jugado provincial el .'í tic junio de 1940 en la forma 
indicada y como existía un pago anterior por pesos 
257.í)20,<i8 m n. estableció un saldo deudor por el im- 
puesto de £ 10b\21(¡,54 mjn., que con intereses compu- 
tarlos por valor de $ 9.059.20 m!n. arrojó un saldo deu- 
dor de $ 115.773.80 nijn., que fué la suma pagmlu el 11 
fie junio de 1940 bajo la protesta que se examinará en 
el considerando siguiente. 
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Que al pagar Ja última suma citada, el represen- 
tante tic los actores manifestó ante el Sr. Juez de Pri- 
mera Instancia en lo Civil y Comercial de la Plata, que 
efectuaba el pago bajo protesta reservándose las accio- 
nes jtara repetir lo que pagaban en concepto de recargo, 
por considerar que eleva el impuesto a pagar por cada 
heredero al 43 % de los bienes que cada uno recibe, lo 
que implicaba una confiscación repugnante a los arts. 
17 y 20 de la Constitución Nacional. Testimonio de í's. 6» 
Pasado el expediente en vista a la Dirección de Escue- 
las, esla institución, encargada por la ley 4350 de liqui- 
dar, vigilar y dar su conformidad con el pago del im- 
puesto, evacuó el traslado. En consecuencia, la protesta 
así formulada es eficaz para llenar los fines que está 
destinada a cumplir, prescindiendo de los telegramas 
agregados, tic acuerdo con la jurisprudencia de esta 
Corte. Fallos: 194,144 y los allí citados. Cabe observar* 
sin embargo, que la protesta sólo cubre el pago de pe- 
sos UH;/JU,ó4 ni il, pues recién ne formula al efectuar 
el segundo pago por $ 110.773,80 rn|n. en uya suma 
estaba incluida una partida por intereses de * 9.559,26 
m n„ cuya legitimidad no se discute. La protesta no 
cubre el pago anterior, no consta fuera bcelio bajo 
reserva alguna. Fallos: 183, 319; 193, 378. 

Que de aenétedo con el criterio repetidas veces apli- 
cado a casos como el presente el impuesto sucesorio 
cobrado a los actores, que absorbe casi el 45 % del haber 
recibido en la provincia es violatorio de los arts. 14 y 
17 ile la Constitución Nacional. Fallos: 18G, 4*21; 188, 
HWi; 190, 159; 193, 4t>3 y los en ellos citados. 

Que la ley de la Provincia de Buenos Aires 
—texto del año 1939— establece un impuesto a iodo 
acto realizado judicialmente o por instrumento público 
que exteriorice la transmisión gratuita por causa de 
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muertes efe. — art. I*— y el art. 27 dice textualmente: 
"Cuando el heredero, legatario o donatario tenga su 
domicilio en el extranjero en et momento del falleci- 
miento del causante o cuando la donación se liaga, el 
impuesto que la corresponde por esta ley, se recargará 
en un KH) Ante ia letra tan clara de la ley no 
puede sostenerse por la Provincia que ese recargo es 
un impuesto distinto del impuesto a la transmisión he- 
reditaria. Es lisa y llanamente un aumento del impuesto 
que se colira gravando en forma más intensa la misma 
fuente, según la categoría de los contribuyentes. Conf. 
Fallos: 1í>,"i, 4(»3. No es el parentesco lejano la causa 
del exceso, sino el recargo; la liquidación aplica para 
el impuesto básico la tasa de 21.50 % que las partes 
aceptan, y sólo recurren los ausentes que, en virtud del 
recargo le la ley, se ven obligados a abonar el 42,99 %. 

Que, en consecuencia, corresponde declarar la in- 
consiitucionalidad alegada y condenar a la Provincia 
a devolver la suma percibida — arts. 792 y 794, Código 
Civil— pero solamente en la parte que fue pagada bajo 
protesta, sus intereses y las dos terceras partes de las 
costas, dada la proporción en que prospera la demanda. 

Que la Corte debe limitar su pronunciamiento a 
declarar la inconstitucionalidad de un impuesto como 
confiscatorio tal cual está organizado y ha sido perci- 
bido; no puede fijar la tasa o el por ciento que subsi- 
diariamente puede cobrar el Pisco, porque ello corres- 
ponde, en su caso, al Congreso, a las legislaturas o a 
las municipalidades; lo contrario sería invadir atribu- 
ciones de esos cuerpos. Así lo ha considerado siempre, 
según resulta de lo* casos: 187, 234; 190, 233; 193, 369; 
194, 428 y recientemente en Mataldi Simón Ltda. v. Pro- 
vincia de Córdoba fallada el 7 del corriente. 

Por estos fundamentos, oído el señor Procurador 
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General de* la Nación, se declara que el art. 27 de la 
ley 4."J.jO de la Provincia de Buenos Aires, en su apli- 
cación al caso de autos, es violatoria de los arts, 14 y 17 
de lu Constitución Nacional v se condena a la misma a 
pairar a los arto res, dentro del término de cuarenta 
días, la cantidad de ciento seis mil doscientos catorce 
pesos con cincuenta y cuatro centavos moneda nacional, 
sus intereses desde la notificación de la demanda a 
estilo de los que cobra el Banco de la Nación Argentina 
y las dos terceras partes de las costas. Xotifíquese, re- 
póngase el papel y oportunamente archívese. 



Voto del Sr. Ministro Dr. D. Antonio Saoarna 



En los casos Gallíno y Biwíío (Fallos: 160, 247; 
]86\ 421) sostuve, con amplios fundamentos, que los 
extranjeros no habitantes del país no están amparados 
por las garantías constitucionales invocadas en autos. 
Mas teniendo en cuenta que esta Corte Suprema ha de- 
cidido lo contrario en su jurisprudencia y que en ei 
presente caso también existe mayoría en el mismo sen- 
tido, adhiero al voto de los señores Ministros doctores 
don Henil o A. Nazar Anchorena y don Francisco Ra- 
mos Mojía. por el cual se declara que el art. 27 de la 
ley 4350 de la Provincia de Buenos Aires, en su apli- 
cación al caso de autos, es violatorio de los arts. 14 y 



Roberto Repetto (En discrepan- 
cia parcial) — Antonio Sa- 
gahna (Según su roto) — 
Luis Linares (En discrepait- 
cia parcial) — B, A. Nazar 
Anchorena — F. Ramos 
Mejía. 
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17 de ta Constitución Nacional, y se condena a la mis- 
ma a pagar u tos actores, dentro del término de cua- 
renta días, ta cantidad de ciento seis mil doscientos 
catorce yesos con cincuenta y cuatro centavos moneda 
nacional, sus intereses desde la notificación de la de- 
manda a estilo de los que cobra el Banco de la Nación 
Argentina y las dos terceras partes de las costas. 

Antonio Sagarna 

■ 

Discrepancia parcial del Sk. Presidente Dr. D. Roberto 
Repbtto y del Sr. Ministro Dr. D. Luis Linares 

Consideramos probados los hechos invocados en 
la demanda y que ésta debe prosperar en todas sus 
partes porque la protesta cubre toda la suma reclamada. 

En efecto; ambas partea lian entendido que la en- 
trega de la suma de $ 257.020.68 m/n, a la orden de 
la Dirección de Escuetos, fue una operación de carác- 
ter provisional que no ae transformaría en definitiva 
basta tanto aquélla tuviera a su disposición los elemen- 
tos necesarios, todavía dispersos en esa fecha, para 
practicarla con aquel carácter. Así aparece de las ma- 
nifestaciones formuladas en los escritos de fs, 1636 y 
1639, como también de lo expresado a fs. 1640 (expe- 
diente ngregiido) por el representante escolar. 

Enf reiíada aquella suma de dinero con carácter pro- 
visional, y, en cierto modo, a cuenta de lo que oportu- 
namente resultara adeudarse en concepto de impuesto 
a las herencias, parece evidente que mientras tal im- 
puesto no quedase fijado por una" liquidación definiti- 
va, los herederos mantenían el derecho de formular 
la protesta de que instruye el escrito de fs. 1660 con 
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el alcance de que clin abarca el total do las cantidades 
que eoiieu riñeron al pago del gravamen i ni pugnado. 

Roberto Repetto — Luis Linares. 



DOLOlíES (jrEIÍHICO DE CLAMA v. NACION 

ARO ENTINA 

ACTOS ADMINISTRA TI VOS. 
FEXSIOXES: Militar, 

El tít ( IV de la ley orgánica de la Armada nftm. 4Hí1(j 
na acuerda derecho a pensión a la hija «asada viuda, y, 
pop I» tanto, c] decreto (pie I¡i concede no es un arlo re- 
cular, no tiene fuerza de tosa juzgada y puede ser váli- 
damente revocado por «tro derroto ('), 



S. A. ENKIQL'E AKTEXtíO v. DIRECCION GENERAL 
DEL KM IT ESTO A LOS REDITOS 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Materia ajena. CuntiúM» de fte- 
eho y prueba. 

Es improcedente el recurso extraordinario contra la sen- 
tencia que manda deducir íntegramente de la renta bru- 
ta el importe del cambio de nna rocina económica por 
otra a frns. de táranos de madera por mosaicos en el 
sillón de exhibición y venia:, de un negocio, y de !a re- 
construcción del pavimento, por considerar probado en 
autos que no han importado aumento de valor o mejoras 
de carácter permanente de los edificios de la aetora. sino 
simplemente gastos o inversión de capital pura el man 
tullimiento de la fuente generadora de la renta {'21 de 
junio de 1943), 



AVE LINO MANTECA PEREZ v. (¡UIDO V1SCARDI 
jURlsoircittX: i< „,rn <ir atracción. Convocación tf? acreedores, 
Aprobado el concordato en el juicio sobre convocación 
de acreedores, corresponde remitir al tribunal del mismo, a 



(t) 21 de junio oY 11M3. Fullas ; 155, 274: 178, 304; m, 209. 
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los efectos de la liquidación de dicho concordato, el juicio 
sobre cobro tic pesos fulhido contra el deudor, promovido 
ante los tribunales de otra provincia por un acreedor co- 
inñn antes del pedido de convocación formulado por aquél 
sin noticia de este. 

.Dictamen del Piiücllíauoh Gknehal 
S u | nema Corte: 

En setiembre de 1939 IX Avelina Manteca Pérez 
demandó por cobro de pesos a 1>. Guido Visca rdi ante 
la justicia ordinaria de La Plata. Fundaba su acción 
en el contrato de publicidad que obra a fs. 57 del expe- 
diente respectivo (N* 1(5.959) donde resulta haber cons- 
tituido Viscurdi su domicilio legal y especial en Ave-* 
Jlanetla; y como no compareciera allí al ser citado, se 
siguió juicio en rebeldía. 

Mientras tanto Viseardi, cuyo verdadero domici- 
lio parece haber estado en La Toma (San Luis), se 
presentó a la justicia de dicha provincia pidiendo con- 
vocación de acreedores oí 5 de mayo de 1941 (exp. V. 
N' 95), sin incluir en la lista correspondiente el crédito 
pretendido por Manteca Pérez. Previo los trámites de 
práctica, en este segundo litigio quedó aprobado el 19 
de setiembre subsiguiente, un concordato propuesto por 
el deudor {fs, 192, id.). 

Más tarde — principios de octubre de 1942 — hubo 
sentencia condenatoria contra Viseardi en el pleito 
de La Plata; y al ir a ejecutarla sobre bienes del de- 
mandado existentes en La Toma, ha surgido contienda 
de jurisdicción con el juez del concordato. Se la trae 
ahora para que V. E. dirima. Ambos magistrados se 
atribuyen el conocimiento del asunto. 

Entrundo a estudiarlo, encuentro exacto el argu- 
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mentó hecho valor de que la ley 11,718 no hace obliga- 
torio acumular, durante el juicio do convocación de 
acreedores, todos los li tibios exi sientes contra el deu- 
dor; pero igualmente cierto es que dicha ley, cu su 
art. 21, obliga en general a los acreedores a suspender 
hasta la homologación del concordato cualquier juicio 
ríe ejecución forzada sobre los bienes del deudo r, y 
también, que el art. 42 declara obligatorias para todos 
los acreedores las cláusulas del concordato aprobado, 
sean ellos conocidos o desconocidos, y fuese cual fuere 
ta suma que ulteriormente se les atribuya por senten- 
cia definitiva. Para el cumplimiento de esto último, 
parece indispensable sea el juez del concordato quien 
entienda en los reclamos de los acreedores; máxime, 
cuando del expediente W 16.959 (fs. 1G1 vía.) resulta 
que el 1 juez de La Plata ha ordenado rematar bienes 
del deudor, a fin de hacer efectiva la totalidad del cré- 
dito reclamado, tal como si no existiese concordato 
alguno; 

Kú consecuencia» opino que la contienda planteada 
debe resolverse a favor de la jurisdicción del tribunal 
de San Luis. Buenos Aires, mayo 24 de 1943. — Juan 
Aira rés. 



FALLO 1>E LA COliTR SFIMÍKMA 

Buenos Aires, 21 de junio de 1943. 
Autos y Vistos: 

Por los fundamentos del precedente dictamen y 
siendo conveniente que el juicio por cobro de pesos en 
estado de liquidación tramitado en la jurisdicción de 
Jos tribunales de la Provincia do Buenos Aires, son 
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remitido al juzgado de la Provincia de San Luis donde 
existe el juicio de convocatoria de acreedores de don 
Guido Visca rdi terminado por un concordato homolo- 
gado y con ei objeto de concurrir al cumplimiento del 
último, declárase que el juicio "Manteca Pérez Aveli- 
no contra don Guido Viscardi sobre cobro de pesos* ' 
debe ser remitido a los efectos de la liquidación al con- 
cordato de éste. En consecuencia, remítanse ambos jui- 
cios al señor Juez de San Luis haciéndose sabor en la 
forma de estilo al señor Juez en lo Civil y Comercial 
del Departamento de la Capital de la Provincia de 
Buenos Aires. 

Roberto Repetto — Antonio Sa- 
garna — Luis Linares — 
B. A. Nazar Anchorena — 
F. Ramos Mejía, 



AfíTURO C. CENTURION Y OTROS 

ADUANA: PenaUdndes. 

La militó establecida por el art. 1024 de las Ordenanzas 
fie Aduana reprime la infracción prevista en el art. 890 
de las mismas con prescirideneia tic que los infractores 
hayan participado o no en el delito de contrabando, 

ADUANA : Penalidades. 

\m multa establecida por el art. 1024 de las Ordenanza» 
de Aduana es inaplicable a quienes lian cometido el deli- 
to de contrabando valiéndose (le un avión como medio de 
tn nsporte paro introducir las mercaderías. 

Sentencia dei, Juez Federal 

La Plata, octubre 2Í) de 1942. 

T vistos: 

Esta causa seguida entre otros contra Ismael Vicente 
Corro — uruguayo, de treinta y tres años de edad, casado, de 
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profesión chofer y plinto aviador y domiciliado en San Fer- 
nando — b por el delito de contrallando; causa de fSÚtfO examen 
y circunstancias 

Resulta: 

1») Que el día 29 ile julio de 1ÍM0 y a raíz de la de- 
nuncia formulada por Rodolfo Wcleli. se descubrió ci hedió 
ampliamente precisado en los re.sultaud.is I, II, Di y IV del 
pronuncia ni ientn tle l's. 44(i. 

Implicado en el mismo Ismael Vicente Carro se decreta 
su detención a l's. *JTt> y aprehendido, presta declaración iu- 
dagatoria a fs. 489. 

Considerando el juzgado que existe mérito para ello, 
dispone a fs. 41MJ su prisión preventiva como co autor del 
delito de contrabando (arts, 10311 de las Ordenanzas de Adua- 
na. 54 de la ley 11.2*1 y 'MUÍ del Código de Procedimientos en 
lo Criininall. 

Solicitada la excarcelación del procesado, le es concedida 
bajo caución .piratona, substanciándose el pedido en el inci- 
dente nú m. IIK.ÍUó. 

Que clausurado el sumario, a fs. Ó01 4*1 señor Pro- 
curador Fiscal acusa a Carro como co autor del delito de 
contrabando v pidió se le impusiera multa iprnal al valor del 
comiso decretado en autos, (los arios de prisión, accesorios y 

fea defensa, por su parte, sin perjuicio de admitir la res- 
ponsabilidad del inculpado, solicitó se le impusiera la pena- 
lidad mínima fijada para el delito configurado. 

Llamados a fs. 5ÍQ autos para sentencia la resolución 
(piedó debidamente notificada y consentida. Y 

Considerando : 

t. Que está probada la introducción clandestina al pais 
de 18 pieza* de seda, efectuada a principios de julio de ll>40, 
mediante la utilización de un avión; y de 42 piezas de seda, 
beeba en la misma forma que la anterior el 20 de julio del 
mismo año. El infrascripto dti arpií por reproducidas todas 
bis consideraciones que formulara al respe» to p«n su pronun- 
ciamiento de IV 4Ki. (Vónse considerando primero). 

1L Que Ismael Vicente Carro lia precisado en^ furnia 
coi neníente con lo declarado por A Iberio Orinan Wollkopf 
v Arturo Cándido Centurión, la participación que le lia co- 
rrespondido en el hecho. Expresa en su indagatoria de l's. 489 
f|U<> a mediados de líl-10, Wollkopf le propuso realizar con 
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trabaudns aéreos, debiendo el declarante obtener un campo 
de aterrizaje donde se recibiría la mercadería, consistente en 
aeda y un automóvil para el transporte de la misma n San 
Fernando, en donde sería retirada por Wollkopf. Aceptada 
la propuesta vió a Braulio Biscuy quien le presentó a Centurión, 
conviniéndose con éste en la ? ilizaeión de un campo sito cu 
General Pacheco, de propiedad de Luis Morello. Por su parte, 
Rufino Biseay Je facilitó su voíturette "Ford" y empleando 
dicho vehículo concurrió cu Tina ocasión ,il establecimiento de 
Morello a arreglar el campo de aterrizaje y luego, en dos 
oportunidades más, a recibir el aeroplano, acompañado de 
Centurión, El primer contrabando lo llevó el declarante a la 
Capital Federal, dejando previamente a Centurión en Kan 
Fernando y en la Plaza Mayo la carga fué transbordada a 
una voiturctle í 'Studehaker , \ manejada por Wollkopf; en 
cuanto al segundo, fué llevado por Carro hasta la lonería de 
los Biseay. En ambos viajes el avión retornó con cierta can- 
tidad de discos pura ser introducidos cu el ('ruguay. Añade 
por último Curro, (pie por cada viaje percibió la suma de 
$ 40.— m/n. 

Atento pues .su amplia confesión, debe declarársele co- 
autor del delito de contrabando. 

TIÍ. Que no corresponde la imposición de la pena pecu- 
niaria reclamada por el señor Procurador Fiscal Reproduce 
el infrascripto las consideraciones (pie formulara en su sen- 
tencia de fs. 440: "El arí. 1024 de las Ordenanzas de Aduana 
castiga al capitán del buque «pie lmga fondear al navio en 
puerto no habilitado o lo haga atracar en un lugar que no 
sea de los permitidos para las operaciones de carga y des- 
rarga, con inm mulla igual ¡d comiso, pena ipic se hace ex- 
tensiva a los que han intervenido en las operaciones aludidas, 
atraque en las condiciones expuestas de un huque. En el pre- 
sente caso el contrabando se ha realizado media ule un avión 
j no utilizando un navio. Ello excluye, por consiguiente, la 
aplicación de la penalidad del art. 1024. Imponerla importaría 
formular una interpretación extensiva. hencnétU ira Repudia- 
da por el derecho penal 1 '. 

Cabe agregar que la circunstancia de que c| ¡n transcripto 
no haga lugar a la imposición de multa, no obsta a la decla- 
ración del comiso formulada en la sentencia de fs. 44li, comiso 
que decreta no en función del art. 102ÍÍ de las Ordenanzas 
de Aduana, sino en virtud de lo dispuesto por el art, 102íi de 
las mismas, que lo establecen respecto a todo hecho, sea o no 
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contrabando, ipie tienda a disminuir indebidamente la renta 
fiscal. 

IV, Que para la imposición de la penalidad corresponde 
tener en cuenta ía calidad do primario del procesado, Jas mo- 
dalidades de la causa y demás circunstancias precisadas en el 
urt. 41 del Códiiío IVnat. 

Por estos fundamentos, fallo: Condenando a Ismael ví- 
renle Cano como cn-mitor del delito de cont raba ndo a la pena 
de dos ufiiK de prisión, cuyo cumplimiento se deja en suspenso 
(arta, 1030 de la* Ordenanzas de Aduana, ñ4, ley uúm. 11.281, 
45 v °.»í del Código Penal); eon costáis. 

Notifíquese, cúmplase, anótese en el Registro Nacional 
de Uehicidcnles y en el prnnlnurio y previa inserción en el 
libro de sentencias, archívese. — llorado Harria Uüms. 



í$ en te sol a ni; la CXmaiía Fi;ni:ttAi. 

La Plata, marzo 5 de 1943, 

Y vistos: 

Los de esia causa C. 5199 "Centurión Arturo Cándido; 
"Wollkopr Alberto Cernían; Miravalles Manuel; Manes tHe<ra- 
rio Héctor; pjflcn.v Kiifiiu»; Mforay Uraulio y »>ávila -luán, 

M,br trabando*', procedente del juzgado íeáéral de esta 

sección. 

Considerando : 

Que contra 1¡i sentencia de l's, 44li, han interpuesto recur- 
sos de apelaeióti el señor Fiscal < fs. 4311 vta. y 519 vtn.L el 
defensor de Juan Dávihi (fs. 4Ó7) y bis defensores de Alberto 
t ierman Wollkopf (fs. 4tilM y con Ira la sentencia de fs. ."í1S, 
ipie se refiere al mismo hecho", y t|iie se dictó con posterioridad 
por haber estado prófugo el procesado Ismael Vicente Carro, 
lian opueslo el mismo recurso el señor Fiscal (fs, 519 vta.) 
\ el señor defensor del procesado Carro, 

«j .*» h. .pie rcspecla a la apelación de los procesada 

Germán Wollkopf. Juan Dávíla e Ismael Vicente Carro, la 
sentencia «le fs. 4-IH por I:j ipm se condona n Wollkopf como 
j.uinr del delito de contra bando y a lVivila. como cómplices, 
a sufrir las penas de dos años de prisión y un ni es de prisión 
respectivamente, las (pie se dejan en suspenso, está arreglada 
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a derecho; y asimismo está arreglada u derecho la de fs. 518 
por la que se contiena también en forma condicional a Ismael 
Vicente Carro como eo-autor del mencionado delito, a Ja pena 
de dos ufios de prisión. 

Que en !o que respecta a las apelaciones del señor Fisco!, 
los recursos interpuestos a fs. 4ó(i vlu. y ólí) vta. dadas las 
penas licitadas en sus requisitorias de i's. 3íi(> y se re- 
fieren ; al monto de las penas impuestas a los procesados Ar- 
ínro C. Centurión. Alberto U. Wnllkopf, Héctor Manes, Ma- 
tiuel Miravnlles. Rufino y Braulio Biscay y Juan Dávila; al 
taráeter condicional de las penas; y a la parte de las sonteu- 
cías por las «pie no hacen lugar a las penas de multa ifrual :il 
valor ilct comiso pedidas por el se ñor Fiscal paru todos los 
procesados. 

Que a juicio del tribunal, las penas corporales impuestas 
en la sentencia, dada la participación (pie cada procesado ha 
tenido en la causa, lian sido bien graduadas cu la sentencia; 
y así también. m> encuentra mérito para de.j;ir sin cierto el 
carácter condicional de ellas. 

Que asimismo las sentencias en recurso están arregladas 
a derecho en la parle en que declaran no corresponder en el 
caso ta pena de mulla por no ser de aplicación el art. 1024 
de las Ordenanzas de Aduana, ya que no se trata de un 
con I raimado realizado mediante una embarcación sino en un 
avión. Ka interpretación *¡ m* hace el señor Fiscal de la Cá- 
mara de dicha dísp dciún legal (fs, 4(iñ), cu cuanto sostiene 
que la secunda parle del referid» artículo tu» se refiere exclu- 
sivamente al contrabando mediante em ha reaciones, sino al con- 
trabando en general, no es aceptable si se tienen présenle los 
términos de los arts. SAO v 1023 con los ipio el 1024 se 
relaciona. 

Debe observarse. P<>>* Otru parle, que el señor Juez Fe- 
deral en su sentencia de fs. ñlS — respondiendo evidentemente 
a la argumentación del señor Fiscal fie Cáuiara anotada a 
fs. 4H7 vuelta™-, dijo: '*labe agregar, (pie la circunstancia 
de que el infrascripto no haga lugar a la imposición de anilla, 
lio obsla a la declaración del comiso formulada . a la sentencia 
do fs. 440 t comiso que se decreta, no en función con el art. 
1023 de bis Ordena u /as de Aduana, sino en virtud de lo 
dispuesto por el art. 1020 de las mismas, que lo establecen 
respecto a todo hecho, sea o no contrabando, que tienda a 
disminuir indebidamente la renta fiscal'*. Ver fs, SUK 

l*nr Último, con respecto a la jurisprudencia de este tri- 
bunal, que cita en apoyo de su tesis el señor Fiscal de Cá- 
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mura a fs. 467 vta. 4G8 corresponde decir que, no os aplicable 
al caso de autos. Allí se estableció que. las características de 
una embarcación, en relación a su tamaño o importancia, no 
influye ep la naturaleza del hecho, refiriéndose únicamente^ 
la interpretación une debe darse a la palabra "buque", sin 
extenderla ti otros mciltos de transporte no previstos en unes- 
tra filial legislación, a los electos de la aplicación de alguna 
clase de pena. 

En consecuencia, las doiisidcrae iones formuladas por el 
Ministerio Público en esta instancia, a que se hace referencia, 
las te fueron reiteradas últimamente en sn dictamen de 
fs. ,i*¿<ñ carecen de eficacia Icpd. por lo •pie. corresponde 
desestimarlas. 

Por ello, y sus fundamentos, se confirman tas sentencias 
de fs, 4-Hi y '» 18, en cuanto lian sido nía! cria de los recursos 
interpuestos; con costas. Notil'iquese y devuélvase, — Alfrrdo 
Pérez Ftt*m — Adolfo Lamino. — Junje García González. 

Dictamen- i»kl Pkocukadok Gkxfkal 
Suprema Corlo: 

Kl Procurador General, por Ja representación que 
me corresponda en los autos caratulados "Centurión 
Arturo Candido y otros, por eont ral viudo de sodas 1 * 
(exp. hdra C. n' 5Ü0, Lib. IX), ejercitando la facultad 
conferida por el art. 8* de la ley 4.055, a V. E. digo: 

El recurso extraordinario interpuesto por mi re- 
presen tai hi contra la sentencia de fs. §32 es procedente 
toda vez que ésla última contiene decisión contraria 
ni Fisco Nacional, por interpretación y aplicación de 
Ordenanzas de Aduana invocadas oportunamente. 

1*11 caso de autos que mi pnrte trae a resolución de 
V. K. es el siguiente Se lia descubierto un contraban- 
do realizado valiéndose tío avión cómo medio <le trans- 
porte para introducir las mercancías; y se discute si 
la pena a aplicar es solamente la do comiso (art. 20ÜG 
de la^ citadas Ordenanzas) o esa y, además, la de muí- 
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tu equivalenti? al valor do lo contrabandeado, haciendo 
pasible de ella ni capitán y a mantos hayan contribui- 
do a la carga o descarga. 

La sentencia apelada ha decidido que no procede 
Ja multa por cuanto no se trata de buque sino do avión, 
y el art. 10:24 de dichas Ordenanzas se refiere a buques. 
Mi parte, sostiene que a los fines de la penalidad del 
contrabando, tanto da un medio de transporte como 
otro; e invoca para ello las múltiples disposiciones vi- 
dentes, (pie reprimen el contrabando cuando se lo efec- 
túa por medio de carros u otros vehículos. Bastaría el 
texto del art. 911, para demostrar que no es exacto so 
haya reservado el comiso con multa para el contra- 
bando hecho con buques, y el comiso tan sólo para el 
realizado usando otros elementos de transporte. 

Además, y aunque a la época de tratarse las Orde- 
nanzas de Aduana no se utilizaban aeronaves, ello no 
significa que esos modernos buques aéreos escapen a 
la calificación genérica de "buques". Hay para ellos 
aeropuertos — marítimos o terrestres — , aduana, ma- 
trículas de aparatos, pabellón nacional, control del pi- 
lotaje, etc. ; y, reunidos bajo el nombre de reglamentos 
de aeronavegación, requisitos y prácticas similares a 
las de la na vi- pación que necesariamente han de apli- 
carse a los regímenes aduaneros del país. 

Debe concluirse de lo cxpueslo que es aplicable al 
<asn sub'judice, la penalidad solicitada por mi parte, 
ya que no cabe la menor duda de tratarse de un con- 
trabando. Bajo concepto alguno pudiera atribuirse a 
los legisladores el propósito de haber querido dismi- 
nuir la penalidad cuando el delito se comete por medio 
de aero] llanos. Tanto valdría pretender que también 
debe disminuírsela si se lo comete en canoas o embar- 
caciones menores. 
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Por di o, y dando por reproducidas las defensas 
hechas por ta Procuración FiseaU pulo se revoque el 
ful lo apelado de fs. i>'A2 en la parte materia del presente 
recurso, Con costas. Buenos Ai.es, mayo 124 de 1943, 
— Juuh Ah-nrvz. 

FALLO m LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 25 de junio de 1943. 

Y vistos: el presente recurso extraordinario dedu- 
cid" en la rausa que por contrabando se sigue a Centu- 
rión Arturo C. ; Wnllkopf Alberto ÍK; tíiseny Rufino; 
Bisciiy Braulio; Manes Olegario Héctor; Mi ra valles Ma- 
nuel y I Vi vi la Juan, contra la sentencia dictada por la 
Cámara Federal ele \*a Plata, y 

Considerando: 

(¿n e en el caso se discute si la multa establecida 
por el art. 1(1^4 dn las Ordenanzas de Aduana para el 
ni pila n del limpie, puede serle impuesta a todos los 
acusados de haber parí i cipa do directamente en el de- 
lito ilc contrabando de seda, en cuya realización se lia 
utilizado nn avión. 

Que dicho precepto legal se remite a la situación 
contemplada en los arts. 8ÍI0 y lfrj:i de las abatidas 
Ordenanzas, que difiere fundamentalmente de la que 
motiva el recurso. Allí se considera el caso del capitán 
del buque que fondea su embarcación en puerto no ha- 
bí litado, o lo atraca a lugares de la costa en los que 
las operaciones de carga o descarga se hallan prohi- 
bidas. T,a ley castiga tal infracción independientemen- 
te de la participación que lia tenido en la realización 
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del cotí trabando, imponiéndote a él y n quienes ayuda- 
ron en tales operaciones una multa igual al vnlor del 
comiso tic las mercai le lías que huyan podido ser car- 
gadas o descargadas en tal oportunidad y de las que 
existan n bordo del buque fondeado en lugar indebido 
sin justificar la necesidad del fondeo (urt. 1024 de las 
Ordenanzas). Pero la imposición de esa pena obedece, 
sin fugar a dudas, a la infracción aislada que contem- 
pla el urt. 800 citado. 

<>lra es, indudablemente, la situación de los con- 
denados en nulos que, utilizando un avión, como pu- 
dieron liaeerlo con cualquier otro medio de transporte» 
aparecen directamente complicados en el contndmndo. 
Aquí se castiga su participación en el delito con san- 
ciones más rigurosas, que llegan baslu la pena corporal 
y el comiso* como ha ocurrido en el presente. 

Por ello se confirma la sentencia de fs. 532 en cuan- 
to lia podido ser materia de recurso. Devuélvanse pre- 
via notificación. 

■+ 

Roberto Repetto — Antonio Sa- 
oauna — Luis Linares — 
B. Ar Nazah Anciiohrka — 
P. Rauoh Mejía. 

. • V 

EWlEXIO PASTRE Y OTRO v . M UN IT [ PAMPA D DE 

VII,LAOPAY 

RECURSO wmmpmmMm: Pr&Mpim wvmtm - gatería 

ajena, ('onttitmiottex ,r/ Ici/r* hatlrit, PfóCtoál**, 

Es ¡ttqjrfHuHlcnte el recurso t*xf raordiimrio interpuesta 
contra nnn sentencia dictada pr>r el Superior Tribunal 
do Entre Kíns en In causa n> puro derecho snbre ineom- 
tttuc tonalidad establecida por el tít. ÍV, Cap. IH, del 
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Código tle Procedimientos en lo Civil, y fundado en dos 
cursMnjL.'s que aquel tribunal ha declarado extrañas a ese, 
jujctii especial, en una terrera sobre incompatibilidad de 
normas Incales, y en una cuarta referente a saber si es 
contraria ¡i la Cnnsthn -ión Nacional la ordenanza muni- 
.•ipal siibre nf i miados qm- prohibe otorgar escrituras de 
transmisión de inmuebles sin que conste en ellas el pago 
total de la deuda\ a menos que el adquirente se haga car- 
go de la misma, si esta última es de carácter teórico por 
no resultar de los autos que altruno de los actores haya 
sido privado de transferir alguno de sus inmuebles. 



SENTENCIA DEL StH'EltlOR TrIUI'NAL I>E ENTRE RÍO . 

En la ciudad de Paraná, Capital de la Provincia de 
Entre Ríos, a 11 do mayo tic 1942, reunidos en el Salón de 
Acuerdan los señores miembros del Superior Tribunal de 
Justicia, a saber: Presidente, doctor 1 lector E. Ardny y vo- 
cales doctores, Guillermo Honaparte, B. T. Aguilar Torres, 
Raúl ti. Arnngnren y Manuel A t¡ amaino, inteurando es- 
te último el Tribunal por encontrarse en uso de ¡"encia el 
señor viral doctor Ju venal F. de la i'uente, fueron traídos 
para resolver los. autos caratulados: " Demanda de ineonstitu- 
cionalidad de la ordenanza sobre pavimentación de la ciudad 
d" Vitlacunv, de fecha 15 de noviembre de 104(1; del contrato 
celebrado entre la Municipalidad y la empresa Agustín Tardi- 
ta y Cía. : y do la ordenanza o resolución del C. Deliberante 
que prestó n probación a diebo contrato; interpuesta por el 
l)r Raúl li. rramra en representación de los señores Eugenio 
Pastre. Pedro Ciapuseio y otros". 

Practicado el sorteo de ley, resultó qiie la votación debía 
tener lugar en el siguiente orden: doctores líonaparte, Ar- 
dov. A iridiar Torres. Aranguren y flarasino. 

* Estudiados los autos, el Tribunal estableció las siguientes 
cuestiones a resolver: 

; Son inconstitucionales la ordenanza de pavhnentaeión de 
la ciudad de Vilbnrnay de 1ó de noviembre de 1040. el con- 
trato celebrado con el licitante de la obra, empresa Tardito y 
Cía.. y la ordenanza que lo aprueba, sancionada en la sesión 
tic J."¡ ile febrero de 1041? 

A la cuestión propuesta el señor vocal doctor Honaparte, 
dijo: Tía demanda arguye que la ordenanza de pavimentación 
de la ciudad de Víllagúay, el contrato celebrado con la em- 
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presa constructora y la ordenanza aprobatoria de ese contrato, 
son inconstitucionales, fundándose: a) La ordenanza de pa- 
rhnenl ación autoriza la confiscación, pues sólo cuando el 
costo di' las obras ¡i efectuarse exceda el 50 vi- del valor de 
la propiedad afectada, tomará la iiiuiiii-ipalidad ;i mi cargo, 
previa gestión del propietario, el excedente de ese 50 % f — art. 
2ü ine. d — i b) La ordenanza cercena uno de los atributos 
esenciales del derecho de propiedad: La facultad de vender, 
gravar o transferir la cosa — art, :Í4 — al prohibir el otorga- 
miento de escrituras de transieren ia de dominio o de cons- 
titución de derechos reales sí no se ha abonado toda la deuda 
vencida de pavimento, con sus intereses, gastas judiciales y 
honorarios si los hubiere; c) Desconoce el principio de la igual- 
dad ante el impuesto, al establecer, respecto de algunas zonas, 
la contribución municipal en un 30% del costo total del pavi- 
mento (art. 26 ine. b de la ordenanza) respecto de otras, la 
mitad (urt. 10 ine. l p ) y, en otras, se hará cargo del importe 
del pavimento que se construya (art. 26 ine. c). Y en cuanto 
al contrato y ordenanza aprobatoria, sostiene que son incons- 
titucionales porque la ordenanza que compromete \m rentas 
municipales no se aprobó con los dos tercios de votos, como lo 
esige la constitución y Ja ley — Constitución provincial art. 
195, ine, 4», apartados g y k; Ley Organ. Municipal 3001, 
art. 105 a) y b). 

Ahora bien, de las cuestiones planteadas, las señaladas 
eon las letras a y c involucran situaciones de hecho t Determi- 
nación del valor de las propiedades afectadas por el pavimen- 
to y del valor del pavimento correspondiente, prueba de que 
n situaciones iguales corresponden pagos desiguales. De otra 
manera, faltaría el interés que da base a la acción y el pro- 
nunciamiento del Tribunal sería teórico. 

Pero las cuestiones de hecho son extrañas a este juicio 
especial. En efecto, el juicio de ineonstitueinnalidad legislado 
por el Capítulo III del Tít. IV del Cód. de Procedimientos 
en lo Civil, es un juicio de puro derecho; se instruye con la 
demanda y la contestación, además de la intervención del 
Ministerio Fiscal, y no admite, siquiera, el doble traslado cuan- 
do se inicia ante el Superior Tribunal, 

E] art 24 ine. b de la ordenanza de pavimentación dis- 
pone: "No deberán otorgarse escrituras sin que conste en 
las mismas que se ha abonado toda la deuda vencida y certi- 
ficada por tal concepto con sus respectivos intereses, gastos 
judiciales y honorarios, si los hubiere'*. Y por el inciso si- 
guiente, se establece: "Se podrá trasmitir el dominio de la 
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propiedad afectada por el pavimento, haciéndose cargo el ad- 
qui rente de las cuotas que venzan en ¡nielante, di* lo cual los 
escribanos dejarán constancia en las escrituras'*. Admitiendo 
que Ja sola calidad de propietario de un inmueble que lia de 
alertarse por la construcción del pavimento dé derech * n re- 
clamar contra las disposiciones que reglan la disponibilidad 
del misino en los casos de adeudarse el afirmado, .abe decir 
que la disposición impugnada — ine. b — tiende a garantir 
un derecho personal cuntía el deudor, de Ja misma manera 
que lo garanten el emlmrgo o la inhibición; la diferencia se 
explica en razón de estar equiparada al impuesto la contri- 
bución de afirmados. Se trata, por Jo demás, de una cláusula 
usual cu l,i legislación sobre la materia: art. 4 de la ley 33H8 
de la Provincia de Buenos Aires: arls. 17 a 1!) de la ley 2127 
de la Provincia de Santa Fe; Art. 21 de la ley 3000, art. 30 
(Ley 2084) de la ley 3113 de esta provincia; art. 3' cíe las 
leyes 4173. 4391 y 7091, dictadas por el Congreso de Ja Na- 
ción como legislatura local. 

Conviene advertir i|ue, según manifestaciones de la de- 
mandada y certificado de fs. 14."), las propiedades de los acto- 
res Enrique Etcbevest y Petrona •Táurcgui de (Jal indo, lian 
sido eliminadas con carácter provisional del plan general de 
obra de pavimentación de la ciudad. 

finalmente, con la sanción de la ordenanza de 23 de 
jimio de líMl, agregada en testimonio de fs. 172. por la cual 
la Municipalidad de Villaguay ratifica por una mayoría de 
siete votos sobre diez (fs. 217 a 21í» la enrefrnanza del ló de 
febrero de 1íí41. aprobatoria del contrato, desaparece el mo- 
tivo do la última objeción. Loa piwediinjentos irregulares o 
viciosos en materia de percepción de impuestos y de ejecución 
de obras públicas, lia dicho la Suprema Corte de Ja Nación, 
puede» ser ratificados, en general, por leyes posteriores que 
el Poder Legislativo esté facultado para sancionar — T, 117, 
pág. --'2 — . fíl principio es estrictamente aplicable al caso du 
autev. 

Pero las consideraciones expuesias y las razones concor- 
dantes de la demanda y de| señor Fiscal, estimo que debe de- 
corarse que las cuestiones señaladas bajo las letras a y c son 
extrañas a este juicio, y desestimarse la demanda de incons- 
titucional ¡dad en cuanto a los puntos restantes. Con las costas 
pnr su orden en atención a la naturaleza de las cuestiones de- 
batidas —art, 87 del Cód. de Proís, Civiles. 

Sobre la misma cuestión el señor vocal doctor Ardoy, 
expuso: II Coincido con el vocal preopinante, con excepción 
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de la solución propugnada respecto al reparo 6, II) El motivo 
de incompatibilidad que se arguye en fundamento de ln tacha 
a es que la ordenanza impugnada vulnera la garantía esta- 
blecida en tos arts. 17 de la Constitución de la* Nación y con- 
cordantes de la Constitución local por que la tasa por pavi* 
méritos absorbe el valor de la propiedad en una proporción 
que resulta eonfiscatoria, restringiendo en condiciones exee- 
siviis el derecho de propiedad. Como to lia declarado reitera- 
damente la Corte Suprema de Justicia de la Nación, la deter- 
minación de si un impuesto o tusa importa o no un despojo, 
pugna con aquella garantía, depende de cuestiones fie hecho; 
en concreto, declara el Tribunal que el carácter de confisca- 
torio de un impuesto "no puede ser establecido sino como 
consecuencia del análisis detenido de las circunstancia* de 
hecho que condicionan su aplicación".,, "de la prueba de 
lu absorción de una parte substancial do la renta o capital 
gravado" (La ley, T. lt¡ pág. 1127). El juicio especial de 
inconstitueionalidad legislado en nuestra ley procesal, es de 
puro derecho, como se destaca en el voto anterior; lo que ex- 
cluye la posibilidad de que dentro de su trámite, puedan te- 
ner definición contiendas subordinadas a la verificación de 
cuestiones de hecho; restricción i|ue aparece justificada si se 
atiende que es una vía extraordinaria, de excepción, limitada 
exclusivamente a los casos en que "el único objeto del juicio" 
es et examen de una cuestión constitucional; 1» que posibilita 
sólo una controversia de derecho (exp. de motivos pág. IX). 

III), Cabe igual conclusión respecto a la objeción fun- 
dada en la violación de la garantía establecida en los arts. 16 
de la Constitución de la Nación y concordantes tic la Consti- 
tución lápai La garantía en examen "no requiere en materia 
impositiva normas in flexibles, ni impide Ja formación de ca- 
tegorías, siempre que Ja clasificación de las personas. o de lo» 
bienes afectados repose sobre alguna Jjase razonable que auto- 
rice su discriminación en grupos distintos, que baste para ale- 
jar toda idea de hostil izaeión o favorecí miento arbitrario de 
determinados contribuyentes n (Fallos: T. 181 pág. 390), 

La tacha extraña una cuestión de hecho, inausceptible de 
ser dilucidada en esta gestión. Más aún: no se arguye que 
la clasificación de zonas hecha en el nuinicipio a efectos de 
la determinación del monto de la prestación respectiva, haya 
sido motivada por un propósito incompatible eon los princi- 
pios que inspiran la doctrina expuesta. Por otra parte, la 
facultad de dividir Ja ciudad en zonas a los efectos de clasi- 
ficar los servicios prestados, los impuestos o tasas a cobrar, 
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resulta incuestionable, según una nutrida doiinim y juris- 
prudencia americana. Gomo lo dwtnea l.¡ Curte i>ri un fallo 
recientemente publicado en el diario ilt* Jurisprudencia Ar- 
gentina ili'l 27 de abril dvl afín cía curso. IV) Ks objeto de 
impugnación el art. 24 de la Ordenanza en cuanto prohibe el 
otorgamiento de escrituras de transmisión de dominio o de 
constitución de derechos reales sobre el inmueble afectado a 
ta tusa de afirmados, si tío se ha pagado la deuda respectiva, 
salvo que el comprador se ha «ra cargo de las cuotas impagas. 
Estimo que la tacha debo progresar. 

La deuda por pavimentos reviste el carácter de una 
obligación personal que incide exclusivamente sobre el pro- 
pietario del inmueble afectado por la mejora; en favor del 
acreedor origina sólo un privilegio general, es decir el derecho 
de excepción a ser pagado con preferencia sobre otros acreedo- 
res en determinadas condiciones (arta. 3875 y su nota y 3SH3 
ine. 2* del Cód. Civil). No siendo un derecho real con arreglo 
al régimen establecido por el Código Civil (arts. 2502 y 2503) 
no puede asignarte tal carácter una ley u ordenanza loeal 
(Moltnario — privilegios, núm. 2&2; Alsinu su nota en ¡J, 
Arg. T. ti pág. 55fi) porque ello implicaría estatuir en ma- 
teria propia de dicho código y oposición con su régimen, lo 
que resultaría '* inconciliable con el propósito expresado en 
los arts. 67 ine. 11 y 31 de la Constitución, de hacer efec- 
tivo en todo el territorio del país el principio de la unidad 
de la legislación común" (Pallo de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación en La Ley, T. 15 pág. 476). 

Mediante el artículo en examen, la ordenanza impugna- 
da, establece garantías en favor del concesionario para ase- 
gurar el pago de su crédito por pavimentos que alteran subs- 
tancialmente el régimen respectivo del Código Civil, porque; 
la traba enunciada a la transmisión del dominio, importa en 
el hecho hacer recaer el derecho credi torio sobre el inmueble, 
convirtiéndolo asi en una carga real, con prescitideneia de 
la verdadera naturaleza de la obligación respectiva que es 
eminentemente personal. Ajustada a tal relación, la interpre 
tación judicial ha declarado que la deuda por afirmados es 
una carga del propietario, " contraída íntegramente en el acto 
de la construcción de la mejora, aunque su pago se permita 
por cuotas periódicas" {Cám. Civ. 1* de la Capital en J. Arg.. 
T. 2!í, pág. 42tí; nota en J. Arg.. T. 46. pág. 343). Es la doc- 
trina que informa ei fallo de la Sala en lo Civil de este Tri- 
bunal publicado en J. de E. Ríos, año 1941 pág. 584. 

La ordenanza, pues, mediante la prohibición enunciada, 



di; JirsTirn ni; LA xa< lós 



innova en una materia cuya legislación e* del reaorte exclusiva 
del Congreso Federal, comprometiendo la unidad dd K-^inn-u 

legal, augurad» cu • >! r.-\i M ,i ir u>-mnal. Fuera <k >-lln Iíi 

tnilia t ¡fin» otra n^rcusión : restringe e] derecho ■ l«- propie- 
dad de su beneficiario, en une da sus atributos esencialea en 
mengua de la (jaran tía respectiva, establecida por la Cons- 
titución Nacional y local. 

Me remito CIl auspicio tic esta conclusión n los funda- 
mentos concordantes expuestos por hi Curte cu e| ftillf) cjiado. 

V) Adhiero a los fundamentos expuestos por el vocal 
prenpj naiitc a) examimir la última impugnación. 

VI i has costas fichen correr su orden, porque ha pros- 
perado Li ii.qmgnaejón h y porque la desesi ¡marión de la úl- 
tima impugnación, lia sido motivada por una ratificación le- 
pal, ulterior a la promoción de la gestión de autos. 

En definitiva: voto por la afirmativa salvo en lo que 
respecta a la taclia opuesta al art. 24 de ln Ordenan/;! y por- 
que se declaren las costas por su orden. 

El señor vocal doctor Aguilar Torres adhiere al voto an- 
terior por análogas consideraciones. 

El señor vocal doctor Arangtiren adhiere al voto del doc- 
tor Bonaparte por sus fundamentos. 

Sobre la misma cuestión el señor Vocal doctor Oarasino, 
expuse ; 

Adhiero a los fundamentos aducidos por el doctor Bona- 
parte ni dar su voto. 

Respecto a la techa de inconstitucional ¡dad que se dirige 
al art. 24 inc. b de la Ordenanza de Pavimentación cúmpleme 
manifestar que me parece infundada. Considero que la pres- 
cripción objetada no contiene en su. letra ni en su espíritu 
una modificación a Ja ley de fondo: al Código Civil. Sola- 
mente se propone por nn medio indirecto que no afecta en 
nada al derecho de propiedad, obtener la percepción del im- 
puesto en su totalidad. 

No repugna en consecuencia bajo ningún punto de vista 
al principio constitucional que consagra Ja inviolabilidad de 
la propiedad ; es más bien, como lo ha expresado la Suprema 
Ctrte de Justicia Nacional "una garantía acordada a favor 
de un crédito especial con objeto de impedir que la enajena- 
ción del inmueble beneficiado, haga ilusorios los derechos del 
acreedor" —véase 0. del Poro, T. 39 pág. 105, J. Arg., T. 
3, pág. 1008 j G. del Foro, diario mayo 5 de 1042. 

Voto por la negativa. 
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V VÍ*Í0*: iVir |<p* fionlioui'hlm (I* 1 ! liriicrdo tpif fi'i(ei-i-i|f 
»*• «l^ Uní <|Hf Im- <■ < it'-,t i« »ru-^ M n-fnTrn ni ftaríctor <*<m - 
f(*t'íih.n" oV Iíi i anti ilnifión *lr afirutftdó «¡tnblecidn p"r tu 
pmnkípaliilld ll*" Villntruiiy y a Ni vi"lu«-n'in dH priiiriptn de 
Igualdad «ni'' t*I intpiieMto wn cjsfcralMMi * eate juicio, y 

deMffcliiiiit |ii .l-jii.in-lij iU- un Mii^tilu. l-.M.lli«ifi-l CU&IltO • Ifrt 

punUw reatan ta», '"'iii t*i»sta* por su orden tl*< t>ir M Ar- 
doy OuiUentw ftonaparté, H. T. AgttÜQr Torre* v 
/í«iif/ /. Antntjitn tt. Mmui't A. (i»mmnu. 



Dicta *oín dbl I'koim-kahoíi Gkweral 
Suprema Corté: 

Kl 23 do mayo del uño ppdo. varias personas se 
presentarot) al Superior Tribunal de Justicia de Kn- 
tre Ríos, iniciando contra la Municipalidad de Vüla- 
ífiiay un juicio 1 1* • iticonstitucionalidnd relativo a la 
ordenanza de pavimentación sancionada por la deman- 
da-la con fecha IT» de noviembre da 1í>40, así corno el 
contrato que f dándole cmnpliutii'iito, celebró con los 
concesionarios de la obra Sres. A trust ín Tardito y Cía.; 
y también, de otra ordenanza o resolución posterior, 
que lo aprobó. Pandaban los actores su taclia en eua- 
tro motivos : 

a) Ser ¡pon fiscal o rio el irravamen, pues la Mu- 
nicipalidad sólo tomaría a su cargo el precio del pa- 
vimento en cuanto excediera de un 50 % del valor de 
las propiedades afectadas; 

b) Violar, además, el principio de iíruaklnd ante 
el impuesto, pues en determinados casos la misma Mu- 
nicipalidad lomaba a su rnrj?o la totalidad del pago, o 
porciones distintas del 50 %; 
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e) Adolecer de inilirifitl difluí ordenanza, por a ¡ü; * 
jtftfpnj da proc*ptoa contenido* ni tu ley orgánica miini- 

eípul y la constitución de Ut provincia; 

d) Haber ruado privilegies en favor del crédito 
del floimiionarto obsíur-ulizHudo la transferencia de la 
propiedaíl o de derechos reales de los deudores, al pro- 
hibirles otorgar tan respectiva* escritura* mientras no 
estuviese satisfecha la dría (a coa intereses, honorario* 
y gastos judiciales, cu su cuso. 

Kl Soperior Tnomial dictó fallo decía ra mío que 
las dos primer as cooatioaos eran ajenas a sn pronun- 
ciamiento, c injustificada la tacha respecto de las dos 
úl tintas ít's. l'lüfí). Con tal motivo se trae ahora un re- 
curso extraordinario ante V. K. 

Acerca de su admisibilidad observaré que el escrito 
de apelación, obrante a fs. no aparece fundado en 
la forma que lo exigen ul aii, 15 de la ley 48 y la inter- 
pretación dada ul mismo por V\ E. Aun prescindiendo 
de ello, tampoco sería posible abrirlo acerca de las 
onesl iones a y h t pues como queda dicho, sobre ellas 
no hay sentencia de agravio que V, R. deba reparar; 
y no lo hay, porque los actores han acudido ante juez 
que carecía de jurisdicción para resolver la controver- 
sia. Igualmente inadmisible resultaría en lo relativo 
a la tercera cuestión, que versa sobre interpretación 
de textos constitucionales o legales de una provincia, 
hecba por tribunales locales. 

No resta, entonces, otra materia de revisión, que 
la de si entra o no en las facultades de los gobiernos 
de provincia crear gravámenes a la trasmisión de la 
propiedad o de derechos reales, a efecto de asegurar 
el cobro de impuestos o tasas; y eso mismo reviste aquí 
caracteres de cuestión teórica, pues no consta haya me- 
diado oposición a que se escriture o transfiera deter- 



minada propiedad do cualquiera do »v actores. No hay 
oaso concreto. Hecha esta innova salvedad, acresare ^ue 
so trata dol problema jurídico estudiado y resuelto |»¡tír 
V. K. afirmativamente en 31$. U* W pr.^ 
do Entro Kíos, que autoriza nn sistema equiparare al 
contemplado jn>r la Torio. lleva el N oís* > , P : A r. 
serta en el follólo agnado jvr cuerda a los autos. 

A m ó rito do lo expuesto, considero i^ne el recurso 
os improcedente, y que, caso do achflwtírs*io i\areial- 
monto, procederá infirmar en os* parte el t*Uo apea- 
do. Buenos Aires, julio 2 do 1$& — AUw*& 

FALLO DE Lft COK TV SITRKMA 

'Buenos Aires, -ó de junio do UH^v 

Y vastos : Los do] recurso extraordinario coneedtáo 
a fs. 230 on los autos: IVmanda do imvns t it neionalida d 
do la ordenanza sobre pavimentado*» oe YUlasuay de 
fecha noviembre 15 do 11*40, oto., venidos del Suprior 
Tribunal do Justicia do Entro Ríos: 

Por los fundamentos adnoidos |w el señor Pro- 
curador Oenoral en su dictamen de pa£, 2ó7. declarase 
improcedente el roourso. Hágase sabor y devuélvanse, 
debiendo reponerse el papel en el tribunal do origen. 

K orasTO Rfxiítto — A stm» » SU- 

L.VT» I.1XARRÜ — 

B. A. oUxm» AíKtHOWWa — 
F. Ramos Mfjív 
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PROVINCIA PE M EXOS AIRES v. JULIA PAZ DE 
ALLENDE Y OTROS 

* 

SXPKQPiAClOS ImUmm^^n, 

No habiéndose probado que la apropiación de una parte 
del inmueble haya desvalorizado la fracción restante, no 
corresponde acordar al dueño indemnización alguna por 
es:e «Hwepto. 

KXPKOPLICIOX tm*mmi*tHm> 

La iudenutizacróri por expropiación de un inmueble no 
comprende lo* gastes de deslinde y subdivisión de ta frac- 
ción no expropiada reaíLtadi*s en una ejecución hipotecaria 
**gu;da contra et dueño, sin relación alguna cou el jui- 
cio de expropiación. 

EXPROPtACioy tmdtmmmiém, 

Kl dueño de un inmueble parcialmente expropiado t ene 
derecho a que se le acuerde una indemnización por loa 
canales de desaine que como consecuencia de la obra pú- 
blica a realizarse deberá construir en la fracción no expro- 
piada, para defensa de la misma. 

EXPKOPUCIOS: farfiww'iaíif» 

£1 dueño de un inmueble nare talmente expropiado no 
f ene derecho a que se le indemnice el costo de la obra 
que. sin ser consecuencia furiosa de la expropiación, pro- 
yecta realizar en la fracción no expropiada 

En el juicio <obre expropiación no procede calcular los 
intereses del juicio desde la fecha en que el Estad.», sin 
haber iniciado aquél, ocupó arbitrariamente el inmueble, 
SHM fiesta aquélla en que se 1c dio la posesión judicial. 

SXi'ciOVlAClOS HHrém. 

tm intereses correspondientes al precio del bien expro- 
p .uto deben calcularse sobre la diferencia entre la suma 
depositada por el Estado y la que se fije definitivamente 

en el juicio. 
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Dictamen* del Puocurauor General 
Suprema Corte: 

De acuerdo a doctrina de V. E. el conocimiento de 
la fin-sen te causa sobro expropiación corresponde a la 
jurisdicción originaria de la Corto Suprema, pues se 
trataría, sv^ún dicha doctrina, de acción civil seguida 
por la Provincia de Buenos Aires contra veeinos de la 
Capital de la Nación. 

En cuanto al fundo del asunto, por referirse a cues- 
tiones de hecho 7 prueba, su solución resulta ajena a 
mi dictamen. Buenos Aires, setiembre 7 de 1942. — Juan 
Airares. 

FALLO DE LA COP .'E SUPREMA 

Buenos Aires, 25 de junio do 1043. 

Y vistos: Los autos relativos al juicio de expro- 
piación iniciado por la Provincia de Buenos Aires con- 
tra los herederos de don Faustino Allende, y resul- 
tando: 

Que a fs. 1 se presentó el doctor José A. Quirno 
Costa, en representación del Gobierno demandando a 
dona Julia Paz de Allende, doña Flora, Elvira, Lucre- 
cia y a don Faustino Julio Allende Paz, como herederos 
condón linos, en su carácter de hijos del causante, do- 
miciliados en esta Capital, y a los nietos, menores do 
edad, Adolfo José Mario, Julieta Lucía y Alberto Ju- 
lián Gourdy Allende, representados por su padre el 
doctor Adolfo Gourdy, isfnalmonte domiciliados en la 
Capital, para rjao se les obligue a vender unos terrenos 
que tienen inmediatos al balneario en construcción so- 
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bfe el Arroyo Morales, partido de Matanza, cuyos lin- 
deros están indicados en el expediente letra O., núm. 
115, año 1938, del Ministerio de Obras Públicas de la 
Provincia, agregndo a los autos seguidos con doña 
Andrea Leguineeíie, también por expropiación, los cua- 
los solicita se tengan presente. Que esta demanda la 
hace en cumplimiento del decreto del P. E. del 16 de 
septiembre de 1938, que manda ejecutar la obra de que 
se trata como parte del plan de obras públicas sancio- 
nado para los años 1937, 1938 y 1939 y para cuyo en- 
sanche se necesita de los terrenos indicados, todo de 
atíUerdo con las leyes 1429 y 4539. Que por resolución 
del (¡ohierno Provincial del 16 do septiembre de 1938, 
como diligencia previa para tomar la posesión de la 
propiedad a expropiarse, se depositó en el Banco de 
la Provincia $ 4.459,78 m/% según consta del expe- 
diente letra O., núm. 11") citado por concepto de pre- 
cio e indemnización, diligencia que no tuvo efecto por 
liahcrse opuesto la parte iniciando un interdicto de re- 
tener la posesión. Que funda la acción en razones de 
necesidad y utilidad pública, expuestas conforme a la 
ley de expropiación de la Provincia y decretos que la 
rigen. Pide que de acuerdo a) art. 4* de la ley 189, se 
autorice la ocupación del terreno, previo traspaso al 
Banco de la Nación del depósito que se hizo en el Ban- 
co Provincial, librándose al efecto los oficios que co- 
rrespondan. Además que se exhorte al señor Juez Fe- 
deral de La Plata para que, por intermedio del Jaez de 
Paz de Matanza, se ponga en posesión del terreno al 
señor Fiscal de Estado. 

Que en el juicio de interdicto posesorio seguido en- 
tre las mismas partes están acreditados los extremos 
necesarios para fundar la jurisdicción originaria de es- 
ta Corte. 
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Que por auto do fs. 4 se mandó citar a las partea 
a los efectos del art. G de la ley 189, después de darse 
por acreditado el fuero. 

A t's. 10 se presenta don Alfredo de Tezanos por 
la señora Julia Paz de Allende, por sí y como adminis- 
tradora judicial de la sucesión de don Faustino Allen- 
de, y opone las siguientes defensas: Que la aetora no 
había abonado las costas y demás condenaciones que 
debe en el interdicto posesorio que se había seguido y f 
por lo tanto, no puede entablar la acción de expropia- 
ción que tiene los caracteres de una acción real, de 
aoucTdo a la doctrina del art. 2482 del Código Civil, 
sin satisfacer aquéllas. Que por ello debe reconsiderar- 
se el auto en que se da trámite a la demanda. Que pres- 
cindiendo de esta defensa, hace presente que por la 
sentencia misma recaída en el interdicto posesorio, el 
terreno ocupado por el Gobierno abarca una superficie 
de 15 hect., 13 a., 18 ca., 16 dm, cuadrados y no la 
de 9 hect., 80 a., 15 ca., a que se alude en el expediente O. 
115-1ÍÍ38 y plano de fs. 5 agregado al mismo en el juicio 
seguido por Buenos Aires con A. Lcguineche. Esto, en 
cuanto a la extensión del terreno, no estando tampoco 
conforme con el precio que se le asigna, ni que sea éste 
la justa indemnización que corresponda mirada desde 
diversos puntos de vista. Termina insistiendo en que se 
revoque por contrario imperio el unió de fs, 4. A fs. 14 
esta Corte, no obstante, convoca a las partes a nueva 
audiencia. A fs. 16 amplía su defensa la demandada sos- 
teniendo que las leyes invocadas por la parte actora no 
acreditan la declaración de utilidad pública de la obra, 
no teniendo los balnearios este carácter. Ni la ley 4539, 
. citada por la parte, llena esta exigencia. De consiguien- 
te, no están reunidas las condicionéis del art, 17 de la 
Con si i t ación y del art. 2511 del Código Civil. Se re- 
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fie re luego a la extensión del úrea a expropiarse, sos- 
teniendo que es de 15 hect, 13 a., 18 ca., 16 dm, cua- 
drados» incluyendo la mitad de los terrenos que abar- 
ca el Arroyo Morales. Agrega que dada la ubicación 
de la propiedad y las ventas que se han hecho de otros 
terrenos de las inmediaciones, y especialmente lo pa- 
gado a la sucesión Converso por la Municipalidad, no 
puede apreciarse su valor en menos de $ 0.50 el metro 
cuadrado, lo que daría en total $ 75.659. Cobra, tam- 
bién, una franja de terreno de 16 metros de ancho que se 
destina para un callejón que separe los terrenos de que 
se trata con los otros que quedan de la sucesión Allen- 
de y que daría salida al balneario al camino macadam- 
zado de San Justo a Cañuelas. Su valor lo estima en 
♦ 0.80 el metro. Igualmente reclama los intereses co- 
rridos desde la toma de posesión hasta el día del pago, 
así como los gastos ocasionados en la mensura y amo- 
jonamiento de todo el campo para fijar su exacta su- 
perficie y establecer técnicamente la forma en que era 
posible la enajenación del resto del inmueble afectado 
en hipoteca al Banco de la Nación; pues esto se hizo 
necesario como consecuencia de la expropiación. Cobra 
el importe, además, de los perjuicios ocasionados por 
el desmembramiento del campo y el valor de los desa- 
gües que deberán abrirse para evitar las inundaciones 
que podrán producirse en el resto de la propiedad a 
consecuencia de las obras que realice la Municipalidad 
en el balneario. 

A fs. 23 se realiza la audiencia, en la cual se rati- 
fican las partes en sus exposiciones ya enunciadas y 
se nombran dos peritos, uno por cada parte y un ter- 
cero por el Tribunal para dictaminar sobre las pro- 
posiciones consignadas a fs. 18 y siguientes conducen- 
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tes a la avaluación del terreno y accesorios. Se declara 
que el recurso de reconsido ración deberá resolverse con 
lo principal dada la naturaleza sumaria del juicio. Se 
producen las pruebas ofrecidas por las partes y a fs, 
10Í) vta., se llama autos para sentencia. 
Y considerando: 

Que en el alegato de fs. 102 la parte demandada 
ha desistido de dos defensas que había opuesto: la exi- 
gencia del pago previo de las condenaciones recaídas 
contra la Provincia en el interdicto de retener, como 
requisito para iniciar esto juicio, y la de la falta de 
ley que declare de necesidad y utilidad pública la ex- 
propiación de los terrenos de que so trata. 

Que en el mismo alegato acepta las conclusiones a 
que han llegado los peritos de una y otra parte acerca 
de la verdadera extensión de los lotes a expropiarse y 
de su valor» así como sobre la indemnización que co- 
rrespondería pagar por las construcciones existentes 
en el terreno. 

Quedan para resolver sus reclamaciones sobre in- 
tereses del capital que representarían aquéllos desde 
el día de su ocupación y sobre los perjuicios que sostie- 
ne haberse ocasionado como consecuencia de la des- 
membración do esos terrenos de una superficie mayor 
perteneciente a la sucesión. También, sobre los gastos 
que sería necesario hacer para sanear los terrenos que 
quedan, por cuanto las obras del balneario, al alterar 
los niveles, echarían las aguas pluviales sobre aquéllos. 
Asimismo, sobre el cobro de los gastos judiciales, hono- 
rarios de un perito, etc., ocasionados en el deslinde y 
subdivisión en lotes del campo del cual el terreno a 
expropiarse es una desmembración; operación qne tu- 
vo que hacerse, dice, como consecuencia de la expro- 
piación para determinar con precisión la extensión del 
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campo y la forma en que podía gubdividirse y que se 
realizó en el juicio seguido por el Banco de la Nación 
como acreedor hipotecario y la sucesión Allende* 

Que la demandada no ha probado que el fracciona- 
miento del campo hubiera desvalorizado las fracciones 
de tierra que no entraban en la expropiación, siendo 
al respecto inoperante el informe del martiliero don 
Iván L. Aycrza, fs. 38, y la carta de fs. 34, tanto por- 
que, no emanando de una autoridad pública, no revisten 
el carácter de auténticos (art. ÍÍ79 del Código Civil), 
cuanto porque do su contenido no se desprendo el efec- 
to que se atribuye a la expropiación. Que más bien 
puede creerse lo contrario, dado que la construcción 
de un balneario de la importancia del que se proyectaba 
debía prestigiar o favorecer los terrenos de la zona, 
atrayendo la población y estimulando la edificación. 

Que no se ve la relación que pueda haber tenido 
la expropiación con el juicio que el Banco de la Nación, 
en su carácter de acreedor hipotecario, lia seguido con- 
tra la sucesión Allende, para pretender que ciertos gas- 
tos causídicos hechos en éste so carguen al expropiante. 
Si en ese juicio se hizo una operación pericial para 
fijar la extensión del campo y para subdividirlo, lógi- 
camente deben Jos gastos sufragarse por las partes o 
por alguna de ellas, según los casos, y no por un ter- 
cero extraño a toda relación jurídica con los litigantes. 

Que los peritos, uniforme y conjuntamente, en un 
estudio bien fundado han llegado a la conclusión de 
que la extensión a expropiar es de 152.105,23 m*., y 
que su valor nuede estimarse en t 57.751.57 m/n. Que 
las construcciones existentes en el terreno que se trans- 
fiere pueden tasarse en su conjunto en $ 9.480, después 
de referirse a los materiales empleados y a la clase de 
edificación existente. Establecen, asimismo, que los 
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cambios de nivel que determinarán las obras del bal- 
neario liará necesario abrir dos canales de desagüe en 
defensa de los terrenos excluidos de la expropiación, 
cuyo costo lo calculan en $ 1.771.60 m/n. Sobre estos 
tres puntos, la demandada está conforme, según el ale- 
gato de referencia, y la parte demandante no ha for- 
mulado ninguna observación a la pericia. Esta Corte 
acepta estas conclusiones por encontrarlas bien funda- 
das y por estar de acuerdo con su constante jurispru- 
dencia (Fallos: 140, 415; 142, 83; 148, 101 y otros). 

Que la calle proyectada por el perito J. A, (Harte 
en el juicio seguido por la sucesión con el Banco de la 
Nación, destinada a dividir los terrenos dedicados al 
balneario de los demás de la testamentaría, no siendo 
de necesidad, como consecuencia forzosa de la expro- 
piación, no corresponde incluirla en la indemnización 
(urt. 16 de la ley núm. 189). 

Que los intereses legales correspondientes al valor 
de la propiedad expropiada, deben reconocerse, de 
acuerdo u la constante jurisprudencia del Tribunal, 
desde el día en que en este juicio se hizo la entrega de 
los terrenos, siendo éstos una justa compensación por 
la privación del uso y goce de la cosa por parte del ena- 
jenante. Y como parte de ese valor fué depositado al 
tomarse la posesión, debe descontarse a ese efecto del 
que esta sentencia le asigna. Por lo demás, los intere- 
ses no deben remontarse al tiempo en qne los terrenos 
fueron ocupados por el Fisco arbitrariamente, como 
pretende la demandada, porque esta indemnización, si 
se debe, forma parte de las que corresponde reclamar 
y liquidar en el juicio posesorio. 

En su mérito, y de acuerdo al dictamen del señor 
Procurador General en lo que se refiere a la jurisdic- 
ción del Tribunal, se resuelve: 1*) Hacer lugar a la 
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expropiación y asignar como valor del inmueble que 
se transfiere y de sns construcciones, respectivamente, 
Jas sumas de P gsos cincuenta y siete mil setecientos 
cincuenta y uno con cincuenta y siete centavos y pesos 
nueve mil cuatrocientos ochenta. Total: pesos sesenta 
y siete mil doscientos treinta y uno con cincuenta y 
siete centavos moneda nacional. Además, por obras 
de desagües a realizar pesos mil setecientos setenta y 
uno con sesenta centavos, que deberá agregarse a la 
suma anterior; 2*) Sobre la cantidad de pesos sesenta y 
siete mil doscientos treinta y uno con cincuenta y 
sjete centavos, deducidos los cuatro mil cuatrocientos 
cincuenta y nneve pesos con setenta y ocho centavos 
que se consignaron, se cargarán los intereses a estilo 
de los que cobra el Banco de la Nación Argentina des- 
de el día en que tomó posesión la Provincia de la pro- 
piedad en virtud de la orden de fs. 53 hasta la fecha 
de pago; 3*) Los valores anteriormente indicados se 
abonarán por la Provincia a los demandados en el tér- 
mino de treinta días, con más las costas, dada la na- 
turaleza de la causa. Hágase saber, repóngase el papel 
y en su oportunidad archívese. 

Roberto Bepetto — Antonio Sa- 
gabna — Luis Linares — 

B. A. Nazar Anchorena 

F. Hamos MejÍa. 



ALBERTO M. BELLEZA v. NACION ARGENTINA 

DASOS Y PERJUICIOS: BtspowbiUdod indirecta. 

Entre el conscripto y el Estado existe la relación de de- 
bnidaí'Lr^" 8 P8ra qUe pUeda sur * ir ,a ^Ponaa. 
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ACCION CIVIL. 

No procede discutir en el juicio civil sobre indemniza- 
ción de daños y perjuicios la culpa del conductor con- 
denado cu la causa criminal como autor del delito de le- 
«iones por imprudencia. 

DAÑOS Y PERJUICIOS: Responsabilidad indirecta. 

La responsabilidad indirecta supone generalmente el dea- 
empeño incorrecto de las tareas encomendadas al depen- 
diente. 

VASOS V PERJUICIOS: Responsabilidad indirecta. 

La circunstancia de que el accidente de tránsito que ori- 
ginó la condena del conductor de un automóvil como au- 
tor del delito de lesiones por imprudencia, haya ocurrido 
en el curso del cumplimiento tardío y defectuoso de la 
orden que le había sido impartida por su principal ( l ) no 
exime a éste de responsabilidad indirecta. 

DAÑOS Y PERJUICIOS: Responsabilidad indirecta. 

Establecida la culpa del conductor del automóvil que 
ocasionó el accidente; la relación de dependencia entre 
aquel y el Estado, y que el hecho se produjo en el des- 
empeño de sus tareas, dentro de los límites y objeto apa- 
rente de las mismas, corresponde responsabilizar a la Na- 
ción por los daños y perjuicios ocasionados. 

DAÑOS Y PERJUICIOS: Determinación del daño. Daño moral. 

La indemnización del daño moral en los casos de cuasi 
delitos es procedente cuando la sentencia recaída en la . 
causa penal establece que se trata de un hecho calificado 
de delito en el derecho criminal. 



(l) El día del neeidente a tnt 13 horas, se huida ordenado ni com- 
ertpto Km ¡lin c™*, de lo* Servicios de la Plann Mayor del Cuartel 
Muestre Genera 1 del interior r¡ue llevara, en <m carácter de conductor, oí 
automóvil re*|KN'tho til ganiire de lia re partición vitada. En ve* de rumpllr 
do inmediato es¡i orden, el cnnsrrijito *o entretuvo en rcalijinr diversas 
diligencia*, hasta que a las 20 harás y cuando transitaba a excesiva velo- 
cidad i>nr Ir «lile rnliil-lo hacía el centro cmbJittá a un automóvil colee* 
tivo, hiriendu al actor. Por ello y twr su neclittenein en el cumplimiento 
de la orden se impuso al soldado una sanción disciplinaria. 
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Sentencia del Juez Federal 

Buenos Aires, mayo 8 de 1942. 

Y vistos: 

Pura resolver en definitiva este juicio seguido por Alber- 
to María Belleza contra la Nación, sobre indemnización de 
daños y perjuicios; y 

Resultando : 

Que el actor manifiesta que el 10 de octubre de 1939 
en circunstancias en que se aprestaba a tomar un colectivo de 
la línea núm. 3 que circulaba por la caite Cabildo en dirección 
al centro de la ciudad y a la altura de la calle Santos Dumont 
fué violentamente atropellado por el automóvil del Ministerio 
de (íuerra, chapa de administración núm. 1531, conducido por 
el conscripto Emilio Oros. Dicho automóvil estaba afectado 
al servicio del Cuartel Maestre General del Interior y el ac- 
cidente fué originado por la excesiva velocidad con que era 
conducido. 

En efecto, al llamado que hizo al conductor del colectivo 
que iba a ocupar, este detuvo la marcha en la esquina antea 
recordada. La velocidad que contra toda indicación llevaba el 
automóvil oficial, hizo que no pudiese ser frenado, precipi- 
tándose contra él y arrojándolo a varios metros de distancia. 

Es imposible dejar de comprender la culpabilidad del 
conductor del coche oficial, ya que basta señalar que el hecho 
ocurrió mientras ambos vehículos iban en una misma direc- 
ción y que todo aconsejaba en presencia de la esquina y ante 
el transeúnte que se disponía a subir ni coche de servicio pú- 
blico, aminorar la velocidad y adoptar elementales precau- 
ciones. 

Como consecuencia del accidente resultó con fracturas 
múltiples de amhos huesos de las dos piernas y debió ser hos- 
pitalizado, sometido a intenso tratamiento y a inmovilización 
en cama dura por espacio de tres meses. 

Mientras tanto quedó rettradu del trabajo, no habiendo 
aún reingresado a su empleo, perdiendo así los jornales co- 
rrespondientes a razón de $ 7.20 diarios que era el que ganaba 
como conductor de la Cía. de Omnibus "Ciudad de Buenos 
Aires. S. A," 

A los jon rales pedidos debe agregarse el importe de loa 
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gualas de curación y convalecencia, los perjuicios derivados 
de la incapacidad parcial y definitiva resultante, y la repa- 
ración del daño moral, o sea, la cantidad de $ 10.000 m/n. que 
reclama o ta qite en su caso se difiera al juramento estima- 
torio de acuerdo con la norma del art, 220 del Código de Pro- 
cedimientos, 

Con motivo del accidente tomó intervención la Comisaría 
de la Sección 31, llevándose oportunamente las actuaciones al 
Juzgado en lo Correccional a cargo del Dr. Villegas Basavil- 
baso, habiendo terminado la causa con la condena del conduc- 
tor Croa al pago de $ 400 m/n. más dos años -de inhabilita- 
ción. 

Funda su derecho en los arts. 1100, 1068, 1069, 1078, 
1081, 1083 y 1086 del Código Civil. Y en cuanto a la respon- 
sab'ilidad del Estado, surge en el caso, de los arts. 1113, 1122 
v 1133. 

Cita alguna jurisprudencia favorable a su demanda, ofre- 
ce probar todos los hechos mencionados y, en mérito de todo 
lo expuesto, solicita se condene a la Nación a abonarle la 
suma de $ 10.000 m/n. como indemnización por los daños y 
perjuicios sufridos o la que sea motivo de decisión judicial 
conforme a lo establecido por los arts, 1109 y 1083 del Código 
Civil, con costas. 

Que el señor representante de la Nación al contestar la 
demanda dice que ante todo, cabe puntualizar que no se han 
acompañado a la misma documentos o justificativos de los 
gastos o perjuicios demandados, omitiendo así cumplir lo dis- 
puesto por el art. 10 de la ley 50, circunstancia que deberá 
tenerse presente para no admitirlos posteriortiiente. Como 
ellos tampoco constan en las actuaciones administrativas agre- 
gadas, niega que se hayan producido. 

Por otra pa. . t\ agrega, tampoco está acreditada la culpa- 
bilidad del conductor del automóvil que ocasionó el accidente, 
razón que lo obliga a atenerse a la prueba que se produzca. 

En cualquier caso niega que el Estado sea responsable 
de las consecuencias del accidente por la naturaleza del hecho 
y por las circunstancias en que se ha cometido y por consi- 
guiente, niega que esté obligado a indemnizar. 

Para el supuesto que la tesis del actor prosperara niega 
que los daños y perjuicios alcancen a la suma demandada y 
niega también todo derecho a reclamar daño moral. 

Por último, sostiene, que cualquier derecho que se pre- 
tenda deberá condicionarse a la demostración de los extremos 
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exigidos por la jurisprudencia de la Corte Suprema para la 
procedencia de la indemnización. 

En mérito de todo lo cual, solicita se rechace la demanda, 
con costas. 

Considerando : 

Que alegada ia exención de responsabilidad por parte de 
la Nación en los casos de hechos ilícitos cometidos por sus 
dependientes, corresponde en primer término el examen de 
esta cuestión. 

La jurisprudencia de la Corte Suprema, tiene decidido al 
respecto que, tanto la intervención como la responsabilidad 
de la Nación en actos regidos por el derecho común, no son 
actos que realice en su carácter de poder público, como lo es 
en el caso, un accidente de tráfico y daño consiguiente cau- 
sado por un vehículo al servicio del Ministerio de Guerra, he- 
cho que, por otra parte, como lo señala el tribunal, tampoco 
configura un delito, para que sea aplicable el art. 43 del Código 
Civil (C. S.: 177,324). 

Establecido el principio de imputabilidad del Estado, de 
la responsabilidad civil emergente de los hechos ilícitos co- 
metidos por sus dependientes, consecuencia de ello es el co- 
rrelativo derecho de los particulares lesionados a reclamar 
la indemnización que pueda legítimamente corresponderles, 
por lo que en el sub-Hte así se resuelve. 

Que entrando a examinar la responsabilidad imputada 
como derivación del accidente de tráfico de que instruye el 
sumario criminal respectivo y las pruebas aportadas cabe de- 
clarar que ta misma es la que deriva de los arta. 902. 1109 
1113 y 1198 y concordantes del Código Civil. 

Que negada por la demandada la culpa del conductor del 
vehículo de su propiedad y siendo condición esencial para 
responder a las consecuencias del hecho ilícito, que el daño 
sea consecneniia de la culpa o negligencia del imputado eje- 
cutor del hecho (doctrina del art. 1109 citado), para decidir 
la responsabilidad cuestionada, corresponde examinar las 
pruebas aportadas a fin de establecer si el actor ha probado 
los extremos legales. 

En principio, el dictamen del Auditor General de Gue- 
rra y Marina obrante a fs. 20/21 del expediente administrati- 
vo acompañado, establece que del sumario levantado surge 
que el conductor del coche oficial lo dirigía a excesiva velo- 
cidad, de donde se desprende la obligación de indemnizar el 
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daño causado condicionándolo a la decisión de la justioia en 
la imposibilidad de realizarlo admití istratt va momo. 

Que a mayor abundamiento, dehe tenerse presente que el 
ron ductor del vehículo oficial fué condenado ¡x>r la justicia 
criminal como fínico responsable del c hoque. 

Lo expuesto exime al miso rito de extenderse en mayores 
consideraciones respecto a Iü eulpahilid.c ' de la demandada 
y dar por establecida la mÍMnn. 

En cnanto al monto de la indemnización reclamada debe 
tenerse en enenta para SU fijación, las conclusiones del infor- 
me médico de fs. 41 que establece una incapacidad parcial y 
permanente del actor, de un 10 ' í de cada una de sus piernas 
para tareas rudas que exijan esfuerzos físicos de considera- 
ción y átenlo la profesión habitual del iuímuo, esta ineapaei- 
dad no le lia impedido reiut errarse a sus tareas. 

Que los gastos originadlas eon motivo del accidente se ha- 
llan acreditados mediante la- facturas glosadas a fs. 19 ~2 
y reconocidas a fs. ¡Í3 y ííó vía. j>or sus oloríanies, cotuo tam- 
bién el lapso cu une se vtó impedido de trabajar —informe de 
fs. 2i>— . 

Teniendo en cuenta todos estos antecedentes, el suscrito 
estima que debe diferirse al juramento estimatorio la suma 
liquida a abonar por la demandada, de conformidad a lo dis- 
puesto en el art. -2-0 del l 'ódijro de Procedimientos de la Oa- 
pital de aplicación supletoria, reduciendo la suma pedida. 

Que expuesto lo (pie antecedo, advierte el suscripto que 
ha dejado de pronunciarse sobre la defensa opuesta por el 
señor líepresentante de la Nación respecto a la falta de docu- 
mentos o justificativos que debieron acompa fiarse a la deman- 
da en virtud de lo dispuesto en el art. 10 de la ley 50. líos- 
poeto a el 'i, la consta uto jurisprudencia de nuestros tribunales 
tiene decidido que aqnetlos documentos que no atañen estric- 
tamente a ta existencia del derecho reclamado pueden aer 
materia de prueba en la estación oportuna. Por ello se ta 
desestima. 

Por tanto y lo expuesto, fallo: Declarar que la Nación 
debe abonar al actor don Alberto María Belleza, la cantidad 
que éste jure dentro de la de $ ti. 000 m.'n.. como total indem- 
niziiciiVn por indos los rubros pedidos, con motivo de este jui- 
cio. Con intereses y la mitad de las costas, en mérito al re- 
sultado a que se Hesra ctt la sentencia. — Emitió L. (ion, -.i/e;. 
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SíNTSNCU DE U, CÍMAíU FcDKRAL 

Huenos Aires, 2 de diciembre de 1042. 

V vistes : 

Por sus fundamentos y ¿tiento lo resuelto por la Corte Su- 
prema y este Tribunal en los casos "Veis* eoutra la Nación y 
Alberliui contra la Nación" (Fallos: líU.'Jti) y Gaceta del 
Foro: 50, 240 \ st> coa firma la sentencia apelada, modificán- 
dosela en cuanto a las costas que deberán ser satisfechas por 
la demandada en ambas instancias. Devuélvase. — Carlos dtt 
Caupilh. — Ricardo Yttlar l\Haao. — Jwm .4. HonzáUz 
Cti.iítTon. — Cario» üt-rrt-ra. 



V ALLO 1>L LA CORTK SUPREMA 

Buenos Aires, 25 de junio de 1D43. 

Y vista la precedente causa caratulada ** Actor: 
Relleza Alberto María; Demandado : la Nación, causa: 
indemnización de daños y perjuicios (acctd. tráfico)" 
para conocer respecto del recurso ordinario concedi- 
do a fg. 90. 

V considerando: 

Que por no balarse desconocido formalmente la 
relación de dependencia que mediaba entre el conduc- 
tor conscripto Emilio Oros y la demandada, no requie- 
re mayor análisis del Tribunal la sentencia recurrida 
en la parto que la tiene por acreditada a los efectos 
del pleito. Por lo demás, la solución afirmativa se apo- 
ya en jurisprudencia de esta Corte, cuyos fundamentos 
se dan por reproducidos en obsequio a la brevedad 
—Fallos: 191, 209; 194. 170; y los en ellos citados—. 

Que la culpa del referido Oros en el suceso que 
motiva el juicio no admite duda. Existe, en efecto, con- 
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dena criminal que la declara (Código Civil, art. 1102) 
— proceso adjunto por lesiones, fs. 38 — y es un punto 
sobre el cual no existe ya controversia a está altura 
del pleito. 

Que tampoco cabría argüir que el hecho motivo del 
juicio no ocurrió "en el desempeño de bis tareas* 1 en- 
comendadas al conscripto —Fallos: 182 t 210; 194, 170— 
ya que fué cometido dentro <b> los límites y objeto 
aparentes de las mismas. La circunstancia de que el 
accidente sobreviniera en el curso del cumplimiento 
tardío y defectuoso de la orden impartida al depen- 
diente no exime al principal. Por lo contrario, la res- 
ponsabilidad indirecta supone generalmente el desem- 
peño incorrecto de las tareas encomendadas a aquél 
— Conf. Mazeaud, Traite Théoriqne et Pratique de la 
Responsabilité Chile, T. % púg. 913— . 

Que en estas condiciones, la sentencia que admite 
la demanda y declara responsable a la Nación, se ajus- 
ta a la jurisprudencia de esta Corte — Fallos : 177, 314; 
2, 210; 183, 247; 184, 652; 191, 269 ; 192, 207; 1^, 221 y 
67 entre otros— y debe ser confirmada en lo que al 
punto se refiere. 

Que el Tribunal no encuentra tampoco, dada la prue- 
ba ucumulada en autos, mérito para apartarse de las 
conclusiones a que llega el fallo en recurso en lo refe- 
rente al monto de la indemnización. Estima, sin em- 
bargo, oportuno agregar que, mediando sentencia cri- 
minal condenatoria, la indemnización del daño moral 
es procedente —Fallos: 193, 221—, 

Que por último, lo dispuesto en el pronunciamiento 
apelado sobre intereses, no ha sido objeto de agravio 
ante esta Corte. 

En su mérito se confirma la sentencia apelada de 
fs. 88. Las costas de esta instancia se declaran a cargo 
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de la demandada. Hágase saber; devuélvanse ios autos 
al tribunal de su procedencia; repóngase el papel en 
el juzgado de origen. 

Antonio Sagarna — Luis Lina- 
iies — B. A, Nazab Ancho- 
he na — F. Hamos Mejía. 



FAUSTINO DA ROSA — CONCURSO CIVIL — v 
PROVINCIA DE TUCUMAN 

HONORARIOS: Regulación. 

Antes de la regulación de los honorarios devengados en 
actuaciones judiciales seguidas originariamente ante la 
Corte Suprema, es improcedente discutir la prescrip- 
ción de los mismos fundada en el art 4032 del Código 
Civil que podrá, en cambio, ser invocada por el deudor 
en el juicio ejecutivo tendiente a cobrárselos» aun cuando 
el mismo deba tramitar ante los tribunales ordinarios de 
la Capital Federal cuya jurisprudencia se opone a la 
invocación del citado testo legal después de la regulación. 

FALLO DE LA CORTE SUPREM \ 

Buenos Aires, 25 de junio de 1943. 

Y vista la precedente causa caratulada "Da Bosa 
Faustino (su concurso civil) contra Tucomán, la Pro- 
vincia sobre indemnización de daños y perjuicios" pa- 
ra decidir la incidencia planteada a fs. 383. 

Y considerando: 

Que esta Corte lia decidido que "en el procedimien- 
to sumario establecido por la ley para fijar el monto 
de los honorarios, no es admisible discusión alguna 
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en cuanto al derecho a cobrarlos, sin perjuicio de que 
la demandada pueda oponer en su oportunidad las ex- 
cepciones y defensas que tuviere si fuere requerida 
para el pago" —Fallos: 18!), 191), eonsid. 2*— . 

Que por aplicación de esa doctrina lia resuelto 
igualmente que no puede discutirse ta prescripción de 
los honorarios antes de ser regulados e intentarse su 
cobro —Fallos: 68, 60; 188, 53—. Y lia declarado tam- 
bién que una reculación así practicada, no puede ser 
obstáculo, en el procedimiento ejecutivo posterior, a 
la invocación de la prescripción del art. 4032 del Có- 
digO Civil —Fallos: 188, 53—, 

Que no hay por lo tanto inconveniente legal en 
que se practique la regulación ordenada a fs. 380 vta. 
La jurisprudencia a que alude el escrito de fs. 383, no 
puede impedirlo, ni el interesado carecería, en caso de 
desconocer su aplicación el pronunciamiento del Tri- 
bunal, de los pertinentes remedios legales — Fallos: 187, 
28; 188, í>j 189, 292 entre otros—. 

En su mérito se decide: mantener el auto de fs. 
380 vta. en la parte que ha sido objeto de recurso de 
reposición. Sin costas. 

Hágase saber y repóngase el papel, 

Antonio SagarHa — Luis Lina- 
res — B. A. Xazar Ancuo- 
rena — F. Ramos Mejia. 



CARLOS m P1LATO 

JÜRISMCCIOX : Fitero fedrrat. Par ht materia Almirantazgo y 

j u rterfirrtón marítima. 

Competo n In justicia federal el conocí miento de la ran- 
ga instruida con motivo del naufragio de una lancha pea- 
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quepa cuyo desplazamiento no excedía de tres toneladas 
con cincuenta y uno, ocasionado por el choque con otra 
embarcación de igual categoría producido a más o menos 
cuatrocientos metros de distancia de la boca de entrada 
del puerto de Mar del Plata. 

JURISDtCClOX : Fuero federal. Por ta materia. Almirantazgo y 
jurindifción nta rit im a . 

El art, 23, ine, 2», del Código de Procedimientos en lo 
Criminal para la Capital Federal y los territorios nacio- 
nales modifica y amplía el art. ti, ¡ne, 2', de la ley 48. 



Sentencia del Juez del Chimen 

Dolores, noviembre 26 de 1942. 
Autos y vistos; Considerando; 

Que de conformidad enu lo dispuesto en el art. 20 del 
Código de Procedimientos Penal de la Provincia de Buenos 
Aires, el infrascripto debe considerar la competencia de este 
Juzgado para entender en esta causa que le es remitida por 
el señor juez federal de Azul. Que el hecho que ha motivado 
este sumario, consistió en el naufragio de la lancha "General 
Belgratio" a raíz de su embestida por la "Une nos Aires Que- 
rido", en el Puerto de ln Ciudad de Mar del Plata, el 18 de 
diciembre de 1941, Que el señor Juez Federal de Azul, por los 
fundamentos de la vista fiscal de- fs. 38, se declaró incompe- 
tente para seguir entendiendo en la causa. Que analizadas Jas 
razones que se invocan en dicho auto, considera el proveyente 
que es a la Justicia Federal a quien corresponde entender en 
este expediente. En efecto: 

Por razón del lugar donde el hecho aparece presumible- 
mente cometido -^100 metros dentro del mar, en el Puerto de 
la Ciudad de Mar del Plata— es a la justicia federal a quien 
corresponde juzgar sobre el delito que puede haberse cometido, 
desde rpie es de su exclusiva jurisdicción el sitio donde acon- 
teció el naufragio de la lancha "General Belgrano". 

Blln resulta establecido en forma incuestionable por el 
art 100 de la Constitución de la Nación, el que, al determi- 
nar cuáles son las causas cuyo conocimiento y decisión co- 
rresponde a la Suprema Corte de Justicia de ta Nación y los 
demás tribunales inferiores, menciona... "los de almiran- 
tazgo y jurisdicción marítima...", y es sabido el alcance 
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amplio que se le entendió dar a las palabras "jurisdicción 
marítima " cuantío fueron agregadas en la Constitución de 
loa Estados Unido» de Norte Arac.rica, para evitar la inter- 
pretación restringida que podría resultar de la sola inserción 
de "las causas de almirantazgo". "Fué intención indiscutible 
de loa constituyentes americanos que el poder Federal de la 
Nación o Justicia Federal conociera exclusivamente de "todos 
los actos o contratos, sin distinción alguna, sean de carácter 
civil o criminal". (C. Zavalía, "Derecho Federal", pág, 66). 
Que de conformidad con lo diapuesto en la mencionada dis- 
posición de la Constitución, la ley 48, en su art. 2, inc. 10 
dice: "Los jueces nacionales de sección conocerán en primera 
instancia de las causas siguientes ; las que versen . . . sobre 
naufragios. Que el art, 3* dice que conocerán igualmente... 
de todas las causas criminales cuyo conocimiento competa a la 
Justicia Nacional, a saber,., (inc. 2')... "los crímenes co- 
metidos en los ríos, islas y puertos argentinos". Y el inc. 4 V 
"los crímenes de toda especie que se cometan en lugares donde 
el ( obierno Xacional tenga absoluta y exclusiva jurisdicción, 
serán juzgados por los jueces de sección allí existentes". 

Que de estas disposiciones reglamentarias qie la Constitu- 
ción, surtre por dos conceptos la jurisdicción federal para el 
üiib-judice. por haberse cometido el delito en el mar, y por 
haber ar ntecido en un puerto. 

Que en la vista fiscal de fs. 38 se sostiene que por haber 
sucedido el naufragio en el mar territorial no es competente 
para entender en el sub-judice la justicia federal y al afecto se 
invoca lo dispuesto en el art. 2340 del Código Civil, el que 
establece que: "Son bienes públicos del Estado general o de 
los Estados particulares: inc. 1?) Los mares adyacentes al 
territorio de la Kepúbliea, hasta la distancia de nna legua 
marina, medida desde la línea de la más baja marea; pero el 
derecho de policía para objetos concernientes a la seguridad 
del país y a la observancia de las leyes fiscales, se extiende 
hwita la distancia de cuatro leguas marinas medidas de la 
misma manera. 

Que es evidente que dentro del "mar territorial" o de 
las "utfuas jurisdiccionales" o del litoral marítimo t> del "mar 
adyacente", nombres que se les ha dado al espacio de mar 
a que se refiere el art. 2340, inc. 1*) del Código Civil y que 
comprende la zona entre alta mar y la costa, ejerce la Xnción 
jurisdicción exclusiva. Basta para comprender ello analizar 
los motivos que han tenido los Estados para atribuirse el do- 
minio sobre esa franja de mar: "a) necesidades de seguridad 
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y defensa; b) conveniencia de neutralidad en caso de guerra 
entre terceras potencias; e) por razones de policía de la nave- 
gación y de vigilancia aduanera; d) por motivos económicos 
(cabotaje, pesca, minas, etc.)". {Ántokoletz Daniel: "Derecho 
Internacional Público", t. II, p. 669) y el ejercicio de los 
poderes necesarios parn llenar esas necesidades sólo puede 
realizarse por el Poder Federal y no las Provincias a quienes 
no pertenecen dichos mares. {Machado ,/. 0. t "Comentario 
al Código Civil 1 \ t. VI, p. 212) y la situación es aún más 
nítida tratándose de un puerto de la República. A ese res- 
pecto la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha dicho 
en el fallo registrado en el t. 118, p, 140, que apareciendo 
como verificado el delito de hurto en el puerto de la Capital 
corresponde entender a la justicia federal por razón del lugar 
c ¡?ÍI d í el delit0 fuf ' com<1 t¡tl n - Por otra parte, se plantearían 
dificdes cuestiones en el hecho parn establecer si un naufragio 
tuvo lugar fuera o dentro del mar territorial y determinar 
la competencia. 

Que en la resolución del señor Juez Federal de Azul se 
hace mérito a varios fallos de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación y, i andándose en ellos se sostiene que, en virtud 
de lo dispuesto en el art 206 y concordantes del Código de 
Comercio, las embarcaciones como las del caso de estos autoa 
se hallan sometidas al régimen de los transportes terrestres. 
Que los fallos anotados, se refieren esencialmente a la juris- 
prudencia que estableció ese alto tribunal en la resolución que 
se halla inserta en el tomo 99, pág. 286 de la colección de 
faltos de la Suprema Corte. 

Que esa jurisprudencia no es de aplicación al sub-judice 
por tratarse de hechos y cosas distintas a las del caso de autos. 
En efecto, de la lectura de ese fallo resulta : a) que las lanchas 
que se hallan sometidas al régimen del transporte terrestre 
son aquellas que son acesorios de los buques en concepto de 
aparejos; b) que se refiere a operaciones de lanchas dentro 
de los puertos; e) que por razón de su uso no afectan nece- 
saria e inmediatamente las relaciones de la Nación con el 
exterior. 

En esta causa ninguna de esas circunstancias se hallan 
reunidas, pues de las constancias sumaríales surge que las 
lanchas que chocaron en el puerto de Mar del Plata : a) no 
eran en modo alguno accesorios de algún buque, tenían su 
función propia y especial, estaban dedicadas a la pesca. 

Consta a fa, 8 vta. que la lancha " Buenos Aires Que- 
rido tiene siete toneladas y a fs, lí) vta. que Ja "General 
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,_ M tenia matrícula de buque, certificado de navega- 
ba lidad y certificado de seguridad de máquinas. Matrícula, 
nombre y tonelaje, condiciones ótfas propias de los buques. Ba 
interesante recordar que en Francia, en donde el derecho ma- 
rítimo si' aplica ú n idamente a los barcos de mar ( na vire) y 
no a los buques que navegan por los ríos (bateau). la Corte 
de Casación, en Tallo de 2-1 de febrera de 1*44 influyó entre 
los barcos de mar a los que corresponde aplicar el derecho 
marítimo y no el régimen de los transportes terrestres, a lo» 
hloops, barcos y barcas de pesca; b) no basta que a una 
embarcación se le de el nombre de lancha par» considerarse 
sometida al régimen de los transportes terrestres. I¿a Suprema 
Corte de .Justicia de la Nación ha establecido en el fallo que 
se registra en el tomo 130, pág, 119 que no obstante ser un 
crédito que tiene ttt origen en el cobro de arrendamiento de 
una lam lni. es rom pétente para entender en la causa la justi- 
cia Federal en razón del destino, desde que hacía comercio 
con la ciudad do Montevideo. En ti aub-judiee se trata de 
lanchas que, en razón de las operaciones a que están destina- 
das, se internan muchas veces distancias considerables, más 
allá del mar territorial permaneciendo dur inte días dedicadas 
* la pesca. Resulta difícil comprender como estas embarea- 
iones. que navegan por alta mar, puede i hallarse sometidas 
al régimen del transporte terrestre; c) no puede decirse, ya 
que el hecho ha sucedido en diversos lugares del mundo, que 
las operaciones de pesca no puedan llegar a afectar las rela- 
ciones entre las naciones, por la posibilidad de concurrencia 
de estos transportes a lugares de pesca común. 

Que la interpretación de esos fallos versa h ,brc tópicos 
comprendidos dentro de tas disciplinas del derecho comercial 
y no del penal. 

Es por esas razones y lo dispuesto en los arts. 18 t iuc. 14) 
del Código de Procedimientos Penales de esta Provincia y 9, 
inc. b> de la ley 40ii:"> que el infrascripto resuelve: Declararse 
incompetente pura seguir entendiendo en la presente causa y 
remitir los autos a la Suprema -Corte de Justicia de la Nación 
a fin de que dirima la cuestión de competencia suscitada. 
Hágase saher esta resolución al señor Juez Federal de Azul. — 
Julia A. Negri, 
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Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

Esta contienda negativa de jurisdicción que se 
somete a V. E., se traba entre la justicia del crimen de 
Dolores y la federal del Azul; y tiene por motivo ha- 
berse declarado ambas sin jurisdicción para conocer 
en el proceso a que dió lugar un abordaje entre dos 
lanchas pescadoras, ocurrido a cuatrocientos metros/ 
aproximadamente, de la boca de entrada al puerto de 
Mar del Plata. El Sr, Juez de Sesión sostiene que am- 
bas embarcaciones se hallan sometidas al régimen de 
los transportes terrestres» atento su escaso tonelaje; 
de suerte que ocurrido el siniestro en aguas territoria- 
les de Ja Provincia de Buenos Aires, correspondería a 
la justicia ordinaria conocer en dicho proceso. 

Considero que el Sr. Juez de Dolores ha estado 
en lo cierto al no aceptar esas razones. Las lanchas pes- 
cadoras en cuestión están sujetas a reglamentos ema- 
nados de la Prefectura General de Puertos, y no de las 
autoridades locales de la Provincia de Buenos Aires; 
y además, si bien el hecho ocurrió a pocos centenares 
de metros de la costa, es normal y frecuente que lan- 
chas pescadoras de ese tipo, por las necesidades y ca- 
racterísticas de su propio tráfico, se internen mar aden- 
tro, ultrapasando el límite fijado en el art. 2340 del 
Código Civil. 

Agrégase a ello, que si bien el art. 2, inc. 8, de la 
ley N» 48 declaró ser de jurisdicción federal las causas 
originadas por "choques o averías de buque*", esa re- 
dacción lia sido ampliada por el art. 23, inc. 2*, al hacer 
extensiva la jurisdicción federal a "los delitos cometi- 
dos en aguas, islas o puertos argentinos". No cabe duda 
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do que el abordaje ocurrió en aguas argentinas; y tam- 
poco podría negarse que el sumario tenga por objeto 
esclarecer si la» maniobras que lo provocaron reves- 
tían carácter delictuoso. 

Pienso, pues, que la contienda debe decidirse esta- 
bleciendo ser competente la justicia federal. — Bue- 
nos Aires, mayo 21 tic 1043. — Juan Alvares. 

FALLO DE LA CORTE SITKEMA 

Buenos Aires, 30 de junio de 1943. 

Autos y vistos: Considerando: 

Que se trata cu el caso de una contienda de com- 
petencia entre el Juez Federa! del Azul y el de la jus- 
ticia local de Dolores, Provincia de Buenos Aires. Uno 
y otro lian declarado que carecen de jurisdicción para 
conocer en la causa incoada con motivo del naufragio 
por accidente de la laucha pesquera "General Bclgra- 
no", hundida por otra de la misma categoría, "Buenos 
Aires Querido " f el día 18 de diciembre de 1ÍHI, en 
momentos de hallarse aquella fondeada a 400 metros 
de distancia de* la Loen de entrada del puerto da Alar 
del Plata y sin que se registraran desgracias perso- 
nales. * 

Que la embarcación objeto del accidente y naufra- 
gio subsiguiente es una lancha pesquera cuyo desplaza- 
miento total no excedía de tres toneladas con cincuen- 
ta y uno. 

Que a pesar de ello, las lanchas aludidas en estos 
autos no forman parte, como aparejo o auxiliares do 
otras embarcaciones mayores, sino que tienen activi- 
dad propia destinada a la industria pesquera; no es- 
tán destinadas a la n aviación int ra portuaria ni dentro 
de los limites del mar territorial sino que, como lo ex- 
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presan el Sr. Juez de Dolores y el Sr. Procurador Ge- 
neral, habitualmente se internan mar afuera o alta 
mar, como que allí encuentran la mayor parte ele las 
especies más buscadas en la pesca marítima (besugo, 
brotóla, cortina, pcscadiUa y otras similares). 

Que son el Ministerio Nacional de Agricultura y la 
Prefectura General de Puertos los facultados para el 
ejercicio de la industria pesquera marítima y el re- 
gistro fie las embarcaciones y personal que la realizan, 
no Ja policía provincial. 

Que el art. 23, inc. 2% del Código de Procedimien- 
tos en materia criminal confiere a los jueces de sección 
la facultad de conocer 4 4 de los delitos cometidos en 
aguas, islas o puertos argentinos" y este precepto, 
posterior a la ley 48, modifica y amplía el inc. 2' del 
arl. 3 de la misma aparte que, como queda expresado 
en el anterior considerando, el mar —donde ocurrió 
el choque de autos y donde actúan las barcas pesque- 
ras—no tiene las naturales limitaciones extensivas de 
los ríos, islas o puertos, por lo que no es aplicable la 
jurisprudencia de esta Corto registrada en su colec- 
ción de Fallos: 184, 153, 189, 21; 194, 337. 

En su mérito y por los fundamentos concordantes 
del Sr. Procurador General y del Sr. Juez del Crimen de 
Dolores — fs. 43 — se declara y decido que el conocimien- 
to de esta causa corresponde al Sr. Juez Federal del 
Azul, a quien se remitirán los autos, haciéndose saber 
al Sr. Juez de Dolores en la forma de estilo. 

Roberto Repetto — Antonio Sa- 
gakna. — B, A. Nazar An- 
choren a. — P. Ramos Mé- 
JÍA. 
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JOSE PORTABALES Y OTTO HENZE v. IMPUESTOS 

INTERNOS 



JRSO EX TRAORD INA RIO : Sentencia definitiva. — Cuestión 
edenxl. Cama. Leyes dd Congreso, 

Es procedente el reeurso extraordinario fundado en la 
interpretación de lo» arts. 20 y 27 del texto ordenado de 
las leyes de impuestos internos, contra la resolución del 
Administrador General de la repartición que desestima 
el recurso de revocatoria, interpuesto por el recurrente 
contra una decisión que le imponía una multa menor de 
uien pesos. 

IMPUESTOS INTERNOS: Régimen repretívo. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Materia ajena, Citeatione» de 

hecho y prueba. 

Siendo irrevísible por medio del recurso extraordinario 
la sentencia apelada en cuanto considera probada la in- 
tención de defraudar de quien compró tabaco en infrac- 
ción a los arts. 65 y 71, ioc. f) de la Reglamentación Ge- 
neral, debe concluirse que procede aplicarle la penalidad 
establecida por el art. 27 del texto ordenado de las leyes 
de impuestos internos en su calidad de poseedor pre- 
vista en el art. 20, sin perjuicio de la sanción aplicada al 
vendedor. 




Dictamen del Departamento en lo contencioso 
Señor Administrador: 

En poder de Otto llenze se encontró un paquete conte- 
niendo íiliO prs. de tabaco picado, sin los valores fiscales acre- 
ditantes de] pairo del gravamen correspondiente, por lo que 
es del coso declarar a dicha mercadería en fraude y aplicar 
a su poseedor las sanciones penales establecidas en el art 27 
del T. O., sin perjuicio de exigirle el papo del impuesto omi- 
tido que asciende a la cantidad de $ 6,54, según liquidación 
de fs. 6. 

Por otra parte se lia comprobado que el tabaco en cuestión 
fué expendido en la situación de fraude apuntada, en la 
manufactura de José Portábales, quien además ha infringido 
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lo dispuesto en el art. 57 del T. O. por haber efectuado dicha 
venta al detalle, haciéndose pasible de la sanción penal del 
art. 28 del citado texto. 

El escrito de fs. 8 no contiene razones que legalmente 
constituyan eximentes de responsabilidad- y cu cuanto a José 
Portábales, no contestó la vista conferida. 

Depto. en lo Contencioso, enero 19 de 1942. 

Resolución del Administrador General de 
Impuestos Internos 

Buenos Aires, 28 de enero de 1942. 

Visto este sumario nüm. 4672-l*-941, seguido contra José 
Portábales y Otto Henze, domiciliados en Jorge Newbery 3432 
y Freyre 1617, Cap. Fed., respectivamente; atento al prece- 
dente dictamen y lo dispuesto en los arts. 20, 27 y 28 del texto 
ordenado de las leyes de impuestos internos; se resuelve* 

I») Imponer a Otto Henee la obligación de abonar en 
concepto de impuesto la cantidad de $ 6,54 m/n. 

2») Aplicarle una multa de $ 65,40 m/n., equivalente a) 
décuplo del impuesto omitido. 

3*) Imponer a José Portábales una multa de $ 100 m/n. 
por la infracción apuntada. 

4*) Hacerles saber que los referidos importes deberán 
depositarse dentro de los cinco días de notificada la presente 
en el Banco de la Nación Argentina, remitiendo a esta Ad- 
ministración los comprobantes de pago, bajo apercibimiento 
de ejecución. 

5») Efectuados los pagos, póngase en condiciones legales 
y de libre circulación el tabaco intervenido. — Carlo.% Acuña, 



Reconsideración de la resolución 

Buenos Aires, P de junio de 1942. 

Viato el escrito de fs. 12/13, por el cual Otto Heme 
solicita reconsideración de 1» resolución de fecha 28 de enero 
ppdo., y 

Considerando : 

Que la jurisprudencia judicial que se invoca en el es- 
crito de fs. 12/13 no es de aplicación en el presente caso, en 
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el que no so justifica la falta de intención de defraudar que 
determinó n la Suprema Corlo de .Tustú-ia a no «plisar sau- 
rines penales en el caso Searceita F. y (,'ía. 

t^ue ln resolución recurrida fe ajusta a la doctrina ex- 
puesta por el citado tribunal en el caso Bernardo Martínez 
y Cía., tambi.'u invocado por el recurrente, eu donde dijo que, 
¿i liH-ti id art. :tti de la ¡i y :>7*>4 uo sanciona la violación 
formal de las disposu-iones b-irn ello no es ónice pura que 
en determinadas circunstancias la intención tic defraudar pue- 
da presumirse, 

Que en el *ttfr i«dící no es exeusahle la omisión del gra- 
vamen porque el comprador no podía ignorar, por ser pu- 
hliro y notorio, que el tabaco es materia gravada eon impuesto 
IQterUO; y (¡no éste SO justifica eon el instrumento fiscal. 

t^uo por Último, cabe asrreirar que el art. *J0 del texto 
ordenado de las leyes «le impuestos internos, determina la res- 
ponsabilidad, tanto del poseedor de los artículos hallados en 
infracción, como la del que se la trasmitió en tales condicio- 
nes; vale decir, que la pena de este ultimo, no excluye la que 
podría corresponder a aquél; por tanto, se resuelve no hacer 
lugar a la reconsideración interpuesta por otto lienzo. — 
Carlos Aniña. 



Dictamen uel Paoru¡.\n<>u (Jkneral 
Suprema Corte: 

Procedo en osle raso el reenrso extraordinario con 
arreglo a la jurisprudencia sentada por V. K. en 190: 
444 y lí>1 : f>14 (y los allí Citados); pero tan sólo en 
cuanto so refiere a la procedencia de la multa impuesta 
al ¡"©cúrrente pues por lo que al impuesto respecta, sn 
repetifióu sólo i-alie por vía do juicio ordinario. Puede 
admitirse asimismo el uso provisional de papel simple 
atento lo resuelto por la Corte in-re Pfahler y Cía, v. 
Impuestos Internos, sentencia de noviembre 8 de lO.'ío". 

En cnanto al fondo del n santo, el Sr. Adminis- 
trador General de Impuestos Talemos lia fundado su- 
ficientemente a fs. 17 la justicia de imponer a don 
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Otto íleiue el pairn tic una tmiltn de * (1*1,40 romo ad- 
qui rente ilc mercaderías que eludieron el impuesto fis- 
cal. Es en el fondo la doelrina del caso 17í>: 141. Co- 
rresponde, pues, confirmar dielin resolución por sus 
fundamentos y ron costas. Ahí lo solibio. Buenos Aires, 
julio 7 tic 1042. — Juan .l/fwr.\ ■ 



FALl.i» pk LA < oUTl KITUKMA 

Buenos Aiit I, ;U> de junio de tíH.'í, 

Y vistos; El recurso extraordinario interpuesto 
por Otto lienzo contra la resolución de la Adminis- 
tración (lencral de Impuestos hitemos quo lo conde- 
nó al pago de i mimes lo y mulla por infringir la ley 
37t¡4 T. O. sobre impuestos internos; y 

Considerando: 

Que el recurso procede por los fundamentos quo 
expresa el señor Procurador t leñera 1 de la Nación y 
jurisprudencia que menciona, 

Que *»1 recurrente (Uto llen/.e aparece convicto y 
e< .feso de babor adquirido taimen en el eoincrcio do 
loriábalas en infracción a los trrts. (¡5 y 71, inc. f) do 
la Reglamentación Hencral de Impuestos Tntornos, 

Que no entra en los límites del recurso extraordi- 
nario la función de re visar las resoluciones apeladas 
en lo i eferente a la cuestión tío lieclio y prueba relativa 
o la existencia o no de Intención o ánimo de defraudar 
en el infractor, y en consecuencia, resulta correcta la 
aplicación del nrt. 27 í?, O. de la ley. 

Que no es exacto que haya diferencial o desigual 
aplicación de la ley por excluirse de sanción al comer- 
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cianto Portábales (memorial de fs. 11, Cap, II), pues 
éste fué condenado por la resolución de fs. 9, 

En su mérito se confirma la resolución apelada en 
cuanto pudo ser materia del recurso. Hágase saber y 
devuélvanse. 

Ajctunio Saoarna. — B. A. Na- 
zab Anchorena. P. Hamos 
IÍbjía. 



AMALIA ARROTEA DE MUÑOZ v. PROVINCIA DE 

CORDOBA 

JURISDICCION f Jurisdicción originaria. Causas en que es parís 
km provincia. Cuestiones constitucionales. 

Corresponde a la Corte Suprema conocer originariamen- 
te en el juicio sobre repetición de un impuesto impug- 
nodo como inconstitucional, promovido por un vecino de 
otra provincia. 

IMPUESTO: Confiscación. 

Para determinar si el impuesto territorial es confisca to- 
rio debe tomarse como criterio básico el promedio de las 
utilidades líquidas de la propiedad. 

IMPUESTO: Confiscación, 

Para fijar la proporción de utilidad de un inmueble ab- 
sorbida por la contribución territorial que lo grava, co- 
rresponde tomar como base el monto de aquélla sin el 
descuento hecho al dueño por su pago anticipado. 

CONSTITUCION NACIONAL: Constitttcinnalidad e inconstitucio- 
nalidad. Impuestos ¡/ cont rituttiones provinciales. Territorial. 

Es violatorio del art. 17 de lu Constitución Nacional el 
impuesto territorial establecido por la ley 3787 de la Pro- 
vincia de Córdoba en cuanto absorbe la Venta que el cam- 
po bien exnlotado produce a su dueño, en una proporción 
del 38,44 % según el perito tasador, y del 93,53 %. según 
los cálculos del perito contador realizados sobre la base 
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del promedio de utilidades obtenido mediante el cómputo 
de los beneficios y las pérdidas producidos durante varios 
años t inclusive aquellos en que la pérdida ha sido extra- 
ordinaria. 

s 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

Corresponde a V, E. conocer originariamente en 
esta causa por tratarse de demanda contra la Provin- 
cia de Cóidoba y haberse puesto en tela de juicio la 
constitucionalidad de la ley N* 3787 de dicha provincia. 

■ 

En lo sustancial, dicha demanda se funda en el ca- 
rácter confiscatorio que la actora atribuye a la refe- 
rida ley, pues si bien al iniciar el juicio sostuvo que la 
misma crea categorías arbitrarias de contribuyentes y 
fuerza a los propietarios a enajenar sus inmuebles vio- 
lando los arts. 16, 67, inciso 11 y 108 de la Constitución 
Nacional (fs. 19 y vta.) —cuestiones que, por otra par- 
te, ha desestimado ya V. E, en 190 : 231— en su alegato 
limita la impugnación a sostener que el monto de la 
tasa resulta incompatible con el derecho de propiedad 
asegurado por el art. 17 del Estatuto citado. 

Bajo tal concepto, la solución del caso comporta 
apreciar una cuestión de hecho librada por completo 
al prudente criterio de V. E. Me permito, sin embargo, 
recordar la reserva que hice en la causa antes citada 
y en otras más, sobre el monto a devolver para el caso 
do prosperar la demanda. — Buenos Aires, agosto 29 
de 1942. — Juan Alvares', 
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FALLO DE LA CORTE BUPKEMA 

li iien os Aires, 30 de junio de 1943. 

V vistos: Kl juicio de jurisdicción originaria dedu- 
cido por Amalia Arrotea de Muñoz — hoy su sucesión — 
contra hi Provincia de Córdoba, sobre inconslitucio- 
nalidad ¡le la ley provincial 3787 y devolución de su- 
mas de dinero. 

Resultando: 

Que a í's. 10 se presenta Rafael Alberto Palome- 
que ci representación de Amalia Arrotea de Mnñoz 
demandando a la Provincia de Córdoba por devolu- 
ción do la suma de $ 41.718.ÍÍ0 m u., cobrada por la de- 
mandada en virtud de la ley provincial 37H7, que esti- 
ma inconstitucional eti lo que se refiere a la aplica- 
ción ib* la contribución directa. Dice: que su mandante 
es propietaria de «los fracciones de campo ubicadas en 
la Provincia de Córdoba, Departamento Presidente Ro- 
que Sácnz Peña, cuyos linderos da, y cuyo dominio 
consta inscripto cu el Registro de ta Propiedad de la 
demandada al nfim. 2<!0, folio 1 sil vía., t. V del proto- 
colo de Marcos Juárez: que su mandante pagó bajo pro- 
testa, en una sola cuota el importe de la contribución 
territorial por ambas fracciones correspondiente al 
año 1930] que a su mandante le correspondió pagar eso 
año en concepto de contribución territorial la suma do 
$ 75.852, cuando la misma contribución e] año anterior 
era de ¡f 34.133.40, de un año a otro aumentó en más 
de 100 r .' ; que la diferencia en más que ha tenido que 
pagar por el año 1939 os de * 41.7lS.fi0 m/n., cuya de- 
volución demanda en este juicio ; que la contribución 
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anual por hectárea es de tres pesos once centavos so- 
bre un aforo excesivo de ciento setenta y cinco pesos 
por hectárea término medio, lo que supera el valor 
venal de la tierra, de manera que la tasa impuesta de 
20 por mil se convierte prácticamente en un despojo 
puesto que absorbe más de la renta anual producida por 
el bien gravado; que de los antecedentes de la ley se 
desprende que su propósito no tiene nada de fiscal 
sino una finalidad social de enérgica e injusta hostili- 
dad hacia los propietarios de campo, que responde a 
un programa de partido y conspira contra el derecho 
de propiedad consagrado por la Constitución Nacional; 
que funda el derecho de su mandante en el art. 17 de 
ln Constitución Nacional, cuyo espíritu y letra lian sido 
francamente violados por la ley de Córdoba en su art 
12; que la escala fijada es violatoria de la ley, pues el 
impuesto ahsorlw la totalidad de la renta que, se su- 
pone, produce la tierra y obliga a los propietarios a 
trabajar gratuitamente; que la ley establece en reali- 
dad una expropiación de hecho eontraria al art, 1324 
del Código Civil y por lo tanto a los arts. 67, inc. 11 
y 108 de la Constitución Naeional ; que dada la finali- 
dad con que ha sido creado el impuesto, la división de 
las grandes propiedades, deja de ser un impuesto para 
ser un despojo y extralimita las facultades impositivas 
de las provincias; que su mandante, a pesar do todo su 
empeño pura sacar de sus tierras la mayor renta, ha 
obtenido desde 1932 un beneficio neto anual de pesos 
30.ÍKÍ0,ÍU m/m y como el impuesto aplicado es ma- 
yor en $ 41.718,60 al de los años anteriores, la pérdida 
que se produciría por año sería de $ 35.000; que la ca- 
tegoría espeeial que se ha creado es arbitraria. Termi- 
na, después de citar casos de jurisprudencia, pidiendo 
se haga lugar a la demanda declarando inconstitucional 



la ley impugnada y condenando a la Provincia a devol- 
ver la suma reclamada, sus intereses y las costas del 
juicio. A fs. 35 la actora amplía su demanda por el ex- 
ceso de impuesto pagado por el año 1940 o sea por la 
suma do t 41.718,60, lo que eleva la suma reclamada a 
$ 83.437,20 m/n. 

Que corrido traslado de la demanda y su amplia- 
ción, ambas fueron contestadas a fs. 42 por Manuel 
Goldstraj en representación de la Provincia de Cór- 
doba pidiendo, sin negar los pagos ni las protestas, el 
rechazo de la demanda, con costas. Dice: que la tasa 
progresiva del impuesto establecida por la ley 3787 
no es arbitraría, sino legítima; que no es confisca torta 
porque apenas absorbe el 2 % del valor del aforo de 
las tierras, siempre inferior al valor real o venal; que, 
por lo tanto, no se ha violado el art. 17 de la Constitu- 
ción Nacional; que es evidente que no hay tal expro- 
piación ni violación del art. 1324 del Cód. Civil y, por 
lo tanto, violación del art. 67, inc. 11, de la Constitu- 
ción, ni algún otro; que el impuesto es por todas sus 
características un impuesto y no un despojo, aunque 
a la actora le parezca alto; que el impuesto no está 
inspirado en un propósito hostil contra cierta categoría 
de contribuyentes, es un impuesto sancionado para be- 
neficiar a toda la colectividad con su producido y no va 
dirigido contra nadie en particular; que no es verdad 
que existan categorías especiales de contribuyentes, 
todos contribuyen de acuerdo a la importancia real de 
su propiedad; que su representada lia dictado la ley 
en ejercicio de facultades que le son propias c irrenun- 
ciables, autorizada en virtud del art. 104 de la Cons- 
titución Nacional ; que el impuesto y la ley impugnados 
son perfectamente constitucionales, como lo ha decla- 
rado esta Corte en casos análogos. 
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Que abierto el juicio a prueba se produjo la que 
indica el certificado de fs, 241, las partes alegaron a fs, 
243 y 258, a fs, 274 se expide el señor Procurador Gene- 
ral de la Nación y a fs. 274 vta. se llama autos para 
sentencia. 

Considerando : 

Que el caso corresponde a la jurisdicción originaria 
de la Corte, como lo dictamina el señor Procurador 
General de la Nación, por tratarse de una demanda ini- 
ciada por un vecino de la Capital contra un Estado fe- 
deral y controvertirse la validez constitucional de una 
ley de ese Estado. Arts, 100 y 101 de la Constitución 
Nacional, Art, 1», ley 48. Art. 20, ley 4055. Fallos : 194, 
144 y los allí citados. 

Que los pagos y las protestas invocadas no han 
sido negados por la demandada, la que limita su defensa 
a la cuestión constitucional planteada, y, por su parte, la 
actora en su alegato de fs. 258 limita también su deman- 
da al carácter confisca torio del impuesto. 

Que la pericia de fs. 163 llega a las siguientes con- 
clusiones: se trata de un campo de 24.384 hectáreas y 
fracción, de aspecto sumamente llano y tendido, cuyas 
principales diferencias están constituidas por la dis- 
tinta calidad de las tierras y de un valor total de pesos 
3.660.172,76 m/n.; es apto para ganadería si Be le 
explota muy aliviado, el trigo da un rinde muy medio- 
cre y el maíz fonjísimo; puede obtenerse un arrenda- 
miento de nueve pesos por hectárea para agricultura y 
diez para ganadería, siempre que so trate del campo 
con mejoras; los que no tienen mejoras, de seis a siete 
pesos, y los inferiores, bajos o bajos salitrosos, sólo 
podrían entrar en arrendamientos que comprendieran 
fracciones buenas, pues separadamente su valor sería 
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muy bajo; o! valor medio del arrendamiento podría 
calcularse entre ocho y nueve pesos, este último precio 
de difíeil obtención; el impuesto representa tres pesos 
cuarenta y seis centavos por hectárea. 

Que sctfán la pericia de fs. 231, la contabilidad de 
la actora es llevada en perfecto orden, anotándose his 
operaciones en libros auxiliares y principales, y de su 
estudio resulta : 1' Que anualmente se practican los ba- 
lances correspondientes y en ellos figura el estableci- 
miento "La Amalia*' con un vaior que no se altera 
•desde 1933 y que concuerda aproximadamente con la 
avaluación fiscal; 2 ? Que la fracción situada en Córdo- 
ba, que es de la que se trata, estaba avaluada para el 
impuesto fiscal en $ 3,792.600, y desde 1939 inclusive en 
f¡ 4,214,000 que es la misma que corresponde n 1933; 
3 T Que las utilidades correspondientes, a la fracción 
situada eu Córdoba deben deducirse por medio de una 
relación proporcional, distribuyendo el beneficio de 
cada año en relación a la superficie del campo de cada 
una de las fracciones, operación que arroja como utili- 
dad inedia anual para la fracción situada en Córdoba, 
tomando nueve años de explotación, la cantidad de pe- 
sos 90.100,53 m/n., y como la contribución directa es 
de ♦ 75.852 si el pago se hace por anticipado con el lOfo 
de descuento, y do í 84.280 si se hace sin ese descuento, 
el impuesto representa el 84.18/6 % del beneficio en 
el primer enso y el 93.53/9 % en el segundo —planilla 
13/2, fs. 22K~; 4° Que con anterioridad a la sanción 
de la ley i uq manada el por ciento del mismo impuesto 
era do 40,62/á % — véase la misma planilla. 

Que esta Corte lia tenido oportunidad de pronun- 
ciarse en casos análogos, con relación a la misma ley 
de ta provincia demandada. En el caso que se re.íristra 
en el T. 190, pág; 231, ha juzgado dicha ley en varios 
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sus aspectos constitucionales y, con relación a su 
ácter confiseatorio, hu admitido como criterio básico 
el promedio de las utilidades líquidas de la propiedad, 
por considerar que no puede tomarse como base "el 
hecho circunstancial y transitorio de una crisis de los 
valores lo cual, en determinado momento, puede llegar 
a lu pérdida de las cosechas, a la des valorización de 
los productos agropecuarios, a la insuficiencia del pro- 
ducido territorial para pagar los gastos do explota- 
ción; esas crisis, de origen natural o político social, 
que conocemos por dura experiencia, desmedran el va- 
lor o el precio de la propiedad y la consiguiente baja 
de la renta, [tero lauto la Nación como las provincias 
no modifican sincrónicamente, ni la tasación o valua- 
ciones ni la tasa del impuesto, porque el sostén de la 
administración, el cumplimiento de los compromisos en 
el exterior, la defensa nacional y los otros fines esen- 
ciales enunciados en el Preámbulo de la i'onstitución 
no permiten cambios instantáneos en el presupuesto". 
En este caso declaró que el impuesto territorial esta- 
blecido por Ja ley X* 3787 de Ja Provincia de Córdoba, 
que absorbe más del 50 % de las utilidades que produce 
el inmueble rural gravado, no obstante ser éste explo- 
tado en forma racional y eficiente y de acuerdo a sus 
condiciones y posibilidades, es confisentorio y violato- 
rio del art. 17 de la Constitución Nacional, En el caso 
del mismo tomo, pág. 309, declaró que no es confisca- 
torio el impuesto que absorbía solamente el 27.75 %. 
Posteriormente, en el caso del T. 194, pág. 428, declaró 
confisca torio el impuesto que absorbía la casi totalidad 
de las utilidades, y por último, en T, 105, pág. 250, de- 
claró confisca torio el impuesto que absorbía el 50 %. 

Que aplicando la doctrina de los casos citados, doc- 
trina uniforme que esta Co- l e lia aplicado invariable- 
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mente en defensa del derecho de propiedad consagrad© 
por el art. 17 de la Constitución Nacional en numerosos 
casos, cuyos fundamentos no es necesario repetir tu 
extenso, es indudable el carácter confisca torio del im- 
puesto en el presente caso en el que, como queda de- 
mostrado» absorbe el 84.18/6 % del beneficio en el caso 
más favorable de pago adelantado, pero que en reali- 
dad representa el 93.53/9 % a estar a la tasa fijada, 
ya que el descuento es una compensación por la forma 
de pago más favorable al fisco. 

Que aun cuando se considerase que el promedio 
de utilidades no representa la realidad, por incluirse 
para determinarla años en que se produjeron perdí- 
das, lo que no es contrario a la realidad, la conclusión 
no variaría, pues si se prescinde del término medio y 
se calcula la gravitación del impuesto sobre el produci- 
do del campo, agregándole al producido medio el valor 
del impuesto, éste representa por el año 1939 el 
52.16/2 % y para el año 1940 el 33.42/6 % —véase pla- 
nilla 4/2 a fs. 201—. Si bien esta última proporción 
está en el límite que esta Corte ba aceptado en otros 
casos (160,247; 190,159) es de tenerse en cuenta que 
su disparidad con relación al año anterior y al término 
medio general, no permite tomarlo como base de jui- 
cio. Por otra parte, la pericia de fs, 163 le atribuye al 
campo, como se ha dicho, un arrendamiento máximo 
de nueve pesos por hectárea y como el impuesto im- 
porta tres pesos cuarenta y seis centavos por hectárea, 
su gravitación en la renta posible sería de 38.44 %. 
Siempre el impuesto tomaría una parte sustancial de 
la renta, vulnerando el principio de inviolabilidad de 
lu propiedad. Esto es confirmado si se observa que el 
impuesto aumentó de 36.603,49 pesos antes de la san- 
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ción de la ley impugnada, a pesos 84.280 después de su 
vigencia —planilla 13/2 fs. 223.— 

Que no correspondo declarar la aplicabilidad de la 
ley 3049 de la provincia demandada, como ésta lo pre- 
tende en su alegato. El pronunciamiento de la Corte 
debe limitarse al caso planteado: constitucionalidad o 
inconstitucional ¡dad de la ley en cuya virtud se ha 
cobrado el impuesto que se pretende repetir. La apli- 
cabilidad o inaplicabilidad de una ley posterior es aje- 
na al juicio y la resolución del punto importa ría una 
declaración general y abstracta totalmente improceden- 
te. Fallos : 524 y los citados en su primer consi- 
derando. 

Por estos fundamentos y lo dictaminado por el 
Sr. Procurador General de la Nación, se declara que 
la ley 3787 de la Provincia de Córdoba, en su aplica- 
ción al caso ele autos, es contraria al art 17 de la 
Constitución Nacional y se condena a la Provincia a 
devolver a la nctora, dentro del término de treinta días, 
la suma de ochenta y tres mil cuatrocientos treinta y 
siete pesos con veinte centavos moneda nacional, sus 
intereses desde la notificación de la demanda a estilo 
de los que cobra el Banco de la Nación Argentina y tas 1 
costas del juicio. Notifíquese, repóngase el sellado y 
oportunamente archívese. 

Roberto Rkcetto. — Antonio Sa- 
ga b na. — B. A. Nazab Ancho- 
iiena. — F. Hamos Mejía. 
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HECTOR G. CASARES v. PROVINCIA DE 
BUENOS AIRES 

AFIRMADOS. 

RETRO A C TI VID Ai): Leyes administrativas. 

La circunstancia de que los trabajos de construcción del 
camino de Echeverría a Cañuelas realizados por el Gobier- 
no Nacional, hubieran llegado solo en parte hasta el frente 
del campo del actor con anterioridad a la sanción de la 
ley 4117 de la Provincia de Buenos Aires, carece de im- 
Itorlancia a los efectos de imponerle el pago de la contri- 
bución de mejoras establecida por dicha ley, pues en nues- 
tro régimen constitucional sólo las leyes penales no pueden 
tener efecto retroactivo y aquel gravamen se hnlla auto- 
rizado por Ta ley nacional 11.658. 

AFIRMADOS. 

El art, 11 de la ley 4117 de !a Provincia de Buenos Aires 
se refiere a los caminos que hayan sido construidos con los 
fondos de la ayuda federal o por la Dirección Nacional 
de Vialidad y no solamente a los nuevos que se construyan ; 
por lo que el decreto reglamentario que así lo establece no 
es atacable como violatorio de la misma. 

AFIRMADOS. 

RETROACTIVIDAD: Letjts administrativas. 

La doctrina del derecho adquirido es inaplicable ul caso 
en qne sólo se cobra al dueño de un inmueble una parte 
del beneficio emergente de la obra pública realizada. 

AFIRMADOS. 

RETRO ACTIVIDAD: Leyes administrativa*. 

Es improcedente la demanda sobre repetición de la contri- 
bución de mejoras referente al camino de Echeverría a Ca- 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 
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fmclas — Provincia de Buenos Aire*— fundada on que 
aquélla Ka sido cobrada en virtud de un decreto reglamen- 
tario que .se aparta de lo depuesto por la ley local 4117 y 
en uní' cuando ¿sta y la ley nacional tl.HóS fueron sancio- 
nadas el dueño del inmueble gravado había obtenido ya 
incorporado a su p>itriiiionut. sin desembolso alguno, todos 
los beneficios derivadas do la construcción <i<*I camino por 
el t.'nhieniu Nacional 

DicTaMES DEL PROCURADOR GENERAL 

Suprema Corto: 

La ley nacional de vialidad 11.658, dictada a prin- 
cipios de octubre de 1032, estableció que las provincias 
descosas de goznv ayuda federal para la construcción 
de caminos, debían, entre otras obligaciones, exigir una 
contribución de me joras con destino al fondo provincial 
do vialidad sobre los inmuebles beneficiados por la cons- 
trucción de caminos nacionales; esto es, que los dueños 
«le esos predios, y i que no pagaban suma alguna al te- 
soro nacional por concepto de tal beneficio, contribu- 
yeran cuando menos a costear pavimentos en otras par- 
tes de la provincia, desprovistas de ellos. La de Bue- 
nos Aires no hizo esperar su adhesión : el 8 de noviem- 
bre del mismo ano, promulgó la ley 4117 que en su parte 
pertinente dice así: 

*'Art. 11. — Todas las propiedades ubicadas hasta 
los cinco kilómetros a ambos lados tic los caminos afir- 
mados, o superficie rodante mejorada, construidos con 
fondos do la ayuda federal o por lo Dirección Xacinual 
dv Vialidad, abonarán el cincuenta por ciento del ma- 
yor valor adquirido por la tierra partir del año, y 
dentro de los dos a tíos de librado * 7 camino, n hts cami- 
nos, a servicio publico, de acuerdo con la reglamenta- 
ción que dictará el Poder Ejecutivo, quien contemplará 
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h\ situación tic los propietarios cuyas lineas estuvieren 
¡ifcetadas al pago de otros pavimentos". Otras disposi- 
ciones de difluí ley permitían efectuar el pago en doce 
cuotas semestrales; y e) art. 15, que transcribiré más 
adelante, incluyó entre las propiedades sujetas al im- 
puesto del art. 11, las ubicadas a cinco kilómetros a cada 
lado del eje de ios caminos de Morón a Lujan, y de 
Lujan a Mercedes, cambiando así el sistema de contribu- 
ciones míe para estas últimas establecieran ante las le- 
yes provinciales f!S97 y 4051 (pago por los propietarios 
linderos, hasta cinco kilómetros de fondo a cada lado, 
do un sesenta por ciento del costo). 

Vigente este sistema, I). Héctor Gustavo Casares, pro- 
pietario de tierras a las que el nuevo gravamen afecta- 
ba, pagó bajo protesta * 2.371,78 % por tal concepto, 
y demanda abora su devolución a la Provincia de Bue- 
nos Aires, sostenieudo tratarse de cobros ilegales y vio- 
la torios de la Constitución Nacional. Tanto por ser el 
actor vecino de esta ciudad (fs. 20 y vta.), como por 
la materia tratada, el caso cae indiscutiblemente bajo 
la jurisdicción originaria de V. E. 

Por lo que al fondo del asunto respecta, considero 
útil la discriminación de si se trata o no de pavimento 
librado al servicio antes de rjegií la ley provincial 4117. 
Los informes obrantes a fs. 54 y 69. revelan que con 
anterioridad al 8 de noviembre de 1ÍW2, feeba de la pro- 
mulgación de la ley aludida, sólo estaba abierto al públi- 
co la parte del camino señala» la con tinta negra en el cro- 
quis de fs. 51, o sea el tramo que arranca de Esteban 
Echeverría y llega hasta 261.61 metros antes de Esta- 
ción ('asares; tramo que fué definitivamente recibido 
en lí):í.*í, así como el resto del trayecto hasta Cañuelas. 
Situado con referencia a esos datos el plano presentado 
por el actor como correspondiente a sns tierras (fs. 8), 
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y ios que obran a f s. 36 de estos autos y 5 del expedien- 
te administrativo adjunto, resultaría que sólo una frac- 
ción de ellas enfrentaba a pavimento terminado antes 
de dictarse la ley. No encuentro en autos elementos de 
criterio suficientes para fijar con precisión a cuánto 
ascienda esa superficie, pero bastaría una sencilla ope- 
ración geodésica para determinarla. 

Por lo que respecta a la fracción gravada antes de 
librarse al público el pavimento, pienso que no cabe 
cuestionar el derecho de la provincia. Se trataría de 
una mejora, de un mayor valor producido a favor del 
Si\ Casares cuando ya regía ley estableciendo impues- 
to por tal concepto. No advierto cómo pudieran los par- 
ticulares invocar "derechos adquiridos" para gozar 
gratis y para siempre de lo que no costearon, simple- 
mente porque en el pasado nada se les cobró por ellos, 
A primar tal doctrina, todo nuevo impuesto sería im- 
posible, y también cualquier aumento de los existentes, 
pues sí, por ejemplo, al propietario de un campo sólo 
se le exigió ayer cierta cuota por contribución directa, 
habría adquirido en forma irrevocable el derecho de que 
tal cuota no se modificara en el futuro; doctrina incon- 
ciliable con el carácter de anuales o periódicos que sue- 
len ícner los impuestos y tasas. Por otra parte, del pro- 
pio texto de la demanda se desprendo que el actor no 
impugna la ley 4117, sino .simplemente el art. 3 do su 
decreto reglamentario, dictado por el P, E. con fecha 
29 de noviembre de 1935, en cuanto declara sujetas a 
impuesto las propiedades situadas paralelamente al ca- 
mino de Esteban Echeverría a Cañuelas. 

Con referencia a la fracción cuyo pavimento esta- 
ba construido antes de dictarse la ley 4117, aunque el 
caso resulte menos claro, tampoco encuentro que sea in- 
constitucional la ley, o lo sea el decreto por apartarse 
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de ella ; y si aaí lo entendiera también V. E., sería inne- 
cesario entrar al estudio de la constitucionalidad de 
otro artículo de aquella —el IT— que autoriza al P. E. 
para poner en vigencia provisionalmente y por decreto 
cualquier interpretación o aclaración, ínterin la legis- 
latura se pronuncia al respecto. Dice así el texto impug- 
nado (folleto, fs. 27, pág. 12) r 

"Art. 3. — Quedan asimismo comprendidas dentro 
de las disposiciones del presente decreto las propieda- 
des situadas hasta los cinco kilómetros a uno y de otro 
lado de los caminos de Morón a Lujan, y de Lujan a 
Mercedes (leyes 3897 y 4051) y los caminos nacionales 
de Pergamino a San Nicolás y de Campo de Mayo a San 
Fernando por Báñenla r i —ramal Aeroposta, de Esteban 
Echeverría a Cañuelas, . . construidos y terminados por 
la -Cación con fondos del sobreprecio a la venta de ñaf- 
ia y con imputaciones a la ley 4117'*. 

Y el art. 15 de la ley 4117 que se reglamenta : 
"Las propiedades ubicadas dentro de los cinco ki- 
lómetros a caí la lado del eje de los caminos de Morón a 
Lujan y de Lujan á Mercedes (leyes 3897 a 4051) abo- 
narán, de acuerdo u lo establecido en el artículo 11 de 
esta ley, el 50 por ciento del mayor valor adquirido, que 
so determinar' dentro de los seis meses de promulgada 
esta ley, para el camino le Morón a Lujan y en la forma 
prescripía por el artículo 11, para el camino de Lujan 
a Mercedes, quedando derogada la contribución estable- 
cida por la primera parte del segundo apartado del in- 
ciso c) del artículo 1* de la ley número 3897, de fecba 
4 de noviembre de 1926". 

Conceptúo que no existe extralimitado» de faculta- 
des por parte del Poder Ejecutivo de ta Provincia de 
Buenos Aires t ya que: 
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a) Kl art. 11 a que me vengo refiriendo, liace obli- 
gatorio el pago del impuesto al mayor valor para todos 
tox habitantes de la provincia cuyos predios se haUéu 
situados dentro de chico kilómetros de fas caminos cons- 
truidos por la Dirección Nacional de Vialidad, sin rxcep- 
ción alguna; 

b) las disposiciones relativas a los camino de Mo- 
rón a Lujan y de ésta a Mercedes lejos de constituir 
excepción, los incluyen en el régimen de la ley 4.117, 
aparte de que el sistema anterior tampoco eximía de 
pago a los propietarios linderos de dichos caminos, se- 
gún acabo de expresar; 

c) si bien el de Esteban Echeverría a Cañuelas fué 
Comenzado por el gobierno nacional antes de crearse la 
Dirección Nacional do Vialidad, no es menos cierto que 
intervino cu su eoiistmeción otra oficina del mismo go- 
bierno i|ue entonces se llamaba Dirección General do 
Vialidad; 

d) no cabe razonablemente nacer distingos entre 
una y otra repartición a los efectos de este litigio, aten- 
to el texto del art. 1* de la ley ll.u"58: "desde ia pro- 
mulgación de la presente, la actual repartición denomi- 
nada Dirección General de Vialidad constituirá una ins- 
titución que será regida por las disposiciones de esta 
ley"; simple cambio de nombre y aumento de atribu- 
ciones del agente, sin discontinuidad de la obra camine- 
ra «jüe realizaba el Gobierno; 

e) nada hay en ia discusión de la ley 11.658 que 
autorice a pensar quisiera el Congreso crear una excep- 
ción a favor do los propietarios próximos a caminos ya 
construidos; y como las ventajas resultantes del cami- 
no son de carácter permanente, el no habérsele exigido 
antes n (.'asares, suma alguna en compensación de tales 
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beneficios, no comporta a su favor un derecho definiti- 
vamente adquirido; 

f) las palabras vertidas durante el debate parla- 
mentario por el diputado Xoblc (Sesiones, 1932, T. VI, 
pág. 616), concuerdan eon cuanto acabo de manifestar; 

*'No es el momento de exponer las razones que ha- 
cen del impuesto al mayor valor en todos los casos, uno 
de los gravámenes más justos y razonables y de mayor 
y más beuúfica influencia. Baste destacar la circunstan- 
cia invariablemente observada de que todas las obras 
públicas, urbanas o rurales, a cargo directa o indirec- 
tamente del Estado, lian creado beneficios y acrecenta- 
do riquezas, sin que su costo incidiera siquiera en míni- 
ma parte sobre quienes las recibían. La construcción 
de obras públicas, ha llegado i\ ser así entre nosotros, 
una industria derivada y estimulada muchas veces pol- 
la especulación. El país sufre hoy las consecuencias de 
esa política: paga caro la improvisación de los gobier- 
nos que no supieron contener la arbitraría e ilógica va- 
lorización de los campos y que, tolerando el enriquecí' 
miento fie unos pocos, han contribuido a sumir en la 
afligonte situación actual a los productores agrarios. . . 
Importa una saludable reacción este gravamen, basado 
en el principio de equidad de hacer partícipe al Estado 
de los beneficios que de su acción se derivan para los 
particulares". 

A mérito de lo expuesto, y no habiendo el actor de- 
mostrado la tacha de ilegalidad c inconstitncionalidad 
base de su demanda, correspondería desestimarla. Bue- 
nos Aires, mayo fl de 1942. — Juan Alvares. 
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Buenos Aires, 2 de julio de 1943. 

Y vistos: Los seguidos por don Abel Houssay en 
representación d*, don Héctor Gustavo Casares contra 
la Provincia de Buenos Aires de cuyo estudio resulta : 

A fs. 12 se presenta el citado apoderado demandan- 
do a ta Provincia de Buenos Aires para que se declare 
inconstitucional el decreto dictado por el Poder Ejecuti- 
vo de dicha Provincia en acuerdo general de ministros, 
el 2í> de noviembre de 1935, en su artículo 3*, y se con- 
dene a la demandada a la devolución de la suma de 
$ 2.371,78 sus intereses y costas. Dice que su mandante 
os propietario de la fracción de campo ubicada en el 
partido de Cañuelas, Provincia de Buenos Aires, cuya 
medida y linderos constan en el título que acompaña. 
En su condición de propietario, su mandante fué reque- 
rido por la Dirección de Rentas de la Provincia que le 
intimó el pago de un impuesto en concepto de contribu- 
ción de mejoras y como consecuencia de la construcción 
del camino que une las localidades de Esteban Echeve- 
rría y Cañuelas. Su mandante, en unión de otros con- 
tribuyen teR, ocurrió ante el Gobierno de la Provincia so- 
licitando que dejara sin efecto tal reclamo. Adujeron 
que el camino de referencia había sido autorizado y cons- 
truido con anterioridad a las leyes 11,658 y 4.117, na- 
cional y provincial respectivamente. La gestión fué des- 
estimada, con lo que se ve en la necesidad de promover 
esta demanda. 

Los trabajos para la construcción del citado camino 
se iniciaron en ejecución de lo dispuesto cu el decreto 
del Poder Ejecutivo Nacional de fecha junio 17 de 1928, 
cuyo artículo 1* establecía: "Autorízase a la Dirección 
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General de Puentes y Caminos para liam.tr a licitación 
pública por el término de cuarenta y cinco días a efecto 
de realizar la macadanización del camino de la Capital 
Federal a Cañuelas a continuación de la sección adoqui- 
nada por el Gobierno de la Provincia do Buenos Aires, 
comprendida entre Temperley y Esteban Echeverría. La 
licitación bc efectuará con arreglo al presupuesto de 
3.157,762 pesos moneda nacional y a las bases aproba- 
das para la del camino de la Capital Federal al Pilar, 
debiendo determinarse en las mismas que, tanto el pago 
como la iniciación de los trabajos, se subordinará a la 
proporción de créditos que el H. Congreso fije y que 
las modificaciones que pudieren producirse al trazado 
fie! camino de referencia, deberán, obligatoriamente, ser 
aceptadas por el contratista a los precios unitarios del 
citado presupuesto oficial y dentro del monto expre- 
sado". 

Cuando so dictó la Ley Nacional de Vialidad, 
U.twS, el camino que pasa al frente del campo de su 
mandante se encontraba construido, y es interesante 
destacar quo esa construcción llevada a cabo por el Go- 
bierno Nacional contó con la ayuda de los propietarios 
de los campos vecinos que, en algunos casos, donaron 
parte de sus tierras y en otros reunieron fondos para 
lograr la adquisición de terrenos que luego se donaron 
a fin de permitir la terminación do la obra, Trátase, 
pues, de una obra pública proyectada y llevada a cabo 
bajo un régimen distinto al de la Ley de Vialidad. Acom- 
paña piano que aclara la posición del campo de su re- 
presentado frente al camino Esteban Echeverría-Ca- 
ñuelas. 

Fundando su derecho dice que el decreto de 29 de 
noviembre de 1935 tuvo por objeto reglamentar la ley- 
convenio que la Provincia de Buenos Aires dictó bajo 
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el n úiu. 41 17, on cumplimiento de lo dispuesto por el 
art. 23 de U ley nación* 1 11 .658 Esto última en el capí- 
tulo intitulado 41 Ayuda general a las Provincias" esta- 
blece (art. 23) que toda provincia que desee acogerse 
sus beneficios deberá. . . "crear un fondo provincial de 
vialidad con recursos propios, entre los que se cuen- 
tan.*. 2*) el producto de la contribución de mejoras 
sobre ln propiedud territorial beneficiada por la cons- 
trucción de caminos afirmados nacionales y de ayuda 
federal " (me. b). Eu el inc. d del mismo artículo agre- 
ga: "Las provincias deberán imponer una contribución 
de mejoras sobre las propiedades territoriales benefi- 
ciadas por la construcción de caminos nacionales, de- 
biendo figurar ésta en la ley-convenio". 

Cumpliendo con lo preceptuado en la última parte 
de ese inciso, la Provincia do Buenos Aires promulgó 
la ley 4.117, cuyos artíeulos 11, 12 y 17 transcribo. 

Dice que de lo expuesto resulta : Y Que la contribu- 
ción de mejoras es un verdadero impuesto que las pro- 
vincias han debido crear, teniendo su origen eu la ley- 
convenio (Art. 23 r inc. d. de la ley 11.658). 2". Que 1» 
Provinciu de Buenos Aires dictó esa ley convenio que 
lleva el núm. 4.117. '.V (¿uc el impuesto de contribución 
«le mejoras creado por esta última ley grava solamente 
las propiedades situadas dentro de determinado radio 
de caminos afirmados o superficies rodantes mejoradas, 
"construidos con fondos de la Ayuda Federal o por la 
Dirección Nacional de Vialidad". Y 4*. Que el camino de 
Esteban Echeverría a Cañuelas, en la zona de influencia 
que comprende el campo de su inundante, fué construido 
]K»r el Gobierno Nacional, con anterioridad a la sanción 
de la ley 11.658 y de la provincial 4.U7. Xo se trata, 
pues de una obra rea lian la con Ir Ayuda Federal ni por 
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la Dirección Nacional de Vialidad, que no existían cuan- 
do el camino se construyó. 

El P. E. provincial so pretexto de reglamentar una 
ley impositiva, ha creado el gravamen, que aparece así 
con todos los caracteres de lo ilegal y arbitrario. El P. 
K. provincial advirtió que el camino Echeverría-Cañue- 
las se hallaba en una situación especial» y con el o' jeto 
de incluirlo entre los que autorizan el gravamen, sancio- 
nó el art. X de su decreto. Si así no fuera, tal artículo 
resultaría inútil en presencia de la norma general con- 
tenida cu los arts. 11 de la ley 4.117 y de su decreto 
reglamentario. El Poder Ejecutivo de Buenos Aires, 
abusando de sus facultades reglamentarias y de su mi- 
sión de recaudador, ha invadido atribuciones legislati- 
vas y, so pretexto de reglamentar, creado nuevos im- 
puesto*. Cita los arts. 67 y 64 de la Constitución Nacional 
y 99 de la provincial que atribuyen al Congreso y a la 
Legislatura respectivamente la facultad de establecer 
impuestos. 

Sostiene que cuando se sancionó la ley 11.038 y 
luego la 4.117, su mandante había obtenido ya todos los 
beneficios deriva tíos de la construcción de uu camino 
por el Gobierno Nacional, .sin hallarse sujeto al pago 
de contribuciones especiales, por lo que el impuesto 
cobrado es inconstitucional por violar el derecho de 
propiedad. El texto del decreto al incluir entre los 
bienes sujetos a gravamen las propiedades linderas 
con el camino Esteban Echeverría-Cañuelas construido 
con anterioridad a la ley 4.117, viola el derecho adqui- 
rido que, en cuanto a la plusvalía ocasionada por la 
obra pública, tienen los titulares del dominio respecti- 
vo. En consecuencia, ataca lo dispuesto en el art. 3 f del 
Código Civil y, por implicancia, el 17 de la Constitu- 
ción Nacional. 

Funda la competencia en los arts. 100 y 101 de la 
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Constitución Nacional y F, iiie. V, de la ley 48, l v do 
la ley 1467 y 2* de la ley 4055. 

A fs. 21 vta. bc da por acreditada la jurisdicción 
originaria, se corro traslado de la demanda a la Pro- 
vincia de Buenos Aires y la contesta don Guillermo 
N. Viacava en representación de esta, a fs, 28, pidien- 
do su rechazo con costas. 

Dice que la parte actora demanda por devolución 
la suma de $ 2.371.73 m/n. y sus intereses, abonada 
en concepto de impuesto y contribución de mejoras li- 
quidada y aplicada sobre un bien de su propiedad como 
consecuencia de la construcción del camino que une las 
localidades do Esteban Echeverría y Cañuelas; cuyo 
impuesto (en opinión de la actora) ha sido creado al 
margen de la ley 4. 117, por el decreto del P. E. dictado 
en Acuerdo General do Ministros el 29 de noviembre de 
1935, vulnerando principios constitucionales (Art. 67* 
inc. 11, y 17 de la Constitución Nacional) por lo que 
solicita se declare la inconstitucional Ulad de dicho de- 
creto y del impuesto de referencia. Sostiene que la ac- 
tora reconoce haberse beneficiado y que su reclamación 
es injusta. 

Niega, por equivocadas, las circunstancias de he- 
eho y de derecho invocadas por el actor, considerando 
manifiestamente injustas las pretensiones de éste. 

Analiza el alcance y funú .¡mentó del impuesto lla- 
mado "contribución" o "tasa" de mejoras, afirmando 
que tiene por finalidud hacer recaer el todo o parte del 
costo de uim obra pública sobre los inmuebles particu- 
lares beneficiados o que se presumen beneficiados por 
esta obra. Cita jurisprudencia de esta Corte que esta- 
blece el fundamento de ese sistema impositivo: "... 
no es posible desconocer la justicia de este sistema im- 
positivo particular aplicado a la construcción de de- 
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terminadas obras públicas como el drenaje de terrenos 
anegadizos, la apertura, ensanche o pavimentación de 
calles, y otros del misino género, que al mismo tiempo 
que interesan al público en general, se traducen en un 
beneficio para determinadas propiedades, pues como 
lo ba dicho la Corte Suprema do Missouri: * 'Si no es 
justo que unos pocos sean gravados en beneficio de 
todos, tampoco lo es que la comunidad sea gravada en 
beneficio de unos pocos. . . el impuesto general para fi- . 
nes meramente locales es injusto; grava a los que no son 
beneficiados y beneficia a los que cstún exentos de 
gravamen" (S. C. N.: 14 de roirzo de 1935, Jur. Arg. 
t 49, pág. 413; 12 abril de 1935, Jur. Arg. t. 50, pág. 
24; 14 de junio 1935, Jun Arg. t. 50, pág. 722; 6 <üc. 
1935, Jur, Arg. t. 52, pág, 674; 27 mayo 1938, Fallos 
t. 180, pag. 405). 

Asimismo expresa que esta Corte ba declarado que 
en razón do que el impuesto sólo se justifica por el 
beneficio recibido por el contribuyente es necesario pa- 
ra su validez que la obra sea de "beneficio local" y 
que, además, ese beneficio no sea "substancialmente 
excedido por la contribución" (Jur. citada). Y agrega 
que este Tribunal lia fijado el concepto de lo que se 
entiende por "obra de benefieio local" al declarar: 
"Que la circunstancia de ser este camino un tramo de 
la red de comunicaciones generales de la Provincia, 
que u su vez se conecta con el sistema de vialidad es- 
tablecido por la Nación para las comunicaciones ínter 
provinciales, no obsta a que esta obra pública de cos- 
tosa realización pero de efectos permanentes para el 
progreso regional pueda justificar la aplicación del 
impuesto de contribución de mejoras o local asse$&- 
ment ... La clasificación de general o local aplicable 
a una obra pública es siempre relativa y no excluyen te, 
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y así los caminos generales benefician particular y es- 
pecialmente a los dueños de propiedades por donde 
cruzan, haciéndoles más fácil el tránsito y el tráfico, y 
valorizando singularmente sus bienes, todo sin menos- 
cabo del servicio en general <t. 167, pág. 75)". {S* C- N. 
Fallos fe 180, púg. 405) Resulta pues, que el hecho de 
que un camino sea general no implica que no pueda 
también proporcionar un beneficio local n las propie- 
dades colindantes o vecinas del mismo, cuyos propieta- 
rios m no estuvieran obligados a costear su construc- 
ción y conservación, se enriquecerían indebidamente en 
proporción a la "plus valía" de sus respectivos inmue- 
bles, a costa de la colectividad con cuyos fondos única- 
mente se abonaría el importe de la obra 

El camino de Esteban Echeverría a Cañuelas es 
un tramo del camino "Capital Federal a Saladillo y 
Bolívar" y asimismo uno de los accesos a la Capital 
del camino troncal de la red nacional que une a ésta 
con Bahía Blunca. Tiene carácter de "obra de benefi- 
cio local" no obstante tratarse de un camino general. 
A este respecto dice el representante de la demanda 
que ln actora no sólo no niega el beneficio recibido sino 
que reconoce expresamente la justicia del impuesto que 
se le aplica cu proporción a la "plus vnlía" de su pro- 
piedad, y que, por otra parte» cu la demanda no se 
ataca al impuesto de referencia como excesivo en rela- 
ción al beneficio recibido. Queda reconocido así, por la 
demandante, que en el caso concurren los elementos 
esenciales que dan validez y justificau el llamado im- 
puesto de "contribución de mejoras" por la construc- 
ción de una obra pública. 

Sin atentar contra el principio Iwsieo para toda 
contribución de la igualdad para todos los contribu- 
yentes no sería ni justo ni legal crear una situación de 



privilegio para los propietarios afectados por el tramo 
Esteban Echeverría-Cañuelas, de la ruta mencionada, 
eximiéndolos del pago de la contribución en tanto que 
ella se exigiría para los demás tramo», como tampoco 
sería ni justo ni legal que los gastos de conservación 
del tramo en que no se pague contribución se atiendan 
con la contribución de los tramos en que se pague. Con- 
forme al plan de financiación de las obras viales la 
contribución de mejoras se destina p1 pago de los gastos 
de conservación de los caminos. Los gastos de conser- 
vación del tramo Esteban Echeverría-Cañuelas del ca- 
mino mencionado comprometen la mayor parte de la 
contribución, que habría que cargarla sobre el resto del 
camino. 

Sostiene ta demaudadu que el impuesto ha sido 
creado por ley y uo por decreto. Dice que la actora ex- 
presa como argumento básico de sn acción el de que el 
impuesto que se le ha cobrado ha sido establecido por 
el P. E. en un decreto so pretexto do reglamentar una 
ley impositiva y que en la demanda se sostiene que el 
régimen de la Ley Nacional de Vialidad N* 11.658 y el 
de la provincial X'" 4.117 es inaplicable al camino Este- 
ban Echeverría a Cañuelas por cuanto él "fué cons- 
truido por el Gobierno Nacional eon anterioridad a la 
sanción de esas leyes" y con fondos distintos a los men- 
cionado» en Ion textos de las mismas. Niega expresa- 
mente los hechos invocados por la contraparte, que la 
llevan a esas conclusiones. Kx prosa que el camino Es- 
teban Echeverría a Cañuelas es sólo un tramo del ca- 
mino Capital Federal a Saladillo y Bolívar de la red 
provincial, el que constituye asimismo uno de los acce- 
sos a la Capital del camino troncal de la red nacional 
qué une a ésta con Bahía Blanca, y que ambas rutas 
están incorporadas al régimen de la ley 11,658 y por 
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consiguiente al de la ley-convenio 4.117, por aplicación 
de sus disposiciones. 

El camino Esteban Echeverría a Cañuelas comen- 
zó a construirse el 25 de abril de 1930 y se terminó el 
25 de julio de 1033, es decir, con posterioridad a la san- 
ción de la ley 11.658 dictad* en el año 1032 y de la ley 
4.117 del mismo año. La construcción de ese camino 
demandó un gasto de $ 2.930.788,18 m n. con imputa- 
ciones al sol) re precio ile la nafta y a los fondos de la 
ley 11,668. Su conservación durante los años 1935-36-37 
ha importado f P0.087.Ü0 siendo la cuota semestral de 
contribución de mejoras, puesta al cobro, conformo a 
las disposiciones legales, en febrero de 1938. de $ 
121.077,88 m/n. 

El derecho de la Provincia a ebrar la contribución 
de mejoras emana de las leyes y no, como lo pretende 
la actora, del decreto reglamentario impugnado. Las 
leyes 11.658 y 4.117 son leyes de fomento, y por ello en 
sus disposiciones se establece que la contribución de 
mejoras, que no es un pago de obra, debe ingresar al 
fondo de vialidad para la construcción de nuevas obras 
y sobre todo para la conservación de las ya construidas. 
Acompaña un folleto en el que se encuentran consigna- 
das los antecedentes legales que fundamentan el esta- 
blecimiento de la contribución de mejoras. 

Dice que en ninguna do las disposiciones legales 
que las fundamentan se hace referencia al origen o 
procedencia de los fundos con que se financian las obras 
como para que esa circunstancia sea tomada como ne- 
cesaria para determinar a qué caminos corresponde su 
aplicación. Dichas disposiciones legales dicen simple- 
mente "la contribución de mejoras sobre las propie- 
dades beneficiadas por la construcción de caminos af li- 
mados nacionales y de Ayuda Federal''. 
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Dictada la ley 4.117 el P. K, a fin de dar cumpli- 
miento a lo dispuesto en el art. 11 de la misma, en 
acuerdo de ministros dictó el Decreto Keglamentario 
de la Contribución de Mejoras que contiene un plan or- 
gánico para ser factible la percepción de ese impuesto 
establecido por la ley mencionada conforme a preceptos 
obligatorios de la ley nacional 11.658, 

Previamente el P. B„ por medio del órgano Con- 
sejo de Vialidad de la Provincia» solicitó de la Direc- 
ción Nacional de Vialidad las nóminas de los caminos 
afectados por la contribución de mejoras, contestando 
dicha Dirección que el tramo Esteban Echeverría a 
Cañuelas se encontraba incluido entre los afectados. 
Ofrece como prueba las notas respectivas cambiadas 
entre ambas reparticiones, que ei Tribunal solicitará 
por oficio. 

Por todo ello, concluye afirmando la eonstitucionali- 
dad del decreto impugnado y, en consecuencia, la pro- 
cedoucia del impuesto liquidado y percibido. 

Manifiesta la demandada que el gravamen no afec- 
ta ni vulnera el de recito de propiedad. En lo referente 
a la impugnación que liuce la parle actora de que el im- 
puesto de contribución de mejoras, qne la Provincia 
les cobra conforme a disposiciones legales, por un be- 
neficio realmente recibido y no desconocido, "aparece 
vulnerando principios fundamentales que garantizan 
el derecho de propiedad (art, 17 Const. Nacional) ya 
quo su mandante cuando se sancionó la ley 11.658 y 
posteriormente la ley 4,117 había obtenido todos los 
beneficios derivados de la construcción de un camino 
por el Gobierno Nacional, sin bailarse sujeto al pago de 
contribuciones especiales, sostiene la demandada que 
se invoca un pretendido derecho adquirido fundado en 
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la irretroactividad do las leyes prevista en el Código 
Civil para las relaciones de derecho privado. 

No sólo incurre el actor en nn error de hecho» co- 
mo se ha visto respecto a tas fechas de iniciación y ter- 
minación del camino, sino que también incurre en un 
error de concepto respecto al alcance del principio de 
la irretroactividad de las leyes. 

La obligación de pagar una contribución de mejo- 
ras no tiene origen en nna relación de derecho privado 
sino en las facultades impositivas del Estado. Como 
exteriorización determinada del poder público da na- 
cimiento a un vínculo de derecho público respecto a la 
persona sobre cuyos bienes recae. Las leyes que crean 
impuestos son de orden público, lo que permite la po- 
sibilidad de que no impere el principio de la irretroac- 
tividad, propia del campo del derecho privado y sobre 
la cual legisla el art. 3* del Cód. Civil. Cita fallos de 
esta Corte en los que se ha dicho: "La prohibición 
constitucional de sancionar layes ex post jacto, se apli- 
ca solamente a las de carácter penal (art. 18 de Cost, 
Nacional), y las de carácter administrativo, entre ellas 
las referentes a impuestos, pueden tener efecto retro- 
activo". (Jur. Arg. t. 5, pág. 596; t. 27, pág. 434; t. 28, 
pág. 288; t 31, pág. 379; t 33, pág. 374; t. 36, pág. 23; 
t. 40, pág. 48 ; t. 50, pág. 1033). 

Considera que desde este pnnto de vista tampoco 
la demanda es fundada y corresponde su rechazo. 

A fs. 35 vta. se recibe la causa a prueba y se pro- 
duce la que informa el certificado de Secretaría de fs. 
165. A fs. 174 y 187, respectivamente, üo agregan los 
alegatos presentados por la parte actora y por la parte 
demandada. A fs. 199 dictamina el señor Procurador 
General y a fs. 202 vta. se llama autos para definitiva. 
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Y considerando: 

1. Do lo expuesto resulta que las partes concuer- 
dan en que la pavimentación del camino que une las 
localidades Esteban Echeverría y Cañuelas fué cons- 
truido por el Gobierno Nacional, diferiendo en cuanto a 
la fecha en que quedó construido. La acto ra afirma que 
cuando se dictó la Ley Nacional de Vialidad núm. 11.658 
en 1932, el camino que pasa frente a su campo se en- 
contraba ya construido, lo que niega la demandada, 
que sostiene que la construcción terminó el 25 de julio 
de 1933, o sea con posterioridad a las leyes nacional 
núm. 11.658 y provincial núm. 4.117 —ambas de 1932— u 
De la prueba ofrecida resulta que la construcción del 
citado camino se inició el 25 de abril de 1930 y se termi- 
nó el 25 de julio de 1933, habiéndose puesto al cobro la 
contribución de mejoras en febrero de 1938 (v. f.: 8 
expediente administrativo). 

2. Que carece de importancia que los trabajos de 
construcción del camino de Echeverría a Cañuelas hu- 
bieran llegado, sólo en parte, hasta el frente del campo 
del actor con anterioridad a la sanción de la ley 4.117 
que establece la contribución de mejoras, por cuanto 
teniendo esta ley carácter eminentemente administrati- 
vo, y relacionándose con el tributo de mejoras, habría 
podido referirse a las obras en construcción o construi- 
das con anterioridad a su sanción desde que, como rei- 
teradamente lo tiene resuelto esta Corte (Fallos: 99, 
355; 107, 134; 117, 22; 152, 268; 156, 48; y 185, 165, 
entre otros) sólo las leyes penales no pueden tener ca- 
rácter retroactivo, ante nuestro régimen constitucional. 
Y porque, como lo dice el señor Procurador General 
en su dictamen de fs. 199, la Ley Nacional de Vialidad 
N' 11.658, dictada a principios de octubre de 1932, ea- 
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tableció que las provincias deseosas de gozar ayuda 
federal para la construcción de caminos, debían, entre 
©tras obligaciones, exigir una contribución de mejoras 
con destino al fondo provincial de vialidad sobre los 
inmuebles beneficiado» por la construcción de caminos 
nacionales; esto es, que los dueños de esos predios, ya 
que no pagaban suma alguna al tesoro nacional por 
concepto de tal beneficio, contribuyeran cuando me- 
nos a costear pavimentos en otras partes de la provin- 
cia, desprovistas de ellos. La de Buenos Aires no hizo 
esperar su adhesión : el 8 de noviembre del mismo año, 
promulgó la ley núm. 4.117. Y porque nada hay en la 
discusión de la ley 11.658 que autorice a pensar quisie- 
ra el Congreso croar una excepción a favor de los pro- 
pietarios próximos a caminos ya construidos; y como 
las ventajas resultantes del camino son de carácter per- 
manente, el no habérsele exigido antes a Casares suma 
alguna en compensación de tales beneficios, no compor- 
ta a su favor un derecho definitivamente adquirido. 

3. Que no adoleciendo, por lo tanto, la ley pro- 
vincial 4.117 del vicio constitucional que la acto ra le 
atribuye, el decreto reglamentario de la misma que 
distribuye el tributo creado en esa ley, es inatacable 
por ese mismo motivo, atento lo dispuesto en el art 11 
de aquélla, que dice: "todas las propiedades ubicadas 
hasta los cinco kilómetros a ambos lados de los cami- 
nos afirmados, o superficie rodante mejorada, abomi- 
narán hasta el 50 % del mayor valor adquirido por la 
tierra a partir del año y dentro de los dos años de li- 
brado el camino, o los caminos, al servicio público de 
acuerdo con las reglamentaciones que dictará el P. £. 
quien contemplará la situación de los propietarios cu- 
yas fincas estuvieren afectadas al pago de otros pa- 
vimentos*'. 
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La ley se refiere, claramente, a loa caminos que 
hayan sido construidos con los fondos de la ayuda fe- 
deral o por la Dirección Nacional de Vialidad y no so- 
lamente a los nuevos que se construyan, como lo pre- 
tende la actora. Ello pone de manifiesto que el propó- 
sito del legislador ha sido el de gravar con equitativa 
igualdad a los propietarios favorecidos por unos y otros. 
Habría sido realmente inequitativo que la ley gravara 
solamente a los propietarios cuyas fincas se encontra- 
ran en el último caso, los que tendrían que costear la 
construcción y conservación de ambos; y que todo el 
beneficio derivado de los primeros no fuera campensa- 
do en parte alguna por quienes lo recibieron. 

4. Que así se explica el contenido de la nota de 
fs. 36 del expediente administrativo agregado, dirigida 
por el Presidente de la Dirección Nacional de Vialidad 
que contesta la consulta del Consejo de Vialidad de la 
Provincia de Buenos Aires, que dice: "Con referencia 
al requerimiento hecho por ese Consejo sobre el punto 
mencionado en el epígrafe, cúmpleme manifestar a Vd. 
que de acuerdo al art. 23 t inc. b) y d) de la ley 11.658 
y el art, 24 del decreto reglamentario —en lo que dis- 
ponen que las provincias podrán cobrar impuestos al 
mayor valor de las propiedades afectadas por los ca- 
minos afirmados nacionales sin hacer diferencia res- 
pecto al origen de los fondos invertidos— esc Estado 
tiene derecho de establecer el aludido impuesto a las 
fincas afectadas por todos los caminos afirmados y 
que, en su caso, son los siguientes : 

Camino de Bahía Blanca a Puerto Militar. 

„ „ Bahía Blanca a Cuartel del Rto. V de In- 
fantería. 

„ Bahía Blanca a Villa Harding Oreen. 



Camino de La Plata a Berisso. 

„ „ Berisso a la Destilería de Y. P. F, 

„ H Capital Federal a Rosario y Córdoba — 
Tramos Buenos Aires a Pilar, Arrecifes a 
Pergamino, Pergamino a San Nicolás y 
San Nicolás a Arroyo del Medio. 

„ „ Capital Federal al Tigre —Tramo Rivada- 
via a Olivos y Olivos a San Isidro. 

„ „ San Isidro a Bonlogne. 

„ „ San Fernando a Campo de Mayo. 

Pacheco a J. C. Paz y Ramal al de S. Fer- 
nando a C. Mayo. 

„ tt Morón - Bella Vista y Campo de Mayo. 

„ „ Bella Vista a San Miguel. 

„ „ llaodo al Palomar. 

», „ Tempcrlcy a Cañuelas — Tramo Esteban 
Kclicverría a Cañuelas, 

n „ Capital Federal a Brandzen — Tramo A dro- 
gué, Burzaco y Logcliamps. 

„ „ Acceso al Puerto v a la Estación de San 
Pedro*». 

Los incisos b) y d) del art. 23 de la ley 11.658 pre- 
ceptúan : loda provincia que desee acogerse a los bene- - 
t icios establecidos en este capítulo deberá bacerlo por 
■ey provincial que servirá de convenio entre la provin- 
cia y la nación, y con las siguientes disposiciones: b) 
El producto de la contribución de mejoras sobre la pro- 
piedad territorial beneficiada por la construcción de 
o Trunos afirmados nacionales y de ayuda federal... 
y d) las provincias deberán imponer una contribución 
de mejoras sobre las propiedades territoriales benefi- 
ciadas por la construcción de los caminos nacionales, 
debiendo figurar éste en la ley convenio. 
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A esas disposiciones, puede agregarte lo dispuesto 
en el inc. c), que dice: "Las provincias que no cumplan 
con las presentes disposiciones serán consideradas co- 
mo no habiéndose acogido a los beneficios de esta ley 
y no recibirán, por lo tanto, ayuda federal". 

5. Que a fs. 136 de estos autos la misma Dirección 
Nacional de Vialidad informa: "Que el camino de Es- 
teban Eclwverría a Cañuelas constituye un tramo de la 
rnta nacional núm. 205 que une la Capital con Saladi- 
llo y Bolívar... "Que tratándose de un tramo de ca- 
mino perteneciente a la ruta 205, está incorporado al 
régimen de la ley 11.658"... Que el tramo citado se 
inició el 25 de abril de 1930 y se terminó la pavimenta- 
ción el 26 de julio de 1933, siendo el 10 de agosto de 
1934 la fecha de recepción definitiva, habiéndose libra- 
do al tránsito el 2 de agosto de 1933. Y que independien- 
temente de los gastos de conservación producidos, se 
han ejecutado en el camino de referencia trabajos de me- 
jora progresiva, presupuestos en $ 116,098 con cargo al 
crédito que el presupuesto de 1935 asigna para obras 
de mejoramiento en la Provincia de Buenos Aires, ha- 
biéndose invertido basta la fecha (marzo de 1941) la 
suma de I 84.261.06. Y a fs. 53 la misma informa: Que 
las obras estuvieron a cargo de la Dirección General 
de Puentes y Caminos dependiente del Ministerio do 
Obras Públicas, hasta el 5 de octubre de 1932, fecha en 
que la Dirección Nacional de Vialidad se hace cargo de 
las mismas, continuando ésta con la atención de la obra. 
Lo que pone de manifiesto la sinrazón de la impugnación 
que hace la actora acerca de las fechas de construcción 
y terminación del camino ; y, asimismo, que la Dirección 
Nacional de Vialidad fué la continuadora, como autori- 
dad administrativa nacional, de la obra caminera que la 
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«tenor autoridad nacional, llamada Dirección General 
de Puentes y Caminos, había comentado en 1930. 

6. Que la doctrina del derecho adquirido en que aa 
apoya la adora, carece de aplicación al cato en examen, 
puesto que cate ee opone a que ce menoscabe o despoje 
a una persona de un derecho que forma parte de bu pa- 
trimonio lo qne no ocurre cuando, como en el sub-lite, 
ta le cobra sólo en parte el beneficio obtenido, emer- 
gente de la obra publica. 

7. Que el actor reconoce el beneficio recibido pro- 
veniente de la construcción del camino. No habría po- 
dido negarlo ante lo reiteradamente resuelto por esta 
Corte respecto a la pavimentación de caminos y sólo 
habría podido impugnar la contribución so color de 
desigual, si se le cobrara a él lo que no se cobra a otros 
en igualdad de circunstancias; o, de confisca torio, si 
su monto excediera al beneficio. Mas ni uno ni otro de- 
fecto constitucional atribuye el actor a la ley ni al de* 
creto reglamentario. Hállanse, pues, fuera de discusión 
esos aspectos del impuesto. 

Por estos fundamentos, los concordantes aducidos 
por la parte demandada, y de acuerdo a lo dictaminado 
por el señor Procurador General, se rechaza la deman- 
da entablada, con costas. Hágase saber, repóngase el 
papel, y oportunamente archívese. 

Roberto Reprtto — Antonio* 
Saqahna — B. A. Nazab An- 
chorena — F. Ramos Mbjía. 



JUSTA GOMEZ DE ARIAS Y OTEOS v. HABIA BENITA 

Y JUANA ARIAS 

RECURSO EXTRAORDINARIO: UmUrim «/m J>w, ommna. 
Civil**. 

■ 

Los «rU. 8 y 13 de la ley 9688 son normas comunes cuya 
interpretación no constituye cuestión federal y no auto- 
ría a fundar en ellos el recurso extraordinario (') 



FERROCARRIL CENTRAL ARGENTINO v. MUNICIPA- 
LIDAD DE CAÑADA DE GOMEZ 

CONSTITUCION NACIONAL: Constiiucionalidad i mc<m»ti*e»- 
SJsMisaV Istytt wtdommlew. Administrativas. 

thm leyes 5315 y 10,657, en cuanto acuerdan a los ferro- 
carriles el privilegio de la exención del pago de impuestos 
y tasas locales en las eircunstarcias que determinan, son 
constitueionalmente vilidss. 

IMPUESTO A LOS FERROCARRILES. 

xhm ferrocarriles sólo pueden ser obligados a pagar las 
Usas o retribuciones de servicios municipal*» previstos en 
el art. 2 de la ley 10.657, cuando ta organización de, las 
mismas responde a la exigencia de ser susceptibles d» 
medida y equivalentes a la exacta compensación del ser- 
vicio prestado, a cuyo efecto no basta ls elección do un 
criterio más o menos aproximado de distribución del gra- 
vamen. 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

El recurso extraordinario procede en este cano, por 
versar el litigio sobre la interpretación de disposício- 



(i) 5 4o jallo fe 1943. Véate W1«: 12S, 825; 1», £23; 184, 
190; 191, 54; 195, 328. 
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mm de leyes especiales de la Nación» y ser la sentencia 
definitiva obrante a fs. 192 contraria a loa derechos 
qae oportunamente invocara el hoy recurrente. 

Por lo que hace a la cuestión de fondo debatida, 
trátase una vez más del cobro de impuestos municipa- 
les de alumbrado y riego, a un ferrocarril nacional aco- 
gido a la ley 5315. Nada tendría, pues, que agregar a 
los dictámenes expedidos en casos anteriores, si no se 
destacara especialmente en este una circunstancia que 
no adquirió el mismo relieve en aquéllos. Me refiero a 
la prueba producida para demostrar que la Municipa- 
lidad cobró al Ferrocarril, por concepto de alumbrado, 
■urnas equivalentes a las que ella misma pagaba por el 
suministro de energía eléctrica a la empresa concesio- 
naria respectiva (fs. 94) ; y también, a la relación ra- 
sonable que, a base del peritaje de fs. 135, se sostiene 
haber existido entre el costo del servicio de riego, y lo 
que se exigió al Ferrocarril. 

Desde luego, ambas cuestiones lo son de hecho, y 
quedan libradas al prudente arbitrio de V. E.; pero 
me permito hacer notar que sería esta una oportunidad 
para que la Corte se pronuncie categóricamente acer- 
ca de si es o no indiferente que se cobre al Ferrocarril 
el precio exacto del servicio, esto es, si las leyes 5315 
y 10.657 contienen o no exoneración total del pago de 
los servicios de alumbrado y riego, sea cual fuere sn 
precio. Recordaré una vez más, que mi opinión es fa- 
vorable a la tesis sustentada por el recurrente, sí bien 
la subordino a lo que resulte de la prueba. — Buenos 
Aires, febrero 27 de 1943. — Juan Alvares. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 5 de julio de 1913. 

Vistos los autos Ferrocarril Central Argentino con- 
tra Municipalidad de Cañada de Gómez sobre repeti- 
ción de pago, en los qne se ba concedido a la deman- 
dada el recurso extraordinario contra la sentencia 
dictada a fs. 192 por la Cámara Federal de Apelación 
del BoBario. 

Considerando : 

■ 

Que la validez constitucional de los privilegios de 
exención del pago de impuestos y tasas provinciales y 
municipales otorgados por las leyes 5315 y 10.657 ba 
sido reiteradamente admitida por esta Corte Suprema 
—Fallos: 183, 181, 190 y 452; 185, 24; 193, 38. 

Que, interpretando el art. 2* de la ley 10.657, el 
Tribunal ba declarado improcedente el cobro de tasas 
o retribuciones de servicie., municipales a los ferroca- 
rriles cuando la organización de aquéllas no respondía 
a la exigencia precisa de sor susceptibles de medida y 
equivalentes a la exacta compensación del servicio pres- 
tado, y que la elección de un criterio más o menos 
aproximado de distribución del gravamen no basta pa- 
ra satisfacer diebo requisito. Y así ba resuelto que no 
so bailan comprendidas en la salvedad prevista en 
aquel precepto, las ordenanzas que a los efectos del 
cobro de los servicios de riego, limpieza y extracción 
de basuras distinguen nogún afecten a casas de familia 
o de negocios, industrias o profesionales o según lai 
zonas en qne ellas *stén situadas —Fallos: 183, 181— 
ni las que adoptan la medida del frente lineal de loa 
edificios como criterio para aplicar el gravamen — 
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Fallos: 183, 452— ni las que establecen contribucio- 
nes que se cobran por cuotas fijas durante largos pe- 
ríodos de tiempo —Palios : 189, 81— y ha agregado, en 
cuanto el servicio de alumbrado, qne la medida de] mis- 
mo supone fundamentalmente el conocimiento de la 
cantidad y valor del agente necesario para producir la 
luí, los qne no son susceptibles de cálculo en metros 
lineales —Palios: 189, 170. 

Que tanto la liquidación de fs. 105 como el texto 
de las ordenanzas para los años 1927 y sigtes., permi- 
ten establecer que los servicios de riego han sido co- 
brados a la acto ra sobre la base de un precio por metro 
lineal y que de igual modo se ha procedido a cobrarle 
ai servicio de alumbrado, si bien tomando como base 
una suma fija por cuadra. 

Se ha utilizado, pues, un procedimiento que, según 
la reiterada jurisprudencia de esta Corte, no permite 
establecer las tasas de manera que equivalgan a la 
exacta compensación del servicio prestado. Por lo con- 
trario, resulta claro que no ha existido ese propósito 
—Fallos: 189, 81 y 170—, como lo pone de manifiesto 
el informe del perito contador agregado a fs. 135 y 
sigtes., al referirse a las dificultades con que lia trope- 
zado para realizar su tarea, debido a que en la conta- 
bilidad do la Municipalidad no Be había previsto la 
posibilidad de tener que hacer un cálculo del costo de 
los servicios prestados (fa. 135 vta. y 139). 

Que la circunstancia de que dicho perito haya te- 
nido que valerse, pura calcular el costo del servicio de 
riego, de sumas que el mismo considera aproximadas, 
basta para concluir que las cantidades que en definitiva 
establece no equivalen a la compensación exacta del 
servicio, ya que en los cálculos no ha sido posible ex- 
cluir, como el mismo informante lo declara (fs. 136 
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vta.) y lo revela su trabajo — fs. 139 y sigtes.— la in- 
tervención de un principio de arbitrariedad impuesta 
por la necesidad de suplir las deficiencias de la conta- 
bilidad municipal. 

Que, por otra parte y en cuanto al costo del alum- 
brado, la demandada reconoce que los cálenlos que ella 
realiza sobre la base del informe de la compañía de 
electricidad agregado a fs. 94, son tan sólo aproxima- 
dos — fs. 159 vta.— si bien pretende que la "compen- 
sación exacta " a que se refiere el art. 2' de la ley 10.657 
sólo debe ser tomada en forma aproximada — fs. 156" 
vta-— y que la "susceptibilidad de medida" tampoco 
se refiere a una medida exacta sino a la posibilidad de 
apreciación del servicio que se presta; criterio que, co- 
mo se ha dicho en un considerando anterior, no es el 
que se ajusta al precepto legal en cuestión, según la 
interpretación qne le ha dado la jurisprudencia de esta 
Corte. 

Que el presente caso no difiere, pues, substancial- 
mente de los otros resueltos por esta Corte Suprema 
a partir del fallo publicado en el tomo 183, página 181 
de la respectiva colección. 

En consecuencia, oído el señor Procurador Gene- 
ral, se resuelve confirmar la sentencia apelada en lo 
que ha sido materia del recurso extraordinario. Noti- 
fíquese y devuélvase, debiendo reponerse el papel en 
el jusgado de origen. 

Roberto Repetto. — Antonio 
Sao aun a. — B. A. Nazab Af- 
chorena. — P. Ramos Mbjía, 
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JORGE A, BEAIJCIIAMPS v. CIA, ARGENTINA DE 
CEMENTO PORTLAND 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Cuestión federal. Casos. Leyn 
ski Congreso* 

Es procedente el recurso extraordinario deducido por el 
patrón condenado a pagar una indemnización por acci- 
dento del trabajo contra la resolución aclaratoria que, in- 
terpretando el art. 9 de la ley 9688 invocado por aquel 
para sostener que la suma fijada debe aer depositada en 
ta Caja de Garantía, manda entregarla directamente al 
interesado. 

ACCIDENTES DEL TRABAJO: Derecho de los beneficiarios. Ca- 
ja de garantía. 

El art. 9 de la ley 9688 debe ser interpretado en el a£n ' 
tido de que el importe de la indemnización no debe ser 
entregado al interesado sino depositado en la Caja de Ga- 
rantía. 

Dictamen »el Procurador General 
Suprema Corte : 

El escrito de fs. 144 de los autos principales so- 
licitando aclaratoria del fallo de primera instancia que 
le precede acerca del destino que debía darse al impor- 
te de la indemnización por accidente del trabajo a que 
aquél condena pasar; y la sentencia de fs, 145 que re- 
suelve dicho pedido, demuestran que la cuestión fede- 
ral por su naturaleza fué introducida oportunamente 
en el litigio. Es federal por tratarse de la interpreta- 
ción del art, 9 de la ley 9.688, punto de derecho al que 
V. £. ha asignado ese carácter en reiteradas decisiones. 

Corresponde, pues, declarar mal denegado a fs. 
177 el recurso extraordinario de apelación interpuesto 
para ante la Corte Suprema. 

En cuanto al fondo del asunto, aunque mi opinión 
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manifestada a V. E, en oportunidades anteriores coin- 
cide con lo resuelto por el juez de la cansa a fs. 145 y 
por Ja Cámara Fnderal de Apelación de Paraná a fs 
173 con fundamentos que me permito reproducir, la 
Corto Suprema ha establecido con reiteración qué el 
importe de la indemnización que motila el litigio no 
debe ser entregado al interesado como en el juicio se 
ha resuelto, sino ser depositado en la Caja de Garantía 
respectiva creada por la ley de la materia 

Correspondería, pues, atento tal doctrina revocar 
el fallo apelado en cuanto puede ser materia de recur- 
so. - Buenos Aires, julio 7 de 1943. - Juan Alvares 
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Buenos Aires, 12 de julio de 1943, 

Y vista la procedente queja caratulada "Recurso 
de hecho deducido por la demanda en los autos Beau- 
champs Jorge Alberto v. Compañía Argentina de Ce- 
mentó Portland", para decidir sobre su procedencia. 

Y considerando; 

Que esta Corte ha tenido oportunidad de declarar 
que cuando el tribunal superior de la causa resuelve 
expresamente una cuestión federal introducida en el 
juicio antes de su sentencia, es innecesario examinar 
la oportumdad en que aquélla fué planteada. Pues de 
esa manera decide igualmente que su ley procesal lo 
autoriza a pronunciarse sobre aquélla, lo tl ue basta pa- 
ra que su planteamiento se considere oportuno a los 
efectos del art. 14 de la ley 48 -Fallos: 188, 482 y los 
alh citados. 



En sn mérito, por ser la decidida una cuesti 
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satúrale» federal —Faltos; 193, 67 y lo» alH citados 
— y por los f andamentos del precedente dictamen del 
señor Procurador General se declara mal denegado si 
recurso extraordinario interpuesto a fs. 176. 

Y considerando en cuanto al fondo del asunto por 
no ser necesaria más substanciación: 

Que la jurisprudencia de esta Corte es uniforme 
en el sentido de establecer que el art. 9* de la ley 9688 
sólo permite la interpretación de acuerdo con la cual 
as inadmisible la entrega inmediata por los jaeces de 
la suma debida en carácter de indemnización al acci- 
dentado o sus derecho habientes; y que ella, por lo 
contrario, debe depositarse en la Caja Nacional de 
Jubilaciones y Pensiones Civiles — Fallos: 188 ( 143, 
193, 67; y la causa "Por tápelo N. v. Cía. Oral, de PP. 
CC. en la Prov. de Buenos Aires", fallada el 16 de 
junio del corriente año. 

En su mérito y de acuerdo con lo pedido en el pre- 
cedente dictamen del señor Procurador General se re- 
voca la sentencia apelada de fs. 173, en lo que ha sido 
objeto de recurso extraordinario. Hágase saber; de- 
vuélvanse los autos al tribunal de su procedencia; re- 
póngase el papel en el juzgado de origen, 

Antonio Saüarna. — B. A. Nazas 
Anchowjíía, — P. Ramos 
Mbjía. 
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URBANO RUIZ Y OTRA v. MUNICIPALIDAD DE 

CAÑUELAS 

ItECUSSO DE QUEJA: Procedimiento. 

Corresponde reservar en la Secretaría de la Corte Su- 
prema de la Nación la queja interpuesta contra la sen- 
tencia de nna eamara de apelaciones local, hasta tanto Ja 
suprema corte local resuelva los recursos de inconstitucio- 
nal idad e imiplicabilidHd de Ui ley y doctrina legal dedu- 
cidos para ante la misma. 

Dictamen del Procurador Gbnriul 
Suprema Corte: 

En este litigio seguido por las sucesiones de Urba- 
no Rtiiss y Juana María Bargas contra la Municipali- 
dad de Cañuelas, por cuniplimipnto de sentencia, la 
('amara de Apelaciones dictó fallo con fecha 22 de se- 
tiembre p, pilo. {fs. 671-683), declarando que las con- 
denaciones impuestas por la sentencia a cumplirse 
sólo podrían hacerse efectivas sobre un 25 % de las 
rentas de la Municipalidad demandadu; y también, que 
debía liberarse de embargo, en la misma proporción, 
las sumas ya depositadas en autos. Cabo advertir que 
el crédito redamado representa alrededor de treinta 
veces ta totalidad de las rentas anuales de dicho muni- 
eipio. 

Los actores, al notificarse del fallo de fs. 671-683, 
han deducido dos recursos: uno, extraordinario, para 
ante V. E. (fs. 692); otro, de ineonstitncionalidad e 
ínaplieabilidad de ley y doctrina legal, para ante la 
Suprema Corte provincial (fs. 700). Ambos les fueron 
negados; pero con referencia a la denegatoria del se- 
gundo, se concedió apelación, en los términos del art. 
354 del Código de Procedimientos local (fs. 713 vta.)- 
Sin embargo, lns autos im fueron elevauos a la Corte 
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provincial porque, como loa actores dedujeron recurso 
directo ante V. E., la Cámara de Apelaciones de La 
Plata prefirió, como mejor informe, remitirlos a este 
Tribunal <fs, 730). 

Ahora bien; la apelación a h\ Corte provincial tie- 
ne por objeto conseguir se anule el misino fallo de fs. 
671-683 cuya revocatoria se procura obtener de V. E. 
Pienso, pues, que antes de tomar en consideración el 
recurso extraordinario aludido debo esperarse pro- 
nunciamiento definitivo de la Corte provincial. Así lo 
ha hecho V. E. en casos equiparables, reservando pa- 
ra su oportunidad la queja, y devolviendo los autos u 
efecto de que se dé curso a la otra apelación (doctrina 
del caso Bimhoni v. Olacireaui y Lamtsse, mayo 8 de 
1939). — Buenos Aires, junio 17 de 1943. — Juan 
Alvares, 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 1*2 de julio de 1943. 
Autos y vistos: 

De acuerdo con lo precedentemente dictaminado 
por el señor Procurador General y lo resuelto en casos 
análogos —Fallos: 178, 105; 187, 505— resérvese la 
queja en Secretaría hasta tanto se agote la jurisdic- 
ción provincial, oportunidad en que las actuaciones 
deberán elevarse nuevamente a esta Corte. A ese efec- 
to, devuélvanse los autos al tribunal de la causa con 
copia del presente pronunciamiento y del precedente 
dictamen. Hágase saber y repóngase el papel 

As TOKIO S\( SARNA, — B. A. NAZA't 

Axchorexa. — F. Ram^s 
Mejía. 
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ALBERTO R. FRETES v. C.H.A.D.O.P.Y.F, 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Materia ajena. Leyes comunas. 
Comerciales. 

La interpretación de Jos arls. 16, 17 y 27 de la ley común 
8875 no constituye cuestión federal y es irrevisible por 
medio del recurso extraordinario. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Cuestión federal. Casos. Consti- 
tución Nacional, 

Es procedente el recurso extraordinario fundado en que, 
contra lo res' pito implícitamente por la sentencia apela- 
da, los arta, lo, 17 y 27 de la ley 8875 son violatorioa de 
la Constitución Nacional. 

CONSTITUCION NACIONAL: CoMliUtnonalídad e ineotistilucio- 
ualidail. Ltyes nacionales. Comunes. 

FIDEICOMISARIOS. 

La limitación del ejercicio individual de las acciones por 
razón de la conveniencia de una representación conjunta 
de todos los cointeresados como la establecida por los arta. 
16, 17 y 27 de la ley 8875, no choca con disposición cons- 
titucional alguna. 

Sentexcia de la C Amara Comercial 

Buenos Aires, 17 de marzo de 1943. 

Y vistos: 

El actor, a mérito de las situaciones de hecho que pun- 
tualiza en su escrito de fs. 21, invocando su carácter de po- 
seedor de 20 títulos de debenlures. Serie C, con garantía es- 
pecia], de $ 150 in/u, cada uno. emitidos por la Compañía 
Hispano Argentina de Obras Públicas y Finanzas, S. A. Ar- 
gentina — C.H.A.D.O.P.Y.F. Argentina — solicita que se libre 
intimación de pago contra la entidad emisora por al suma de 
$ 3.315 m/n. a que asciende el importe qnc conceptúa que te 
le adeuda en concepto (fe capital e intereses, según las condi- 
ciones fijadas en el contrato de emisión respectivo. 

Dentro del régimen de la ley 8875; loa fideicomisarios son 
nu órgano de ejecución y control, que asume la representación 
de la masa de tenedores de debentures, con la amplitud de 
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facultada que determinan ios arts. 16 y 17, entro otros. Este 
mándalo es legal y obligatorio, y *e halla instituido con el 
propósito cíe asegurar la unidad, eficacia y rapidez de las ac- 
ciones pertinentes, en bcnefieín de la ciditt i vulatl de debeu- 
turístas. Dada la naturaleza jurídica de esta representación 
y las condicionen en que la ley ha organizado la actuación de 
los riebcuturistas, estos carecen de derecho para iniciar indi- 
vidualmente la acción ejecutiva tendiente a obtener el reem- 
bolso del capital y pago de los intereses adeudados, desde i(ue 
es a los fideicuin isa ríos a quienes incumbe esta atribución. Los 
antecedentes del derecho inglés que se menciotiatti cu el escrito 
de fs,-45 no autorizan imn solución contraria .* la expuesta, 
por cnanto se fundan en preceptos que no han sido incorpora- 
dos ;t nuestra legislación. 

Por ello, la doctrina que informa la resolución del Tri- 
bunal en la causa que se registra en J. A.: 15, 1005, y fun- 
damentos concordantes del auto de fs, 51, se confirma el mis- 
ino en cuanto ha sido materia de recurso ; y devuélvanse. — 
Vicente lt»ifríffnrz ltíha.s. — Horacio fínuqutt. — Etivnrñ» 
Williams, 

DlCTAMBN DEL PBOCURAtX)R (¡KXEHAL 

Suprema Corto: 

Considero ajustada a derecho hi denegación del 
recurso extraordinario íntorpueslo a fs. 61 de la cansa 
principal. Las constancias do autos demuestran, en 
efecto, que la sentencia de fs. (¡0 sólo ha decidido un 
caso de aplicación de disposiciones de derecho común. 
Simplemente se discutió si los tenedores de de !>en tures 
tienen o no acción individual contra el deudor. 

Corresponde,, pues, rechazar el presente recurso 
directo. — Sitíenos Aires, julio 1" de 1043, — Juan Ai- 
rare?. 

l-ALLn DE LA CONTE StTlfKMA 

Buenos Aires, V2 de julio de 1ÍM3. 

V vista la precedente <|ucja canil u la da ** Recurso 
de hecho deducido por el actor en los autos Fretcw Al- 
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borto R. c. C.H.A.D.O.P. V.F. » para decidir respec- 
to de su procedencia. 

Y considerando; 

. Que la sentencia de fs. 60 de los autos principales 
so funda en la interpretación de disposiciones de la 
ley 8875 — arts. 16, 17 y 27— que revote carácter co- 
mún —Fallos: 118, 425—. De mauern irrevisible por 
esta Corte, el tribunal apelado ha resuelto que un te- 
nedor de debentures carece de acción individual con- 
tra ei deudor. 

Que, en cambio, la cuestión oportunamente plan- 
teada y referente a lu ineonstitucionnlidad de las dis- 
posiciones mencionadas de la ley 8875, en que se funda 
el recurso extraordinario, ha sido resuelta implícita- 
mente cu contra del derecho federal invocado. En tales 
condiciones el recurso ha debido concederse — art. 14, 
inc. -r, ley 48; Fallos; 188, 482; 194, 284. 

En su mérito se declara mal denegado el recurso 
extraordinario interpuesto a fs. 6*1 de los autos prin- 
cipales. 

V considerando, en cuanto al fondo del asunto, 
por no ser necesaria más substanciación, 

Qtie es doctrina de la jurisprudencia de esta Cor- 
te, que la limitación del ejercicio individual do las 
acción ls que pudieran corresponder a. los particulares, 
por razón de la conveniencia de una representación 
conjunta de todos los eo- interesados, no choca contra 
disposición constitucional alguna. Cons tituye por lo 
contrario, una reglamentación razonable del derecho 
de que se trata, tendiente a hacerlo compatible con el 
derecho análogo de los demás — Fallos : 185, 242— que 
en los supuestos en que reviste la forma de unificación 
de personería, el Tribunal ha declarado no autorizar 



FALLOS DE LA CORTE BUPREHA 

siquiera la concestón del recurso extraordinario —Fa- 
llos : 193, 368. 

En su mérito se confirma la resolución de fs. 60 
en lo que lia podido ser objeto de recurso extraordina- 
rio, llágase saber; devuélvanse los autos al tribunal 
de su procedencia ; repóngase el papel en el juzgado 
de origen, 

KOBERTO BePETTO. — ANTONIO 

Saoarna. — B. A. Nazak An- 
ohobena. — F. Ramos Mejía. 



ALFREDO t. SERE Y OTROS v. PROVINCIA DE 

BCEXQS AIRES 

PBVEliA: iifredmünto \j producción. 

No obstante Ja oposición tic una de Ihs partos fundada eu 
que la prueba de peritos ofrecida por la otra es inútil poi* 
referirse a un bechtt.quc estima inobjetable y fuera de 
la litis, procede admitir dicha prueba por versar sobre 
cuestiones (pie primo facie no pueden ser consideradas 
ajeitas al debute, sin perjuicio de apreciar nu valor al 
dictar sentencia 1 1 1. 

PRUEBA: Peritos. 

A falta de conformidad de lúa partes acerca de la desig- 
nación rio peritos, esta incumbe al Tribunal ( B ). 



EMILIA liERíiONZELLI DE FEltlíAlíl v. DIRECCION 
GENERAL DEL IMPUESTO A LOS REDITOS 

RECl'RSO ORDINARIO DE APELACION: Sentencia definitiva. 

La sentencia que declara improcedente la instancia ju- 
dicial contra la resolución administrativa que estimó de 

oficio los réditos del contribuyente tiene carácter de de- 

, ; 

(1) 12 fle jiilúí di» 1IM.1. Kalhw: 1*1. m-, 1í>». ls>e. 

(2) fallos: 1*4, 146. 
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fruitiva y puede ser recurrida para ante la Corte Suprema 
por medio del recurso ordinario de apelación. 

COSA JUZGADA. 

La sentencia de la Corte Suprema que declara improce- 
dente eí recurso extraordinario por falta de resolución 
contraria de la cuestión federa! invocada como funda- 
• mentó de aquél, deja firme el fallo apelado que la resol- 
vió declarando procedente la instancia judicial contra 
la resolución administrativa que estimó de ofició los ré- 
dito,-* del contribuyente, e impide renovar el débale acarea 
de dicha cuestión. 

Sentencia de la Cámara Federal 

Mendoza . 16 de mayo de 1942. 

Vistos los autos. 4 'Emilia Tíergoiizelli de Ferrari contra 
Dirección General del Impuesto a los Réditos, por recurso 
contencioso administrativo", venidos en apelación del Juzga- 
do Federal de Mendoza respecto de la sentencia de fecha 2 
de octubre de 1941 por la que se resuelve: "Hacer lugar a la 
demanda interpuesta por doña Kmilic Bergonzelli de Ferrari, 
declarando improcedente la estimación de oficio realizada por 
resolución do fecha 3 de enero del ano 1939, corriente a ís. 33 
del expediente núm. S/M A ,'339/38, con costas"; y 

Considerando : 

Que al expresar agravios el señor fiscal de cámara a fa. 
404, pide se revoque la sentencia recurrida, no sólo porque la 
estimación de oficio impugnada se hizo de acuerdo a la ley y 
haber sido indispensable, sino también porque ella es sólo re- 
formable por la autoridad administrativa, sin perjuicio de lo 
dispuesto sobre el recurso de " reposición 1' (quiso decir "repe- 
tición"), lo que importa previo pago, pues que no se repite 
sino lo pagado injustamente, según los arts. 784 y sigtes. del 
C. Civil, y lo resuelto por la Corte Suprema de la Nación 
en fecha 2*4 de septiembre de 1941, en juicio José Adolfo Bull- 
rich Pretlolini contra Fisco Nacional. 

Que habiéndose pronunciado ya el Tribunal sobre la se- 
gunda cuestión propuesta por el recurrente, seiún resolución 
do fs. 1 de fecha 8 de agosto de 1939, declarando la proceden- 
cia de la instancia judicial, corresponde establecer previa- 
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mente si es clnhle entrar u considerar y resolver nuevamente 
sobre ella. 

Que esa cuestión entraña eu sí, la ile incompetencia, eu 
el sentido amplio del concepto, ya que el recurrente sostiene 
que ile la estimación de oficio ^ó|o puede deducirse el recurso 
de Consideración ante In Administración, lo que importa 
negar jurisdicción a la justicia para conocer en bt causa, 

Que sepún lo establece el art. 1" ele In ley 50, Ni jurisdic- 
ción de los tribunales y juzgadas nacionales, determinada por 
la Constitución, no es prorroga ble sobre personas y rusas aíC- 
naS ¡1 r|}¡l. ¡IHH rilando las parles J¡1 ¡«jautes l'UIl Vi' tl^a ti CU líl 

prorrogación; ajrrcfrando el art. 3" que, siempre que de la 
demanda aparezca clara mente que la en osa no compele a la 
justicia nacional, el juez deberá declararla sin más aet nacio- 
nes. En base a estos preceptos, la forte Suprema tiene resuel- 
to reiteradamente que la ¡tie.unpetencta de jurisdicción puede 
y debe ser declarada, aún de oficio, en cualquier estado de la 

musa (Falio>: 132, á&i y jurisprudencia allí citada). 

Que la mencionada resolución de fs. 41. no hace cosa 
ju/^ada, propiamente dicha. en razón de que la ('orí- Supre- 
ma, a quien ve llevó cu recurso extraordinario, esa resolución, 
uo bu cu t nulo a conocer sobre clin, por no revestir la misma 
el carácter ile sentencia definitiva, quedando así en .suspenso 
su pronunciamiento para su debida oportunidad; cu cuya vir- 
tud, estii cámara puede pronunciarse nuevamente sobre dicha 
cuestión, dada mi naturaleza especial notes apuntada, v apli- 
cando los preceptos lépales y principios jurídicos pertinentes, 
con la flexibilidad y amplitud con que deben interpretarse 
según las modalidades particulares de cada enso. 

Que con fecha 24 de septiembre de tíMl, esto es, con 
pnstci iot-idad n la resolución de fs. 41, la Corle Suprema ba 
declarado in re u Büllrich Prednlini, ¡José v. Ki>eo Nacional'*, 
citado por el fiscal de cámara, que di' acuerdo a lo precep- 
tuado por el art. 8° de la ley 11.683. de las estimaciones de 
oficio hechas por la Dirección (Jeneral del Impuesto n los 

Réditos, .sólo cabe el recurso de reconsideración administrati- 
va, sin perjuicio do la acción de repetición, previo pauo del 
impuesto. In que excluye la instancia judicial contra Ja esti- 
mación de oficio (Fallos; 1!10, í7l) ; vale decir, un pronun- 
ciamiento contrario al de este Tribunal. 

Que si bien Jos fallos de la Suprema Corte no tienen ca- 
rácter treneral o normativo, siendo sólo Obligatorios eu los 
juicios en que han sido dictados, es indudable (pie. dentro del 
orden lópit-o de las esas, puede desde ya preverse que, dicta- 
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da hí sentencia definitiva y llevada nuevamente la eauaa a 
.su conocimiento mediante los recursos pertinente*, la Corto 
se pronunciaría en el sentido en i|ue ya io ha hecho en Ja 
sentencia mencionada, dictada hace apenan algunos meses y en 
tribunal pleno. 

Que de pronunciar sentencia esta Cámara sobre el fondo 
del litigio, manteniendo «u anterior resolución sobre la pro- 
cedcneiíi de la instancia judicial, no liaría, pues, más que 
prolongar iiiiit ilm^iite el juicio, con los gastos consiguientes 
para la actora y retardo en la percepción pública cuestiona- 
da, sin ntra razón (pie la de haberse ya pronunciado anterior- 
mente sobre dicha cuestión, dando a ese pronunciamiento los 
efectos de la cosa jn/trada. que como ha quedado establecido, 
no procede, en atención a las modalidades particulares de la 
causa. 

Que en tal situación, corresponde rever la anterior reso- 
lución de i's. 41, por ios fu adame titos aducidos pur la Corte 
en la sentencia ya referida, que se dan por reproducidos, lo 
que hace inoficioso pronunciarse sobre el fondo del litigio. 

Por estas consideraciones, .se resuelve declarar improce- 
dente la instancia judicial, y en consecuencia, desestimar la 
acción deducida por doña Kmilia líenronzelli de Ferrari con- 
tra el Fisco Nacional. — ./. Vera Valle jo. — José E. liotlrí- 
gWt« íftfo (en disidencia). — //. Baeza González. 

Disidí itcin 

t "onsideraudu ¡ 

Que entablada la presente demandti contenciosa, se dió 
vista al procurador fiscal, par» que, de acuerdo a lo dispues- 
to por el art. 42 de la ley 11,683 T. O., se expidiera sobre la 
procedencia de la instancia y la competencia del juzgado. 

Que dicho fuñe ion ai- ¡o a fs. 30, sostuvo la improceden- 
cia de la instancia, no obstante lo cual, el juez federal, por 
auto do fs. 31 declaró la competencia del juzgado y l¡, proce- 
dencia de la instancia, auto que fué confirmado por este tri- 
bunal. 

Que entablado y concedido recurso extraordinario ant© 
la Corte Suprema, dicho tribunal declaró la improcedencia 
del recurso por ser las resoluciones apeladas favorables a la 
procedencia del fuero federal. 

Que en virtud de tales pronunciamientos, quedó defini- 
da para el juzgado y la cámara la cuestión de competencia 
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promovida, sin que sea dado volver a articular la misma cues- 
tión, pues al respecto existe preclusiñn. 

Que cuando el art. 42 de la ley 11.633 citado, diapone que 
el fiscal se espida acerca de la competencia y procedencia 
de la instancia antea de darse curso a la demanda, ha que- 
rido, sin dtidn alguna, que queden definidas previamente tales 
cuestiones, y ese es el propósito de la ley, mal puede reeditarse 
al contestarse la demanda. 

Que la circunstancia de que la Suprema Corte en un fallo 
de fecha posterior ai de esta cámara, haya declarado en un 
easo a nal upo. la improi-nlencia de la instancia, tío autoriza 
para rever, por esa sola causa, la resolución del Trihunal. El 
error de interpreta ,„n en el que pudiera haberse incurrido, 
podrá ser reparado por el alto Trihunal mediante la oportuna 
interposición del recurso extraordinario, una vez dictada sen- 
tencia definitiva sobre el fondo del asunto. 

Que tampoco es de aplicación al caso, la jurisprudencia 
de la Corte, sejfúii la cual la incompetencia puede y debe ser 
declarada aún de oficio, en cualquier estarlo de la causa, pues 
ella sólo es aplicable al caso de que no haya habido controversia 
y decisión autor' r sobre el punto, lo que no ocurre en el *tf& 
jtulirc. 

I*or estos fundamentas, se desestima la cuestión planteada 
por el procurador fiscal de cámara «obre incompetencia e im- 
procedencia de la instancia, y por los fundamentos aducidos 
por el a quo se confirma con costas la sentencia apelada de fs. 
3Í)7. — Josr K. ItodnfjHf* Stía. 
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Buenos A i ros t 14 de julio de WX 

Y vistos: Los recursos extraordinario concedido y 
tío hecho por denegación del ordinario de apelación, in- 
terpuestos por Doña Emilia Borgonzelli de Ferrari en 
el pleito contra el Gobierno Nacional por improcedencia 
de la estimación de oficio de sus réditos imponibles; 
ambos recursos contra la resolución de I» Cámara Fe- 
deral de Mendoza que declaró improcedente la instan- 
ein judicial y, en consecuencia, desestima ln acción — fs. 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



17$ 



410, 415 y 41í> de los autos principales y fs. 1 a 7 del 
expediento del recurso de hecho—; y 

Considerando: 

Que, romo queda demostrado en el exordio, con 
transcripción de la parte dispositiva, la resolución ie- 
currida tiene carácter de definitiva al declarar "impro- 
cedente la instancia judicial" y desestimar la acción. 
No importa que la Cámara no se pronuncie — como lo 
hizo el Juez, fs. .'i!)7— soltrc la justicia de Ja estimación 
de oficio de los réditos de la señora Bcri£onzelH de Fe- 
rrari, puesto que pone fin al pleito en los términos en 
que ha sido planteado impidiendo su continuación sin 
los requisitos previos de la reclamación administrativa 
y, en el caso de ser ella resuelta negativamente, del pa- 
iío de la cantidad que se discute para poder repetirla 
ulteriormente. Es una situación semejante a la del re- 
chazo de una demanda contra una resolución administra- 
tiva contra la cual no se lia interpuesto el reclamo que 
preceptúa el art. 1* de la ley WXi'2; o a la de repetición 
fie impuestos sin el previo patío y pro) esta —Corte Sn- 
prcma t Fallos: 116, 20, 

Si la Cámara de Mendoza entendió que su fallo de 
fs, 410 era definitivo a los fines del art. 14 de la ley 
48 — fs. 41 G — debió asimismo considerarlo en tal carác- 
ter a los efectos del art. ,T de la ley 4055, aunque no se 
haya pronunciado sobre el fondo de la demanda que era 
la ilegalidad de la estimación de oficio de los réditos <le 
la actora. Lo indudable es que la cansa terminó en esta 
instancia aunque, como lo decidió la Corte en Laplacette 
v. la Prov. de Buenos Aires, otro pleito puede plantearse 
sobre otro aspecto p modalidad del mismo hecho (Fa- 
llos: 19."), 1)6). 

En mérito de lo expuesto se declara mal denegado 
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el recurso de apelación 1 ordinaria; y habiendo las partes 
aducido, en esta instancia, los fundamentos de sus pre- 
tensiones conforme a lo dispuesto en el art. 8* de la 
ley 4055 y lo resuelto por auto de fs. 420 vta., está, pues, 
la causa en estado de fallo. 

i 

Que la procedencia de la competencia y la Instancia 
judicial federal fué definitivamente resuelta por la Cá- 
mara Federal de Mendoza confirmando la del Juez Fe- 
deral de la misma ciudad — fs. ,'Í1 y 41 — y traído el 
asunto a la Corte por recurso extraordinario, el Tribu- 
nal lo declaró improcedente porque no había denegación 
del fuero federal y porque "aun en t.-I hipotético caso de 
referirse ia cuestión en examen al pronunciamiento ad- 
ministrativo que estima de oficio la renta imponible tic 
la señora BergonzelH de Ferrari ella no podría dar lu- 
Rur al recurso extraordinario parque no tiene los carac- 
teres de sentencia en ejecución que esta Corte declaró 
indispensables en los casos de los lomos 108, página 283 
y 183, páiriua ION; los pronunciamientos de las autori- 
dades administrativas, cuyo cumplimiento requiere la 
intervención de los tribunales, por vía que no sea la de 
ejecución de sentencia, escapan al contralor del recurso 
extraordinario que sólo cabe, en tales casos, respecto de 
la ulterior o ulteriores decisiones tle la justicia' ' — fs.6.1, 

(¿ue, con tal pronunciamiento — tle octubre 18 de 
1ÍW9 (')— quedó firme o! de la Cámara Federal y, por 
consiguiente, hay cosa juzgada sobre el particular, pues 
lo que entonces se discutió y ahora se vuelve a discutir 
con el grave retardo en la justicia, que es por sí sensi- 
ble agravio a quien la demanda y al buen orden de los 
juicios, no es una cuestión de competencia entre jueces, 
por inhibitoria o declinatoria, ni una excepción de in- 
competencia do jurisdicción desde que todos reconocen 
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que incumbe a la justicia federal, 011 el caso, decidir lo 
atinente a la estimación de oficio de los réditos en caso 
de disconformidad — art. 42, ley 11.683 T. O.— ; lo que 
se discute es si se puede llegar a ella sin cumplir antes 
ciertos trámites administrativos como la oposición, la 
reconsideración y el pago previo para luego repetir 
— arts. 8, 35, 3(¡, 41 y 42 de dicha ley— todo lo cual fué 
oportuna y debidamente discutido y resuelto y no es 
óbice al pronunciamiento sobre el fondo del asunto y 
terminación de la litis la circunstancia mencionada a 
fs. 411 do uno o más fallos de esta Corte en otras causas 
decidiendo cuestiones que pueden tener semejanzn con 
algunas de las debatidas en estos autos pues, como afir- 
ma el vocal disidente — fs. 412 vtn — "el error de in- 
terpretación vti fjuo pudiera haberse incurrido, podrá 
ser reparado por el alto Tribunal mediante la oportuna 
interposición del recurso extraordinario, una vez dicta- 
da sentencia definitiva sobre el fondo del asunto". 

En su mérito se revoca la resolución apelada. Hága- 
se saber y devuélvanse, reponiéndose el papel en el juz- 
gado de origen. 

ROBEHTO lÍ ErJ¡TTO — AXTOJÍIO Sa- 

gahxa — B. A. Nazab An- 
cho he xa — P. Hamos Mejía. 
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NEl'MAX, SOI ! EDAD EN COMANDITA v. ADUANA 

BECVRSO KSTRAORDISARÍO : Gm$H6m federal. Resolución 
contraria. 

El litigante que se limitó a fundar su derecho en norma* 
comunes sin haher intentado oportunamente una interpre- 
tación compatible 1 con aquél de la norma federal invocada 
por su contrario, no está habilitado pnra fundar en ésta 
el recurso extraordinario contra la .sentencia que desestimó 
su pretensión (}), 



FALLO DE LA VOñtZ SUPREMA 

Uñónos Aires, 14 de julio de 1943. 

Y vista la precedente causa caratulada "Xoumann 
\ T . «oc. en t'oni. — Aduana 104 B. 1937. Kecurso do He- 
cho" para decidir res poeto del recurso extraordinario 
concedido a f*. 300 vta. 

Y considerando : 

Que el recurrente fundó el pedido de que so decla- 
rara proscripta la multa impuesta, en la circunstancia 
do que regían el caso los arts. 65, inc« 4 y 66 del Có- 
digo Penal, en virtud de lo proscripto en el art. 4 del 
mismo, y por no existir eu las OO. A A. n inpuna dis- 
posición aplicable al supuesto do prescripción de la 
pena. 

Que fué el Ministerio Fiscal — fs. 291— el que in- 
vocó el art. 433 de las OO. AA. para la solución del 
caso. 

Que para la aplicación do la jurisprudencia de esta 
Corte según la cual en las causas que versan sobre in- 
terpretación de una ley federal, la procedencia del re- 
tí) En ta niismn fwlia trenyó íifiml i-esnhidAn «a la musa X' 30 
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curso extraordinario 110 se supedita a la resolución 
contraria a la pretensión de ninguna de las partes —Fa- 
llos: 189, 309 y los allí citados— se requiere que am- 
bos litigantes liayan intentado oportunamente una in- 
terpretación do la norma debatida compatible con sus 
pretensiones en el juicio. La doctrina enunciada pre- 
cedentemente no ampara a quien se hubiera limitado 
a fundar su derecho en disposiciones de naturaleza 
común —Fallos: 135, 51; ltií), 303; 191, 93— sin plan- 
tear concreta y correctamente cuestión federal alguna 
—Fallos: ICO, 101; 187, 505 entre otros. 

Que el apelante, según ya se ha dicho, no mencio- 
na en su escrito de fs. 289 el art. 433 de las 00, AA. 
y no existe constancia en autos, anterior al escrito en 
que interpuso el recurso extraordinario — fs. 299 — de 
que cuestionara concretamente su inteligencia en el 
curso del incidente resuelto a fs. 297 vta. 

En su mérito se declara mal concedido el recurso 
extraordinario interpuesto a fs. 299. Hágase saber; 
devuélvanse los autos al tribunal de su procedencia; 
repóngase el papel en el juzgado de origen. 

Roberto Repetto — Antonio Sa- 
oahxa — B. A, Nazar An- 
chor en a — F. Ramos Metía. 



ADUANA v. & NEUMAN, ¡SOCIEDAD EN COMANDITA 

RECURSO ORDINARIO DE APELACION: Casos. Causas cri- 
m i nales. 

Es improcedente el recurso ordinario de apelación contra 
la resolución de la Cámara Federal de la Capital que 
desestima la prescripción de la pena de multa, impuesta 
por ta sentencia recaída en una causa por defraudación 



lio 
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Aduanera, cuyo carácter penal no se modifica por la eir- 
eunatamia de tratarle de procedí miento» posteriores a la 
sentencia condenatoria 



VENIA LOO Y CIA. v. ADUANA 

HKt l ■ USO h X TRAOR DI XA fíW: Principió» $*n*rah*. 

La opdón pnr el reeurso administrativo establecido en 
el art. 73 de la ley 11,281 importa la renuncia definitiva 
del judicial y, por lo tanto, el abandono de la vía que 
permito llegar 'aisla la Corte Suprema por medio del re- 
eurao extraordinario que es ¡ni procedente respecto de la 
resolución dictada en el asunto por el Ministro de Hh- 
rienda de la Nación { a ). 



-IOSK HIPOLITO |»EHKZ 

ENROLAMIENTO, 

El infractor al art. 2 de la ley 11.:1H<¡ mayor de 1SÍ años 
y menor de 4a. declarado apto para servicias auxiliares, 
debe' sor condenado a preatartoa durante un año e incor- 
porado al ejercito con 'ese objeto aunque después de 
arpie! la declaración haya sufrido trastornos que podrían 
incapacita rio. sin perjuicio de dársele de baja si lo incapa- 
cidad He produjera eon interioridad a la incorporación. 

Sentencia i»el Jijee Feuehal 

Mc-ndoza, diciembre :;i de lf>42. 

Y vintos: Los presentes X" B9.207, caratulados: "Fiscal 
contra .losó Hipólit.i IVtcz. por infracción a la lev 11 
art. 2»" ? y 

Considerando: 

Que a fs. 7 presta declaración indagatoria el causante 
manifestando que no íc enrolo dentro del termino fijado por 

(i) 14 ilc julio tk 1 LM3. Fallo*: I.SJ0, 5 jr Si»; I H7, 509. En I» mis- 
ma f-cli.i tcr»\'A í^híiI resolución en \u cauta A. H¡«, «(¡uidn entro 
líii» aitetaai ]'nrtrs. 

<*> U de julio de lfM.I. fnllo»; 1S£». Hfi; 134, 1«r. 
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la ley H.ÍJSU en razón de ignorar la fecha exacta de ¡su naci- 
miento, estantío en la creencia de que era de la cla.se de 1923. 
Ratifica asimismo la declaración prestada ante la oficina en- 
roladora en el mismo sentido y habiéndosele remitido al dis- 
trito militar para su revisacíón medica, resultó "apto para 
servicio auxiliar'*. 

Qtie a fs. i:i se realiza el comparendo que prescribe el 
art. ó 7.1 del Código di- Proecd i mientas en lo Criminal y Co- 
rreccional, pidiendo el procurador fiscal, se condene al pro- 
cesado a sufrir la pena de un «fio de recargo en las fitas del 
ejército. La defensa pide la absolución del acusado por cuan- 
to desconociendo la fecha de su nacimiento incurrió en lu 
demora apuntada. 

Que ta infracción al art. 2* de la ley 11.386 se encuentra 
acreditad;! en autos con la propia declaración del procesado 
a fs. 7 y un previendo la ley otra causal eximente de respon- 
sabilidad que la eíremislanria de hallarse físicamente im|H?- 
didn para concurrir en persona a ía oficina enrolado™, las 
manifestaciones formuladas por el encausado en su descargo 
BOU i impél anles a los el ectas de la iitimputabilidad delictuosa. 

Qno estableciendo el art. 21 de la ley 11.380 en su primer 
apartarlo, tjue las infractores a las prescripciones del enrola- 
miento serán "incorporados a prestar servicio en las filas del 
ejército permanente por un año, además del tiempo de servi- 
cio que le corresponde» tal penalidad debe entenderse apli- 
cable solamente cuando los infractores han sido incorporados 
a las filas del ejército o estén en condiciones físicas de scHo. 
Sólo así cobra sentido el adverbio tf afáinéé" empleado en el 
citado artículo. 

Por otra parte, ilógico resultaría admitir .pie aquellas ciu- 
dadanos que en razón del resultado del reconocimiento medi- 
co, un han sido incorporados al ejército, sean llamados a cum- 
plir un año de recargo cu el mismo. 

A juicio del suscripto la sanción aplicable en el presenta 
caso es la prevista en el segundo apartado del mismo artículo 
QUe establece: "los inútiles para todo servicio o servicio auxi- 
liar, serán castigadas con prisión de uno a seis meses". 

Por estas consideraciones, juzgando en definitiva, fallo 
condenando al ciudadano José Hipólito Pérez, dase lí>22. ma- 
trícula individual N" 3.351. MIO, distrito militar X v "ú. a sufrir 
la pena de un mes de prisión ta (pie debe considerarse cum- 
plida a la fecha, atento el tiempo que lleva detenido. Oficíe- 
se a la polic ía ordenando la inmediata libertad del procesado 
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y hágase sabor «1 distrito militar N* Et, lo resuello precedeu- 
temente. Devuélvale la libreta fie enrolamiento. Cópiese y no- 
tifíquese. — //. Baeza donnUez. 

Sentencia de la Cásiaki Federal 

Mendoza, abril 30 de 1943, 

Vistos: Las autos H» 52S1-F-9IÍ7, "Fiscal e./ José Ilipóli- 
to Pérez, por int'rnee :/ m n la ley 11.306* nrt. 2*", venidos del 
Juzgado Federal de Mendoza, en apelación rie la resolución 
corriente a fs. 14, por la que se resuelve condenar al deman- 
dado a sufrir ta pena de un mos de prisión, la que debe con- 
siderarse cumplida a Ja fecha, atento el tiempo que lleva de- 
tenido. 

Y considerando: 

Que está acreditado en autos que el ciudadano Jasé Hi- 
pólito ¡Pérez se enroló después de haber cumplido 19 anos 
de edad. 

Que la sentencia condena al nombrado a sufrir la pena do 
un mes de prisióu, resolución que ha sido apelada por el pro- 
curador fiscal por considerar que la penalidad aplicable, es la 
de recargo de servicio. 

Que el art. 21 de la ley 11.38fi, que estable la sanción 
a aplicarse a las ciudadanas que se enrolen tardíamente, con- 
templa tres situaciones perfectamente definidas: 1* ciudadanos 
que se enrolen después de cumplir los 10 años y antes de los 
45, que sean aptos para todo servicio o servicio auxiliar; 
2* ciudadanos menores de 19 y mayores de 45, y 3» la líe los 
ciudadanos de cualquier edad que resultaren inútiles para 
todo servicio. La penalidad para los primeros e.s de recargo 
de servicio en el ejercito permanente, y para todos las otros, 
prisión de uno n seis meses. 

Que de acuerdo a lo dispuesto por el art. 63, iuc' a) de 
la ley 4707, están exceptuadas del servicio militar, únicamen- 
te los que por enfermedad o defecto físico resulten inútiles 
para el servicio y no puedan ser empleados en tos servicios 
auxiliares, de manera que los que están comprendidos en esta 
última categoría, son incorporados n prestar servicio, ya *iej 
el obligatorio que les corresponda por la ley, o bien para cum- 
plir una sanción como ta que establece el nrt. 21. situación 
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esta última contemplada por el art. 2fi, iue. ñ), última parte 
del Reglamento de Procedimiento y Servicio Militar, 

Quo la .situación que presenta el defensor de] encausado, 
de un ciudadano declarada apta para el servicio auxiliar que 
padece posteriormente de trastornas que hace peligrosa su in- 
corporación, lo que demostraría, a mi juicio, Jo inconveniente 
de la interpretación dada por el Tribunal al citado art. 21, 
tiene solución, solicitando un nuevo informe a los médicos 
mil ¡tarea, y si esa incapacidad se produce después de la incor- 
poración, deberá ser dado de baja, de acuerdo a lo expresa- 
mente previsto por el reglamento citado en sus iiíiin. 82 y si- 
guientes. 

Por estos fundamentos, se modifica la sentencia apelada en 
cuanto a la pena impuesta, condenándose hI ciudadano José 
Hipólito Pérez a prostar un año de servicio en Jas lilas del 
ejercito permanente de acuerdo a sus aptitudes. — José E, 
Rodríguez f¡áa. — ./. Vera Valle jo. — Agustín (Je la Reta. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenas Aires, 1(3 de julio de 1943. 

Y vistos: el recurso extraordinario deducido en 
la causa "Fiscal v. José Hipólito Pérez, por infrac- 
ción al art. 2 T de la ley n' 11.386", contra la sentencia 
dictada por la Cámara Federal de Mendoza, y 

Considerando : 

Que en los autos lia quedado establecido que el 
ciudadano José H. Pérez se enroló después de cumpli- 
dos los 19 años de edad, como así también que resultó 
apto para el servicio auxiliar en el servicio militar 
(fs. 9). 

Que en tales condiciones, la infracción aludida de- 
be ser castigada condenándose a prestar un año de 
servicio en las filas del ejército permanente como lo 
establece claramente el art. 21 de la ley n* 11.386. . 



IM FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

Por olio y sus fundamentos so confirma la senten- 
cia do fs. 'JO en cuanto pudo ser materia do recurso. 
Hágase snber y devuélvanse ul trihunal de proceden- 
cia. 

HOBRRTO RBPETTU — ANTONIO S.V- 

qábxá — B. A. Nazab Ak 
ciioukna — V. Ramos Mejía. 



VICTOR AÑORADA NACION ARGENTINA 

PEXStOXES; Policía, homaros, He, 

Tiene derecho a la pensión establecida por hi lev 4236 
el bombero «Indo de baja it consecuencia de una tubercu- 
losis t[ue, según el informe de los peritos médicos, fué con- 
traída por aquél despué.s di* su ingreso al cuerpo respecti- 
vo y a consecuencia de las funciones que en él descaí - 
peSÓ r 1 ). 



FRANCISCO DE PALLA AVALA 

RECURSO EXTRAORDIXARIO: Principios generales. 

El recurso extraordinario iiene |>or objeto mantener la 
supremacía de la Constitución e?i fnda l.i República y pre- 
supone la decisión exclusiva de puntos de derecho fe- 
deral. 

RECURSO EXTAURIHX ISI0Í Materia njvn,t. CttfvtbnfS (/# he- 
cho i/ priu ha. 

Ks improcedente el recurso extraordinario ron t ra la sen- 
tencia (píe. fundada en la faifa de prueba referente a las 
actividades eomnnistas atribuidas al solicitante, resuelve 
concederle carta de etudadsníu argentina. 



<n i'l frlfa dé !£>>:t. FnRt»: j-ei. 
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FALLO HE LA COliTK S 1*1 Mí KM A 

liueiios Aires, 21 do julio de 1943. 

Y vistos: Los del recurso de hecho por apelación 
denegada deducido en el juicio presentado por el doc- 
tor Francisco Ayala solicitando carta de ciudadanía, 
■ pie tramita ante el Juzgado Federa! de Santa Fe. 

Considerando ; 

Qm la sentencia de ambas instancias lia acordado 
la caria de ciudadanía en favor del Dr. Ayala con opo- 
sición de uno de los miembros de la Cámara Federal de 
Liosa lio. KL recurso extraordinario interpuesto por el 
Ministerio Fiscal ha sido denegado por aquel tribunal 
en razón de reconocer como antecedente una simple 
cuestión de hecho. 

Qtte el punío capital tle la contienda se reduce, en 
etcc-l n, ;i silvr si se I raído a los auhis alguna prueba 
efectiva tle ipte el Dr. Ayala a(pií o en España haya 
exteriorizarlo actividades de carácter comunista. 

Que la decisión de esa cuestión, por su naturaleza, 
110 está comprendida en ninguno de los casos enumera- 
dos por el art. 14 de la ley mím. 48. Et recurso extra- 
ordinario destinado a mantener bi supremacía de la 
Constitución en loda Ja República con arreglo al art. 
.11 de aquélla, presupone la decisión exclusiva sobre 
punios de derecho federal. 

Que si así no fuera, Ja Corte Suprema actuaría co- 
mo un tribunal ordinario de última instancia — Fallos: 
114, 148; 185, 358; ]8!J, 188; 190, 220; li>3, 11. 

Que no se trata tampoco de alguno de los casos de 
excepción donde las cuestiones de hecho o prueba tic- 
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nen estrecha conexión con el punto ele derecho federal 
debatido en la litis —Fallos: 189, 170. 

En su mérito se confirma la resolución apelada de 
fs. 5b que demora el recurso extraordinario interpues- 
to a fs. ¡"i". Hágase saber y archívese, dovol viéndose 
los autos principales elevados como mejor informe al 
tribunal tic su procedencia con transcripción do la pre- 
sente resolución. 

Robkuto Repetto — Antonio 8a- 
üahna — B. A. Nassau Aíí- 
chokena — F. Ramos Mejía. 



DEMETRIO l'iliCHR v. S. A. NEUMATICOS UOODYEAK 

jrUBISDICCJON: Cne*timtes de competencia. 

La .sola circunstancia de que no se hoya hecho saber al 
juez <' • la raiiaa la iniciación de iui¡i cuestión de compe- 
tencia por inhibitoria, no basta para desestimarla si fué 
promovida en liempo y f orina. 

JURISfJtrriOX: .Wvíúh personal. 

Es competente para entender en Iuh juicios en que se pro- 
mueven nociones personales, el juez del domicilio expresa 
o implíci lamente convenido para el cumplimiento de las- 
ohl if-at* io nos, que en el caso de una locación de servicios 
es el del lugar donde éstos fueron prestados (*). 



FERROCARRIL CENTRAL ARO ENTINO v. ROS EL LO 

V CARRIZO 

hECVUSO EXTIiAOIlMXAfílOi Cuestión federal* Casto. Óéntti- 
lució n Nacional, 

Procede el recurso extraordinario contra la sentencia de- 
finitiva favorable a la validez del art. :] de la ley del í> de 

(t) 21 Ji* julio di- IW3. Ver Fntlw: 1*2, 153. 
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enero de 1928 de la Provincia de Tucumán y del art. 12 
de la Ordenanza General Municipal del 17 de julio del 
mismo año, im pugnados por el recurrente como violato- 
rios del art. lti de la Constitución Nacional. 

COSSTITUCIOS V AVIOS AL: CorntHudotiaUdml ? incowtl ¡fuño- 
na titl a<L Impuestas i/ fontribueiont» •provincial*'*. Afirmados. 

El art. 3 de la ley del 9 de enero de 1928 de la Provin- 
cia de Tucumán y el art. 12 de la Ordenanza General Mu- 
nicipal del 17 de julio del mismo año, no son violatorios 
de la igualdad establecida en el art. 16 de la Constitu- 
ción Nacional porque manden cobrar la contribución de 
afirmados en proporción variable con arreglo al frente y 
al fondo de los inmuebles beneficiados de manera que 
los que tengan menos fondo paguen una cuota menor. 



SfttiTEXt-iA DKL Juez Federal 

Tucumán, diciembre 31 de 1940. 

Y vistos: El presente juicio seguido por el Ferrocarril 
Central Argentino contra los «oñores Koselló y Carrizo sobro 
cobro de peana, del que resulta : 

Que a fs. 16 se .presenta el procurador don Henjainín Cen- 
teno iniciando demanda contra Ja razón social lio.selló y Ca- 
rrizo por devolución de In suma de $ 19.411,12. 

Funda la aceión en los siguientes hechos: que en mayo del 
año 1933 la Municipalidad de Tucumán libró al servicio pú- 
blico el pnvimento de granititllo construido en la calle Marco 
Avellaneda y pasó a su mandante, como única propietaria de 
los inmuebles ubicados en el costado naden Ip las cuentas de 
pavimentación Jiros. 744fi, 7453, 7333 y 7310 que adjunta y 
que corresponden a la 6*, 7*, 8* y 9» cuadras de la referida 
arteria. 

Que posteriormente .su mandante se encontró con que m 
lo cobraba casi too 70 % del costo de la pavimentación, cuan- 
do a lo sumo le correspondería abonar el 50 %, ya que bu 
propiedad está situada sobre la acera naciente. Que se ges- 
tionó ante la Municipalidad la rebaja consiguiente, con resul- 
tado negativo, yn que dichas cuentas se ajustaban a las dispo- 
siciones del art. 3° de la ley provincial de pavimentación de 
9 de enero de 1928 y art. 12 do la ordenanza general del 17 de 
julio del mismo año. 
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Que en este caso especial sucede que en ln neera poniente 
de la 6* y 7» cuadras de la calle lúa propiedades afectadas al 
pego del afirmado carecen de fondo porque la vía del Ferro- 
carril Central Norte las carta a poco* metro* de la vereda 
y en la 8* y Ü* cuadras es único frentista el mismo ferrocarril 
por lo que til practicarse el prorrateo de que hablan los artícu- 
los precedentemente mencionados a sn mandante se lo hizo 
figurar como deudor u> i¡i Mtm¡ , ,i t , $ ¡,u.3:.\'l.í¡2 som>(1 |m totfl j 
de § 12!).7:J2,*2 que importaban las dos terceras partes del 
casto de la obra, vale decir, con un 70 <¿ iM mismo cuando 
lo justo hubiera sido que se Je cobrara única puente un 50 % 
ya (pie su propiedad está ubicada sobre una de las aceras. 

Que a pesar de ello su representada abonó el importe de 
Jas referirlas cuentas a fin de evitarse pastos v beneficiarse 
con la honitieaei.ni rpic se bacía al efectuarse los pagos al con- 
tado, pero lo hizo con protesta para dejar a salvo sus derechos 
a fin de obtener su devolución. 

Que el importe total de abonado por su mandante al- 
canza n ln suma de s «8.871.77 de los que comidera indebida- 
mente pitido* * IfUfijo (.finti.ljid por la cual acciona, 

Que su derecho surge de lo pre^cripto por el art. 16 de 
la Constitución Nacional c! que sienta c] principio de que 
"la igualdad es la hnse del impuesto y de bis carcas públi- 
cas", igualdad (pie ha sido vulnerada en el presente caso al 
aplicarse los citadas artículos .'{ de la ley provincial y 12 de 
la ordenanza de pavimentación. 

Que siendo la contribución de ¡i firmado un verdadero im- 
puesto ya que se establece con carácter tle obligatoriedad y 
mi producido so destina a una obra que tiene en vista el inte- 
rés general, debe reunir las condiciones de igualdad y pronor- 
eionalidad exigidos por ln Constitución Nacional. 

. Que los citados artículos S nn violatorins de l;i disposición 
legal citada ya que ellos obligan al pago del afirmado a loa 
propietarios frentistas que se consideran beneficiados eon la 
obra, mientra* que quedan exentos de mnl ribucióu los die-ños 
de inmuebles que no dan a la calle. 

Que el fundamento de la contribución di' mejofas o "local 
or s|MH-ial nsscssment" como la califica Ni doctrina y ju- 
risprudencia norteamericana, eslá en que el propietario 'bene- 
ficiado con el pavimento, debe retribuir esc beneficio en pro- 
porción a! mayor valor que adquiere so imam Me por lo que 
resulta evidente la sin razón de ese privilegio. 

Que si la Municipalidad .-riega ra con el correspondiente 
porcentaje de los propietarios que no son frentistas sería jus- 
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to y equitativo las sumas que a aquellos se les cobrara, pero en 
esto curo es únicamente el frentista quien debe abonar dicha 
mejora. 

Que al efecto se remite a In cuenta X v 7333 que sobre un 
total ile i 6.188,1!) el Ferrocarril lia abonado £ 5.256,53 o sea 
casi un 85 Vi del monto total y sin embarco el mayor valor 
adquirido por su propiedad no es mayor sino igual al adqui- 
rido por los inmuebles del frente. 

Que de lo expuesto queda demostrado que las disposicio- 
nes citadas de la ley y ordenanza de pavimentación son repug- 
nantes u la Constitución Nacional en cnanto establecen una 
contribución o inquiero que no reúne las condiciones de igual- 
dad y proporcionalidad exigida por aquélla por lo que de 
conformidad al art. 784 y sigtes, del Código Civil correspon- 
de la devolución de la suma por la cual acciona. 

Termina pidiendo se declare que los arts. :i de la Ley Pro- 
idncial de l*:tvimeut ación de feeba !> de enero de l!)28 y 12 de 
la Gritona tiza General de fecha 17 de julio del mismo año 
resultan en e] présenle caso violntorios de la garantía cons- 
titucional de la igualdad de los impuestas y se condene a la 
demandada a pagar a su mandante la suma que rucian a con 
más Ins intereses y costas del juicio, agregando que linee espe- 
cial reserva de los derechos que le pudieran corresponder t f>n- 
tra la .Municipalidad de Tueumáu. 

Acreditada la jurisdicción del Juzgado en mérito a la ac- 
ción instaurada y de acuerdo a tu dispuesto por los arts. ItK) 
do la Constitución Xacioind v 2 inc, 1" de hi lev 48 v corrido 
traslado de bi acción este es .evacuado por el apoderado de la 
demandada a fs. 28, quien dice que opone la excepción de in- 
competencia de jurisdicción, pues siendo la com peí encía federal 
do excepción los jueces deben entrar a considerar su compe- 
tencia antes de cualquier otra defensa y puede, como conse- 
cuencia, oponerse en la contestación a la demanda la excepción 
correspondiente. Xo so admite prórroga de jurisdicción federal 
y de ahí es que la incompetencia puede ser declarada de oficio. 

Que se ha fundado Ja competencia federal en el wrt. 10Ü 
de la Couslitueióu Xacional y In ley 48 reglamentando el 
artículo citado dispone que "los jueces nacionales de sección 
conocerán en primera instancia de 'as cansas siguientes l v las 
que sean especialmente regidas por la Constitución Xacional y 
pura que una causa se encuentre especialmente regida la Corto 
Suprema de Justicia ha precisado dicho término en la siguien- 
te forma: "para que una causa se diga especialmente regida 
por In Constitución Xacional es necesario que el derecho que 
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w pretende hacer valer por una demanda en juicio esté direc- 
tamente e inmediatamente fundado en un artículo de la Cons- 
titución Nacional. Que no puede sor de otro modo porque si 
así no fuera todo juicio podría caer bajo la jurisdicción na- 
cional ya que toda la vida jurídica del país descansa sobre 
puntos regidos por Ja Constitución Nacional. 

Que la ley tío pavimentación establece un sistema aesún 
el cual el propietario frentista debe abonar el importe que le 
corresponde directamente al constructor del afirmado; no es 
como en algunas otras leyes en las cuales la contribución pa- 
gada por e! propietario inirrcsa al tesorero comunal para ser- 
virse ¡son ella los bonos de pavimentación, es decir, que la 
relación ríe deudores a acreedores se establece entre el propie- 
tario y el poder municipal, mientras que en nuestra ley esa 
relación se estublei-e entre propietario y empresario construc- 
tor; de «hí proviene que no pueda plantearse la discusión 
sobre si ! )t contribución de afirmado es una tusa o un impues- 
to. De acuerdo a nuestra ley oo i-s ni lo uno ni lo otro ya 
que le falta la esencia de todo impuesto o tasa, que es el 
pago at poder público. 

Que otra consecuencia es que de acuerdo n nuestra ley el 
crédito por afirmado esté regido por realas del derecho pri- 
vado y por las normas del Código Civil, habiéndolo entendi- 
do así la acto ra. 

Que no siendo el crédito de afirmado ni un impuesto ni 
una carga pública, la relación jurídica entre acreedor y deu- 
dor no puede regirse sino por el Código Civil, cuya aplica- 
CÍón excluye la competencia federal. 

Que no obstante Jo considerado entrará «obre el fondo de 
Ta cuestión. 

Que la demanda se basa en un concepto un poco ingenuo 
de la igualdad, es decir en creer que a la totalidad de las pro- 
pietarias de una acera .sólo puede cobrárselo el 50 % de la 
totalidad de contribución vecinal, para que respete el princi- 
pio de la igualdad y (ni principio crearía la desigualdad pues 
la contribución de afirmado se basa en el beneficio que recibe 
cada contribuyente y lógico es que cuando no baya beneficio 
no haya contribución. 

Que niejra que la forma en que la Municipalidad ha apli- 
cado las prescripciones de la ley d«* pavimentación del 9 de 
enero di» l n 28 y la misma ley fcPOfl repugnantes al principio 
de la igualdad constitucional. 

Que en la cuadra comprendida entre Avenida Sarmiento 
y calle Santa Fe no hay otro prop¡.-i¡ino frentista más que 
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la actora, pupa, al Jado opuesto corre la vía del Ferrocarril 
Central Norte Argentino exento del ñapo de afirmado da 
acuerdo a la lev N" í 0.657 y no podría cobrarse a ¡os propie- 
tarios que quedan al Oeste de la vía por manto no lian reci- 
bido beneficio alguno con la obra de pavimentación desdo el 
momento que no «on frentistas. 

Igual cosa ocurro con lu cuadra situada entre las calles 
Marcos Paz y Santa Fe. En las dos cuadras siguientes entre 
Marcos Paz y Santiago las propietarios del costado Oeste eon 
frente a la calle Mareo Avellaneda han contribuido en pro- 
porción a la superficie de sus propiedades. De todo ello resul- 
ta ipin al efectuarse el pror rateo se ha respetado el principio 
fundamental de la contribución de mejoran, vale decir, q ue 
debe contribuir el propietario especialmente beneficiado eon la 
obra habiéndose distribuido la carga en proporción al beneficio 
especial revihido. 

(¿ue el actor ataca a dicha contribución porque ella oblí- 
ga a los propietarios frentistas mientras que quedan exentos 
de con trihue i Ñu los din- ños de inmuebles que no den a la calle, 
consecuencia lógica del beneficio que recibe el propietario 
frentista y no «qué! que no ¿roza de dicho beneficio. 

Que aun cu el caso hipotético que la ley fuera inconsti- 
tucional sólo lo sería en todo aquello que establece una dea- 
proporción entre el beneficio especial recibido por unos y otros 
propietarios frentistas y en tal caso debería reducirse basta 
obtener esa proporcionalidad. Termina pidiendo se declare la 
incompetencia del Juzgado y en caso negativo se rechace la 
demanda con las costas. 

Resuelta la cuestión de incompetencia planteada y abier- 
ta la causa a prueba se produce la que informa el señor Secre- 
tario en su certificado de fs, tí!) vía. v habiendo alegado actor 
y demandado de fs. 92 a 102 y de fs.* 103 a KM vta,. respecti- 
vamente, se llama autos para sentencia; y 

Considerando ■ 

Que no existe entre las partes divergencia alguna sobre 
los hechos invocados en la demanda, razón por la cual la 
única cuestión motivo de Ja litis consiste tan sólo en la impug- 
nación de inconstitucionalidad de la ley de pavimento que el 
accionante formula por considerar que ella no respeta el prin- 
cipio de igualdad exigido por el art. l(i de la Constitución 
Nacional por cuanto, según las disposiciones de esa ley ha 
debido abonar el costo de Ja pavimentación en una propor- 
ción mayor del 50 % « pesar de que su propiedad sólo es 
brncficiada por esa mejora en uno de sus frentes. 
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Que el argumento principal de la demanda estribe cu que 
ile acuerdo a la ley impugnada el pago del pavimento debe 
ser efectuado únicamente por los propietarios frentistas según 
la extensión y superficie de mis inmuebles en iinn proporción 
que M atribuye en forma decresiva según las zonas que abar- 
que . superficie basta lu mitad de la manzana. En tales 
condiciones la existencia de propiedades frentistas cuyo fondo 
no licitan basta esa extensión buce incidir sobre bis demás 
propietarios una mayor contribución que según el actor rompe 
las condiciones de igualdad exigidas por lu Constitución Na- 
cional como base del sistema impositivo. 

Que párá establecer la procedencia ríe isa afirmación es 
indispensable fijar primero el criterio de Legalidad que rige 
esa categoría d" cuitribuciorics (pie por -sus características 
especiales 1l.hi sido involucradas bajo la denominación cuiutm 
de "local ass^ssmcnt " o contribución de mejoras. 

Que al respecto, la doctrina nortea merirana ru cuyos 
principios lia sido informada la jurisprudencia de nuestros 
tribunales destaca como primera condición para la aplicación 
de ese impuesto la vinculación inmediata que debe existir en- 
tre la contribución exigida y la mejora realizada ya que en 
Asto el únh'n motivo (pie justifica el hecho de hacer incidir 
su pago sobre determinados contribuyentes sin que se viole 
con ello el principio de igualdad y generalidad que deben tener. 

Ahora bien, esa vinculación inmediata entre la mejora 
realizada y la contribución exigida sólo puede ser deducida 
del beneficio directamente recibido por el contribuyente, vale 
decir, que para que una contribución de mejora sea equitativa 
ella debe recaer tan sólo sobre aquellas propietarios que ge 
benefician con su realización en forma directa y preferente al 
resto de la cnb'rtividad. 

De este principio es que se deduce que la contribución 
de mejoras sólo puede ser aplicada para obras de interés local 
por oposición a las que por su inteivs yene ral deben ser sufra- 
gadas mediante los impuestos y demás recursos del Estado y 
por tal motivo en el caso de que exista una concurrencia, de 
esos intereses la caifia impuesta at contribuyente no puede 
exceder del mayor va bu - adquirido por la propiedad que es el 
fquivaleulr del beneficio local que ellos perciben. Tal es siu- 
téticaun .¡te ta doctrina que se desprende de la reiterada juris- 
prudencia, de la Exeini». Corte Suprema expuesta extensamen- 
te en especial en el fallo dictado íw-rr ■".Ma t iin Pe rey ra I rao- 
la contra la Provincia de Buenos Aires sobre devolución de 
sumas de dinero", que obra en el T. 1-R pág. 161 y con f ir- 
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nmda posteriormente en nuevos fallos — T 140 náp 175- 
t. 142, pág. 120; t. 1Ó6. pájpt. 368, ete. 

Que aplicando este principio ni suh-ftté, venios que, tra- 
t ándase de la obra de pavimentación de una ealfe el ínteres 
local que justifica la contribución cío los propietarios «urge 

puesto que ella tiene por objeto faci- 
litar el atieso a las propiedades linderas (pie son las rpie en 
forma más inmediata se benefician con la obra. 

Eso no obsta para que indirectamente cualquier mejora 
dentro del radio del municipio, aun las de mero interés par- 
ticular, beneficie a todas mis habitantes sin que eso sea moti- 
vo suficiente para gravo? mus peculios ya quo esas beneficios 
deben suponerse compensados mutuamente. 

En consecuencia las obras de pavimentación que han sido 
hechas en interés casi exclusivo de los propietarios cuvo acce- 
so a sus inmuebles facilita valorizando en tai forma sus pro- 
piedades no puede incidir sino sobre aquellos que tienen frente 
a las calles pavimentadas, pues, por más que un vecino cual- 
quiera utilice esa facilidad el verdadero beneficio de la mejora 
es recibido por los propietarios colindíjutes o frentistas a cuyas 
propiedades queda incorporada. 

Que esto característica no es privativa únicamente de las 
obras de pavimentación sino que en mayor o menor medido 
ocurro con todos los impuestas municipales ya que el alum- 
brado y limpieza, el derecho de mataderos. * los derechos de 
inspección y asistencia aun cuando benefician a todos los ha- 
bitantes inciden únicamente sobre aquellos que utilizan direc- 
tamente de esas prestaciones siendo suficiente esa vinculación 
con el servicio prestado para que surja la obligación de la 
contribución. 

Que partiendo de la base de que las obras de pavimen- 
tación solo pueden incidir sobre los propietarios frentistas la 
distribución de su casto no puede ser hecha en forma mate- 
mfhcnmení*' tjjtinl porque el concepto de equidad vincula for- 
zosamente el beneficio recibido a la extensión de las propie- 
dades ( tuno paula de su valorización, ya que aun para la mis- 
ma tasación de los inmuebles es menester tomar como base 
una medida unitaria de superficie debiendo llegarse para una 
apreciación más equitativa a una valorización por zona de la 
misma forma que ío establece la ley impugnada, tal es el 
sistema de tasación adoptarlo por el ñauen Hipotecario Nacio- 
nal, lo cual quiere d.-eir que en lo forma (pie ha sido estable- 
cida la contribución es l¡i que más .se ajusta a su valorización 
ya que so prava en mayor proporción l n superficie que más 
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valor venal tiene. Ahora bien, si algunas de las propiedades 
frentistas por su pequeña extensión no dehe abonar sino una 
pequeña proporción en el costo de] pavimento quiere decir 
que solamente se ha valorizado también en esa misma medida, 
en cambio la propiedad mayor recibe esa valorización en una 
extensión mucho mayor y por ende debe sufragar también una 
contribución correlativa. El argumento que resalta de la cir- 
cunstancia que se dice anormal, planteado por el ferrocarril 
y quo hace recaer sobre el la casi totalidad del casto del pavi- 
mento como consecuencia de inexistencia de otras propiedades 
que teii|ran obligación de hacerlo no destaca sino una aparen- 
te desigualdad, pues, si bien es cierto que tomada en conjunto 
la obra de la pa vi mentación la obligación del ferrocarril es 
más gravosa que la de otros contribuyentes, en cambio si con- 
sideramos únicamente esc pavimento en cuanto afecta a los 
intereses de las vecinos colindantes que son los beneficiados 
por la misma existe entre ellos una perfecta igualdad y es 
este criterio particular el que debe aplicarse de acuerdo a las 
conclusiones a que hemos llegado precedentemente. 

Que por otra parte el concepto de igualdad que la Consti- 
tución Nacional establece para la aplicación de las gravámenes 
ha sido interpretado en el sentido de que debe existir una 
igualdad de carga en igualdad de situación, bastando que al 
efecto exista un criterio uniformo en la imposición que colo- 
que a los contribuyentes en igualdad de condiciones; criterio 
éste sostenido por la Exenta. Corte Suprema de Justicia de la 
Nación cuando dice: '*la igualdad como base del impuesto y 
de las cargas públicas se cumplen cuando en condiciones aná- 
logas se imponen gravámenes iguales a los contribuyentes'* 
(C. S, J., t. 187, pág. 586), 

Que hay que hacer notar que el accionante no ha recla- 
mado en ningún momento la desproporción entre el pago del 
pavimento y el valor de la propiedad que pudiera motivar un 
pronunciamiento sobre la constitucionalidad del gravamen por 
esa causa. 

Que en consecuencia existe entre el importe cobrado y el 
valor de la propiedad una relación directa que permite atri- 
buir a aquél el mayor valor adquirido por ésta, existiendo, pues, 
en to substancial, la vinculación exigida entre el pago de la 
contribución y el tiencficio por ella recibido que es según la 
uniforme jurisprudencia de la Kexma. Corte Suprema de Jus- 
ticia de la Nación la condición indispensable para que esa con- 
tribución reúna las características de igualdad y proporciona- 
lidad impuesta por el art. IR de la Constitución Nacional. 

Por tanto fallo: No hago lugar a la inconstitucional id ad 
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de lo» arta. 8 de la ley provincial de fecha 9 de enero de 1928 
y 12 de la ordenanza general del 17 de julio del misino año y 
en consecuencia rechazo la demanda por repetición de pago 
instaurada por el Ferrocarril Central Argentino contra los se- 
ñores Rosclló y Carrizo; sin costas, atenta Ja causal probable de 
litigar que tuvo la actora. — Benjamín Conato, 



Sentencia iíe la Camama Federal 

Tucumún, junio 5 de 1942. 
Y vistos: Los recursos de apelación concedidos a las 
partís a fs. 12;"i vta. y 126 contra la resolución del señor Juez 
Federal do Tiicumán, de fecha diciembre ai de 1940, dictada 
de fs. 115 a fu. 122 vta., de esto* autos caratuladas: "F. C. C. 
A. v. Roselló y Cañizo, sobro cobro de pesos", y en la que se 
ha resuelto: no hacer lugar a Ja iiiconstitucioñaJidad de los 
arts. 3 de la ley provincial de fecha 9 de enero de 1928 y 12 de 
la ordenanza general del 17 de julio del mismo año, rechazan- 
do, en consecuencia, la demanda por repetición de pago instau- 
rada por el Ferrocarril Central Argentino contra los señores 
RosellÓ y ('arrizo; sin eostas. atenta íá causal probable de liti- 
gar rpie tuvo la actora ; y 

Considerando : 

Que la actora demanda la devolución de lo pagado por ella 
en concepto do pavimentos, sosteniendo que el art. 'A de l# ley 
provincial del 9 de enero de 1928 y el art. 12 de la Ordenanza 
General Municipal del 17 de julio del mismo año, t,uc establecen 
el gravamen que se le aplieó, son repugnantes al art. 16 de la 
Constitución Nacional. No ha dicutido, pues, el error en que 
hubiera incurrido la Municipalidad de referencia en la apli- 
cación de las citadas disposiciones legales, sino que su demanda 
so funda pura y exclusivamente en la iiiconstitucionalidad que 
soMtiene de las mismas. 

Que de las constancias de autos y doctrina aplicada por 
la Corte Suprema de Justicia de la Nación en casos análogos, no 
surge que la ley provincial y ordenanza municipal citadas, en 
sus artículos impugnados, contengan disposición alguna que 
viole los principios establecidos por el recordado art. 16 de la 
Constitución Nacional (Fallos: t. 102, pág. 379). 

Por ello y por sus fundamentos se confirma la sentencia 
apelada, con las costas de esta instancia a cargo de la actora. 
págase saher, transcríbase y vuelva al inferior a sus efectos. — 
larrje M. Terthi. — Clodomiro Gorda Áráoz, — Manuel S. Ruiz. 
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Dictamen del Procikador Gen en al 
Suprema Corte: 

Una ley di 1 pavimentación dictada por la Provincia 
do Tucunnin el íi de cuero de 1928, obliga a los propie- 
tarios de casas o terrenos a pagar dos tercios del afir* 
mado que las autor ¡dudes municipales hagan construir 
frente a huh propiedades, y también la cuarta parte del 
de las boca calles inmediatas. Para distribuir entre los 
obligados la parte del p recio que les toca no sigue un 
sistema directamente referible a los metros de frente 
que cada uno posea sobre la calle: la prorrata se hace 
con arreglo a la superficie total de cada predio, y esto 
mismo, fijando una escala decreciente con arreglo a 
tres fajas paralelas. Un metro cuadrado de la primeru, 
qnc está situada sobre la calle, paga dos veces más que 
cualquier metro de la segunda, y cuatro (pie los de la 
tercera. De tal suerte, si las propiedades con frente a 
una de las aceras llenen menos fondo que las de la otra, 
costearán una parte menor del precio global. 

Ese sistema lia sido objetado por el Ferrocarril Cen- 
tral Argentino, a cuyo juicio, viola el principio cons- 
titucional de igualdad y ¡roporcionulidad de los im- 
puestos. Puesto que los v-cinos de ambas aceras reci- 
ben idéntico servicio aunque los fondos sean desigua- 
les, ¡con qué derecho se colira más a los que tienen 
mayor fondo* 

Tal es la cuestión que se trae a Y. K en este pleito, 
y basta enunciarla para advertir que el recurso extra- 
ordinario procedo. Xo resulta igualmente acreditada 
la procedencia de la tacha. El Ferrocarril pagó más 
que los otros propietarios, es cierto: pero estudiada la 
situación Ic^al de cada uno de éstos en los planos de 
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fs. 83 a 96, aparece claro que varios de ellos podrían 
formular contra los restantes el reproche que sirve de 
base a la acción sub-judice. A igualdad de frente, tam- 
bién pagaron más los que tenían más fondo. Se aplicó 
a todos el mismo sistema que al Central Argentino; y 
bien visto, no encuentro insostenible que quien posee 
mayor superficie recibo mayor servicio, y obtiene ven- 
tajas mayores ai pavimentarse la calle, V. E. tiene 
admitido, además que no es inconstitucional exigir a 
los vecinos de una acera mayor contribución que a los 
déla otra (166: 250). 

En consecuencia, me inclino a pensar que es justo 
el fallo recurrido, obrante a fs. I4i. Buenos Aires, agos- 
to 10 de 1942. — Juan Alvar ex, 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 21 de julio de 1943. 

Y vistos i Los del recurso extraordinario concedido 
a fs. 156 vta. en los seguidos por la empresa "Perro- 
carril Central Argentino contra Roselló y Carrizo so- 
bre cobro de pesos*', venidos * la Cámara Federal de 
Tucumán. 

Considerando; En cuan. o al recurso: 

Que la apelante ha impugnado el art. 3* de la ley 
provincial de 9 de enero de 1928 y el art. 12 de la 
Ordenanza General Municipal de 17 de julio del mismo 
año de repugnantes al 16 de la Constitución .Nacional. 
La sentencia de fs. 147 es definitiva y favorable a la 
validez de la ley provincial. En consecuencia, el recurso 
extraordinario es procedente de acuerdo al art. 14, inc. 
2% de la ley 48 y 6* de la ley 4055. 
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Y respecto al fonilo de la cuestión : 

La apelante sostiene que la contribución de afir- 
mados que se le eohró no reúne las condiciones de igual- 
dad y proporcionalidad en las caigas establecidas en 
la Constitución Nacional, puesto que al cobrársele la 
cuota se lia tenido en cuenta no sólo el frente de los 
terrenos de la empresa, sino también el fondo, tío obs- 
tante que dos de las cuatro manzanas que quedan en 
la calle afirmada que pasa frente a la estación de la 
empresa no contribuyeron con cuota alguna por estar 
separadas de diclia calle por las vías del Ferrocarril 
Central Norte Argentino y las otras doa pagaron una 
menor por tener menos fondo, por cortarlas las cita- 
das vías a pocos metros do la vereda. Por lo que se ha 
visto obligada a pagar un 70 % de las t.us terceras 
partes del costo de la obra por contribución de mejo- 
ras, mientras que los propietarios de los lotes de las 
otras sólo habrían pagado un 30 % cuando lo justo y 
equitativo era que se le cobrara únicamente un 50 %. 

Que el a rt. 3 de la ley y 12 de la ordenanza impug- 
nados, son idénticos, dice, > establecen: "Para deter- 
minar la parte que corresponde pagar a cada propie- 
tario se procederá en la siguiente forma: El importe 
total del pavimento de cada cuadra (incluso de la cuar- 
ta parte de una y otra boca-calle) hasta su ancho má- 
ximo, se dividirá a prorrata entre las propiedades que 
tengan frente a la calle, con arreglo al número de me- 
tros cuadrados que constituya la superficie de cada 
propiedad y según el cálculo de distribución por zonas 
que ae expresa en seguida. Cada metro de superficie 
de la zona comprendida en la propiedad dentro de la 
línea del frente y una paralela trazada a los veinte 
metros de fondo se computará como una unidad; cada 
metro cuadrado comprendido entre esta paralela y otra 
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trazada a los cuarenta metros de la línea del frente, 
se calculará como media unidad; -y de cada metro cua- 
drado comprendido entre esta última paralela y otra 
trazada a cualquier distancia basta la mitad de la man- 
zana, como cuarto de unidad*'. 

Como se ve, la disposición impugnada nada contie- 
ne que pueda considerarse contrario al principio de 
igualdad en la imposición, puesto que las fincas de 
iguales frentes y fondos pagarán la misma tasa, y lar 
de igual frente y menos fondo deberán abonar una tasa 
menor. Lo que importa que la contribución es igual en 
los casos de fincas que se bailan en igualdad de circuns- 
tancias y diferente en los casos en que éstas son dis- 
tintas. 

La disposición legal impugnada habría sido injus- 
ta si prescindiera de apreciar esas circunstancias de 
frente y fondo a los efectos de la contribución. La des- 
igualdad en la imposición resultaría más patente si se 
cobrara la misma contribución a terrenos de igual 
frente, pero el uno con diez metros de fondo y el otro 
con cincuenta o más metros {basta la mitad dé la man- 
zana). Puesto que el beneficio en que se basa la con- 
tribución de mejoras es manifiestamente mayor en el 
último que en el primero. 

Que el caso en examen guarda analogía con el re- 
suelto tu re Rosa Arroyo v. Guido A. Bugnone (Fallos: 
168, 250) en que se resolvió que el art 3 de la orde- 
nanza de Ja Municipalidad de Rosario de 1925, que or- 
denó la pavimentación del Boulevard San Martín es- 
tableciendo que las obras a construirse serán abonadas 
en la siguiente forma : 50 % del costo de la obra, por 
los propietarios frentistas del lado Oeste, el 20 % por 
los propietarios frentistas del lado Este y el 30 % res- 
tante por la Municipalidad, no era contrario al princi- 
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pió de igualdad establecido en el art. 1G de la Cons- 
titución Nacional, por cuanto la diferencia en las 
contribuciones respondía al mayor beneficio obtenido 
por unos y otros, y por tratar?» de una obra de bene- 
ficio local. 

Que la contribución alionada, no ha sido impugnada 
de confia cate ría, por lo que no corresponde examinar- 
la bajo ese aspecto. 

Por estos fundamentos, los aducidos por la senten- 
cia apelada y de acuerdo a lo dictaminado por el señor 
Procurador General, se confirma la sentencia de fs. 147 
en cuanto ha podido ser materia del recurso. Hágase 
saber y devuélvanse, debiendo reponerse el papel en 
el juzgado de origen. 

Roberto Rbpetto — Antonio Sa- 
gabna — B. A. Xazáh An- 
chores* — P. Ramos Mejía. 



ZELMIRA COLLADO DE MEN'DIOXDOl* v. COMPAÑIA 
PLA ENSE DE ELECTRICIDAD STEMENS 
SCHUCKERT, S, A. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Sentencia definitiva. 

Procede el recurso extraordinario contra 1h resolución que 
rechaza la excepción de incompetencia de los tribunales 
de la Capital Federal, fundado en (pie de acuerdo a loa 
arts. 104 y 105 de la Constitución Nacional no bou aqué- 
llos sino los de la Provincia de Buenas Aires los compe- 
tentes para conocer en la demanda .sobre repetición de 
«urnas pajaradas en concepto de afirmados construidos en 
una localidad de dicha provincia. 

JVR/SDICCTOX: Fuero tintín uno, Imtitucioms t impuestos Jocote?, 

Compete a los tribunales de la provincia en que fué cons- 
truido el pavimento y no a los de la Capital Federal, 
donde tiene su domicilio la empresa concesionaria y se 
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efectuaron los pagos, el conocimiento de la noción sobre re- 
petición de sumas pagadas en ese concepto y fundada en 
la nulidad de la respectiva concesión por haberse violado 
disposiciones de la constitución y de las leyes provinciales 
y de Ja Constitución Nacional. 

sentencia ru: Primera Instancia 

Buenos Aires, junio 25 de 1940. 

Y vistos: Para resolver la excepción opuesta a fs. 11; y 
Considerando: 

Ji Que en el mb-judicc m trata de una acción de carác- 
ter común eminentemente personal, dirigida contra una enti- 
dad que tiene el asiento principal de sus negocios en la Ca- 
pital Federal, hecho este que no ha sido desvirtuado por la 
demandada ínrt. 4" del Código de Procedimientos). 

II. Que, si bien el pago por mejoras que se reclama se 
originó en una ordenanza provincial ello no es razón para 
que a Jos efectos de la competencia judicial juegue ningún 
papel tal circunstancia, pues eí ente: "Estado Provincial" 
desde que percibió el importe del servicio prestado quedó fuera 
de Ja relación jurídica que es la base del pleito presente, 

OI. Que tampoco as argumento valedero el de que la 
actora, en su demanda, cuestione actos emanados del gobierno 
de la provincia, pues lo único exacto e« que .(según clara ex- 
presión de fs. 20) 11 ni buscar el amparo que concede a su 
derecho la Constitución Nacional, se ampnra también (con- 
forme a su criterio interpretativo), en expresas prescripciones 
de la constitución provincial y leyes del Estado, para pedir 
Ja aplicación de disposiciones del Código Civil". 

Por estas consideraciones, de conformidad con el dictamen 
fiscal qne antecede y lo proscripto en el art. 93 del Código 
de Procedimientos, rechazo la excepción de incompetencia 
opuesta y ordeno al demandado conteste derechamente la de- 
manda, con castas (art. 24 de la ley núm. 4128). — Horacio 
fí, Dohranirh. 

Sentencia oe la Cámara Civil 2» 

Buenos Aires, junio 1» de 1942. 

Y vistos: Por sus fundamentas, Jos del precedente dicta- 
men del Sr. Fiscal de Cámara y de conformidad a lo resuelto 
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por el Tribunal en casos análogos, (J. /1 : 61, 467 ; 57, 761), 
ae confirma con costas en todas sus partes el auto apelado 
de fs. 39, — Hernán Maschwitz. — J. V. Mioucns. — & de 
Te zanas Pinta. 

Dictamen- del Puocuraoor General 
Suprema Corte: 

En este litigio, promovido por doña Zelraira Co- 
llado de Mendiondou contra la Compañía Platensc de 
Electricidad .Siemens Schuekcrt, S« A-, sobre repetición 
de sumas de dinero pagadas por concepto de pavimen- 
tos, la demandada sostuvo ser incompetente los tribu- 
nales de justicia ordinaria de esta Capital, por haberse 
puesto en tela de juicio la constitucional i dad de actos 
administrativos emanados de la Municipalidad de Be- 
lla Vista, A juicio de la exeepcionaute, debieron cono- 
cer los de la Provincia de Bueno» Aires, a que dicha 
comuna pertenece, o bien esta Corte Suprema si se tra- 
tara de un caso de jurisdicción originaria. Desestimada 
tal excepción en primera y secunda instancia, se trae 
aliora mi recurso extraordinario a fin de que V. E, re- 
vea lo así resuelto. 

Lo encuentro inadmisible, ya que ni media denega- 
toria del fuero federal, ni se ha acreditado en forma 
alguna que deba V* E. conocer originariamente. Salta 
a la vista que la Provincia de Buenos Aires ni ha sido 
demandada ni pretende tomar participación en la causa. 

Corresponde, entonces, y así lo solicito, se declare 
mal concedido al recurso. — Buenos Aires, julio 27 de 
lí>42. — Juan Alrarez. 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 21 de julio de 1943. 

Y vistos: El recurso extraordinario deducido en el 
juicio seguido por Collado de Meudiondou Zelnúra con- 
tra Siemens Schuekert Compañía Plateuse de Electri- 
cidad sobre repetición, de la resolución dictada por la 
Cámara Civil Segunda do la Capital, y 

Considerando : 

Que el recurso procede porque si bien el auto que 
lo motiva no es la sentencia definitiva dentro del pleito, 
reviste esc carácter en cuanto al punto debatido y, en 
realidad, causaría un agravio insusceptible de ser ulte- 
riormente reparado salvo el caso hipotético de que se 
trabara una contienda negativa con el otro juez. Fallos: 
186, 531; 187, 643; 190, 124; 191, 362, En su mérito 
así se declara. 

Considerando en cuanto al fondo de la cuestión 
debatida : 

Que la actora, después de pagar fuera de juicio y 
en esta Capital el valor del pavimento construido frente 
a su propiedad en Bella Vista, Provincia de Buenos 
Aires, pidió su devolución ante los tribunales de esta 
Capital porque la demandada tiene aqní su domicilio y 
el pago fué hecho en él. 

Que la repetición fué fundada en la nulidad de la 
concesión del pavimento, invocando para lograrlo dis- 
posiciones constitucionales de la Nación, de la Provin- 
cia y de la ley orgánica municipal de Bella Vista, así 
como los arts. 499 y 792 del Código Civil. 

Que el recurrente ha opuesto para sustentar la 
falta de jurisdicción de la justicia local de la Capital 
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Federal, la circunstancia de tratarse del cobro de im- 
puestos correspondientes a los pavimentos del pueblo 
de Bella Vista siéndole, por consiguiente, aplicable la 
doctrina del t. 114, png. 282, de tos Fallos de esta Corte 
Suprema. 

Que, en efecto, de acuerdo con lo que resulta de los 
considerandos 2, 3, 4 y 5 del susodicho fallo, que rati- 
fica decisiones anteriores del tribunal, las provincias, 
con arreglo a lo dispuesto por los arts. 104 y 105, Be 
encuentran plenamente facultadas, como estados sobe- 
ranos, para crear impuestos y organizar su percepción 
mediante funciona ríos de su dependencia, yin interven- 
ción alguna de autoridad extraña, como así también que 
la justicia nacional es incompetente para conocer de 
las cuestiones sobre cobro de impuestos locales (entre 
los qih> se incluyen los municipales y también los de 
pavin.cn tos) mientras no so paguen y formulen des- 
pués las acciones de repetición que fueren procedentes. 

Que estu última frase fea dado lugar a pensar que 
la acción por repetición de impuestos locales no era, en 
cambio, indispensable deducirla ante la jurisdicción 
provincial con exclusión de toda otra desde que, verifi- 
cado el pago, las razones de derecho público que deter- 
minaban esa consecuencia habían desaparecido con él. 

Que, sin embargo, la sentencia de esta Corte pu- 
blicada en el t. 188, pág. 494 de la colección de sus Fa- 
llos permite apreciar que la jurisprudencia sobro el 
particular se ha orientado, de un modo definitivo, en el 
sentido de no discriminar entre la acción por el cobro 
del tributo en la cual la provincia es acto ra y la de re- 
petición por la devolución de ese mismo tributo, e.. que 
es demandada. En ambos casos, según aquel fallo, siem- 
pre que se tallare en tela do juicio el cobro de un im- 
puesto o su repetición y se discutiera la nulidad del 
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primero invocando fundamentos de orden nacional o 
provincial la jurisdicción para entender en la causa 
estaría predeterminada por la de la provincia que per- 
cibió el impuesto. 

En su mérito, oído el señor Procurador General, se 
revoca la sentencia de fs. 58 en la parte que ha podido 
ser materia del recurso. Hágase saber y devuélvanse, 
debiendo reponerse el papel en el juzgado de origen. 

Roberto Repetto — Antonio Sa- 
gabna — B. A. Nazab An- 
ohorbka — P, Ramos Mejía. 



CIA. DE SEGUROS "LA PROTECTORA" y "LA INTER- 
NACIONAL" v. NACION ARGENTINA. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Cuestión federal. Cn*o*. Cons- 
titución N animal. 

Procede el recurso extraordinario fundado en que es in- 
constitucional cobrar a las compañías de seguros que han 
colocado dinero en préstamos hipotecarios, la patente 
establecida por la ley 11.288 para las casas que se ocupen 
de esa clase de operaciones. 

CONSTITUCION ILACION AL: Comtitucionalidad e incanatUudO' 
nalittad. Le ye* naeionaJeft. /rtjpo*ítt"r<i*. 

No os viola torio de los arta. 16, 17 ni 8<¿, inc. 2 P , de la 
Constitución Nacional, el cobro a Jas compañías de segu- 
ros que han colocado dinero cu préstamos hipotecarios, 
ue ta patente establecida en la ley 1L28S para las casas 
que se OOUpen de esa clase de operaciones. 

Sentencia del Juez Fedehal 

Buenos Aires, septiembre 8 de 1941. 

Y vistos: Para resolver estos autos caratulados: ' Compa- 
ñías de Seguros La Protectora y La Internacional contra Go- 
bierno de la Nación sobre repetición", de los que resulta: 
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I. Que a fs. 29 se presentan las firmas actoraa dedu- 
ciendo formal demanda contra el Superior Gobierno de Ja Na- 
ción por repetición de la suma de $ 12.000,00 m/u, en mérito 
de las siguientes consideraciones. 

Dicen que la suma que intentan repetir proviene del cobro 
de patento correspondiente a los años 1930 al 1035 (ley 11,288, 
art. 1», inc. 29) exigida por la administración del ramo pol- 
la actividad relativa a préstamos hipotecarios. Se sostiene 
que el cobro de la referida patente es improcedente toda ve?, 
quo la actividad esencial n la que se dedican es la del "seguro" 
y que por lo tanto el hecho de que parte de las reservas se 
hayu colocado en hipotecas en forma accidental no autoriza 
a roturarlas de casas dedicadas a esta última actividad, de 
conformidad con lo dispuesto por la ley (inc. 29 cit.). Se 
cita jurisprudencia que hace a su derecho, se alega de incons- 
titucional la resolución del Poder Ejecutivo en cuanto ha 
considerado gravables las operaciones que motivan esta litis por 
ser violatoria del art. 17 y 86 inc. 2* de la Constitución Na- 
cional y se solicita en definitiva que se haga lugar a la repe- 
tición de la suma reclamada de conformidad con lo dispuesto 
por e¿ tirt. 792, VM y concordantes del Código Civil con in- 
tereaes y costas. 

II. Declarada Ja competencia del juzgado y corrido 
trasíndo de la demanda al Poder Ejecutivo por intermedio 
del Ministerio del ramo, a fs. 51 se presenta eí señor Procu- 
rador Fiscal contestando y dice: 

Quo la demanda es improcedente. Que el cobro de la 
patente cuya repetición se persigue en esta demanda se halla 
expresamente autorizado por la ley (art l v , inc. 29 y art. 20 
de la ley 11.288). Que lo terminante y categórico de la ley 
no admite el distingo que pretende hacer la aetora y en con- 
secuencia solicita el rechazo de la demanda con costas. 

IIÍ. Abierta la causa a prueba por todo el termino de 
ley, se produjo la certificada per el actuario a fs, 94 vta., 
alegando ambas partes sobre su mérito a £s. 95 y fs. 99, con 
lo quo se llamó autos para sentencia a fs. 101 vta., y 

Considerando : 

1°) Que de acuerdo a los términos de la ley (art. 20 
ley 11.288) ''cuando en un mismo negocio o industria se ejer- 
zan diversos ramos sujetos a patente, corresponderá imponer 
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patente por cada ramo, según su importancia \ Vale decir 
que la mayor o menor importancia de cada una de las activi- 
dades no tiene a los efectos impositivos la virtud de hacer de- 
rivar el pago de la patente en determinada actividad. 

2») Que partiendo de esta base es indiscutible que nin- 
guna razón seria puede hallarse en el hecho alegado y probado 
por las actoras de que las colocaciones de capital en présta- 
mos hipotecarios en los períodos cuestionados es de un valor 
ínfimo, relacionado con el que corresponde al movimiento del 
pago de primas (ver informe del perito contador fs. 88/91), 
como para autorizar la exención cíe patente perseguida en 
esta demanda. 

3») Que «i bien es cierto y ello no puede discutirse ante 
las conclusiones arribadas en la pericia a que se ha hecho 
referencia, que Ja colocación de dinero en hipotecas en rela- 
ción al ramo del seguro —fin esencial de las empresas— por 
mi proporción cuantitativa resulta ser tina actividad accesoria 
y de eswtsa importancia relativa, ello no implica forzosamente 
el admitir como se pretende de que no constituye una actividad 
normal de las sociedades, puesto que como así resulta de loa 
propios estatutos, dicha actividad se halla expresamente au- 
torizada (ver art. 18 y 16, Estatutos fs. 35) y la continuidad 
comprobada — aunque de relativo valor — permite afirmar que 
ha constituido en la especie un verdadero hábito dentro del 
desarrollo normal de las operaciones, como para asignarle el 
carácter de actividad regular. 

4') Que no es necesario a juicio del suscripto, como | -ece- 
ria entenderlo la parte actora, de que la actividad comercial 
deba constituir el objeto principal propuesto por la sociedad 
o por lo menos adquirir una importancia relativa determina- 
da para ser pasible de la contribución cuestionada, puesto que 
la ley no ha hecho al respecto distingo de ninguna naturaleza 
—salvo en lo relativo al monto de la patente— que en la h¡. 
pótesis no se ha articulado, 

5') Que comprobada como resulta de antas (ver informe 
pericial citado) la habitualidad así como la continuidad de 
la actividad que motiva esta litis —prestamos hipotécanos- 
la demanda debe desestimarse de conformidad con lo dispuesto 
%9f la ley (art. 20, ley 11.288). 

Por las razones expuestas, fallo: Rechazando la demanda 
instaurada por las Compañías de Seguros "La Protectora*' y 
"La Internacional" contra el Gobierno de la Nación, sin coa- 
tas en atención a la naturaleza de las cnest iones debatidas. 
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Notifíquese, repóngase las fojas y devuélvanse lúa actúa- 
euna administrativas agregadas ad-effectum-videndi y opor- 
tunamente archívese. — Eduardo Sarmiento. 



Sevtescja de la Cámara Federal 

Buenos Aires, 20 de abril de 1942. 

Y vistos: Por sus fundamentos, se confirma, sin eflstas, la 
«ntenm apelada de fs. 104 que rechaza la demanda instau- 
rada por las compañías de Seguros "La Protectora" y 41 La 
Internacional" contra el Gobierno de Ja Xaeión, sobre repe- 
tición. Devuélvase. — Ezequiel S. De Olaso, — . Carlos del 
Campillo. — Juan .1. González Calderón. (De acuerdo con mi 
voto). 

Voto del Dr. Juan A. Gomóle? Calderón 
Vistos y Considerando • 

La ley núm. 11.288, en su art. 20. establece que "cuando 
en un mismo negocio o industria se ejerzan diversos rumos su- 
jetos a patentes, corresponderá .imponer patente por cada 
ramo, según su importancia". Basta la simple lectura de este 
precepto y su consiguiente interpretación gramatical —bien 
seneilla por cierto— pai^ resolver el easo do autos en el sen- 
tido en que lo linee la sentencia apelada de fs. 104; puesto 
<jue con la pericia de fs, 88 a ÍJ1 se comprueba que las socie- 
dades recurrentes colocan dinero cu préstamos hipotecarios, lo 
enal resulta asimismo de mus estatutos fver fs. 3o, escrito de 
demanda). 

Hay justicia impositiva en ello, como lo sostiene el señor 
Fiscal de Cama ni al contestar los agravios de la parte aetora. 
porque "la ley, a fin de cortar la situación de desigualdhd 
que se plantearía si se gravara exclusivamente al negocio prin- 
cipal, ha dispuesto ex presa metí te que se grava tuda actividad 
comercial, industrial o profesional, ya sea que se ejerzan con 
carácter exclusivo o accesoriamente con otros negocios". 

Por todo esto, y demás fundamentos de la sentencia do 
fs. 104 se lo confirma sin costas. — Juan A. González Calderón. 
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Buenos Aires, 23 de julio de 1943. 

¥ vistos: Loa del recurso extraordinario interpues- 
to por las Compañías de Seguros "La Protectora" y 
"La Internacional" en pleito contra el Gobierno de 
la Nación sobre repetición de sumas pagadas en concep- 
to de patente; recurso contra eJ fallo de la Cámara Fe- 
deral de Apelación de la Capital que desestimó la de- 
manda — fs. 118, 120 y 120 vta,— ; y 

Considerando ¡ 

Y Que el recurso procede, como lo ha entendido 
la Cámara Federal, pues dicho tribunal y el de primera 
instancia entienden que cualquiera que sea la impor- 
tancia y el carácter —principal o accesorio— de los 
préstamos hipotecarios que efectúan las compañías ac- 
toras, deben ellas pa^ar la patente comercial correla- 
tiva conforme a Jo preceptuado en el art. 20 de la ley 
11.288: "cuando en un mismo negocio o industria se 
ejercen diversos ramos sujetos a patente, correspon- 
derá imponer patente por cada ramo según su impor- 
tancia". Las actores, desde el primor escrito, sostu- 
vieron que la patente que se les imponía era contraria 
a los arts. 16, 17 y 86, inc. 2' de la Constitución por lo 
que dejaron proparado el recurso extraordinario — fs 
d*, 34 vta. y 37. 

En su mérito, así se declara. 

2' Que, como surge de la precedente transcripción, 
la ley grava cada una de las actividades específicas 
comprendidas en una empresa, sociedad o persona de- 
dicada al comercio o la industria sin atender el carác- 
ter principal o secundario de ana de ellas; y como se- 
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gún los estatutos de las actoraa — arts. 18 y 1G, f s. 35 — 
las operaciones hipotecarias están previstas en los mis- 
mos, nada importa que ello se realice para respaldar la 
garAtía de los seguros, corno tampoco impediría la 
efectividad de un gravamen fiscal a los títulos o accio- 
nes que se adquiriesen con los mismos respetables fines 
de garantía de los seguros contratados. 

3* Que, en efecto, en el caso del "Banco del ífío de 
la Plata c. Dirección General del Impuesto a los Rédi- 
tos" — Palios; 194, 443 — esta Corte decidió una cues- 
tión que tiene con la presente indudable semejanza y 
dijo, después do hacer presente la frecuencia de la com- 
praventa de títulos y acciones por el Banco actor: "Ello 
demuestra una actividad comercial habitual dentro de 
las otras, que pueden ser las prevalen tes del Banco 
actor pero que no descalifican éstas. Ni parece justo que 
un cambista que quizá no alcanza nunca el monto de 
las operaciones en examen sea afectado en sus legíti- 
mas ganancias por el impuesto a los réditos ¡>ur ser ese 
su único giro y aparezca libre de gravamen el Banco 
que, además de prestar y de recibir depósitos, compra 
y vendo acciones, títulos y monedas como aquél". El 
razonamiento es de patente aplicación a quien se de- 
dica preferentemente a seguros pero que, por la razón 
de garantía, que las nctoras exponen o por cualquier 
otra, realizan operaciones hipotecarias, no paguen pa- 
tente por este rubro; mientras un Banco exclusivamente 
hipotecario del>a soportar el gravamen. El principio de 
igualdad del art. 16 de la Constitución aparecería trans- 
gredido notoriamente. 

4* Que atentas las precedentes consideraciones, 
resultan do manifiesta ineficacia los argumentos ba- 
sados en los arts. 16, 17 y 86, inc. 2* de la Constitución 
Nacional, pnos el gravamen fiscal que importa la pa- 
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tente, alcanza por i^ual a todos los que acumulan en 
sus actividades industriales o comerciales varias espe- 
cialidades distintas; no priva a las actoras de su pro — 
piedad sino en la justa medida que la Jcy autoriza; y 
el poder administrador ai reglamentar y aplicar la ley- 
no lia transgredido la norma do ajustarse a su letra y a 
su espíritu (Fallos: 178, 224; 182, 244 j 183, 149). . 

Por lo expuesto y concordantes de los fallos de V 
y 2' instancia, se confirma la resolución apelada en 
cuanto pudo ser materia del recurso extraordinario. 
Hágase saber y devuélvanse, debiendo reponerse el pa- 
pel en el juzgado de origen. 

Roberto Repetto, — Antonio 
Sagarna. — B. A. Nazar An- 
chóle sí a. — P, Ramos Mkjía. 



TEODORO [WACZYCZ8ZYN v. PROVINCIA DE 
BUENOS AIRES 

DAÑOS Y PERJUICIOS; Riitponsabilidnd del E*tado y rfs loa per- 
tomín fatídica*. 

El Estado no está obligado a indemnizar el daño sufrido 
por un tercero ajeno al hecho, a raíz de los Uparos de 
arma de fuego efectuados por un agente de policía que, 
según la senteneia firme recaída en la respectiva cama 
criminal, procedió en defensa propia al detener a un de- 
lincuente. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

No resulta de autos elemento de criterio alguno, 
ulterior a la resolución de la Presidencia obrante a fs 
6 vta., que permita sustraer este litigio a la jurisdicción 
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originaría do la Corte Suprema, allí admitida. Se tra- 
ta de acción civil por daños y perjuicios, seguida con- 
tra la Provincia do Buenos Aiies por un extranjero. 
Kl caso encuadra así en los términos del art. 1\ inc. 1% 
de la ley 48, y la demandada no ba opuesto reparo algu- 
no a la Uudida jurisdicción. 

En cuanto al fondo del asunto, resulta materia 
extraña a mi dictamen por referirse a cuestiones de 
hecho o prueba y aplicación de disposiciones de derecho 
común, — Buenos Aires, mayo 26 de 1942. — Juan 
Alvarez. 

FALLO PE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 23 de julio de 1943. 

Y vistos los autos que en jurisdicción originaria lia 
seguido don Teodoro Iwaezyczszyn contra la Provincia 
de Buenos Aires, por daños e intereses, y resultando: 

Que a fs. 2 se presenta dan Ramón Sallares en re- 
presentación del actor pidiendo se obligue a pagar a la 
Provincia de Buenos Aires una indemnización do veinte 
mil pesos, o lu que esta Corte considere justa, por la dis- 
minución en su capacidad para el trabajo futuro de su 
hijo de cuatro años que fué herido de bala por culpa 
de un cabo de policía el día 8 de febrero de 1940 en la 
ciudad de Avellaneda, n la altura del mim, 500 de la 
calle Ibcrá, con motivo de haber ésto 1k lio fuego en 
plena calle y desde una distancia de 30 ó 40 metros 
persiguiendo a un hombre qu ■ disparaba de la autori- 
dad. Que estando el menor en la vereda del frente de 
su casa, ni lado de su. padrino Juan Barosky y de otros 
menores, simultáneamente con hi detonación del arma 
de fuego recibió una herida de bala que, penetrando 
por el borde de la nariz destrozó el maxilar superior y 
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tres dientes, interesó el maxilar inferior y arrancó te- 
jidos del paladar y de la garganta, yendo a alojarse 
en la parte posterior y superior del cuello, de donde 
fué después extraída. Que la herida» además de poner 
en peligro la vida del menor, ka dejado las siguientes 
alteraciones de carácter permanente» dado el tiempo 
ya transcurrido: dificultad para ( masticar y deglutir 
los alimentos; alteración en la visual del ojo izquierdo 
y molestias en el oído, con dis*mnución de su función 
auditiva. 

Agrega que e) sujeto que corría el cabo de policía 
no daba señales de intentar siquiera resistencia» lo que 
no justifica que hiciera fuego en plena calle con las 
consecuencias funestas que ocasionó en la persona del 
hijo de su representado. Que este resultó ser el cabo 
Raúl Cabo. 

La indemnización a cargo dei Estado de Buenos 
Airea corresponde por los arts. 1112 y 1113 y concor- 
dantes de la ley civil. Por lo tanto pide que se condene 
a la demandada al pago de la suma antes indicada, con 
intereses y costas. 

Que siendo su representado un vecino de la Capi- 
tal Federal y tratándose de un juicio civil contra un 
estado federal, corresponde a esta Corte su conocimien- 
to, conforme al art. 1% inc. 1', de la ley 48 y art. 2» de la 
ley 4055, a cuyo efectr propone producir la información 
correspondiente de testigos. 

Producida ésta y declarada la procedencia del fuero 
a fs. 6 vta., se corrió traslado de la demanda. 

A fs. 18 bc presentó el Dr. José A. Quinto Costa, 
por la Provincia de Buenos Aires, contestando la de- 
manda. 

Dice que desconoce y niega los hechoa en que se 
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funda la demanda, así como el derecho que se invoca, 
y pide su rechazo con costas. 

Aunque los hechos se hubieran producido como lo 
relata el actor, dice que la responsabilidad de la Pro- 
vincia no puede sostenerse. Invoca el art, 43 del Có- 
digo Civil, que este Tribunal ha declarado siempre la 
irresponsabilidad de la persona jurídica por ios actos 
ilícitos cometidos por sus mandatarios o empleados. 
Por lo tanto, y sin perjuicio de considerar lo exagerado 
de la indemnización que se reclama, corresponde el 
rechazo de la demanda con costas. 

A fs. 21 vta. so abre a prueba la causa. A fs, 58 se 
hace la certificación de la producida. A fs. 60 y siguien- 
tes se presentan los alegatos. Y a fs. 71 vta., después 
de oír al señor Procurador General, se dieta la provi- 
dencia de autos para definitiva, y 

Considerando : 

Que en el présenle caso se trata de la responsabi- 
lidad emergente de un hecho previsto en el art. 1109 
del Código Civil, ejecutado por un agente de policía de 
la Provincia de Buenos Aires, a quien se acusa del 
daño causado al menor Iwaczye*ssyu imputándole cul- 
pa en el modo como ha ejercido su función. El caso 
sería regido por las disposiciones relativas a los deli- 
tos del derecho civil, según la misma disposición. 

Que al mismo tiempo se trataría de un delito del 
derecho criminal, si, como se ba sostenido, el accidente 
sufrido por el menor hubiera sido causado a consecuen- 
cia de un abuso de autoridad, o por culpa o dolo del 
agente. Correspondía en tal caso la formación de un 
sumario y el consiguiente juicio criminal. 

Que el art. 1101 del mismo Código dispone que "si 
la acción criminal hubiere precedido a la acción civil, 
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o fuere intentada pendiente ésta, no habrá condena- 
ción en el juicio civil antes de ta condenación del acuña- 
do en el juicio criminal", salvo muy determinados casos 
que menciona, y los arts. 1102 y 1103 agregan que "des- 
pués de la condenación del acusado en el juicio criminal, 
no se podrá contestar en el juicio civil la existencia del 
hecho principal que constituye el delito, ni impugnar la 
culpa del condenado " ( así como después de la absolución 
"no se podrá tampoco alegar en el juicio civil la existen- 
cia del hecho principal sobro el cual hubiese recaído la 
absolución *\ {Nota del Codificador a los artículos cita- 
dos). 

Que en el suh-titc se ha producido un caso de los 
anteriormente previstos, por cuanto la actitud del agente 
ÍÍhúI Cabo ha sido investigada y juzgada antes o du- 
rante el juicio civil por la justicia del crimen de la 
Provincia de Buenos Aires, según los autos que el mis- 
mo actor ha pedido que se traigan ad effectmn videndi 
(escrito, fs, 25) y que se han acumulado (expediente 
7627, caratulado Raúl Cabo y otros, abuso de armas). 
Y en esa causa criminal resulta que por sentencia fir- 
me, so ha declarado que el procesado procedió a hacer 
uso de su arma en defensa legítima y en cumplimiento 
de la función de guardián del orden público, quedan- 
do así cubierta su responsabilidad por lo dispuesto por 
el art, 1071 del Código Civil, que dice "e! ejercicio de 
un derecho propio, o el cumplimiento de una obligación 
legal no puede constituir como ¡lícito ningún acto". "El 
que ejerce un derecho conforme a la ley no responde del 
perjuicio que resulte de este ejercicio" {cita de la nota 
al mismo artículo). No podría en el juicio civil subsi- 
guiente declararse una culpabilidad de que el agente 
ha sido absuelto. Unicamente podría imputársele cul- 
pa civil, si las circunstancias lo permitieran, porque 
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como lo ha dicho esta Corto un el caso del tomo 192, 
página 307, puede la culpa no ser suficientemente gra- 
ve y clara para responsabilizar al agente ante la ley 
penal, y puede, sin embargo, configurar una falta, un 

acto i lícito o un cuasidelito del derecho civil que lo ha- 
ga incurrir en responsabilidad pecuniaria (nota a los 
arts. 1102 y 1103), Pero éste no es el caso, pues del 
examen de los autos y de la pruebo producida no resul- 
ta tal cosa. 

Que la culpabilidad del agente de la autoridad 
provincial es la base única y necesaria para hacer re- 
caer las responsabilidades del lamentable suceso sobre 
el Estado de Buenos Aires por aplicación de las dispo- 
siciones invocadas de los arts. 1112 y 1113, pues tanto 
por su letra como por el espíritu que esta Corte les ha 
[tribuido en varios fallos, es necesario que el agente 
haya procedido en forma irregular en el ejercicio de 
eus funciones, o incurrido en dolo, culpa o negligencia 
(Fallos: 182, 5 y 210; 184, 652 y otros). 

Que es precisamente lo que el Ministerio Fiscal de 
Buenos Aires imputó al agente de policía y por ello 
íué procesado juntamente con los dos sujetos que per- 
seguía cuando hizo el tiro que fué a herir al menor. 
Mas, habiéndose investigado, tramitado y juzgado su 
cansa, declarándolo eximido de culpa y cargo, no se 
puede en el juicio civil subsiguiente reabrir el proceso 
para discutir los motivos que fundaron su absolución. 
Hay ya sobre el punto cosa juzgada. 

Por lo demás, la prueba producida en estos autos 
en su contra por el actor no sería suficiente para decla- 
rar lo contrario, con abstracción del principio sentado. 
Ella consiste en la declaración única de una mujer, 
Concepción R. de Di Nardo, fs. 54, que dice vi ó que el 
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agente de policía perseguía a un sujeto que disparaba 
por la calle, el cual parecía desarmado y sin otra inten- 
ción que la de escapar, cuando se oyó el tiro que fué a 
herir al menor. Pero, según las constancias del sumario 
criminal que se levantó en Avellaneda eran dos los su- 
jetos perseguidos y que corrían por delante del agente, 
uno de los cuales llevaba un revólver en la mano. En la 
sentencia de f s. 106 vta. se hace mérito de ello refiriéndo- 
se a las declaraciones de los testigos Benito Sarmiento, 
fs, 13; de Juan Balasky, fs. 31; y del procesado Lapuen- 
te, fs, 15, que corrobora Ies anteriores. Según estas, el 
perseguido Enrique Navarro habría intentado en son 
de resistencia hacer fuego, lo que motivó que el agente 
hiciera uso du su arma por dos veces en defensa de su 
vida. En la inminencia del peligro, sería demasiado exi- 
gir que el agente hubiera manejado el arma con la pre- 
cisión y las precauciones necesarias para no causar 
daño alguno. 

Que, en consecuencia, la acción no puede prospe- 
rar. En todos los casos en que la Corte ha admitido la 
responsabilidad indirecta del Estado por los actos de 
sus representantes o agentes, con motivo del desempe- 
ño de su enrgo, lo ha hecho por aplicación e interpreta- 
ción del Código Civil y ya se ha dicho, en un conside- 
rando anterior, que la base única y necesaria de la 
responsabilidad civil es la culpabilidad del agente. 
Admitir la acción en este caso importaría declarar la 
responsabilidad del Estado por todo daño causado ha- 
ya o no culpa, imprudencia o negligencia, fuerza mayor 
o caso fortuito sin ley que la establezca. La Corte in- 
vadiría, así, las funciones del legislador. 

En su mérito, atento lo dictaminado por el señor 
Procurador General de la Nación, no se hace lugar a 
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la demanda, sin costas por no encontrar mérito para 
imponerlas. Hágase saber, repóngase el papel y en su 
oportunidad archívese. 

RoBKRTO KePETTO. — ANTONIO 

S.v-auna. — B. A. Nazar An- 
chor kn a. — F. Ramos Mejía. 



ANITA BAlOmil v. PROVINCIA DE SANTA FE 
AFIRMADOS. 

Para establecer si lu contribución de mejoras cobrada al 
dueño iln un campo lo fué por un camino construido con 
anterioridad a la adquisición de aquél, en cuyo caso aquí* 
lia sólo podría cobrarse al antecesor en el dominio que 
obtuvo el beneficio, no debe tonmr.se como bn.se lúa Fecha* 
de recepción provisional de los diversos tramos sino ta de 
recepción del último, con el cual se recibió el total del 
camino. 

AFIRMADOS. 

No existe óbice constitucional que impida a la Nación de- 
legar en la* provincias la facultad de cobrar la contri- 
bución de mejoras por una obra pública hecha por ella 
•en territorio provincial, ni pura que por ley nacional o 
provincial se cobre el beneficio obtenido por el propiel a- 
rio favorecido con anterioridad a su sanción. 

s/ IMPUESTO; Principios generala, 

Loh impuestos no se basan en beneficio particular alguno 
recibido por el contribuyente sino en el benefieio general 
y bienestar del cuerpo político, y el poder de establecerlos 
se runda en la soberanía del Kstpdo y tiende a obtener las 
rentas necesarias para satisFneer los gastos del gobierno 
bajo cuyo amparo vive la población. 

AFIRMADOS, 

I„n contribución de mejoras se funda en el beneficio espe- 
cial producido por una obra pública al inmueble gravado, 
que sólo puede serlo en la medida del beneficio recibido. 
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En lo que exceda de éste, el costo de dicha obra debe ser 
pagado, como el de cualquier otra de exclusivo beneficio 
público, con las rentas generales del Estado. 

CONSTITUCION NACIONAL: Conttihmonnlidad e mcotutitudo- 
naiidad. I>ecreion nacional?*. — Impuesta* y contribuciones provin- 
ciales. Afirmados. 

El art. 5* de la ley 2406 de la Provincia de Santa Fe y 
el art. 24 m fine del decreto reglamentario de la ley 11.658 
son contrarios a ¿ata, e inciastitucionales, en cnanto por 
ellos ae determina y cobra ta contribución de mejoras por 
medio de una cuota fijada en atención ni costo del ca- 
mino y aplicada de acuerdo a una fórmula que, al refe- 
rirse a la distancia del camino y al modo de calcularlo 
supone un beneficio, sin tener en cuenta si éste se ha 
produoido o no, y en caso afirmativo, prescinde del monto 
del mbmto, como si se tratara del cobro de un impuesto. 

CONSTITUCION NACIONAL: Constitm.wtudidad « inconttitucb- 
nalidad. Impuestos y contribuciones provincial/-*. Afirmados, 

/Es violatoria de los arta. 16 y 17 de la Constitución Na- 
cional la contribución de mejoras cobrado al dueño de un 
campo por la construcción de un camino de interés ge- 
neral que, lejos de haberle producido algán beneficio es- 
pecial, ha ocasionado la disminución de su valor locativo 
al privarlo de la situación privilegiada que antea tenía. 

Dictamen mí, Pbocuradoh General Suplente 
Suprema Corte: 

La presente demanda tiende a. obtener se declare 
la invalidez de la ley núm. 2406 de la Provincia de 
Santa Fe, por reputarla violatoria de garantías consa- 
gradas en la Constitución Nacional. Bajo tal aspecto y 
atonto lo dispuesto por los arts. 100 y 101 de la misma, 
corresponde tener por acreditada la jurisdicción ori- 
ginaria de V. E. para conocer en este juicio. (188:247, 
entre otros). 

En cuanto a Ja cuestión de fondo, la acción se en- 
tabla por haberse exigido a la actora, a título de con- 



FALLOS D1S LA COME 8UPRKMA 



trihue ion de mejoras, el pago de una sama de dinero 
proporcional al costo del pavimento construido entre 
Rosario y Casilda, camino dentro de cuya zona de in- 
fluencia se encuentra una extensión de campo de su< 
propiedad. Para la mejor comprensión de! caso, sinte- 
tizaré las cuestiones preponderantes planteadas como 
fundamento de la demanda; 

a) Sostiene la aetora qnc, tratándose de camino 
construido por la Nación con anterioridad a la ley^ im- 
pugnada y a la ley nacional núm. 11.658, de la 'cual 
es aquélla una consecuencia, la Provincia de Santa Fg 
carece de derecho para exigirle suma alguna; 

b) Que aun cuando así no fuera, tratándose de 
una contribución de mejoras, el mayor valor atribuido 
a su propiedad no puede fijarse arbitraria y presun- 
tivamente tomando en consideración el costo del pavi- 
mento y poniendo a cargo de los propietarios Hipoté- 
ticamente beneficiados el 40 % del mismo, con pres- 
cindencia de que exista o no diebo mayor valor; 

c) Que aceptando por hipótesis la validez consti- 
tucional del sistema adoptado, la forma en que so ha 
calculado la distancia entre el camino y el campo de la 
actora no condice con la situación real existente, pues 
la misma se ha establecido sin tomar en consideración 
el obstáculo que constituyen las vías del F.C.C.A. por 
lo que el acceso al camino sólo es posible por los pasos 
a nivel existentes, aumentándose así en forma aprecia- 
ble la distancia ideal, que es la que ha servido de base 
para fijar su contribución. 

La primera cuestión ha sido extensa y acertada- 
mente trabada, a mi juicio, por el señor Procurador 
General titular en dictamen reciente, expedido en los 
autos "Casares v. Prov. de Buenos Aires", cuyos ftin- 
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damentos me permito dar por reproducidos ante V. E., 
en lo pertinente. 

Respecto de la segunda, V. E. en numerosos fallos 
ha precisado el concepto de lo que constituye "contri- 
bución de mejoras" y ha estimado indispensable para 
su validez la concurrencia de dos requisitos: í* t que se 
trate de una obra de beneficio local; 2', que dicho be- 
neficio no sea sustancitdmente excedido por la contri- 
bución. Faltando ellos el impuesto no puede sostenerse 
ni como una contribución de mejoras ni tampoco como 
un impuesto común que supone condiciones de igualdad 
y de uniformidad de que aquél carece. 

Por aplicación de tales principios el Tribunal ad- 
mitió demandas equiparables a la presente a mérito 
de no hallar cumplidos ambos requisitos y aun por 
ausencia de nno solo de ellos. 

Así, en 138; 161 declaró confiscatorio el cobro del 
pavimento por tratarse de una obra de evidente y casi 
exclusivo interés general y asimismo, por absorber 
aquél la mayor parte del valor de la tierra del actor 
(dos tercios), o en su caso, la mayor parte do la renta 
que podría producir la misma durante 36 años. 

En 140: 175 dijo V. E.: "Que por otra parte, no 
se ha afirmado siquiera que para determinar la cuota 
de contribución de cada propietario se haya procurado 
establecer o calcular el beneficio especial aproximado 
que reportarían aquéllos de la construcción del pavi- 
mento", y ngregó luego: "No se desconoce que en el 
caso se trata de una posición que ha absorbido el 70 % 
del valor de la propiedad". Por ello, admitió igual- 
mente la tacha opuesta declarando confiscatorio el 
gravamen. 

En 156: 245, examinando la validez constitucional 
de la ley núm. 3.915 de la Provincia de Buenos Aires, 
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modificatoria de la que había motivado el fallo del 
tomo 138 citado, V. E. declaró que no obstante las re- 
formas introducidas, subsistían las transgresiones que 
determinaron dicho pronunciamiento. 

Con fecha más reciente (187:234) se matuvo aná- 
logo criterio, estableciendo que la contribución por pa- 
vimentos no debe esceder sustancialmente el beneficio 
que recibe la propiedad afectada, que es lo único que 
puede eohrarsc al dueño sin incurrir en violación de 
los arts. 16 y 17 de la Constitución Nacional. Como lo 
cobrado — en el supuesto roas favorable n la demanda- 
da — era el 75 % del valor del inmueble, V. E. declaró 
la ineonstitncionnlidad de dicho cobro y condenó a la 
Provincia de Buenos Aires a devolver lo percibido. 

Los fallos que dejo brevemente analizado» piire- 
cerían, en principio, favorables a las pretensiones de 
la netora, pero median en el sttb judicc alcanas cir- 
cunstancias particulares cuyo mérito ha de valorarse 
para darle la solución que corresponde. 

En primer término cabe destacar que la ley mím. 
240(5 impugnada, establece en su art. 5": "La contribu- 
ción de mejoras impuesta a las propiedades vecinas a 
los caminos firmes o mejorados será siempre mayor 
que el 40 % de la obra, No obstante, la aplicación de 
esta tana no podra exceder del 30 % de! miar de ht 
propiedad". 

La actora manifiesta que el campo de que se traía 
lo hubo de su se ñor padre como anticipo de lie reacia, 
asignándole un valor de $ 6f>0 por hectárea (fs. 65) y 
reconoce que la tasa que se le lia fijado es de $ 27,51 
también por hectárea (fs. 44), o sea poco más del 4 % 
do aquel valor. Ello no obstante, conceptúa nula dicha 
tasa en razón del procedimiento adoptado para fijarla. 

En segundo lugar, advierto que V. E. ha admitido 
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implícitamente la validez del sistema adoptado para fi- 
jar el mayor valor adquirido por las propiedades sobre 
la base de un porcentaje del costo del pavimento. En 
efecto, si bien la impugnación no tenía los mismos fun- 
damentos que aquí se aducen, Y. E. declaró válido el 
cobro exigido a D, Armando Gk Antille por la Provin- 
cia de Santa Fe, con motivo de la construcción de un 
pavimento cuya cuota había sido fijada con arreglo, a 
los artículos 3 7 7 de la ley 21:17, esto es, en conside- 
ración al 40 % del costo del mismo y proporcionalmente 
a la extensión de las tierras deí actor (180: 405). Recor- 
daré asimismo que en dicho fallo quedó establecido que 
la clasificación de mejora "general" o "local" aplica- 
da a un camino es relativa y no excluyante. 

Ahora bien, siendo como se ha visto, jurisprudencia 
constante que la contribución de mejoras no debe exce- 
der ttitstaticialmmtc el beneficio y siéndolo igualmente 
que la construcción de un pavimento reporta un bene- 
ficio innegable (180: 414), párrafos 2' y 3\ conceptúo 
inadmisible la tacha opuesta a la ley 2406 cuyo sistema 
ha permitido fijar en poco más de un 4 % el beneficio 
que necesariamente ha debido producir la obra. En 
cualquier caso, no podrá reputárselo sustanáalmente 
excedido por la cuota fijada. 

Finalmente, en cuanto a la tercera cuestión plan- 
teada acerca do la forma en que corresponde calcular 
la distancia al eje del camino, refiriéndose a la inter- 
pretación que deba darse a disposiciones de una ley 
local, panVeme ajena a la jurisdicción originaria de 

v. 15. 

A mérito de lo expuesto, pienso que corresponde 
desestimar la presente demanda seguida por la seño- 
rita Aniia Baioechi contra la Provincia de Santa Fe, 
por iiiconstitncionalidad de la ley núm. 24(HS. — Buenos 
Aires, mayo 22 de 194 '2. — ¿mU É. Escobar. 
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Buenos Aires, 26 de julio (Je 1943. 

Y vistos : Los seguidos por doña Ma* f a Teresa Ju- 
lia Paulina Anitu Baiocebi contra la Provincia de Santa 
Fe, de los que resulta : 

A fs. 43 se presenta el Dr. Alberto Angel Carroño 
Calderón por la acto ra, entablando formal demanda con- 
tra la citada provincia, por inconstitucionalidad cío la ley 
2406, en cnanto: 

a) "Creó (art. 1*) y dio efecto retroactivo {art. 3') 
a la tasa de contribución de mejoras a aplicar a la pro- 
piedad de su mandante, vecina al camino Rosario- 
Casilda construido por el Gobierno de la Nación con 
fondos de rentas generales con anterioridad a la adqui- 
sición del inmueble por su defendida, careciendo la Pro- 
vincia antes y después de dictada la ley de vialidad 
núm. 11.058, de facultades para gravar su propiedad 
en razón de ese camino; 

b) Careciendo la Provincia de facultades consti- 
tucionales para gravar por sí y ante sí, con determina- 
da cuota en concepto de mejoras, sin oír a su poder- 
dan te, sin tener en cuenta si la obra produjo o no be- 
neficios íarts. 10 y 11) violando las garantías más 
elementales aseguradas por la Constitución al dereclio 
de propiedad, así como las formas del debido proceso 
legal constitucional y fijado por la ley de vialidad; 

c) Y por inconstitucionalidad del urt. 24, in fine, 
del decreto reglamentario de la ley núm. 11.658, por 
cuanto cambiando el contenido, concepto y acepción 
substantiva de la ley de vialidad, en la parto final, 
equipara el 65 % del mayor valor que recibe la propie- 
dad por cfoctos de una obra pública, a un porcentaje 
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no inferior al 40 % del costo de la obra, ya que' esta 
disposición arbitraria constituyó una de las bases de 
su adhesión a la ayuda federal y su convenio (ley num. 
2406, art 4*) la incorporó; 

d) Porque la liquidación en base a la cual se 
obliga a pagar la cuota —en el caso hipotético de ser 
procedente, ] que niega categóricamente— es errónea, 
ya que se basa sobre la distancia virtual del eje del 
camino al inmueble, sin tener en cuenta las circunstan- 
cias do hecho existentes en el terreno, en esta circuns- 
tancia una vía férrea, siendo en consecuencia la distan- 
cia real distinta y variando por ende la tasa; y 

e) Porque se toma como base para la cuota el 
costo de un camino, deficientemente estimado y pro- 
yectado, en pésimas condiciones de tránsito, y para su 
mejoramiento, se ha invertido una suma mayor, que 
se hace recaer sobre los propietarios vecinos a la obra, 
estando en consecuencia en exceso de los beneficios, si 
se torna como base el costo del camino, de acuerdo ai 
primitivo presupuesto aprobado por la Nación". 

Tacha en consecuencia de nula, la tasa de * 27,51 
por hectárea- que se Je impone arbitrariamente y viene 
a repetir la cantidad de * 5.281,32 m|n., que debió pagar 
en eumpli miento de la ley núm. 2406, habiendo reali- 
zado el pago bajo protesta a fin de salvaguardar los 
dert*ciios y acciones que le incumban, la que se acom- 
paña. 

Dice que el camino Rosario-Casilda en la parte 
que se encuentra frente y a cierta distancia de la pro- 
piedad de su mandante fué construido por la Dirección 
de Puentes y Caminos de la Nación, con fondos fede- 
rales, y habilitado al tránsito público en la segunda 
mitad del año 1931, es decir, tres años antes de pro- 
mulgarse la ley núm. 2406, y año y medio antes de 
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promulgarse la ley 1 1 .058 creando la Dirección' Na- 
cional de Vialidad en octubre 8 do lí>32. 

En el lapso de tiempo transcurrido desde la habi- 
litación del camino basta la promulgación do la ley, él 
inmueble de sm mandante cambió tres veces de propie- 
tario: el 29 de septiembre de 1931 fué transferido de la 
señora María Mackoy de MurpUy al señor Pablo Baioc- 
chi; en 29 de diciembre de li>32, de don Pablo Baioechi 
a la señorita Anita Baiocclii (la actora) sin que exis- 
tieran disposiciones impositivas nacionales ni provincia- 
les, ni se presumiera la creación futura de éstas, para 
gravar en razón de esa obra las propiedades adyacen- 
tes y vecinas al camino. 

l& Provincia de Santa Fe se acogió a la ayuda 
federal en octubre 3 de 1ÍJ33 y un noviembre 24 de 1934 
lanza el peso de una contribución de mejoras, por el 
citado camino, e\traliinitando sus facultades impositi- 
vas, extralimitacióu en que se funda para obtener la 
declaración de ineonstitucionalidad de la ley 2406 y 
para repetir la suma antes indicada que lia abonado 
bajo protesta. 

Funda la jurisdicción originaria en la circunstan- 
cia de tratarse de una causa civil contra una provin- 
cia, con el fin de que se declare violatoria de la Cons- 
titucióu Nacional una ley local que autoriza una exac- 
ción ilegal bajo la denominación de contribución de 
mejoras, en virtud do los siguientes fundamentos: 1*) 
porque la Provincia carece de facultades constitucio- 
nales, antes y después de la promulgación de la ley de 
vialidad, para lanzar un verdadero impuesto bajo la 
denominación de contribución de mejoras sobre los 
propietarios linderos y vecinos al camino Rosario- 
Casilda construido por la Dirección de Puentes y Ca- 
minos de la Nación con fondos federales; 2') porque en 
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la hipótesis que la Provincia hubiese tenido facultades 
para imponer en razón do esa obra, carece de poderes 
constitucionales para gravar por sí, con determinada 
cuota basada sobre un por ciento del costo del cami- 
no y aplicada de acuerdo a una fórmula matemáticos 
empírico-ideal, como medio para determinar la contri- 
bución de mejoras sin oír previamente a su poderdante 
y sin tener en cuenta si la obra produjo o no beneficios, 
violando el derecho de propiedad, así como la forma del 
debido proceso legal fijado para el objeto por la ley de 
vialidad; 3*) porque la ley 240G que es un convenio ley 
para que la Provincia de Santa Fe se pudiese acoger al 
beneficio de la ayuda federal, adoptó como medio para 
establecer la contribución de mejoras, un por ciento 
del costo del camino, siguiendo la deformación cometida 
por el Poder Ejecutivo Xucipnul en el art. 24, m fine, 
del decreto reglamentario de la ley 11.658 cambiando el 
contenido y el concepto de la ley de vialidad al estatuir 
que cí G5 % del mayor valor fijado por revaluación de 
la propiedad beneficiada por la obra pública equipa- 
rara a un por ciento no menor del 40 % del valor de la 
obra. Siendo, por consiguiente, inconstitucional dicho 
decreto y la ley de Saata Pe dictada en su consecuen- 
cia; 4*) porque la Provincia carece de poderes para san- 
cionar leyes retroactivas que priven a un habitante de 
un derecho incorporado definitivamente a su patrimo- 
nio j 5 9 ) porque la liquidación que fué formulada para 
el pago de la contribución es errónea por estar basada 
en la distancia virtual del eje del camino al inmueble 
en lugar de estarlo en la distancia real, la que se debe 
tomar del paso a nivel que es el único acceso que per- 
mite llegar a la propiedad por sor la vía férrea un 
accidente de carácter permanente; 6 o ) porque la cuota 
de contribución está en exceso de los beneficios; y 7*) 
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porque la Provincia mediante el reconocimiento de los 
sindicatos obreros de cada pueblo anula los posibles 
beneficios que pudieran surgir de la obra caminera. A 
continuación desarrolla extensamente el derecho que 
asiste a su mandante para impugnar la contribución 
que en síntesis se indica en los puntos anteriores y 
termina pidiendo se baga lugar a la demanda de in- 
constitucional! dad de la ley provincial 2406 y se con- 
dene a la demandada a devolver a su mandante el im- 
porte pagado cu concepto de contribución de mejoras, 
en virtud de dicha ley, con más los gastos, intereses 
y las costas de esta demanda. 

A fs. 117 se corre traslado de la demanda a la 
Provincia de Santa Pe y a fs. 129 el doctor Urbano de 
Iriondo, en representación de ésta, contesta aquélla 
pidiendo su rechazo con costas. 

Niega todos los hechos articulados que no fueran 
expresamente reconocidos por su parte, a los fines de 
la prueba que incumbe al actor. Dice que no ha de 
seguir, punto por punto, el extenso escrito de la ac- 
tora, porque para hacerlo tendría que dar proporcio- 
nes desmesuradas a su contestación sin ventajas para 
la dilucidación de las cuestiones que so debaten, sino 
tine ha de referirse a los puntos capitales de éstas 
sobre los cuales hayan de versar las defensas, tanto 
más cuanto que la demanda involucra cuestiones de 
hecho que se ni necesario analizar con la ayuda de di- 
chas pruebas. Agrega que la ley 2406 impugnada es- 
tablece: "La contribución de mejoras a que se refiere 
la ley nacional de vialidad núm. 11.658 (art. 23, inc. b), 
scíniiido apartado, y d), y la ley provincial de vialidad 
núm. 2303, art. 34, se aplicará de acuerdo a las dispo- 
siciones contenidas en la presente ley" (art. 1*). Y 
*'declúrnnse csprnalmente compro minios en la presen- 
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te ley, el camino Rosario-Casilda, y el tramo Villa Cons- 
titución-Arroyo del Medio, el camino Villa Constitu- 
ción-San Nicolás, construidos por el Gobierno Nació* 
nal" (art. 3'). 

El precepto de la ley nacional citada establece que 
toda provincia que desee acogerse a sus beneficios, de- 
berá hacerlo por ley provincial, que servirá de conve- 
nio entre la Provincia y la Nación, y con las siguientefl 
disposiciones: "inc. b) creación de un fondo provincial 
de vialidad con recursos propios, entre los que se cuen- 
ten los siguientes: ..."2* El producto de la contribu- 
ción de mejoras sobre la propiedad territorial benefi- 
ciada por la construcción de caminos afirmados na- 
cionales y de ayuda federal"; ..."inc. d) las provin- 
cias deberán imponer una contribución de mejoras so- 
bre las propiedades territoriales beneficiadas por la 
Construcción de los caminos nacionales, debiendo figu- 
rar ésta en la ley convenio". 

Y la ley provincial 2303 de diciembre 10 de 1932, 
en su art. 34 dispone: "Dentro del año, a partir de la 
promulgación de la presente, la Dirección de Vialidad 
someterá a consideración del Poder Ejecutivo un pro- 
yecto de ley estableciendo las zonas, cuotas de contri- 
bución o cláusulas afines que tiendan a asegurar la 
aplicación y percepción de eBte recurso. La Dirección 
de Vialidad proyectará además el monto de las tasas, 
impuestos y patentes que no se determinan en la pre- 
sente ley". 

El importe pagado por la actora en concepto de 
contribución de mejoras, ba sido, pues, cobrado por 
imposición especial del art. 3* de la ley 2406 y de acuer- 
do a las demás disposiciones legales y reglamentarias 
pertinentes. 

Niega que lá demandante baya adquirido el inmue- 
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ble a que se refiere cuando estaba construido el camino 
pavimentado Rosario-Casilda, por cnanto la obra se 
terminó en mnrzo de 1933, y la compra data del 29 de 
diciembre de 1932, según se expresa en la demanda. Y 
que la tasa aplicada sea arbitraria por la forma en que 
la Dirección de Obras Públicas de la Provincia inter- 
pretó la ley 2406, para expedir las liquidaciones de los 
contribuyentes, desde que éstas tuvieron en cuenta el 
beneficio especial recibido por la propiedad de la acto- 
ra, y la contribución que se lo ba exigido guarda pro- 
porción con el mismo, dado que, atenta la naturaleza de 
lo que debe ser avaluado — et beneficio — no es posible 
exigir una exactitud matemática, como lo lia resuelto 
esta Corte, bastando para tenerse por cumplida la con- 
dición que existe una correlación aproximada entre el 
beneficio local y la contribución que no debe subetan- 
cialmente excederla. 

Destaca que si bien el costo de la obra pública se 
imputó primitivamente a la ley 10.285, anexo L., inc. 12, 
ítem 2, partida 55, presupuesto año 1927 al 30, debe 
tenerse presente que posteriormente fué modificada 
aquella imputación, cargándose dicho costo, en parte 
a los fondos del sobreprecio de venta de la nafta, y el 
resto, a los fondos de la ley nacional de vialidad. 

El camino Rosario-Casilda ha sido construido con 
fondos del sobreprecio de la nafta correspondientes a 
la Provincia de Santa Fe y con recursos provenientes 
de la ley nacional núm. 11.058. 

No puede negarse que la construcción de una ruta 
de tanta importancia como la de que se trata, lia re- 
portado un beneficio indudable a las propiedades ve- 
cinas, entre las que se encuentra la de la parte acto ra. 
Cita en su apoyo el fallo de esta Corte' del tomo 136, 
pág. 161. Afirma que el camino Rosario-Casilda ha 
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transformado apreciablemente Jas propiedades próxi- 
mas en cuanto al valor de las mismas por el mayor 
provecho que rindo en ellas cualquier género de explo- 
tación, debido a la competencia, facilidad y abarata- 
miento do los fletes, pudiendo agregar que las ventas 
realizadas en los años 1<Í34 al 36 han igualado o supe- 
rado los valores de la tasación fiscal, que siempre ha 
sido tachada de excesiva, por haberse realizado en el 
momento álgido del alza en el valor de los inmuebles 
(ano 1927). . 

Sostiene que el principio de la no retroactivídad 
de las leyes no rige para Jas de carácter impositivo 
pues la prohibición de tales efectos refiérese a Jas leyes 
de carácter penal, citando en su apoyo el fallo del to- 
mo 117, pagina 22 y los allí citados, y fallos de la Corte 
de Estados Unidos. Y que la contribución de mejoras 
establecida por la ley 2406 es equitativa y razonable 
porque su imposición absorbe tan sólo una ínfima par- 
te de la plusvalía originada a la propiedad, como con- 
secuencia de la construcción del camino Bosario-Casil- 
da, no pudiendo tildarse de opresiva ni confiscatoria 
porque sü monto está fijado en proporción al beneficio 
recibido, siendo igual para todos los contribuyentes que 
se hallen en idénticas condiciones, y limita el importe 
de la tasa, que no podrá exceder del 20 % del valor 
de la propiedad (art, 5'). 

A fs. 135 vta. se abre la causa a prueba producién- 
dose la que indica el certificado de Secretaría de fs* 660. 
A fs. 664 y 767 corren los alegatos de la actora y de- 
mandada. A fs. 787 dictamina el señor Procurador Ge- 
neral y a fs. 789 vta. se llamó autos para definitiva. 

Y considerando: 

1. Que la primera cuestión a decidir, consiste en 
determinar si la contribución de mejoras que se cobró 
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a la acto ra lo fué por uii camino construido con ante- 
rioridad a su adquisición del campo. Pues, si así fue- 
ra, es patente que el beneficio del mayor valor, en que 
se funda la contribución de aejoras, sólo podría co- 
brársele al antecesor en el dominio que lo obtuvo, y no 
al adqui rente posterior de la propiedad, puesto que su 
precio habría comprendido el valor de ese beneficio. 

hn acto ra dice que adquirió el campo el 29 de di- 
ciembre de 1932 y que el camino fué librado al tránsito 
público en la secunda mitad del año 1931, o sea, con 
rouclia anterioridad a su adquisición. Mas del informe 
de la Dirección Nacional de Vialidad que corre a fs. 360 
rosulta que la reeepción provisional del camino Rosa- 
rio-Casilda tuvo lugar en cinco tramos entre el 21 de 
enero de 1932, el 1*, entre progresivas 31.390 y 42,390 
y el 30 de marzo do 1933, el último, entre progresivas 
14.936 y 18,637. Por lo que considera que la fecha de 
habilitación total de la carretera de Rosario a Casilda 
es la del 30 de marzo de 1933 en la que al recibirse 
provisionalmente el tramo último, se recibió el total 
del ?amino. Por lo que corresponde resolver negativa- 
mente esta primera cuestión. 

2. Que no existe óbice constitucional que impida 
a la Nación que delegue en las provincias la facultad 
de cobrar la contribución de mejoras por una obra 
pública hecha por ella, en territorio provincial, ni tam- 
poco para que por ley nacional o provincial se cobre el 
beneficio obtenido por el propietario favorecido con 
anterioridad a su sanción, puesto que las leyes que es- 
tablecen impuestos o contribuciones son de carácter ad- 
ministrativo y no rige para ellas la prohibición de apli- 
carse a hechos ocurridos con anterioridad, uomo suce- 
de con las leyes de carácter penal (Fallos: 99, 355; 
107, 134; 117, 22; 152, 263; 156, 48; y 185, 165; entre 
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oíros). Las leyes que establecen la contribución de me- 
joras han de referirse necesariamente al cobro de bene- 
ficios efectivos —y no meramente hipotéticos o futu- 
ros— para que su cobro sea legítimo. 

3, Que la actora tiene razón para impugnar la 
ley 2406 y el art. 24, w fine, del decreto reglamenta- 
rio de la ley 11,658 en cuanto por aquélla se ha deter- 
minado y eobrádole la contribución por medio de una 
cuota fijada en atención al costo del camino y aplicada 
de acuerdo a una fórmula que, al referirse a la dis- 
tancia del camino y modo de calcularla, supone un be- 
neficio, sin tener en cnenta si éste se ha producido o 
no, y, en caso afirmativo, prescinde del monto del mis- 
mo, como si se tratara del cobro de un impuesto para 
atender a los gastos del Estado. 

En efecto, es doctrina inconcusa de esta Corte, que 
las contribuciones de mejoras o special ossessment 
difieren de los impuestos propiamente dichos en los 
principios en que se fundan y en los objetos a que se 
destinan. El poder de imponer los últimos, se funda 
en la soberanía del Estado y tiende a obtener las ren- 
tas requeridas para satisfacer los gastos administrati- 
vos del gobierno bajo cuyo amparo vive la población. 
No están basados los impuestos en beneficio alguno es- 
pecial recibido por el contribuyente sino que se los es- 
tablece para beneficio general y bienestar del cuerpo 
poli Uro, llámese éste nación, provincia o municipio. Los 
beneficios qnc recibe el contribuyente, como resultado 
de vivir bajo el amparo de un gobierno, son de tal natu- 
raleza que no pueden ser medidos en dinero. Lo con- 
trario ocurre con la contribución de mejoras, que nada 
tiene que hacer con los gastos necesarios para la ad- 
ministración del gobierno, sino con el propósito de cos- 
tear los gastos requeridos por una obra pública que, 
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por tener eariícter local, beneficia especialmente a la 
finca gravada cóft osa contribución, Por ello, Iob be- 
neficios generales de ana obra pública se pagan por 
medio do los impuestos que forman las rentos genera- 
les del Estado, mientras que las propiedades que se be- 
nefician por la mejora de una manera no común al pú- 
blico, se gravan por el especial beneficio que aumenta 
su valor — no creado por su propietario — y en la me* 
dida de ese beneficio, el que es sueeptible de determi- 
narse por medio de una pericia que aprecie las cir- 
cunstancias particulares del caso. En cuanto el costo 
do la obra pública exceda al %'alor del beneficio local, 
él debe ser pagado, como cualquier otra de exclusivo 
beneficio público, con las rentas generales del Estado, 
de acuerdo a los principios de igualdad y uniformidad 
en la imposición, tal como lo tiene resucito esta Corte 
en los numerosos casos sometidos a su decisión, en que 
se han inlerpretado loa arts, 16 y 17 de la Constitución 
Nacional (Fallos: 138, 101; 140, 175; 156, 425; 167, 
75; 177, 373; 170, 18S; y 181, 418; entre otros). 

4. Que tratándose de un camino construido por la 
Nación por su notorio interés general, corresponde ana- 
lizar la prueba producida para determinar, a la luz de 
e«a doctrina, si esa obra pública ha beneficiado también 
a la propiedad de la actora y, caso afirmativo, si la 
contribución que se íe cobra no ha excedido el monto de 
ese beneficio, que es lo único que la ley 11.658 en sns 
arts. 22 y 23, inciso d), ha obligado a cobrar a las pro- 
vincias a fin de acogerse a los beneficios de la ayuda 
federal para la construcción de en minos en sns territo- 
rios. Esta ley base ajustado a la Constitución y a la 
jurisprudencia de esta Corte al establecer que ha do 
cobrarse la contribución de mejoras referida exclusi- 
vamente al beneficio recibido por las fincas aledañas 
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y alejadas hasta 5 Kms. t cuando la Dirección Nacional 
de Vialidad construya caminos de tránsito permanente 
en los territorios nacionales, al disponer en su art. 21: 
11 En lo* territorios nacionales, donde la Dirección Na- 
cional de Vialidad construya calzadas de tránsito per- 
manente, el Poder Ejecutivo fijará la proporción y dis- 
tribución de la contribución de mejoras con que deben 
participar las propiedades territoriales beneficiadas, 
ajustándose a las simientes normas: a) Dos años des- 
pués de librados los caminos al servicio público, se pro- 
cederá a establecer el mayor valor recibido por las pro- 
piedades territoriales, medíante una revaluación de las 
mismas excluidas las mejoras. Esta valuación se hará 
por unidades de superficie imponible hasta cinco kiló- 
metros, a cada lado del camino. Todas las propiedades 
que hayan recibido un mayor valor contribuirán al pago 
do las obras efectuadas con una suma no inferior al 
65 % del mayor valor recibido por cada una; b) La 
contribución de mejoras de las propiedades territoria- 
les se cobrar» en cuotas anuales, de manera que el im- 
porte total con sus intereses quede cancelado en el 
término de diez años, debiendo la Dirección Nacional 
do Vialidad asegurar la transitabilidad permanente de 
los mismos durante dicho período; c) El contribuyen- 
te que pujare al contado gozará de un descuento del 

10 % Ji . Y luego cu el art. 23, que se refiere a la ayu- 
da federal a las provincias, cuyo inc. b), apart. 2', dice: 

11 El producto de la contribución de mejoras sobre la 
propiedad territorial beneficiada por la construcción 
de caminos afirmados nacionales y do ayuda federal"; 
y en el ine. d), que dice: "Las provincias deberán im- 
poner una contribución de mejoras sobre las propie- 
dades territoriales beneficiadas por la construcción de 
los caminos nacionales, debiendo figurar ésta en la 
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ley convento". De estos principios se aparta manifies- 
tamente el art. 5* de la ley provincial 2406, al decir: 
"La contribución de mejoras impuesta a las propieda- 
des vecinas a los caminos firmes o mejorados, será 
siempre mayor que el 40 % del costo de la obra. No 
obstante, la aplicación de la tasa no podrá exceder del 
20 Jo del valor de la propiedad". Puesto que desvir- 
túa el concepto legal de la contribución de mejoras, cu- 
ya legitimidad so fundamenta en la existencia de un 
beneficio. Lo que no podría cobrar la nación por ca- 
minos en los territorios según el art. 21 —esto es, el 
costo del camino prescindiendo del beneficio — vendría 
a cobrarlo la provincia por el art. 5* de la ley 2406 no 
obstante que su art. 1* dice: "La contribución de me- 
joras a que se refieren la ley nacional de vialidad 
N* 11.658 (art. 23, inc. b), 2' apartado, y d) y de la 
ley provincial de vialidad N' 2303 (art 34) se aplica- 
rá de acuerdo a las disposiciones contenidas en la pre- 
sente ley". 

5. Que de la boleta del Ministerio de Hacienda 
de la Provincia, que corre a fs. 293, resulta que se ha 
liquidado la deuda de la actora, por contribución de 
mejoras, a razón de f 27,51 por hectárea de su campo, 
cuya distancia virtual del eje del camino se fija eu 
1420 metros o sea un total de í 12.483,55 de los cuales 
la actora ha pagado bajo protesta las tres primeras 
cuotas por un total de $ 5.281,32, que es lo que reclama. 

6. Que no obstante la deficiencia de la ley 2406 
que prescinde del beneficio, y las otras que la actora 
le atribuye por la forma do liquidársele la contribución 
de mejoras, no podría negarse a la Provincia el dere- 
cho a cobrarla si la obra pública hubiese beneficiado 
realmente a la finca de la actora, atento lo dispuesto 
en Ja ley nacional 11.658. De la prueba pericial que 
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corre a fs. 392, 415 y 486 resulta que el campo de 453 
hect. de la actora t libre de mejoras, tenía un valor, en 
1940, que oscila entre $ 491 la hectárea (según el pe- 
rito González Gastelln, v. fs. 392, capítulo HI), $ 500 
(según el perito Juan T. Louliau, v. fs. 415, cap. III) 
y $ 470,16 (según el perito Lachaga, v. fs. 486, 3* parte; 
fs. 593, punto 3*) ; y con las mejoras existentes de t 545, 
$ 553 y $ 542,14, respectivamente, o sea un valor venal 
inferior al de su adquisición de $ 650 la hectárea en 
1932, Y que su valor locativo ha disminuido al perder 
el privilegio o ventaja que su ubicación próxima a Ro- 
sario le concedía (v. informe de los peritos de fs. 392, 
415 y declaraciones de fs, 247 y 248 de los arrendata- 
rios Fnca y Hujica contestando al interrogatorio de 
fs. 223). La construcción del camino pavimentado ha 
permitido que campos más lejanos, de más bajos arren- 
damientos, compitieran ventajosamente con los de la 
zona de la actora. El perito González Gastelln (v. 
fs. 392) dice: "De acuerdo a informaciones recogidas 
en la zona Zavalla, antes de la construcción del camino 
pavimentado, esta localidad conjuntamente con otras. . . 
constituían una zona privilegiada que surtía a la ciudad 
del Rosario de leche, verduras, etc., dada su escasa dis- 
tancia ... La construcción de los caminos han facili- 
tado la entrada a Rosario a campos situados más allá 
de esas zonas, campos que dada su mayor lejanía, son 
de precios y arrendamientos más baratos, por cuya ra- 
zón compiten con ventaja... El camino pavimentado 
Rosario-Casilda no contribuye al aumento de rentas de 
las tierras destinadas a tambo y es más bien un factor 
adverso". 

El perito Louliau (v. fs. 413) dice: "Los benefi- 
cios del camino pavimentado para la vialidad en gane- 
ral no pueden discutirse ... La generalidad de los trans- 
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portes, principalmente automotores, ómnibus, etc., von 
enormemente facilitados sus desempeños... Sentado 
esto, debo decir que para las zonas cercanas a las gran 
des ciudades, estos caminos ai par de sus beneficios, 
traen en cambio, para parte del comercio y pura h1#u 
ñas industrias, como la de la explotación del tambo, 
af prunos perjuicios e inconvenientes, Txjs tambos antes 
de la construcción del pavimento estaban concentrados 
en zonas basta 40 kms. de Rosario... Esta leche era 
traída a Rosario en carros y por ese transporto los 
tamberos de Za valla pagaban $ 0,01 por litro. Cuan- 
do vino Ja baja de la leche... los lecheros vieron aún 
disminuidas sus utilidades por ta competencia que les 
habían establecido tambos ubicados a mayores distan- 
cias que las acostumbradas hasta la creación del pavi- 
mento. Abamos «te éstos ubicados a más de 70 n HU 
Kms. de esta ciudad, donde los arrendamientos son 
más baratos... entablaron competencia con los tambe- 
ros existentes cérea de Rosario... En conclusión pue- 
do decirse que el camino pavimentado no les ha re- 
portado mayores ventajas y si íes ba traído algunas 
pérdidas, por la creación tío nuevos mercados en estallo 
favorable de competencia, en cúnalo a precios de n rreu- 
damieiito... pmlieudo estos nuevos tambos transpor- 
tar sus productos a Rosario con sólo unos minutos más 
de tiempo aprovechand < la ventaja que Jes ha repor- 
tado el camino pavimentado. . . " 

El perito Lachaba, que diH amina a fs. 486, con- 
testando al punto 7* del cuestionario, si bien a firma 
(v. fs. 595 í» finr) que "la construcción del camino 
Bosarie Casilda ba originado un aumento en la capa 
cidad de producir lentas a las tierras explotadas con 
tambos" jii cie.irario n-sulla en <■! stuh lite de la prue- 
ba anl es examinada — refiriéndose a las generalidades 
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que expresa en lo* párrafos 59 a 87 y en el párrafo 68 
reconoce: "Que la ubicación actual de la zona tambera 
de ¿avalla lia sido ampliamente justificada en el pa- 
sado, por Jn falta de caminos practicables en toda épo- 
ca hacia loa centros fie consumo, lo t|Ue obligaba a ins- 
talar loa tambos próximos a las ciudades y estaciones 
cercanas. . , Por lo que los campos de la zona fueron 
extremadamente solicitados, originando uu desequili- 
brio en el mercado de arriendo para tambo , , . El cami- 
no pavimentado, id modificar los accesos, tendió a ha- 
cer variar las situaciones de privilegio detentadas por 
los terratenientes arrendadores de campos para ser 
explotados por tumbos... El camino despertó la men- 
talidad del tambero, no propietario, que admitió res- 
tringirse a su verdadera industria, produciendo más 
barato al irse a campos de mayor aptitud agrícola cam- 
biando en consecuencia el tipo de explotación de tam- 
bo en la zona*'. < V. i's. ~A'2), 

Y dictaminando acerca de "si el inmueble de la 
actora es susceptible de cambiar de destino o lia cam- 
biado de d'utino por razón del camino pavimentado", 
el perito González Uastelln informa: Que el inmueble 
no lo ha cambiado pues en él se realiza la explotación 
rirrícola ganadera necesaria tal cual como antes de la 
existencia del camino. V considera que tampoco, mo- 
mentáneamente, es susceptible de cambiar de destino 
pues esta zona no es zona de quintas de i" a de semana, 
las que tienen un lupir más propicio sobre el camino 
de liosa rio a íSanta Fe. El perito Louhau informa: 
"Que la explotación a que se destina el campo de la 
señorita Baioeeld es la más adecuada para el mismo. . . 
Y que no podría ser dedicado el campo de la actora 
para ensanche o urbanización del pueblo de Za valla, 
por estar alejada de su límite más de 1J0Ü mts. y lia- 
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ber todavía muchos terrenos baldíos en el pueblo. , . 
■parte que la condición de terrenos bajos haría incon- 
veniente cualquier urbanización". Y el perito Lacha- 
ga: que el campo de la actora tiene una distribución de 
calidades de sucios que lo colocan en el límite de opor- 
tunidad de aprovechamiento ya sea agrícola o de tam- 
bo. Ln conveniencia de realizar una u otra explotación 
estará regida por las tendencias de utilidad a obtener- 
so con los respectivos producidos. Desde el punto de 
vigta de un cambio fundamental en el aprovechamiento 
del predio, el camino no alienta urbanizaciones ni ex- 
plotaciones intensivas, que por otra parte la calidad 
del campo no justificaría. 

7. Que la prueba analizada en el anterior conside- 
rando desvirtúa e! presunto beneficio ocasionado por 
el camino, pues no resulta que la pavimentación de la 
carretera Rosario-Casilda, de patente interés general, 
haya beneficiado especialmente al campo de la actora 
en su valor venal ni locativo, y que el campo de la acto- 
ra, por su ubicación y calidad, no es susceptible actual- 
mente de cambiar su destino por otro más conveniente, 
en el cual podra beneficiarse por la construcción del 
pavimento. Conclusión ésta que hace innecesario exa- 
minar las demás impupmacionos que hace la actora en 
su extensísimo escrito de demanda, máxime cuando la 
valuación fiscal del campo de $ 500 la hcet., bastante 
inferior al de $ tifií) de su adquisición por la actora, 
en 1932 f no ha sido aumentada hasta 1942 inclusive, 
según lo reconoce la demandada en su alegato de fs. 7C7, 
aun cuando i'Uo se atribuye a la baja producida en los 
últimos o ños como consecuencia de la intensa crisis. 
Siendo de advertir, a esto respecto, lo que la ley 11.658, 
que ha servido de baso a la ley convenio 24(í(i, dispo- 
no al referirse a los caminos que se construyan en los 
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territorios, transcripto en el 4* considerando. Librada 
al servicio público la obra, en 1033, la rcval unción pudo 
efectuarse desde 1935 en mía época normal, hasta que 
comenzó la gran guerra do 193!) que produjo una baja 
acentuada en los arrendamientos de los campos des- 
tinados a la agricultura. 

Por estos fundamentos, y oído el señor Procurador 
Fiscal do Cámara que lia dictaminado a fs. 787 por ex- 
cusación del señor Procurador General, se declara que 
la contribución cobrada a la parte actora en virtud de 
la ley 2406 de la Provincia de Santa Fe es violatoria de 
los arts. 16 y 17 de la Constitución Nacional. En con- 
secuencia se condena a la Provincia de Santa Fe a de- 
volver a la actora la suma de pesos cinco mil doscientos 
ochenta y uno con treinta y dos centavos moneda na- 
cional, con sus intereses desde la interpelación judicial, 
debiendo pagarse las costas en el orden causado aten- 
ta la naturaleza de la causa. Hágase saber, repóngase 
el papel y oportunamente archívese. 

Roberto Repetto — Antonio Ba- 
garía — B. A. Nazab Azr- 
ciiorena — F. Ramos Mejia. 



JESUS RODRIGUEZ Y OTROS v. FERROCARRILES 

DEL ESTADO 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Cuestión federal. Qpartwiidad 
de plantearlo. 

Es improcedente el recurso extraordinario fundado en 
una cuestión introducida por primera ves: en el escrito de 
interposición de aquél y sin invocar el desconocimiento 
de norma federal alguna. 
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FE R ROCA P RILES DEL ESTADO. 

Loh empleado» de la Administración de Ferrocarriles del 
Estado son emplcailos públicos y sus relaciones con esa 
repartición no están regidas por el derceho común. 

FERROCARRILES DEL ESTADO. 

Las rebajas de los sueldos de tos empleados de la Admi- 
nistración de los Ferrocarriles del E-sUido efectuadas du- 
rante los años 19:12 a 1933 lian podido ser válidamente 
aplicadas sin necesidad de ser expresamente establecidas 
por ley de! Congreso, 

Dktamí x dkl Procurador General 
Suprema Corte: 

Varios ex-emplcados do Ferrocarriles del Estado 
demandaron a esa entidad ante la justicia federal de 
Córdoba, exigiéndole la devolución de algunas sumas 
que había descontado de sus sueldos, años atrás, pa- 
ra cubrir déficit de los respectivos ejercicios. Funda- 
ban su acción en que tales descuentos se hicieron a tí- 
tulo provisional, y con cargo de reembolso tan pronto 
como las entrados brutas do F irocarriles del Estado 
excedieran de cierta suma, circunstancia esta última 
que, a" juicio de ios reclamantes, so había produeido ya. 
Esa demanda fué rechazada por la Cámara Federal 
eu fallo obrante a fs. 139; y contra el mismo, se trae 
ahora un recurso extraordinario, fundado en dos ra- 
zones : 

a) Haber Tecla rado dicho tribunal que la cues- 
tión sub-judice no se rige por las disposiciones del Có- 
digo Civil relativas a la locación do servicios, sino por 
el derecho administrativo, lo que comportaría implí- 
cita denegatoria del fuero; 

b) no sor empleados nacionales, los de Ferroca- 
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rriles del Estado, ni ser acertada la interpretación que 
la Cámara da a las disposiciones que aun admitiendo 
lo contrario, hubiera correspondido aplicar. 

Respecto de lo primero, no encuentro importe de- 
negatoria del fuero, haber establecido la Cámara que 
son inaplicables las disposiciones del Código Civil a 
la relación jurídica materia del litigio. El tribunal no 
yo declara incompetente para conocer: entra al estudio 
de la cuestión planteada, y la resuelve rechazando cate- 
góricamente la demanda. 

Acerca de lo segundo, tengo reiteradamente soste- 
nido ante V. E. que los empleados de las distintas re- 
particiones llamadas autárqnieas, lo son de la Nación y 
en consecuencia quedan sujetos a las normas del dere- 
cho administrativo que alcanzan a estos últimos. No 
encuentro que tales normas se hayan violado en el svb- 
judice; y por ello, considero corresponde confirmar al 
fallo de fs. 139 en cuanto pudo ser materia de recurso. 
Me permito recordar, a tal respecto, lo resuelto por 
V. K. en 1Í>0; 201. Buenos Aires, noviembre 20 de 
1942. — Juan Alvares. 

É 

FALLO DE LA COK TE SUPREMA 

Buenos Aires, 26 de julio de 1943. 

Vistos los autos seguidos por Jesús Rodríguez y 
otros contra Ferrocarriles del Estado sobre cobro de 
pesos, en los que se ha concedido a los actores el recur- 
so extraordinario contra la sentencia de la Cámara Fe- 
deral de Córdoba. 

Considerando : Que rechazada en primera y secun- 
da instancias — ís. 124 y 139 — la demanda tendiente 
a obtener la devolución de las sumas descontadas a los 
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actores a consecuencia do las resoluciones adoptadas en 
los años W.1'2 y 1ÍKÍ5* por la Administración de loa Fe- 
rrocarriles del ftstado, aquéllos lian iuterpuesto el re- 
curso extraordinario fundado en que: a) los empleados 
de Ferrocarriles del Kstado no son empleados públicos, 
por lo que no puede negarse carácter civil a la acción 
que ejercen til rechazárseles solí re la base de tratarse 
de una situación regida por el derecho administrativo; 
b) estando dcli-nninailiis los sueldos del personal de Fe- 
rrocarriles del Estado en el Presupuesto de la Nación 
sancionado por el Congreso no lian podido ser válida- 
mente modificados sino por otra ley, de manera que las 
resoluciones (pie ordenaron los descuentos lian privado 
a los actores de nn derecho protegido por el art. 17 do 
la Constitución Nacional. 

Que la cuestión seña bula con la letra a) aparece 
planteada por primera vez en el escrito de interposición 
del recurso — fs. 14*2— y después de haberse reconocido 
expresamente el carácter de empleados públicos de los 
adores en el alegato presentado por éstos a fs. 120, cu- 
yas consideraciones fueron reproducidas en la expresión 
de agravios — fs. 129 vta. — y en memorial del informe 
tw roce ante la Cámara — fs. í) vta. — . Estas circunstan- 
cias, a las que se agrega la de no haberse cuestionado 
con tal motivo la inteligencia de norma federal alguna, 
bastan para declarar improcedente a su respecto el re- 
curso extraordinario. 

Por lo demás, es jurisprudencia del Tribunal que 
los empicados de h\ Administración (i enera! de los Fe- 
rrocarriles del Kstado son empleados públicos y (pie sus 
relacionas no eslán regidas por el derecho común, como 
que aquélla forma [un te de la Administración Nacional 
aunque huya sitio descentralizada (art. 1" y sigtes. de la 
ley <i7á7; Aillos: 174, 'Mu ; 178, 3ÍÍ7). 
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(¿uo tampoco os eficaz el segundo argumento invo- 
cado por los actores para pedir la revocación de la sen- 
tencia recurrida. 

En efecto; Jos presupuestos de la Administración 
General de Ferrocarriles del Estado y las correspon- 
dientes modificaciones, como los de otras reparticiones 
au túrquicas, no formaban parte del Presupuesto Gene- 
ral de la Nación antes de la sanción de la ley mí m. 12.237 
del 27 de septiembre de 1935. El art. 7 de diclia ley dis- 
puso que en lo sucesivo aquéllos deberían ser sometidos 
cada niío por el Poder Ejecutivo a la aprobación del 
Congreso, conjuntamente con el proyecto de presupues- 
to de la Nación, como capítulo anexo. En cambio, las 
leyes de presupuesto de la Nación para los años 1932, 
1933, 11)34 y 1935 sólo se refieren a los Ferrocarriles del 
Estado para asignarle algunas sumas adicionales desti- 
nadas a la realización de determinados trabajos públi- 
cos, como resulta del examen de los capítulos referentes 
a los gastos y recursos y de los anexos I, Obras Públi- 
eas, y L, Trabajos Públicos. 

Con arreglo a lo dispuesto en el art. 22 de la ley 
11.672, cuya primera parte reproduce los arts. 9 de la 
ley 11.260, y 20 de la ley 11.539, la sanción de una ley 
era innecesaria para que las reparticiones autárquicas 
aplicaran sus respectivos presupuestos con las modifica- 
ciones» aprobadas por el Poder Ejecutivo: ellos debían 
aplicarse mientras no fueran reformados o rechazados 
por el Congreso, Es de advertir que, vigente el régi- 
men croado por el art. 7 de la ley 12.237, se consideró 
necesario incorporar a la ley 12.578 una disposición 
(art. 26) que forma parte do la ley complementaria per- 
manente de presupuesto (edición de 1943, art. 165) por 
la cual se faculta al Poder Ejecutivo para adoptar las 
medidas de economía o de contención de gastos indíspen- 
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sables cuando en el transcurso del ejercicio anual la 
gestión financiera de una entidad anlúrquica acuse un 
desequilibrio con respecto a los previsiones del presu- 
puesto, que pueda afectar la buena marcha de la entidnd 
o comprometer sus finanzas o las del Gobierno, debien- 
do dar cuenta do inmediato al Congreso. 

Los actores no lian alegado, ni en el escrito de in- 
terposieióu del recurso ni en otro alguno, qiu* baya fal- 
tado la aprobación del Poder Ejecutivo con respecto a 
las rebajas cuestionadas, ni que el mismo baya omitido 
dar cuenta de ellas al Congreso: se lian limitado a sos- 
tener desde el comienzo del juicio y durante su desarro- 
llo el argumento señalado con la letra b) en eí primer 
considerando de este fallo (— fs. 3, 117, 129 vta., 5 y 6 
del informe i» voce f 154 — ) por lo que el examen de las 
cuestiones que podrían surgir de aquellas circunstan- 
cias es ajeno al pronunciamiento que a esta Corte in- 
cumbe dictar en la cansa (Fallos: 182, 249; 189, 170; 
190, 397). Lo mismo debe decidirse acerca de la pre- 
tendida denegación del fuero federal, que por primera 
vez se alega en el memorial presentado ante esta Corte 

En su mérito y de acuerdo a lo dictaminado por el 
señor Procurador General, se confirma la sentencia ape- 
lada en lo que lia sido materia del recurso. Notifíquese 
y devuélvanse, debiendo reponerse el papel en el juzga- 
do de origen. 

Antonio Saoarxa — B. A, Na- 
zar Anchorena — F. Ramos 
Mejía. 
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CAJA OBRERA DE PENSION A LA VEJEZ E INVA- 
LIDEZ DE MENDOZA v. MAURICIO KIMBAUN Y Cía. 

JURISDICCION: Fuero ordinario. Inst¡ttu wnnt e impuestos locales. 
Compete íi las tribunales de la Provincia do Mendoza, y 
no a los de! domicilio de la sociedad demandada .situado 
en la Capital Federal, el conocimiento del juicio de apre- 
mio promovido por la Caja Obrera de Pensión a la Vejez 
c Invalidez de aquella provincia por cobro de los respec- 
tivos aportes a los que la ley local atribuye el carácter 
de i m puestos. 

Dictamen del Pbooubadob General 
Suprema Corte: 

Ejecutada la razón social Mauricio Kimbaum y Cía. 
ante un juzgado de paz de Mendoza, por cobro de cier- 
ta suma adeudada en concepto de aportes a la Caja 
Obrera de Pensión a la Vejez e Invalidez, planteó cues- 
tión de competencia ante otro juzgado de paz de esta 
Capital, sosteniendo ser ésta la jurisdicción donde de- 
bió demandársela, por tenor aquí su domicilio. Con tal 
motivo se ha trabado entro ambos jueces la contienda 
que viene ahora a V. E. para ser dirimida. 

El juez de Mendoza, se funda en que, por tratarse 
del cobro de impuestos, el juicio de apremio debió ra- 
dicar allí, fuese cual fuera el domicilio del demandado. 
Considero que ese argumento decide la cuestión; máxi- 
me cuando de la boleta agregada a fs. 42 del expedien- 
te núm. 31.049 resultaría haber constituido domicilio 
en aquella ciudad la firma Mauricio Kimbaum y Cía. 
A mi juicio, los arts. 13 y 18 w fine de la ley provincial 
núm. 992 atribuyen el carácter de impuesto al aporte 
que se exige de los demandados. 
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En consecuencia, corresponde dirimir la contienda 
a favor de la jurisdicción del juez de paz de Mendoza. 
Buenos Ares, julio 7 de 1943. — Juan Alvares. 

FALLO DE LA COHTE SUPREMA 

Buenos Aires, 26 de julio de 1943. 
Autos y Vistos: 

Por los fundamentos del precedente dictamen del 
señor Procurador General y lo resuelto por esta Corte 
en los fallos del tomo 114, página 282 y en el reciento 
de 21 de julio último, se declara que teniendo el carácter 
de impuesto la suma cobrada en estos autos es compe- 
tente para conocer en la causa el señor juez a cargo del 
Primer Juzgado de Paz de la ciudad de Mendoza a quien 
se remitirán los autos haciéndose saber en la forma de 
estilo al señor Juez de Paz Letrado núm. 6 de la Capi- 
tal Federal. 

Roberto Repetto — Antonio 9a- 
garna — B. A. Nazar An- 
chores . — F. Ramos Mejía. 



EUGENIO ROMERO v. FLORENCIO RIOS 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Cuestión federal Cobos. Consti- 
tución Nacional. — Sentencia definitiva. 

Procede el recurso extraordinario contra la sentencia que 
admitiendo la validez del art. 70 tío la ley 4548 de la Pro- 
vincia de Buenos Aires, impugnado como contrario al 
arf. 9 de la ley 9688 y a los arta. t>7, ine. 11, y 31 de la 
Constitución Nacional, manda depositar en la cuenta de 
la Caja de Garantía del Departamento del Trabajo de 
¡a Provincia la suma fijada como indemnización, aunque 
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reconozca ni patrón el derecho de pedir ta transferencia 
a la Coja Nacional de Jubila* iones y Pensiones Civiles 
en el momento de efectuar el depósito. 

CONSTITUCION NACIONAL: Consí nacionalidad c inconstitucio- 
nulidad. Leyes provinciales. Bueno* Aires. 

El art. 70 de la ley 4:348 de la Provincia de Buenos 
Aires es contrario a los arta. 9 de ta ley 9088 y 67, inc. 1.1, 
y 31 de la Constitución Nacional. 



Sentencia de Primera Instancia 



San Nicolás, febrero 2G de 1943. 

Autos y Vistos; 

Considerando: Que ninguna de las constancias de autos 
ni de las producida* en la causa criminal núm. 11.134 que 
corro agregada por cuerda floja, tiende a probar la circuns- 
tancia alegada a fs. 17 por la firma patronal, en el sentido 
do que el obrero, ni sufrir el accidente de que se trata, desem- 
pacara su trabajo "ocasionalmente", en el concepto determi- 
nuLÍo por la ley 12.631, art. 1*, inc. a), in fine y por un solo 
día. Por el contrario, con el neta de verificación de fs, 2 vta. 
a 4 de este expediente y con las acl naciones obrantes a fs. 1, 
3, 5 ( 6, 7, 12 y 15 de la mencionada causa se acredita eficien- 
t emento la existencia de un verdadero contrato de trabajo en- 
tre el recurrente (patrón) y el accidentado (peón). (Arts. 
116, 168, 170 y 219 del Cód. de Proc. Civil). Por otra parte, 
como bien se destaca en la sentencia recurrida, la acepción 
jurídica de "trabajos ocasionales" a que se refiere el recor- 
dado art. 1*, inc. a) de ta ley 12.631, se encuentra condicionada 
con los elementos complementarios de "amistad .o buena ve- 
cindad", consignados a continuación, ya que el propósito de 
protección de la ley alcanza a tas casos de infortunios ocurri- 
dos durante el tiempo de la prestación de servicios del obrero, 
y con motivo y en ejercicio de la ocupación en que se les em- 
plea, con preseindeneia de su permanencia habitual a las 
órdenes del patrón. (J. A., t. 40, p. 115; La Ley, t. 3, p. 442; 
t. 5, p, 597 y su nota). 

Debe así, desestimarse el argumento esgrimido en el punto 
a) del recurso deducido por el recurrente a fs. 21. 

Que es inexacto que el accidentado haya declarado ante la 
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policía que el ainiestro ocurrió por m fxchiñhn neglijjencia 
y que reum, riaha a toda indemnización; tal inexactitud «*■ 
con* lata con el a tí a de declaración d*J minino, corriente a f». 3 

de la causa ajilada, y por Ja circunstancia de que a fa, 5 d© 
esto* autiui entinta mi re lamo de indemnización. 

Que, finalmente, el recurrente agravia de la Rentencúi 
de í*. 18, por cuanto en .-s-ta se dispone "¡ depósito del importe 
de la ¡ndemnÚEaciótl en el Baneo de Ja Provincia en cuenta 
de la Caja Provincial df? Garantía, en vez d** ordenante tal 
depóMto >l<* acuerdo con lo establecido por r-t *rt. 10 de la ley 
96**, en la Caja Nacional de Jubilación* y Pcumouc*. Sec- 
ción Caja de t^rantía. dejando mí planteada H e**0 f"d'*ra! 
íart. lí, l v 16). 

A este r»specv». ea dable dcMacir que el art. 70 de la ley 
provincial 454H establece que Jas respectivas i nd<-m ni/ación*^ 
p*T acr-i<l.<n|H trabajo «l*-fí« n «t deposít-da* para mi pago, 
cu la fonna dispuesta cu \a **ut'iic ; ;t recurrida ***icrnpre que 
los |,; t ;r r.-. cMiti| ( ;ir"iía-. a^eL'uradora* • ;i virtud 4- ¡r, f ]¡¿ 
puesto por el art. 9* de la ley %*« no w^iriten expresamente 
que el pago «e efectúe por intermedio de Ja faja Nacional d" 

Jllbilaeil.ij».. (i» cuyo r;jso dispondrá | a fraosícrr-I.-f' ia de lo* 

fondos a dicha « aja'". 

filiforme con arfa disposición de rarActer procesa!. H 
recurrent" m puede iifir.se agraviado [»or Ja forma dej 'Je 
pósito ord-nado. ya une la omina determina con toda claridad 
la oportunidad en que 4¿be formular ku reclamo (al cumplir 
con el depósito), para que « j J)ii; /„ v * efectúe por intermedio 

de la 1 'a ja Nacional de Jubilaciones, previa Ja pertinente trans- 
ferencia de |oh fondos. Sólo en el caso *|e que te denegare tal 
pedtdo, el recurrente «ataría legalmente en cote: i ■- ¡.¿r* 
plantear ~y el Juzgado de resolver— la inaconxtitueionalidad 
que re ale-ra,. denle que tifien tras la lev procesal local haya 
pmible, a |**t del interesado, la aplicación d "lo dispuesto 
por la ley íart. 10 1, no puede ló^icam-Me arcum»ntapv» 

que é ta haya nido prevalida por aquélla con violación aj prw¡- 
ejpío constitucional def a&ritenifflíeiito de Ja-; m-tjtueíonc* fe. 
deralea (Cont GaitcU Ummjou: El ttcmrné extraordinario ante 
la t ¿prima Cúfit dt ./>/»'»/"/ de l« Snnón", pá« 145, 
Por ello y de acuerdo eon lo preceptuado \**>r lea art» L 

2, ine/, «*', 3, 5, M ine. a i y 10 ine. a; y 11 de la ley WI**!; 1* 
de la ley MM\ y U« de la ley provincial núm. 1549; Fallo: 
confirmando en toda* mu partea Ja w nte fJ( (1 recurrida d* 
fa. 18. Regí «treae, notifSqnaae «1 repreguntante rjej |i»p«rta- 
mentó <lcj Trahajo y. hei-ho. remílanJíe e^ta* aet jaeione* al 
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Director del Departamento del Trabajo, mediante el pertinente 

oficio, para proceder a la notificación del demandado. — 
Itmntl V. Fíreyrn. 

Acto denegatorio del recurro lxtr a oh d ixa rio 

San Nicolás, marzo 2 ó de 1943. 

Autos y victos ; 

Considerando : Que como v destara en e] último consi- 
derando di* la sentencia de U 30, mediante la petición a que 
refiere el art. 70 d«- la ley pr*.v¡ru<ial IWH. el recurrente puede 
obtener, en esta misma jiirisdieeiio\Ja reparación de los agra- 
vios en o.'K* funda su recurso ív.'asc fa. 21). 

Que siendo filo así. dieha sentencia de fs. 30 nn asume el 
carácter de definitiva e irrevocable como interpretación de la 
ley, condición indispensable para Ea procedencia del recurso 
extraordinario contemplado por el art. 14 de la ley nacional 
48, «egun lo ti<-n<* irivariiifil"uc-»it»' establecido la K serna, forte 
Suprema de JriAficia de (a Nación <■/. .1.. t. "» 4, p, 322; t. 60, 
p. 41 ; t. f><¡, p. ]H y 723. entre otro). 

Por ello; resuelvo : denegar el aludido recurso extraordi- 
nario interpuesto. Kxpídasc por eí actuario copia de la senten- 
cia de fs, 30 y de ej,ta rcMoltteión y há£ra-.e entrega de la ni Urna 
bajo éonatanctl >n forma, — R«rUtrese. notifiquéis y remí- 
tanse toa «utr,, al Ilf-piirtamento Provincial del Trabajo a sm 
Afecto*, r. Péreur*. 



J)rf T\MF.N IiK!. I'::m< I-|:\M)íí (¿ENERA!. 

Suprema Corte ; 

f,a^ razones fiadas n I**, .'i. 1 ? de los mitos principales 
non ntfieiontfM para justificar la denegación del re- 
cano extraordinario interpuesto para ante V. E, 

Kn efecto, la sentencia recurrida (fft 30) no tiene 
eanVetcr definitivo en lo que respecta a la forma en 
que debe hacerse «d depósito de la indemnización por 
accidente del trabajo a ojie dicha sentencia condena. Be 
reconoce a la parte, que debe pagarla el derecho de ofo- 
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tener la transferencia de los fondos a la Caja Nacional 
de Jubilaciones y Pensiones Civiles en la oportunidad 
de realizar el respectivo depósito en el Banco de la 
Provincia de Buenos Aires, 

Como tal oportunidad no so ha presentado aún, re- 
sulta prematura la cuestión propuesta pnra el caso de 
que se denegara al recurrente su derecho a depositar 
los fondos aludidos en la Caja Nacional en cumplimien- 
to de lo dispuesto por el art. de la ley ÍÍOSi? según la 
interpretación que V. E. ha dado a esa disposición. 

Corresponde, pues, rechazar la presente queja. Bue- 
nos Aires, julio .22 de 1043. — Juan Airares, 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 28 de julio de 1043. 

Autos y Vistos : la presente queja deducida por Flo- 
rencio Ríos en la causa: Homero Eufemio — Indemni- 
zación do la ley n* 968$ por accidente fatal, iniciada 
ante el Departamento del Trabajo de la Provincia de 
Buenos Ai íes, y 

Considerando : 

En cnanto a la procedencia del recurso: que en los 
autos aparece desconocida una disposición contenida en 
la ley 9688 incorporada al Código Civil, por aplicación 
do un precepto de orden local, y en tal virtud es proce- 
dente el remedio federal intentado (art. 14, inc. 2' de 
la ley n f 48). 

En cuanto al fondo de la euestii'u planteada: uno 
la sentencia en recurso — fs. 30— al confirmar en todas 
sus parles la fs. 1S, dispone que el monto de la in- 
demnización a que ha sido condenada la firma patronal 
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Florencio Bíos, debe depositarse "en el Banco de la 
Provincia (La Plata), a la orden del Director del De- 
partamento del Trabajo de la Provincia de Buenos Ai- 
res y en cuenta Caja de Garantía Departamento del 
Trabajo de ia Provincia de Buenos Aires". 

Que esta Corte Suprema lia establecido en reitera- 
das oportunidades que la obligación impuesta a los pa- 
trones por disposición del art y* de la ley n* 0688 sólo 
se satisface depositando a nombre de la víctima o de 
sus dcreeho-liahi entes el valor de la indemnización en 
una sección especial denominada Caja de Garantía, de- 
pendiente de la Caja Nacional de Jubilaciones y Pen- 
siones. Es éste, por otra parte, el único sentido que 
sobre el particular cabe atribuirse a los términos en 
que se llalla concebida la referida disposición legal. 

Que en consecuencia, la sentencia en recurso, qne 
fundándose en los preceptos de una ley local modifica 
la forma en que debe hacerse el depósito de la indem- 
nización, contraría principios incorporados al Código 
Civil que es una ley nacional y el art. 70 de la ley pro- 
vincial n" 4548 que autoriza dicha solución al pugnar 
eon el art. í) de la ley n' 0Ü88, es violatorio del art. 31 
de la Constitución Nacional. 

Por ello y oído el Sr. Procurador General, se revo- 
ca la sentencia cié fs. 30 en cuanto puede ser materia 
de recurso. Hágase saber y devuélvanse al tribunal de 
procedencia, previa reposición del papel. 

Roberto Rkpetto — Antonio Sa- 

GARNA B. A, NaZAK An- 

c ii ore xa — F. Hamos Mejía. 




PBOVINOIA DE BUENOS AIRES v. GUTIERREZ Y 

OKDOÑKZ 



RECURSO f< X TfíA OfífílXA RI O : Srntcucüi rkfiwtiva. — Cuestión 
fetitraí. Cuso*. Autoridad ntiriottaL 

Procede el recurso extraordinario contra In sentencia que 
ordena llevar adelanto una ejecución tendiente a cobrar en 
concepto de tru impuesto provincial anteriormente decla- 
rado ¡nconstiliií'ionnl por la Corte Suprema, la misma 
suma <jiie ésta mandó devolver en el juicio ordinario de 
repetición Seguido ante elln cu jurisdicción originaria. 

Dictamen bel Piioenurxm General 
Suprema Corto: 

En ln cansa principal a que se refiero la presente 
queja se dictó sentencia ordenando llevar adelante la 
ejecución jmr cobro de impuestos locales — materia del 
litigio — desestimúndóse las defensas opuestas. Algu- 
nas tío éstas eran de >\>ndo y el tribunal apelado estimó 
que sólo podían articularse en el correspondiente juicio 
ordinario. 

lía jo tal aspecto el recurso extraordinario inter- 
puesto para ñute \'. K. resalla improcedente, como se 
declaró a fs. ISO vía. 

Los demandados no obstante encuentran en las par- 
ticularidades det caso mnlivn suficiente para que la 
Corte Suprema abra la instancia considerando ser de 
aplicación ln doctrina de excepción que Y. K. aplicó en 
algunos casos que aquellos citan. Prima forte parecería 
que estúu en lo cierto; poro la apreciación de tales cir- 
cunstancias queda por su na tu ra le/a librada at pruden- 
te arbitrio de! Tribuna t, Buenos Aires, julio - de 1943. 
— Juan Afran z, 
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FALLO DE LA COK TE SUPREMA 

Buenos Aires, 28 de julio tic 1943. 

Y vista la precedente queja caratulada "Recurso 
de ncebo deducido por el demandado en los autos Fisco 
do la Provincia de Buenos Aires e/. Gutiérrez y Ordó- 
nez Soc.*' para decidir respecto de su procedencia. 

Y considerando : 

Que los recurrentes lian argüido oportunamente 
íjuo en los autos principales se persigue una condena 
que importa el desconocimiento de un derecho consa- 
grado por un tallo de esta Corte. Tratándose del cobro 
de un gravamen que fué declarado inconstitucional por 
una sentencia anterior del Tribunal, el caso puede en- 
cuadrar en la doctrina de Fallos 187, 28; 188, 9; 18í>, 
2!)2; y autoriza la concesión del recurso extraordinario 
como medio indispensable para el mantenimiento del 
acto nacional desconocido —Fallos: 180, 297; 183, :1GÍ> — 
enyo amparo no sería dado demorar lias ta la sentencia 
del juicio oíd i na rio correspondiente, sin menoscabo del 
imperio del pronunciamiento mencionado de esta Corte. 

Que el juicio presenta así modalidades especiales 
que lo distinguen de los supuestos normales de causaB 
tendientes a la regular percepción de la renta pública 
—Fallos: 188, 28(i; 191, 43; 194, 284. 

En su mérito y de acuerdo con lo dictaminado por 
el señor Procurador General se declara mal denegado 
el recurso extraordinario interpuesto a fs. 185. En con- 
secuencia Au'os y a la oficina a los efectos del art. 
8' de la ley 405"), Sefuiianse los lunes y jueves o el sí- 



I 
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gniente día hábil alguno de* aquéllos no lo fuere para 
notificaciones en Secretaría. Repóngase el papel. 

BOBBBTO Rk.J'ETTO — B, A, Nazak 
Anchokexa — P. Ramos 
Mejí*. 



VICENTE FUSCO v. BEKA1ÍDI Y Cía. 

.JURISDICCION: Acción personal. 

No existiendo pruebas de las que pueda inferirse que so 
haya convenido explícita o implícitamente un hijear para 
el cumplimiento de la obligación, la acción tendiente a 
obtenerla debe tramitar ante W juez del domicilio del de- 
mandudo. 



Dictamen del Procurados Geueral 
Suprema ('orlo: 

Viene h conocimiento de V. K., pata ser dirimida, 
esta contienda de competencia que se traba entre un 
jaez de primera instancia en lo eivil y comercial de 
Tncuinán, y otro de pus letrada do esta Capital. Am- 
bos se atrita] ven jurisdicción para conocer en un juicio 
iliieiado en Tneiunán, por D. Vicente Fusco eontra los 
señores Berardi y Oía. veri no de Buenos Aires, sobre 
indemnización de despido. Los demandados insisten en 
quu aquí debe tramitar la acción; el actor, en que ha- 
biéndose cumplido en Tucumán la locución de servicios 
base de lu demanda, es allí donde elche exigirse el cum- 
plimiento de las obligaciones legales derivadas del con- 
trato. 

El señor juez de Tucumán hace notar que la juris- 
dicción se determina por lo (pie el actor reclame, tenga 
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o no el derecho de reclamarlo; de suerte que nada sig- 
nifica nieguen Berardi y Cía. — como lo hacen — haber 
celebrado contrato con Fusco, ni recibido de él servicio 
alguno. Ello sólo podría esclarecerse durante el juicio, 
para decidir si existe o no prueba, cuestión prematura 
por ahora. El juez de Buenos Aires, se atiene al domi- 
cilio de Berardi y Cía. 

A mi juicio, y dentro de las dudas que las carac- 
terísticas de] caso permiten, me inclino a aceptar la 
tesis del señor juez de Tucunnín. Debiendo resolver V. 
E. definitiva y no provisionalmente, cuál será el juez 
competente, parece preferible atenerse a lo más segu- 
ro, hasta íioy, o sea, los términos de la demanda. Tomar 
como elemento decisivo la existencia o inexistencia de 
probanzas cuando todavía no se ha abierto a prueba el 
juicio, y ni siquiera existe contestación a la demanda, 
pudiera resultar objetable, en cnanto esa situación es 
susceptible de modificarse durante el curso del litigio. 

Correspondería, pues, decidir la contienda a favor 
de la jurisdicción del señor juez v!e Tucumán, Buenos 
Aires, julio 7 de 1943. — Juan Alvares, 

FALLO DE LA COIÍTE SUPREMA 

Buenos Aires, 28 de julio de 1943. 

Autos y Vistos: Considerando: Que la relación 
contractual en que se funda la acción promovida por 
don Vicente Fusco lia sido categóricamente desconocida 
por Berardi y Cía. y no aparece demostrada en modo 
alguno, ¡mes no basta al efecto la afirmación en tal 
sentido, que se hace en la demanda (Fallos: 185, 85; 
187, 651; 195, 322) ni hay pruebas de las que pueda 
inferirse la existencia de un domicilio convenido siquie- 
ra implícitamente. 
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Que en esas condiciones, Untándose * } una acción 
persona!, el conocí miento de la misma incumbe ul juez 
del lugar en que el demandado licué su don i i filio (Fa- 
llos: 100, y les precedentemente citados). 

Fu su mérito y oído el .señor Procurador General 
se declara que es competente para conocer en esta 
causa el señor juez de Paz Letrado núm. 11 de la Ca- 
pital Federal a quien se remitirán los autos haciéndose, 
Haber en la forma dr estilo al señor Juez de V Instan- 
cia en la Civil y Comercial, IV Nominación de la ciudad 
de Tueumáu. 

Robusto Rbpetto — Antonio Sa- 
oakna — B. A. Nazab An- 
t'HOKKN a — V. Ramos Mkjía, 



AMA&O CIintAhB V OTROS v. PROVINCIA UK 

TCCl'MAN 

PBRENCWN IH-: INSTANCIA. 

Las diligencias tendientes h justificar la personería de 
los apoderadas de los netores no interrumpen el plazo de 
la pereneión de ta ¡n.stitiifiu, (pie comienza a eorrer desde 
la presentación de la di-matula. 

FALhO DE LA CURTE SUPREMA 

Buenos Aires, 28 de julio de ÍÍH.'Í. 

Y vista la precedente causa caratulada "Clámale 
Amado y otros contra Tucumán la Provincia solire co- 
bro da pesos 41 para decidir la incidencia planteada a 
fa. 123. 

Y considerando: 

Que esta Corte lia decidido que "a los efectos de 
la ley 4550, la instancia comienza con la presentación 



DE JUSTICIA DF¡ LA NACIÓN 1 2S9 

de la demanda — Palios: 108, 456; 131, 191— y desde 
entonces corre el término de la pereneíón" — Fallos: 
188, 554; 190, 404. 

Que en el primero de los precedentes citados aña- 
dió aún que no es posible reconocer efecto mterruptívo 
a las "solicitudes que no tengan por objeto verdadera- 
mente instar el procedimiento o acelerar su tramita- 
ción'*, como las diligencias tendientes a acreditar el 
fuero a los efectos de dar curso a la demanda. En aná- 
loga situación se encuentran las practicadas a fs. (JO 
y 94; cuyo solo propósito fué el de justificar la per- 
sonería de los apoderados de los actores,* como se dis- 
puso por auto de fs. 47 vta. Por lo demás, la circuns- 
tancia de que de esos escritos pudiera resultar el deseo 
de no abandonar la causa, es insuficiente para inte- 
rrumpir el curso de la perdición — Fallos: 1S7, 27.'!. 

Que en cuanto a la suspensión de la instancia a 
que lince referencia el cap. 3, ap. h) del escrito prece- 
dente, el Tribunal considera inútil la apertura pedida. 
Porque de los términos de la exposición de los actores 
no resulta que éslos pretendan que exista ninguna pro- 
puesta o gestión concreta exMrajudicial concerniente a 
este juicio. 

En su mérito se decido: 1) Declarar operarla en 
estos autos la perención de la instancia; 2) Imponer 
las costas a los actores — art. (i, ley 4550 — . llágase 
saber; repóngase el papel. 

■ 

Robe uto Repktto — Antonio Sa- 
oaíina — B, A, Nazar An- 
chores a — F. Ramos Mejía. 



Año 1943 — Agosto 



PROVINCIA DE ENTRE 1ÍIQS v. SIMON TEGBI 

RECURSO EX TRA ORDINARIO: Sentencia definitiva. 

Lm sentencias que a los efectos del art. 34 de la ley 48 no 
son consideradas definitivas ñor la posibilidad de que un 
pronunciamiento ulterior disipe cbapravio que producen — 
como las que rechazan la prescripción opuesta por el de- 
mandado y mandan devolver la causa al juzgado de origen 
para que falle las demás cuestiones planteadas — adquieren 
tal carácter cuando la sentencia que pone un al pleito 
no lo repara y pueden ser Hcv<idji& entunéis a conocimiento 
de la Corte Suprema por medio del recurso extraordinario. 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Principios generales — Cuestión 
federal. Constitución Nacional. 

Declarada por Ja sentencia definitiva del tribunal supe- 
rior de ln causa la validez del art. G» de la ley 2855 de la 
Provincia de Entre Kios, impugnado por el recurrente co- 
mo violatorio del art. 67, me. 11, de la Constitución Na- 
cional por excluir la aplicación de los preceptos del Código 
Civil stjjrc prescripción, (pie ha invocado para oponerse 
a la acción, es procedente el reimrso e xtraordinario contra 
aquel fallo, sin que obste a ello la circunstancia de que 
esos preceptos puedan ser susceptibles de alguna interpre- 
tación que también conduzca a desestimar la prescripción. 

CONSTITVCiON NACIONAL: Constitticionalitlad e ineomtituciona- 
í í«rf. Leyes provinciales. Entre Rios. 

El art. 6'' de la ley 2Bó.~) de la Provincia de Entro Ríos in- 
terpretado de modo que excluye la aplicación de los pre- 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 
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eeptos del Código Civil sobre prescripción dé las acciones, 
para someterla a lo dispuesto pur aquella ley, es viotatorio 
del art. 67, ine. 11, de tu Constituí- i ñu Nacional. 

RECURSO KXTltAOIíÜiXAItlO: Materia ajena. Leyes vomaM*. Vi- 
eíiVs. Rrnv¡Hciótí t 

Siendo ajenas a la jurisdicción extraordinaria fie la Corte 
Suprema l;is cuestiones referentes a súber cuáles son las 
preceptos del Código Civil que rijíen la prescripción de la 
acción deducida, asi cuino la interpretación que debe atri- 
buirse a los mismos y su aplicación al e¡uso concreto, corres- 
ponde limitar el pronunciamiento de aquélla a Ja decía ra- 
bión de ¡nconslilucioualidad líe l.i ley prnvineial (pie se 
oponía a ellas y devolver el expediento al tribunal de la 
causa para (pie falle esas cuestiones. 



Sentencia ue pkímeka instancia 

1'rujruüy. octubre t<¡ de lfl-17. 

Vistos: E.stos autos; ** Fisco de la Provincia e. / Simón 
Teírbi —demanda ordinaria por cubro de impuesto y multa", 
de donde resulta: 

1. (jue a fs. 2 se presenta el doctor Dante Devoto represen- 
tante del Fisco de Ja Provincia manifestando: que por decreto 
del 27 de aposto de HKJH, <-| Gobierno de La Provincia lo auto- 
riza para que deduzca contra D. Simón Tegbi o eontra quienes 
corresponda, las acciones emergentes de la venta .simulada de 
d ; versos bienes, realizada por el señor Julián Teírbi a favor 
del Sr. Simón Tejrbi. mediante escritura publica que con fe- 
cha 25 de diciembre de líKll autorizó el escribano de la dudad 
de Villnjruay, D. Zo'tlo C. García o de cualquier otra transfe- 
rencia dol'isfi. celebrada entre los mismos, demandando en con- 
secuencia el pago del impuesto a la transmisión gratuita de- 
jado de abonar con tal motivo, con más el imparte de la multa 
que corresponda, eou costas. 

Que por medio del acto jurídico de referen cía, cuya eli- 
eaein jurídica ataca, fueron transferidos las siguientes bienes: 
1* la mitad de un lote ríe terreno ubicado en el pueblo Hoscas 
en cuyo terreno so encuentra edificado un local para panade- 
ría; 2* todos Jos derechos y acciones que le correspondían en 
la sucesión de los esposos llenítez como cesionario del hijo de 
aquellos, D. Juan Pío Benítez: V una fracción de campo de 
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260 lis. sita eu el Departamento Colón; 4' otra fracción de 
camiio ubicada en el mismo departa monto, compuesta de 8 Hs. 
más o menos; 5* una f ración de terreno, sita en el mismo de- 
partamento 

Que en la referida escritura se dejó constancia, agrega, do 
que la venta se realizaba por la suma de $ 49.073,71 m/n., 
declarándose que el Sr. •Tnlian Tegbi había recibido antea del 
acto la suma de é 42 000 resecándose la diferencia para pagar 
gravámenes a su cargo. 

Que sostiene que la venta a que se refiere la escritura que 
desde ya ofrece como prueba, es simulada, tratándose, no de 
una transferencia onerosa, sino gratuita, habiéndose eludido 
así el impuesto mencionado en el art 1 y concordantes de la 
ley provincial 2R55 de 30 di» diciembre de 15)30. 

Que sea cual fuere la causa determinante de tal actitud, 
lo cierto es que dicho traspuso se hizo bajo una aparente for- 
ma de venta, encubriéndose de este modo una verdadera y 
real donación, gravada por la ley 2531 con las modificaciones 
de la ley 2855. 

Que el aeto público mediante el eual se hizo la transferen- 
cia es en sí mismo la prueba de la simulación pues es increíble 
que una persona, seis meses no -es de morir venda efectivamen- 
te a un hermano, en un solo arto, todo *u patrimonio, por un 
precio que se dice haber recibido con anterioridad; que de este 
modo el demandado incurrió en la situación prevista y casti- 
gada por el art. de la ley 2539 que como ya lo expresó en 
otra oportunidad que indica, no interesa a los fines que persi- 
gue en esta demanda que el acto público cuestionado se declare 
o no simulado sino (pie constatada que sea la simulación, se 
condene al aparente comprador y real donatario a pagar el 
impuesto defraudado con más la multa, 

Que eu este caso la situación del risco es idéntica a la del 
tercero que reclama la revocación del acto siendo admisible 
toda clase de prueba, inclusive la de presmr. bnes. 

Que de acuerdo con ej art, 5 de la ley 2539; tratándose de 
donaciones entre vivos y de bienes inmuebles, el impuesto debe 
liquidarse sobre el precio en que se encuentran estimados para 
el pago de la ermtrih u-ión directa; que por vía de hipótesis 
formulaba una liquidación sobre el importe de la venta o sea 
$ 49.073,71 m/n, obteniendo por concepto de impuesto 
$ 4.657,37 y de multa el décuplo o sea * 46.573,70; total im- 
puesto v multa íü 51,231,07 que de acuerdo con lo dispuesto en 
el art. 34 inc. 6 de la ley provincial 2121 solicita que se man- 
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do anotar preventivamente esta demanda, en los registros de 
3a propiedad de Colón y de esta localidad. 

II. Que por resolución de fs. 9 se tiene por promovida de- 
manda por simulación contra D. Simún Tegbi a quien se corrió 
traslado de la misma, A fs. 24 comparece el procurador San 
Martín quien en nombre del demandado se presenta a contestar 
la acción iniciada por el Fisco de la Provincia de Entre Iííos, 
solicitando su rechazo, 

Expresa: Que la demanda se promovió a miz de una de- 
nuncia formulada por el señor Pascual Gregorio Sari o en 
nota al Ejecutivo, de fecha 21 de julio de l!)3ti; que su parte 
niega todos y cada uno de los hechos en que el actor pretende 
afirmar su derecho con excepción de aquéllos que sean expre- 
samente reconocidos en el curso de sn escrito; que desconoce 
también al actor el derecho de accionar por entender que se 
ha operado lo ¡n-i scripcián ; que en mimbre de costumbres 
arraigadas en et espíritu de .su raza, era Julián como hermano 
irayor quien aparecía realizando cuino suyos, negocios que en 
su mayor parte eran de b.s do*: de aquí tal vez. desprenda 
el actor su afirmación de que Simón era tan sólo un depen- 
diente; que esto es un gran error; que hubo entre Julián v 
Simón comunidad de sacrificios y de ludieres y juntos reci- 
Dieron compensación a todo clin; que Simón Tegbi realizó ope- 
raciones a su nombre por cantidades tan subidas que hablaban 
poi sí solas de su capacidad económica ¡ (pie como lo probara 
oportunamente. Simón no era un protegido de su hermano 
Julián sino que goza de una situación que le aseguraba hasta 
el goce del erudito en grande escala; que el neto jurídico cuva 
eficacia viene a atacarse es una venta perfecta y nada hin- 
que lleve a presumir que con ella se ha pretendido ocultar 
una donación; no puede tomarse como presunción en contra 
el hecho de que a la feeba de la escrituración se hallara el 
vendedor atacado de uremia; que la razón del traspaso de 
bienes lo constituyó las entregas que Simón había hecho a 
Julián; que el parentesco no constituye en este caso una grave 
presunción que las mismas relaciones económicas existentes 
entre los Tegbi explican como aceptable que uno vendiera al 
Otro; distinto habría sido si ambos hubieran dedicado su vida 
a actividades distintas y sólo las hubiera acercado la gravedad 
de Julián. 

Que el actor con su escrito de presentación acompaña el 
decreto autorizante del Poder Ejecutivo por el que consta 
que la denuncia que motiva estas actuaciones fué interpuesta 
el 27 de julio de 1936 ¡ que sostiene que el Fisco conocía desde 
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mucho tiempo la existencia del neto; más aun, conocía que se 
había denuneindo la presunta simulación del mismo por in- 
termedio de! Procurador Fiscal señor Enrique Vila. Ade- 
más, el mismo letrado (pie hoy acciona en nombre del Fisco, 
tuvo a su cargo la representación del Consejo dé Educación, 
en el, juicio sucesorio de Julián A. Tcjjbi que se tramitó por 
ante esjfe Juzgado fiue desde ya ofrece como prueba. En este 
juicio, Wre a fs. 35 el mandamiento al Juez de Paz de Basa- 
vi [baso a los fines del inventario de los bienes del ■ a usante» 
autorizándose por él como comisionado para denunciar bie- 
nes al señor Enrique Vi)a t Procurador Fiscal entonces; a fs, 
:í7 corre el inventario y el expresado Vila denunció en él, co- 
mo perteneciente* a la sucesión de Julián A. Tet'bi los bienes 
inmuebles que éste, vendió simuladamente a su hermano Si- 
món mediante escritura pública el 25 de diciembre de 1931 ; 
que no era menester entonces que el Sr. Sari i elevara su de- 
nuncia ; el Fisco conocía ja la existencia del acto, más todavía: 
conocí» su denuncia como simulado por conocimiento directo 
de su Procurador Fiscal de esta Sección Uruguay y de su legal 
representante en el juicio sucesorio; que desde ese conocimien- 
to ha transcurrido el tiempo exigíble para que la prescripción 
se operé. 

111, Que sostiene que está proscripta la acción para ac- 
cionar el Estado, aduciendo Ja simulación del acto jurídico ce- 
lebrado entre los hermanos Te¡*b¡; que esta prescripción se 
opera a los dos años, art. 40:10 del Cód. Civil; este artículo 
es aplicable, dice, al caso de simulación iiunqu" no lo diga 
exprcsameiilc; que Segnviu en la pág. 742 del t. lí do su obra 
de derecho civil considera comprendida a la simulación en el 
art 4030 "porque la falsa causa es una esperte de simula- 
ción". Que la jurisprudencia ha consagrado la siguiente doc- 
trina: "La acción de nulidad de los actos jurídicos funda- 
da en la simulación se prescribe en el termino de dos años 
contados desde la fecha en que se justifica que el accionante 
conoció su existencia", (¡m-tiu <hl F<tro % lí>2f>. t. TV. pág. 350. 

Que en autos no puede negarse que el Fisco por interme- 
dio de su representante conocía, antes de la denuncia del Sr, 
Sarli, la existencia del neto cuestionado; el acta citada del ex- 
pediente sucesorio demuestra que fué precisamente el Procu- 
rador Fiscal, quien denunciara la presunta simulación del acto. 

Que sentado, en forma incuestionable que la acción de 
simulación absoluta equivale a una acción de nulidad por fal- 
ta de causa y que por lo tanto prescribe a los dos años, de 
acuerdo al art, 4030 del C. Civil, término que empieza a co- 
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rrer desde que se tuvo noticia del acto que se ataca y ha- 
biendo el actor tenido noticias de ese arto en fecha 28 de no- 
viembre de t932, corresponde declarar prescripto ku derecho 
de accionar; que por ello pide se sentencie en definitiva re- 
chazando esta demanda con costas. 

IV. Que el Juzgado por auto de fs. 31, abrió el juicio a 
prueba, cuando en realidad correspondí a correr traslado al 
actor de la prescripción opuesta de fs. 29 a 30 de acuerdo 
a lo dispuesto en el art. 142 ap, V- del C. P. Civiles; tat 
omisión fué sin embarco consentida por el demandante. 

Las partes produjeron en tiempo las pruebas acerca de 
las cuales certifica el actuario a fs, ll(i v*a. las que se man- 
daron agregar a los autos poniéndose luego éstos a disposi- 
eión de los interesados para i|iie preseni m sus alegatos, haciéu 
dolo el a. icr de fs. HiS a 191 y el demandado de fs. 192-21fi. 
con lo que se llamó untos para sentencia. 

Y considerando : 

T. En el cap. IV del escrito de contestación a la acción 
promovida por el Fisco, el demandado opone la prescripción 
de la acción de simulación. En razón de su naturaleza, es. rila 
la primera cuestión a resolver. 

Expresa el representante, del Fisco, fs, W, f j tío aun en 
el hipotético caso de <pit* su mandante hubiese conocido la 
venta si mu Inda realizada entre los hermanos Tejrbi en la 
oportunidad de efectuarse el inventario y avalúo de los bie- 
nes dejados por D, .Julián, año 1933, la acción nn se encon- 
traría preseripta. Se funda en que en la presente demanda 
el Fisco no ejercita una acción de simulación, sino de cobro 
de impuesto y multa: que no le interesa que se declare o no 
b i molado o se revoque el acto, sino que se condene a papar 
el impuesto defraudado, con más la multa; que la Provincia 
ejercita una acción por cobro de impuesto y multa que pres- 
cribe a los diez años, de conformidad ron el art. (i de 'a ley 
2539 con la modificación introducida por la 2855 v en el 
art, 4023 del Cód. Civil. 

II, Las manifestaciones precedentes del representante 
del Fisco suscitan una cuestión previa a resolver: la de saber 
si al par de la acción por cobro de pesos en concepto de 
impuesto y multa, se ha ejercitado la acción por simulación 
a la cual el demandado opone la prescripción por dos anos 
con arreglo a ln dispuesto en el art. 4030 del C. Civil. 

El derecho que cree tener el Fisco a la suma de dinero 
reclamada por impuesto y multa, emerge, sin dudo alguna, 
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del carácter simulado que atribuye al acto de transferencia de 
bienes efectuado por Julián Te<rbi a favor de su hermano Si- 
món, formalizado unte Eseribnnu Público, según testimonio 
ajírejrado de fs. 155 a 160 v. de estos autos, Esa transferencia 
de bienes no se efectuó dice el actor <*n f orina onerosa sino 
gratuita ; que el acto no constituye, agrega, una venta como 
expresa ta escritura, sino una verdadera donación. Y siendo 
ello así. considero que el Fisco no lia podido invocar derechos 
a la suma redamada en concepto de impuesto y multa ejerci- 
tando exclusivamente la acción por cobro; ni par de esta ac- 
eión y en primer término, le lia sido indispensable promover 
y ha promovido a mi juicio, aun cuando el actor exprese ta 
contrario, la acción destinada a obtener, no la mera consta- 
tación del acto simulado porque ello no basta, sino la declara- 
ción judicial de la simulación relativa al acto formalizado se- 
*:ún lu escritura obrante de fs. 155 a 166 v. El representante 
del Piaed inició la presente acción por cobro de impuestos, pero 
siempre condicionado a la resolución judicial previa de la exis- 
tencia de la simulación de donde precisamente emana el pre- 
sunto derecho reclamado por su mandante. 

/Cómo es posible admitir, nw pregunto, .pie dadas las 
peculiaridades que ofrece en su orifjcn ol crédito que aquí re- 
clama el^ Fisco, pueda ello obtenerse con Ja sola aeeión por 
cobro? El propio actor reconoce a fs. tí que "el heeho básico 
de esta demanda es la simulación de un acto .jurídico"... etc. 
Vale decir que cu forma implícita subordina la acción por 
cobro de lastima provisoriamente liquidada ■ fs. 7 v., a otra 
acción destinada a obtener en primer termino la resolución 
judicial, no la mera constatación, que declare la existencia 
de una simulación relativa o en otros términos, se declare 
que por la escritura cuyo testimonio se acompaña a fs. 155, 
Julián TegbL transfirió sus hieiies a sn hermano Simón, a 
titulo gratuito. 

El Fisco podrá o no manifestar su falta de interés a que 
he declare simulado o se revoque el acto de referencia pero 
lo cierto en este caso es. a mi juicio, que la acción por cobro 
aparece obligadamente subordinada a la acción por simula- 
ción que se ejercitó en primer termino. De otro modo ; cómo 
establecer la transferencia gratuita de bienes que fundamenta 
la demanda del Fisco por cobro de impuesto y inulta? 

Robustece lo expresado en cuanto el ejercicio en primer 
término de la acción de simulación por el demandante, la 
nat u raleza de la prueba producida en autos de acuerdo a lo 
manifestado "en síntesis*' a fs. 173 de su alegato; se refiere 
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como es natural a la prueba tic? presunciones on su triple con- 
dición de (graves, precisas y concordan tea. 

Como consecuencia de lo que llevo expresado admito en 
c«te juicio el ejercicio de la acción de simulación y subordi 
nada a esto. la de cobro de impuestos y inulto. Por lo tanto, 
corresponda entrar a considerar la defensa de prescripción' 
opuchta a la primera. 

III. Que el término para la prescripción, de aplicación 
en este caso a la ¡ iú tl de simulación, es H de dns anos pre- 
visto en el art. «80 del C VnI. Civil. La -Talsa causa" de que 
habla el precepto Legal citado se refiere sepún la juriaprii- 
dencni existente al respecto, a ¡os actos jurídicos qué presen- 
tan, según de. i Dr. Zapada en mi scnieiu-ia fragmentaria- 
mente transcripta a fs. 202, una causa apárenle pero que tie- 
nen una causa verdadera oculta por aquélla, o en otros tér- 
minos, que la "falsa cansa" de la disposición citada se re- 
fiere a los actos relativamente simulados. Tal el carácter que 
reviste el acto atacado en autos y formalizado cu la escritura 
p idílica obrante de fs. 75 a 80. 

Confirman lo expuesto los siguientes fallos; aparte de 
los señalados de fs. 201 a 20<S del alcirnío presentando p ur el 
demandado: 1 

"La prescripción de dos años establecida por «■[ nrt, 4030 
del (.Valido Civil no se refiere a las personas entre quienes se 
efectúa ta simulación, sino a los terceros a los cuales pudiera 
ella afei tar. (Cámara Civil Primera de la Caí. ¡tal, 17 de oc- 
tubre de 11127; J. A. XXVÍ-SH). 

*'Es aplicable a la acción de simulación el término de 
dos años establecido por el art. líKítl dc| Cód, Civil para la 
acción de nulidad de los actos jurídicos por violencia, inti- 
midación, dolo, error o falsa causa, y se cuenta desde la* fecha 
en que se justifica que el act or con oció la existencia de la 
simulación i < V.iu. I ivil 2" de ía Cap., 2:t de noviembre de 
II.'Lí ; ,) m ,\. XX\ I-Iiílji). 

IV. El actor, a fs, 1S7 de >u alefato, reconoce ser exac- 
to que al hacerse el inventario de los bienes pertenecientes a 
la succión de D. .Julián A. Tegbi, el Sr. Enrique Vila, de- 
nuncio como bienes pertenecientes a la misma, los que el cau- 
sante "transfirió simuladamente a m hermano I). Simón", 
mediante Ja escritura básica de esta demanda. Pero también es 
cierto, agrega, que el señor Vila intervino no como Procura- 
dor Fiscal, sino como ttiswlor designado, según lo justifica el 
informe de fs. 41 vta". Luego en los tíos párrafos, siguientes, 
deja ver que el señor Vila dejó (te actuar «orno Procurador 
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Fiscal en circunstancias que hacía la denuncia de bienes y 
que en consecuencia no pudo formular ninguna denuncia de 
la trasferoneia gratuita de bienes, efectuada, por Julián Teg- 
l)i a favor de su hermano Simón. 

Eu primer término conviene dejar establecido que del 
informe de fs. 41 v, ni de los autos: ''Tegbi Julián A., stu-e- 
sorio" agregado por cnerda separada a estos mitos como ele- 
mento de juicio, resulta que el señor Vila hubiese interveni- 
do en las diligencias de inventario do ios bienes de la site. 
Tegbi, en el carácter de timador, como erróneamente se ex- 
presa a fs. 187. El Sr. Vila, según se puede ver del escrito de 
fs. 25 de dicho sucesorio, presentado por el extinto doctor Es- 
leva lícrga. fu*'» propuesto como denunciante do los bienes que 
debía inventariar provisoria mente el Sr. Juez de Paz de ¿a- 
savtlbaso. El Juzpado resolvió ese pedido en un todo de con- 
formidad. Las constancias del acta correspondiente obrante 
de fs. M<> a 4.'í v. del sucesorio ya indieado, can firma lo expues- 
to, es decir, que el señor Vila concurrió a dicho acto eu el 
carácter de denunciante y no en el de tasador. 

Ahora bien; el término de dos años necesario para la pres- 
cripción a que me vengo refiriendo, debe contarse a mi jui- 
cio desde la fecha en que el Sr. Vila ha exteriorizado su co- 
nocimiento de la transferencia simulada de bienes, es decir, a 
partir del día 20 de noviembre del año 1932. en razón de que 
el día anterior denunció como de pertenencia do la sucesión 
de D. Julián A, Tegbi. los bienes inmuebles que aquél trans- 
firió simuladamente a su hermano D. Simón mediante es- 
critura pública pasada a ule el escribano de Villaguay don 
Zoilo C. Sarcfá con fecha veinticinco de diciembre de mil no- 
vecientos treinta y uno.. . etc., etc. Ver acta de R 37 del jui- 
cio kuc, de Julián Tegbi agregado por cuerda. 

En el informe producido por la Dirección O ñera 1 de 
lientas, ver fs, 142 v. consta que por superior decreto de fecha 
fí de noviembre de ÍO.'IO el señor Enrique Vila fué nombrado 
Procurador Fiscal de esta jurisdicción cu reemplazo del Sr. 
Carlos Mareó que renunció. . , etc. Por otra parte el actor no 
desconoce que a la época de practicarse el inventario de bie- 
nes de la sue. Tejíbi, el Sr. Vila tenía aún el cargo de Procu- 
rador Fiscal y ello, según entiendo, os suficiente para que el 
término de dos años, necesario para la prescripción de la 
acción de simulación ejercitada por el Fisco, deba contarse 
como ya expresó, desde la fecha eu que dicho funcionario ex- 
teriorizó su conocimiento de la transferencia simulada de bie- 
nes, en forma que demostraba tener datos precisos de la ope- 
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ración. El Sr. VHa intervino es ciprio en la diligencia de in- 
ventario obrante de fs, ¡Ib' a 43 v. del juicio sucesorio do B. 
Julián A. Tepbi agregado por cumia, como denunciante de 
los bienes a inventariar*'. Pero ello no pudo en momento ni- 
guno despojarlo del cargo de Procurador Fiscal y obligacio- 
nes inherentes ni mismo, cargo que conservó hasta* una época 
reciente. El Procurador Sfc Vila por ln índole de sus f unció- 
nes, limitadas éstas al cobro judicial de la contribución di- 
recta atrasada según se expresa a fs. 1S7 v. por el actor, 
representaba en cierto modo durante la dirigencia de inven- 
galo y despula de terminada, a esa entidad llamada Fisco 
Provincial que aquí demanda, encontrándose por tai motivo, 
en razón di»! cargo, en el deber de llevar el hecho de la pre- 
sunta venta simulada, a conocimiento de quienes podían dts 
l)onor la iniciación inmediata del juicio por simulación. 

Sería realmente curioso e inexplicable por otra parte que 
para la denuncia de un acto jurídico que trata de eludir el 
pago, del impuesto creado por las leyes y 2K,"íí> estuvie- 

sen autorizadas personas extraña* a* Ja administración eonm 
es en este caso o] denum-iaute Sr. Sari i a quien se refiere la 
copia del decreto del Ejecutivo Provincial que se agrega a 
fs. 1 de estos autos, y ni» lo estuviesen los funcionarios cuyas 
funciones -c reducen principalmente a perseguir el cobro' de 
impuestos como así lo reconoce el propio actor a fs. 187 y vta. 

En definitiva: ha bastado a mi entender ip'» 1 n un fun- 
cionario c.mo el Procurador Fiscal te constara la existencia 
del neto simulado atacado, para que también tengamos como 
cierto a los Cines de la prescripción que se discute, el conoci- 
miento de dicho arto, por ta entidad a-tora Fisco de la Provin- 
cia. Y como tal «-i mor i miento lo exteri n - izó el Procurador Fis- 
cal a fines de noviembre del ano y la acción por simu- 
lación fué iniciada en fecha 4 de setiembre de lí>3tí, según 
carpo pu <to al escrito de demanda, es indudable que ha trans- 
currido con exceso el termino de dos años necesario pora la 
prescripción de dicha acción. 

Que con respecte» a las cosías interesadas por el deman- 
dado cabe expresar o,'" 1 ln Sala en lo Civil del Superior Tri- 
bunal de .Justicia tiene resucito que deben declararse por su 
orden las costas causadas cu una contienda, si prosperó la 
defensa de prescripción no haciéndose lugar por ello a la de- 
manda promovida. "Juicio; López Isidro contra Frigorífico 
Gualeguay. il ó — Indemnización de daños v perjuicios", "líu- 
ietín Ofi-ml" de HtííT C-X' 1Ó0. 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



271 



Por estos fundamentos y lus. que se expresan en el alegato 
de fs 192 en lo que sea pertinente, fallo declarando hallarse 
proscripta la arción tic simulación, sin costas. Luís B. Oriu. 

8ENTKN-CIA DEL SlM'EMfe TltlIirSAL DÉ JrsTIClA DE ENTBE RÍOS 

Eii la ciudad de Paraná, a 13 (le junio de Í940i reunidos 
lo«i señores miembros de ta Exenta. Sala en lo Civil y Comer- 
cial de) Superior Triluinal de Jiisl en su Salón de Acuer- 
dos para ennoeer de los recursos interpuestos en tus autos ca- 
ra tullidos: "Fisco de la Provincia eontra Simón Tegbi, de- 
manda ordinaria per cobro de impuesto y multa", respecto de 
la sentencia do fs. 222 a 231. se practicó el sorteo de ley, re- 
sultando que la votación tendría lugar en el orden siguiente: 
doctores Héctor E. Ardoy. .lu venal F. de la Puente, B. T. 
Aguila r Torres. 

Estudiado* Uis ñutos, la Sala planteó las siguientes eues- 
1 iones a resolver: 

1* ¡ Existe nulidad? 

o [,: u ,. ;1S( > hc_m?ívu: ;E<. ¡íjiMndu a derecho la senten- 
cia en recurso? 

A la 1* cuestión, el señor vocal, doctor Ardoy dijo: 

Unciéndose valer en fundamento del recurro de nulidad, 
un defecto de trámite incurrido en el procedimiento, cuya re- 
paración pudo gestionarse en su oportu.iidad en 1* instancia, 
dicho recurso es improcedente, con arreglo a la doctrina de 
esta Sala sobre el punto {J. de E. Ríos. lí>37, p. 115), Por lo 
une doy tni voto por la negativa, 

Los señores vocales doctores de la Puente y Aguí lar To- 
rres., adhieren al voto que antecede por iguales consideraciones. 

A la 2 a cuestión, el señor vocal doctor Ardoy dijo: 

Estimo fundados los agravios expresados contra la sen- 
tencia en recurso. La demanda promovida en autos persigue 
un propósito estri.-tamente fiscal: la percepción del impuesto 
tpie agrava el acto del (pie instruye la escritura de fs 75 y 
sil*, que bajo la forma de un contrato oneroso encubre un acto 
gratuito, sujeto a la imposición mayor de la ley 2ÓÜÍÍ, La ac- 
ción ejercida es la instituida por el art. G" de la ley 2855 para 
resguardar al fisco de las ron tabulaciones de los contribuyen- 
tes tendientes a eludir el pago del impuesto establecido por 
la lev de la materia. 

La forma típica adoptada para tales fraudes es la simu- 
lación, encubrir bajo el acto ostensible de una trasfereucia de 
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bienes a título oneroso, una trasmisión gratuita. Con ello se 
a vita papar et impuesto mayor q m grava el aeto oculto Pero 
en tales ea«os la actividad del fism, mediante aquella acción 
no tiende a obtener una declaración de simulación de] aeto 
aparente, porque le es indiferente que subsistan sus efectos 
con relación a las p., M , s u interés M . |¡ m j hl n obtener el re- 
conocimiento .indicia] de .p,e se ha incurrido en una contra- 
vención al régimen impositivo legal. Tal es el caso en . — uen 
cu autos. .No es la acción ejercida por el fisco 1 ;1 de simulación 
regida por el Códiw Civil, cuya finalidad es la declaración 
í e nulidad del aeto impugnado pon U eonsi-uientc trascen- 
dencia patrimonial para las partes por los efectos retroacti- 
vos de la misma, (iirt. 1'tsO). sino una acción especial esta- 
bjciuda por una ley administrativa, con propósitos de política 
fiscal Los int érete» tvtdldoa por dichas acciones son, pues, 
, f <l'^inta índole: de urden privado los de la primera v de 
derecho publu-u los de la ó*' ¡mu. 1 ' m 

con esa orientación fiscal enunciada, diver- 
sa Jci'i,l;, ;; .„„.s impositivas ni el p.-ds han incorporado pre- 
ceptos analcos al t xa non (arfs. 3fi de la lev 4100 dé hi 

I rov. de lis .\¡res : 27 de la ley 966 de Mendoaa; 30 do la lev 
respectiva de íalamaiva). En ía CapiMl Federal, la lev vi- 
gente establece como \ a local, un régimen especial para la 
prescripción de dichas acciones (art. 1* de la lev 11.585) 

Tratándose de un régimen relativo a la percepción do 
los impuestos, resulta incuestionable que es una materia pro- 
pía de la ^«larum local (arts. Wó y 10íí de la Constitución 
Aacional. onf fallo do la Corte Suprema de la Nación, en 
•I. A„ t. o.t. p. 281). 

Con arreglo a lo expuesto, resulta ineludible concluir 
que la acción ejercida por el fisco en autos está sujeta a Ja 
prescripción decenal establecida por el art ()'■' de la lev 281 "j 
Prescripción aplicable tanto cu lo que respeta al impuesto 
como a la multa, por tratarse de una infracción a una lev im- 
positiva, .pie revistiendo estrictamente el carácter de fiscal 
je hai a exc uída del régimen de N ley penal, (eont fallo de 
i*m. t iyU 1* de la < ap 4 en "U Ley". ti 4. p . 4m 

Por ello, doy mi voto por Ja negativa. 

r ' ,,s 'I •• :•.)-> de la Puente v A-uilai- Tu 

rres. se adhieren al voto precedente pu r análogos fundamen- 

Con lo que terminó d acto quedando acordada la si- 
guiente sentencia: 
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Y vistos: 

Por los fundamentos del licúenlo que antecede no se hace 
lugar al recurso de nulidad y se revoca la sentencia apelada 
en cuan tu admite la defensa previa de prescripción opuesta 
por el dcni ¡melado, debiendo volver los ñutos al juez para que 
se pronuncie sobre el fondo del litigio. Suspéndese hasta el 
pronunciamiento definitivo {') el que corresponda sobre los cos- 
tas. — Jar < 1U¡ 1 F. itf la V\a i tic — Ilntor K. Ardoy. — Ber- 
nardo Tañendo Ayudar Torres. 

Dictamen del Pnoci'n.\Doi: GENERAL 
Hnprcuiu Corte: 

Kn estos autos, la Provincia de Entro Ríos demandó 
a don Simón Togbi por cobro de un impuesto a la 
transmisión gratuita de bienes, y de la multa corres- 
pondiente. Fundaba la acción en que dicho Tegbi apa- 
recía adquiriendo por compra diversos bienes, cuando 
en realidad se trató de una donación, pues Ja escritura 
correspondiente era simulada. Previo los trámites de- 
práctica, ese juicio ha terminado por fallo del Superior 
Tribunal de Justicia de Entre flíos, condenándose al 
demandado a pagar el impm sí o y la multa, si bien el 
tribunal omite expresamente declarar que dicha escri- 
tura sea simulada (fs. 328 a 330). 

Contra tal fallo se trae ahora recurso extraordi- 
nario, y la apelación se funda en el rechazo de la excep- 
ción de prescripción Manual opuesta por el demandado, 
Con arreglo a aquél, debe primar para el caso la pres- 
cripción de diez años establecida en la lev de impuestos 
local (fs. 26Í)). 

V. E. tiene resuelto que leyes de tal Upo no pue- 
den modificar lo establecido por el Código Civil en lo 

(i) El ¡iroiimiH.imu'iito infinitivo que fui dictado ron posterioridad 
Uizo lugar n la demanda por considerar probada ln simulación v |a defrau- 
dación del impuesto a ta herencin. 
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relativo a términos dé la prescripción en materia de 
impuestos (170:115; 193:231 > ; pero el caso actual ofrece 
«na característica especia lísi ion <¡ue bi presen tu bajo 
nueva faz. El demandado sostenía ser aplicable el art. 
4030 del Código Civil relativo a prescripción de la ac- 
ción de revocación de actos simulados, n sea, el termino 
de dos años; y la sentencia apelada aplica el de diez, 

establecido en la ley provincial (fs. 269)* declarando 
no pronunciarse sobre l:i existencia de simulación. 

Ahora bien; y¿ acto tpic se conce pitia sujeto a im- 
puesto pasé por escritura pública de] 25 de diciembre 
de 1931 (fs, 7'}) t en tanto que la demanda del fisco apa- 
rece iniciada el 4 de setiembre de L936 (fs. 9). Butrc- 
tanto —puesta aparte la Cuestión de si dlebo instru- 
mento público fué* o no -¡añilado — siempre ocurriría 
que» con arreglo a futras disposiciones del Código ('¡vil, 
la prescripción del Impuesto no se lia producido, Ka 
tales condiciones, la sentencia de V, H,. aun siendo fa- 
vorable al recurren ti , no pudría dar por resultado de- 
clarar aplicable la bianual del art. 40.*¡0, ni desestimar 
la demanda, importando unís bien una mera declaración 
teórica. 

Ello me induce n considerar <|iic el recurso fué mal 
concedí dn. y ¡i>í eone^ponde declara rio. — Buenos 
Aires, noviembre 30 de VM2. — Juan Alvares. 

TALLO DE LA i OH TE SITIfEMA 

Buenos Aires, 2 de agosto de lí)43. 

Vial© el juicio: "Fisco de la Provincia de Entre 
Ríos contra Simón Tegbi, demanda ordinaria por cobro 
de impuestos y mulla", en el .pie se hu concedido al 
demandado el recurso extraordinario contra la senten- 
cia de fs. 3*28 que hace lugar a la demanda. 
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Considerando: 

1* Que el recurso extraordinario interpuesto a 
fs. -7,"> por el demandado contra la sentencia del Supe- 
rior Tribunal de Justicia de Entre Kíos dictada a fs. 
-íií>, fjm- rechazó la defensa de prescripción y mandó 
devolver los autos al juez fie primera instancia pura que 
se pronuncia ru sobre el Anido del litigio, fué denegado 
por aquel tribunal por entender que no se había plan- 
teado en autos cuestión federal susceptible de originar 
un pronunciamiento recurrible por la vía del art. J4 de 
la ley 4X —IV. J77 — . Deducida la queja correspondiente, 
esta forte Suprema no ta desestimó por este motivo 
sino porque el fallo de fs. "Jlifl no era la sentencia defi- 
nitiva de la causa — fs. '27U y expediente del recurro de 
hecho, letra K, n libro IX, archivado. Dicho requi- 
sito hállase ahora cumplido — pronunciamiento de fs. 
328 que hace lagar a Ja demanda — por lo que corres- 
donde examinar >i concurren la< demás condiciones ne- 
cesarias para ta procedencia del recurso nueva mentó 
interpuesto a l's, '\:\:\ { Fallos : l!'l, '170' y los allí citados). 

Fn el alefato presentado en primera instancia — fs. 
V,yi — la demandada sostuvo categóricamente, que et 
punto referente a la prescripción <le la acción promovida 
por el Fisco debe ser resuello por aplicación de las 
disposiciones del Código Civil, no sólo porque el art. (I 
de la ley ÍÍS55 de Entre Ríos invocado por el Fisco no 
prevé la situación de autos — en que se intenta cobrar 
el impuesto a la transmisión gratuita partiendo de la 
base de que el acto celebrado como compraventa es en 
realidad, una donación— sino también porqué aun cuan- 
do el precepto local mencionado comprendiera este caso 
sería inaplicable por oponerse a ello el art. 67, ínc. 
11, de la Constitución Nacional — fs. 214 vta. 

Admitida la prescripción en primera instancia en 
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mérito do lo establecido en el art. 4030 del Código Civil, 
el Superior Tribunal revocó el fallo y declaró inapli- 
cable la legislación común ríe la Nación, dando preferen- 
cia sobre ella a la Legislación local» porque la demanda 
persigue un propósito estrictamente fiscal, como la 
percepción del impuesto evadido mediante una simula- 
ción; la acción ejercida es la que establece el art. 6 de 
la ley 28.15 para resguardar al Fisco de confabulaciones 
como la de autos y no tiende, por lo tanto, a obtener 
la declaración de la simulación del í cto aparente sino 
tan sólo el reconocimiento judicial en que se ba incu- 
rrido en una contravención a la ley impositiva do la 
provincia, y tratándose, pues, de un régimen relativo a 
la percepción de los impuestos, resulta incuestionable 
que es una materia propia de la legislación local (arts. 
105 y 106 de la Constitución Xncional). 

í.'on ii r reglo n lo dispuesto en el art. 14, iuc. 2% de 
la ley 4« y a la jurisprudencia de es la Corle Suprema 
(Fallos: 190, 4tiü; 17S, 31; 17.% 214), corresponde, pues, 
declarar bien concedido a fs. 3,'i4 el recurso extraordi- 
nario fundado en (pie el art. (i de la ley 2853 en cuanto 
excluye, según la inteligencia que le atribuye la senten- 
cia apelada, la aplicación de los preceptos del Código 
Civil .sobre prescripción, es violatorio del art. u'7, iuc. 
11, de la Conslitui'iúu Nacional. Xo obsta a la proceden- 
cia del recurso la circunstancia invocada en el prece- 
dente diclamen del Sr. Procurador General, porque no 
incumbe a esta Corte Suprema sino al tribunal de la 
causa ]) ron iniciarse aceren de la inteligencia de los pre- 
cepto- de las leyes comunes de la Xación (arts. (17, 
inc. 11, de la Constitución Nacional, y 15 de la ley 48). 

2 T Que, como advierte el Sr. Procurador General, 
la cuestión federal sometida al conocimiento de esta 
Corte Suprema debe ser resuelta en el sentido de la 
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invalidez del nrt. 6* do la ley ¿8Tj5 en cnanto se opone, 
según la inteligencia atribuida al mismo en la senten- 
cia apelada, a la aplicación de los preceptos del Código 
Civil Hobro prescripción de las amones. Pues, como lo 
lia declarado reiteradamente esta Corte Suprema inter- 
pretando los arts. 31, 67, inc. Yl, y 108 de la Constitu- 
ción Xaeional, no incumbe a las legislaturas provincia- 
les sino al Congreso establecer las normas referentes 
a esa materia, a las cuales se hallan sujetos no solamen- 
te Jos particulares sino también la Nación y las provin- 
cia- (Fallos: 177), :;<!(>; 176, lió; 18.'], 1 '3; 103, 231), 

Que las cuestiones que versan acerca de cuáles son 
Jas disposiciones comunes que rigen el caso de autos, 
cuál su sentido y aleanep y si la acción se baila o no pres- 
en p!n son ajenas a la jurisdicción extraordinaria de 
esta Corte Suprema y su examen y resolución incumbe 
exclusivamente al tribunal de la eausa (arts. 67, inc. 11, 
de la Constitución Xaeional v ló de la lev 48; Fallos: 
13$ 131; lí>4, 394). 

En su mérito, de acuerdo en lo pertinente a lo dic- 
taminado por el Señor Procurador General, so revoca 
la sentencia apelada en lo qafi lia sido materia del re- 
curso, debiendo devolverse los autos al tribunal de pro- 
cedencia para que, r*on forme a lo dispuesto en el art. 16, 
primera parte, de la ley 48, falle nuevamente la eausa 
con arreglo a las disposiciones del Código Civil, sobre 
prescripción, prescindiendo de lo que al respecto dis- 
pone la ley número -Síjíj. 

Notifíqucse y repóngase el papel en el tribunal de 

° U&C11, Roberto Iíepetto -~ Antonio 

Saoarxa — B. A. Nazah 
Anciiorena — F. Hamos 
Mejía. 
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FERROCARRIL CENTRAL ARGENTINO v. 
SALVADOR GUZZO 

COXSTITL'CIOX XACtOXAL: (\> n *tit u e ¡o tw lii huí e iucoatt U u ció n i r- 
tidad. Leyeé provitfiales. Bueno» Aire», 

RECURSO EX TRAOSDINARIO: CnentUn federal Relación directa. 

La impugnación il^l art. üT2 del Código de Procedimien- 
tos Civiles de la Provincia de Buenos Aires eonio contra- 
rio al art. lf¡ de la Constitución Nacional, fundada en 
fjue aquél nie-r» u\ demandado por desalojamiento el re- 
curso de apelación qae, en «imliin. concede al actor* es 
inaceptable y no hasta para sustentar el recurso extra- 
ordinario, que es así improcedente 



FERROCARRIL DEL KT/Í) v. M I'NÍCI PAI .1 DAD 

DE AZUL 

IMPUESTO A IOS FERROCARRILES. 

é La exención de impuestos a las empresas ferroviarias es- 
t ahí ee idas por las leyes 531") y 10.<;."i7 comprende los im- 
puestos por la colocación «le avisos en las estaciones. 

C0XRT/TUC10X XAí ÍOXAL: CnwtiUtvhnaUdad t incoitstitucto- 
nalidmt. Ordenan:^ mnmeipahs. 

La ordenanza de la Municipalidad de Azul —Provincia 
de Buenos Aires — que obliga a las empresas ferroviarias 
a pairar un impuesto por la colocación de avisos en sus 
estaciones es contraria a los urts. 8 de la lev 6116 v 
1* de la ley IO.G57 y al art. 31 de la Constitución Na- 
cional. 

CONSTITUCION NACIONAL: ConttttucionaUdad e i a constitución 
mlidtid. Leyes nacÍom1t$. Admitihírtitiras, 

Las leyes Ó31ó y 10.(357 en canuto establecen en favor de 
, las empresas ferroviarias una exención de mumestos que 
comprende los que establezcan por la cnlreación de avisos 
en las estaciones, no son vioialorias de los arts. 4, TU, fi7, 
ines. V a 4, 13 y Itj y 104 de la Constitución Nacional. 

(i) 2 d t . rtfosto <Ie t»43. FíiIIoiü: 127, 107; 137, U»5 S 13¡>, 59. 
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F. C. SUD v. MUNICIPALIDAD DE AZUL 
Sentencia del Juez Federal 

Y vistas- 1ÍHflÍ! ' nhuu ' a ' Rbrl1 28 «le 1940. 

Pjir, «l¡,tar S enten,¡a estos autos N» 17,043, re milla 
U M ü is. * se presenta el Dr. Santos Ferreira en 
rep m senta,ion de; la empresa del F. C. Sud promov ieiulo 
aea.an.la ordinaria ,ontn. la Mimieinalidad de A/u nc r e 
m-tK-ron de n suma $ -SIMJ, su' h^rm* t (| e 

e fueron cobradas a *u mandante en ,on,,pto de impuesto 
m pal su hre fns avisns lístenles las Radones e L 
3 Partido eoiihirmo a un detalle que awmpafia, oxiden Z 

¡le ueue,, o ,...„ ,1 art. d, la lev 5:m exeiití SttSo^SS 
« iiii.im-.pal ,u ra*,,, .le oslar salida „| pa^/ iTu a^ i 
nbiu-um umea del ? % de _ entradas lí.piidas 3 oíierno 

de !« Nae.on B eanduo de todo in.pnestn um-inmd, prov¡noial 

i t iih llMw,. Asimismo sostiene <p<e la Mun ¡vinal ¡dad de- 
nandm la. aun prescindiendo de ia exeneió», üitoX 1 1 eareee 

e fueultades para crear y aplicar el impuesto de , L ,,c se traía 
Moque de «informidad .•<>.. K prc-píns de la ey »87 I el 
ferrovarn está sometido a la junsdi,'ió„ ,,«H««a| «ilusiva 
¡H# t '°» "a ""terveneióu impositiva "na nu dim I en 
liner I TT K 3^ * ^WaHdad *ri&£ «ree en 
si 71 I l " ,1,tm °- Pnr ? < PPar - v ¡Nipuestos sobre av" 

mw coloeados en «■! u.terior de joules de propiedad privad, 
Bmque los mismos eslé„ abiertos al pñblieo, , > \ J£ t«ri£ 
^ííií? Funda ? demanda r„^„s ar 
na % mi a hn 10( );J(; puliendo finalmente se condene a la 

í S 1 e Azwl a ,,agar ,a 8 w w*»* 

í) Que a fs. 17 se presenta el Dr. Enrimie García Me- 
i >;ia en «mmWm de la MunieipHlídad de Azul eonteS- 
t lo a demanda Nu-a que la apli,ae¡ón de los graVáme ni 
snbr, l üs q ue SP basa el papo heeho a su representa Ir 
a aetora. sea ilegal e inconstitucional, sosteniendo m ¡«S 
a ineonstitueionalidad de la ley 5315 en ¡5t v/Slj 

C. Sud. Considera que su mandante, en su carácter de poder 
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público, estaba autorizado para ol cobro de la suma que se 
repite, condición que le reconoció la misma empresa al efec- 
tuar et pairo e iniciar ta demanda, y niega que el derecho in- 
vocado por la actora legitime la repetición de las sumas pa- 
gadas, porque a su juicio las disposiciones en que se funda 
son repugnantes a los arts. 4 ,J , 1(¡, (57, inca. *2 9 , 3 ,J , 13 
lli y al art. 104, Const. Nac. Insiste sobre el hecho de que de 
acuerdo con nuestro régimen federal las provincias conser- 
van todo el poder o soberanía no delegado en la Nación, y 
no habiendo ninguna disposición constitucional que conceda 
al Congreso el poder o facultad de exoneración de impuestos 
a que se refieren los arts, de la Ley 5315 y V de la ley 10.657, 
dicho poder o facultad permanece siendo inherente a la sobe- 
ranía de las provincias, invadiendo aquél la órbita dentro de 
la cual se desenvuelven los poderes provinciales y municipa- 
les, a los cuales incumbe únicamente la exención de impues- 
tos provinciales o municipales a los ferrocarriles, Considera, 
además, que la explotación de avisos puf f^s empresas ferro- 
viarias es un acto completamente ajeno a la explotación ferro- 
viaria propiamente dicha, actuando en este caso los ferroca- 
rriles como personas civiles que contratan la locación de avi- 
sos con los particulares, como si se tratara de una empresa de 
publicidad, y un cabe admitir pn>* ]u tnnti que sean amparados 
por Ja ley 5:115. cuyo principal propósito es fomentar el des- 
arrollo de los trasportes ferroviarios. 

Además niega une la Municipalidad carezca de faenlta- 
des para crear y aplicar impuestos como el (pie motivó la de- 
manda pues no es exacto su juicio que la ley ^«ST;1 establezca 
la jurisdicción federal exclusiva para los ferrocarriles ni que 
sea ilegal la delegación hecha p»>r el arl. !>tt de la ley orgá- 
nica de tas municipalidades de la Prov. de Hueuos Aires para 
percibir ¡ni pueblos sobre los avisos colocados en las estaciones, 
tanto en su parte externa romo interna. Termina solicitando 
el rechazo de la demanda, con costas. 

3) Que abierto a prueba el juicio se produce la que corre 
de fs. 37 a G2, sobre cuyo mérito alegró sólo la parte adora 
n fs. fió y quedó conclusa ln causa para definitiva por auto 
(le fs. 07 vta. (pie quedó consentido el día *2í> de febrero del 
corriente ano. 

Considerando : 

1* Que las cuestiones de hecho, materia de la litis con- 
testación, versan sobre: a) Si cu la contribución única im- 
puesta por la ley 5315 de las empresas de ferrocarriles se 
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influyo el producido ele los avisos dé propaganda de [as esta- 
ciones; b) Si la Municipalidad demandada recibió oportu- 
namente los despachos telegráficas de que se hace mérito en 
la denui tula ; e) Si la saina abonada a requerimiento municipal 
por el R t\ del Sud fué la de $ 2.K00; d) Si dicho requeri- 
miento íué efectuado por una persona que se atribuyó el ca- 
rácter de concesionario immiripttl, y e) Kj los avisos coloca- 
dos en Ins estjic ¡unes mué visibles o no desde lu calle pública. 

2" Que las cuestiones de derecho planteadas en autos son 
para la aolora. la exención establecida a su favor por las le- 
yes 5315 y 10.657, la jurisdicción nacional exclusiva incom- 
patible, según ella, con la intervención impositiva municipal 
en las estaciones, y ia carencia de facultades, por parte de 
las comunas, para crear y aplicar impuestos sobre avisos co- 
locados oh el interior de locales de propiedad privada aunque 
los mismos estén abiertos al público; y, para la demandada, 
la ineonslitueionalidad del art. 8*. ley 5315 y í% ley 10.657, 
atento lo que dispone la Const. Nac, en los arte. 4", 16. 67, ines. 

2» 3\ 4*. 13 y 16, y 104; y la inaplicabilidad de las exen- 
ciones establecidas a favor dv ias empresas ferroviarias por 
la ley 4315. 

3» Que los hechos matciia (J« la lítiseontestación han sido 
probados: n fs. 42, el relativo a la inclusión del producido de los 
avisos de propaganda en la contribución única del 3 % sobre la 
entrada bruta de los ferrocarriles, pagada por cl F. C. del 
Sud; con el informe de f. 47, la recepción oportuna por la 
Municipalidad demandada de los despachos enviados por el 
F. (\ del Sud. indicados cu el es-critu de demanda; con el 
mismo informe, que la cantidad abonada en concepto de 
impuesto municipal sobre los avisos colocados cu las estacio- 
nes asciende a $ 2.800; con el mismo informe, que el requeri- 
miento de dicho pago se efectuó por el concesionario muni- 
cipal; y con la inspección ocular, cuya neta corre a fs, 57, 
que los avisos colocados en los andenes de las estaciones un 
mui visibles desde el exterior. 

4* Que entrando a estudiar por su orden las cuestiones 
de derecho planteadas corresponde en primer término consi- 
derar si la autoridad publicitaria del ferrocarril, ejercitada 
por éste en las estaciones de sus líneas, está amparada por 
la exención establecida por las leyes 5315 y 10,657. 

5? Que a este último respecto la cuestión sometida a 
decisión del infrascrito no es nueva, pues ya fué resuella en 
el juicio caratulado F. C. del Sud v. Municipalidad de Coro- 
nel Dorrego, sobre cobro de pesos, de la misma secretaría ae- 
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tuaria, año 1934, en el que la Eicma. Cámara Federal al confir- 
mar la sentencia del juzgado, resolvió que la explotación de avi- 
sos de propagando colocados en las estaciones de ferrocarril 
fonno parte de "otro negocio de la empresa exp'itado en 
combinación con el sistema perteneciente a la empresa" (que 
junto con "otro negocio o empresa (pie se relacione eon la 
construcción y explotac ión del sistema" y al "sistema perte- 
neciente a la empresa" forman lo qne eí decreto reglamenta- 
rio llama "sistemas explotados por la empresa'* materia tic 
la exención reglamentada por el art. 12. tjic. a, ap. 2*)^ y que 
' no basta <pie la explotación tic la publicidad sea un 'nego- 
cio separable idealmente del de trasporte para que se le con- 
sidere cu el caso y condiciones que cu la litis se tiene pre- 
sente eonvj un negneiu no explotado cu cumbínacióii con el 
sistema perteneciente a la empresa". 

ti' Que sin embargo de lo resuello por tu Excma, Cá- 
mara, el infrascrito considera (pie la explotación de avisos de 
propaganda cu las estaciones, negocio que las empresas ferro- 
carrileras efectúan, no puede ser incluido en la exención es- 
tablecida a favor de éstos por las leyes otiló y m.ti'n en cuan- 
to incide sobre la potestad impositiva provincial, pues es a 
todos luces una actividad lucrativa no sólo separable ideal- 
mente de la verdadera finalidad de la empresa que es seiriin 
lo aclara el art. de la ley 5315, la construcción v explota- 
ción de term-amlcs. sin- completamente independiente de 
ella, que en nada la beneficia, en nada la afecta v cuva única 
relación es que l;i publicidad se efectúa, materialmente, so- 
bre cosas muebles o inmuebles de] sisiema perteneciente a la 
empresa. En efecto, si bien las leyes Ó31Ó y KJ.fj.lT exoneran 
a los ferrocarriles de todo impuesto nacional, provincial y 
municipal, cualquiera que sea su denominación, dicha excep- 
ción, según la economía general de ambas leves, sólo procede 
pora el caso de construcción y explotación de las líneas fe- 
rroviarias y en manera alguno puede ser extendida hasta com- 
prender en ella actividades que. aunque ejercitadas por los 
ferrocarriles y eon espítales de Jos ferrocarriles, nada tienen 
que hacer con el objeto principal y único de esas empresas, 
que no es otro que el de la construcción y explotación de las 
vías fórreos, o *»t\ la industria del trasporte terrestre de per- 
sonas y cosas. ; Si-ría «caso posible sostener que el negocio de 
tienda, por ejemplo, explotado por el ferrocarril en el local de 
laa estaciones, puede ser considerado como un comercio ejerci- 
tarlo "en combinación con el sistema perteneciente a lo em- 
presa"? Una interpretación demasiado amplia de los térini- 
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nos íle aquellas leyes implica el peligro de establecer odiosas 
desigual dailes entre los habitantes de la pación, que en cam- 
bio {rozan, por la Constitución, de una igualdad perfecta en 
identidad de sil ilaciones. 

Mas el verdadero sen 1 ido de las leyes 5315 y 10.657 surge 
meridianamente claro si se recuerda ron qm' facultad el Con- 
greso ha podido dictarlas. El art, G7. ¡tic. H>, Cotist Nac, ha 
otorgado al Congreso la potestad de proveer a lo conducente a 
ta prosperidad del país... promoviendo la industria... y la 
construcción de ferrocarriles... por leyes protectoras de estos 
fines y por concesiones temporales de privilegios...". Cuan- 
do, pues, el Poder Legislativo puso en práctica esa facultad, 
acordando a los ferrocarriles las exenciones establecidas por 
las leyes 5315 y 10ji57 t sólo ha podido tener cu cuenta la 
pro'ípt'ridfid del país, la promoción de la industria y la cotlS* 
trueeión de ferrocarriles; de lo que dehemos deducir que el 
privilegio (pie nos ocupa sólo luí podido sor acordado consti- 
tueionalmeute a los ferrocarriles como empresas de trasporte 
de personas y cosas y sólo en cuanto sea relativo a este as- 
pecto de su negocio. Es a la luz de estos principios que debe 
ser interpretada la exención de impuestos legislada en las 
leyes 5315 y 10.057, y ellos nos dan la pauta del criterio li- 
mitativo de sus términos* 

De aquí que el infrascrito declara que lu explotación de 
avisos de publicidad en las estaciones de ferrocarril no tiene 
ninguna atingencia con el negocio de trasporte ejercido por 
las empresas de ferrocarriles, y por lo tanto su comercio no 
está amparado por ta exención de impuestos establecido por 
las leyes 5315 y 10.tí57 para este. 

Que, además, existe al respecto una sentencia de la Corte 
Suprema de la Nación ("Fallos"', t. 144. p. 408). precisamente 
la referida por la cámara federal en el juicio indicado en el 
eonsid. 5°, que sienta una jurisprudencia ni respecto concor- 
dante con la tesis acabada de sostener p«r el infrascrito. 

En el caso de F. C. Central Argentino v. Gobierno Xa- 
eiojial, el alto tribunal declaró en teñidnos generales que "la 
exención de impuestos de que se trata ha sido acordada sota- 
mente a las empresas de ferrocarriles en su calidad de tales 
y, por consiguiente, «ólo comprende los bienes y operaciones 
estrechamente vinculados a su tráfico principal, que es el trans- 
porte de personas y mercader ¡al". 

7* Que en cuanto al decreto reglamentario de la ley 
Mitre, del 30 de abril de lí>08, atento que el mismo no puede 
ser sino un desarrollo de lo establecido por aquélla, corres- 
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pondo también qne sea interpretado con la misma restricción 
con que. wp hnn analizado en el considerando anterior hi ley 
5315 y la ley 10.657, 

La potestad reglamentaria del Poder Ejecutivo no pueda 
en modo «Toruno extender beneficios acordados por las leves, 
y si el dec. regí, de la tey Mitre lo hiciera con respecto 
de los negocios de los ferrocarril ajenos a la construcción 
y explotación de los mismos, ludiría violado la Constitución 
en su art. 86, inc 2»¿ que establece para la potestad reirlamen- 
taria del Poder Ejecutivo el cuidado de no alterar el espíntn 
de las leyes: habría vio! ¡ido hi ley ó: tío ai extender y ampliar 
un beneficio que ella no acuerda, y por último habría violado 
e! f>riin-ipii] jurídico cjue establece que las exenciones y des- 
viaciones a los postulados generales deben interpretarse res 
trieti vamente. Mas en el easo presente, en que una disposición 
reglamentaria privaría n las provincias de un renglón impo- 
sitivo de su exclusiva incumbencia, las viciaciones citadas in- 
quirirían una importancia aun mayor, puesto que se troca- 
rían los principios constitucionales mismos en que reposa nues- 
tro régimen federal, en el que, conviene recordarlo, "las pro- 
vistas existieron antes que la Nación" y conservaron al cons- 
tituirla toilas las facultades no expresamente delegadas. 

Por otra parte, en el fallo citado de la Curte Suprema 
de la \Vinu lo interpreta en la forma limitada que el infras- 
crito sostiene como procedente, al declarar que "en lo rela- 

ÍJVn |, '»ia].'ta< y embarcaderos (que era la actividad 

accesoria de] ferrocarril que estaba en discusión J aparece c>. 
nio indudable que el aludido decreto sób» los ha considerado 
como parte del sistema de las empresas y exentos de gravá- 
menes impositivos en cuanto se ludían afectados como elemen- 
tos accesorios A las Operaciones inherentes a la industria de 
Jos trasportes, que es el objeto único de la concesión ferrovia- 
ria, y no por cierto como instrumento de una actividad espe- 
cial a ejercerse independientemente de aquella industria''. 

8* Que atento a que se luí declarado improcedente la 
exención con que se pretende beneficiar la aefora, correspon- 
de entrar a considerar la argumentación de ésta de que la Mu- 
nieip. de Azul, aun prescindiendo de la exención invocada, 
carece de facultades para crear y aplicar el impuesto de que 
he trata, porque de conformidad con la ley 2s?H. el F. C. del 
Sud está sometido a la iurisdie.-ión nacional exclusiva, incom- 
patible con lu intervención impositiva municipal en fas esta- 
exones, zona de vías y demás dependencias afectadas a la explo- 
tación del servicio ferroviario; y que la Municipalidad carece 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 285 

también de facultades para aplicar impuestos Sobre avisos co- 
locados en el interior de locales de propiedad privada aunque 
los mismos estén abiertos al publico, sosteniendo a este res- 
pecto que al darse la Prov. de Bs. As, h ley orgánica de las 
municipalidades, que las autoriza a percibir impuestos en tal 
ca ráete]", este gravamen .sería inconstiluciuual. 

Que en cuanto al primer argumento, el infrascripto no 
lo encuentra procedente porque la jurisdicción nacional so- 
bre los ferrocarriles establecida por la ley 2*7:1 no existe sino eu 
cuanto se rei'iree a la aplicación de los principios sentados 
por dicha ley, o sea los referentes al trasporte y a la seguri- 
dad del tráfico ferroviario. La misma adora ha reconocido 
tpie h ley 2873 no establece httu stnsu la jurisdicción nacional 
exclusiva pura las empresas de ferrocarriles desde que fundó 
el fuero en el art. 2*. ine. 1' de la ley 48 ,< ratione materiae", 
es decir, por tratarse de una causa regida por la Const. Xac, 
las que haya sancionado o sancionase el Congreso y los tra- 
tados públicos con naciones extranjeras, y en el arl. 2 v f ine. 2", 
de la misma ley, o sea por ser una causa civil en la que cg 
parte un vecino tic la provincia en que se suscitó el pleito y 
un vecino de otra (Cap IVd.'i. mi. -ni r¡,> <¡i¡e .le considerar 
establecida la jurisdicción nacional a favor ella por la ley 
287;?. le habría bastado invocarla para fundar el fuero, cosa 
que no hizo por improcedente. Lo que hay a este respecto 
es que la jurisdicción nacional, con respecto de la ley 2873, 
snrur si"»lo cuando ésta, cu mi calidad (le ley nai-ionul, está 
en juego en el pleito, pero no que esta ley establezca para loa 
ferrocarriles la jurisdicción nacional exclusiva. 

Que en cuanto al último argumento aducido por la 
actora, es precisamente el artículo de la Constitución invocado 
por ella en la enumeración que efectúa, ei HU. el que invalida 
la tesis sostenida por ella, pues según él, las provincias con- 
servan todo el poder no expresamente delegado al gobierno 
federal, debiendo euiendci-.se que a este respecto, como lo dijo 
la Corte Suprema de la Nación "la creación de impuestos, 
elección de los objetos imponibles y formalidades de percep- 
ción, son del resorte exclusivo de bis provincias, cuyas facul- 
tades sobre este particular, dentro de sus respectivas juris- 
dicciones, tienen la propia amplitud de su Poder Legislativo, 
ya se trate de personas, propiedades, posesiones, franquicias, 
privilegios, profesiones o derechos" La única limitación a este 
poder impositivo reservado por las provincias es la de que 
estas no podrán imponer las cosas bienes o personas acerca de 
las cuates hayan conferido poder expreso al gobierno federal, 
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o aea las enumeradas en el art, 4* Comí. Nao., entra las que 
no so hall» por cierto el gravamen establecido sobra la publi- 
cidad, sea ésta — spgiin la amplitud dada id poder impositivo 
provincial por la jurisprudencia superior- citada— en lugares 
privados o públicos. 

De más está decir por sabido que siendo el poder impo- 
sitivo municipal una simple delegación de] provincial ln Mu- 
nicipalidad demandada ha podido válidamente gravar la pu- 
blicidad efectuada en las estaciones, si esta facultad te está 
acordada, como lo está (] e y orgánica municipal) pnr una lev 
de ra provincia. No se viola con ello la propiedad, ni se 
invade a esfera nacional establecida por el art. í¡7. ¡tic. 2", 
Consr. Xac., domo lo sostiene la actora. 

_ Que de acuerdo con el resultado a ipie se ha arribarlo 
en los considerando* anteriores es inoficioso entrar n consi- 
derar fa.s demás defensas opuestas por la demandada, V asi se 
declara. 

Por estos fundamentos, los concordantes del escrito de 
responde, lo dispuesto en los textos legales citados, fallo re- 
chazando la demanda intci-pues| ; , por el P. ('. del Sud contra 
la Municipalidad de Azul, en todas sus partes, con costas — 
Pedro Stmpé. 

Sentencia de la Cámara Federal 

Bahía Blanca, agosto 11 de l!)42. 

Vistos y considerando; Que en el caso F. C. del Suri v. 
Munieip. de Dorrego, fallado pnr este tribunal en líi de abril 
de V.m ("Reg. tic resol ue iones", t. 17, p. 225 y «J. A., t- 54. 
p. 73 K se han tratado y resuelto las mismas cuestiones qué 
aparecen planteadas en la presente íftw. Como en aquel caso, 
la empresa ferroviaria actora sostiene que los avisos colocados 
en las estaciones, parte interior y no visible desde la vía pú- 
blica, están comprendidos en la exención general de impuestos 
de que goza, en virtud del art. 8» de Ja ley 5315 v su reforma 
por la ley UL6S7 y de parte de la Comuna demandada se 
arguye igualmente «pie la eximieión corresponde a las empresas 
de transpone, en su actividad puramente ferroviaria, pero no 
para otros negocios (pie puedan emprender, como ser la ex- 
plotación lucrativa de la publicidad. Por lo tanto, es nueva- 
mente de retordnr que la cuestión jurídica que este plantea- 
miento supone fué examinada ampliamente por la Corte Su- 
prema, si bien no en forma precisa con relación a esta aplU 
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catión concreta, pero sí en cambio con nlinencia a otra ex t wo- 
taeión de actividades portuarias por parte de los fe r roca r riles, 
en el pronunciamiento registrado en el t. 114, p. 408, de la 
publicación tic los "Fallos'' tle dicho tribunal. Dice la Cor- 
te Suprema que ni reglamentarse ta ley 531j 4 "ha quedado 
estableen!» que componen el sistema perteneciente a cada em- 
presa, además de las líneas, ramales, edificios, tren rodante 
y otros bienes de análogo carácter, los innelles, canaletas y 
demás accesorios anexos '*que se relacionen con la eousirueción 
y explotación de los ferrocarriles", siempre que fueran debi- 
da uientr» autorizados por el Poder administrador" (arts. 2?, 
y 12 del Dcc. Regí, de abril 3Q de 1908) ; "que según se 
desprende de los términos expresos de Jas disposiciones per- 
tinentes de este decreto reglamentario y se infiere también con 
evidencia de ]ns fines qne determinaron la sanción del art. 8' t 
ley 531-1, los diversos bienes exentos de impuestos nacionales, 
provinciales y municipales, como integrantes de cada sistema 
ferroviario, son aquellos que "por su naturaleza y su destino, 
son los instrumentos principales o accesorios de su tráfico 
normal" y Jos que deben emplearse en la instalación y cons- 
trucción de sus líneas", y agrega, finalmente, una distinción 
muy importante: "que. por lo tanto, en lo relativo a muelles, 
canaletas y embarcaderos, que es lo que interesa a los fines 
del presente litigio, aparece indudable que el aludido decreto 
sólo los ha considerado como parte del sistema de las empresas 
y exentos de gravámenes impositivos, "en cuanto se hallan 
afectados como elementos accesorios, a las operaciones inhe- 
rentes a la industria de Jos trasportes", que es el objeto único 
de la concesión ferroviaria y no por cierto como instrumento 
de una actividad especial, a ejercerse, independientemente de 
aquella industria". 

Que las estaciones, indudablemente, dentro de las clasifi- 
caciones del susodicho decreto reglamentario, son inmuebles 
que se relacionan con Ja explotación de los ferrocarriles y por 
lo tanto, forman parte integrante del sistema "perteneciente 
n la empresa" que define el art. 2 ? del mismo y mientras se 
considere que se trata de edificios directamente destinados al 
servicio ferroviario, pero cuando esos mismos edificios, sin 
desviarlos de ese destino primordial, son utilizados para otro 
negocio ile la empresa, distinto del trasporte, eomo es el de 
la explotación de la publicidad, surge el problema que vuelve 
a repetirse en el presente caso, de saber si está en considera- 
ción "otro negocio de la empresa explotado en combinación 
con el sistema perteneciente a ta empresa", u "otro negocio 
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o empresa que se relacionen ron La construcción y explotación 
riel sistema", calegorma ambas que, con autorización del Poder 
Ejecutivo, forman tos llamados "sistemas explotados hajo con- 
venio'" (art» íf\ dee. eit.) que unidos ni "sistema perteneciente 
a la empresa", forman en globo lo que se denomina ''sistemas 
explotados por la empresa", que son materia de [a exención 
de acuerdo con el art. 12, me. a), np. 2?. siempre de la pre- 
citada refrlamen1a«-ióii. 

En >] precedente sentado por esta cámara, ya se ha exa- 
minado cómo el negocio de publicidad en las estaciones no en- 
cuadra en la segunda de dichas dos categorías en estudio y 
se estableció en cambia que a juicio tic] tribunal, se trata de 
negocio explotado **en combinación". 

En efecto, tenemos que, por una parte, las estaciones son 
lugares apropiados para la publicidad por razón de la anuen- 
cia de público a las mismas y que el público acude a dichos 
lugares, por razón de necesidad de utilizar el servicio ferro- 
viario, pero eso no sería motivo suficiente para considerar 
extensible al lucro producido por los avisos, la exención de 
impuestos. Es otra fase más recóndita, si se quiere, la que 
justifica la concesión lejía t ele la mencionada franquicia y mi 
inclusión en el decreto regí a me uta rio y ella es la relación es- 
trecha existente cutre toda suerte de provechos obtenidos por 
la» empresas ferroviarias, y« sea de la pura actividad del tras- 
porte, ya de las actividades derivadas y la decisión del capiiat 
extranjero o nacional para emprender la actividad principal, 
por un latió, y por otro, la misma íntima relación entre el 
provecho total de la empresa y las tarifas (pie se cobra al 
público por los servicios. Estas interferencias forman parte 
—y a muy legítimo título — del sistema legal de exenciones 
y estimulas y pretender discutir el acierto eoii que el ('impreso 
Nacional y Poder Ejecul ivo las han tomado en cuenta en la 
lev y en su reglamentación, sería en algunos casos posible- 
mente una crítica justificada de los medios empleados, pero 
no tendría ninguna eficacia en cuanto a la denegación del 
poder o facultad misma de que lia derivado la elección de 
dichas vías de ejercicio de la actividad de los poderes centrales. \ 
No incumbe al Poder Judicial examinar si el ejercicio de los 
poderes ha sido acertado : debe detenerse ante la enm proba- 
ción de que encuadra en las normas determinantes de la esfera 
de acción. Que no basta que la explotación de la publicidad 
sea un negocio separable idealmente del de trasporte, para 
que se íe considere, en el caso y condiciones que en Ja litis 
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se tiene presente, como un negocio no explotado en eombiua- 
eión con ol sistema perteneciente a la empresa. 

En este juicio, la Dir. Oral, de PP. CC. informa (fs. 
42 y 43) rpie el producido de los avisos figura en la Cuenta 
de Ingresos de )¡i empresa, formada a efecto del papo de la 
contribución única del 3 '< establecida por el urt. cíe la 
ley 5313, es decir, que la autoridad administrativa lo engloba 
entre los resultados de la explotación ferroviaria sometidos a 
su fiscalización financiera. 

Que cabe advertir que en el litigio que la Corte Suprema 
resolvió y se ba citado, no pudo prescindir la cámara federal 
que juzgó los hechos de un;, situación que era desde esc punto 
de vista d" la conexión con el negocio ferroviario diametral- 
meiitc distinto, ya que bis instalaciones portuarias en cuestión 
estaban dedicadas "habitualmeure" en unos casos y "exclu- 
sivamente" en otros, a operaciones de carga de frutos del país 
por cuenta de terceros y sólo *' parcial y excepcionalmente", a 
las actividades ferroviarias, o "relacionadas con la explota- 
ción ílel sistema", examen de puntos de hedió que no entró en 
la revisión por la Corte Suprema y a través del cual debió ser 
considerado el caso federal que llevaba a su conocimiento. 

Que en el curso del juicio, e inclusive en la sentencia, se 
ba diNcuHdo o examinado la potestad reglamentaria del Poder 
Ejecutivo al dictar el decreto de abril 30 de 1ÍI08, en el cual 
ha sido ejercitada dicha facultad con relación a la ley 5315. 
Este decrete} no ba sido considerado contrario a la ley ni a Itf 
Constít "m en ninguno de los casos en que la Corte Suprema 
ha te- ■ . ocasión de examinarlo. El art. S" de la ley exonera 
de toda otra contribución que la del 3 f /i a "la empresa", de 
modr que pudo eu tenderse de no mediar reglamentación, que 
la exención abarcaba todas las actividades posibles de la em- 
presa. Al establecer, pues, la reglamentación, las categorías de 
los arts. 2" y 3". lejos de ampliar ba fiel imitado los negocios 
de la empresa susceptibles de constituir el sistema de la ley 
(y por consiguiente de la exención), con lo rpie se ve la impo- 
sibilidad de considerar al Poder Ejecutivo excedido eu el ejer- 
cicio de sn facultad reglamentaria y habrá que remontarse al 
esamen de la ley misma, para establecer sí ha excedido el 
Congreso Nacional sus facultades constitucionales. El a q»<t 
encuentra que un entendimiento de la exención restringido a 
la sola actividad del negocio de trasporte, nace de la naturaleza 
de la facultad ejercitada por el Congreso al conceder aquélla. 
Se acaba de mencionar que el Congreso eximió "a la em- 
presa ", sin discriminación de actividades y cualesquiera que 
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fueran mis fuentes de lucro, de moría que la ¡uterpret ación 
restrictiva un nace del testo legal mismo, por consiguiente 
el distingo restrictivo ataca al ejercicio del poder por el Coii^ 
greso y no es posible aeeptar (pie el Congreso ha obrado dentro 
de au órbita y reputar como cosa aislable que ta amplitud de 
la franquicia es debida, a las interpretaciones ulteriores de los 
reglamentos, o de las aplicaciones judiciales: In amplitud de 
interpretación viene de la ley misma, que es-, es b, que lm 
querido. 

Ahora bien, ¿por qué el Congreso habría deludo limitarse 
a exonerar sola mente el puro negocio de trasporte y no loa 
negocio* subsidiarios que la empresa puede explotar "cu com- 
binación" estrecha, o "en relación' * con su actividad ferro- 
viaria í i Acaso la exoneración de impuestos a esas actividades 
conexas, a esas fuentes de beneficio subsidiarias, no es tam- 
bién un medio de pronto la rnnstruceiún y explotación de 
ferrocarriles? Parece evidente una respuesta 'afirmativa. Pol- 
lo tanto, el Congreso \ m obrado dentro de la facultad con- 
ferida por el ¡ne. l(i del nr(. (¡7 de la Constitución. Como 
antes se dijo, podrá discurrirse rpie el medio de poner en 
ejercicio la facultad es excesivo, no justifieiul» por la n< -< 
sidad, o criticable por cualquier otra circunstancia, pero no 
que esté fuera de la órbita de poderes. 

Que ina vez más se ha mencionado en los debates y reso- 
luciones de este pleito, el tan record ¡ido juego do- las faculta- 
des conservadas por las provincias y de las facultades dele- 
gadas a la Xaeíóu. En el caso V. C. del Sud v. Municip de 
Juárez (julio 2f> de 1938, "Ueg. de resoluciones", tí 3ó, p. 324. 
véase también Kallos de la Corte Suprema, t. 183, p. VM)y 
este tribunal ha examinado ampliamente esta cuestión y a 
dicho examen se remite, bastando que en síntesis reeuerde'sus 
conclusiones: **Xo es posible hablar de poderes conservados 
por las provincias, donde se reconoce que hav ejercicio de 
un poder delegado al Conirreso Xacional ; de modo que en la 
interferencia entre una aplicación del poder delegado y otra 
aplieacióu de poderes conservados, debe interpretarse que la 
voluntad de delegación ha sido tan amplia y general como 
para importar la preeminencia de ejercicio de la delegación; 
no hay más excepción a este sistema, que los poderes " reser- 
vados ", es decir, las reservas expresas, resultantes de pactos 
especiales al tiempo de la incorporación de las provincias a 
1a unidad nacional. Aun de no mediar facultades concurrentes 
de la Nación y de las provincias para idénticos fines, la de- 
limitación de fines no importa rín la delimitación de medios 
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y siempre se produciría este juego de iuterfereucias, cuya 
solución no es otra que la preeminencia de tas facultades de- 
legadas". 

Que aplicando al caso esto doctrina, es indudable que el 
Congreso Nacional, a! exonerar a una empresa de impuestos 
por sus actividades de todo género con tal de decidir o fo- 
mentar su actividad principa!, interfiere las facultades im- 
positivas de las provincias, conservadas por estas para los 
propios finos de su existencia política e institucional, pero no 
ataca con ello la distribución de poderes, puesto fpie la pro- 
vincia conserva sn campo general de actividad y no se ve 
limitada en una aplicación particular de sus facultades, sino 
por causa de haber delegado en el Congreso el poder de esta- 
blecer una aplicación inte rf eren te. 

Que atentas las conclusiones precedentes procede la repe 
tición de impuestos demandada. ^ 

Por ello, revócase la sentencia de fs. 70 y lúcese lugar a 
la demanda, condenándose a la Municip. de Azul a devolver 
a la empresa del F. C, del Sud la mi mu de 2.sí)0 m u.. enn 
intereses desde la demanda y costas, en el término de 10 días. 
— Benjamín th la Vtfja. — Ernesto Sourrouillt. — Luis (fun- 
eález Warcahk. 



Dictamen pf.i. Pace ctí ador Gen'eiui, 
Suprema Corte: 

Procede en este cuso el recurso extraordinario por 
haberse puesto en tela de juicio la interpretación do dis- 
posiciones de las leyes especíales 2873, 5315 y 10.657, 
y ser el fallo apelado contrario a los derechos que invo- 
ca el recurrente. 

En cuanto a la cuestión de fondo, para resolverla 
bastaría aplicar los argumentos que sirvieron de base 
al fallo de V. E., dictado en un caso análogo, donde se 
declaró no ser legalmente cxigihle a los ferrocarriles 
sujetos a la ley 5315, un impuesto a los anuncios pues- 
tos en las estaciones (189:84, Municipalidad de Almi- 
rante Brown v, F. G. del Sur}, Corresponde, en su mé- 
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rito, confirmar la sentencia de la Cámara Federal de 
Bahía rilar ¡i que sirve de motivo a este recurso y corre 
agregada u u, 99-102, en olíanlo ella pudo ser revirada 
por V. E. — Buenos Aires, octubre 20 de 194:?. — Juan 
Alvttm. 

FALLO DE LA COIÍTE SITREMA 

B nonos Aires, 2 de agosto de 1943. 

Vistos tos autos: •« Km presa del Ferrocarril del 
Snd contra Municipalidad de Azul, repetición de pesos 
2.800", en h<s que se ha roueedido a la demandada el 
recurso extraordinario contra la sentencia diotada a 
fs. 99 por la Cámara Fot Ir ral de Bahía Blanca, que hace 
lugar a la acción. 

Considerando : 

Que el recurso se funda en fino habiéndose anipa- 
lo la aotoru en la exención establecida por los arts- 
de la ley J.'íló y Y de la ley l().b'57 f la demandada sos- 
tuvo que ellos eran violatorios de los arts. 4, 10, 67, ines. 
1 a 4, 13 y 1o\ y 104 de la Constitución Nacional, y la 
sentencia apelada desestimó dicha impugnación e hizo 
fagar a 'a acción de repetieiúu. 

Que al respecto la sentencia de fs. 99 se ajusta 
a lo resucito por esta Corte Suprema cu Fallos: 183, 
181 y 190, donde declaró que Ja facultad del Congreso 
de la Xaoión para hacer concesiones de privilegios con 
el objeto indicado en el ine. 16 del art. 67 de la Consti- 
tución Nacional no reconoce mas limitación que la de 
que aquéllas sean temporales, pues dicha disposición 
nada establece con respecto a la naturaleza o el carác- 
ter de tales concesiones. 

Que, por lo demás, esta Corte también ha declarado 
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la invalidez do gravámenes del tipo del que origina oí 
presente juicio (Fallos: 189, 84), 

Por ello, lo dictaminado por oí señor Procurador 
General y fundamentos concordantes de la sentencia re- 
currida, se la confirma en lo que ha podido ser materia 
del recurso. Notifiques? y devuélvanse, debiendo repo- 
nerse el papel en el juzgado de origen. 

Roberto Repetto — Antohio 
Saoabna — B. A, Nazar 
AxcnonENv — F. Ramos 
Mejía. 



ARNALDO ARAHEUETY v. MUNICIPALIDAD DE LA 
CIUDAD DE UPENOS A1HES 

RECUnSO EX TRA OfítHX. i lilO : Cuestión federal. Relación directa. 

Es improcedente el recurso extraordinario fundada en el 
arí. 17 de la Constitución Nacional contra la sentencia 
que en una causa sobre oxprnpiación se<mida ante la jus- 
ticia ordinaria por la Municipalidad de la Capital Fe- 
deral, limita la condena de intereses a los devengados a 
partir de la toma de posesión por el dueño del inmueble 
parcialmente expropiado por no haberse reservado en su 
oportunidad el derecho de reclamar los anteriores. 



Dictamen* del PaoctniADOa (í en* eral 
Suprema Corle: 

De acuerdo a lo resuelto por V. E. con fecha 7 de 
majo p. pdo. en causa "Romero, Carmen Cañas de v. 
Municipalidad d - la ciudad de Buenos Aires —Recurso 
de hecho", similar a la presente, correspondería decla- 
rar nial denegado el recurso extraordinario de apela- 
ción interpuesto a fs. 59 de los autos principales. 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

Dejo a salvo los reparos que opuse al dictaminar 
en la expresada cansí, referibles a la improcedencia de 
la intervención de la Corte Suprema en la instancia re- 
ferida. — Buenos Aires, julio 1* do 1D43. — Juon Al- 
varee, 

FALLO DE LA CORTE SITUE M A 

Buenos Aires, l! di* agosto de 1943. 

Y vista la precedente queja caratulada M Recurso 
de hecho deducido por el actor en los a ni os Arabchety 
Arnaldo c. Municipalidad de Ja ciudad de Buenos Ai- 
res", para decidir respecto de su procedencia. 

V considerando: 

Que el pronunciamiento {le fa, 08 de los autos priu- 
cipales limita la condena de intereses que contiene a 
los devengados a parí ir de la toma de posesión por el 
actor del inmueble en parte expropiado porque consi- 
dera (pie no se reservó en la escritura de fs. lo el dere- 
cho de reclamar los anteriores. 

Que el caso difiere así del resuello en 7 de mayo del 
corriente aíw — causa "Romero, Carmen Cañas de v. 
Municipalidad de Buenos Aires'* Palios: 195, 421 — 
porque media aquí una razón de hecho y de derecho 
común que hasta para sustentar la sentencia apelada, 
y que en el precedente mencionado faltaba. 

En su mérito se tleseslima la queja interpuesta por 
don Arnaldo Arabchety. Uñíase saber; devuélvanse los 
autos elevados como mejor informe al tribunal de su 
procedencia. Rep. v\ papel y archívese. 

RoBEir, o Repktto — Axtoxío 
Safajina — B. A. Nazak 
Axchohena — P. Ramos 
Mejía. 
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COOPERATIVA "ELECTRICA BAHIENSE LTDA." 

RECURSO EX TRAO RDIXARÍO : Hatería ajena. Constitución y 
leyes lócale.*. Procesales. 

Es improcedente el recurso extraordinario fundado en 
que Iti ley 4742 de Ui Provincia de Hílenos Aires cu vio- 
latoria de los arts. 1" y üt>, iuc. 13) de la constitución 
loi-al. ;í^í ennu» también de los arts. 07. ine. It y 108 de 
la Constitución Nacional y de la ley .11.383 en cuanto 
legisla sobre materia reservada al gobierno federal, contra 
la sentencia de la Suprema Curie de Justicia de aquella 
provincia que por entender que la ley impugnada no viola 
derecho alguno del recurrente emanado de la constitución 
provincial — conclusión írrevisible por la vía del art. 14 
de la ley 48 — rechaza la demanda de inconstitucionalidad 
loca! autorizada por los arts. 3t¡8 y siguientes del respee- 
tivo código de procedimientos civil y comercial. 

COXCESIOX: Principios ;/t -aérale*. 

Las actividades y serví cins que deben ser prestados por 
el Estado directamente o mediante concesión —acto le- 
gislativo o municipal por el que delega en una empreña 
la debida realización del servicio público en condiciones 
de tiempo, modo y forma prefijadas — son determinados 
por aquél con prescindencia del interés de los particulares 
que no pueden, sin ser concesionarios, invocar eficazmente 
los derechos de propiedad y de trabajo para exigir que 
se les autorice a colocar en la vía pública las insta laeioikes 
necesarias para prestar un servicio publico, aunque se 
trate tic una cooperativa que pretende establecerlo tan 
sólo para beneficio de sus miembros. 

CONCESION: Principios fjetiemtrs. 

SOCIEDAD COOPERA TI \ A . 

La ley nacional 11.388, sobre régimen de las sociedades 
cooperativas, es ajena a la regla meo l ación por las pro- 
vincias de los requisitos necesarios para el otorgamiento 
de concesiones de servicios públicos. 

CONSTITUCION NACIONAL: Control fie ronstit*e¡onalidad. 

El Poder Judicial carece de facultades para invalidar las 
leyes por razones tío inconveniencia o injusticia. 
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Sentencia de la Suprema Cokte de Ji -«tipia de Buenos Aires 
Acuerdo. 

En la Ciudad de La Plata b 23 de marzo de 1ÍUÍ1, reunida 
la Suprema Corte de Justicia en acuerdo ordinario para pro- 
nunciar sentencia definitiva en la causa: "Cooperativa Eléc- 
trica Báldense Ltda. v. Poder Ejecutivo. Demanda de in- 
constitucional i dad tontra la ley 4742"; se proeedió a practicar 
. la insaculación de ley, resultando que en Ja votación debía 
observarse por los sefmivs jueces el orden siguiente: Drcs. Ale- 
gre, Aran. Amegliíno. Quiroga, Casas " val ta, Argañarás, La- 
vié, no interviniendo el señor Juez Dr. Moreno, poí haberse 
excusado. 

Los Drea. Juan Cuido Pastor ino y Fermín Tí. Moisá, pro- 
mueven demanda de inconstitucional idad contra la ley 4742, 
que declara servicio público el suministro de energía eléctrica 
y establece su reglamentación. 

Corrido traslado al Sr. Asesor de Gobierno, éste lo evacúa 
dentro de término manifestando rpte la demanda ha sido pro- 
movida extemporáneamente y allanándose a ella en todo lo 
demás. 

Oído el Sr, Procurador, llamados autos y lia liándose la 
causa en estado de dictar sentencia, la Suprema Corle resolvió 
plantear y votar las siguientes cuestiones. 

1* illa sido interpuesta en término la présenle demanda 1 

Caso afirmativo. 

2» ¿Es ella justificada? 

A la primera cuestión planteada, el Sr. Juez Dr. Alegre 
dijo: 

I' Dos cuestiones previas, por su naturaleza, lian sido 
articuladas en autos: 1) La propuesta por el Asesor de Go- 
bierno, en su escrito de responde, al sostener que la presente, 
acción ha sido extemporáneamente deducida; y 2) La plan- 
teada por el procurador general, en su dictamen precedente, 
al desconocer personería a la a clora para demandar la in- 
constitucional tdad de la ley 4742. 

Aunque, por su mayor generalidad, cabría acordar pre- 
ferencia a la cuestión sobre falta de personería, resulta lógico 
y práctico invertir en este caso ci orden de su consideración, 
ya que, según lo anota con acierto la parte demandante en su 
escrito de alegato, aquella cuestión sobre personería, tal cual 
lia sido planteada, se liga indisolublemente con el propio fun- 
damento de la acción de inconstitucional idad deducida, lo qui 
hace aconsejable examinarla conjuntamente con este. Por otra 
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parto, este sistema ha sido seguido frecuentemente por esta 
Corte en casos similares. 

2 9 Con referencia al término para promover la demanda, 
la aetora lia sostenido desde su escrito inicial que el caso en* 
cuadraba en la previsión del último párrafo del art. 372, 
C\ Procedimientos en lo Civil y Comercial, por esta triple 
razón: 1} Porque la ley 4742 revisto carácter institucional, en 
cnanto declara servicio público el suministro de energía eléc- 
trica cu la Provincia, sometiéndolo a la fiscalización v jnris- 
dicción del Estado provincial y de las municipalidades, fi- 
ja mí * las condiciones de su prestación y estableciendo el ré- 
gimen de Jas concesiones; 2) Porque sus disposiciones afectan 
las garantías individuales consagradas por la Constitución, 
tales como la propiedad, la libertad de trabajo e industria, el 
derecho de asociarse con fines útiles, etc.; y 3) Porque tam- 
bién vulnera normas de carácter institucional, establecidas por 
aquella Carta, coiim el régimen municipal, la distribución de 
poderes entre el Estado nacional y las provincias, etc. "Estas 
características — expresó baecn perfectamente viable la acción, 
(pie puede entablarse en cualquier momento, sin limitación 
de tiempo, conforme a la última parte del art. 372, C. Pro- 
cedimientos*'. 

Pero agregó la aetora, expresamente, que también la ley 
impugnada afectaba sus derechos patrimoniales, ya que para- 
lizaba el capital de sus socios y obligaría a disolver la entidad, 
con los perjuicios consiguientes, etc.; por lo cual entablaba su 
demanda asimismo por este motivo. Y refiriéndose desde este 
punto de vista, a la limitación contenida en el párrafo 1* del 
art. 372 cit., sostuvo que tal limitación era inconstitucional, 
por lo que pedía que así lo declarase esta Corte, admitiendo 
la demanda y pronunciándose igualmente sobre "las impug- 
naciones que lineemos desde el punto de vista de los derechos 
patrimoniales afectados". 

El 8i*. Asesor de Gobierno, en su escrito de responde, 
sostuvo — sin hacer distinciones de ningún genero — que la 
demanda bahía sido deducida fuera de plazo, pues la ley im- 
pugnada había sido dictada bacía ocrea de 2 años, y el art. 372 
recordado determinaba que la acción debía interponerse dentro 
del mes de dictada la disposición que afectare los derechos 
patrimoniales del querellante. Agrega que la propia deman- 
dante reconocía osa situación y, para sortearla, atacaba la 
inconstitucinnalidad del precepto limitativo; pero, por su par- 
te, recordaba que la jurisprudencia de este tribunal era cons- 
tante y uniforme en el sentido de que el plazo de 30 días era 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



fatal {Serie 12*, t. 1, p. 24Í)) y la demanda debía desestimarse 
ai se interponúi fuera de término (Serie 12*. t. 8, p 359 y t. 3, 
p. 827), debiendo contarse éste desde el día en que La dispo- 
sición impugnada había afectado los derechos patrimoniales 
del querellante, o sea, en el caso, desde que se sancionó la ley 
4742 (Herie 12V t. 1. paga. 240 y 2.18; Serie H*. t. fi. p, 265; 
Serie 10\ t. C t p. 123; t. 5, p. 78; t. 10, p. 522; Serie 14" 
t, 2, p. 440; Serie 11\ t. 8, p, 103). 

El Sr. Procurador General, en su dictamen, no se expidió 
sobre el particular, por entender (pie en cualquier supuesto la 
actora carecía de personería para promover ia demanda. 

En cambio, la demandante insistió, en su alefato, sobre 
sus puntos de vista expuestos eti la demanda, y sostuvo que 
ésta había sido dedueida en término liábil. 

3" Desde luego, ninguna duda cabe (pie la acción se halla 
en término en cuanto cuestiona la violación de las garantías in- 
dividuales eouMigradus j , .r la Constitución, con preseindencm 
de las (pie se refieren al patrimonio, Así, en euanlo se alega in- 
fracción a los ;n'ts. 22. 24. 43 y 183, inc. 8». de aquella Carla, por 
Considerarse que se impide a las sociedades cooperativas el ejer- 
cicio de una actividad lícitii. cot;rtando con ello la libertad de 
trabajo, comercio e industria; que se prohibe a los habitantes 
lo que las leyes válidas no prohiben; que se mata el derecho 
de asociarse con fines útiles; y que se impide la participación 
de las cooperativas en las asociaciones de capitales ¡i que se 
refiere la última disposición citada. 

Con respecto a la impugnación fund .da en los arts. D'-' y 
27 de la Constitución, sosteniéndose que la ley atacada limita 
el derecho del prupietario de gravar libremente sus bienes 
e impide el funcionamiento de las cooperativas, paralizando 
con ello el capital invertido por los socios, la demanda debe 
reputarse comprendida en la 1* parte del art. 372, C, Procesal; 
pero debería decidirse, desde el punto de vista, si el término 
para promover la acción debe contarse desde la fecha de san- 
ción de i' ley impugnada o desde la fecha en que, por apli- 
cación de la misma, se denegó a la actora el pedido de con- 
cesión que formulara a la Munieip. de Bahía Blanca, 
denegación que es ta determinante de la demanda. 

Empero, ni esta cuestión, ni la relativa a lo coustítucio- 
nalidad o inconstitucíonalidad de la limitación contenida en 
la 1* parte del art. 372, es menester considerar en este caso, 
ya que la ley impugnada reviste en su conjunto el "carácter 
institucional" que le atribuye la actora, por las mismas razo- 
nes por ella expuestas y antes sintetizadas, motivo por el cual 
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la demanda encuadra en I«i excepción del párrafo final de 
aquel artículo. 

Es indudable que la clasificación contenida en dicho pre- 
cepto, así como la denominación de "leyes, decretos o regla- 
mentos de carácter inutitucional *' p resultan poco duras y acaso 
injustificadas, ya que la idea de "disposiciones de índole ins- 
titucional" resulta demasiado vaga e indeterminada. Pero aun 
admitiendo, dentro del criterio más restrictivo, que por ella» 
haya querido entender el legislador las disposiciones que or- 
ganizan los poderes y autoridades públicos y señalan sus 
atribuciones, reglamentando a este respecto las prescripciones 
de la Carta Constitucional, aun así, habría de aceptarse que 
cabe en el enunciado una ley que, como la 4742, erige al su- 
ministro de electricidad en un servicio público, es decir, en 
una función de Estado, reglando las condiciones de su con- 
cesión a particulares y señalando en forma genera), para toda 
la Provincia el régimen de su prestación, a la vez que estable- 
ciendo la jurisdicción y lus medios de fiscalización que co- 
rresponden n los diversos poderes y autoridades públicos. 

Este criterio parece natural, por lo demás» ya que la 
restricción contenida cu el nrt. 372 no podría interpretarse 
con criterio amplio, so pena de comprender en ella a casos 
ajenos a los propósitos del legislador; y coincide, finalmente, 
con la orientación liberal que señala la jurisprudencia de esta 
Corte, con respecto a la interpretación y alcance de aquel 
precepto. 

Voto, por ello, afirmativamente. 

El Sr. Juez Dr. Aran votó por la afirmativa por funda- 
mentos idénticos a los expresados por el Dr. Alegre, en su 
voto a la l* cuestión. 

A la 1» cuestión el Sr. Juez Dr. Ameghino dijo: 
El Cód. de Procedimientos distingue en su art. 372 el in- 
terés patrimonial del interés institucional y de las garantías 
individuales a los efectos del término para interponer la de- 
manda de ineonstitueionalidad. 

Por su parte, )a ley 4742 organiza las empresas comer- 
ciales de electricidad como paso previo a la explotación de 
energía eléctrica, exigiéndoles determinados requisitos cuya 
omisión excluye a aquéllas de toda concesión del servicio de 
suministro. Así, pues, se refiere al comercio o a la industria 
de la electricidad, a la producción y al suministro, actividades 
mercantiles por excelencia, que la ley trata de rodear de ga- 
rantías que nada restan ni añaden al carácter de "do ut dea" 
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de las empresas interesadas, ni tranforman en institucional o 
política su condición de industriales o comerciantes, 

"Todo el répimen do esa ley implica una legislación do 
comercio" dice la propia actoru (f. 74), que ataca por ese 
motivo a la misma ley como violatoria de la materia delegada; 
y una legislación de comercio, nn es evidentemente institu- 
cional. El lucro es su motivo determinante, pues ningún acto 
de comercio se presume gratuito. 

Es posible, pues, que las disposiciones de una ley de esta 
naturaleza afecten Uta garantías individuales, pero no en su 
aspecto político f| ue consiste en "mantener la tranquilidad y 
seguridad públicas y -conservar el orden y buenas costumbres", 
sino como una derivación del interés patrimonial, previsto éste 
cu la ley a lo* efectos del plazo para la interposición de la 
demanda. 

El acto institucional propiametife dicho. ley. decreto o 
reglamento, se distingue por su perfil propio» y aunque es 
difícil definirlo se percibe en pericial fácilmente, sin dar lugar 
a confusión. El Sr. ex-Tuez ile esta Suprema Corte doctor 
Aeevedo señaló algunos casos típicos que sirven de ejemplo y 
cíe norma comparativa para excluir aquellos otros en que in- 
terviene el interés patrimonial (Acuerdos v sentencias: t. 1, 
p. 243). 

Al elevarse lias ta el carácter institucional de las decisio- 
nes y a las garantías individuales, a efecto de establecer un 
derecho inmutable para el ejercicio de la acción, la ley lia 
prescindido, como es lógico, del interés patrimonial; de lo 
contrario la 1* parte del art. 372 sería superfina. Apenas 
aparezca, por lo tanto, ese elemento, la exención dejará de 
funcionar. 

Admito la posibilidad de casos dudosos* pero no es segura- 
mente el sub jt'idicr uno de ellos, pues sus lincamientos según 
queda expresado no pueden ser más claros. 

La teoría expuesta ha sido, además, aceptada por esta 
Corte (Acuerdos y Sentencias. Serie 17*, t. 1. p. 502). 

Estando en el sub jútlim vene ido el plazo ríe JO días esta- 
blecido por el precepto antes mencionado, desde la afectación 
de los intereses patrimoniales de Ja recurrente, por las leyes 
4742 y 4687, voto por la negativa. 

A la 1" cuestión planteada el Sr. Juez Dr. Quiroga votó 
por la negativa, por tas mismas razones expuestas por el Sr. 
Juez Dr. Ameghíno. 

A la 1» cuestión planteada el Sr, Juez Dr. Ca$aa Peralta 
dijo: 
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Por los fundamentos que tuve ocasión de expresar en 
los " Fallos " de esta Corte de la Serie 15% t. 7, p. 371; Serie 
16% t. 6, p. 274 y t. 8, p. 195, y Serie 17», t. 1, p. 502, estimo 
que la acción lia sido interpuesta fuera de término en cuanto 
cuestiona la eonstitucionalidad de la ley 4742, en lo que afeeta 
intereses patrimoniales (p. 73 vta. de la demanda), pues con- 
sidero que todo lo que discute el reclamante en esa parte hace 
a su actividad comercial, no en el sentido de que se le impida 
el comercio mismo o que se ataque su derecho de propiedad, 
sino en el de hacer cesar los beneficios que el desenvolvimiento 
de la empresa puede producir. En todo lo demás, juzgo que 
la demanda está en termino, remitiéndome ¡i las razones adu- 
cidas en los falíos que he citado ínrt. 372. del Código de Proc. 
Civil). 

En tal sentido doy mi voto. 

A la 1» cuestión planteada el Sr. Juez Dr. Argañará» dijo: 

Consecuente con el criterio ya sentado al dar mi voto 
en casos anteriores ("Fallos". Serie 14'. t. 3, p. 117; Serie 
15», t 7, p. 371; Serie 16% t. (i. p. 274; t. 8, p. 228; Serie 17% 
t. Í, p. 502), y por las razones allí expuestas juzgo que la 
presente demanda no ha estado mijeta al término de caducidad 
que fija el art 372, 1» parle, Cód. Procedimientos, pues con 
arreglo a la excepción establecida en la 2» parte del mismo 
texto legal, tal término no rige cuando, como ocurre en autos, 
la demanda ha sido fundada en la violación de garantías in- 
dividuales; sin que en este caso haya de distinguirse entre 
demandas de earíicter patrimonial y demandas de otra índole, 
pues al establecer la excepción del texto legal no lo ha hecho. 

Voto, en consecuencia, por la afirmativa. 

A la 1* cuestión planteada el Sr. Juez Dr. Larié votó 
por la afirmativa por las mismas razones expresadas por el 
Dr. Alegre en su voto a la 1« cuestión planteada. 

A la 2» cuestión planteóla le Dr. Alegre dijo: 

1* La soeiedad aetora ? fundada en julio 22 de 1934, se 
constituyó con el objeto específico de "producir corriente eléc- 
trica, para suministrarla a sus asociados", vecinos todos de 
la ciudad de Bahía Blanca, y obtuvo del P. E. provincial, con 
el reconocimiento de su personería jurídica, la autorización 
para realizar las operaciones motivo de su fundación (art. 2% 
inc a) de los estatutos y decreto de enero 31 de 1935). 

Debe hacerse presente, sin embargo, que con anterioridad 
a la constitución de la Cooperativa, la Munieip. de Bahía 
Blanca por ordenanza promulgada en agosto 12 de 1927, tenia 
acordada concesión por 20 años para el alumbrado publico 
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y particular del municipio, en favor do la sociedad anónima 
Empresas Eléctricas de Bahía Blanca", concesión que la 
Legislatura provincial bahía ampliado a 3.1 años, en lo que 
respecta al alumbrado particular mediante Ir lev 4107 pro- 
mulgada en octubre 31 de 1932. 

A pesar de la existencia de esta concesión anterior, la 
Cooperativa so organizó y a fines del año 1939 había ya ter- 
minado el edificio destinado a su usina, contando a la fecha 
de la demanda 3.996 socios, un capital suscrito de $ 416.800 v 
uno realizado de $ 352.703,05, todo ello según se expresa en 
el escrito de demanda. 

A partir de noviembre de 193;>, la Cooperativa realizó 
insistentes, si bien infructuosas gestiones ante ta Municipa- 
lidad para obtener la autorización inditpensable ffl cumplí- 
miento de sus fines y asimismo para que la Comuna se aso- 
ciara a la empresa, aportando capital, Por ordenanza de julio 
27 de 1936 se la autorizó, en efecto, para producir y vender 
energía eléctrica a sus asociados y para ocupar a tal fin la vía 
pública; pero esa ordenanza füé vetada y devuelta al C\ 1). 
por el intendente municipal, en uso del derecho consagrado 
por el inc 5* del art. 80 de la respectiva ley orgánica y en 
base a la existencia de la anterior concesión/ aparte de otras 
razones que se consignaron cu el mensaje correspondiente. El 
23 de diciembre del siguiente año 1937, el Concejo sancionó 
una nueva ordenanza, por la cual se autorizaba también a la 
Cooperativa a ocupar las vías públicas con las instalaciones 
destinada» a la producción, introducción, trasporte, distribu- 
ción y venta de energía eléctrica para uso de sus asociados; 
mas también esta segunda ordenanza fité vetada por el D. E. 
en enero 10 de 1938, por las mismas izones expuestas. En 
julio del mismo año la Cooperativa ge^ionó de la intendencia 
municipal cJ retiro del veto opuesto, Hiendo desestimada su pe- 
tición en agosto 2 siguiente, por lo que ocurrió ante el cuerpo 
deliberativo solicitando la insistencia en la ordenanza sancio- 
nada o la sanción de una nueva que permitiera el funciona- 
miento de la usina ya instalada. El Concejo, por resolución 
de noviembre 28 de 1938, limitóse a disponer que el D. E. 
conviniera con la Cooperativa los extremos dentro de los cua- 
lea podría ésta usar de la vía pública para el cumplimiento de 
sus fines; pero tampoco este procedimiento dio resultado, puea 
la intendencia exigió que la concesión se ajustara a la ley pro- 
vincial 4742. recientemente sancionada, relativa a los servicios 
eléctricos. Ante tal situación, la Cooperativa ocurrió final- 
mente al C. D. alegando la iuconstitucionalidad de esa ley 
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y reiterando su solicitud de permiso, gestiones que terminaron 
con tina simple petición de aquel cuerpo a la Legislatura en 
el sentido de que se reformara ta ley 4742, 

A raíz de ello se ha promovido, en agosto 2íi de 1940, la 
presente demanda de mcnustitucionalidad. 

2* En ella se expresa que, como la denegatoria muni- 
cipal a la concesión solicitada por la ('«operativa se ha fun- 
dado, en definitiva, en la exigencia de que ella se ajuste a 
las Disposiciones de la ley citada, y romo esta impone ü los 
concesionarios de energía eléctrica condiciones de cumplimiento 
imposible para las sociedades cooperativas, impidiendo lisa y 
llanamente el funcionamiento de las cooperativas eléctricas, la 
aetora se lia considerado con derecho a promover esta acción, 
por hallarse afectada en sus interesen. 

Los impedimentos a (pie alude derivan de las siguientes 
disposiciones de ta ley de elecl ricidad. 

1} De su nrt. 2', inc oh ene obliga a prestar el servicio 
eléctrico a todo el que lo solicita, lo que no pueden hacer las 
cooperativas porque sus servicios deben limitarse exclusiva- 
mente a sus socios, conforme al art. 2*, inc. 13, ley 11.388. 

21 De su art. 12, i «es. b) y li) J (pie obligan al coneesicna 
rio a extender sus obligaciones a todo el territorio abarcado 
por el acto creador del servicio, lo (pie tampoco puede ser sa- 
tisfecho por las cooperativas, cuyo radio de influencia depende 
del paulatino aumento del número de socios, no abarcando ini- 
cialmeute a todo el municipio. 

3) Del inc. d) del mismo artículo, que impon*- como requi- 
sito para el otorgamiento de la concesión, la realización efectiva 
del 4(1 7c del capital misario para las obras e instalaciones 
dentro del territorio de aquélla, lo cual tampoco puede ser sa- 
tisfecho por las cooperativas por las mismas razones preceden- 
temente expuestas, 

4) Del inc. g) del mismo art. 12, en cuanto supodita el 
otorgamiento de nuevas concesiones a la imposibilidad de aten- 
der las necesidades de modo completo sin acudir a nuevos con- 
cesionarios, por lo cual las poderosas empresas que explotan el 
servicio pueden impedir el Funcionamiento de las cooperativas 
comprometiéndose a extender sus servicios. 

5) Del art. 13, que prohibe gravar cu más del 30 % loa 
bienes de las empresas concesionarias, lo cual impediría a las 
cooperativas adquirir con prenda — <-omo es de práctica — los 
motores indispensables, que son de elevado costo. 

6) Del art. 14, en cuanto obliga a comenzar las obras 
dentro de los 3 meses de otorgada la concesión, término éste de 
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imposible cun plimiento para las cooperativas, por razones ma- 
teriales. 

7) Del art. lí\ que establece tu igualdad de cargas entre 
el prestatario anterior y los nuevos concesionarios, lo cual im- 
pediría también la subsistencia de las cooperativas, ya que éstas 
sólo pueden funcionar mediante franquicias especiales, acorda- 
das por las leyes y ordenanza* nacionales como provinciales v 
municipales. 

8) En fin. del art. 18, (pie obliga a los n nevos con ees i fi- 
líanos a adquirir del prestatario anterior las instalaciones 
aprovecbables, lo que tampoco pueden liaeer las cooperativas 
dado lo exiguo de sus capitales en relación al costo de las ins- 
talaciones exigentes. 

Se agrega en la demanda que la ley 4742 es de orden ins- 
titucional en cuanto declara servicio público el suministro (le 
energía eléctrica, sometiéndolo tl U fiscalización del Estado 
provincial : en cuanto establece las condiciones del servicio y 
crea los organismos eou jurisdicción especial sobre él; y eti 
cuanto impone por sí misma el régimen de las eoncesicnesYpcro 
que esa organización lejral atiera, por una parle, normas de 
carácter institucional establecidas por la. Constitución de la 
Provincia, como el régimen municipal, por ejemplo, v, por otra 
afecta y destruye garantías individuales consagradas por eí 
mismo estanno potítieo, eomo la propiedad, ln libertad de tra- 
bajo e industria, etc. 

Con respecto a! primer aspecto (violaciones de carácter ins- 
titucional ), sostiene qué fa ley impugnada infringe los arts, 1' 
y 90, inc. 13 de la Constitución, al legislar sobre materia de- 
legada al Gobierno de ta Nación; el art. 33 al autorizar una 
delegación de poderes prohibida por hi í'urta Fundamental; 
y los arts. 1M, 1*2 y 183. ine. 4» al imponer al régimen muni- 
cipal de la Provincia re rieciones indebidas. 

Por lo que concierne al segundo aspecto (violaciones que 
afectan a las garantías individuales), niega que la lev 4742 
infringe los arts. 9« y 27 de la Constitución ai limttir el dere- 
cho del propietario a gravar libremente sus bienes y al tornar 
imposible el funcionamiento de las cooperativas, paralizando 
con ello el t-apital invertido por sus socios; infringe también 
los arts. £2 y 24 ai prohibir a los habitantes lo que tas leyes 
validas no prohiben y al impedir a las cooperativas el ejerci- 
cio de una actividad lícita, coartando de tal modo la libertad 
de trabajo, comercio c industria; viola asimismo el art. 43, 
porque mata el derecho de asociarse con fines útiles; v, final- 
mente, contraviene el art. 183, me. 8', desde que impide ta 
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participación de las cooperativas en las asociaciones de capí* 
tales a que esta última disposición se refiere. 

3 o El Sr. Asesor de Gobierno, en su escrito de responde, 
se luí limitado u alegar Ja exlemporaneidad de la demanda 
—materia ésta ya decidida ni votarse la precedente cu catión — , 
mas no lia opuesto defensa alguna de fondo y, por el contrario, 
invocando ''expresas instrucciones de la misión federal a quien 
representa en esta instancia", lia manifestado que "se allana 
en un todo a los puntos de vista expuestos por la parte autora, 
de donde resulta la inconstitucional idod de la ley que la 
afecta". 

El Procurador (icneral tic esta Corte, en sn dictamen, con- 
sidera que tal allanamiento a la demanda es inoperante» por 
las razones que 'Minucia y que, por mi parte, reproduzco, ha- 
ciéndolas mías. 

No participo de la tesis sustentada por el Sr. Asesor de 
Gobierno en el sentido ele que el mismo asume, en esta instan- 
cia, la representación del I'. E, provincial o de la misión fe- 
deral que eireu listan cialmejlte lo ejercía al tiempo de la con- 
testación. La intervención que Je atribuye la ley emana exclu- 
sivamente de ésta (artículo 374. Cód, de Procedimientos) y no 
comporta la representación del P. E., cuya opinión no tiene pa- 
ra qué ser oída cuando se trota, como en este caso, de la im- 
pugnación de un acto legislativo. En todo caso, el represen- 
tado debería ser el Poder Legislativo provincial. 

Por lo demás, admitir en el P. E, la facultad de allanar- 
se a una demanda de inconstitucionalidad dirigida contra una 
ley de la Provincia, equivaldría a autorizarlo al ejercicio ili- 
mitado del veto fuera de las oportunidades taxativamente se- 
ñaladas por la Constitución, lo que es inadmisible. 

Aparte de ello, la intervención acordada en estos juicios 
al Sr. Asesor de Gobierno, responde a la necesidad de asegu- 
rar la "defensa M del acto atacado, lo que resulta incompati- 
ble con la actitud de allanamiento de (pie se trata. La posi- 
ción de aquel funcionario, a este respecto, no difiere esencial- 
mente (le la que corresponda en los juicios conteiiciosoadminis- 
trativos al Fiscal de Estado, y aun al propio Asesor de Gobier- 
no (art, D 9 , del Código de la materia), a quienes la ley les ha 
confiado la defensa del acto do lo administración, cualesquie- 
ra sean los dictámenes que ellos mismos hubieren emitido du- 
rante la instancia administrativa del particular reclamante. 
Es que cu materia del derecho público no son aplicables los 
principios sobre al tana miento a las demandas, propias del ré- 
gimen procesal de derecho privado, por las obvias y bien fim- 
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dadas razónos a que se refiere el dictamen del Procurador Ge- 
neral, a laa cuates me remito. 

Prescindiendo, por ello, del allanamiento ron tenido en la 
contestación , nano a ocuparme de Ins c oes t iones propias del 
juicio. 

4* lie dicho ya que ta Cooperativa demandante se ha 
considerado parte legítima para promover esta aeriúu, en ra- 
tón de que constituida y autorizada por el i*. K. provincial 
y por la ley nacional sobre cooperativas para producir y su- 
ministrar a sus asociados energía eléctrica, se ve impedida de 
cumplir sus línea porque la ley impugnada veda ta prestación 
de tales servir jos por parir ¡l" las. eooperatívaH eléctricas. 

El señor Procurador General lia negado a la autora esa 
personería que se atribuye, sosteniendo, por una parte, que 
no media lesión efectiva a los derechos de la demandante por- 
que aun no lo ha sido concretamente aplicada la ley 474^, y 
alegando, por otra, que no se encuentra en juego ningún ' 4 de- 
recho constitucional" de la querellante, ya que la Carta Fun- 
damental dé la Provincia no le ha garantido el de ser conce- 
sionario de servicios públicos. 

Como la cuestión sobre personería, así propuesta, -se liga 
indisolublemente al fundamento mismo de la demanda, por 
lo menos en lo que concierne al último argumento aducido por 
el procurador, opio por afrontar cu su conjunto la wnsidera- 
cióii del problema, dentro de la presente cuestión. 

5* Estima el señor Procurador General que hasta la te- 
cha no se ha denegarlo definitivamente a la adora la conce- 
sión en que se interesa, ¡u m> ]<■ lian aplicado, por consiguien- 
te, las prohibiciones que a su respecto emergerían de la ley 
* impugnada, por lo cual no inedia una "lesión jurídica ya con- 
sumada", como a mi juií-¡<< serta menester para reconocerle la 
personería que se atribuye. Agregr ipie la gestión hecha por 
ella ante la Municipalidad no eonfl -tira un caso de aplicación 
concreta de esa ley y que, en rigor, la demanda se funda en 
un agravio meramente eventual y no en una afectación positi- 
va y real de sus intereses y derechos, como que "la Cooperati- 
va trata de justificar su carácter de parte interesada argu- 
yendo que la ley le impedirá obtener la concesión indispensa- 
ble para funcionar". 

Ko comparto este criterio. 

Prescindiendo del carácter definitivo o no de la denega- 
toria a que se refiere el punto 1^ de este voto, es evidente que 
la Intendencia Municipal —autorizada por el C. 1). para con- 
venir con la nctora Jas condiciones de la concesión de uso de 
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la vía pública n los fines de su institución — ( ha exigido que 
tal concesión se «justar» a los términos de la ley 4742. Y si 
las disposiciones de ésta impiden, como se asegura en ta de- 
manda, y no es dudoso, que la Cooperativa báldense pueda 
tener a su cargo Jos servic ios públicos de electricidad, forzoso 
será reconoce)' personería a ln demandante, siempre que sos- 
tenga que tal prohibición afecta las libertades, derechos, exen- 
ciones u garantías establecidas en su favor por alguna cláu- 
sula de la Constitución, como lo hace en su demanda. 

Por lo demás, aunque no mediara denegatoria alguna por 
parte de la Municipalidad, bastaría demostrar — para justi- 
ficar la personería de que se trata — (pie realmente la ley de 
electricidad, de aplicación indudable a la concesión que se ges- 
tiona, obsta a su otorgamiento. Ni la Constitución (art. 149, 
ine. 1*), ni la ley reglamentaria (urt. *171. Cóil. Procedimien- 
tos), exigen ln aplicación anterior de la disposición impugna- 
da a Ja parte reclamante, bastando con que la norma "com- 
prenda'' a esta ultima y a ella "«leba aplicársele". 

Reunidas estas condiciones, eomo evidentemente ocurre en 
el presente caso, no es dudo*, que la aerora revisto \n calidad 
de "parte interesada" para promover Ja acción que se con- 
sidera. 

G ? El segundo argumento aducido en el dictamen del 
procurador general se contunde, como he dicho con el funda* 
mentó mismo de la demanda, pues se desconoce a la Coopera- 
tiva aetoni la posesión do derechos subjetivos, de índole cons- 
titucional, para reclamar la concesión que solicita, pese al in- 
terna que indudablemente tiene en ella. 

Desde luego, y así lo tiene establecido la constante juris- 
prudencia de este tribunal, es indudable que la acción de in- 
eonstitucioiialidad no tiene carácter populan ñu lia sido confe- 
rida en defensa de meros '* intereses económicos" de los par- 
ticulares, sino (pie ha sido reservada exclusiva: ¡ente para aque- 
llos que demuestren la posesión de un "interés jurídico", de 
"orden constitucional", es decir, para quienes invoquen mi 
derecho subjetivo preexistente asegurado, por la propia Carta 
Fundamental (libertad, exención o garantía), el cual aparez- 
ca vulnerado o desconocido por el acto del poder público que 
se impugna (jurisprudencia citada en el dictamen a que me 
refiero). 

Y bien; el agravio concreto que exterioriza la actora, o 
sea, que la Jey 4742 torna imposible la prestación del servicio 
público de electricidad por parte de las sndedade- cooperati- 
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vas; ¿afecta algún príneipio de la ConstltuiMÓn de la Pro- 
vincia ? 

Eh evidente que ningún precepto de nuestro estatuto po- 
lítico ha consagrado en favor de los particulares el derecho a 
ser concesionarios de un servicio público, porque éstos, por 
bu propio carácter de tales, Constituyen funciones «le Estado, 
cuyo ejercicio so halla reservado, al menos en principio, a los 
órganos y poderes del gobierno. 

lia atención de lo» servicios públicos generales o locales 
constituye, sin duda, una verdadera función estad nal. por na- 
turaleza' extraña al patrimonio jurídico de los particulares. 
Sea que tal función la ejerza directamente el Estado por el 
órgano de sus autoridades y funcionarios públicos, sea (pie la 
atienda indirectamente por medio de concesionarios, sea, en 
fin, que el servicio se preste en forma mixta, por empresas ofi- 
ciales-particulares, e! verdadero y único titular es siempre, y 
necesariamente, el Estado mismo (nación, provincia o muni- 
cipio). 

Por cü us igu ¡ente, la de negación de concesiones de servi- 
cios públicos a un particular — como es el caso de autos — no 
puede entrañar una lesión constitucional a los derechos del 
interesado, como fuera menester pura el ejercicio de la aeción 
de ineonstitueionatidad, 1 'Todos los habitantes del país —ha 
dicho Várela en su «Proyecto de Código de lo eouteneiosoad- 
ministrativo*. edieióu oficia!, p. 90 — tienen derecho de pedir 
a la autoridad administrativa una gracia, una concesión espe- 
eial o un privilegio, invocando sólo la equidad u otras conce- 
siones "¡semejantes hechas a otras personas. Sin embargo, si la 
autoridad administra! iva denegase lo que se le pide, no vul- 
neraría derecho alguno preexistente, ni el particular a quien 
se le negase tendría acción alguna". 

Estas palabras, dirigidas a la materia conteueinsoadm ilus- 
trativa son rigurosamente aplicables también a la acción por 
inconstitucional ¡dad. puesto que ella no sólo requiere la pose- 
sión de un derecho subjetivo preexistente, sino que tal derecho 
emerja de la propia Carta t 'on>titueinnal t 

Ésla no consagra — repito — ningún 4 *derecho de conce- 
sión de serviidos públicos" en favor de particulares y, por el 
contrario, hace de su otorgamiento una "facultad" o '* atri- 
bución" explfeita de los poderes públicos, de la que éstos pue- 
den o no hacer uso. 

El desecho individual a la explotación de un servicio 
público sólo puede nacer del acto concesión mediante el cual 
el Estada j.or el órgano eompelente, delega transitoriamente 
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en mi particular la función n su cargo, sujetándola a las nor- 
mas que ese mismo acto concesión establece. No <*xíste, por en- 
de ningún derecho subjetivo del particular, preexistente n la 
concesión. 

Así lo tiene reconocido este tribunal en los fallos que men- 
ciona el dictamen del Procurador y en uno reciente {de junio 
de !S)42. causa uúm, 27.087). 

7" En ese último Callo ha recordado el tribunal que el 
otorgamiento de las concesiones constituye un acto discrecio- 
nal del poder público, por lo menos mientras una ley regla- 
mentaria no haya señalado las norman n qiv? el mismo debe 
ajustarse, ni haya reconocido el "derecho a la concesión" en 
favor de particulares que satisfagan los requisitos y condicio- 
nes exigidos. 

En este caso, la impugnación del querellante se dirige 
precisamente a esa ley reglamentaria, presentándola como con- 
traria a los preceptos de la Constitución. 

Sin perjuicio de abordar el examen concreto de sus ale- 
gaciones, desde este punto de vista, deseo destacar ante todo 
que la reglamentación de concesiones de servicios públicos 
debe inspirarse exclusivamente en motivos de interés general 
y de ventaja social, sin consideración alguna al interés particu- 
lar de los aspirantes a la concesión; y que la apreciación de 
tales motivos determinantes compete privativamente al Poder 
Legislativo, no pudiendo <*sta Suprema Corte penetrar en ellos 
mientras no se demuestre que tal apreciación es arbitraria e 
irrazonable, pues sólo entonces podrían reputarse viuladas las 
normas fundamentales que la Constitución ha establecido como 
base de nuestra organización social y política, 

¿Ha jtistifieado la actnra extremos tan esenciales? A mi 
juicio, la respuesta negativa se impone sin esfuerzo. 

Acertada o no la solución legislativa que representa nues- 
tra ley provincial 4742 —aspecto éste vedado al pronuncia- 
miento del tribunal — es lo cierto que sus disposiciones no 
aparecen en modo alguno arbitrarias ni irrazonables, ni cons- 
piran contra los principios básicos de la Constitución que nos 
rige. 

La ley se ha preocupado de establecer los requisitos téc- 
nicos, económicos y demás que el legislador ha reputado nece- 
sarios o convenientes en materia de concesión de servicios eléc- 
tricos, con el inequívoco objeto de asegurar la efectividad, 
continuidad y generalidad fie la prestación, caracteres insepa- 
rables todos ellos de la noción misma del servicio público. 
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Si ni bncerlo lia renido u excluir a las sociedades coope- 
rativas de la prest ación del servido público (le electricidad, 
nada hay en ello de injustificado ni arbitrario, puesto que es 
de la esencia misma de tal servicio, como lo reet íioce unáni- 
memente la doctrina, mi prestación oMinatm-ia a todos los ha- 
bitantes que lo soliciten denlro de las condiciones generales es- 
tablecidas. Por consiguiente, si las cooperativas sólo pueden 
prestar el servicie? exclusivamente a sus asociados, por estable- 
cerlo asi la ley nacional que las rige, es indudable su inea- 
pat'idud para ser titulares de una concesión de este género. 
Tal incapacidad deriva, no precisa mente tle la ley impug- 
nada, romo se sostiene, sino de su propia condición de exis- 
tencia legal, que tes impide satisfacer uno t}e los requisitos 
ineludibles de todo concesionario de servicio público; exten 
der la prestación ¡d público en general. 

Cllo un significa, sin embargo, que la ley 474*2 vede la 
libre asociación de los vecindarios interesado*, ni la acción fie 
sus capitales particulares, a los efectos de atender sus propios 
servicios elóiq ricos, mediante la formación de usinas popu- 
lares. Ninguna restricción específica contiene la ley en tal 
sentido, pues si bien impide la asociación de tus vecinos bajo 
]n forma de cooperativas, no obsta a su constitución bajo otras 
formas sociales. 

8* Tampoco considaro susceptible de revisión judicial el 
priteric legislativo que inspira las demás disposiciones de la ley 
4742 impugnadas en la demanda, con referencia a otros re- 
quisito* impuestos para el otorgamiento de las concesiones. 
Tales requisitos, aplicables por igual a todo concesionario y 
no solamente las sociedades cooperativas, no comprometen prin- 
cipio constitucional alguno. 

Abí, la exigencia sobre realización efectiva del 40 % de! 
capital necesario u las obras e instalaciones, y la prohibición 
de gravar en mas de un 30 VÍ los bienes afectados al servicio, 
importan condiciones destinadas a asegurar la efectividad y 
regularidad de la prestación, exigiendo de los concesionarios 
un mínimo de capacidad económica cu relación con la impor- 
tancia del servicio a mi cargo. 

La obligación de iniciar las obras dentro tic un plazo de- 
terminado, a contar desde la concedan (3 meses), y la fie ex- 
tender los servicios a todo el territorio señalado en ella, cons- 
tituye asimismo condiciones naturales y lógicas, corrientes en 
todo acto concesión de servicio público. 

Más aun lo es la <|iie establivc la igualdad de cargas entre 
los diversos prestatarios de mi mismo servicio local, pues esta 
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cláusula tiene nn/i verdadera raíz constitucional (art. 10, Cons. 
tituetón Provincial), que no podría válidamente cuestionarse 
invocando simplemente d "interés" de la actora, sobre conser- 
vación de Franquicias y privilegio* especiales. 

Ninguna de estas restricciones importa desconocer dere- 
chos, libertades, exenciones o paran tías en MNt unidas por la 
Curta Fundamental, como se pretende. A ello voy a referirme 
brevemente en seguida siguiendo el orden del escrito de de- 
manda. 

í) Xo es exacto rpie | :| legislación sobre servicios; eléc- 
J ricos en \n Provinci.i constituya materia delegada por la Cons- 
titución (arts. I» y UO, inc. 13) a las autoridades del (íobier- 
no federal. Por el contrario, la Provincia se ha reservado la 
facultad de legislar sobre "todo asunto de interés público y 
general de la Provincia, cuya naturaleza v objeto no corres- 
ponda privativamente a los poderes nacionales" (disposición 
última citada). Y por cierto que la actora no invoca, ni podría 
invocar, precepto alguno del estatuto político nacional que 
ampare sus pretensiones ant ¡autonomistas. 

La cita fiel nrt. f>7. inc. 11 de éste es del todo incondu- 
cente, puesto que la ley impugnada para nada reglamenta la 
actividad ni el funcionamiento de las cooperativas, ni cons- 
tituye una legislación de carácter comercial, sino que se limita 
a reglamentar los servicios eléctricos dentro de la Provincia, 
materia ésta absolutamente extraña a! régimen de los derechos 
privados. Por consiguiente, la ley provincial no contraviene 
disposición alguna de la nacional ll.ÜHH. la mal, por su parte, 
no batiría podido válidamente referirse a las actividades de las 
cooperativas como concesionarias de servicios públicos locales. 

2) Sostiene también la actora, incurriendo a este respecto 
an una notoria inconsecuencia con la alegación precedente- 
mente examinada, que la Constitución Provincial ha reservarlo 
exclusivamente al régimen municipal todo lo relativo n los ser- 
vicios eléctricos de las comunas, por cuvo motivo la Legislatura 
provincial, al reglamentarlos, invade las facultades constitucio- 
nales ile los municipios, violando con ello los arts. 181. 182 y 
183, inc. 4\ de aquella Carta, como asimismo su art. 33, que 
prohibe la delegación de poderes. 

Este aspecto del caso ha sido ya ampliamente examinado 
por el tribuna* en un fallo reciente (Herie 17*, t. 10, p. 84), 
en sentido desfavorable a la tesis de la actora, 

Se ha establecido allí que la Carta Fundamental de la 
Provincia sólo asegura a los municipios la facultad de "admi- 
nistrar" los servicios públicos locales, "atendiendo" directa- 
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mente a su prestación, pero no les luí conferido la atribución 
de "legislar'' exclusivamente sobre estas materias» pues esta 
ultima facultad há quedado reservada por la Constitución pa- 
ra la Legislatura provincial Es ella r|tiicn puede señalar, en 
forma general para toda la Provincia, las normas generales a 
que deben sujetarse las comí mus en materia de organización 
y concesión de servicios públicos. 

En e! mismo fallo, a cuyos fundamentos me remito por 
razón de brevedad, se tía demostrado ijne ''tas municipalidades 
carecen He facultades constitucionales específicas en materia 
de servicios públicos, y lus cpie poseen son puramente legales", 
por lo cual "no puede discutirse la facultad de la Legislatu- 
ra para reglamentarlas, ni para sancionar normas generales 
o comunes para toda la Provincia'*, 

3) Preténdese asimismo por la demandante que la ley 
4742 infringe los arts. 9» y 27, de la Constitución Provincial y 
el art. 2513, del Cód. Civil, al limitar el derecho del propieta- 
rio a gravar libremente sus bienes (pues prohibe afectar con 
gravámenes en más de un 30 r /í las bienes destinados al ser- 
vicio) y al tornar imposible el funcion uiiiento de las coopera- 
tivas eléctricas, paralizando con ello el capital invertido por 
sus socios al amparo de las garantías que representa la ley 
nacional sobre cooperativas. 

Con respeeto al primer motivo, se lia explicado ya la razón 
de aer de la prohibición contenida en la ley. Ella no se rela- 
ciona en absoluto con el derecho de propiedad particular con- 
sagrado por la Constitución, ni con la reglamentación del do- 
minio contenida en el Código Civil. Trátase aijuí de disposi- 
ciones de derecho público, vinculadas a los servicios generales 
del Estado, materia ésta ipie escapa por completo a la esfera 
de los derechos individuales, careciendo de toda relación roa 
el patrimonio jurídico de los particulares, si la concesión im- 
plica, como ha quedado dicho, una delegación ele funciones 
efectuada por el Estado a im particular y si por lo mismo, 
puede rehusarse su otorgamiento reservándose el Estado la 
explotación directa de] servicio. ; cómo no habría de poder su- 
peditar el otorgamiento de las concesiones al cumplimiento 
de los requisitos rpLe el poder público eoneedente considere 
convenientes o necesarios para asegurar la prestación cu fa- 
vor del público, destinatario final de la misma f 

La prohibición de gravar más allá de cierta medida los 
bienes afectados a un servicio público, no comporta ninguna 
restricción al dominio individual, puesto ijuc tal cláusula 
no afecta a! propietario por el hecho de serlo y sólo rige para 
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quienes aspiran a la calidad de concesionarios. La afectación 
de los bienes particulares a aquel destino es absolutamente li- 
bre; la ley no la impone; por consiguiente, los derechos del 
propietario no están limitados sino por su propia voluntad, 
al acogerse a la concesión. 

Igualmente injustificado es el segundo motro (pie se adu- 
ce, relativo a la paralización de capitales de la compañía ado- 
ra. El argumento sería valedero si la misma hubiera obtenido 
con anterioridad la concesión en que se interesa, y la ley vi- 
niera a tornar imposible su funcionamiento. Pero ya se ha vis- 
tu que tal concesión nunca le fué otorgada por existir una an- 
terior en plena vigencia. Por lo tanto si la Cooperativa se ade- 
lantó a invertir Capitales en obras e instalaciones vinculadas 
a una concesión futura, que no ha logrado, sus consecuencias 
no pueden ser achacadas a la ley 4742. 

4) Finalmente, se sostiene rpie dicha ley infringe los ar- 
tículos 24 y 43 de la Constitución, porque, al impedir a las 
cooperativas el ejercicio de una actividad lícita, coarta la li- 
bertad de trabajo, comercio e industria, a la vez que mata el 
derecho de asociarse con fines útiles. 

Esta argumentación, directamente viueulada a la desen- 
vuelta anteriormente, parte del error de considerar a la pro- 
ducción, distribución y venta de energía eléctrica, con el uso 
consiguiente de las vías públicas, como un negocio ordinario, 
al alcance de cualquiera, es decir, como un derecho individual 
de los particulares. Ello es inadmisible. Nuestra Corte Supre- 
ma de Justicia de la Nación tiene establecido categóricamen- 
te ("Fallos", t. 164, p. 213) que la ocupación de calles y 
plazas con columnas, cables y otros objetos necesarios para el 
suministro de electricidad, lo cual implica una restricción al 
uso público amplio de dichos lugares, "no surge en ningún ca- 
so del derecho de trabajar y ejercer una industria lícita garan- 
tido a los habitantes, sino de la concesión del poder público, 
que importa una franquicia privilegiada' y agrega que, por 
consiguiente la negativa del poder público al otorgamiento 
de una concesión de servicio público de electricidad no impor- 
ta una violación de las normas eonsf itucinnales que aseguran 
la libertad de trabajo y el ejercicio de toda industria lícita, 
pues tal libertad puede ser restringida por concesiones de pri- 
vilegio o monopolio que ia;no el Congreso Nacional como las 
provincias pueden otorgar temporalmente con el concepto del 
mejor servicio público y de la utilidad general (conf. "Fa- 
llos": t 3, p. 468; t. 11, p. 5; t. 105, p. 27 ; t. 122 s p. 73 y 
t, 158, p. 268). 
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Si, pues, la explotación de un servicio público corno el 
de producción y suministro do electricidad no constituye, por 
su propia naturaleza, un acto industria] o comercial de índole 
privado, sino una función de Estado; y si tos particulares ca- 
recen, en principio, de derecho a tul explotación, no podiendo 
dedicarse n ella sino en virtud de una concesión especial del 
poder público, se comprende que en modo alguno pueden vetse 
comprometidas las libertades constitucionales nlltí M . ], I|ec 
mérito en la demaiitln. his cuales se refieren el elusiva mente a 
las actividades privadas de los li abita utos de la Provincia. 

En el fallo de la Corte Suprema (t, 122, p, 88) se ba esta- 
blecido claramente un* 1 ta disposición constitucional relativa 
a la libertad de trabajo, comercio e industria no se refiere, ni 
ha podido referirse, "a derechos que tMán fuera de la ivi'cra 
propia de la ley común y para cuyo ejercicio se requiere el 
uso en cierto modo exclusivo de bienes públicos, en mayor o 
menor escala"; agregándose que "los privilegios o monopo- 
lios propios de las concesiones de servicios públicos no menos- 
caban Ins derechos ei rites que reclamen tan los códigos, ni tra- 
ban las ocupaciones ordinarias y necesarias de la vida" (Coo- 
ley; "Consl, Limitat" 7». piig. 4f)l>, Si *Ma concesión consti- 
tuye una franquicia tpie de otro modo i ... existiría — añude el 
alto tribunal — no hay en ella agravio para nadie, pues no 
existe derecho a esa franquicia, y nada se quila a los indivi- 
duo-- o habitantes". 

La jurisprudencia de nuestra Suprema ("orí" es asimis- 
mo concordante con tales conclusiones, habiendo declarado rei- 
teradamente que carecen de acción para demandar por iu- 
constitucional ¡dad quienes aK'gucn como única justificación 
la circunstancia de habérseles privado de concurrir como pos- 
tores o (¡citantes a un concurso o remate de conecMones públi- 
cas, porque tal privación no afecta derecho, exención o ga- 
rantía coustitucioi al alguna de los particulares. (Serie 5*, t. 8, 
p. 347; Sejie 7 4 . t .8. p. 78; Serie lti*. t. í> t p. 543; Serie 17». 
t. 1, p. 129 y demás fallos allí citados). 

Por todas oslas razones, voto nebral h arnéale. 

A la 2* cuestión planteada el Sr. Juez Dr. Aran dijo: 

1" He examinado la argumentación expuesta en el es- 
crito de demanda y en el de fs. 82; exterioriza un criterio sub- 
jetivo en la interpretación de textos constitucionales y lega- 
les; pero valorando ñus fundamentes a toa fines de la impug- 
nación de la ley 4742, estimo que se reduce a la enunciación 
de conceptos ncerra de la diversidad de !a estructura jurisdic- 
cional en materia administrativa que resta uniformidad a la 
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doctrina sobre atribuciones y facultades propias de Jas distin- 
tas administraciones públicas: nacional, provincial y comunal 
filando de sus actividades o gestión surgen conflictos con los 
derechos do los particulares. 

P p «™ resolver en el sub lite, a mi juicio, habría corres- 
pondid... dar prioridad en el orden de consideración en el de- 
bato, al extremo planteado por el Procurador General, pero 
ajustandome a! cuestionario, voto en d m isrno sentido y por 
las razones con (pie me pronuncié en la causa Serie 17** t. 1, 
p. 129; ya (pje el juez preopinante acepta que la argumenta- 
ción traída por d jefe del ministerio público se confunde con 
el fundamento mismo de la demanda. 

3 V Encuadrada la cuestión en ese mareo; expreso mi con- 
formidad con las ronsiderarinnes que e] s r -, Juez Dr. Alegre 
formula basando la conclusión a «pie arriba en su meditado 
voto; ya (pie ella se ciñe al criterio jurisprudencia] que esta 
Suprema Corto lia fijad» al decidir sobre la acción de incons- 
titucional idad cuando se invocó por un particular, empresa o 
sociedad el de redi» a obtener la concesión de un servicio pú- 
blico; la concesión ele uso. o el permiso de uso del dominio 
publico. 

Por dio. voto por la negativa. 

Los Srcs. jueces Drcs. Ameghino. Quiroga y Casas Pe- 
ralta, votaron por la negativa por tas mismas razones expre- 
sadas por el Sr. Juez Dr. Alegre. 

A la segunda euestión planteada del Sr. Juez Dv Alla- 
narás dijo: 

Aunque hubiera de reconocerse que le asiste a la deman- 
dante toda la razón del inundo en los dos aspectos de su im- 
pugnación, al sostener que la ley 4742 (sobre suministro de 
energía eléctrica en la Provincia) invade en algún modo las 
atribuciones que por los arts. 181, 182, 183. ines. 4» y 8 9 de 
la Constitución sr batí reconocido a las municipalidades para 
la atención de los servicios públicos locales, y en cuan*- ale- 
ga que dicha ley local contraría el funcionamiento de las coo- 
perativas reglado por la ley 11.388 y, por ende, es contraria 
al art. 31 de la Constitución Nacional, no por ello podría esta 
Corte avocarse al conocimiento del caso para pronunciar la in- 
constitucional idad que se redama. 

Como se lia dicho tantas veces y claramente lo dispone el 
art. 14!>, ine. 1* de Ja Constitución y sus correlativos los arta. 
363 y 371, Código de Procedimientos, es necesario que quien 
promueva lu queja de inconstitucionalidad revista la calidad 
de "parte interesada", y como bien lo subraya el Procurador 



9» 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



General en su lucido dictamen, faltaría esta condición en la 
accionante. 

Concíbese que tuviera esa personería si, ñor razón de la 
ley impugnada, la aetora se hubiese visto turbada en el goce 
de una concesión nin" *eipnl que se le hubiera otorgado para 
el suministro de corriente eléctrica, o si fuera obligatoria por 
ley la concesión del uso de la vía pública para las instalacio- 
nes del servicio de luz, y !a gestión fuera impedida o entorpe- 
cida por la ley 4742. En todos estos supuestos sería evidente 
el derecho de la aetora a promover la queja, en cuanto la ley 
de referencia habría afectado positivamente las garandas in- 
dividuales que invoca. 

Pero nada tic eso habría ocurrido en el caso. La n -denan- 
za de julio 27 de lí'ítíi por la que se quiso autorizar a la Coo- 
perativa para producir y vender energía eléctrica a su-, asocia- 
dos, como la posterior de dicicndire 2¡í de 1ÍK17 por Ir fjue se 
la autorizaba a usar de la vía pública para las insta aciones 
necesarias al funcionamiento de ese servicio, fueron vetadas 
por el intendente. La aetora no se hallaría, pues, en el uso de 
una concesión. 

Tampoco podría pretenderse que la aetora tiene por ley ei 
derecho a conseguir de Ja Mimicipnlidad el uso de la vía pú- 
blica para la prestación del servicio de luz a sus asociados. 
Como lo ha declarado esta Corte en repetidos casos el uso ge- 
neral u ordinario de la vía pública que reconoce el art. 2341 del 
C. Civil, no puede ser confundido con el uso especial o extra- 
ordinario qtW es extraño a eso precepto y se ripe por el dere- 
cho administrativo; siendo por ello, una facultad discrecional 
de) poder púhlico otorgar o no ese uso. sea como simple per- 
miso, sea como concesión temporaria ("Fallos", Serie 14» t. 
8, p. 4<J3 ; Serie 15», t. 2, p, 22G. 2 44 y el más reciente de la 
causa núm. 27087 en 41 Diario de .fm-isprudeneia" t. 1, p. 185). 

Luego: ha de concluirse que la ley 4742 no afecta un de- 
recho actual del recurrente, sino el eventual o hipotético del 
postulante a una concesión que no le ha sidn otorgada y f|ue es 
facultativo de la Municipalidad acordar o no. Falta así en el 
recurrente la calidad de "parte interesada", como lo ha esta- 
blecido esta Corte en casos semejantes y es fundamental para 
el éxito de la queja de ineonstitucionaíidad (' Fallos": Serie 
5* t t. 8, p. MU; Serie ti\ t, 12. p. 527: Serie 14% t. 1, ps. 
29 y 415; t. 7, p. 245; t. 9, p. 41; Serie 17'. t. % p. 12í>). 

Tan verdad es ello, que h declaración de iuconstituciona- 
lidad cpic sef persigue no allanaría el derecho que hace valer el 
peticionante!: pues tratándose del nso de una facultad dis- 
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crecional por partí de la Municipalidad en la concesión que 
ante ella se ha gestionado, la sentencia de esta Corte no podría 
obligar a otorgar esa concesión, y ello demuestra que la decía * 
ración que se reclama sería un pronunciamiento abstraeto y 
como tal reñido con la función jurisdiccional que al tribunal 
le incumbe. 

Y obvio es también que si la Municipalidad misma no se 
lia creído afeitada en sus atribuciones constitucionales al no 
desconocer el valimiento de la ley 4742, la demandante no po- 
dría sustituirse a ella para alegar la inconstitucional i dad que 
la misma no ha hecho valer. 

Por estas solas consideraciones voy a dar mi voto por la 
negativa en la presente cuestión. 

El Sr. Juez doctor Lavié, votó por la negativa por razones 
idénticas a las expresadas por el Sr. Juez doctor Alegre en 
su voto a la segunda cuestión planteada. 

Sentencia 

Y vistos; Considerando: 

Por mayoría: Con respecto ni término, 

1*) Que la acción se halla en termino en cuanto cuestio- 
na la violación de las garantías individuales consagradas por 
la Constitución. 

Con re fe rendir al fundamento. 

2°) Que la intervención que le atribuye la ley al Asesor 
de Gobierno emana exclusivamente do éxtn (art. 374 del 'Có- 
digo de Procedimientos y no comporto la represen t ación del 
Poder Ejecutivo, cuya opinión no tiene para qué ser oída 
cuando se trata, como en este caso, de la impugnación de un 
neto legislativo. 

3*) Que admitir en el Poder Ejecutivo la facultad de 
allanarse a una demanda de incoiistitucionalidad dirigida con- 
tra una ley de Provincia, equivaldría a autorizarlo al ejercicio 
ilimitado del veto fuera de Ihh oportunidades taxativamente 
señaladas por la Constitución. 

4») Que la ley de electricidad, de aplicación indudable 
a la concesión que se gestiona, obsta a su otorgamiento y, sien- 
do así, la aetora reviste la calidad de parte interesada para 
promover esta demanda. 

5') Que ningún precepto de nuestra Constitución ha con- 
sagrado en favor de los particulares, el derecho a ser eonce- 
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sionario de un servicio publico, porque éstos, por su propio 
carácter de tales, constituyen fundones de Estado, euyo ejer- 
cicio se llalla reservado a los úrdanos y poderes del (Gobierno. 

ti«) Que, en ntenciúti ;i ello, la denegación de concesiones 
de servicios públicas a mi particular, romo sucede cu el cuso 
de autos, no puede entrañar una lesión constitucional u los 
derechos del interesado, cutio fuera menester para el ejercicio 
de ta acción de inconstitueionalidad. 

7«) Que las disposiciones de la ley Í7 J2 no aparecen cu 
modo alguno arbitrarias ni irrazonables, ni conspiran contra 
los principios básicos de lu Constitución, 

8 P ) Que ninguna de las restricciones que la ley miuieío- 
uada contiene importan desconocer derechos, lil>ertades, exen- 
ciones o g« ras tías consagradas por la Carla Fundamental. 

9*) Que esta Corte ya ha decidido (ver. euliv ..tros. Fa- 
llos citado* en el Acuerdo) tpic las municipalidades carecen 
de facultades constitucionales específicas en materia de ser- 
vicio público, y las que poseen son pu rameóle legales, por lo 
cual un puede discutirse la facultad de las legislaturas para 
reglamentarlas, ni para sjincionar normas generales o coiuuues 
para toda la Provincia. 

ICr) Que no se lian violado los arts. íi y 21 de la Consti- 
tución por bis razones que se aducen, ya que se trata de dis- 
posiciones de derecho público, vinculadas a los servicios ge- 
nerales tlel Eslíido, materia (pie escapa, por completo, a la 
esfera de los derechos individuales, careciendo de toda' rela- 
ción con el patrimonio jurídico de los particulares. 

11») Que la Corte Suprema de Justicia de la Nación bu 
declarado: que la negativa del poder público si otorgamiento 
de una concesión de sen-icio público de electricidad, no im- 
porta una violación de las normas constitucional.^ que ase- 
(ruran la libertad de trabajo y el ejercicio de toda industrií 
lícita, pues, luí libertad puede ser restringida por concesiones 
de privilegio o monopolio que tanto el Congreso Nacional co- 
mo las provincias pueden otorgar temporalmente con el con- 
cepto del mejor servicio público y de la utilidad General. 

W) Que, por Otra parte, este Tribunal ha declarado rei- 
teradamente ijue ('«recen de acción pitra leinandar por ineons- 
titucionalidad quienes ¡lleguen como única justificación la cir- 
cunstancia de habérsele privado de concurrir cuino postores o 
licitantes a un concurso o remate de concesiones públicas, por- 
que tal privación no afecta derecho, exención o garantía cons- 
titucional alguna de los particulares. 

Por ello y demás i andamentos del Acuerdo que antecede 
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hfi desestima p'H' ¡ufnnrfndu la deniniirla interpuesta. — Enri- 
que Amu. — f\ Ameghino. — Manuel J. Argañaráa. — lillas 
Cum* Pérttítu. — Pedro Alegre. — Pedro R. Qitiroga. — 
M M, Lavié. 

• 

Dictamen mu Phocubadoh Uhxfjul 
Suprema Corto: 

Ku setiembre tle l!'4í¡ I l"s. --S) la Cooperativa Eléc- 
trica lia Iliense Ltda., se presen LO ante la Suprema Corto 
tíe -Justicia de la Provincia de Buenos Aires, pidiéndole 
declarase víolatorias tic la Constitución Nacional di- 
versas disposiciones de ta ley provincial 4742, que a 
jntcio ele dielia sociedad le impedían prácticamente su- 
ministrar energía eléctrica a sn.s socios no obstante 
haber cumplido las exigencias de la ley nacional de 
cooperativas ll.IÍSR. 

La Corte provincial desestimó dicha acción, por 
considerar que la demanda se refería a denegación de 
concesiones de servicios públicos a un particular, hecho 
o, ue no comportó lesión a derechos o garantías indivi- 
duales (fs. lól a 160). VA mismo tribunal tampoco 
hizo lugar al recurso extraordinario (fs. 184), debido 
a lo cual, ahora se lo intenta por vía directa ante V. E. 

A mi juicio corresponde abrirlo, pues de autos re- 
sulta que se ha negado a una cooperativa organizada 
bajo la garantía de ley nacional, el derecho de suminis- 
trar energía eléctrica a sus asociados; y esa negativa 
tiene por causa determinante el existir una ley pro- 
vincial — la 474*2 — (pie impone a las cooperativas de 
electricidad obligaciones no exigidas por el Congreso. 
Podría existir» pues, prima facie, colisión entre una le* 
provincial y otra nacional ; y si bien la Corte Suprema 
de Buenos Aires invoen la circunstancia de que el bu- 
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ministro de energía eléctrica ha sido declarado servicio 
público por la legislatura provincial, también se halla 
en tela de juicio la validez constitucional de esa decla- 
ra toria, en cuanto afecte al caso sub-júdice. 

Pienso, por ello, ipte corresponde abrir el recurso, 
y que V. K entre al estudio de la importante cuestión 
jurídica planteada por la parte recurrente. — Buenos 
Aires, junio 14 de líH.'í. — Juan Alvares* 
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Buenos Aires, 2 de agosto de VMX. 

^ vista la precedente queja caratulada "Recurso 
de hecho deducido por la acto ra en los autos Coopera- 
tiva Eléctrica Báldense Ltda. c.| Poder Ejecutivo de la 
Prov. de Buenos Aires"* para decidir sobre su proce- 
dencia. 

Y considerando: 

(Jue entre las razones dadas en la sentencia que 
motiva la presente queja con fundamento en la inteli- 
gencia atribuida a las normas estaduales que rigen la 
acción intentada anle el tribunal de la causa, figura la 
que consiste vi\ ijue la ley impugnada no lesiona derecho 
alguno del recurrente emanado de la constitución pro- 
vincial. Kilo basta para la improcedencia de la acción 
de tnconstitueionalidud local intentada, y es i n suscepti- 
ble de revisión por esta Corte. 

Que a mayor abundamiento cabe añadir que las 
conclusiones del alto tribunal apelado eoncuerdan con 
la jurisprudencia de esta Corte — Fallos: 122, 73; 164, 
213; 176, 330 y los allí citados — según la que, efectiva- 
mente el derecho tic trabajar y ejercer una industria 
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lícita, y la garantía tle la propiedad, no autorizan a 
ocupar la vía pública con columnas, cables n otros im- 
plementos necesarios para ej suministro de energía 
eléctrica. Esa facultad es consecuencia de una autoriza- 
ción para el nproveelinmiento especial de aquélla — 
Kleixek, Instituciones dv Dvrccho Administrativo, pá- 
ginas 304 y siguientes — a cuya concesión ol Estado no 
podría ser coi n peí ido por los particulares sin riesgo 
de la seguridad y conveniencia general. 

Que las actividades y servicios que deben prestarse 
directamente por el Estado o indi recta mente por in- 
termedio de concesionarios que obran en su nombre, 
son determinados por el Estado mismo con preseinden- 
eia del interés privado que invoque los dereebos consti- 
tucionales de trabajar, comerciar y ejercer industria 
lícita (art. 14). — Fallos : 164, 213; 152, 385; 141, 190—, 
la concesión es el acto legislativo o municipal en virtud 
del cual el Estarlo lince delegación en una empresa 
para la deluda realización del servicio público dentro 
de límites prefijados, determinándose las condiciones 
de tiempo, forma y elementos de la realización —Fallos : 
152, 885. 

Que la parte recurrente no ha desconocido que la 
prestación de luz eléctrica —o a gas o según otro pro- 
cedimiento que pueda ofrecerse como más eficaz o eco- 
nómico — es mi servicio público monopolizado por el 
Estado, como Jos ferrocarriles, las obras sanitarias, te- 
légrafos, teléfonos, etc.; y no lia probado que fuera 
titular de una concesión por parte de la Municipalidad 
de Babia Blanca para prestar el servicio de alumbrado, 
concesión interferida y agraviada por la ley núm. 4742 
de la Prov. de Buenos Aires. 

Que respecto de esta materia desde luego, no con- 
tiene disposición alguna la ley común nacional núm. 
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11.388, sobre régimen de las sociedades cooperativas, 
coyas disposiciones son ajenas a la reglamentación pro- 
vincial de los requisitos necesarios para el otorgamien- 
to de concesiones de servicios públicos o de autoriza- 
ciones del tipo de las mencionadas en el curso del pro- 
nunciamiento. 

Que las razones de conveniencia, de beneficio ge- 
neral, o simple utilidad que pudiera derivar tic la inapli- 
cación de la ley impugnada, por serias que ellas fueran, 
no bastan para autorizar al Tribunal a decía ra i-la cons- 
titucional mente inválida. La consideración de esos pun- 
tos escapa al control de coiistilueiomdidatl que ejerce en 
último término esta ('orto por vía del recurso extraordi- 
nario, por ser privativo del poder a que corresponde la 
facultad de dictarle — v. doctrina Fallos: 1ÍÍ4, 56 y los 
allí citados. 

En su mérito y oído el señor Procurador General 
se desestima ta queja ínter pues la por La Cooperativa 
Eléctrica Bahiense Ltda. Hágase saber; devuélvanse los 
autos elevados como informe al tribunal de su proceden- 
cia con transcripción del presente pronunciamiento y 
del precedente dictamen del señor Procurador General. 
Repóngase el papel y archívese. 

Antonio Saoabsa — B. A. Na2aj* 
Anchos en a — F. Ramos 
Mkjía. 
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JOSE BíirXO v. CAJA DE JUBILACIONES DE 

PERIODISTAS 

JUBILACION DE PERIODISTAS: Persona* comprendidas. 

Los ordenanzas do empresas periodísticas encargados de 
tareas relacionadas con lu «lametón fíen eral iM público y 
fie llevar órdenes y recados de las oficinas, deben ser con- 
siderados auxiliares de. la adnnnist ración comprendidos 
cu el art. 3>. ím«. de la ley 12.581, 

Dictamen hkl Proguradob iíenfjul 
Suprema Corte: 

El recurso extraordinario resulta procedente por 
haberse puesto en tela de juicio la inteligencia de dis- 
posiciones de la ley especial 1^.581 f calidad que admitió 
Y. E. de acuerdo a mi dictamen en ÍV'2: 415, y ser la 
sentencia definitiva contraria al derecho invocado por 
Ja recurrente. 

En cuanto al fondo del asunto, encuentro justa la 
sentencia del Sr. Juez de 1*. lustancia obrante a /s. 14, 
que admite la conmutabilidad, a los efectos de dicha 
ley, de los servicios prestados por ordenanzas, en ofi- 
cinas de empresas periodísticas. He aquí las razones 
que me deciden a pensar sea ésa la interpretación que 
corresponde dar al art. 3» ine. a, de la ley materia del 
recurso. 

En su parte pertinente, dicho inciso comprende a 
todas las personas encargadas de la. . . administración 
de las publicaciones, incluyendo administradores.,., 
archiveros..., contadores, cajeros, auxiliares... y en 
general, los empleados que realicen una función regular 
pnra los servicios específicos de. . . la administración". 

Pa réceme excesivo negar el carácter de empleados 
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de administración, a quienes regularmente y con sueldo 
mensual, abren, cierran e iluminan las oficinas en que 
dicha administración funciona, atienden a su calefac- 
ción y limpieza, y en algunos casos, al público en de- 
manda del personal de redacción o directivo. V. E., 
— en 16ü; 357, ha declarado que la calificación de "em- 
pleado" hedía por el nrt. 7, ínc. b, de la ley 11.575, es 
aplicable ai personal encargado de Ja limpieza de los 
establecimientos bancarios. 

Aunque las discusiones parlamentarias que prece- 
dieron a la sanción del art. 3, inc. a, citado no arrojen 
elementos de criterio para decidir el punto ahora con- 
trovertido, media otro antecedente útil. El 17 de julio 
de 1937, laudando el diputado Alfredo L, Spínetto un 
proyecto sobre el mismo asunto — jubilación de perio- 
distas — dijo (Sesiones, l t 690} i 

"excluidos los obreros gráficos, la ley comprende 
a.., quienes desempeñan funciones en la adminis- 
tración, comprendidas los de servidumbre"; 
y tales conceptos fueron textualmente reproducidos por 
el di paludo Reynaldo A. Pastor, en el proyecto origen 
de la ley actual (Sesiones, 1038, IT, 110). 

Además, la Caja Nacional de Jubilaciones y Pen- 
siones de Periodistas no objeta computar los servicios 
prestados por el ordenanza boy reclamante, cuando 
trabajó al servicio de la misma empresa, como cobra- 
dor (fs. 1). 

Procede, pues, confirmar el fallo apelado en cuanto 
piulo ser materia de recurso. — Buenos Aires, julio 23 
de 1043. — Junn Alvares. 
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Buenos Aires, 4 de agosto de 1943. 
Y vistos: El recurso extraordinario deducido en 
];. causa: José Bruno v¡. Caja Nacional de Jubilaciones 
y Pensiones de Periodistas, y 

Considerando: 

Que se trata de establecer en el presente, si de 
acuerdo con los términos del art. fif de la ley 12.581 son 
computables los servicios prestados por el ordenanza 
de n u a empresa periodística. 

(Jue el aludido art. 3", inc. a) establece en su parte 
pertinente: "quedan comprendidos en esta ley todas 
las personas encargadas. . . de la administración de las 
publicaciones- . . auxiliares. . . y en general, los emplea- 
dos que realicen una función regular para los servicios 
específicos del comentario e información y la adminis- 
tración de las publicaciones en su sede principal o en 
sucursales y agencias". 

Que como lo espresa la sentencia en recurso, no se 
trata en el caso de un peón de servicio, sino de un em- 
picado encargado de llevar órdenes y recados de una 
oficina. Dichas funciones agregadas a las que se le 
exigen relacionadas con la atención general del púbüco, 
demuestran que el ordenanza es un auxiliar de la ad- 
ministración que realiza una función regular en ella, 
de acuerdo con los términos del artículo 3'. 

Por ello y de acuerdo con el precedente dictamen 
del señor Procurador General, se confirma la sentencia 
de fs. 14 en cuanto pudo ser materia de recurso. Há- 
gase saber y devuélvanse al tribunal de procedencia. 

Antonio Saqabna — B. A. Nazab 
Akchoreka — F. Ramos 
Mejía. 
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TriS ARIAS RGYN030 v. CAJA DE JUBILACIONES 
DE EMPLEADOS FERROVIARIOS 

JVB1LACWS BE EMPLEADOS FERROVIARIOS: Fondos de la 
Caja. 

Para fijar la retí noción proporcional del h porte patronal 
sobre las sumas a descontarse por ausencia sin gnee de 
sueldo, corresponde determinar el jornal de un empleado 
ferroviario retribuido con sueldo mensual, dividiendo éste 
por treinta. 

! Dktaaien mu Procurador General 

Suprema Corte: 

El recurso extraordinario procede por haberse 
puesto en tela de juicio la inteligencia de disposiciones 
de la ley especial N* 10,650, y ser la sentencia defini- 
tiva de fs. 48 contraria al derecho invocado por la re- 
currente. 

En cuanto al fondo del asunto, se trata de resol- 
ver cómo debe determinarse el jornal diario de un em- 
pleado retribuido con sueldo mensual, a fin de fijar la 
reducción proporcional del aporto patronal sobre las 
sumas a descontarse por ausencias sin goce de sueldo. 
La Caja Ferroviaria ha formulado cargo a la empresa 
del F. C. C. Argentino por la suma de $ 5,26 (fs, 34), 
aplicando el sistema de dividir por 30 el suelo mensual 
pagado por dicha empresa a D. Luis Arias Reynoso; 
fórmula que el Ferrocarril conceptúa errónea, soste- 
niendo que el sueldo debe dividirse por el número va- 
riable de días que correspondan al mes en que las au- 
sencias ocurrieron. 

Estudiado el caso, considero ajustado a derecho los 
fundamentos hechos valer por la Comisión de Ha- 
cienda a fs. 30, que hace suyos el fallo apelado de fs. 48. 
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Pienso, pues, que corresponde confirmarlo en cnanto 
ha podido ser materia de recurso. — Buenos Aires 
julio 23 de 1943. — Juan Alvarez. 
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Buenos Aires, 4 de agosto de lí)43. 

Y vistos: El recurso extraordinario deducido en 
Jos autos: "Luis Arias Hcynoso, sobre jubilación fe- 
rroviaria", contra la sentencia dictada por la Cámara 
Federal de la Capital. 

Por sus fundamentos y de acuerdo con el preceden- 
te dictamen del señor Procurador General, se confirma 
la sentencia do fojas 48 en cuanto ha podido ser mate- 
ria de recurso. Hágase saber y devuélvanse. 

Antonio Saoabna — B. A. Nazaa 
Anchor e na — F. Ramos 
Mejía. 



FERROCARRILES DE ENTRE RTOK v. MÍ XICIPALIDAD 

DE PARANA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Cuestión federal Cmos. Comti- 
Umón Naciúnai, 

Procede el recurso extraordinario contra la sentencia que 
admita la validez de una ordenanza de Ja Municipalidad 
de Paraná —Provincia de Entre Ríos— impugnada co- 
mo contraria a las leyes nacionales 2873 y 5315, 

FERROCARRILES. 
PODER DE POLICIA. 

Los ferrocarriles que sirven al tráfico interprovincial no 
se hallan sustraídos en absoluto al poder de policía d^ 
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las municipalidades respectiva* ; pero éste debe detener- 
se ante la posibilidad de interferir otras facultades de 
carácter y jurisdicción nacional, además de las que ata- 
ñen a los f er roca rri les, como las establecidas por las le- 
yes 4408 y ÍJ127 con respecto a la radiotelegrafía, radio- 
telefonía <f radiodifusión. 

FERROCA U HILES. 
PODER DE POLICIA. 

Las municipalidades carecen de facultades para resolver 
las cuestiones surgidas con motivo de las perturbaciones 
de la radiodifusión producidas por los servicios de una 
empresa ferroviaria de jurisdicción nacional, pero pue- 
den acudir a tas autoridades nacionales en demanda de 
reparación del daño o del cese de su causa, 



Sentexcia del HrpKXiOH Thuunaí. di-: .JYsticia de E.vntE Üfos 

En la ciudad de Paraná, capital de la Provincia de Entre 
Ríoa a 12 de junio de 1942, reunidos en el Salón de Acuerdos 
Jos señores miembros del Superior Tribunal de Justicia, a sa 
ber: Presidente suplente el Dr. Guillermo Bonapartc. ppj- ha- 
ber intervenido el titular Dr. Ardoy como Finca!, v Vocales, 
Dres. B. T. Aguilar Torres, Raúl L. Aranguren. Manuel A. 
Garasino y Ju venal F. de la Puente, fueron traídos para re- 
BOlver los autos caratulados; 'Ferrocarril Entre Iíío s —so- 
licita se deje sin efecto emplazamiento filtración motores". 

Practicado «■! sorten di» I i\v. residió que la votación debía 
tener lugar en el siguiente orden ¡ Dres, Aguilar Torres, de la 
Puente, Aranguren. Bonapartc y Garasino. 

Estudiados los autos, el Tribunal estableció la siguiente 
cuestión a resolver: 

(Es orreglndn a derecho la resolución de fs. 45 dictada 
por el H. Concejo Deliberante de ía Municipalidad de Paraná 
manteniendo la del D. Ejecutivo que emplaza o los Ferroca- 
rriles de Entre Iííos para que hagan la filtración de los mo- 
tores de loa talleres «pie tienen en esta ciudad, de acuerdo con 
lo estatuido por la Ordenanza del 12 de agosto de 

A la cuestión propuesta el señor Vocal Dr. Aguijar To- 
rres, dijo; 

I. Tuvo su origen la cuestión que se ventila en este re- 
curso contencioso administrativo en el informe de fs. 1 del 
expediente agregado por cuerda en el cual la Oficina Elec- 
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troteen iea comunicaba al señor Presidente de la Municipali- 
dad haber comprobado que la totalidad de los motores eléc- 
tricos de corriente continua que tiene en sus talleres la Em- 
presa de los PF. CC. de Entre Ríos carecen de filtros, causa 
por Ja cual todos, menos tres, producen fuertes irradiaciones. 
Basada en la ordenanza sobre la materia dicha oficina solicita 
del I). Ejecutivo se emplace a la citada empresa para que 
efectúe la filtración de sus motores de corriente continua y 
demás aparatos y máquinas expuestas a emitir perturbacio- 
nes de radio-frecuencia. 

Tal emplazamiento se decreta a fs. 1 vta. del expediente 
do mención y, no obstante el pedido de reconsideración que 
la empresa formula a fs. 3 a 4, el señor Presidente de la Mu- 
nicipalidad lo reitera categóricamente en la resolución fun- 
dada de fs. 5 a 6. 

Es evidente que esas resoluciones — aunque el K. Concejo 
Deliberante no las eite — están virtualmcnte mantenidas por 
la que dicho cuerpo dictó (fs. 45 de estos autos) y que es 
materia del recurso. 

II. Sostiene la empresa (fs. 3 a 4 de] exp. agregado) 
que habiéndose acogido a las disposiciones de la ley 5315, está 
sometida en lo que se refiere a sus instalaciones y funciona- 
miento, a la jursidiceión exclusiva de las autoridades nacio- 
nales; en los escritos presentados en estas actuaciones ratifica 
y amplía tal concepto expresando, en síntesis, que la Munici- 
palidad carece de facultades para exigirlo el cumplimiento de 
la ordenanza sobre flit ración de motores en razón de que todo 
lo que se refiere a la instalación, explotación, funcionamiento 
y servie ios ferroviarios está sometido en forma excluyente a 
la autoridad nacional que crea la ley X" 2873 y su Reglamen- 
to Cí enera 1 y es evidente que la citada ordenanza, eu lo que se 
pretende aplicarle, versa sobre materia (pie afecta el fuñe tona- 
miento y explotación ferroviaria. 

Como se ve. para la recurrente existe un conflicto de po- 
testades en el cual Ja jurisdicción municipal no puede ejer- 
cerse porque la jurisdicción nacional ha sido establecida eu 
la materia, por disposiciones expresas de la ley, con carác- 
ter de excluyente. 

III. Estimo que el recurso no puede prosperar; me fundo 
en las siguientes razones: 

A) Es exacto que de acuerdo con lo que establecen las 
leyes 5315 y 2873 todo lo que se refiere a la instalación, ex- 
plotación, funcionamiento y servicios ferroviarios de la empre- 
sa apelante, está sometido a la jurisdicción nacional que se 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



ejerce por intermedio de la Dirección General de FP. CC, 
organismo creado a tal efecto; pero ello no basta para susten- 
tar con éxito la tesis de aquélla: lo real es que **en nuestro 
sistema federal de gobierno, no sólo dos, sino tres jurisdiccio- 
nes pueden subsistir sobre las mismas personas, cosas y Indares: 
la nacional, la provincial y la municipal, sin que entre ellas 
se produzcan choques si cada una limita su acción a lo que le 
corresponde" (Matienzo, Derecho Público Argentino, t. 2, 
p. 614). El tratadista citado se refiere expresamente a perso- 
nas, cosas y 1 upares; pero si se tiene en cuenta la razón de- 
terminante de su opinión, se .ni vierte que la misma es exten- 
siva a los hechos, a las actividades en general. 

B) Con arreglo a tal principio una jurisdicción es ex 
cluyentc respecto a las otras cuando la ley expresamente lo 
establece asi; en los demás casos lo será o no de acuerdo con 
las circunstancias particulares de los mismos; es una cues- 
tión de hecho: no habrá conflicto mientras cada jurisdicción 
limite su acción a lo que le corresponde ; lo habrá cuando una 
pretende invadir la esfera de acción de ta otra y ou tal su- 
puesto la primera tendrá que ceder. 

C) Las leyes citadas someten a la jurisdicción nacional 
todo lo que se refiera a las instalaciones y funcionamiento de 
los ferrocarriles; pero no eontieneu disposición expresa al- 
guna que substraiga a éstos de las jurisdicciones provinciales 
y municipales. La razón de ello es obvia: El interés superior 
que aquéllas contemplan y tutelan exige que un poder central, 
unitario, capaz de interpretar las necesidades y conveniencias 
generales de la nación y de hacerlas prevalecer sobre las de 
carácter local, ejerza la alta función a que me referí ; pero no 
exige que ésta se extienda al contralor de hechos que, no sólo 
no hacen al servicio público en materia, sino que, por su na- 
turaleza, c? a n de-itro de la esfera de acción de otras jurisdic- 
ciones y pueden ser controlados y reglamentados por éstas sin 
desmedro ele] aludido servicio. 

D) Eso sentado, veamos si en el caso existe o no conflicto 
entre la jurisdicción nacional y la municipal. 

Pienso que no y trataré de demostrarlo. 

Ante todo cabe destacar que no se discute la facultad de 
la municipalidad de dictar, como lo ha hecho, una ordenanza 
tendiente a impedir que los motores eléctricos que funcionen 
dentro de su ejido produzcan irradiaciones capaces de causar 
perturbaciones de radio-frecuencia; sólo se controvierte bu 
derecho de aplicarla directamente a la empresa recurrente 
que, de tal suerte, pretende colocarse en una situación de ex- 
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cepeión respecto a otras empresas y particulares que también 
usan motores eléctricos en esta ciudad. 

Por otra parte, tal facultad, que emerge del poder de 
policía que tienen las municipalidades, es indiscutible. En 
un caso distinto al de ñutos, que debía ser resuelto por apli- 
cación de los mismos principios, dijo oí Dr. Matienzo que "en 
las ciudades, el ejercido del poder de policía, en cuanto afecta 
la seguridad, comodidad y moralidad de las calles, corresponde 
a la autoridad municipal, y toda concesión de ferrocarril está 
implícitamente sujeta a dicho poder salvo excepción expresa" 
(Op. y t. cit., pug. 986). No hc trata aquí de las calles do una 
ciudad, atravesadas por un ferrocarril, pero se trata en cam- 
bio de motores de un ferrocarril, situados en una ciudad y que 
impiden o perturban al funcionar las audiciones radiales de 
los aparatos ubicados cu la misma ; en aquel casó el tratadista 
citado admite tjne las municipalidades tienen el poder de po- 
licía, que toda concesión de ferrocarril está implícitamente 
sujeta a el y que aquéllas pueden ejercitarlo directamente en 
amparo de la seguridad, comodidad y moralidad de las calles; 
en este caso cabe decir que dentro de ese poder de policía está 
la facultad de la comuna de dictar ordenanzas y tomar las 
medidas necesarias para asegurar a sus habitantes los bene- 
ficios de la radio — convertida lioy en uno de loa elementos 
mus eficaces de difusión artística y cultural — y el derecho 
de ejercitarla directamente sobre los ferrocarriles cuando és- 
tos, al no cumplir esas ordenanzas, dicho más concretamente, 
al no filtrar sus motores eléctricos, priven a la población de 
tales beneficios, o disminuyan sns efectos, atentando de tal 
suerte y sin razón contra el progreso y bienestar general. 

El ejercicio de ese poder no invade la esfera de la juris- 
dicción nacional : la orden de filtrar los motores capaces de 
producir perturbaciones de radio-frecuencia no afecta las ins- 
talaciones y funcionamiento de los mismos en cuanto hace al 
interés general superior que se ha tenido en cuenta al someter 
las explotaciones ferroviarias a dicha jurisdicción: filtrados, 
seguirán prestando, tan eficazmente como antes, el servicio a 
que se les ha destinado y la jurisdicción nacional, correcta- 
mente entendida, ha de ejercitarse en el caso no para ordenar 
o desautorizar la filtración de los motores — punto que no 
interesa al servicio público que aquella comprende — sino con 
el fin de que la operación se haga en forma que no perjudique 
tal servicio. 

Basado en lo expuesto y concordantes del dictamen fiscal 
de fs. 29, voto por la afirmativa. 
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Sobre la misma cuestión el señor Vocal Dr. de la Puente 
expuso; 

Se sostiene en el caso en examen, que por tratarse de una 
medida de carácter policial, la adoptada por la Municipalidad 
de la Capital, ella está dentro de sus facultades y que, en 
consecuencia, la resolución recurrida es arreglada n derecho. 

Según lo tiene declarado este Tribunal, en fallo publicado 
en Jurisp. de E. Ríos, año 1040. pá<í. «0. la Nación ejerce los 
poderes de policía sobre los ferrocarriles nacionales, como es 
el Central Entrerriano por virtud de lo dispuesto en el art. 3 V 
inc. 3 de la ley nacional X 

Siendo así, es evidente que no puede la Municipalidad 
ejercer dichos poderes, y por tanto, no ha podido imponer a 
la empresa demandante la obligación que se enuncia en la 
resolución apelada. 

Por ello y argumentos concordantes de mi voto en el fallo 
a que me he referido, los que doy por reproducidos, voto por 
la negativa. 

Ls señores Vocales, Dres. Arauguren, Bonaparte y O am- 
aino 'se adhieren al voto del Dr. Agilitar Torres por análogas 
consideraciones. 

Con lo que terminó el acto quedando «cordada la siguiente 
sentencia : 

Por los fundamentos del acuerdo que antecede se confirma 
la resolución apelada. Costas por su orden por un haberla* 
pedido la parte vencedora. — Guillermo Hmutparh, — T 
Aguilar Tone*. — }\ ,h la Puente. — J?, Argnyuren. — 
M a mal A. (,'nrtisiuo. 



Dictamen uva. Pitorra ador General 
Suprema Corte: 

Se ha puesto en ti* la di* juicio en estos autos la 
constitucional idnd de una ordenanza de la Municipali- 
dad de Paraná; y como el fallo definitivo del Superior 
Tribunal de .Justicia de Entre Ríos obrante a fs. 62 es 
favorahle a la validez de dicha ordenanza, procede el 
recurso extraordinario con arreglo a lo dispuesto on 
el art, 14, ític. 2 de la ley 48. 
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La municipalidad aludida exige se coloquen filtros 
en loa motores eléctricos locales, n fin de impedir que 
su funciona mi cuto perturbe las comunicaciones radio- 
telefónicas. Dándole cumplimiento, se intimó a la Com- 
pañía del Ferrocarril de Entre Ríos Limitada, colocase 
dicltos filtros cu los motores existentes en sus talle- 
res de Paraná, bajo apercibimiento de multa y suspen- 
sión del funcionan liento de aquéllos (fs. 5-6, exp. 2896, 
anexo) ; y el ferrocarril se niega a hacerlo, sosteniendo 
que sus maquinarías deben ajustarse a las condiciones 
que imponga la Dirección General de Ferrocarriles na- 
cionales, y no a lo que establezcan los poderes locales. 
Tal es Ja cuestión que viene a conocimiento de V. E. en 
última instancia. 

Advierto desde luego que, al plantear el caso en 
forma un tanto general las partes lian prescindido de 
acreditar estos dos liedlos: 

a) Si realmente los motores del ferrocarril per- 
turbaban las comunicaciones radiotelefónicas; y 

b) si poner filtros a aquéllos entorpecerá en al- 
guna forma el servicio ferroviario. 

Xo es dudoso que asista a la Municipalidad de Pa- 
raná el derecho de reglamentar el uso de motores den- 
tro del municipio; mas tampoco podría negarse que 
determinar la clase y tipo de motores a utilizar por 
los ferrocarriles nacionales, es materia correspondien- 
te a la Dirección General de Ferrocarriles. El conflicto 
de jurisdicciones se hubiera evitado con sólo hacer no- 
tar la Municipalidad a la Dirección General, qué in- 
convenientes ofrecen los motores del ferrocarril de Pa- 
raná, así como, por otra vía, pudo también ponerlo en 
conocimiento de la Dirección General de Correos y Te- 
légrafos, a quien incumbe vigilar no se opongan ohs* 
túeulos a Ins transmisiones radiotelefónicas. 
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Empero, propuesta la cuestión como aquí lo ha si- 
do, do puedo sostenerse razonablemente que las maqui- 
narias de nu ferrocarril nacional deban ajustarse, en 
cada estación del trayecto, a lo que ordenen las auto- 
ridades locales, y sean éstas quienes fijen los sitios y 
oportunidades en que las locomotoras deban hacer so- 
nar yus silbatos, la velocidad con que hayan de cruzar 
los trenes las calles urbanas, etc. Bajo tal concepto, 
paréceme claro que la Municipalidad de Paraná lia ex- 
cedido sus atribuciones, al prevenir que por su sola 
decisión suspenderá el funcionamiento de maquinarias 
afectadas a un servicio ferroviario nacional. 

Pienso, en consecuencia, que el recurrente está en 
lo cierto, y que correspondo revocar la sentencia ape- 
lada en cnanto pudo ser materia de recurso. Buenos 
Aires, septiembre 14 de 1Í142. — Juan Alvares 

FALLO DÉ LA CORTE SCl'KEUA 

Buenos Aires, 6 de agosto de 1943. 

Y v : tos: KI recurso extraordinario interpuesto 
por la Empresa de ios Ferrocarriles de Entre Ríos 
contra el fallo del Superior Tribunal de Justicia de 
dicha provincia, en la causa promovida por dicha em- 
presa contra la Municipalidad de Paraná para que se 
deje sin efecto la orden del presidente de dicha corpo- 
ración en el sentido de filtrar los motores eléctricos, 
bajo apercibimiento de multa y suspensión del funcio- 
namiento de dichos motores; pues el fallo apelado des- 
estimó la demanda — fs, 4, 21, 52, 62—; y 

Considerando: 

1* Que el recurso es procedente porque la empre- 
sa del ferrocarril sostuvo, desde el primer momento. 
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ante la autoridad municipal y ante la justicia, que la 
orden de la primera es contraria a las leyes que rigen 
el servicio ferroviario de jurisdicción nacional núms. 
2873 y 5315, desde que solamente la Dirección General 
do Ferrocarriles puede imponerle modificaciones en el 
material destinado al servicio público del transporte y 
que fué, en su oportnuidiul, debidamente aprobado por 
dicha repartición, conforme a lo preceptuado en el art. 
71 de la ley orgánica núm. 2873 precedentemente cita- 
da; y como la ordenanza y orden consiguiente de que 
se queja contravienen aquellas leyes interviniendo en 
esfei'i jurisdiccional exclusiva de la Nación* se habría 
violado, de sor cierta la tesis de la recurrente, el art. 
31 de la Constitución Nacional y el correlativo art. 14, 
inc. 2', de la ley 48. 

2 T Que es exacto que la jurisdicción nacional esta- 
blecida para los ferrocarriles que, como el de Entre 
Ríos, sirven al tráfico interprovincial (art. 1* de la ley 
2873) no los substrae en absoluto al poder de policía 
que las municipalidades ejercen sobre los centros ur- 
banos conforme a las leyes de su institución y organi- 
zación — G, S. Fallos: 141, 338; 161: 437; 173, 330; Coo- 
ley "CoHUtitiitiüiial Limitütions i \ 8* edición, volumen 
2, pág. 1232—; y las leyes 5315 y 10.657 fijan, a su vez, 
el límite de exención de gravámenes fiscales a las men- 
cionadas empresas. 

3* Que ese poder de policía municipal, invocado 
por la demandada y por la sentencia en recurso, debe 
detenerse ante la posibilidad de interferir otras facul- 
tades exclusivas de carácter y jurisdicción nacional, 
además de las que atañen a los ferrocarriles y que, 
como en el caso de autos, aparecen afectadas. En efecto, 
lo relativo a radiotelegrafía, radiotelefonía, y radio di- 
fusión — cuya defensa es la substancia de la medida 
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municipal observada por ot ferrocarril actor— está 
sujeto a la jurisdicción nacional en virtud de lo dis- 
puesto por las leyes núms. 4408 y 9127 y Reglamento 
de Radiocomunicaciones do mayo 3 de 1933 y, como 
natural consecuencia, todo lo que perturbe su regular 
funcionamiento será sometido a la autoridad de la Di- 
rección General de ('erreos y Telégrafos y a la de los 
Ministerios de Guerra y Marina en lo que les sea ati- 
nente, de acuerdo con los arts. 5* y 6*, y concordantes 
del mencionado Reglamento General — C. S. Fallos: 
188, 247— . 

4* Que sí los servicios de una empresa ferrovia- 
ria de jurisdicción nacional perturban la radiodifusión 
— como os el caso argüido por la Municipalidad de Pa- 
raná — y se produce el conflicto jurídico consiguiente, 
no puede ser la autoridad local la facultada para resol- 
verlo, aunque en el ámbito urbano se registren especia- 
les trastornos o "perturbaciones de radio frecuencia" 
(fs. 8) ; en representación del interés de la comunidad 
podrán las autoridades pertinentes del municipio, tan- 
to como los particulares afectados, acudir a las auto- 
ridades administrativas o judiciales nacionales eu de- 
manda de reparación del daño o cese de su causa. 

En su mérito y lo dictaminado por el señor Pro- 
curador General se revoca la resolución apelada en 
cuanto pudo ser materia del recurso, llágase saber y 
devuélvanse, debiendo reponerse eí papel en el tribunal 
de origen. 

Roberto Repetto — Antonio 
Saga h na — F. Ramos Mejía, 
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ANTONIO FERRE Y UNOS. v. PROVINCIA DE 

TUCUMAN 

HECUIISO K XTIiAO li D IN AHÍ O : Cuestión federal Casos. Conéti- 
tuciún Nacional, 

Procede el recurso extraordinario contra la sentencia que 
admite la validez de una resol ueión Administrativa pro- 
vincial impugnada con») violütoria del art. 16 de la Cons- 
titución Nacional. 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Igualdad, 
La garantía de igualdad no se opone a la creación de ca- 
tegorías de comerciantes exentos del pago de patentes, 
como las de los vendedores ambulantes; pero sí a que se 
robre diclm impuesto al comerciante que tiene su local 
dentro del mercado y se exima de su pago a quien lo tiene 
fuera del mismo. 

CONSTITUCION NACIONAL; Constitucional ida J e incorntituciona^ 

JiditíL lifíioiticioms adminhtratiraif. 

La resolución administrativa qne exige el pago de la pa- 
tente establecida por la ley 088 de la Provincia de Tucu- 
cutnáu a los vendedores de frutas y verduras que tienen 
«u local dentro del Mercado de Abasto de la capital de? 
aquélla y que exime de su pago a quienes lo tienen fuera 
de aquél, es violütoria del art. 1(S de la Constitución Na- 
cional. 

Sektexcia de la Corte Suprema de Justicia de Tucumán 

Tucnmún. junio 24 de 1941. 

Y vistos r 

Estas untos seguidos a instancia de Antonio Ferré y Her 
manos sociedad eumereiol que gira en esta plaza, v. el poder 
administrador, pnr repetición de pago proveniente de una 
clasificación errónea de patente y de los que 

Resulta ¡ 

La actora afirma que es propietaria de un puesto de 
venta de frutas y verduras en el mercado de abasto, el que 
fué clasificado a los efectos de la patente como casa de mer- 
caderías generales, aplicando el criterio del art. 1 de ia ley 
respectiva razón por la que pagó bajo protesta la suma de 
$ 630 ni/n., previa reclamación que hizo cou juntamente con 



tas 
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todoa los inquilinos de puestos, basados en que otras personas 
dedicadas al mismo genero de intercambio, algunas al por 
mayor, habían sido exoneradas por la ley (art. 10, ine. 5) o 
por el decreto reglamentario de mayo de 1930, que equipara 
esos puestos fijos fuera de mercado y por analogía, a los 
vendedores ambulantes de los mismos artículos. Que estos pe- 
didos fueron resuellos negativa tóente por el Ministro de Ha- 
cienda, porque el caso de los recurrentes no estaba compren- 
dido en las excepciones de la ley. Impugna esa resolución y 
clasificación, por los siguientes unitivos. La resolución es nula, 
porque el ministro no puede reglamentar ta ley, pues no otra 
cosa significa la orden complementaria de dar un plazo a los 
solicitantes para que efectuaran el pago, so pena de proceder 
el apremio administrativo. En segundo lugar, dicha resolución 
interpreta la ley de patentes en forma arbitraría. La clasifi- 
cación es caprichosa y arbitraria, pues transforma los arts. 
1 y 28 de la ley en instrumentos de exacción prefereutiaL pues 
no hay diferencia alguna entre los puestos de frutas y verdu- 
ras dentro de los mercados con los establecidos fuera* do ellos 
y con los vendedores ambulantes, siendo arbitraria la distinción 
anárquica del poder administrador que evidencia una mareada 
hostilidad ha"ia los puesteros dei mercado, rompiendo la regla 
de igualdad y uniformidad que rige para estos supuestos y la 
que ha sido violada en forma irritante, pues se ha clasificado 
a la mayoría de los puestos fijos de fuera del merendó en la 
categoría [art. 28, íne. 1, letra b)] como boliches de venta sin 
licores, en $ Íi0 m/n. anuales de patente, en contra de los 
$ 300 m/n. cobrados a los puesteros fijos dentro del mercado. 
Estos últimos pagan también el derecho municipal, lo que 
restringe el campo de aplicación de los arta. 1 y 28 de la ley, 
pues la resolución ministerial niega a unos lo que concede a 
otros. Que no mejora la cuestión el hecho de que se disfrace 
la gabela con el mimbre de patente a la compra y venta de 
frutos del país, pues a los que comercian con estos mismos 
frutos no se les cobra patente alguna, siendo ociosa la deno- 
minación, pues debe estarse a !a realidad de las cosas, pues las 
frutas y hortalizas no son frutos del país. Que pagan también 
a la Municipalidad un alquiler diario por los puestos del mer- 
cado, más un derecho por introducción por cada carro o jar- 
dinera con fruta que entra al mercado, derechos que no pagan 
los puestos de fuera del mercado, lo que rompe la uniformidad. 
Además, el mercado es un bien privado de la municipalidad 
y ella es la única facultada para imponer y cobrar rentas en 
ese lugar i poc tanto la patente impuesta a los puestos del mer- 
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cado demuestra una invasión de facultades en lugar donde 
impera Ja jurisdicción excluyente de la comuna. Invocando 
el art. 131, Constitución Tucura An, arts. 16, 17, 4 y 5¡ Cons. 
titución Nacional, arts. 1, 10 y 28 ley de patentes; arts. 794 
y 792 Código Civ ; ' y numerosos precedentes de doctrina y 
jurisprudencia que cita y transcribe, demanda y pide a de- 
clare violatoria de la Constitución Nacional la ley de patentes 
mencionada, la resolución ministerial antes referida y la cla- 
sificación expresada, y sin causa el pago verificado, conde- 
nándose a la demandada a devolver la suma de $ 945 m/n. 
por las patentes pagadas por los años 1934, 1935 y 1936, in- 
tereses y costas; reservándose, para su caso, el derecho de 
recurrir para ante la Corte Suprema de Ja Nación 

La demandada reconoce que la actora pagó la patente por 
los años 1934 y 1935 y su adicional, bajo protesta, reclamando 
ante el ministerio, que denegó el pedido en junio 23 de 1936, 
lo que no es nulo, ni inconstitucional, porque la facultad del 
ministro está reglamentada en la ley. Que no hay invasión 
de facultades municipales, pues el poder administrador ejer- 
cita atribuciones que le son propias y cada autoridad inter- 
viene en su órbita correspondiente. Que tampoco hay desigual- 
dad en la imposición discutida, como tampoco la hay en la 
ley de patentes, pues la provincia puede elegir los objetos 
imponibles y exceptuar de gravamen a ciertos bienes o acti- 
vidades, como ocurre con las enumeradas en el ine. 5*, art. 10, 
ley de patentes, pues la exención al principio de la univer- 
salidad del impuesto y en favor de los pobres, es inevitable 
y se resuelve eu una forma de beneficencia. Que la igualdad 
no es un principio rígido y la clasificación y distinciones son 
válidas, siempre que tengan por base una diferencia razonable 
y no simplemente arbitraria. Pide el rechazo de la demanda» 
con costas. ^ 

Considerando : 

Que antes de esta oportunidad, las partes discutieron estas 
mismas cuestiones en un juicio planteado ante juez incompe- 
tente, razón por la cual ambos han manifestado conformidad 
espresa y formal para que la actual controversia fuera decla- 
rada de puro derecho y se tuviera aquellos autos como parte 
de la actual litis. Las cuestiones planteadas, a saber: reclamo 
administrativo y nulidad de la resolución ministerial denega- 
toria; clasificación arbitraria y desigualdad del gravamen; 
inconstitucionalidad del mismo por invadir materia reservada 
at régimen municipal ; repetición de lo pagado ; costas 
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A la primera cuestión, que la actora lia justificado {f& 
23) ser propietaria de loa puestos 1, 2 y 3, para venta de 
frutas y verduras en el mercado de «basto, los que fueron 
clasificados a lo» fines de la patente, como negocio de compra 
y venta de frutos del país, comprendido en quinta categoría, 
con $ 3UÜ ni/ii. anuales de gravamen y un adicional de 
$ 15 m/n. ; aviso de clasificación que le fue cursado en tiempo 
oportuno y de acuerdo con la ley respectiva. 

Que si bien los cuadros de clasificación de la ley de pa- 
tentes no mencionan a Jos puestos de venta de frutas y horta- 
lizas, el urt. 1 de la misma dispone: "toda persona que ejerza 
en la provincia un rumo de comercio, industria, arte o profe- 
sión, está sujeta al impuesto de patente y los ramos no enu- 
merados expresamente en estn ley, no quedan, por eso, exentos 
de pago y serán clasificados consultando ta analogía con los 
otros ramos clasificados en lu misma; para !i> cual dan norma» 
los decretos reglamentarios. La ley no ha podido enumerar de 
modo concreto y diferencial las innumerables y variadas apa- 
riencias del intercambio y es razonable que baya recurrido a 
esa norma genérica, agregando los remedios para corregir su 
aplicación inmoderada. Es indudable ipje la actora se dedica 
a un ramo de comercio {arts. 2 y H, incisos 1 y 2, Código de 
Comercio) de Jos comprendidos en la ley de patentes a los 
fines de la iin porción. 

Que la actora reclamó de aquella clasificación, fundada 
en que el poder administrador consideraba exentos y dispen- 
saba de patente a Jos puestos fijas de verdura y fruta sitos 
fuera de los mercados, identificándolos con los vendedores 
ambulantes de los mismos artículos; reclamo al que el ministro 
de hacienda proveyó negativamente "por no estar compren- 
dido el caso de los recurrentes en las excepciones autorizadas 
por bi ley'". 

Que la resolución ministerial no es nula tic por sí. pues el 
ministro tiene facultad expresa a tribuirla, no sólo por la 'ey 
de patentes (art. 26) pora resolver las redamos contra bis 
clasificaciones, sino también por la ley de ministerios (art. .'i, 
inc. lj atribución constitucional, por cuanto el art. 100, Cons- 
titución Tueumán, establece que resuelve por sí solo en todo lo 
referente al régimen económico de mi résped iv.. departamento 
No se trata, pues, de una delegación de facultades prohibida 
por la constitución local (art. 3 J ) razón por lo cual corres- 
ponde examinar esa resolución en su aspecto intrínseco. 

Que hi excepción de la ley cu favor de los vendedores am- 
bulantes no es argumento suficiente para impugnar de iucuiis- 
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titucional la clasificación hedía a los vendedores con puestos 
fijos en los mercados y a los que les corresponde e) pago 
de patenté conforme :i los nrts. 1 y 28 de ln ley respectiva. La 
garantía de uniformidad det impuesto (art. *1<¡ Constitución 
Nacional e iiir. 1. art. Ü7 GoiiHtitueión Tueumán) significa que 
la igualdad debe abarcar a todas las personas o contribuyentes 
afectados por un impuesto dentro de la categoría, grupo o 
designación que ln corresponde, evitando distinciones arbitra* 
rias, injustas u hostiles contra determinadas categorías; ga- 
rantía que no juega en este caso, porque existen diversidad de 
circunstancias o condiciones. Esa declaración tendría por ob- 
jeto que la sentencia eximiera de patente a ln actora, a cuyo 
pago está expresamente obligada por ley. La aplicación que 
de ln ley respectiva hace el poder administrador, no vuelve 
inconstitucional a la ley misma, ni al tributo cobrado, el cual 
tampoco resulta eonfiscatorio. 

A la tercera cuestión, que la imposición municipal se rea- 
liza sobre materia propia y reservada, como es el alquiler del 
puesto o quiosco fiel mercado que es de propiedad del muni- 
cipio y otros conceptea como el impuesto al abasto y el derecho 
que se percibe sobre el uso de sus propias obras (art. 132, 
incisos 1 y 12 Constitución Tueumán) mientras que el impuesto 
de patente recae snhre e! ejereieio de esa rama de comercio, 
industria, arte o profesión. De lo contrario, si la provincia no 
pudiera imponer por este concepto a las actividades comercia- 
les que se ejercitan dentro de un increado municipal, produ- 
ciríase la desigualdad en la repartición de las cargas impo- 
hitivas, !<i que es. precisamente, ln prohibido pnr Ja constitución 
local (art. fi7, ine. ]). Como lo declaró el tribunal (J. A., 
t 47, pág. 10(11) la simple enumeración de los írravámenes 
demuestra que cada uno de los tributos recae sobre materia 
propia (le cada una de las jurisdicciones, pero Tal superposición 
o multiplicación de tribuios es una consecuencia que deriva de 
todo régimen en que concurren diversas jurisdicciones o de 
todo sistema en el que también concurren el gobierno central 
y el local. 

A la marta cuestión, que no corresponde decidirla, en 
atención al resultado de las anteriores. 

A ln quinta cuestión, que las costas corresponden por 
su orden. 

Por estos fundamentos, se resuelve no hacer lugar a la 
demanda interpuesta por Antonio Ferré y Hermanos vs. el 
poder administrador de la provincia por repetición de impuesto 
y en consecuencia se rechaza la acción en todas sus partes. 
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Costas por su orden, — Juan Helhr. — i. A, Moyana. — 
F. A. de ta Vega. — .V. Lízondo Borda. — R. Schrtier, — 
h. García Za valía. 

Dictamen uel Piíocuiíadou Geneiul 
Suprema Corte: 

La ley de patente* de Tuenmán X* 988 establece en 
su art. l*i 

"Toda persona que ejerza en la Provincia un ra- 
mo de come reto, industria, arto o profesión, está sujeta 
al impuesto de patente» 

Los ramos de comercio, industria, arte o profesión , 
no enumerados expresamente en esta ley, no quedan 
por eso exentos del impuesto y serán clasificados con- 
sultando la analogía con los otros ramos de comercio, 
industria, arte o profesión clasificados en misma 1 *. 

Como el art. 10, iuc. 5*, al exceptuar a los vendedo- 
res o compradores ambulantes de frutas, verduras, 
aves, pescado, carne y pan no incluye a los vendedores 
de frutus y verduras en los mercados de abasto, las 
autoridades administrativas locales resolvieron que 
ellos debían pagar patente, y a tal efecto, por razones 
de analogía, los incluyeron en el rubro general del art. 
28 "casas de venta de mercaderías generales". 

Vigente tal sistema, los señores Antonio Ferré y 
Unos., con puesto de frutas y verduras en díclio mer- 
cado, acudieron ante la Suprema Corte de Tucumán pi- 
diéndole declarase inconstitucionales los referidos ar- 
tículos, entre otros motivos porque las oficinas admi- 
nistrativas provinciales habrían violado la norma de 
igualdad ante el impuesto al efectuar dicha inclusión, 
y se fundaban en haber sido encuadradas en la excep- 
ción del art. 10, inc. 5", puestos de fruta y verduras 
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situado 3 en la misma ciudad de Tucumán, pero fuera 
del Mercado de Abasto. En su mérito, demandaban a 
la provincia por devolución de lo cobrado. La deman- 
da fué rechazada por la Suprema Corte (fs. 98) y aho- 
ra traen ante V. E. los Sres. Antonio Ferré y Hnos., 
un recurso extraordinario, cuya procedencia parece in- 
dudable atenta la materia que lo motiva. 

"^n cambio, no resulta demostrada la injusticia del 
fallo. Exceptuar del pago du patente a los vendedores 
ambulantes, que en general disponen de cortísimo ca- 
pital, no comporta sea necesariamente inconstitucio- 
nal cobraj'Ja a quienes vendan los mismos productos en 
locales fijos; y olio, porque a igualdad de cuantía, los 
impuestos gravan proporcionalmente más al pobre que 
al rico, y esa diferencia puede ser compensada sin he- 
rir principio alguno exonerando del pago a quienes, pe- 
se a su trabajo y esfuerzos, no logran adquirir lo re- 
querido por sus necesidades vitales. Dentro del sistema 
de categorías creado por la ley, la patente de los recu- 
rrentes corresponde a la quinta clase, casas con capital 
en giro desde 90.001 a 180,000 pesos o sea, existencia» 
por más de 30.000 pesos (arta, (i y 7, decreto reglamen- 
tario, junio 25 de 1931, fs. 130, págs. 106-7). No se ha 
controvertido en autos la existencia de ese capital; y 
nada significa que el P. E. haya conceptuado exentos 
de impuesto a otros vendedores no ambulantes de fru- 
tas y verduras, mientras no se demuestre haber sido 
ése el propósito de la ley, demostración que no existe 
en autos. Contra ella se alza el categórico texto del art. 
1, ya transcripto. 

En consecuencia, y no estando expresamente exo- 
nerados de patente los puestos de venta de frutas y 
verduras en los mercados de abasto, Antonio Ferré y 
Hnos. han debido pagar patente. ¿ Cuál T A juicio de 
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los recurrentes lúa correspondería la calificación "bo- 
liches sin venta de licor"; pero el decreto reglamenta- 
rio citado reserva esa calificación a los establecimien- 
tos cuyo capital en giro no exceda de $ 2,500 (art. 6, 
cit.); y atento al significado corriente de las palabras, 
no encuentro en ello arbitrariedad o propósito de per- 
seguir a determinada categoría de comerciantes, 

Corresponde, entonces, confirmar el fallo recurri- 
do. Buenos Aires, julio :S1 de 1942. — Juan Alvarez. 
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Buenos Aires, de agosto de 194.1. 

Y vistos: Los seguMos por Antonio Ferré y linos, 
contra la Provincia de Tucnmán sobre repetición de 
pago relacionados a fs. 08, venidos de la Corte Supre- 
ma de Justicia do Tucnmán por recurso i.»x1rnordinario 
concedido a fs. 104. 

Considerando, cu cuanto al recurso: 

Que se lia impugnado la ley local de patentes, la 
resolución ministerial y la clasificación administrativa 
recaída en el negocio, so color de ser viola tonas de la 
garantía de igualdad establecida en el art. 16 de la Cons- 
titución Racional, y la decisión lia sido en favor de las 
primeras. Kl recurso, es, pues, procedente, de acuerdo 
ai art. 14, inc. 2' de la ley 48. 

Y en cuanto al fondo de la cuestión federal: 

1* Sostiene la sentencia afielada, que la actora ha 
justificado ser propietaria de Ids puestos 1, 2 y 3 para 
venta de frutas y verduras en el Mercado de Abasto, 
los que fueron clasificados a los fines de la patente 
como negocio de compra y venta de frutos del país, 
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comprendido en la 5* categoría con posos 300 anuales 
y un adicional de pesos 15, Que si bien los cuadros de 
clasificación de la ley de patentes no mencionan los 
puestos de venta de fruta y hortalizas, el nrt. 1* de la 
misma dispone: Toda persona que ejerza en la provin- 
cia un ramo de comercio, industria» arte o profesión, 
está sujeta al impuesto de patente, y los ramos no enu- 
merados expresamente en esta ley, no quedan, por eso, 
exentos de pago del impuesto y serán clasificados cón- 
sul ta mi o la analogía cotí los otros ramos clasificados 
en la misma, fiara lo cual dan normas los decretos re- 
glamentarios. La ley no lia podido enumerar de modo 
concreto y diferencial las innumerables apariencias del 
intercambio y es razonable que haya acudido a osa nor- 
ma genérica, desde que la actora se dedica a un ramo 
íle comercio (arfe! 2 y 8, ines. 1' y 2* del Código de Co- 
mercio) de los comprendidos en la ley de patentes. 
Que la aetora reclamó de aquella clasificación, fundada 
en que el poder administrador consideraba exentos y 
dispensaba de patente a los puestos fijos de verdura 
y fruta sitos fuera de los mercados, identificándolos 
con los vendedores ambulantes de los mismos artículos; 
reclamo cjuc el Ministro de Hacienda resolvió negati- 
vamente "por no estar comprendido el caso de los To- 
car rentes en las excepciones autorizadas por la ley**, 
(¿ue la excepción de la ley en favor de los vendedores 
ambulantes no es argumento para impugnar de incons- 
1 Í turbinal la clasificación hecha a 'os vendedores con 
puestos fíjos en los mercados y a los que tes correspon- 
de el pago de patente conforme a los arts. 1 y 28 de la 
ley respectiva. Y que la aplicación que de la ley respecti- 
va hace el poder administrado?, no vuelve inconstitucio- 
nal a la ley misma, ni al tributo cobrado, el que no re- 
sulta confisca torio. 
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2* Que estableciendo el art. 1' do la ley impugna- 
da que los ramos de comercio no enumerados en ella 
serán clasificados consultando la analogía con los otros 
ramos clasificados en la misma, es patente que la auto- 
ridad administrativa lia debido clasificar osos ramos 
no enumerados con sujeción al principio de igualdad y 
uniformidad que es la base del impuesto y de las car- 
gas públicas. Es decir, quilos negocios que se realizan 
en los puestos fijos de venta de frutas y verduras den- 
tro o fuera del mercado de abasto han debido clasifi- 
carse igualmente, de acuerdo a la ley respectiva o al 
capital en giro o al capital en existencia, como lo (lis- 
ponen los urts. (5 y 7 del di'rretn reglamentario, (pie no 
lian sido impugnados, sin perjuicio de reconocerse la 
legitimidad cíe la exención del impuesto al vendedor 
ambulante, cuyo ínfimo negocio sólo alear m a satisfa- 
cer las necesidades vitales- más apremiantes de quienes 
lo realizan. Puesto que la garantía do igualdad no se 
opone a la creación de categorías razonables, como la 
establecida a favor de esos vendedores a que se refiere 
el art. 10, inc. 5*, de la ley, o sea que se conceda a unos 
lo que so acuerda a otros en igualdad de circunstancias; 
pero sí al contrario, como ocurre en el caso en esamen 
""se impono el tributo al comerciante que tiene su local 
'dentro del morcado, eximiéndose del mismo a quien lo 
tiene fuera, manifiestamente se compromete el princi- 
pio de igualdad asegurado por el art, 1G de la carta 
fundamental. 

3* Que del informo de la Dirección General de 
Rentas de la Provincia resulta, en efecto, "que los lo- 
catarios de puestos de frutas y verduras de los merca- 
dos de suburbio no están clasificados para el pago de 
patentes si la venta es exclusivamente de estos dos 
artículos. Que los puestos de verdur; - situados fuera 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



347 



de los morcados, con carácter fijo, no están clasificados 
para el pago de patentes, siempre que se encuentren en 
idéntica situación que los anteriores. Y que cuando a 
un bol i elle o almacén está anexado un puesto de verdu- 
ras y frutas, la clasificación es exclusivamente por el 
boliche o almacén, y los puestos de verdura y fruta no 
funcionan amparados con la patente de éstos, por cuan- 
to la ley no los grava en forma expresa y siempre lian 
sido considerados como comprendidos en la disposición 
del art. 10, inc. 5*, de la ley de patentes" {v. informo 
de fs. 37, contestación a los puntos 7*, 8* y 9' del oficio 
de fs. 3f>). 

4' <¿ue de lo expuesto resulla (pie la ley de paten- 
tes en su art. 28 no grava expresamente a los puestos 
fijos paia la venta de verduras y frutas; y que si bien 
éstos habrían podido clasificarse por analogía con otros 
ramos del comercio, atento lo dispuesto en el art. 1* de 
la ley, tal clasificación ha debido ser igual para los 
que Se bailasen en las mismas circunstancias, como lo 
serían los puestos fijos situados dentro o fuera del mer- 
cado, evitando privilegios, que excluyen a unos de lo 
que se concede a otros o creando distinciones arbitrarias, 
injustas u hostiles contra determinadas personas o ca- 
tegorías, conforme lo ha resuelto esta Corte en los nu- 
merosos casos sometidos a su decisión (Fallos: 149, 417; 
17Í), 181, 203; 192, 139). 

5* Qué en estas condiciones si bien la ley exami- 
nada no contiene en sí misma disposición alguna con- 
traría a la Constitución Nacional, es visible, en cam- 
ino, que la resolución administrativa en cuya virtud se 
ba clasificado y gravado el negocio de la parte acto ra 
vulnera y viola el citado art. 16 de la Constitución. 

Por estos fundamentos, y oído el señor Procurador 
General se revoca la sentencia apelada de fs. 98, en 
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cnanto lia podido ser materia del recurso. Hágase sa- 
ber y devuélvanse, debiendo reponerse el papel en el 
tribunal fie origen. 

Roberto Rkpetto — Antonio 
Saoauna — B. A. Xazar 
Anchor*: xa — F. Tí amos 
Mkjía. 



ANGEL ALEJANDRO LIIIBSA 

JURISDICCION; Futro <n> atracción. SuCtsién. 

VA juieío sobre petición de hereuein en trámite unte el 
juez tle 1¡i sucesión del causante, no es atraído por el juicio 
sucesorio de uno de ios herederos demandados. 

DUTAMKN DEL PltoC UtAliOU (i EN ERAL 

Suprema Corte: 

Fallecido I). An^cl Alejandro Phiesá en Realicé 
(Territorio Nacional tic La Pampa) el -i) de marzo de 
1033 t sn viuda inició la cor respondiente sucesión ante 
el Juzgado Letrado N* 1 de dicho territorio (fs. 15, ex- 
pediente X" r>20), y eu ese juicio fué denunciado, entre 
otro* bienes, una tracción de campo ubicada en el par- 
tido de General Villegas (Prev, de Buenos Aires), 

Sobre entrega de una parte de ese campo, se había 
iniciado contra la sucesión un juicio de petición de he- 
rencia ante un Juez en lo Civil y Comercial de Merce- 
des; y habiéndole pedido el del juicio sucesorio se in- 
hibiese, ha surgido una contienda de jurisdicción entre 
ambos jueces. 
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El de Mercedes, se funda en que el inmueble re- 
clamado estaba en posesión de terceros desde antes del 
fallecimiento del causante, y además de estar situado el 
campo en esa jurisdicción, tienen en ella su domicilio 
los demandados (fs. 54, e.\p. 5:20). El de La Pampa, 
sostiene ípic, pues allí tuvo su último domicilio el ex- 
tinto, allí deben tramitar las demandas contra la su- 
cesión {fs. 43 y 45, id.). 

Planteada en esos términos la contienda y no exis- 
tiendo duda acerca de cuál fuese el último domicilio del 
causante {fs. 3 y 3í>, íd.) t corresponde, con arreglo a 
lo dispuesto por el art. 3284 del Código Civil, dirimirla 
a favor de la jurisdicción del Sr. Juez Letrado de La 
Pampa. Buenos Aires, julio 23 de 1043. — Juan Alvares. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, í) de agosto de 1943. 
Autos y Vistos: Considerando: 

Que ante el Juzgado Letrado núm. 1 del Territorio 
de La Pumpa Central tramita el juicio sucesorio de D. 
Angel Alejandro Chiesa, iniciado el 8 de agosto de 1933 f 
sin hallarse todavía terminado. Fué allí denunciado co- 
mo de propiedad del causante, entre otros bienes, una 
fracción de campo (198 hectáreas, 17 áreas y 35 eenti- 
áreas) situada en el partido de (¡i-neral Villegas, Pro- 
vincia de Buenos Aires. 

Que ante el Juzgado núm. 1 de I' Instancia en lo 
Civil y Comercial, secretaría núm. 2, Departamento del 
Centro, Mercedes, Buenos Aires, doña Agustina Chie- 
sa do Pellejero, inició demanda contra sus hermanos 
Angel Alejandro (al presente la sucesión antes nombra- 
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da), Juar Desiderio y Enrique Ricardo, por petición 
de herencia sobre la sexta parte del inmueble sito en el 
partido dv Geno ral Villegas, parte del mismo a que 
acaba de hfUftrae referencia en el considerando anterior. 

Que, si guí! las afirmaciones do la coheredera ae- 
tora, tal inmueble, con la superficie total de alrededor 
de 595 hectáreas, les había sido adjudicado a los her- 
manos coherederos en la sucesión de doña María Paz- 
zini de Chiesa fallecida el uño 19*25. El juicio respecti- 
vo fué tramitado ante los tribunales de Mercedes, Prov, 
de Htienos Aires, por tener la causante su domicilio en 
el partido de Villegas. 

Que en función de tales antecedentes trátase de de- 
terminar si los autos de fs. 18 v. y fs, 45 del expediente 
núm. 5Ü0, que ordenan proseguir la acción por petición 
de herencia ante el juez de la sucesión de Angel Ale- 
jandro Chiesa, es decir, el de La Pampa, se ajustan o 
no a lo dispuesto por el art. 3284 y sus concordantes 
del Código Civil. 

Que de acuerdo con el inc. 1* de éste es indispen- 
sable, para que exista fuero de atracción sucesoria res- 
pecto de las demandas concernientes a los bienes here- 
ditarios, que ellas sean interpuestas por algunos de los 
sucesores universales contra sus coherederos. En Ja 
presente cuestión de competencia la demanda presen- 
tada ante el juez de Mercedes so deduce por una pre- 
sunta heredera contra sus hermanos, a fin de que se le 
reintegre en la parte de herencia que dice corresponder- 
ía en común con aquéllos. Del*, sin embargo, advertir- 
se que la causa del litigio no estaría radicada en la su- 
cesión del hermano p remuerto, como se lo ha resuelto, 
sino, en todo caso, en la sucesión de doña María Pazzi- 
ni de Chiesa, madre común donde la actora es cohere- 
dera y afirma haber sido preterida. 
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Que en catas condiciones el juez competente para 
conocer en el juicio por petición de herencia respecto 
del inmueble de que se trata sería el de la sucesión nom- 
brada y no el llamado a conocer en la de Angel Alejandro 
Chiesa, como se ha resuelto por aquellos autos. No exis- 
te causa legal, en efecto, para que In última atraiga la 
acción de naturaleza real, como es la interpuesta. Al 
contrario, son sólo las acciones personales de los acree- 
dores del causante las que deben entablarse ante el juez 
del último domicilio, porque las reales o las que puedan 
asimilarse a ellas deben dirigirse ante el juez del lugar 
donde están situados los bienes inmuebles que son su 
objeto, como lo dice la nota al inc. 4* del art 3284 y 
lo ha resuelto reiteradamente la jurisprudencia dn la 
Corte. 

10 n su mérito, oído el señor Procurador General, 
so declara que es juez competente para conocer en la 
causa seguida por Chiosa de Pellejero contra sus her- 
manos el señor Juez de Mercedes doctor Braulio de 
Ipoln, secretaría del doctor Héctor Frogone, a quien 
se remitirán los autos. Remítanse asimismo al señor 
Juez Letrado mím. 1 de La Pampa los autos sueesorioa 
de don Angel Alejandro Chiosa, a los efectos corres- 
pondientes. 

RoiiEitTo Repetto — Antonio 
Saoarna — B. A. Nazab 
Anchghena — F. Ramos 
Mejía. 
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JUAN E. DILLON v. CAJA DE .JUBILACIONES DE 

PERIODISTAS 

J UBI LACIOS DE PKTtlODlSTÁS- Persona* comprendida*. 

No está comprendido en el art. 3> tic Iti W 12 ~>ñ\ et 
dentista ii «neldo de un periódico que presta sus «ervi-jn* 
profesionales a I personal de aquél. 



Dictamen i>el Fiioci'iíaikíb (Jrxeiial 
Suprema Corte; 

El recurso extraordinario inulta p rondón te por 
haberse puesto en tela de juicio la inteligencia de dis- 
posiciones de la ley especial 12.581 (192: 415), y ser la 
sentencia definitiva contraria al derecho invocado pol- 
la recurrente. 

En cuanto al fondo del asunto, he aquí el caso. Del 
eertif ¡catín de fs. 1 resulta que I). Juan Eduardo Dillon, 
desde octubre 1' de lDl*8 t presta servicios profesiona- 
les como dentista para el personal de la Empresa Edi 
tonal I Tayaes Ltda. ; y bajo el concepto de que sus ta* 
reas, por la forma y condiciones en que las cumple, en- 
cuadran dentro ile las disposiciones de la referida ley, 
ha solicitado se Je computen dichos servicios. 

A diferencia de otras leyes similares, que para de- 
terminar el en rú éter de .-ifilúido asignan valor decisivo 
a la circunstancia de ser empleado a sueldo y cumplir 
tareas permanentes en empresas sometidas al régimen 
de las mismas, la 12.583 enumera en su art. T las fun- 
cione •< cuyo ejercicio hace procedente la afilhiciñn de 
quienes la desempeñen. Ni por analogía cabe, a mi jui- 
cio, reputar comprendidos en tal enumeración tos ser- 
vicios profesionales a cargo de Dillon. 




DE JUSTICIA DE LA NACIÓK 



El) su mérito, pienso corresponde revocar el fallo 
apelado de fs. 22 en cuanto ha podido ser materia de 
recurso. Buenos Aires, julio 27 de 1943. — Juan Alvares 

FALLO DE LA CUlíTE SLTREMA 

Buenos Aires, 11 de agosto de 1943. 

Y vistos: El recurso extraordinario deducido en 
los autos: "Juan Eduardo Dillon v/. Caja Nacional de 
Jubilaciones y Pensiones de Periodistas, ¡obra reco- 
nocimiento de servicios", y 

Considerando : 

t^ue en el presente se trata de establecer si Jos ser- 
vicios prestados por el recurrente en el carácter de den- 
tista a sueldo del personal de la Empresa Editorial 
Ilaynes, son comparables u los efectos de la ley 1*2.581. 

(¿lie en presencia de los términos restrictivos de 
los arts. 3' y 4* de la mencionada ley no procedo el 
reconocimiento perseguido, desde que no se trata do 
mi empleado o auxiliar que realiza una función regu- 
lar para los servicios específicos del comentario e in- 
formación y la administración de las publicaciones, ni 
que baga del periodismo su profesión habitual. 

Por ello y de acuerdo con el pr* 1 "edén te dictamen 
del Si\ Procurador General, se revoca la sentencia ape- 
lada de fs. 22 en canuto pudo ser materia de recurso, 
llágase sabor y devuélvanse al tribunal de procedencia. 

KuBETtTO TEepetto — Antovio 
Saoarna — B. A, Nazar 

A N CHORE N A — F. RAMOS 

Mrjía. 
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S. A. COMERCIAL, INDUSTRIAL v FINANCIERA RYCLA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Materia ajena. Constitución y la- 
yes lócala*. Procesales, 

Es improcedente el recurso extraordinario contra la reso- 
lución de un tribunal que declara nial concedida ta ape- 
lación interpuesta para unte el mismo; pues se limita a 
decidir una cuestión meramente procesal, ajena a la ju- 
risdicción extraordinaria de la Corte Suprema (*). 

RECURSO EXTJUORDI.XAfífO : Materia ajina. Camtituctí» y 
leyes fatales. Procesales. 

Es improcedente el recurso extraordinario contra la re- 
solución que desestima la nulidad de una sentencia, pues 
se limita a decidir una cuestión meramente procesal — co- 
mo las que versan sobre el cumplimiento de los requisitos 
necesarios para la validez de las sentencias — y ajena a 
la jurisdicción extraordinaria de la Corte Suprema ( ! ). 



S. A. GANADERA EL YUNQUE v. PROVINCIA DE 

CORDOBA 

LEY DE SELLOS: Sellado a^licnMé. 

El art. 23, 2 I} apartado, de la ley 11.290 comprende entre 
los documentos sujeto.! a impuesto todos los que pongan 
de manifiesto la existencia de una ohl ilación. 

LEY DE SELLOS: BsUbúa aplicable, 

Corresponde reponer en la forma establecida en el art. 23 f 
2* apartado, de la ley 11.290, los formularios y liquida- 
ciones referentes a la compraventa de panados a un fri- 
gorífico realizada vprbalmcnte, presentados por el vendedor 
en el juicio sobre repetición de impuesto territorial se- 
guido ante la Cor fe Suprema contra una provincia. 



(i) Ifi de nonato 1943. Fu |]<>i: 192, lt!4 ; 193, 123, 263 Y 49». 
(*) FnlJo». 178, 288; 187, ,14 y 323. 
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Dictamen del Procurado!! General 
Suprema Corto: 

Los documentos agregados do fs. 16 a 3(i del expe- 
diento principal se refieren a varios contratos do com- 
pra-venta de ganado que, en los términos del art. 23, 
i¡* parte, de Ja ley 1 1 .290 deben reponerse con el sella- 
do a que se refiere el art. 2 T de la misma ley al ser pre- 
sentados en juicio, ora sea do jurisdicción voluntaria 
o contenciosa. El impuesto debe computarse sobre el 
valor que figura en las liquidaciones de fs. 16, 19, 20, 
21, 24, 25, 29, 32 y 35 las que comprueban la realización 
de cada operación de venta. 

Y. E. cuando ha interpretado el alcance del refe- 
rido art, 23 lo ha hecho con relación a la primera parte 
del mismo que no es, indudablemente, el caso de autos 
(149: 22; 154; 352 ; Reggiardo José A. v/ Bromberg 
y Oía., marzo 10/930). 

Correspondería, pues, y así lo solicito, se intime 
al actor la reposición en la forma preindicada. Buenos 
Aires, julio 6 de 1943, — Juan Alvares. 

Dictamen del, Procurador General 
Suprema Corte: 

Contestando la vista que V. E. me confiere prece- 
dentemente, expongo : 

Las razones aducidas por el interesado a fs. 12/14 
del presente cuaderno de prueba de la parte demanda- 
da no modifican las conclusiones a que llegué en el dic- 
tamen de fs. 9. 

En efecto; los documentos individualizados en di- 
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eho dictamen "suponen obligaciones" (art. 23, 2* pá- 
rrafo) ilel tipo He las que precisamente el mismo actor 
reconoce como existentes en el escrito que antecede, 
pero atribuyéndoles el carácter, de obligaciones "ver- 
bales" en cuanto la aceptación de venta de ganados se 
opera en esa forma. La documentación agregada se re- 
fiere ex p icsa y concreta] n cu te a dichas operaciones. 

Carecerían de sentido la* palabras transcriptas del 
art. 23 si no se las interpretara en la forma preiudieada. 

Tampoco tendría sentido la expresión "ya sea el 
juicio de jurisdicción voluntaria o contenciosa 1 ' si se 
aceptase la tesis del peticionante en cuanto sostiene 
que sólo pueden gravarse ron el impuesto de sellado 
los contratos presentados al cobro judicial, vale decir, 
contencioso. Las palabras "jurisdicción voluntaría" de- 
muestran que el impuesto se paga en ambos casos, por 
la mera presentación de los documentos privados. 

Por último, del texto del primer párrafo de la con- 
testación dada por la Dirección General del Impuesto 
a los Réditos (fa, tí)) a la consulta formulada por los 
inte res; idos surge la obligación de reponer, aunque sin 
multa, los documentos en el momento de su presentación. 

El segundo párrafo de dicha consulta no puede ser 
tenido en cuenta para decidir el presente caso toda vez 
que el mismo contempla una situación hipotética, igno- 
rándose en esa oportunidad cómo tal supuesto ha sitio 
cumplido en esta causa. 

Cal>e agregar con respecto al párrafo final de la 
expresada contestación a la consulta que dice: "Se le 
significa al mismo tiempo, que tal interpretación no 
tiene más alcance que el establecido en el art. 7íí de la 
ley 11.290", que la opinión allí emitida, de acuerdo con 
dicho artículo, sólo tiene valor extra judicial. El texto 
del artículo lo confirma: 
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"Toda duda que se suscitare fuera de juicio sobre 
la interpretación de esta ley, será resuelta por el fun- 
cionario indicado en el artículo subsiguiente, con au- 
diencia verbal o escrita del Procurador del Tesoro, si 
lo creyera necesario". 

Mantengo, pues, las conclusiones de mi dictamen 
de fs. 9 y pido se intime la reposición de sellos en la 
forma allí solicitada. Buenos Aires, julio 31 de 1945. — 
Juan Alvares. 



FALLO DE LA COKTE SUPREMA 

Buenos Aires, 1C de agosto de 1943. 

Y visto el precedente cuaderno de la prueba de- 
mandada, en los autos caratulados "Ganadera El Yun- 
que, S. A. contra Córdoba la Provincia, sobre incons- 
titueionalidud" etc, para decidir la incidencia promo- 
vida a fs. 9. 



Y considerando: 

Que el art. 23 de la ley H.'2!)0, dispone: "Las cuen- 
tas, tengan o no el conforme del deudor, pagarán como 
único impuesto de sellos el que fija la escala establecida 
en el artículo 2' de esta ley en el acto de su presentación 
a cobro ante los jueces o autoridades correspondientes". 
"La correspondencia privada u otros documentos aná- 
logos que suponen obligaciones, puta sujetos a igual im- 
puesto en el acto de presentación en juicio ya sea éste 
de jurisdicción voluntaría o contenciosa»'. 

Que <^1 término "suponer" tiene por acepción pri- 
mera, la de "dar por sentada y existente una cosa" — 
Diccionario de la Real Academia, pág. 1186, ed. 1939. 



.i 
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Que por consiguiente, la interpretación literal del 
art. apartado '2% de Ja ley 11.ÍÍÍK1, es la <| ito compren- 
de entre los documentos sujetos a implicólo, t rulos los 
que pon íí ¡ni de manifiesto la existencia fie una obli- 
gación, 

Que esa inteligencia puedo afirmarse en el propó- 
sito del legislador tic sujetar a impuesto todos los ins- 
trumentos susceptibles de emplearse con el fin de com- 
probar una olíliiíftción. o el a<-lo jurídico de que aqin-lla 
nnet\ aun caá rulo revistan forma epistolar cuando los 
mismos son presentados eon ese objeto a la justicia, 

Que esc espíritu de la ley si- eorrnlmm cu el npar- 
tado filial del art. 23, ipio os ta Mece una solo gravamen 
para todos los documentos referentes a una misma 
obligación. I'or donde no cabría eximir de impuestos 
los instrumentos referentes a actos que, por ser origi- 
nariamente verbales, no lo liubieren satisfecho, 

Kn su mérito y por los fundamentos de los dictá- 
menes do t's. í) y precedente, llágase la reposición indi- 
cada por el Sr. Procurador General. 

líon kisto Tí koiítto — Antonio Sa- 
gakna — F. Ramos Mbjía, 



S. A. IlENPEiUA v. DlíIHí'CTOX (¡ KN'KIÍ ATj \W*h 
IMPUESTO A LOS REDITOS 

RECURSO EX TU A O fíliFNA ItlO r Cttrsttw frderal Canos. Lrtfts del 
Congreso. 

Premio el recurso extraordinario contra la Renten rio míe 
interpretando el art. 2.">, ¡tu», e) de la ley federal 11.(182 
en sentido contrario a) sostenido por et recurrente, de- 
niega la exención invocada por este. 
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IMPUESTO A LOS REDITOS: Aplicación. Rentas del comercio, in- 
dustria, etc. 

El art. 2-"i, i iic. e) última parte, de la ley 1I.G82 contem- 
pla tíos t-l use* de operaciones de compraventa : las que el 
contribuyente realice como profesión habitual; v las que 
constituyan el objeto de su comercio, sean o no habituales, 

WPnCSTO A LOS REDITOS: A pheadún. Rentas del comercio, in- 
dustria, tic. 

Para determinar la renta bruta de una sociedad debe 
er imputarse, conforme a lo dispuesto por el art. 25, ine. e) 
de la ley 11,682- la partida proveniente del mayor valor 
obtenido en la venta de un inmueble de propiedad de 
aquélla aunque mi r-aliee esa clase de operaciones de ma- 
nera habitual, siempre que ellas sean propias de su eo- 
irien-in por oslar previstas eulre las que constituyen el 
objeto de la suciedad. 

Sentencia del Juez Fedeiíal 

Rosario. abrí! 10 de 1¡M2- 

Y vistos : I^n presente demanda " .ntcnc.insa sobre repe- 
tición derlucida por bi Sociedad Anónima Hesperia contra el 
Fisco Nacional (Dirección Oral, del Impuesto a los Réditos) - t 

Y considerando que: 

1"^ Tuando la aetora foimuló 1n declaración jurada de 
rus réditos, n los efectos de la liquidación del impuesto co- 
rrespondiente, excluyó de bis ingresos sometidos al gravamen 
la partida de $ 21 .381,12 del ejercicio de 1934, y la de 
$ 81.838,13 del ejercicio de 1937. provenientes del mayor valor 
obtenido en la venta de títulos y acciones, y la partida de 
$ 47.207.91 del ejercicio de 1938. relativo al mayor valor pro- 
ducido, por la venta de bienes raíces. 

Objetado por la Dirección el criterio que sustentaba e! 
contribuyente (fs. 11 y 17 del exp. administrativo de repeti- 
ción), este abonó bajo protesta la suma de $ 7.542,81 (fs. 7 y 8 
de autos) y planteó administrativamente el recurso de repe- 
tición, sobre el que recayó la resol nerón denegatoria de que 
informa la actuación de fs. 27 del expediente respecivo. 

Tales antecedentes son los que lian originada esta vía 
judicial en In que se lia de decidir -si las ganancia', en cuestión 
deben o no computarse en la determinación de U renta bruta, 
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según sea el sentido que se 1c asigne al texto del inc. e) del 
art. 2ó (Je la ley ll,fí82 (t. o.). 

2* De acuerdo con ta disposición legal que queda muí- 
cionada, el prine pío general consiste en que el mayor valor 
proveniente de la venta de bienes inmuebles y fie valores mo- 
biliarios, en compara fifia con el preeio de compra esta exento 
del gravamen iinh.-sitiv:.; pero la propia norma finita el al- 
cance de su beneficio al consignar, como excepciones, los casos 
en (pie los bienes valorizados ¡»c consideren, no como inversio- 
nes de cantal, s : no como mercaderías, hipótesis que se realiza 
ÍM las operaciones son efectuadas ''por cuenta de per- 
sonas o entidades que hagan de la compraventa de dichos 
bienes su profesión habitual o comercio ' '. 

La última parte transcripta pone de manifiesto que ]a 
hahítualidad de las openie'ones «o es el único requisito que 
*»xige la ley para gravar su^ ganancias; la disyuiiliva "su 
profesión habitual o comercio", revela por el contrario, que 
son dos las nociones que juegan independientemente: ta de 
que el contribuyente efectúe sus operáronos de compraventa 
de manera habitual, y la de que, con previnde ocia do la ha- 
bitual ¡dad. esas operaciones constituyan el objeto de su co- 
mercio, de su actividad especifica, vale decir, de su profesión. 
Y claro está que en este últ nm supuesto, el número de las 
transacciones carece de significación, ya que hi indica) ivo de 
la obligación de pagar el impuesto está en que las transaccio- 
nes, repetidas o no, caigan dentro del marco que configura la 
clase d<" comercio a que se dedica el contribuyente. 

3 9 La aplicación de este concepto al suh lile no puede 
presentar dificultad porque tratándose de ta aetora - de una 
■Ociedad anónima— la disertar nación de su objeto, es decir, 
de la finalidad para bi que fuera creada, surtre del contenido 
de mis estatutos, (pie fijan, al mismo tiempo, el límite de su 
capacidad jurídica. 

Ahora hien ; es ¡ndndahlc que los ines. a^ y ít> del art. 5* 
de ios estatutos, se refieren a las operaciones que Hesperia ha 
realizado y merced a las cuales ha obtenido las ganancias pun- 
tualizadas en el ennsid. 1» Xi, pues, tales operaciones son 
propias de su comercio, por eonst'tuir una de bis actividades 
expresamente previstas como fíties al crearse la sociedad, es 
de riiror )a conclusión de (pie las utilidades que de ella derivan 
deben abonar impueslo. de acuerdo con la prescripción de la 
última parte del art. 2f», inc, e> de la ley 11.ÍÍ82, cuyo al- 
cance ha quedado establecido más; arriba. 

Fallo rechazando en todas sus partes la presente de- 
manda. Con costas. — R>iúf F. Cepeda, 
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Sl:nteni-ia de; la Cámaiía Fkiieral 

Rosario, julio 22 de 1942. 

Vistos, en acuerdo, los autos <4 S. A. Hesperia contra 
Ffcco Raciona] ( Dirección Oral, del Impuesto a los Réditos) 
sobre demanda contenciosa" (expedienle H122 de entrada) y 

Cotí sii lera ndo que: 

V 1 La sociedad recurrente se agrav'a, con razón, en punto 
a la solución dada por el tí qtto. a la cuestión que refiere al 
producto de venta de títulos, no eomputühle a los efectos de 
ta intposii'ión. Admitido el distingo efectuado en la sentencia, 
es indudable que lo prev ; sto en el ine. g) del art. 5' de los 
estatutos, no arguye que la sociedad ten<»a entre su* finali- 
dades, la de comerciar en títulos mobiliarios. El sentido del 
vocablo "invertir", empleado en aquella cláusula, es bien de- 
finido y sólo contempla. Iónicamente, la posibilidad de colocar 
parte del capital en valores de esa índole, para facilitar las 
operaciones, sin que la realización ocasional de éstas, aunnue 
arroje ganancias, pueda considerarse un acto propio de Ü] 
piro comercial, En consecuencia, dche considerarse justo el 
reclamo de la entidad adora, que se apoya en razones »on- 
VÍfieentes, y nup parece abonado por las soluciones jurispru- 
denciales citadas, recaídas en casos similares, de estricta apli- 
cación íi! *uh ¡tiffirr. 

2* No ocurre lo mismo respecto de la venta de inmue- 
bles. Es ésta una de bis operaciones taxativamente enumera 
das entre lus que constituyen el objeto de la sociedad, como 
surge del art. 5» ine. a) de los estatutos. Hiendo así le al- 
canza la excepción del art. 25, inc c) de la ley 11.682, que, 
dentro fie la correcta interpretación del juez a qno, consigna 
dos binóles i s separables? que se trate de una aet'vidad habi- 
tual del contribuyente, o que sea propia de su comercio. De 
tal modo que cualquiera de los términos de la disyuntiva es 
por sí sólo suficiente para que funcione la excepción mencio- 
nada; s : endo inoperantes, por tanto, los argumentos expuestos 
y la prueba aportada, tendientes a destacar la falta de hahí- 
tual'dad en las transacciones sobre inmuebles. En el caso re- 
gistrado en el t. 182, pág. 417, la Corte Suprema, que emitió 
conceptos esencia ¡es acerca del carácter que, en general, re- 
viste la venta de un inmueble frente a la ley de réditos, bizo 
alusión a las excepciones del art. 25, si bien desechándola». 
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porque no concurrían allí los requisitos establecidos. Como ya 
se fin dicho, en el xitb li'e es otra La situación y la decisión debe 
acordarse, entonces, al criterio administra!" vo, fundado en la 
ley como lo hace el fallo en recurso, íi ñu' rilo de razones e/m* 
cordantcs que, con fines ríe brevedad, se tienen por reprodu- 
cidas. Es oportuno uñarlir que el propio recurrente en el in- 
forme ante la cámara, admite que si los estatutos hubiesen 
cons'pivido entre las finalidades sociales, el comercio de tí- 
tulns, hi solución del a qua sería inobjetable; lo que (derla- 
mente denota m opinión acerca del criterio que debe aplica rs»- 
al rubro de venta de inmuebles, especialmente previsto, ron 
prescin dencia de su hahituat'dad. 

Se resuelve revocar la sentencia a pida da. corriente a f*. 
82-83 en la partí 4 relativa al impuesto pagado en virtud de 
las operaciones sobre lindos a cuya repetición se hace lu^sir, 
con intereses al (> por ciento desde ta notíf rabión de la de- 
manda; y confirmarla en cuanto rechaza la acción referente 
al impuesto abonado por concepto de la venta ib' inmuebles. 
Atenlo el resultado .le] juicio, pásmense por mi orden las costas 
de ambas instancias. — Santo» ./, Smcone. — Jorge Frrri — 
Julio .Vil re. 

FALLO I>K LA COltTH S1TRLM A 

1 turnos Aires, 18 do agosto de 1043. 

V vistos: Los del recurso extraordinario interpuesto 
por "Hesperia 1 * S. A., contra la semencia tío ta Cámara 
Federal de Rosario i|uo desestima parciu'mcntc su de- 
intuida contra el (íobiemo de la Nación, por repetición 
de sumas pujadas ¡\ la Dueeeión General del Impuesto a 
los Réditos en concepto de impuesto a la venta de in- 
muebles, etc. ; y 

Considerando : 

1) Kt rceurso os procedente porque la Cámara, 
confirmando la ttleneia de! Juez Federal, deeidió (pie 
la excepción del art. lí**> de la ley 11.6*8*2, comprende tanto 
la actividad habitual del eonl ribtt vento como la que es 
propia de su eomereio, con prese! ndeiieia del carácter 
de M habituatidad" que menciona la actor*, os decir, de 
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la frecuencia o no del tráfico sobre inmuebles. Se trata, 
pues, del caso previsto en el ínc. 3* del art. 14 de la ley 
48 y así se declara. 

II) Que el art 5* de los estatutos de la "Hesperia" 
dice que la sociedad se constituye para realizar las si- 
guientes operaciones: "a) Comprar, vender, permutar, 
administrar y explotar bienes inmuebles ubicados en la 
líepúbliea Argentina y en el extranjero". u h) Adquirir 
y transferir derechos reales sobre inmuebles". 

En tales términos es indudable la procedencia del 
gravamen fiscal a los réditos que motiva esta causa; 
porque el art. 25 inc. c) de la ley 11682 {T. O.), dice cla- 
ramente que no .se computará en la determinación de la 
renta bruta: "El mayor valor proveniente de la venta 
o revaluación de los bienes inmuebles, valores mobilia- 
rios y otros bienes del negocio, en comparación con el 
precio de compra o valuación cu el último balance, salvo 
cuando estos bienes se consideren, no como inversiones 
de capital, sino como mercad* 1 ría, lo que rige para opera- 
ciones efectuadas por cuenta de personas o entidades 
que llagan de la compraventa de dichos bienes su profe- 
sión habitual o comercio". 

Por ello, los fundamentos de la sentencia apelada 
y la doctrina de lo resuelto por esta Corte en el caso 
registrado en el tomo 1P4, púg. 442 —considerando IV — 
y en la causa "La Protectora y La Internacional, Cías, 
de Seguros v. Gobierno de la Nación", fallada el 23 de 
julio ppdu., —considerando Ul— se confirma la resolu- 
ción apelada en cuanto pudo ser materia del recurso. 
Hágase saber y devuélvanse, debiendo reponerse el pa- 
pel en el juzgado de origen. 

Antonio Sagaiína — B. A. Nazab 
Anciiohena — P. Ramos Me- 
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MANUEL .T. FERRARI v. FERROCARRIL CENTRAL 

ARGENTINO 



EECÜItSO EXTRAORDINARIO : C—rtión f<dcr<tl. Casos, I.';, U del 
Congreso. AHti>ri<itii¡ mtcional. 

Procede e! rMUrso extraordinario fundado en la interpre- 
tación de la ley y del nrt. 5* del iaudn arhilral dic- 
tado por el Presidente de ta Nación el 23 de nehibrc de 
1984, contra la sentenria que condena n una empresa fe. 
rroviarin a devolver los haberes retenidos a unn de sus 
obrería en la proporción que se establezca por medio de 
loa arbitros a que se refiere el nrt. li(>2 del Código de 
Procedimientos, de Santa Fe. 

FERROCARRILES. 

La cuestión referente a establecer que suma en concepto 
de ¿evolución de ha he res deberá pairar una empresa fe- 
rroviaria a uno de sus obreros con arreglo al buido arbi 
tral dictado por el Presidente de la Nación el 2¡í de oct li- 
bre de 1!KÍ4. debe ser sustanciada por ta Dirección (¡ene. 
ral de Ferrocarriles y resuelta por el MiiiMerin de Obras 
Púbütítts de ta Nación y no por arbitros ni peritos. 



Dictamen dbl Pboc ihiador Gkxehal 
Suprema Corte: 

Ante la justicia ordinaria de Rosario D. Manuel J. 
Ferrari demandó al Ferrocarril Cent ral Argentino por 
cobro de salarios, pairo de vacaciones y devolución de 
haberes retenidos en cumplimiento de? laudo presiden- 
cial de fecha *J3 de octubre de 1934. Aeerea de esto últi- 
mo, que es el motivo del actual recurso extraordinario 
traído ante V. K., la sentencia definitiva obrante a fs 53 
condena al Ferrocarril a pairar al actor la suma que 
fijen ár hit ros, de acuerdo a las retenciones de sus habe- 
res efectuadas durante el período 11)39-1940. El laudo se 
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refiere inequívocamente a materia legislada por la ley 
de ferrocarriles nacionales 287.1 y sus decretos regla- 
mentarios; pero como lo discutido es su cumplimiento, 
me asaltan iludas acerca de la procedencia del recurso. 

Sí, ello no obstante, se inclinase V. EL a abrirlo, co- 
rresponderá tener en cuenta el nrt. 7 de dicho laudo, 
concebido así: 

"Las ditVri-urins qin i surjan por aplicación de lo 
determinado en el nrt. f>, serán sustanciadas por la Di- 
rección General de Ferrocarriles para ser resueltas por 
W señor Ministro de Obras Públicas'*. 

Ks el art- i», lo míe lia entendido interpretar correc- 
tamente el Sr. Juez sometiendo a decisión arbitral lo que 
el laudo ordenó fuese resuelto por el Sr. Ministro de 
Obras Públicas en definitiva. Explícase, pues, que am- 
bas pai tes se muestren disconformes. El actor, que sólo 
pedía se le devolviesen ochenta y cuatro pesos, reclama 
dolorido a fs. Ti 7 en ni ra una sentencia que le obliga ni a 
sufragar la mitad de las costas de un arbitraje técnico 
referente a "todo el movimiento de la empresa del Fo- 
rmen rril Central Argentino en lo que se refiere a sus 
entradas, monto de lo retenido a sus empleados en vir- 
tud del laudo presidencial y proporción en que debe 
hacer las devoluciones"; investigación enorme, que va 
a exigir desembolsos cien veces superiores a la cifra a 
esclarecer. Dicho de otro modo, al ganar el pleito, se 
arruina ; y el demandado, al perderlo, sufrirá molestias 
y gastos que tampoco guardan proporción con el monto 
modestísimo de lo discutido. 

Por otra parte» tan claro y preciso es el laudo, que 
ateniéndose a sus términos, el Sr. Juez no necesitó 
introducir un nuevo arbitraje para hacerlo cumplir. 
Bastábale deferir el punto a la decisión administrativa, 
como aquél lo establece. Considero, pues, que de admi- 
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tir V. R, el recurso, procederá dejar sin efecto la sen- 
tencia tic fs. til) en su parte a pela lile. Buenos Aires, 
setiembre 16 do 1D42. — Juan Alvares. 

FALLO PE LA COlíTE SUPREMA 

Buenos Aires, 18 de agosto de 1943. 

Y vistos: Los del recurso extraordinario inter- 
puesto por la Empresa del Ferrocarril Central Argen- 
tino en pleilo con Manuel J, Ferrari, sobre devolución 
de retenciones realizadas en el sueldo de óste, como em- 
pleado ferroviario, en virtud del laudo presidencial de 
de octubre de 1ÍW4 ; contra el fallo del Juez de Paz 
Letrado de la 'S Sección de Jí osario de Santa Fe, que 
baee limar a la demanda y condena al ferrocarril a de- 
volver al actor la suma que fijen arbitros de acuerdo 
con el a*t, ;¡<¡l> del Código de Procedimientos de Santa 
Fe, y 

Considerando : 

J) (¿m\ eomo lo expresa el Sr. Procurador Gene- 
ral, *'\ nrt, 7 del laudo del Presidente de la Xaeiún de 
octubre 23 de V.KU f preceptúa que 14 Las diferencias que 
surjan por aplicación de lo determinado en el nrt. 3*, 
serán sustanciadas por la Dirección General de Ferro- 
carriles, para ser resuellas por el Sr. Ministro de 
Obras Públicas*'; y el nrt. 5 T mencionado establece que 
"Si durante el transcurso de] ejercicio los resultados 
de la explotación apreciados en períodos trimestrales 
evidenciaran la posibilidad de efectuar una parte de 
las devoluciones, éstas se harán efectivas a título de 
anticipo, sin perjuicio de anular toda retención cuando, 
con los beneficios ya obtenidos, quede asegurada la 
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devolución total"; disposiciones que fijan claramente 
las circunstancias justificativas de la devolución de lo 
retenido y las autoridades capacitadas para sustan- 
ciar y resolver toda controversia entre empresas y em- 
pleados sobre devolución de sumas retenidas. 

II) Que ello está de acuerdo, además de las ló- 
gicas consecuencias de un laudo arbitral pactado y acep- 
tado por empresas y obreros (Código Civil, art. 1197) 
con el art. 71, ints. 10 y 17 de la ley 2873, que otorgan 
a la Dirección General de Ferrocarriles Nacionales la 
facultad de resolver de conformidad con las leyes y 
reglamentos de la materia los reclamos que se formulen 
contra las empresas de ferrocarriles nacionales; y la 
de intervenir en el examen y fijación por el P. E. del 
capital de cada empresa nacional de ferrocarril, como 
asimismo, con* rolar el monto de las entradas brutas y 
líquidas de las mismas, a los fines que establezcan las 
leyes, ole.; y como en el pleito en examen se trata, pre- 
cisamente, de determinar "loa resultados de la explo- 
tación" del ferrocarril demandado, es decir el monto 
de l;ts entradas brutas y líquidas, no es posible defe- 
rir a arbitros —y arbitros provinciales — la función de 
fijar esas entradas base de todo el régimen tarifario e 
inquisitivo atinente a los ferrocarriles y la consiguiente 
devolución de sumas retenidas; el art. 31 de la Consti- 
tución Nacional y el iuc* 3' del art. U de la ley 48 
resultan infringidos por el fallo en recurso. 

III) Que las precedentes consideraciones no están 
en discrepancia con las que informan el fallo de 17 de 
marzo de 1943 en el asunto Carlos Rodríguez contra 
Jn Compañía Córdoba Central Trust Lted. por cobro de 
pesos; pues la Corte se fundó, para confirmar el fallo 
de la justicia de paz letrada de la Capital, en la impro- 
cedencia del fuero federal alegado poi le demandada 
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"porque las partea no discuten —dijo el tribunal— el 
alcance de la facultad conferida a la Dirección General 
de Ferrocarriles por la ley 2873, ni lian planteado cues- 
tión alguna relacionada con el ejercicio de la misma en 
el presente caso. Es, en cambio, visible ime las relacio- 
nes jurídicas que están en juicio no se hallan regidas 
por las leyes que menciona la demandada sino por el 
derecho común, en el que fundan expresamente su dere- 
cho los actores y al cual será necesario acudir para re- 
solver las cuestiones vinculadas con el alcance del laudo 
arbitral y con los derechos que. de acuerdo al mismo y 
a los hechos ocurridos ulteriormente, correspondan á 
las pautes". Kn el caso do autos, cu cambio, ni en la 
demanda ni en Ja sentencia recurrida, se citan precep- 
tos del derecho común; ambos documentos afirman ha- 
berse acreditado las circunstancias que, sejrún el laudo 
presidencial, autorizaban las devoluciones — fs. 1 T 48, 
55 vta., 56 — aunque esas circunstancias las inducen 
del hecho de haberse efectuado devoluciones a otros 
empleados; y, en cambio, el ferrocarril sostiene lo con- 
trario y que han transgredido, en el fallo, las nor- 
mas de la ley 2873. 

Por ello, lo dictaminado por el Sr. Procurador Ge- 
neral y lo resucito por esta Corte el día 6 del corriente 
en autos Ferrocarril de Rut re Ríos con la Municipali- 
dad de Paraná sobre filtradores a motores eléctricos, 
se declara que el importe de las devoluciones a que se 
refiere el art. 5* del laudo arbitral dictarlo por el Pre- 
sidente de la Nación deben ser sustanciadas por la Di- 
rección General de Ferrocarriles para ser resueltas 
por el Sr. Ministro de Obras Publicas y, por consi- 
guiente, se revoca la sentencia apelada en cuanto orde- 
na la fijación de las reclamadas en autos mediante el 
procedimiento de peritos (fs. 50) que es el único punto* 
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que lia podido ser materia del recurso federal. Hágase 
saber y devuélvanse, debiendo reponerse el papel en el 
juzgado de origen. 

Roberto Repetto — Antonio Sa- 
car na — B. A. Nazar An- 
chorena — F. Ramos Mejía. 



BANCO DE MENDOZA v. DIRECCION GENERAL DE 
IMPUESTO A LOS REDITOS 

BASCO DE LA PROVINCIA DE MENDOZA. 

El Banco de la Provincia de Mendoza es un Banco de 
Estado y como tal hállase fuera del alcance impositivo 
del Gobierno Federal. 

BANCO DE LA PliOVINCIA DE MENDOZA. 

IMPUESTO A LOS REDITOS: ApluaHr'm. Exenciones. 

La ley 1139 de 1» Provincia de Mendoza no contiene una 
renuncio expresa y clara del beneficio de la exención del 
impuesto a los réditos correspondiente al Banco de Men- 
dozu como inst : t lición tío Estado, y, no debiendo conside- 
rarla comprendida implícitamente en dicha ley. debe con- 
cluirse n,uo no procede cobrar impuesto a los réditos sobre 
los dividendos pacidos por aquél" a sus accionistas y las 
utilidades no distribuidas a los mismos. 



Sentencia del Juez Federal 

Mendoza, octubre 31 de 1941. 

Y vistos: Estos autos, caratulados: "Banco de Mendoza 
contra Dirección General del Impuesto a los Réditos, por de 
manda contenciosa administrativa", de los que resulta : 

Que a fe, 39 se presenta D. Antonio Noris, en representa- 
ción del Banco de Mendoza, enlabiando demanda contra el 
Fisco Naconal de conformidad con el art. 42 de la ley 11.683, 
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solicitando se declare inconstitucional el impuesto establecido 
por la ley 11.082 en cuanto grava til u los públicos de una tus- 
litación de Estado y a la institución misma, al afectar a los 
dividendos que e! Banco abona sobre las acciones y a Jas uti- 
lidades no distribuidas respectivamente, en violación de los 
arta. 31, 104, 10.1, KKÍ y 107 de la Constitución Nacional. So- 
lícita, cu consecuencia, la devolución de ta suma de $ 2l.23S.20 
moneda nacional, abonada indebidamente y bajo protesta y 
que coi responde a $ 1«.5U!».27 ni/n. de impuestos a los rédaos 
sobre dividendos de las acciones y $ 4.288,1)3 sobre las utili- 
dades no distribuidas. Pido costas. 

Sostiene que de conformidad con lo dispuesto por el art. 
5* inc. a) de la ley 11. «82. el Banco de .Mendoza está excluido 
del gravamen, ya que se trata tic un Banco de Estado —como 
lo fué el anterior Banco de ta Provincia, cuyas operaciones 
reabrió el I o de julio do 10.14 — que por ley de su constitución 
1.064 está liberado de toda obligación tributaria. 

Expresa que tanto la estructura de] Bañen enmo sus fun- 
ciones desempeñadas desde su nacimiento demuestran su con- 
dición de Banco de Estado que fluye asimismo del decreto del 
Poder Ejecutivo Provincial :J2(i de fecha 14 de mayo de 1!W4, 
por el cual se le otorgó personería jurídica al Banco, decla- 
rando qiK se trataba de una institución publica de la entidad 
política provincial, cuya constitución se ri<*e por leyes locales 
especiales, dictadas en ejercicio de las facultades que le con- 
fiere el art. 10.1 de la Constitución Xacioual. 

Analiza Inetro, algunas disposiciones de la referida ley 
10«4 que entiende abonan su tesis y cita la opinión de la Su- 
prema Corle de Justicia y de la Cámara Federal de Apela- 
ciones de la Cap- tal con respecto al Batí en de la Provincia 
de Buenos Aires, institución oue conceptúo análoga. 

Que a fs. 50 el actor amplía su demanda, solicitando sea 
condenado o devolver el pago tle la suma de $ 4.893,40 m/n. 
efectuado recientemente por tos mismos conceptos ya expresa- 
dos y en iguales condiciones. 

Que corrido el traslado de la demanda y de su ampliación, 
se presenta a fs. 54 ci procurador fiscal en representación de 
la demandada, solicitando su recliazo con costas. 

Expresa que de acuerdo con el fallo de la Suprema Corte 
de Justicia, in rr: "Banco de la Provincia de Buenos Aires v. 
Fisco Nacional", debe dar*e por sentado que el Banco de 
Mendoza es Banco de Estado y que tiene personería para 
actuar en este juicio, pero advierte que las conclusiones a que 
se arriba en el referido fallo no son de total aplicación cu el 
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presente caso, o ti razón tle las diferencias que existen entre 
ambas instituciones. Así, dice que el Maneo actor fué creado 
después tic entrar en videncia las leyes tic impuesto a U>s 
réditos; que a diferencia del caso alud'do, no existe con res- 
pecto a la Provincia de Mendoza ningún pacto por el que se 
le haya acordado prerrogativas y, además, (pie las exenciones 
establecidas por la ley 1U<>4 alcanzan exclusivamente a loa 
impuestos provinciales y municipales; y que la Provincia de 
Mendoza, por medio de la ley 1K!7. aceptó en forma amplia 
el impuesto a los réditos sin (pie formulara reserva con res- 
peelo a sn Rauco. Transcribe, a continuación, algunos artícu- 
los ilc diclia ley, afirmando que si por ella se permite la afee- 
t ación de los títulos públicos, con mayor razón Lo están los 
réditos de bis iidquircutos de acciones del Hunco, puntualizando 
ln circunstancia de (|iie a la época de su promulgación ya la 
ley nacional 11.707 aclaratoria de la 11.082, bahía establecido 
(pie la exención de impuesto a los títulos provinciales acor- 
dada por el ¡irt. ó* de esta última ve refería a los emitidos 
con anterioridad a su vigencia, Reproduce ashnismo todos 
los considerandos de la resolución administrativa. 

Considerando : 

T. Que en el presente juicio, el Banco de Mendoza, alegu 
la cxeneYm del impuesto a los réditos que sobre las utilidades 
no distribuidas y sobre los dividendos de las acciones, se ha 
visto obligado a retener c ingresar. Afirma (pie surpe sn 
personería para actuar en juicio de la incidencia de] trhuto 
sobre el Banco y funda el privilegio de la exención de im- 
puesto en su carácter de Hunco de Estado. 

Que aunque el procurador fiscal al contestar la demanda 
reconoce al ador tanto su personería como su carácter de 
Banco de Estado, lo que de acuerdo a lo establecido por el 
art. 8fí de la ley ">0 importaría excluir de la decisión judicial 
tales puntos, cree oportuno el suscripto hacer algunas consi- 
deraciones al respecto a fin de que no queden en pie las 
afirmaciones formuladas en la resolución administrativa, cu- 
yos considerandos da por reproducidos el procurador fiscal. 

Que de acuerdo con lo resuelto por la Suprema Corte de 
Justicia en su fallo de fecha marzo 15 de lí>40 recaído en el 
juicio promovido por el Banco de Ja Provincia de Buenos 
Aires contra el Fisco Nacional, corresponde reconocer perso- 
nería al Barco actor para estar en juicio, En tal ocasión el 
alto tribunal, entre otras razones expresó: "que de acuerdo 
con lo dispuesto por" los arts, 25, 2G y 27 de la ley 11.683, 
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tienen personería para ejercitar las amones acordadas a los 
contribuyentes pop el art. 42 de la ley citada, todas Jas per- 
sonas responsables por el eumpliniii'ntn de la ley y, entre 
otras, los agentes de retención, los directores, gerentes y demás 
representantes de las entidades o compañías que, con inde- 
pendencia de mi propia responsabilidad, comprometen la de 
las personas jurídicas en cuyo nombre actúan. (Jue tal per- 
sonería nace también del hecho de creerse el actor con derecho 
a una situación de privilegio fiscal, emergente del derecho que 
invoca, de institución de estado de la Provincia de lineóos 
Aires, comprendida por consiguiente dentro de las exenciones 
dispuestas por el art. 5* de la ley 11. 681!". 

Que las mismas razones que movieron a dicho Tribunal 
para considerar al Manco de la Provincia de Buenos A i ros, 
Banco do Estado y como tal instrumento de gobierno exento 
de impuesto, militan en el presente caso. En efecto, si se 
analizan las funciones y propósitos del Banco de Mendoza, 
es presa dos por su ley de creación, se advierte ta extrema 
analogía que guarda con el de la Provincia de Buenos Aires 
a punto tal que pareciera haberle servido de modelo, no obs 
tante llefíar a esa conclusión la circunstancia de los autece- 
dentes bislóricos de ésle, au:.entes con respecto al de Mendoza, 
ya que como lo ha dicho I J( Corte, en el fallo de referencia: 
**esa solución derivarla de causas históricas es, en lo funda- 
mental y con sólo diferencias (Je extensión, la misma a que 
correspondería llegar aplicando lisa y llanamente, si no de- 
terminado texto de la Constitución Nacional que consigne de 
un modo er preso el privilegio, el espíritu de aquélla y ante 
las consecuencias inadmisibles, por lo inesperadas, a que irre- 
misiblemente llevaría una solución distinta. En esla materia, 
en efecto, la curta fundamental autoriza al Congreso para 
establecer y reí; la mentar un Banco Nacional en la Capital y 
sus sucursales cu las provincias con facultad de emitir billetes 
(urt. 67. ine. 5»). El art. 108, por su parte, acuerda a las 
provincias la facultad de establecer Bancos de Estado, siendo 
necesaria la autorización del Congreso Federal para emitir 
billetes. Tanto la facultad nacional como la atribuida a las 
provincias, son instrumentos de gobierno destinados a promo. 
ver el bienestar general de la líepúbrea. facilitando el esta- 
blecimiento de nuevas industrus y el sostenimiento de las 
existentes mediante el uso regular y normal del crédito; y a 
asegurar, asimismo, el orden y la regulación de las finanzas 
públicas". 

Plantéase n continuación el referido tribunal la cuestión 
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de decidir qué solución correspondería en easo de enfrentarse 
la aludida facultad provincial y la expresamente reconocida 
al (iohierno Central de establecer impuestos, decidiendo, luego 
de examinar la naturaleza y manera de obrar :le los poderes 
en pugna "que el Gobierno de la Nación no puede impedir o 
estorbar a las provincias el ejereieio de aquellos poderes que 
no lian delególo o se lian reservado, porque por esa vía po- 
dría llegarse a anularlos por completo. Los instrumentos, me- 
dios y operaciones a través de los cuales el Gobierno Nacional 
ejercita sus poderes, están exentos de impuesto por los esta- 
dos, y Jos instrumentos, medios y operaciones de que se valeu 
las provincias para ejercitar los poderes que le pertenecen, 
están exentos de impuesto por el Gobierno de la Nación, en 
virtud del principio implícito de la independencia del Go- 
bierno de la Nación y de los Estados dentro de sus respectivas 
esferas. Solo así podrán realizarse bis disposiciones de la 
Constitución que tienden al mantenimiento de la doble diatri- 
bución de los poderes ' 

II. Que tales razones que imponen la obligación de con- 
siderar al Banco de Mendoza, instrumento de gobierno pro- 
vincint y en consecuencia fuera del alcance de la facultad 
impositiva del Gobierno Federal, comprende, sin lugar a du- 
das, el impuesto a los réditos puesto que dicho tributo afecta 
el desenvolvimiento de las operaciones de la institución tanto 
en cuanto grava las utilidades no distribuidas, como los divi- 
dendos de ias acciones, en razón de que en el primero de los 
supuestos tiene, a su cargo directo, e] pago de los impuestos 
y en el segundo de ellos actúa en calidad de agente de re- 
tención y como deudor solidario. 

III. Que atento lo expuesto queda por dilucidar si tal 
privilegio de exención de impuesto que inviste el Banco actor, 
ha sido renunciado por el Gobierno de Mendoza, como lo sos- 
liene la demandada. Creado el impuesto a los réditos, el P, E. 
de la Provincia, en la inteligeneia de que no podrían ser gra- 
varlos sus medios o instrumentos de gobierno y que por lo 
tanto al referirse la ley ll.b'82 a "entidades públicas'* 
no podían considerarse comprendidas las provincias ni sus re- 
particiones autónomas, expidió el decreto 2443 de fecha 
7 de agosto de 1933, entendiendo dejar a salvo así las facul- 
tades privativas de la Provincia. Luego, promulgada la ley 
nacional 12,147, por la cual se prorrogó la vigencia del im- 
puesto, el P. E. Provincial envió a la Legislatura un proyecto 
de ley aconsejando su aceptación por la Provincia, El men- 
saje que lo acompañaba como la ley que se diera en su conse- 
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cuencia, marca el sentido amplio de la adhesión a todo el 
régimen del impuesto a los réditos. Así, dice el mensaje del 
P. E., rifiriéndose a la medida ya tomada por medio del de- 
creto 110 de fecha 30 de marzo de 1935 anticipándose a la 
ley cuya sanción solicitaba, "se resuelve que la Provincia 
actúe como agente de retención sobre los rubros que afecta 
la imposición nacional", entre los que so encuentra, de acuer- 
do a los arts. 17 y 20, de la ley 11.682, los cuestionados en el 
presente juicio. Promulgada la ley que llevó el N° 1137 (re- 
gistrada en la Recopilación de Leyes de la Provincia de Men- 
doza, segunda serie, t. 4', ed. oficial) se estableció por su art. 
I* la aceptación "de tas disposiciones de las leyes nacionales 
Nos. 11.682, 11.757 y 12.147, en cuanto gravan con el impuesto 

a tos réditos tos sueldos y la renta de sus empréstitos 

o títulos públicos " y por su art. 2* "la Provincia — incluso 
bus municipalidades y reparticiones autónomas y autárquieas — 
actuará de alíente de retención del impuesto nacional a los 
réditos desde el l v de enero de 19315. sobre todos los rubros en 
.que aceptando tal cará'-ter, le nnrrcspnnde hacerlo conforme 
las disposiciones de las leyes y decretos nacionales subre la 
materia", 

IV. Demostrado como queda que el Banco de Mendoza 
es Banco de Estado, sus acciones deben ser consideradas como 
títulos públicos, desde el momento (pie no hay diferencia nin- 
guna entre las acciones emitidas por el Banco de acuerdo a la 
ley provincial de su creación y los demás títulos que el Go- 
bierno Provincial emite para hacer uso de su crédito o para 
cumplir cualquiera de sus fines. Bien sabido es también que 
el Gobierno como el Banco, por sus funciones de tales como 
por el rol que desempeñan al emitir títulos o acciones que se 
destinan a ta suscripción pública no desempeñan otro papel 
que el de simples intermediarios entre el ahorro público y la 
industria del país, con lo que se desempeña desde luego una 
verdadera función de interés público. 

Siendo las acciones del Banco de Mendoza, consideradas 
como títulos públicos, emitidos en función de pobierno por un 
instrumento de gobierno, como es el Banco t si no fuera por 
la mencionada ley provincial 1137, de acuerdo al recordado 
principio consagrado por la Constitución Nacional, el Go- 
bierno do la Nación en ningún caso hubiera podido gravarlas 
en sí mismas como también a sus dividendos. Lo dicho sobre 
las acciones y sus dividendos es aplicable en un todo a las 
utilidades no distribuidas, desde que la fuente de que ellas 
■urgen es la misma que la de las acciones. 
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V. De la sola lectura de la ley 1137 puede advertirse que 
ella implica una verdadera y franca adhesión sin restricciones 
a las leyes de réditos, a la vez que una renuncia expresa al 
privilegio de exención de gravamen sobre los bienes de juris- 
dicción provincial, aplicable porque por ella se salvaba el 
principio constitucional de la delimitación de las facultades 
de la Nación y de las Provincias, ya que, como se expresaba en 
el mensaje aludido, en esta forma se concilla *'U adopción de 
estos regímenes ya viejos de avance federal con el acto de 
autonomía y voluntad que supone la aceptación de ellos por 
decisión expresa de la Provincia, como una concesión y recono- 
cimiento a la trascendencia de los problemas financieros y eco- 
nómicos del país" y porque de acuerdo a ella la Provincia 
entraba a participar del producido del impuesto a Jos réditos. 

VI. Que en couí-. ucncia, y habiéndose impugnado de in- 
constitucional el impu 'sto establecido por las leyes nacionales 
de réditos, en cuant» aléela al Banco de Mendoza, corresponde 
declarar que el privilegio de exención de impuestos, emergente 
de su carácter de instrumento de gobierno, ha sido renunciado 
por su titular, esto es, por la Provincia de Mendoza, lo que 
hace improcedente en el presente caso una declaración de in- 
eonstitucionaüdad, pero dejando a salvo el derecho de plan- 
tear el caso federal. 

Por estas consideraciones, falto: Xo haciendo lugar a la 
demanda y declarando que los dividendos ele las acciones del 
Banco de Mendoza y las utilidades no distribuidas están suje- 
tos ai pago del impuesto a los réditos y cu consecuencia el 
Banco actor está obligado a actuar como agente de retención. 
— Sin costas, atenta la naturaleza de la cuestión debatida. — 
Agustín tic La lie ta. 

Sentencia de la Cámara Federal 

Mendoza, julio 6 de 1942, 

Vistos y considerando: 

En cuanto al recurso de nulidad : 

Que el Banco de Mendoza funda este recurso en que, no 
obstante haber demandado la declaración de ilegalidad y devo- 
lución de lo abonado por concepto de impuesto a los réditos 
sobre las utilidades no distribuidas y sobro los dividendos de 
las acciones, por las cantidades de $ 6.498,55 y $ 19.633,05 m/n„ 
respectivamente, el a quo sólo ha tratado en los considerando» 
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de Id sentencia, el segundo de dichos puntos, limitándose a ex- 
presar respecto del primero, "(pie lo dicho sobre las ¡lociones 
y sus dividendo», es aplicable en un todo a las utilidades no 
distribuidas, desde que la fuente de que ellas surgen ea la 
misma que la de las acciones"; lo (pie al juicio del Banco cons- 
tituye tina violación al art. M de la ley .¿O, según el cual cuan- 
do la demanda comprende vacíos puntos que aunque tengan 
conexión entre sí. sean objetos distinto», se dividirá la sentencia 
en capítulos, arreglando .sobre cada uno la decisión que proce- 
da en justicia. 

Que la sentencia recurrida ha separado en el planteamien- 
to de bis cuestiones propuestas por el ador, h>> dos puntos o 
capítulos mencionados ; y si hien en el desarrollo de su argu- 
mentae óu, se refiere en particular al relativo a los dividendos 
de las acciones, no ha omitido cu realidad el de las utilidades 
distribuidas, pues que hace extensivos a este punto los funda- 
mentos aducidos respecto del otro, por entender que lo son 
comunes y, en parte dispositiva del Tallo, se pronuncia con- 
cretamente sobre ambos, no haciendo lugar en cuanto uno y 
otro, a la demanda promovida por el Banco, declarando (pie 
están sujeta al impuesto a los réditos, llenando así. cu lo esen- 
cial, las formalidades exigidas por los arts. 13 y 11 de la ley 50. 

Que el error de apreciación en que pueda haber incurrido 
el juez al equiparar ambas situaciones, no constituye un de- 
fecto de feo-toa de la senh -ncia. >iu<> un error de -om epto o jui- 
cio que puede repararse, si es que en verdad lo hay, mediante 
el recurso de apelación. Por lo demás, cabe agregar que, cual- 
quiera m'u la dit'ci-Micia especifica que (ludiera haber entre 
ambos capítulos de la demanda, lo cierto es que ella no habría 
podido influir en la decisión recaída a su respecto, para (pie 
fuera necesaria *U dilucidación por separado, ya que la razón 
que ha determinado el rechazo de la demanda, no finca en el 
carácter especia] de uno u otro de dichos capítulos, sino en la 
interpretación dada por el a t¡ua a la ley provincial 1137, com- 
prensiva de los dos rubros fie la demanda, dentro del concepto 
o alcance atribuídn a la misma. 

Que no habiéndose incurrido, finalmente, en defecto algu- 
no de procedimiento de los que por expresa disposición de de- 
recho, anulen las actuaciones, conforme a lo dispuesto por el 
art. 233 de ta citada ley M, corresponde no hacer lugar a este 
recurso; y así se declara. 

En cuanto al ele apelación: 

Que establecido por el a <}ita el carácter de institución de 
Estado del Banco de Mendoza, v declarando al mismo fuera 
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del alcance tic la facultad impositiva del Gobierno Federal, 
conforme a lo resuelto por la Corte Suprema de la Nación en 
su sentenc : a de fecha 15 de marzo fie 1940, dictada en el juicio 
promovido por el Banco de la Provincia de Buenos Aires con- 
tra el Fisco Nacional (Pullos: 18f¡, 21 í)), pronunciamiento que 
ti" impugna ni nh-crvíi Mquicrn d fiscal de cámara en sus ex- 
posiciones de fs. ftfl y 114. sobre expresión di' agravios y con- 
testación a la del actor, sólo queda sometida a la decisión del 
Tribunal, la cuestión relativa a Ja renuncia por parte de la 
Provincia de Mendoza, mediante la ley 1137 a] privilegio de 
la exención del impuesto a lo* réditos, alegada por et procura- 
dor fiscal ni contestar la demanda y admitida por el a quo; 
único punto en que ta sentencia agravia al actor y a que el 
Pical de cámara limita su defensa en esta instancia —aparte 
de la exención de costas— lo que importa un consentimiento 
tácito respecto de las demás decisiones contenidas en el fallo, 
quedando, por tanto, excluidas del pronunciamiento del Tri- 
bunal. 

Que la citada ley provincia! establece textualmente: 
"Art. 1* La Provincia de Mendoza acepta por esta sola vez 
las disposiciones de las leyes nacionales núms. 11.632, 11.683, 
11.707 y 12.147. ra cuanto aramn con el impuesto a los réditos, 
los sueldos, salarios, jubilaciones y pensiones de los funciona- 
rios, coi picados, jubilados, pensionados y obreros al serv : ejo de 
la Provincia y la renta oV sus empréstitos o títulos públicos, 
sin perjuicio de las d^más disposiciones de dichas leyes. Art. 2* 
Ijh Provincia — incluso sus municipalidades y reparticiones 
autónomas y autárquieas — actuará de agente tic retención del 
impuesto nacional a los réditos desde el 1* de enero de 1935, 
sobre, todos toa rubros en que, aeeptando tol carácter, le corres- 
ponde hacerlo, conforme a los disposiciones de las leyes y de- 
cretos jia dónales sobre ta materia'*. 

Que la ley nacional H.<;H2, en su art. 5* estahlece expre- 
samente, que quedan e relindo* de este gravamen (impuesto a 
los rédilos) : a) bis réditos de los fiscos nacional, provinciales 
y municipales, y de ¡as instituciones pertenecientes a los mis- 
mos; siendo en este inciso y rubro subrayado, en que encuadra 
el Banco de Mendoza, como institue ón perteneciente al Estado 
Provincial, no obstante su carácter mixto, por las mismas ra- 
zones con que la Corte Suprema ilustra el fallo de referencia 
y que en parte transcribe el a quo en su sentencia. 

Que esto sentado, no es lógico que la ley provincial 1137, 
al aceptar las leyes nacionales, baya admitido el impuesto a 
los réditos sobre los dividendos de las acciones y las utilidades 
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no distribuidas del Banco de Mendoza, porque sería absurdo 
que la Provincia aceptara impuestos de los que la eximen ex- 
presamente las mismas leyes nacionales. 

Que por otra parte, la citada tey provincial no menciona 
las rentas de las arciones del Banco de Mendoza, sino sólo 41 la 
renta de sus empréstitos o t 'tu los públicos", que por el inc, b) 
de] art. 5'' de la ley U.682 habiun .sido también eximidas del 
impuesto, pero q ;e la ley $1.757 limitó la exención a los títulos 
emitidos antes de la promulgación de la ley, por lo que los 
emitidos con posterioridad quedaban afectados a' importo; 
siendo por ello, entonces, que la Provincia aceptó el im mesto 
respecto de las rentas de sus empréstitos o título» públicos, lo 
que no ocurría con las acciones del Banco de Mendoza, com- 
prendidas, como se ha dicho anteriormente, en el inc. a) del 
citado art. 5' 

Que conforme a lo establecido por el art. 874 del Código 
Civil, la intención de renunciar no se presume, y la interpre- 
tación de los actos que induzcan a probarla debe ser restricti- 
va; de suerte <jue cualquiera sea la generalidad o extensión de 
los términos empleados por el P. E. en el mensaje con que 
remitiera eJ proyecto de ley a la Legislatura, no podría darse 
a la Provincia por renunciante a la exención acordada por la 
ley 11.682, como lo estableció también la forte Suprema en 
cuanto al lía neo de la Provincia de Buenos Aires. 

Que la circunstancia de que los dividendos de las acciones 
en cuestión, pertenezcan a particulares, no desvirtúa las con- 
clusiones apuntadas, porque la exención del impuesto se refiere 
a la insülue'ón misma en su conjunto e integridad, sin hacer 
distingos de ninguna clase, por lo que debe considerarse ampa- 
rada tanto en lo que respecta a los fondos o rentas pertenecien- 
tes a la Provincia, como a sus accionistas, porque to los en 
conjunto constituyen el Banco de Mendoza. Así lo resolvió 
también la Corte en el fallo recordado, expresando "que cuan- 
do se diue que el gravamen afecta t¡m sólo a los accionistas y 
tenedores de bonos y no al Banco, se olvida que éste es la 
fuente de donde proviene esa utilidad y esos intereses y que 
aquélla se encuentra sometida al contralor de la Dirección de 
Réditos,., Que en síntesis, dentro de) régimen del impuesto a 
los réditos, el Banco de la Provincia de Buenos Aires, no solo 
tiene a su cargo directo H pago del tributo en cuestión cuando 
se trata de utilidades que reparte, sino también en calidad de 
agente de retención y como deudor solidario en relación a las 
que distribuye entre los accionistas. Mal puede, entonces, afir- 
marse que el impuesto incide exclusivamente en los tenedores 
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de las acciones y no en el patrimonio del Banco". Y despufo 
de citar al tí un os pasajes de un fallo de la Corte Suprema de 
los Estados Unidos, agrega: "Que usando de ta misma termi- 
nología, en el caso sub-Wc podría decirse que el impuesto a la 
renta derivaba tle las acciones o de los bonos emitidos por el 
Banco actor en su calidad de instrumento del Estado de la 
Provincia de Buenos Aires, afecta su capital y las operaciones 
mediante las cuales ejercita los poderes que se reservó o ¿e 
fueran expresamente acordados por la Constitución** ; conclu- 
sión perfectamente aplicable también al Banco de Mendoza, 
porque si bien no puede invocar la reserva hecha por la Pro- 
vincia de Buenos Aires al incorporarse a la Confederación y a 
que alude Ir Corte, las demás provincias se encuentran en si- 
tuación análoga cu cuanto a la creación de sus Bancos de Es- 
tado, por virtud de lo estatuido por el art. 108 de la Constitu- 
ción Nacional y del régimen federa] adoptado por la misma, 
como lo estableció también la Corte en dicho fallo. 

Que de acuerdo a lf ts antecedentes y disposiciones legales 
anu n ni ndos precedentemente, debe enneluirse que la ley pro- 
vineial 1KI7. no se refiere a los dividendos de las acciones ni 
a las utilidades no distribuidas, del Banco de Mendoza, exentas 
del impuesto a la renta; y que, en consecuencia, los pagos efec- 
tuados por tales conceptos por el actor, bajo protesta y no 
objetados en su monto por el ministerio fiscal, son pagos "sin 
causa legítima", procediendo su repetición, conforme a lo esta- 
blecido par los arts. 7ÍJ2, 7H4 y demás concordantes del C, Civil. 

Que en atención a la naturaleza compleja de las cuestiones 
debatidas en la causa, corresponde eximir de las costas a la 
parte vencida. 

Por estos fundamentos, se revoca la sentencia recurrida, 
declarándose que no adolece de nulidad; y en su virtud, se hace 
lugar a la demanda, condenándose a la Dirección General del 
Impuesto a los Réditos, a entregar al Banco de Mendoza, en el 
phzo de diez días, la suma total de $ 2fi.l31,tí0 m/n., como de- 
volución de lo pagado por impuesto a la renta sobre los divi- 
dendos de los accionistas y utilidades no distribuidas; con las 
castas en eí orden causado. — J. Vera Vallcjo — José E. Ro- 
dríguez Saá II. Baeza González. 
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Buenos Aires, 18 de agosto do 1943. 

Y vistos: Esta catión seguida por el Banco de Men- 
doza contra la Dirección Ociicral (le! Impuesto a los 
Réditos por devolución de sumas de dinero, ven ¡ d a en 
apelación por recurso ordinario interpuesto contra la 
sentencia de la Cámara Federal de Mendoza; y 

Considerando: 

Que el decreto de 14 de marzo de 1034 expedido 
por el Ministerio de Gobierno de la Provincia, al otor- 
gar la personería jurídica al Banco de Mendoza, decla- 
ró que ta institución a constituirse en cumplimiento de 
la ley 1064 no es una institución privada, aunque los 
particulares aporten la mitad de su capital y predomi- 
nen en el gobierno de la misma, sino una institución 
pública, es decir, un Banco de Estado de 1¡. entidad 
política provincial. Así permite afirmarlo, en efecto, el 
conjunto de las funciones públicas y la naturaleza de 
las que le están atribuidas por la ley provincial 1064, 
cuyo ejercicio conduce a considerarlo como institución 
de Estado permanente en las condiciones señaladas 
por el nrt. 108 de la Constitución Nacional. 

Que esta Corte lia declarado fuera del alcance im- 
positivo del gobierno federal a los Bancos do Estado, 
en la causa seguida por el Banco de la Provincia de 
Buenos Aires contra el Fisco Nacional (Fallos: 186, 
219) y la doctrina de tal pronunciamiento es aplicable 
a la cuestión debatida en estos autos, en los mismos 
términos en que lo lian becbo el juez y la Cámara Fe- 
deral de Mendoza. 
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Que la circunstancia de no promediar pacto espe- 
cial mediante el cual la Provincia de Mendoza se haya 
reservado derechos propios respecto de algún banco 
existente dentro do su jurisdicción, en el momento de 
dar su actual redacción ni art. 104 de la Constitución, 
como sucedía en el caso de la Provincia de Buenos Ai- 
res, no varía la conclusión desde que el Gobierno de la 
Nación carece de facultades para impedir o estorbar 
a las provincias el ejercicio de aquellos poderes que 
no han delegado o so han reservado, porque por esa 
vía podría llegarse a anularlos por completo (Fallos: 
147, Ü.'ííi). Los instrumentos, medios y operaciones a 
través de los cuales el Gobierno Nacional ejercita sus 
poderes están exentos de impuestos por los Estados, y, 
recíprocamente, los instrumentos, medios y operaciones 
de que se valen las provincias para ejercitar los pode- 
res que les pertenecen están exentos de impuestos por 
el Gobierno Nacional, en virtud del principio implícito 
de completa independencia de la Nación y de las provin- 
cias dentro do sus respectivas esferas de acción — 283 
V. S. 570— Y esta doctrina, como se dijo en el recor- 
dado fallo, es la que correspondería aplicarle, con sólo 
diferencias de extensión, al Banco de la Provincia, aun- 
que no pudiera invocar en su favor especiales razones 
históricas. 

Que las razones expresadas en la sentencia apela- 
da, acerca de la renuncia ai privilegio de que goza el 
Banco de la Provincia de Mendoza, fúndanse en el texto 
de la ley 1137. Pues no conteniendo ésta una renuncia 
expresa y clara a tal beneficio, no es posible conside- 
rarla comprendida implícitamente en dicha ley, atento 
lo dispuesto en el art. 874 del Código Civil. 

En mérito de estas consideraciones y de los funda- 
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montos do la sentencia recurrida, se la confirma en to- 
das sus partea. Notifíquese y devuélvanse, reponién- 
dose el papel en el juzgado de origen. 

Roberto Repetto — Antonio 8a- 
GARNA — B. A. Na zar An- 
chorena — F. Ramos Mejía. 



CABEZA Y CÍA. v. PROVINCiA DE TUCUMAN 

PESENCION VE INSTANCIA. 

Las gfe&tionea administrativas posteriores al transcurso 
total de) término necesario parn que se cumpla la peren- 
ción de la instancia, no obstan a la declaración de la 
misma (18 de agosto de 1943). 



8. A. FINANCIERA PANAMERICANA v. PROVINCIA 

DE LA RIOJA 

JURISDICCION: Prórroga de jurisdicción. 

No incumbe a la Corte Suprema conocer originariamente 
en la acción civil deducida contra una provincia por el 
cesionario de los derechos y acciones emergentes de un 
contrato celebrado entre aquélla y el cedente, por una de 
cuyas cláusulas éste constituye') domicilio especial en un 
lugar de dicha provincia, sometiéndose así a la jurisdicción 
de los tribunales provinciales 



ANTONIO TRAVIESO Y OTROS v. PROVINCIA 
DE BUENOS AIRES 

COSTAS: Efecto de la condena en costas, Pluralidad de parles* 

La acumulación de acciones y la consiguiente comunidad 



('> 18 do ago*to do 1943. Fallos: 191, 341; 192, 164 j 485. 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



583 



de pastos de sellado necesarios para el trámite del juicio 
no impiden que, al efectuarse la respectiva liquidación, se 
reste de la cantidad total que importen, la parte corres- 
pondiente ai litigante cuya demanda no prosperó, en pro- 
porción al número de los actores (18 de agosto de 1943). 



RODRIGUEZ Y ORTIZ Y OTROS v. PROVINCIA 
DE BUENOS AIRES 

INTERESES: Liquidación. Curso de los interese*. 

El retardo en la percepción de la suma que ae mandó 
pagar por la sentencia, experimentado por uno de los com- 
ponentes de la sociedad de heclio actora por haberse re- 
suelto, en un incidente promovido por la demandada, que 
dicha cantidad debí» ser transferida al juicio sucesorio del 
otm socio para dilucidar allí la parte que a cada uno co- 
rrespondía percibir, no autoriza a cobrar intereses por esa 
demora a la demandada que venció en dicho incidente (18 
de agosto de 1943). 



MINERA SAN RAFAEL DE RIVADENEIRA Y LLOBET 
v. PROVINCIA DE MENDOZA 

MANDATO: Cesación, 

El cambio de los gobernantes tle las provincias no obsta a 
la subsistencia de las representaciones acreditadas ante la 
Corte Suprema mientras los poderes pertinentes no sean 
revocad oa por aquéllos o, en su caso, por el interventor 
nacional. 

PRUEBA: Confesión. 

No procede exigir la absolución de posiciones por todos loa 
socios de una sociedad colectiva sino tan sólo por el que 
elija la contraparte entre ios habilitados al efecto. 
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Buenos Aires, 18 de agosto de 1943. 

Y vista la precedente causa caratulada "Minera 
San Rafael de Rivadeneira y Llobet con Ira Mendoza la 
Provincia sobre iiieonslítueionalidud de decretos N* V2'Ati 
E/HJ42 y 72 -Ey 11)43*', para decidir respecto de la in- 
cidencia pro''">vida a fs. 61. 

Y considerando: 

Que esta Corte ha admitido siempre que el cam- 
bio de los gobernantes de Jns provincias no es obstáculo 
a la subsistencia de Jas representaciones provinciales 
acreditadas ante ella, mientras no se revoquen expre- 
samente los pertinentes poderes. Ha aceptado también 
que esa revocación puede ser obra de un interventor 
nacional —Fallos: 181, 172; 184, 374 y 394— pero en 
autos no se lia justificado, ni siquiera sostenido, su 
existencia. 

Que en lo referente a las posiciones decretadas a 
fs. 2 del emule rno de prueba de la demandada, la revo- 
catoria ha sido pedida en el término que señala el art. 
203 de la ley 50. Pues el referido auto se notificó por 
cédula el 2 de julio del corriente año y el escrito de fs. 
Cl del principal lleva cargo del G del mismo mes y año. 
Es decir que, fué presentado el tercer día hábil a par- 
tir de la notificación. A lo que cabe agregar que la cita- 
ción para absolver posiciones debe notificarse por cé- 
dula —art. 110, ley 50 — y que no puede desconocerse 
ai citado el derecho a objetar personalmente el auto 
que 1c impone la prueba di. confesión. 

Que la jurisprudencia de los tribut.ales de la Ca- 
pital se ha orientado en el sentido de que siendo el liti- 
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gante «na sociedad no corresponde la absolución de 
posiciones por todos los socios, sino por uno, entre los 
habilitados al efecto, a elección de la contraparte — J«- 
ri&prudencia Argentina, t. 29, pág. 721 j t. 30, púg. 451 
y pág, 4G7; t 3G, púg. 1044; t. 74, pág. 216; t. 75, 
pág. ÍÍ04. 

Que esa solución, que encuentra apoyo en^la per- 
sonalidad que las leyes reconocen a las sociedades, el 
tribuna] la encuentra ajustada a derecho 

En su mérito se decide: 1) Xo hacer lugar a lo pe- 
dido en el punto 1 del escrito de fs, 61; 2) Declarar 
procedente la oposición formulada en el punto 2, de- 
biendo la parte demandada indicar el socio que deberá 
absolver las posiciones ofrecidas a fs. 1 del cuaderno 
de su prueba, y presentar el pertinente pliego; 3) De- 
clarar que las costas de la incidencia se pagarán por su 
orden. llágase saber y repóngase el papel, 

KOIIEUTO lí EPETTO ANTONIO Sa- 

GARÍÍA B. A. NAZAR AN- 

CHoaBNA — F. Ramos Mejía* 



FERROCARRIL DEL SÜD % CARLOS C ARLES 

—SU SUCESIÓN— 

RECURSO EXTRAORDINARIO; Cuestión federal Cosos. Leyes del 
Congreso. 

Procede ni recurso extraordinario contra la sentencia que, 
fundada exclusivamente en las disposiciones de la ley pe- 
ñera! de ferrocarriles 2873 y del decreto del 12 de abril 
de 1902, cuya inteligencia se discutió en el juicio, desesti- 
ma la acción del recurrente. 



»». FALL08 DI LA CORTE SUPREMA 

FERROCARRILES. 

A falta de convenio entre la empresa ferroviaria y el due- 
ño del campo atravesado por la vía, corresponde a aquélla 
soportar los pastos de reparación del guardaganados del 
paso a nivel particular existente en dicho inmueble. 



Sentencia de Prjmkra Instancia 

■ 

Buenos Aires, junio 23 de 1942. 

Y vistos estos autos de los que resulta a fs, 6, se presenta 
Anselmo F. Lope?, en representación dt la empresa del F. C. 
Sud y demanda a la sucesión tic ( arlos Curies por cobro de 
la suma de $ 405.95. importe de la cuenta que acompaña, con 
más sus intereses y costas. 

Dicho importe proviene de las reparaciones efectuadas en 
el guardaganados de un paso a nivel particular existente en 
el Km. 228/610 «mire las estaciones de "Pueblitos" y "Mama- 
guita" en íu Provincia de Buenos Aires, paso u nivel que fué 
construido y sirve aún para uso exclusivo del establecimiento 
de la sucesión demandada. Hallándose en mal estado de con- 
servación, la empresa hizo saber al administrador de la suce- 
sión, Dr. Campos, cuáles eran los trabajos de renovación y 
reparación que debían efectuarse, así eomo su costo, pidién- 
dole su conformidad. El Dr. Campos negó su obligación a so- 
portar ese gasto, pretendiendo que era a cargo de la empresa. 

Agrega que su mandante, por expediente 038410, letra S. 
1936, solicitó ante la Dirección Cene ral de Ferrocarriles Nació- 
nales, la clausura del paso a nivel por las malas condiciones en 
que se hallaba, lo que fué negado y resolviéndose por la entidad 
administrativa que las deficiencias debían ser subsanadas para 
mantener la vía en buen estado (art. 5» inc. 1*, ley 2873). No- 
tificada la empresa, realizó esos trabajos. 

La negativa tic la demandada a su iiasro es infundada, pues 
He. trata de un paso a nivel particular que la beneficia única- 
mente a ella. 

En 1934 el mayordomo del establecimiento solicitó el man- 
tenimiento del pasó «pie era utilizado para movimiento de ha- 
cienda dotándolo de tranquera y candado continuando en su 
exclusivo uso y disfrutando además de 3 pasos a nivel públicos 
muy cercanos. 

Estos gastos son en beneficio de la sucesión demandada y 
por eso debe reintegrarlos (arta. 2306, 72tí y cones., C. C). 
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Niega la existencia de servidumbre y si evo n tu a! mente aaf 
se considerara no podría traducirse en gastos para su mandan- 
te (arta. 3010, 3022, 3036 y 3039, C. C). 

b) Corrido traslado de la demanda, lo evacúa el Dr. Ma- 
nuel J. Campas Caries pnr Laura Caries de Guerrico, Estber 
Caries de Campos, Amalia Caries y Dr. Manuel Caries, pidien- 
do su rechazo, con costas. 

Niega los hechos expuestos en la demanda. Ni rus mandan- 
tes ni su antecesor el Dr. Carlos Caries gestionaron la cons- 
trucción del paso a nivel; el mismo nunca produjo provecho 
alguno para traslado de hacienda y otros menesteres de campo. 
Si en alguna oportunidad se hizo uso de él, ha sido para tra- 
bajos siu importancia. 

En 1934, el mayordomo, a instancia del personal de la 
empresa actora colocó tranqueras chicas con autorización de 
los mismos, no obstante ser de ninguna necesidad para el es- 
tablecimiento. 

Que la propia actora confiesa que la Dirección General de 
Ferrocarriles no hizo lugar a la solicitud de clausura, fundán- 
dose en que las deficiencias debían ser subsanadas para mante- 
ner la vía en buen estado. Por esto la demanda no tiene razón, 
pues se trata de un gasto de conservación de la vía y no para 
beneficiar a su mandante. No se traía de un gasto *'útil" (art. 
2306, C. C). 

c) Declarado competente el juzgado, se abrió a prueba el 
juicio, produciéndose por las partes la que certifica el actuarlo 
a fs, 84. Agrcgadus los respectivos alegatos a fs, 86 y fs. 91, se 
llamó autos para dictar sentencia, fs. 96, providencia que está 
consentida. 

Y considerando: 1' Lo empresa actora persigue el cobro 
de la cantidad de $ 40ó,9:i que invirtió en la reparación de los 
guarda ganados del paso a nivel particular existente en el linde 
de la propiedad de la parte demandada. 

Los herederos de la sucesión se niegan a efectuar el pago 
fundados en que: a) El paso a nivel no fué construido para 
uso exclusivo del establecimiento y tan es así que la Dirección 
General de Ferrocarriles no autorizó a la empresa a clausurar- 
lo como lo había solicitado y, por el contrario, conminó a su 
reparación de inmediato; b) Las reparaciones se hacían ne- 
cesarias para mantener la vía en buen estado y no para bene- 
ficio de los demandados; c) Falta de "utilidad" del gasto efec- 
tuado en favor de los demandados. 

2* Del plano agregado a fs. 66 resulta que la empresa 
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actora a!r;i viesa enn su víii ta uiioneia] monte el áltenlo norte 
del inmueble de propiedad ile la sucesión demandada. 

El terreno que necesitó ta actOtra para el trazado de \n vía 
tué prometida en donación por el cansante do la sucesión como 
so desprende del documento de fs. HH expresamente reconocido 
en el escrito de fe. fei. 

B1 promitente pidió en • 1 rincuim nto citado une ln empresa 
consl royera 1 1 • «s pasos a niv! don <."»<• mas con viniese, Si bien f»n 
el escrito de eonte«tHeíóu de la demando se nejió esa gestión, 
dicha inonifestaeión se CllfUenlra desvirtuada ]i"st, ■normen- 
te pnr el reeimneimiento de la outeuluidad de aquel docu- 
mento. 

Aoje esta posterior reetifieaeión de la parte demandada, 
en su alegato modifica el plantea del problema arguyendo, pa- 
ralelajueiiie » le sosicnido pnr el asesor letrado de hi Diroreíón 
General de Ferrocarriles, a fs, ¡fí del expedí pote administra- 
tiva 038410 leira S,, venido tul ifftrhtm vittt ndi, que la conce- 
sión do puso a nivel particular es materia eoitt raet nal y no .so 
ha probado por la actora lo existencia de ese supuesto ennvenio 

3* La realidad de los hechos detouestra que la parte de- 
mandada está equivocada. 

Kl Cansante prometYt donar la tierra si las vías cruzaban 
su campo >' con criterio lfheral pidió das pasos a nivel dejando 

la el tón de -u ubicación n cargo del ingeniero constructor, 

es decir qué él causante no tenia interés en que dichos pasos se 
instalaran en na siiin determinado. 

La empresa ¡retora, eoitatrttyó el rainal sobre el eampo del 
causante y también emistru^S simultánea rúente uno de los dos 
pasos n nivel pedidos por el causante (ver plano «le fs, tílí. p*>- 
ríeiii de fs. 68 e informe de la Dirección General de I'Vrroear ri- 
les de l's. TU y eontrsíamón pimío g)_, 

Kh verdad que la actora sólo cumplió parcialmente con so 
obligación ya fpie construyó un solo paso a nivel particular, el 
del Km. I'IÍS filo, pero es ta miñón cierto Qtie oí el eatisante 
desde arpiel entone** — año 1 Mlíi— ni sus herederos hicieron 
reidaoiaeión oljinna a ta empresa hasta la terminación del pro- 
eed i miento en este juicio en que recién se la esgrime en las 
frases de] ole-alo. es deeir. fuera del eu¡i>íeoutrato de la litis 
conh sintió. 

No nbshtule, es lógico presumir rpie el puso a nivel no enns- 
troído no debió ser necesario para id establecimiento, y es:< 
folia de interés- se justífiea con e| silencio guardado durante 
tantos años por la parte demandada. 

Además, si examinamos el plano veremos que la línea Ion- 
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gitudinal de vía que atraviesa ei campo tiene una extensión de 
8 Kms. y los 4 pasos a nivel que la atraviesan en la zona adya- 
cente al mismo están a distancia de 2 y 3 Kms. En la campaña 
estas distancias son cómodas y llenan sobradamente las nece- 
sidades del establecimiento. 

Refirma lo expuesta lo manifestad»? repetidamente en el 
juicio por la parte demandada de que a excepción de *' algunos 
trabajos sin importancia" < fs. 22) dicho paso a nivel ubicado 
en ci Km. 228/610 no ha sido usado nunca. 

De lo procedentemente considerado se desprende sin duda 
al pruna que Ja aetora no construyó caprichosamente el paso a 
nivel cuestionarlo, sino que el mismo era producto de una rela- 
ción jurídica ron l i-actual entre la empresa ferroviaria y el cau- 
sante, situación contractual que no quedó en el papel sino que 
por el contrario cada uno ha cumplido en parte su respectiva 
prestación (art. 1137. 0. C). 

4* La naturaleza particular del paso a nivel está acredi- 
tada con Jas constancias del expediente administrativo ante- 
riormente citado, con la pericia del Ing. Cirio y con el informe 
de fe. 7ÍJ, contestación punto f). El plano de fs. 66 y la pericia 
de fs. 68 son sumamente ilustrativos. Dicho paso a nivel comu- 
nica los fondos del establecimiento, es decir, la zona mía ale- 
jada del casco del establecimiento y tle Ja estación del ferro- 
carril. 

Para la empresa aetora no reporta beneficio de ninguna 
es[>c..¡,. exi-it.-in-ia y por el contrario es unt ¡económico frente 
al régimen de su explotación, puesto que la existencia de estos 
pasos suele aumentar tos riesgos de la empresa como so despren- 
de de lo dispuesto en e] art. <i* del derroto del P. E. N. de 
abril 12/902, 

5 V De las pruebas acumuladas en el expediente resulta 
que iMrlhi p¡isn a nivel no es utilizado materialmente en laa 
faenas del establecimiento y asi Jo observa ei perito Ing. Cirio 
a Ts. 68, agregando que por su ubicación, de llegar a ser uti- 
lizado, no podría beneficiar a nadie más que id establecimiento 
de la sucesión. 

Tenemos, pues, que dicho paso a nivel particular fué sólo 
utilizado para trabajos sin impon a ocia y que en el año 1934 
a instancias del personal de la aetora se colocó por el mayor- 
domo del establee i ni iento tranqueras chicas en el mismo. Ello 
no obstante, no puede negarse que la empresa lo construyó 
para uso exclusivo de la parle demandada y a su pedido, inde- 
pendientemente de la circunstancia de que lo use o no lo' use. 

6* La negativa de la Dirección General de Ferrocarriles 
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en cnanto ni pedid» de su clausura que formulara la empresa 
oportunamente, a ule la negativa de la demandada do sufragar 
Jos gastos de reparación, no coloca en mejor situación a la 
sucesión. 

La interpretación administrativa obedece al criterio de 
servidumbre real que le asigna el informe de fs, 7 y que en 
principio Ka negado la aetora. Dicha resolución no tiene otro 
alcance que el administrativo. 

El hedió de que se le intimara a la empresa a que proce- 
diera a ta reparación del paso a nivel obedece a la función de 
contralor asignada por la ley de ferrocarriles, a la Dirección 
General. Dada la naturaleza de Jas obligaciones impuestas a la 
empresa eoncoi.mana en ta ley-runt rato (arL ó'', iiic. 0, lev 
2873) complementada c<> !} ,'[ ari. (i* del decreto del P. E. N. 
antes citado y el carácter de urgencia que reviste tenia medida 
tendiente a la seguridad del tránsito ferroviario, cabe distin- 
guir dos situaciones diferentes: una, la de las relaciones entre 
el Estado y el concesionario; este último es el único responsa- 
ble ante el Estado del normal cumplimiento del servicio pú- 
blico. La otra, la relación entre la empresa concesionaria y los 
particulares. 

lia resolución definitiva de la Dirección (t ene ral de Ferro- 
carriles obrante u fs. 11 del expediente administrativo así lo 
deja también traducir al considerar que sin pe .'juicio de las 
acciones que le íisKh u a la empresa para exigir del usufruc- 
tuario del paso a nivel el pago de los fistos de reparación, es 
deber de la empresa, en bien de la seguridad pública, efectuar- 
la sin más trámite. 

7 V Todo paso a nivel debe estar dotado de guanlaganados, 
establece el nrt. 2» del decreto del I*. E. N. de abril 12/902 y 
provisto de portones o tranqueras cu ambos lados de la vía. 

Los propietarios de los pasos, agrega el art. 3» están obli- 
gad is a mantener en buen estado sus tranqueras o portones y 
si bien silencia íns gunrda^amidos, es lógico pensar que implí- 
citamente estén a cargo del que usufructúa el paso a nivel. Los 
guardaganados son un accesorio de paso a nivel particular v 
no de la v ía (arts. 2328 y eones., C. C). 

Ya hemos dicho que el paso a nivel particular no beneficia 
al ferrocarril y o» [e por el contrario suele ser fuente de una 
mayor responsabilidad, (¿ue el único beneficiado no puede ser 
ntro que el eslahlei-imientn adyacente al mismo y en cuya uti- 
lidad se construyó permitiendo la comunicación de dos zonas de 
un mismo establecimiento. La mera circunstancia del no uso 
no exime al usufructuario de su obligación dé cuidarlo confor- 
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me ni derroto del P. E. N. citado y así lo entendió en un tiem- 
po ta demandada, cuando procedió en 1934 a colocarle tran- 
queras chicas. 

Son estos consideraciones las que permiten concluir en la 
justicia que asiste a la netora para perseguir el reembolso de 
un gasto que no tiene por que soportarlo y que reclamó infruc- 
tuosamente por vía extra judicial (ver correspondencia de fs. 
3Í), ls. 40, fs. 47 y fs. 49). 

¿Si la sucesión demandada no usó ni pensó usar nunca más 
ese paso a nivel particular debió gestionar mi ehi usura defini- 
tiva y con ello se hubiera evitado sustos de mantenimiento del 
mismo que no cabe duda son a su carpo, puesto que obedecían 
al mantenimiento del paso en buen uso aunque im se lo utili- 
zase. Su utilización permanece siempre en potencia mientras 
no se lo clausuro. 

8* La aetora no hizo de precio ra oficiosa sino imperativa- 
mente obligada ante la resolución de la Dirección General de 
Ferrocarriles. 

Tiene pues derecho a obtener la devolución de lo pastado 
en beneficio de un tercero (arts. 728 y 2306, 0. 0.) y de no 
procedente así se produciría un enriquecimiento sin causa. 

9* El hecho de que la empresa, como lo dice el contador 
nombrado en autos {fs. 58). no reclamó suma alguna por pastos 
de construcciones y v 1 ntenimicnto hasta el año 193!), se explica 
como una com¡j-'nsacioji por la donación de la tierra para vías 
hecha por el causante, no siendo cierto respecto del manteni- 
miento ya que en las oportunidades en que ello fue necesario 
intimó la colocación de "tranqueras chicas" en 1934 y que 
realizó el mayordomo del establecimiento, y luego cuando re- 
clamó judicialmente el reembolso de gastos de reparación de 
los guardagauados. 

10. Kstá justificado el gasto con las constancias de la 
pericia contable así como la razonabilidad de su monto con las 
del espediente administrativo y no ha sido objetada ninguna 
de sus partidas por la demandada. 

Por estas consideraciones y citas legales, fallo haciendo 
lugar a la demanda y en consecuencia condeno a la sucesión de 
Carlos Caries a pagar a la empresa del F. C. Sud, dentro de 
un plazo de 10 días la suma de $ 405,95, con más sus intereses 
desde la fecha de la notificación de la demanda por existir 
suma líquida y con costas (art. 221, C. Pr.). — Manud C. 
Olmos. 
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Sentencia de la Cámara Civil Segunda 

En Buenos Aires. Capital de la República Argentina, a 
Reís tic abril de nvl novecientos cuarenta y tres, reunidos los 
señores vocales de la Excma. Cámara Segunda de Apelaciones 
en lo Civil, en su Sata de Amenlos pnra couocer en el recurso 
interpuesto en los autos caratulados: "Ferrocarril del Sud v. 
Caries Carlos sue. s/ cobro de pesos, respecto de la sentencia 
de fs. !>8, el Tribunal planteó la siguiente cuestión: (Es justa 
la sentencia recorrida? 

Practicado el sortro, resultó que la votación debía tener 
lugar en el orden siguiente: señores vocales, doctores Migucus, 
Mascbwitz y Lagos. 

El señor vocal Dr. Miguens dijo: 

Según consta en el documento d> fs. 38, reconocido por la 
demandada, con fecba septiembre 3/ülfl. ('arlos Carlós prome- 
tió doinir ni F. C 1 . «Sud e] terreno necesario para la ocupación 
de la vía férrea del ramal de Saladillo o San E urque en la 
parteóle crinen ría su campo en el Partido de 2-"i de Mayo. 

En el mismo documento "pedía** — es decir no exigía ni 
constituía un cargo de donación — "dos pasos a nivel de acuer- 
do con eJ ingeniero constructor donde más convenga". 

Uno de esos pasos a nivel se instaló en el Km. 228/010 y 
sirve útreameote para el campo de la sucesión demandada, 
figurando cu la Dirección Cviu-ral de Ferruca rr i !c como par- 
ticular (véase iu forme de fs. 79, plano de fs. fió" y dictamen 
pericial de fs. IW). Es de advertir que. aunque el 'propietario 
no útil' ce diebo paso a nivel sino v, camino vecinal y la calle 
de acceso a la población de la estancia, ello no cambia su ca- 
rácter, aparte di' que en alguna oportunidad ha sido aprove- 
chado, como se reconoce en el escrito de responde (fs. 22. lí- 
nea 9). 

De ttidas maneras, esta circunstancia no implica la obliga- 
ción del propietario de costear las reparaciones. No existe con- 
vención al respecto y rigen entonces los principios generales 
establecidos en la ley 2873 y decretos reglamentarios. 

El art. :V de la ley dispone que son dchen-s de la empresa 
"mantener siempre el camino en buen estado de modo rpie 
pueda ser recorrido por los trenes y cuidar por tous : guientc 
de la inmediata reparación de todos los deterioros que sufriere 
y de la rcmncLón de lodos los obstáculos que impidieren el uso 
regular de la vía, debiendo entenderse la misma prescripción 
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respecto de loa almacenes, depósitos y demás accesorios del ca- 
mino" (inc. V) y "establecer barreras o guardaganados en 
todos los puntos en que los ferrocarriles cruzaren los caminos 
o calles públicas a nivel" (inc, 8»), 

Los pasos a nivel y los guardaga nados correspondientes 
forman indudablemente parte integrante del camino y por 
ende en principio está a cargo de la empresa mantenerlos en 
buen estado. Y como la ley no distingue si son públicos o pri- 
vados, os furzfiKo englobarlos a ambos. 

Por otra parte el art. 3* del decreto de abril 12/902 obliga 
a los propietarios a mantener cu buen estado las tranqueras o 
portones y debidamente cerrados y como no se bace mención 
alguna de los guardaganados, debe inferirse que ello queda a 
cargo de la empresa y así surge de los informes técnicos co- 
rrientes en el expediente agregado. 

\*o proeede entóneos cobrar a la sucesión demandada los 
pastos efectuados por el F. (X Sud materia de esta demanda. 
En consecuencia y de acuerdo con ¡o resuelto por la Cámara 
Civil Primera de la Capital en un caso análogo ( véase J, A., 
t. 38, p. 655), voto por la revocatoria do la sentencia debiendo 
las costas de ambas instancias abonar.se en el orden causado 
por tratarse de mu asunto de dudosa interpretación. 

Los señores vocales doctores Masehwitz y Lagos adhirieron 
al voto que antecede. 

Por el mérito que ofrece la votación de que instruye el 
acuerdo qi.e precede, se revoca la sentencia de fs. 98, rechazan- 
dnse la demanda entablada por el Ferrocarril del Sud, contra 
la sucesión de Carlos Car lis. Costas por su orden en ambas 
instancias. — Lagos — Migucns — Maschwilz. 
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Buenos Aires, 18 de. agosto de 1943. 

Y vista la precedente queja caratulada "Recurso 
do hecho deducido por el actor en los autos Ferrocarril 
del Sud c/ Carlos Carlos, su sucesión'* para decidir 
sobre la precedente solicitud de aclaratoria. 

Y considerando: 

Que efectivamente en el pronunciamiento de fs. 
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7 se ha incurrido en error material, proveniente de 
la omisión en el cómputo del término del art, 231 de la 
ley 50, del feriado extraordinario del día 28 de abril 
próximo pasado. 

Que salvando el mencionado error corresponde de- 
clarar que el precedente recurso directo lia sido inter- 
puesto dentro del plazo que establece la ley, dejándose 
en consecuencia sin efecto el auto de fs. 7. 

Que en cuanto al recurso extraordinario interpues- 
to a fs. 122 de los autos principales, lia sido mal dene- 
gado, y así debe declararse. 

(¿ue en efecto, la sentencia de fs. 120 se funda en 
la disposición de lu ley nacional 2873 que menciona, y 
en la de un decreto del P. E. Nacional, que igualmente 
cita, cuya inteligencia se lia discutido en el pleito. La 
circunstancia de que mediara una convención entro las 
partes no es óbice u lo expuesto, porque el fallo pres- 
cinde de la misma para 'a solución del pleito. 

En su mérito se d« lara mal denegado el recurso 
extraordinario interpuesto a fs. 122 de los autos prin- 
cipales. 

Y considerando, en cuanto al fondo del asunto, 
por no ser necesaria más sustunciación: 

Por sus fundamentos se confirma la sentencia ape- 
lada de fs. 120, en lo que lia podido ser objeto de re- 
curso extraordinario. llágase saber; devuélvanse los 
autos al tribunal de su procedencia; repóngase el papel 
en el juzgado de origen. 

Roberto Tíkpetto — Antonio Sa- 

OARNA B. A. NAZAB AN- 

chükbna — F. Ramos Mejía. 
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ISABEL PAYEDO v. EMMA SOSA B ARREDO Y OTROS 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Cuestión federal Relación directa. 

Es improcedente el recurso extraordinario fundado en que 
la postergación sinc dic de la regulación de honorarios, 
por aplicación de la acordada de las Cámaras civiles de la 
Capital Federal del 13 diciembre de 193!>, contraría lo 
dispuesto en los nrts. 1036, 15 y 16 del C. Civil y en que 
aquélla acordada viola el principio constitucional de la 
separación de los poderes, contra la resolución que por ra^ 
zones procesales y de hecho suficientes para sustentarla 
se limita a declarar que no existen en autos elementos de 
criterio para apreciar, ni siquiera prima fíete, el monto 
del pleito ni que hagan posible por el momento Ja regu- 
lación pedida. 

Dicta mes del PRoeiiKAnon General 
Suprema Corte: 

De acuerdo a la doctrina de V. E. en "Iturraldo 
Abelardo en autos Cali iza v. la Nación" — setiembre 
26/34 — ; "liuiz Urbano y otra v. Municipalidad de 
Cañuelas" —diciembre de l!í41 — ■ y "Lasca Virgilio 
A., queja sobre regulación de honorarios" — junio 18 
de 1ÍÍ41 — , el presente recurso directo debe desestimarse 
toda vez que la s&fttcncia apelada a que él se refiere, al 
decidir que no lia llegado aún la oportunidad de prac- 
ticar una reculación de honorarios solicitada, ha resuel- 
to una cuestión procesal irrevisablc por la Corte Su- 
prema, que por lo demás no Üeue carácter de senten- 
cia definitiva (art. 15, ley 48). 

Con referencia al caso de autos es particularmente 
aplicable la doctrina de V. E. en la causa últimamente 
citada donde como aquí, se impugnaba la validez de la 
acordada de las Cámaras en lo Civil de la Capital Fe- 
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deral d© 13 de diciembre de 1939 que había sido apli- 
cada para denegar similar pedido de regulación de ho- 
norarios al formulado a fs. 330 de los au'os principales. 
Buenos Aires, ju'io 29 de 1943. — Juan Alvarcz. 
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Buenos Aires, 18 de agosto de 1943. 

Y vista la precedente queja caratulada "Recurso 
de hecho deducido en los autos Payedo Isabel c/ Sosa 
Barredo ftmma y otros" para decidir respecto de su 
procedencia. 

Y considerando : 

Que en el memorial do fs. 361 los apelantes ma- 
nifestaron que e! auto de primera instancia de fs. 348, 
no interpreta bien la acordada de las Cámaras civiles 
de fecha 13 de diciembre de 1939 en que se funda. Aña- 
dieron que la dilación sinc die de la regulación pedida 
contraría lo dispuesto en los arts. 1636 y 15 y 16 del 
Código Civil, y que la referida acordada, violaba el 
principio constitucional de la separación de los poderes. 

Que entretanto, el auto apelado de fs. 371 se limi- 
ta a declarar que no existen en el juicio elementos de 
criterio que permitan siquiera prima fac e apreciar 
el monto del pleito, y que hagan posible por ahora, la 
regulación pedida. 

Que esc fundamento, procesal y de hecho, es sufi- 
ciente para sustentar el auto recurrido, e impide con- 
siderar la cuestión de naturaleza federal qne se men- 
ciona en los precedentes considerandos — Fallos t 190, 
368; 193, 61 y 493 entre otros. 
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En su mérito y por los fundamentos del precedente 
dictamen del Sr. Procurador General se desestima la 
queja interpuesta. Hágase saber; devuélvanse los autos 
elevados como mejor informe al tribunal de su proce- 
dencia; repóngase el papel y archívese. 

Roberto Repetto — Antonio Sa- 
oarna — B. A. Nazar An- 

CHOItENA, 



COMPAS I A ARGENTINA DE WARRANTS Y DEPOSITOS 
V. NACION ARGENTINA 

ADUANA': Importación. Libre de derechos. 

Nt> sc'halla exenta del pairo de derechos Aduaneros la im- 
portación de una cinta transportadora efectuada ea el año 
1934, para renovar otra similar existente en un elevador 
de granas particular, que no puede invocar el beneficio 
establecido en el art. lli de la ley 11.742 por no haber 
obtenido la inscripción a que se refiere el art. 15 de la 
misma. 

Sentencia del Juez Federad 

Buenos Aires, septiembre 17 de 1942. 

Y vistos; Para resolver estos autos caratulados; "Cía. 
Argentina de Warrants contra Gobierno de la Nación sobre 
repetición", de los que resulta. 

1» Que a fs. 6 se presenta la aetora deduciendo formal 
demanda contra el Superior Gobierno de la Nación por devo- 
lución de la suma de $ 7.801,10 m/n. que le ha exigido indebi- 
damente la Aduana de la Capital, en mérito de las siguientes 
consideraciones: 

Dice (¡ue en el año 1934 se presento ante el Ministerio de 
Hacienda de la Nación solicitando la liberación de derechos 
para la introducción a plaza de unos ochocientos metros de 
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cinta transportadora para un elevador de granos de su pro- 
piedad, wito en Dock fiud. Que el pedido formulado se hallaba 
amparado por las leyes Nos. 3008 (art. 4'), 8475 y leyes de 
presupuesto posteriores y por la ley 11.742. Qite no obstante 
ello, el pedido fué denegado definitivamente, razón por la que 
se procedió a efectuar el pago de los derechos cor res pond ¡entes 
a la cinta cuestionada, bajo protesta. Se agrega que de confor- 
midad con las disposiciones legales invocadas es incuestionable 
la liberación solicitada y se pide en consecuencia la devolución 
de la suma abonada por esc concepto, con intereses y costas, 

2* Declarada la competencia del Juzgado y corrido tras- 
lado de I.t demanda al P. E. por intermedio del ministerio del 
ramo, a fs. 23 se presenta el Nr. Procurador Fiscal, Dr, Víctor 
J. Paulueei Cornejo, contestando y dice: 

Que la demanda es improcedente. Que la Iibcrae ; ón de 
derechos como claramente lo expresa la ley, sólo se refiere a 
las "maquinarias y materiales" destinados a la "construcción'* 
de elevadorts de granos. Que en el caso se trata de renovar el 
material de un elevador ya construido. Que la improcedencia 
del reclamo aparece así evidente y en consecuencia correspondo 
desestimar la demanda. Agrega que la ley 11.742 no es aplica- 
ble al caso de autos. Por último se sostiene que no se han cum- 
plido cíe rt i»s requisitos indispensables a los efectos de la repe- 
tición perseguida y que la prueba tendiente a acreditarlos no 
podra hacerse en lo sucesivo de conformidad con lo dispuesto 
por el art, Ifl de la ley V* Íí0. Niega el pago, el destino. 1c. cali 
dad de la mercadería i ti portada y desconoce la validez de la 
protesta deducida. Pide en definitiva el rechazo de la acción 
con costas. 

Considerando : 

1* Que la liberación de derechos perseguida en esta de- 
manda se funda en el art. 4' de la ley 3!)f>8 y posteriores leyes 
que han reproducido el contenido del expresado artículo 4', 
cuyo texto original dice: "lata elevadores de granos quedarán 
exentos del pago de impuesto nacional y provinciales hasta el 
año 1910. Podrán introducirse libres de derechos, las maqui- 
narias y materiales de hierro necesarios para Iíl instalación de 
los elevadores". Como se ha expresado anteriormente, la fran- 
quicia creada por la ley mencionada fue sucesivamente prorro- 
gada por las leyes 8475 y f)fi4H (art. !íí)). Esta última dispuso 
el mantenimiento de la liberación creada pnr la ley ÍIÜOH, pero 
extendiendo la franquicia a los "materiales de hierro y a todos 
los que de cualquier otra clase se introduzcan con destino a la 
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construcción de este pinero de insta libones". La rcdaeci ín 
precedentemente transcripta estaba en vigencia a la fecha de 
la importación de la cinta transportadora que motiva esta Mis 
de acuerdo con lo dispuesto por el art. 7» de la ley 11.821. Ello, 
por otm parte, no está en tela de juicio. La oposición formula- 
da por la parte demandada, pe funda en la circunstancia de 
que la cinta mencionada se lia destinado a un elevador de gra- 
nos va instalado v como la ley se refiere a ln "instalación o 
construcción " (ver art. 30 de la ley 9648) del elevador, se 
sostiene que éste es un meter ni de renovación al (pie no le es 
aplicable por lo tanto la liberación pretendida. 

2" Que a estar a lo literal y expreso del texto de la ley 
tal vez podría aceptarse el erherio sosten irlo por la demandada, 
desde el momento que en el e«so de autos, no se trata de la 
"instalación o ■'instrucción" de un elevador, sino simplemente 
de renovar una parte del matera! destinado a su uso. Pero es 
el caso, que del estudio racional de bis leyes dictarlas en todo 
lo referente a los "elevadores de granos" para culminar con 
la N» 11.742, se advierte fácilmente, y sin ningún esfuerzo que 
lo que se ha perseguido es el fomento de lorio aquello que afec- 
taba la construcción de este género de instalaciones con el pro- 
p.Mto evidente de est : mular y favorecer el comercio relativo 
n la industria cerealista. No es otro el propósito atribuíale a 
las leyes de referencia y ello surge no solamente de la finalidad 
perseguida, sino de su' propia letra. La última de las mencio- 
nadas (X* 11.742) refiriéndose precisamente al punto anali- 
zado, dispone esprín ríen te la liberación de derechos de todos 
los materiales que sen ne<-es;trin introdm- ; r p:ir;i la "construe- 
rióii o funcionamiento de los el. .-adores" (ver art. 16). Ello es 
revelador en forma evidente de lo anteriormente sostenuK y 
si bien es e : erto que la disposición legal precedentemente seña- 
larla no sería de aplicación al caso de autos, por no hallarse 
b totora todavía dentro del régimen del art. 15 (ley 11.742), 
de acuerdo con el criterio indicado, la liberación perseguía* 
debe aceptarse. Conviene agregar a lo anteriormente expuesto 
como mayor fundamento de esta sentencia, las consideraciones 
expuestas por la Suprema Corte in rr "Campoinar y Roídas 
v (lobíerno de la Nación" (ver Fallos: t. 180. pág. 128) en 
cuvo fallo se anal : za una situación que. aunque no igual al 
presente, reviste sin embargo cierta analogía que permite hacer 
extensivo a esta sentencia el principio allí establecido. 

3" Que en cuanto hace a la defensa articulada por la 
demanda en su escrito de responde (fs. 23) y que funda en 
el art. 10 de la ley 50, debe desestimarse. 
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La prueba de los hecho» invocarlos en esta demanda se han 
acreditado con la agregaeióu de fas constancias administrativas 
que corren por cuerda floja (exp. 17GU2-C-34 Hacienda), la 
qué, según resulta del oficio que corre agregado a fs. 21. fué 
practicada con anterioridad al escrito de fs. 23, de manera que 
la in aplica bilidad de Ja disposición legal invocada resulta así 
manifiesta. Por lo demás, cahe también agregar que los que 
hnn sido materia de prueba durante la secuela del presente 
juicio (pago y destino de la mercadería, ver liquidación fs. 
31-4 e informe del perito contador de fs. 36-7 y 3íl) no son de 
aquellos que puedan traer aparejada tu sanción solicitada enn- 
forme lo ha resuelto la jurisprudencia en casos análogos (ver 
S. gi, Fallos.- t. (i!), pág. 410; t. 13!), pág..295 ; C, F. ver J. ¿, 
t. 59, pág. 409, etc.). 

4 o Que acreditados los hechos invocados, esto es: pago, 
destino y protesta (ver constancias del exp. 17(Íi>2-C-34 agre- 
gado por cuerda floja, informe pereial corriente a fs. 3(1-7 y 
3Í) y liquidación practicada p«r la Aduana de m Capital a fs. 
31-4 de los autos principales) la repetición intentada debe 
prosperar fie conformidad con lo dispuesto pnr el art. 7!)2 del 
C. C. debiendo estarse, en lo que se refiere al monto de la 
suma que corresponde devolver, a la liquidación practicada a 
fs. 32 f$ 7.354.(10 m/n). 

Por las precedente-: consideraciones fallo: declarando que 
el Gobierno de la Nación deberá devolver a la Cía Argentina 
de Warrants y Depósitos la suma de siete mil trescientos ein- 
cuenla y cuatro pesos ($ 7.354.— m/n.) más los intereses ni 
estilo de loa que percibe el Raneo de la Nación ((i # ) desde la 
fecha de la notificación de la demanda, sin costas en atención 
a la naturaleza especial de las cuestiones debatidas. — Alfonso 
E. Poccard. 



Sentencia de la Cámara Federal 

Buenos Aires, 28 de mayo de 1943. 

Considerando : 

Que la ley 11.742 se refiere n los elevadores de granos de 
la red nacional que autoriza establecer; a los particulares que 
bc construyan en adelante en las condiciones del inciso e) del 
art. 7*, y a los ya construidos que se inscribieren como públ : eos 
llenando los requisitos proscriptos por el art. 15. Para todos 
ellos —la ley no distingue — sanciona el artículo 16, la exen 
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ción de derechos de importación a los materiales que sea nece- 
sario introducir para su construcción o funcionamiento. La ley 
3008 estableció anteriormente análoga exención de derechos, 
prorrogada y ampliada posteriormente por las Nos* 8475 y 
9048, pero limitada a los materiales necesarios para la cons- 
trucción o instalación, Con Ja sanción de la 11,742 antes cita- 
da quedaron delimitadas dos clases o categorías de elevadores; 
los que dicha ley comprende, beneficiarios de la franquicia 
amplia — construcción y funcionamiento — y los ya existentes 
que por no haberse inscripto en el carácter de públicos, sola- 
mente gozarían de la franquicia restringida de Ju ley 3908 y 
posteriores referente a la construcción. 

Que en el xnb-lite, si bien la adora ha acreditado que rea- 
lizó algunas gestiones para inscribir su elevador como público 
(art 15, ley 1L742) no ha expresado en ningún momento y 
menos aun probado que haya obtenido esa inscripción, y que 
cumpla con las obligaciones que la misma comporta, es decir, 
almacenar solamente granos de terceros, cobrar la tarifa de 
los elevadores oficiales y someterse a la Inspcceión de la Direc- 
ción Nacional de Elevadores de Oranos y a los reglamentos 
que expida. En tales condiciones, no puede considerarse a la 
aetora comprendida en el heno ficto amplio de la ley citada, 
sino en el restringido de la 3908 y sucesivas. Por tanto, el ma- 
terial introducido para la renovación de uno gastado y no 
para la construcción o instalación del elevador no puede con- 
siderarse 1 ¡heñido de derechos de importación. 

Que la distinción entre dos clases de elevadores, los com- 
prendidos o no en la ley 11.742, no importa violar el principio 
de igualdad establecido por la Constitución- Nacional, por 
cuanto esu igualdad, como lo ha dicho reiteradamente la Corte 
Suprema, consiste en no acordar o denegar a alguien lo que se 
acuerda o deniega a otitis en iguales circunstancias o condi- 
ciones. 

Por lo expuesto, se revoca el fallo apelado de fs. 49 en este 
juicio seguido por la Compañía Argentina de Warranrs y De- 
pósitos contra la Nación, sin costas, en atención a la naturaleza 
de las cuestiones debatidas. — Ricardo Y ¡liar Palacio — Carlos 
del Campillo — Juan A. González Calderón — Carlos Herrera. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Airea, 20 de agosto do 1943. 

Y vistos: Los recursos ordinarios de apelación de- 
ducidos en loa autos: "Compañía Argentina de Wa- 
rrants y Depósitos S. A. v/ Gobierno de la Nación, 
sobre devolución de dcreelios de Aduana", contra la 
sentencia dictada por la Cámara Federal de la Ca- 
pital. 

Por sus fundamentos se confirma la sentencia ape- 
lada de fs. 6*0. Sin costas asimismo en esta instancia, 
dada la naturaleza de las cuestiones planteadas. Há- 
gase saber y devuélvanse al tribunal de procedencia, 
donde se repondrá el papel 

Antonio Sacauna — B. A. Nazak 
Akcuokexa — P. Ramos Me- 
jía. 



S. A. COMERCIAL, INDUSTRIAL Y FINANCIERA 

BYCLA 

RECURSO EX TU A ORDIS A HtO : Cuestión federal. Casos, Leyes del 
Congreso, 

Es improcedente el recurso extraordinario fundado en la 
i n tenencia del iirt. ít g de I» ley 12.5*1 ] contra la sentencia 
que lo interpreta en el sentido de que no corresponde acor- 
d»ir apelación contra la resol ación condenatoria del I*. E. 
ni la multa impuesta no lia sido pagada antes de la inter- 
posición de aquella, aunque lo haya sillo después 



(i) 20 de agoito Vi** 1913. Fallos: 19a, 490. 
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JULIO BEXEDICT v. PROVINCIA DE SAN JUAN 

DEMANDA: Contestación. Efectos, 

Mediando allanamiento de la demanda corresponde dicta 
sentencia haciendo lugar a la acción. 

INTERESES: Procedencia del cobro. Intereses moratorias. 

La circunstancia de que, par haberse incurrido en error 
de lieclio al practicarse una liquidación judicial, se luiya 
cobrado al dendnr menos tle !n que éste debía pagar, no 
impide constituirle en mora por la diferencia mediante 
la notificación de Ja demanda tendiente a obtener su 
reembolso con Tos intereses a contar desde la fecha de 
dicha notificación, que el acreedor t : cue derecho a cobrar. 

CORTAS: Desarrollo del UH-fio. Allanamiento. 

El allanamiento de la demandada no la libera del pago de 
las costas del junio si el actor tuvo necesidad de promo- 
verlo por la ar-lítud de aquella (pie, en el juicio por cobro 
de pesos seguido contra la misma, se opuso a la rectifi- 
cación de un manifiesto error material cometido ev. !a li- 
quidación judicial del crédito del actor. 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

La jurisdicción originaria do V, E, para conocer 
en la presente causa es procedente, toda vez que se 
trata do una acción civil por cobro do pesos seguida 
contra la Provincia de San Juan por un vecino de la 
Capital Federal. Así lo admitió el auto de la Presi- 
dencia a fs, 10. 

En cuanto al fondo del asunto, el allanamiento 
contenido en el escrito de fs. 20 pone a V. E. en con- 
diciones de dictar sentencia resolviendo el punto refe- 
rente al pago de intereses y costas que, por ser de de- 
recho común, escapa a mi dictamen. Buenos Airea, di- 
ciembre 16 de 1ÍU2. — Juan Alvarez. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 20 do agosto de 1943. 

Vistos los autos "Benedict Julio contra San Juan, 
la Provincia, sobre cobro de posos", de los que resulta; 

Que a fs. 2 don Américo Szily como apoderado de 
don Julio Bencdict, promueve demanda ordinaria con- 
tra la Provincia de San Juan por cobro de $ 1.831 m/n., 
con intereses y costas. Fúndase en que en el juicio se- 
guido anteriormente por su mandante contra la misma 
provincia (cxp. B. 69), fallado en favor de aquél, se 
incurrió en error de hecho en la liquidación respectiva 
al trasponer una de las partidas, de manera que el total 
de aquélla arrojó $ 1.831 menos de lo debido. Invoca en 
apoyo de su derecho los arls. 784, 797 y 798 del Código 
Civil. 

Acreditada la jurisdicción originaria de esta Cor- 
te — fs, 10— dióso traslado di' la demanda, que fué 
evacuado a fs. 20 por don José Antonio González en 
representación de la Provincia de San Juan. Este ma- 
nifestó que, en cumplimiento de las instrucciones reci- 
bidas, se allanaba a la demanda en cuanto al pago del 
capital reclamado y se oponía a lo pedido en ella res- 
pecto de los intereses y las costas, porque el error cu la 
liquidación, aprobada por el Tribunal, es exclusiva- 
mente imputable al actor y porque la demandada ha 
procedí ti o con evidente buena fe y no ha dado motivo 
para que se promoviera este juicio. Agregó, además, 
que las costas del mismo deberán ser pagadas por ei 
acreedor por las tazones indicadas y la doctrina del 
art 798 del Código Civil expuesta por Machado. Por 
lo tanto, solicitó que se le tenga por allanado a la de- 
manda en lo referente al capital, se exima a la pro- 
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vincia del pago de intereses y costas y so imponga al 
actor el pago de las costas y gastos de este juicio. 

Que a fs. 21 se tuvo por contestada la demanda y 
pe dio vista al Sr. Procurador General, quien dictaminS 
a fs. 22, y a fs. 22 vta. se dictó la providencia de autoa 
para definitiva. 

Considerando : 

Que ante el allanamiento de la provincia y lo dis- 
puesto en el art. 87 de la ley federal 50, corresponde 
declarar procedente el cobro de la suma reclamada por 
el actor. 

Que de acuerdo a lo establecido por los arts. 508, 
509 y G22 del Código Civil, la acción debe también pros- 
perar en cuanto a los intereses. La circunstancia de que 
por un error de hecho se liaya cobrado al deudor me- 
nos de lo que ésto adeudaba, no impide constituirle en 
mora por la diferencia mediante la notificación de la 
demanda tendiente a obtener oí reembolso de aquélla. 

Que asimismo debo imponerse a la provincia el 
pago de Jas costas de este juicio. Porque el aetor ha 
sido obligado a promoverlo por la actitud de la deman- 
dada que, no obstante tratarse do un error manifiesto 
(escritos do fs. 88, 01, 93 y 95 del expediente B. 69, 
libro VIH, archivado en esta Corte Suprema) en el 
que también incurrió su representante (fs. 91 y 95 del 
citado expediente) so opuso a la rectificación del mismo 
solicitada por el acreedor al advertirlo (fs. 220 y 222 
de los autos mencionados). El art. 798 del Código Civil 
no so opone a esta solución, quo so ajusta a la juris- 
prudencia de esta Corte Suprema (Fallos: 194, 293; 
180, 83; 178, 103; 137, 392). 

J*3n su mérito, de acuerdo a lo dictaminado por el 
Sr. Procurador General, se declara que la Provincia 
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dé San Juan debe pagar al actor, dentro del plazo do 
treinta días, la suma de pesos mil ochocientos treinta 
y uno moneda nacional, con intereses desdo la fecha 
de la notificación de la demanda, al tipo de los que co- 
bra el Banco de la Nación Argentina, con costas. llá- 
gase saber y archívese, previa reposición del papel. 

Antonio Sacarka — B. A. Nazar 
Anciíohbna — F. Ramos Me- 

JÍA. 



NACION ARGENTINA v. i' ARLO Y U'IS MARTINEZ 

AGENTAS MARITIMOS. 

El agente marítimo está obltpndo a rendir cuenta de su 
gestión al armador en euyo nombre actúa y a entregarle 
las sumas percibidas por esc concepto, 

PRUEBA: Principios tunera? fs. 

En el juicio promovido por el armador sobre cobro de las 
sumas percibidas por su agente marítimo que, a su wz. 
le reconviene fundado en ser acreedor por mayor suma, 
incumbe a este último probar el verdadero estado de las 
cuentas med ante la correspondiente reudínnn fie las mis- 
mas; debiendo, en caso negativo, estarse a las constancias 
y documentación del armador. 

llimOS DE COMERCIO: Valor probatorio. 

PRUEBA: Instrumentos. 

Los demandados que no ofrecieron como prueba los libros 
que como comerciante debían llevar sino los libros y pa- 
peles del actor, no pueden luego ¡m pugnar val Mámente el 
informe del perito contador fundados en que dichos IU 
tiros — en el easr los de la División de Transportes del 
Ministerio de Marina de ía Nación — carecen de rúbrica 
y no son opon ¡bles a los no comerciantes. 
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AGENTES MA Rl TIMOS, 

A falta tle convención ol respecto, debe admitirse que el 
agente marítimo tiene derecho a cobrar las comisiones 
correspondientes a las fletes que comprometió durante la 
vigencia de su contrate, con el armador para el último 
barco que saliera inttu. ratamente después de la fecha de 
terminación de su contrato; a lo que no obstan las cir- 
cunstancias de que la carga se baya expedido con inter- 
vención del armador ni la de que éste — en el caso la 
Nación — se hallare facultado para rescindir su convenio 
con el agente, ya que no usó este derecho acordado para 
necesidades de carácter militar o de orden público o pai-a 
el caso de que el agente no cumpliera sus obligaciones o 
no aceptara las modificaciones que se introdujeran en la 
reglamentación del servicio de transporte. 

Demanrftt: Ef ce toa. 

La condena al pago de las comisiones reclamadas, según 
liquidación (pie deberá efectuarse con arreglo a las bases 
establecidas en la sentencia, no puede exceder de la can- 
tidad pedida por el acreedor en su demanda. 

AGENTES MARITIMOS, 

El agente marítimo tiene derecho a una comisión suple- 
mentaria por las gestiones que realizó con motivo de la 
avería sufrida por la carga, así como al reembolso de los 
gastos que efectuó con ese motivo. 

DAÑOS Y PERJUICIOS: Prueba. 

Para la procedencia de la acción por indemnización de 
dt*fi< s y perjuicios no basta la posibilidad del daño sino 
que es necesario probar que él se ha pmducido. 

Costa*: Resultado del litigio,. 

Si la demanda sóln prospera en parte, corresponde impo- 
ner costas proporcionales. 

Sentencia del Juez Federal 

Buenos Aires, octubre 28 de 1941. 

Y vistos t Para resolver en definitiva este juicio seguido 
por el Fisen Nacional contra Pablo y Luis Martínez, sobre co- 
bro de pesos; y 
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Que el t*eñor Procurador Fiscal manifiesta que el día 2 de 
enero de 19515 se firmó en! re hi Dirección (¡cuera! Admiuts- 
trativa drl Ministerio de Harina y los señores Pablo y Luis 
Martínez, eJ contrato que en eopia corre agregado al expe- 
diente administrativo que acompaña, por el cual se designó 
a los de ni n miados, agentes marítimos de loa transportes de !a 
Armada en sus servicios comerciales a la costa Sud, en el 
puerto de l 'menos Aires y lkihía lílanea. 

El contrato aludido fué estipulado j or un plazo de dos 
años, habiendo vencido el mismo ti día 2 tic ene ni de 1937. 

Los demandador recaudaron la suma de treinta y nueve 
mil nueve pesos con cincuenta y cuatro centavos moneda na- 
cional en concepto de fletes y pasajes por los viajes de los 
transport es Patagón ¡a. Pampa y Chaco que zarparon del puer- 
to de In Capital los días 10 de setiembre, 30 de setiembre y 7 
de noviembre de 1036. 

La suma indicada no ha sido ingresada en la Dirección 
General Administrativa del Ministerio de Marina no obstante 
haber vencido el contrato anteriormente indicado, y haber 
transcurrido un plazo más que prudente para efectuar el in- 
greso de la misma. 

Su representada, en diversas oportunidades, requirió de 
los demandados el ingreso de la suma que en esta demanda se 
reclama, no habiendo hecho efectiva la misma, como tampoco 
indicaron, en respuesta a las diversas notas en vi atlas, el día 
en que harían efectivo el depósito correspondiente. 

Con fecha 17 tic febrero de 1037 se les intimó para que 
dentro de tres días depositaran la simia adeudada, bajo aper- 
cibimiento de inieior.se de inmediato lus acciones judiciales del 
caso. Tal interpelación extra judicial hace de aplicación lo dis- 
puesto por el art. 509 del Código Civil, debiendo desde tal feeha 
satisfacerse los intereses debidos por la mora incurrida por 
los demandados. 

El derecho que ampara a su representada está contenido 
en el art. 277 del Código de Comercio, 509 y 1913 del Código 
Civil. 

Por todo lo cual solicita se decrete con carácter preventi- 
vo bajo la responsabilidad de su representada, la inhibición 
freneral de bienes de los demandados y oportunamente se les 
condene al pago de la suma de treinta y nueve mil uncvir pe- 
sos con cincuenta y cuatro centavos moneda nacional, con más 
sus intereses ) costas. 

Después de haberse opuesto a la inhibición solicitada 
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— cuestión resuelta en forma favorable a la actora a fs. 212— 
contestan los demandados negando en primer término todoi 
tos Hechos alegados en \» demanda y agregando que, en loa 
ultimas tiempos, dentro de ht vigencia del contrato que los 
vinculaba a la Nac'ó.i, los funcionarios de Ja Dirección Ad- 
nuiiistnitiva y de la Dilación de Transportes de] Ministerio 
do Marina, lian real izado actos lesivos de sus intereses de 
los que dehe responder ta Nación en su carácter de pr'ncipal 
de los autores, nizón que los releva de luiccr entrega alguna 
a aquélla, Jmstn tanto se ventilen las cuestiones que se "pro- 
mueven ei. ste juicio y se establezca si. efectivamente ellos 
mn deudores de la actora o sí, pur el contrario, la Nación lea 
es deudora. 

KM os han entregado siempre, en cada viaje al respectivo 
buque, el manifiesto de la carga conducida y í a lista de pasa- 
jeros, con especificación de fletes devengados y del im- 
porte de Ioí pasajes; copia de tales documentes fueron tam- 
bién entregadas en cada oportunidad a la División de Trans- 
portes del Miuístero de Marina. Esos documentos que llevan 
sus firmas son los únicos que tiene obligación de reconocer co- 
mo origen y fundamento de obligación por su pai de inte- 
grar a la propietaria de los transportes et importe cíe los fle- 
tes y pacajes, y la parte actora lia delrdo presen ta rloa con 
la demanda, scirún lo ordena el art. 10 de la ley 50, No Ha- 
biéndolo hecho no podrá hacerlo en adelante, según lo estable- 
ce la misma disposición. 

Ignoran si las copias de los manifiestos que se anrc«an 
al expediento administrativo o acota paitados, con la demanda 
son auténticas o no; mas tienen razones para dudar de que 
lo sean. 

Además, no adeudan suma alguna correspondiente al vía- 
je del transporte Patagonia, incluido en la demanda, habien- 
do abonado el saldo, con Jos pagos que han efectuado, de fac- 
turas a eargo del buque, cuyos originales con los recibos co- 
rrespondientes, obran en poder de la División de Transportes. 

Por otra parte, la Dirección General Administrativa an 
tes citada, dirigió a las reparticiones nacionales que hacían 
uso del servicio de los transportes, sendas comunicaciones ha- 
ciéndoles saber que habiendo dejado de ser ellos sus agentes 
marítimos, cualquier cantidad que se adeudara por fletes o 
pasajes, se pagará a la citada Dirección, Encontrándose pen- 
dientes de pago diversas partidas por aquellos conceptos, co- 
rrespondientes a los viajes anteriores y a los comprendidos en 
la demanda, ignoran las sumas que por ese conducto ha co 
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brado la Dirección mencionada, como igualmente a qué viajes 
corresponden. 

Reeon vienen a la aetora por cobro de la suma de cuarenta 
y ocho mil cuarenta y sipte pesos con sesenta y ocho centavos 
moneda nacional (pie les adeuda en concepto de comisiones so- 
bre fletes y pasajes; por honorarios y gastos y por daños y 
perjuicio. Explica luego detalladamente los hechos y razo- 
nes en fine, por cada rubro, «poya mi reclamo, y fu mérito de 
todo lo expuesto, y fundado en los arfs, 91)2. 903, 904» lOlil), 
1109, 1122 y 1627 del Cód. Civil, solicita se rechace la de- 
manda y se haga lupir a la reconvención, con intereses y 
costas. 

Corrido traslado de la reconvención, el señor Procurador 
Fiscal pide no se haga lugar a ella, con cosáis, en mérito de las 
razones de hecho y de derecho que da para cada una de las 
partidas rpie integran la suma que en aquélla se reclama. 

Considerando : 

Que a estar a los términos en que lia sido contestada la 
demanda, no obstante negarse adeudar suma alguna al Pisco 
Nacional, se reconoce la existencia del contrato testimoniado 
a fs. 3 y 4 y se expresa a fs. 192 vta. que debido a los actos 
lesivos de los funcionarios del Ministerio de Marina se les lia 
producido injustos perjuicios maten Ies. de los qim por ser 
responsable la Nación, ton rWnvi th hacrr mtr tja aUjuna td 
Fisco, hasta tanto se ventilen las cuestiones que se promue 
ven en este juicio; e igualmente se acepta como consumada la 
rescisión del contrato dispuesta por el Gobierno^ 

Ante la falta de una negativa c; .■♦efrúrica de los deman- 
dados acerca del hecho del contrato, el carácter de agentes re- 
presentantes de loa buques transpones de la Armada Nacio- 
nal, Patagonia, Pampa y iliaco y áe su intervención en los 
transportes implicados por la demanda, bucen que las contes- 
taciones evasivas señaladas en el j arrufo precedente, se esti- 
men, o lo* fines de la traba de la H'is. como confesión de los 
hechos a que se refieren (arL 8(i ley 50), 

De lo ?x puesto cabe tener por establecido como presupues- 
to procesal básico del suh lite, la celebración del contrato de 
fs. 3 y 4, por el (pie a los demandados les coi respondió el des- 
empeño de las funciones de agentes marítimos de los transpor- 
tes de la Armada en sus servicios enunciados a la costa Sud, 
en el puerto de Buenos Aires y Bahía Blanca, con las faculta- 
des consiguientes de contratación de los transportes, y percep- 
ción de los fletes corr -spondientes. 
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Que habiendo impugnado los demandados la prueba apor- 
tada a los uutos y las bases contables cstud indas por el perito 
contador con respecto al estado de las percepciones pendien- 
tes de rendición de cuentas, corresponde examinar ante los 
principios que rigen la materia comercial, y el entiftt probandi, 
las obligaciones que a tales fines derivan de la función de 
agente» marítimos que lian desempeñado los demandados. 

El agente marítimo, como representante con veno ional del 
armador, al celebrar los contratos, percibir las tarifas pot 
cargas y pasajeros y efectuar gastos por cuenta del buque 
o de la carga, cumple una función de mandatario, que como 
tal está obligado a rendir cuenta de su gestión. 

El art. 70 del Cód. de Comercio es categórico a este res- 
pecto al establecer que todo comerciante que contrata por 
cuenta ajena, está obVgado a rendir riicnl; instruida tf tlocti- 
mcnitñla de su comisión o gestión. 

En el sifb lile, ante el requerimiento del armador con el 
objeto de regularizar las encolas de los transportes eontrnta- 
<|i s por íns ¡iLi'iite. lemamladin era. a éstos, por su eondieióu 
de represen la n les convencionales y por su obligación de tener 
documentada toda la gestión, a quienes incumbía la obligación 
de probar el verdailem estad» de las eiientas mediante la ren- 
dición correspondiente. 

Que si bien en el curso tJc la prueba los demandados no 
han ofrecido las constancias do sus asientos contables, en cum- 
plí micnl o de su obligación legal de rendir cuentas, han ofre- 
cido prueba pericial y las propias constancias contables de la 
División de Transpones del Ministerio de Marina y los com- 
probantes correspondientes a lus operaciones en que lian tenido 
intervención y que sp bailen en poder de la actora, conforme 
lo expresan a fs. 285. 

Ante tal ofrecí miento de las propias constancias contables 
en poder de la actora, la impugnación que en su alegato for- 
mulan las demandados, para negar validez a las comprobacio- 
nes realizadas por el perito actuante, carece de toda eficacia 
procesal. Tales constancias deben merecer entera fe a loa 
fines de la fifí*, en razón de ser pruebas aportadas por los 
propíos demandados, situación en la que resulta inadmisible 
que impugnen sus propias pruebas. 

El requinto de la rubricación y foliatura ante el Regis- 
tro Público de Comen: io, omitido en los libros de contabili- 
dad de la actora, y en que los demandados fundan su impug- 
nación, no puede en la emergencia ser esencial para impedir el 
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efecto de los mismos en contra tic quien los ofrece como su 
propin prueba. 

Aparte de ser prueba o freí- ida por lo* demandados, de 
acuerdo a Jo que dispone el secundo apartado del art. 63 del 
Códipo de Comercio, los asientos de libros que no están en 
forma, si bien prueban en contra del comerciante a quien per- 
tenecen, prurhttn fttmhiñi < H i nutra &éi adversario, cuantía 
ente Afj adoptado éste medio de pruebq^ eomo lia ocurrido en 
el sub Ufa En tal situacjSn, expresa la ley. en «>] apartado se- 
gundo citado, el adversario (en cate caso los demandados) 1 no 
podrán aceptar los asientos (pie Ies «can favorables y desecha? 
los (pie los perjudiquen, pues, en el juirio se miara por los 
resultas combinadas que presenten tudas las <ixitnftts relativas 
al punto eurstififíiul'K Además, seirún airrcL'u el (creer apar- 
tado del mismo art. fifí citado» también I -arria prueba tos li- 
bros do comercio en favor tic sus dueños, en este caso de la 
aetora. cuando >n adversario no presente asentas en contra- 
rio hechos en libres arreglados a derecho u otra prueba plena 
y eoneluyente, como en el sub (Hf correspondía a los deman- 
dados de acuerdo eou la obligación que les impone el arl. 7(í 
del CótVpo de Comercio citado. 

De aciierdn a la facultad (pie e¡ apartado cuarto d'd cita 
do art. tí3, eonfiere al Juez de la causa para apreciar dicha 
prueba en las circunstancias, antes expresadas, declaro que, 
a los fines de los hechos cuestionados en la pericia contable de 
fs..,. hacen plena fe eon respecto a su contenido, en cnanto 
atañe a la gestión de los demandados, por lo que corresponde 
entrar al examen de las mismas, a fin de establecer et monto 
adeudado que se cuestiona en el sub lite. 

(¿ue de acuerdo a los términos de la demanda, la deuda 
cuestionada a los ex agentes Pablo y Luis Martínez, corres- 
ponden al viaje N* v 8/S36 del transporte Palaironia (fs. Üo"J} ; 
viaje N" 4, ¡Mi, del tran-porie Pampa (fs. :Í33) y viaje nú- 
mero 4/!W> del transporte Chaco (fs, 234). 

Mediante un minucioso examen de los antecedentes con- 
tables indicados por los demandados romo base de la opera- 
ción perie al, el perito coincide con ta aetora, cu cuanto a que 
el monto del saldo deudor al tiempo en que se ordenó iniciar 
el juicio sub 1>U\ o sea. el 17 de marzo de 1937, aseen día a 
la suma de treinta y nueve rnil nuevo pesos con cincuenta y 
cuatro centavos moneda nacional, i^ual a la que .se reclama en 
el escrito de demanda (fs. 237). 

Pero en v ríud de que con posterioridad ni 17 do marzo 
se lian acreditado a los demandados, las partidas que se enu- 
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incrnn y detallan a fs. 2,17 y vta., 238 y vta., el perito, dedu- 
ciendo ttOB justicia dichos rubros, establece como total el saldo 
líquido adeudado por los demandados, la suma de treinta y 
seis mil ochocientos tro lula pesos con doce ecn ta vos m/n. 
(3G.S3'U2) (fs. 28fi vta., 'Mn fue"). 

Como ta adora en su alefato de bien probado, da por 
aceptadas las referidas deducciones y el saldo establecido por 
el pi'ritn. id suscrito así lo divide, fijando como saldo total 
adeudado pnr los demandados la suma expresada. 

Que establecida la procedencia de la demanda como queda 

decidídi rresponde tratar como cuestión tamb'cn planteada 

en la "lilis'', la reconvención deducida por los demandados 
en los rubros a), b), c), dj y c), especificados a fs. 193 vta. 
y ]ÍU de la contestación. 

Qne cu cuanto al rubro ¡O. consistente en las comisiones 
contractuales sobre fletes y pasajes correspondientes a los via- 
jes implicados en la demanda, expresa el perito a fs. 2-10 y 
U41, ooe dichas comisiones a qué loa ex agentes tienen derecho 
por disposición del contrato celebrado entre las partes, bao 
sido acreditadas y deducidas del saldo deudor estableado, por 
lo (pie la decisión at respecto está implicada en la fijación del 
sabio deador de ]os demandados. 

Ej rubro del apartado b), por comisione* correspondien- 
tes a los fletes compróme! idos pura el viajt del transporte 
Pampa iniciado el ó de enero de VX*~ y <pie la División Trans- 
portes, no aceptó, corresponde desestimarlo, en razón de que. 
como los propios demandados lo reconocen a fs. lí)4, apartado 
10) de ta contestación, dicho viaje se realizó con posterior! 
dad al vencimiento del contrato, es decir, en tiempo en que los 
demandador habían dejado de ber los afrentes marítimos de 
dicho transporte. El art. ^ del contrato ( fs. 3), establece ex- 
presamente qne. la fin? fia retribución por sus servicios será el 
5 r /v sobre la carga, pasajes y encomiendas que se expidan por 
intermedio de los agentes, lo que en el caso reclamado no ocu- 
rrió, pues la carga se expidió con intervención de la actora, 
debido a la caducidad de] contrato y la consiguiente represen- 
tación de los ex agentes. 

Kl rubro del apartado c), por honorarios y gastas corres 
pond ¡entes a la intervención tenida por los ex agentes, en 
representación del transporte Chaco en puertos Ingeniero Whi- 
tc y Había Blanca, con motivo de la avería sufrida en la car- 
ga que conducía, debe ser desestimado por no haberse probado 
gasto alguno efectuado a su costa por los ex agentes y por no 
cor responder les honorarios por gestión propia de la función 



414 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



de afrentes marítimos y representación del buque que les co- 
rrespondía cumplir, conforme lo reconocen en la carta comu- 
nicación que con luí motivo pasaron ni jefe de la División 
Transporte* dd MinMcri» (le Mu riña (fs, 2(¡2) al decir: ( Tor 
nuestra parte, en carácter de representantes locales de! buque 
hemos cumplido diligentemente con nuestros deberes". H\ co- 
mo se expresa por los demandados, sólo cumplieron con sus 
deberes de representantes del buque, no se advierte el dere- 
cho a honorarios que reclaman, desde que el art. 3 9 del con- 
trato, taxativamente enuncia en sus inca, a) y b) cuál es 
únua rrtrihución por su,* servirius que abonará la actora. 

Los rubros d) y e), consisten en daños y perjuicios de- 
rivados de la rescisión del contrato, ocasionados por el recha- 
zo de carga para el primer viaje posterior ti la re.se r si nn y 
por las circulares pasadas por la actora al en ai enrió, hacién- 
doles saber la cesantía de los aírente* marítimos Martínez. 

Ambas medidas en que fundan los danos (pie se dicen pro- 
d ucidos y sobre los que ninguna prueba se ha aportado a (os 
autos, si ni cnii.vei-ucnc.ia necesaria de la prop'S rescisión del 
contrafoque tos actores han aceptado (art. l'JOf) Cód. Civil), 

líescindido el contrato y fletados los buques por cuenta y 
orden de la adora. no podían los demandados pretender pro 
lacióu para carcas de las que no podían asumir rcspnnsabiü* 
dad por haber cesado en la representación de agentes maríti- 
mos. 

La comunicación a las fruías del comercio vinculadas al 
tráfico de los buques «pie antes represen ta ron (os demandados, 
tiene explicación en la razón de adv-rlir nueva situación crea- 
da en la conlratación de los transportes y representación de 
los buques. l>e ello no se advierte sino la comunicación de 
un hecho verdadero, que no puede traducirse en daño alguno 
para quien ha dejado de desempeñar una representación. 

Las cous'dera<-ioucs precedentes apoyan una decisión ne- 
gativa para las pretensiones que los demandados sustentan en 
su reconvención, lo que así se resuelve desestimándosela por 
improbada y por improcedente. 

Por tanto y lo expuesto, falto; condenar a los demanda- 
dos Pablo y Luis Martínez a pagar al Fisco Nacional, dentro 
del término de veinte días la suma de treinta y seis mil ocho- 
cientos treinta pesos con doce centavos moneda nacional. Con 
intereses desde la notificación de Ja demanda. Con costas. — 
B. L. GonzáUe, 
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Sentencia de la Cámara Federal 

Buenos Aires, junio 24 de 1042. 



Vistos: Estos autos que sigue el Fisco Nacional a los se- 
ñores Pablo y Luis Martínez, para decidir el recurso (te ape- 
lación interpuesto por los demandados contra la sentencia do 
fs. 328 y concedido a R 34í> vta. 

■ 

Y considerando : 

Que habiendo actuado tos señores Martínez, durante la 
vigencia del contrato de fs. 3 y 4, reconocido por ellos, como 
man ilutar ios del actor, en hu calidad de agentes marítimos, 
estaban obligados a dar cuenta de las operaciones que como ta- 
les realizaban y a entregar a su mandante cuanto recibían en 
v'rtud del mandato, rom prendido lo percibido de terceros y 
las ganancias resultantes. (Arts. 1909 y 1911 del Código Civil). 

Que requeridos por el Fisco, a entregar lo recaudado en 
tal carácter v a que se ve fie re la demanda, los señores Martí- 
nez estuvieron obligados a rendir cuenta y a pagar las sumas 
( pie mi justificaren haber entregado, pues ante los términos 
de dichas dispon-iones lépales, a ellos ¡ne« mbía el pro- 
landi, sin duda alguna; por lo cual rcul'a inadmisible la 
defensa de que habu-iidase demandado por nmrn de pesos y no 
por rendición de cuentas, era la adora quien debía probar. 

Cualquiera que sea la calificación que el Fisco hubiera 
dado a su demanda, cobro de p.-sdS o rendición de cuentas, no 
dcsvirlúa et fondo de la acción deducida ni trasmuta la natu- 
raleza de los hechos en que se funda, amparada por biselaros 
textos legales arriba cilados, de fpie sus agentes marítimos, 
sus mandatarios, le den eueiila de su gestión de tales, respecto 
<le ciertas y determinadas cantidades percibidas por ellos para 
su mandante, y de las ganancias resultantes de las operaciones 
realizadas por orden y cuenta del Fisco, de acuerdo con el 
convenio suscriplo por ambos. Por eso. la prueba do la forma 
como desempeñaron su cometido, estaba exclusivamente a su 

Que siendo ello así, y no habiendo tos demandados dado 
cuenta alguna de su gestión, como lo dicen en su expresión 
de agravias (fs. 349 vta.)» deben pasar por las constancias de 
los libros y documentación correspondiente do la adora y por 
las conclusiones de la pericia contable de fs. 232, producida 
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^ A esto nn ol»sta lfi objeción que sobre la fuerza prnbato- 
na de los primeros hacen a fs, 349 v ta. y 3óo de la expresión 
de agravios los demandados, que consiste en la doble impug- 
nación de ia falla de rubricación dé aquellos libros por el Re- 
gistro Publ le Comercio, de lo cual concluyen su carencia 

ite tuerza probatoria y. de consiguiente, que im tea son oponía 
bles j>«.r nú ser ellos cmuen-ianlcs. aunque se hubiera Simpli- 
cio ese requisito legal, porque teniendo la obligación de Sai- 
cuenta del desempeño del mandato r¡tt<- reí- bit-nm y consi- 
guiente entrega de lo percibido y de las ganancias que resulta- 
ron no to lian hecho y lejos de ello, habiéndolo intentado por 
medio de ta prueba pericial como se dijo untes, esta les ha 
resallado adver>a. y, entonces, tu eivstión propuesta carece de 
importancia para ta mejor resotñeión del l?tígio, racime si 
so tiene en consecración que. sí bien h,s- demandado* pidieron 
como lo expresan a fs. 31!) vía., que el contador informara 
sobre la forma en que se llevaban los libros por la División 
Transportes y s¡ la d >eumentacióu que just i rifaban sus asien- 
tos era auténtica y merecía fe. tal como lo habían solicitado 
a fs. 2lííi, tatnliíi'ii pido-mn. en base a los misinos elementos, 
en dicho petitorio, se informe ignahncnle si allí existen jus- 
tifica» vos de las reclamaciones ;i ellos, de la citada repartí- 
CÍÓn sobre las notas de fs. 1 y ;V2 de) expediente administra ti- 
fo agregado pnr cuerda a este expediente judicial, si se Jes 
■fireditarou las sumas a que se refieren los puntos 4» ó'-' y ñ° 
del cuestionario propuesto a di-tainen a fs. 229 y h/fijaciÓH 
del salde» de que eran deudores (pinito 7 V ). a todo lo r'ual se 
responde fie Ts. 239 mielan le por el perito contador. 

Ellos debieron, ante semejante resultado, presentar sus 
libros comerciales jaira desvirtuarlo, que, como comerciantes, 
tenían la obligación ile llevar, puesto que. contrariamente a 
lo qne sostienen a fs. 330 vta. de la expresión de agrá vos. de 
no ser comercia ates, \ n eran en ese entonces, cono» lo demues- 
tran los testimonios de ta escritura de constitución de la so- 
eicdad colectiva que formaron los señores Cabio y Luis Mar- 
tínez, para explotar Jos ramos de agentes marítimos, comisio- 
nes. enns'<niai*¡oh:N y corretajes generales [i\ 1 :i v 310) y 
en cuyo carácter actuaron p,»r Jo consiguiente, en sus re tac i fi- 
nes con la Nación, y pedir al Tribunal ordenara la exhibición 
de los manifiestos a que aluden e Jt el escrito de contestación 
de la demanda y en el alegato de bien prohado (Ts. V.\2 vta. 
y 321 vta. ), para descargo de su deuda, lo que no han intenta- 
do siquiera hacer. 

Que por lo que se refiere a la reconvención (fs. 293 vta. 
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y 104), el informe pericial es concluyen te (fs. 240 vta,), como 
se sostiene con verdad en la sentencia recurrida, respecto del 
punto a), y, por tanto, está bien resuelto su rechazo; no así 
respecto del li), (pie la senlencin también desestima y que con- 
siste en el desconocimiento que la parte aetora hizo de las co- 
milones que por valor de $ 1,0110 y correspondientes a loa 
fletes por los señores Martínez roalrataflos durante la viden- 
cia del contrato, para el transporto l'ampa, que inició el viaje 
díjis después de vencido el término de aquél, so pretexto de esta 
última eircunstaiieiti. cuya proecdeue : n es indudable y el ra- 
zonamiento que desenvuelven en el alefato y en la expresión 
de agravios (fs. 324 y 353)), en apoyo de él, concuerda con 
la realidad de los hechos, de la forma y el modo cómo desen- 
vuelven sus actividades estns auxiliares del comercio de mar, 
pues como muy bien lo espresa Mt:m:ttA Ata'akkz en el opús- 
etilo (1 Agentes marítimos", N* 21, pág. 22, no existiendo la pro- 
fesión de corredores marítimos, los agentes se ocupan de todo^o 
relacionado con c] corretaje de los fletes y una ve?, obtenido el 
cliente, concluyen con éste, en representación del armador, 
los contratos de fletamientos respectivos, 

15 s obvio entonces, deducir (pie esas actividades tengan 
que efectuarse con bastante anticipación a la sai id ti del barco 
para el cual se contrataron los fletes correspondientes, como 
en efecto ocurrió en el caso de autos, según lo demuestran las 
diversas eomunic;ieiones de protestas que los cargadores en- 
viaren a los demandados y que coreen de fs, 275 a 283, por no 
habérseles despachado las mercaderías para las cuales se les 
acordó bodegas con mucha anticipación a la salida del trans- 
pone Pampa, en algunos casos con antelación al 14 de noviem- 
bre (el vapor zarpó el 15 de enernV 

Venciendo el contrato de fs, 3 y 4, el 2 de enero de 1937, 
es indudable que los demandarlos tuvieron la obligación y el 
derecho de comprometer bodegas, hasta el mismo día 2, para el 
último barco (pie saliera inmediatamente después de esta fe- 
cha. Ea la interpretación más racional del contrato, ya que 
entre sus cláusulas no se prevé el caso. 

En cuanto al argumento del actor (fs. 357 vta.), de qua 
por este concepto ningún derecho tienen los demandados, a 
mér'to de (pie por la cláusula 1(5 del contrato antes citado, el 
(¡obierno podía rescindirlo, no es admisible, porque si bien ella 
acuerda ese derecho, lo es por necesidades de carácter militar, 
o de orden público, o si los señores Martínez no cumpliesen 
exactamente las obligaciones a su cargo, o si la reglamentación 
relacionada con el servicio de transportes, fuera modificada 
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y no estuviernn los ngentes tic acuerdo con ta reforma: üín- 
guno de cuyos extremos liu sido alegada por lu aetora untes del 
vencimiento .!■■! convenio y drbidamente documeniada por la 
División Transportes. Lcjes do ello, lu nota (pie esta reparti- 
ción envió a los demandados el 2¡t de diciembre de 1936. días 
después de que Ireiera saber a diferentes comerciantes del 
Sud y de que instruyen los telegramas que les enviara el elia 
l(i del mismo tins ( l's. 287 a 2í):n. demuestra que no hubo tal 
rescisión ni que habían dejado de ser afrentes, romo se .'¡ce 
en los telegramas (fs. 27), 

Siendo ello así, y no resultando de las constancias de au- 
tos el acuito do difluís comisiones que deben pagarse a los de- 
mandados, corresponde remitir su fijación a la liquidación 
que so practíqjie en base a las comunicaciones que los agentes 
enviaron a aquella repartición (art, 7' J del contrato) y de la¿ 
constancias d<-t registi-o a que se alude en el art. f>"> de dicho 
Contrato, relacionadas con las bodegas pedidas y comprometi- 
das para el prea ludido viaje del transporte Pompa. 

Que en cuanto al punto c), por honorarios tic los señores 
Martínez y gastos efectuad-^ con moüvo de la avería sufrida 
por la carga del transporte Chaco, en su v r aje del Ií¡ de mayo 
de 1¡).'JI¡, (pie igual mente se desestirua por la sentencia, es n 
todas luces, proceden! c. y la defensa que en su contra articula 
la aetora a fs. 200, h> y :i.">7 vta.. "iri fine" y :r>K, al contestar 
la reconvención y la expresión de agravios de aquellos, es 
inadmisible, porque si bien es verdad que no estaban autori- 
zados expresamente por el contrato para intervenir en' los 
reclamos pertinentes que se formularon por los diversos con- 
Biirnatnrots de Ins mercaderías afectadas por el agua de mar, 
ni la l)iv : sióu Transp n-tes les encomendó ese cometido ni en- 
tonca o i después, implícitamente aprobó su geslión oficiosa, 
al guardar silencio sobre clin <mte las comunicaciones de fs, 
2n"0 y 2ti2 respecto de dichos reclamos y de su intervencóu en 
el reconocimiento judicial de la carga afectada, y no impedir- 
les su prosecución, podiendo hacerlo, ya que un se hn ¡dejado 
por la netorrt. causa de fuerza mayor que se lo hubiera im- 
pedido (arts. 187-1. l'U.l y l!*ílfi del Código Civil). 

Por ol ra parte. se-ndo tan múltiples las funciones del 
agente marítimo, licué, como mandatario, hi obligación de po- 
ner en su cumplimiento la iltligeuc : a de un buen padre de fa- 
milia. Y así, en la opinión de las tratadistas, está obligado n 
tener lodos los cuidados necesarios con las merendé rías que 
se desembarcan, n defender y conservar los derechos y accio- 
nes del armador y a atender todo lo referente a las eonseeucn- 



DE JttgTtOtA DE IiA NACIÓ Jí 



419 



cías que ocasionaren un abordaje o una avería. Por tanto, — 
concluyen — , tiene, sin duda alguna, derecho a una comisión, 
suplementaria (Mgzzeka Alvauez, obra citada, Nos. 51 y 52, 
págs. 50 y 51 y los autores allí nombrados). 

Una solución contraria, importaría un enriquecí miento sin 
cansa, lo que sería "n justo, ya que esa intervención de bis se- 
ñores Martínez fui' desenvuelta en provecho y beneficio del 
mandante, no lia liándose por éste alegado lo contrario. 

Con más razón, tienen derecho a que se íes reembolsen los 
pastos efectuados por tal concepto, sobre cuyo monto no se 
lia producido otra prueba que la ríe fs. 304, consistente en la 
ampliación de proles! a por averías, a pesar de que al fundar 
este capítulo de la reconvención, *e «lude a otros gastos y se 
dice que sus antecedentes no obran en su poder y cuya agre- 
gación a estos autos no se lia pedido en momento alguno (fs. 
1<J4 vta. y 195). 

Que respecto de los puntos d) ye), daños y perjuicios por 
rechazo de carga para los transportes Pampa, viaje del 30 de 
septiembre. Cliaco, 7 de novina d) re y Pampa nuevamente, 
íi de enero de 1037, por el primero de. esos apartados, y los 
emergentes de las circulares de fs. 287 a 20!), por el segundo, 
no han Sido probarlos 11 i los elementos de juicio obrantes de 
fs. 275 a 283, protestas de diversos cargadores, permiten su 
inferencia, pues no basta la pos bilidad del perjuicio para dar 
por demostrarlo el daño, sino que es necesaria la prueba del 
daño mismo. 

Por ello y fundamentos concordantes de la sentencia ape- 
lada, se la confirma en cuanto condena a los señores Pablo y 
LtiiS Martínez a pagar jd Pisco la suma de treinta y seis mil 
ochocientos treinta pesos con doce centavos monería nacional 
(| 30.830,12 m/n.) y sus intereses desde ta notificación de 
Ja de man ría, y s« la revoca en cuanto rechaza totalmente la 
reconvención, a la cual se hace lugar parcialmente respecto de 
los puntos b) y c), declarándose que el Fisco debe pagar a 
aquellos, el importe de tas comisiones a que se alude en el 
considerando respectivo, con arreirlo a las bases en él f\jadas f 
por el primer concepto, y la cualidad de dos mil ($ 2.000) en 
concepto de honorarios por el segundo, y a reembolsarles el 
importe de la escritura de fs. .'104: y se la modifica en cnan- 
to a las costas las que cu las dos instancias se imponen en sus 
dos terceras parles a los demandadas, — (latios del Campillo. 
— II. Villar Palacio. — J. A. González Calderón, — Ezequkl 
8. di- Olmo. — Eduardo Sarmiento. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 23 de agosto de 1943. 

7 vistos: Los recursos ordinarios de apelación con- 
cedidos a fs. ;ííJ4 vía. y 36*5 vta. a la adora y demanda- 
da respectivamente cu los autos seguidos por el Fisco 
i Nacional contra Pablo y Luis Martínez, venidos de la 
Cámara Federal de Apelación de la Capital, relacio- 
nados a fs. 328. 

Considerando: 

1) Que la actora se agravia en cnanto la senten- 
cia hace lugar a la reconvención deducida en los puntos 
b) ye) y porque no impone la totalidad de las costas 
a los demandados. Los demandados, porque la senten- 
cia hace lugar a la demanda y rechaza la reconvención 
en sus puntos a), d) y e). 

2) Que los fundamentos de la sentencia apelada 
ponen de manifiesto la procedencia de la reconvención 
respecto a los puntos b) y c). Las razones aducidas por 
la Cámara respecto a ésos, son valederas y se dan aquí 
por reproducidas. Puro corresponde declarar, como lo 
pide el señor representante del Fisco, respecto al pun- 
to b), que la liquidación ordenada no podrá exceder 
la cantidad de un mil pesos, por ser ésta la suma re- 
clamada por ese concepto en el escrito de contesta- 
ción y contrademanda (v. fs. 192, párrafo 8, letra b). 
La imposición de las costas de las dos instancias en 
las 2 3 partes a la parte demandada, os justa, puesto 
que si bien se liace lugar a la demanda, también pros- 
pera en parle —aunque pequeña— la reconvención* 

3) Respecto al recurso do los demandados: 

Los argumentos aducidos por éstos, han sido acor- 



DE JUSTICIA DE I¿A NACIÓN 



411 



tadamente considerados en la sentencia para funda- 
mentar la procedencia de la demanda 7 el rechazo de 
la reconvención acerca de los puntos d) y e). Respecto 
al punto a), es exacta la observación contenida en el 
memorial, referente a la omisión de considerar tam- 
bién los gastos reclamados. Sólo se lia tratado en J? y 
2' instancia de las comisiones sobre fletes y pasajes, 
decidiéndose, do acuerdo al informe pericial, que han 
sido acreditadas y deducidas, por cuya razón no proce- 
de su cobro. Por la misma razón, expresada en la pe- 
ricia, esto es, por haberse acreditado la partida de 
gastos pagada por los demandados que asciende a dos- 
cientos catorce pesos cincuenta centavos, corresponde 
también rechazar esta partida del punto a) {v. fs. 240 
vta., punto 6*). Deducida -ella, se ha obtenido el saldo 
deudor de los mismos, de treinta y seis mil ochocien- 
tos treinta pesos con doce centavos, a cuyo pago se lea 
condena en 1' y 2* instancia. 

En mérito de lo expuesto, y por los fundamentos do 
la sentencia apelada de fs. 358, se la confirma en todas 
sus partes con la limitación contenida en el segundo 
considerando respecto al punto b) de la reconvención. 
Las costas de esta instancia se pagarán en el orden 
causado, en atención al resultado de sendas apelacio- 
nes. Hágase sabor y devuélvanse, debiendo reponerse el 
papel en el juzgado de origen. 

Roberto Refetto — Antonio Sa- 

garna b. a. nazab an- 

chorena — F. Ramos Mjíjía. 
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PAULINA BRITOS DE TORNESSI E HIJOS v, NACION 

ARGENTINA 

RECURSO DE NULIDAD; Principio* generales. 

Procede rechazar el recurso de nulidad que no ha sido 
fundado ni mantenido en la instancia para ante la cual 




fue interpuesto, 
ACTOS ADMINISTRA TI VOS. 

CONSTITUCION NACIONAL: Connlitm tonalidad e inconstituciona- 
lidtul. Decretos nta-tontles. Ejercito y Armada, 

Tanto el decreto del P. E. de la Nación dictado el 11 de 
abril de lí»2U. pnr el cual se hizo extensivo n los milita- 
res de todas las jerarquías el derecho al cómputo de ser 
vicios civiles posteriores al retiro, como los que se dicta- 
ron en virtud del mismo computando esos servicios a 
quienes tos prestaron, son de nulidad absoluta e impres- 
criptible por contrariar lo dispuesto en el art. 60, ine. e) 
de la ley ¡MÍ73 y 8fí, ine. 2» de la Constitución Nacional, 
y han podido ser válidamente revocados por el P. E. 



Y vistos: 

Para resolver en definitiva este juicio seguido por Pau- 
lina líritos de Trvrnessi y sus hijas legítima* y solteras Mer- 
cedes, htsevia Ortensia Evclia y Delicia Dulmíra, contra la 
Nación, sobre aumento de pensión y cobro de pesos y f 

Resultando : 

Que las aetoras manifiestan que pnr decreto del P. 13. de 
fecha 2Ü de di -t'-mbri- de ]!>J!l lt- fm' aumentado a su esposo 
y padre sargento del Ejército, Pascual Torness : , la pensión 
de retiro del lió '," que disfrutaba, hasta el 10U % del sueldo 
de su (irado, en razón de habérsele computado servicios pres- 
tadas eon posterioridad a su retiro, en virtud de lo dispuesto 
por el artículo (¡1 del decreto del 11 de abril de 1H2Í1, 

Por decreto del 4 de mayo de 1ÍKÍ2, y ya fallecido el sar- 
gento Torriessi, el Poder Ejecutivo, fundándose en lo dispues- 




Sentencia de 1» Instancia 

Buenos Aires, diciembre 23 de 1941. 
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to en el cleereto del I» ríe diciembre de 1331 anuló el anterior 
y mandó que se le computaran los servicios que como guarda- 
almarén había prestado con posterioridad a su retiro, lo que 
hizo (pie se le fijara como pensión el ?D % del sueldo de su 
grado. 

Por decreto del I"> de die'embre de lt} 32, les fué conce- 
dida, cu razón del fallecimiento de su esposo y padre, la pen- 
sión mensual de ciento cinco pesos moneda nacional, equiva- 
lente, — no lo era en realidad, por su monto — , a la mitad del 
sueldo que percibía en retiro el sargento Torncssi. 

Por decreto del f> de octubre de 11)33 se anuló el artículo 
2* del decreto del 4 de mayo de 1!)32 que mandaba computar 
los servicios prestados como guarda-almacén. 

Por último por decreto del 4 de enero tle 1034 se modificó 
el decreto del 15 de diciembre de 193*2 y se estableció que la 
pensión que Ies correspondía era de sesenta y ocho pesos con 
veinticinco centavos moneda nacional. 

Xo ohstunte que In ley 4707 define el concepto do sueldo 
que ha de servir de base para la liquidación del retiro o la 
pensión, seirún el ea.so, ron términos que. no dan lugar a duda, 
no se les liquidó la parte enrrespundiente de los suplementos 
que son conocidos con los nombres de prest y premios de eons- 
tañe ¡a que tainpocn percibió el causante durante su retiro. 

Con el propósito de re'ntcjrrar lo que en concepto del Po- 
;lcr Ejecutivo se los había abonado de más, la Contaduría Ge- 
nera! de la Nación les formuló earfro por la suma de un mil 
cuarenta pesos con dos centavos moneda naejonal. 

lie - ' erada jurisprudencia federal lia establecido, confor- 
me n la doctrina lepal, que es violatorio de los artículos 17 y 
18 de In Constitución Nae : onal el poder jurisdiccional (pie se 
arroga el Poder Ejecutivo cuando por sí y ante sí por propia 
autoridad, deroga un decreto que un poder legalmente cons- 
til uído lia «lado con anterioridad. 

Por decreto del í» fie abril de lí>37. el Poder Ejecutivo al 
resolver el caso de la viuda c hijos del Tte, Cnel, don Abelardo 
Segura, ba declarado, conforme a la doctrina legal, que las 
cantidades de d itero pairadas de más, no pueden ser repeti- 
das contra el acreedor que las haya consumido de buena fe. 
Y es obvio que es procedente la repetición de las cantidades 
(pie ¡legalmente se les hubiese descontado. 

Por todo lo expuesto, demandan a la Nación para que se 
declaren nulos por inconstitucionales los decretos del 4 de ma- 
yo de 1932, 5 de octubre de 1ÍÍ33 y 4 de enero de 1034; se de- 
clare que son acreedoras a percibir como pensión el importe 



424 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



equivalente at 50% de] sueldo íntegro (incluido el prest y 
el premio de constancia) de sargento; Be declare que la Na- 
ción les adeuda la cantidad total que importa las sumas de 
MW áílereneias entre lu pensión que Jes correspondía citn arre 
pío a derecho y las que se les otorgó, como asimismo citalqtfer 
otra diferencia que pudiera resultar de la nulidad de los netos 
que se impugnan; se declare que también les adeuda el im- 
porte que corresponde a todos los * 'prests" y "premios de 
constancia" que no se le hubiera anonado al sargento Tornes- 
ai, y que debe dejar sin efecto el descuento que se les efectúa 
en mérito del cargo que se les lia formulado y restituirles la 
totalidad de lo que por tal concepto se les ha descontado; tudo 
con sus respectivos intereses y las costas. 

Que a fojas 18 se man i fiesta que una de las aetnras, De- 
lieia Dnltnira Tornes.* ¡ lot fallecido y ntra. Mercedes Tornead 
ha contraído matrimonio, p^r lo que de acuerdo a la ley 4707 
el derecho que a ellas correspondo ha pasado a fijarse en las 
otras aetoras Paturra Brifos de Tornos*] e lusevia Ortensia 
E ve lia Toruessi. 

Que además éstas desisten de la repetición de los des- 
cuentos que se les formulaba en virtud del cargo i|iie les hi- 
ciera la Contaduría General de la Nación, pues esta reparti- 
ción ha procedido administrativa mente a sn devolución. 

Que el señor representante de la Nación al contestar la 
demanda niega y desconoce todo derecho a las demandantes 
así como todos los heehos alegados cu cuanto no los reconozca 
expresamente o resulten acreditados en las actuaciones admi- 
nistrativas alegadas. 

Alega también la preseripeión ( )p } n nec-ón de nulidad de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 4030 del Código 
Civil, dado que desde la fecha de los di.Teto« impugnados, 
hasta la de la demanda, ha transcurrido con mucho exceso eí 
término de la preserpeión señalado en la referida disposición 
legal. 

Invoca también la preseri peión del artículo 4027 ine. :í 
en cuanto a laa diferencias de pensión que se reclaman y que 
pueden haberse devengado con anterioridad a los cinco años 
que precedieron a )u demanda, 

Sostiene que las adoras acataron la pensión que se les 
acordó por decreto de fecha ^ de octubre de 1SIÍ1S, no siendo 
admisible que después de seis años de reconocimiento de la 
legitimidad de la pensiór que percibían, se pretenda anular 
los efectos de un decreto, que lejos de ser impugnado en su 
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hora, lia sido aceptado en su integridad, durante semejante 
transcurso de tiempo. 

Se remite luego a las consideraciones del dictamen fiel 
señor Auditor ene ral de (¡nerra y Marina, —que transcribe 
— y que motivó e! divivfo denegatorio que dejó habilitado la 
instancia judieiul, y cu mérito de todo lo expuesto, pide el 
rechazo de la acción, con costas. 

Que las adoras en el alcirato, ^enuncian al premio de Cons- 
tanza reclamado en la demanda y se allanan a la prescripción 
de] artículo 4tl27 opuesta por el señor representante de la Na- 
ción, con la a d verte] ti* i a de la miimrdad de la fallecida Deli- 
cia Dalmira y el hecho de que kíevia Ortetisia Kvelia, recién 
alcanzó su mayoría de edad el 14 de agosto de 1935, lo que 
hace aplicable, respecto ¡i ambas y sus dereeho-iiahicntes, la 
doctrina de ios artículos 3%G y 3273 del C. Civil 

Considerando : 

Que la relación de la causa» se c^lahleeen varias y com- 
plejas sil unciones de orden administrativo, que conviene enun- 
ciar melódica y cronológicamente, para la mejor apreciación 
del caso planteado. 

1»} A solie'tud del causante, por decreta del P, E. da 
diciemhn 29 de 1M13 (a fs, 18 exp. adm. y Bol. Militar X* 3742 
aim 1913), y por lo preceptuado en el artículo 8, Capítulo II, 
Título ttí. de la ley orgánica N» 4.707, se lo declaró en situa- 
ción de retiro, con anterioridad al 19 de noviembre de 1!)13, 
en el grado de sargento ayudante, eou rocc del (>;"> r <¡ del suel- 
do de su clase, por haber alcanzado el cómputo de sus servi- 
cios s : mplcs aprobados, a 17 años. 9 mes-es y 28 días (fs. 84 
exp. adm.), con un haber mensual de 210 pesos moneda na- 
cional. 

lisia sí (nación de retiro fué acatada por el causante, sar- 
gento Tornessi, la que entró a gozar sin objeción. 

2*) Por el art. fil del derrefo tic fecha II fíe ff&riJ de 
1020 (inserto en el Boletín Militar 820(1, 1» parte), el P. E. 
interpretando extensivamente el art, (Í0 ine. a) de la ley 9675, 
autorizó con carácter general, el cómputo de los nuevos ser- 
vicios civiles que se hayan prestado o se prestaron después 
del retiro. 

En virtud de este decreto y por haber el causante ex sar 
geuto Tornessi, prestado servicios civiles con postor oridad a 
SU retiro, a su solicitud, por aeotrimicnto ni precedente' decre- 
to, el P. K. por decreto de diciembre 26 de 1029, art. 31 (Bo 
letín Militar X'> 83<Sí¡ - año 1920), procedió a computar los 



426 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



nuevos servicios civiles acreditados en 7 años, 5 meses y 25 
días, que sumados a los computados para el retiro, lucieron 
un tota] de 25 años, 3 meses y 23 días de servicios aprobados, 
por lu tjue se acrecentó el monto de su pensión de retiro, al 
100 % del sueldo de su grado. 

3*) / J £*r decreto rM E. de fecka 1 dr diciembre de 1931 
{Boletín Militar .V 8942 — I» parte), se derogó el arl. til del 
decreto de abril 11 de 1929, por el que se autorizaba el cóm- 
puto sobre bis servicios militares, de los servicios civiles pres- 
tados después del retiro, y que fué al que se acogió el ex sar- 
gento Tornessi. 

En cumplimiento de la anterior disposición dictada con 
carácter general, el l'. E. por decreto de mayo 4 de 1932 (Bo- 
letín Militar N v 90bo — año 1932), procedió en el caso de la 
pensión acrecentada del ex sargento Tornessi, n derogar el 
anterior art. 31 de! d- en '» de dien-mbrc 20 de 1929, (señalado 
en eí apartado 2 V precedente, por el que se le computaron ser- 
vicios civiles, dejándose subsistente el primer dren tu de retiro 
de diciembre 23 de 1913, (referido en el apartado 1" preceden- 
te), con un aumento de pensión por los nuevos servir os pres- 
tados después de su retiro contó guarda-almacén, desde el 10 
de iuíivíi de l!']"> baMa el 17 de marzo de 1M(¡. bis qm- suman 
10 meses y dos días, por lo (pie se le manda liquidar la pen- 
sión en un 70 ','í del sueldo fie su grado, cuyos servicios suple- 
mentarios, aun «'liando de carácter civil, se mandan compu- 
tar por encontrarse comprendidos en el .V 1-S ;ne. 10, del líe 
gtameuto <i,> Anulación y Cómputo de Servicios, (lí. ií. M. So"), 

4*) Producido f| fallecimiento riel ex sargento Pascual 
Tornes- i. en 22 de septiembre de 1931, el 1\ E. por de-i-eín 
de diciembre 1"* d" 1932, f*. ól exped ente administrativo (Bo- 
letín Militar N 9 9244 — 1» parte) de eonformiilad con la ley 
4707. Tit. IV, art. 12 ine. 4, concedió a la viuda e bijas solte- 
ras, eon anterioridad al 22 fie sept embre de 1931, la pensión 
mensual de 1 H-~> pesos moneda nacional, eipiivalentc a la mitad 
del sueldo <pic percibía en retiro el cansante, 

T> ! '') Vicente la pensión por e) monto expresado de § 10"» 
mensuales, en octubre 28 de 1933, la Contaduría < leueral de 
la Nación, por informe obrante a fs. o ti del expediente admi- 
nistra t'vo, observó el monto de dielia pensión, en virtud de 
que al fijarlo por el decreto de) ló de diciembre de 1932, 
no se tuvieron en consideración, los decretos de octubre 5 de 
1933 y mayo 4 de 1932 (Boletín Militar 94SÓ y ¡iniiií. respec- 
tiva rr.cn te), que derogaron el decreto de diciembre 2fí de 1929 
(señalado en el apartado precedente 3*), por c} que se com- 
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puturon los servicios civiles del ex-Sargonto Tornessi : expresa 
la Contaduría que en tides condiciones el decreto (le reoono- 
oimiento de pensión al 100 de septiembre 22 de 1902, no 
ha podido reconocer sino ht mitad de] sueldo fie pensión que 
quedó fijado por aquellos decretos, o sea. ron un monto de 
$ 68.25 moneda nacional mensuales, equivalente al 65 % del 
sueldo. 

Kn atención a las precedentes objeciones de la Contaduría 
General, el P. E., por decreto <k mero 4 de 1034, procedió 
a modificar el decreto de fecha 15 de diciembre de 1932 (B. 
M. 9244), por el cual se concedió a favor de la viuda del 
causante, doña Paulina lícitos de Tornessi y sus hija? solte- 
ras, la pens : ón mensual de 105 pesos moneda nacional, fiján- 
dosela en la suma mensual de $ 6S T 25 moneda nacional, con- 
forme consta ;t l's. ü'j <h>| expedíanle adiiunísl rativo. La pensión 
así fijada es equivalente a la mitad del retiro que corresponde 
a 1H años de servicies, o sea. de fi5 [i del sueldo de retiro 
de 210 pesos (informo de fs. 105 vta. expediente administra- 
tivo). 

6*) Pnr decreto de julio 1' de 1940, (fs. 121 exp. adm. 
y Boletín Militar 11,445, primera parte), en que se re- 
suelven los pedidos ile revocatoria de Ins decretos de mavo 4 
de 1932, diciembre 15 de 1932, octubre 5 de 1933 y enero 4 
de 1934, como así también el pedido do cómputo en oí monto 
de la pensión, do la asignación mensual de "prest", que fué 
omitida ou los anteriores cálculos, interpuestos por los sucesores 
do] ex sargento Tornessi, el P. E. denegó en todas sus partea 
los aumentos solicitados. 

Que en mérito de los antecedentes relacionado*, y los 
términos en que ha quedado trabada ta ftt'tt, corresponde en 
primer término, considerar la acción de nulidad deducida por 
las adores en contra de los decretos de mayo 4 de 1932, octubre 
5 de 1933 y cuero I de 1934, a fin de establecer sí el monto 
a percibir como pensión, debe integrarse con el importe eqni 
valen) e al 50 f ,í¡ del sueldo íntegro de retiro asignado al grado 
de Sargento, ce miis la inclusión del prest, en mérito a que 
deben computarse los servicios civiles posl criares al retiro. 

Del cNsiiiien previo do los deorelns impugnados y de la 
resolución que recaiga acerca de su validéis, ha de resultar la 
procedencia o no, del estudio de las demás cuestiones peticio- 
nadas en los apti Hados c), d), c) y /) de la demanda. 

Que se^ún está demostrado en las actuaciones administra- 
tivas, debe tenerse como principio firme, acerca del derecho 
originario de la pensión del causante ex sargento Tornessi, 
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que el mismo prestó su conformidad con la graduación del 
haber d« retiro, reconocido por el dt reto de dic'cnibre 29 
de 1913, en un '/o del sueldo de su clase, por linbcr alcan- 
zado 17 años. í> nietos y 28 días de servicios aprobados, por 
lo íjin* este decreto no se inipusrnrt en la demanda, monto que 
percibió por espacio de variéis años. 

Sobre esta base que quedó fuera de toda discusión, ta 
cuestión a decid' r enn-isle en saber, sí el posterior aumento 
que en el haber do pensión originario del causante hizo el 
I\ E., por aplicación del decreto de abril 11 de 1!)2!>, es 
contrari > a la ley: o sea, estaMei-er si este decreto normativo, 
que más tarde fué derogado por el decreto de dir : cmbre l 9 do 
11)31, por no ajustarse a ningún texto legal que autorizase 
el cómputo de servicios civiles a los suboficiales, pudo el Po- 
der Ejecutivo, conceder el cómputo de servicios ajenos n\ régi- 
men previ-tn luir las leves 470" y !*í¡7.*í y el consiguiente acre- 
centamiento del motilo de Ja pensión. 

Que es principio general admitido en el orden del retiro 
militar, el de (pie la pensión de retiro sólo es «rradiiable sobre 
la retribución mensual que el art. 14 Cap. III, tít. III, de la 
ley 4707, denomina sueldo y que dice así: "entiéndese por 
sueldo, fí los afectos de ta liquidación fie la pensión ¡f cutiL 
quiera que sen far sil tinción itf revista tht intensada, el total 
que recibe el militar en actividad de servicio y que, comprende, 
además del sueldo sin suplemento por antigüedad, la ayuda 
de eos tas y el prest". 

Del tes! o expreso de la ley se deduce que, el monto <U la 
pcnsYm de retir" no puede computarse sobre ninunna otra 
retribución, ya sea dentro o fuera del servicio militar, que no 
encuadre dentro del róncenlo sueldo del art. 14 citada y de 
la excepción que acuerda el art. fiü ine. tí) de la ley Íí(i75. 

Dieliu art. lit). <|iie e! J\ [•]. pnr vía reglamentaria, median- 
te el decreto de abril 11 de lí)2í), hizo extensivo a los suboficia- 
les con evidente violación de su espíritu, ya que aquel texto 
dispone restrictiva mente, que, loft oficiales no ascendidos po- 
drán solicitar dest nns en los puestos civiles de la administra- 
ción nacional y las años de> servicios que presten en este carác- 
ter se computarán basta llegar al máximum de pensión o al 
límite de edad para el retiro obliga torio". 

Como con claridad surge del texto legal transcripto el 
sentido de esta concesión de cómputo de servicios civiles, sólo 
comprende « Ion "oficiales" ra srrt'icins nn aseeiuHüoit, por lo 
que debe aceptarse que toda reglamentación extensiva ema- 
nada del 1\ E. que comprenda a situaciones de servicios eivi- 
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les prestados despula del retiro y en beneficio de militares 
suboficiales, que no inv : stcn la jerarquía de oficiales, y que 
por lo tanto no lian sitio incluidos en el beneficio legal, debe 
reputarse eotno una nueva concesión discrecional de fondos 
público* a lítulo graciable, en franca oposición a la ley de la 
materia, que sólo acuerda el beneficio del reliro enn alcance 
restrictivo- En tales condiciones resulta también dicho decreto 
viotatorio de bis fucú Hades reglamentarias que el art. fifí ine. 
2 de la Constitución Xaeíona 1 , acuerda al P. E. de la Nación. 
El calificativo de 4 'oficial*' contenida en el texto cnest : onado, 
responde al expreso distingo cpie hace él art. í 9 de la ley 
9675. en su tercer apartado, cuando dice que, la designación 
de oficiales comprende a los grados de subteniente basta ge- 
nera i y la de tropa, a los grades de solí lado Imsta sargento 
ayudante. Es éslc <>l caso del decreto de abril 11 de 1D29, por 
el que el R E. instituyera una situación de carácter graciable, 
en beneficio de militares de tropa no comprendidos en el ré- 
gimen de las pensiones de retiro con derecho a la acumulación 
de servicios civiles solamente otorgada a los oficiales (art. 60 
inc. e) de la ley 9675). 

En el caso suh lite, las eonsl nucios de autos, acreditan que 
el Unico derei-iio lícito del causante ex-sargento Torucssi. fué 
el que reconoció el decreto de su retiro, suscripto el 23 de 
diciembre de 1913. y el de mayo 4 de 1!I32, que aquel consin- 
tió, o sea, que acordó el retiro en el grado de Sargento, con 
A goce como pensión de retiro, del 70 °/o del sueldo de su clase. 

La precedente situación, que fué modificada en aumento, 
a raíz de servicios civiles prestados con posterioridad al retiro, 
y que se reconoció al causante por decreto de diciembre 2fi 
de tuvo como fundamento el decreto reglamentario de 

abril 11 ilc 1929, que hizo extensivo a los suboficiales, el 
cómputo de los servicios civiles prestados con posterioridad 
al retiro. Como diebo decreto fué declarado contrario a las 
leyes 4707 y 9675 por el decreto de diciembre 1* de 1031, y 
en aquél se fundaba el derecho acrecentado que el P. 13. reco- 
noció al causante, como lógica y jurídica consecuencia cabía 
también la deeluraeión de nulidad del decreto de diciembre 
2fi de If)2í>, en razón de que éste consagraba una situación 
ilícita y contraria u las normas que reglan ei monto de la 
pensión de retiro. 

Tal fué la sil nación ilícila, contraria a los intereses del 
Tesoro de la Nación, que el decreto de mayo 4 dtí 1935 
revocó, declarando inexistente el excedente del haber de retiro 
de que gozaba ilegal mente el Sargento Tornessi. 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

Que de acuerdo a lo establecido en el art. 14 tít Til 
Cap. I II de la ley 4707, que delimita el alen neo de la pensión 
de retiro militar y M art. 60 ine. e) de la lev 0(375 que erea 
dentro de ciertas condiciones. !a excepción a favor de los 
oficiales de acumular servicios civiles; v si se tienen en 
cuenta los prii.eipioa del art. K(i inciso 2"} de Ja Constitución 
Nacional que regla la potestad reglamentaria del I\ E., n la 
par del principio restrictivo que exeluve los heoelVias gra- 
ciables no previstos por el legislador, no puede caber duda 
alguna, aeen-a de que el decreto de abril 11 de 102!) fué 
expedido sin competencia, por falta de autorización legal. 
Dicho aeto administrativo dictado en tales condiciones de ilici- 
tud, no lia podido servir como ba.se legal para autorizar en 
el caso de! derretí, di- diciembre 2fi de 102H el aumento de la 
pensión del causante, pnr cómputo de servicins i-ivílcs prest si- 
dos después de su retiro; dicho aeto administrativo, dictado 
en base a im ; „.f f( administrativo viciado ti e nulidad no puede 
sino engendrar un segundo neto también afretado del mismo 
vicio originario de nulidad nbsnfula y manifiesta, que invali- 
daba a la norma vn rfue se basó. 

El easo de J»h dos decretos examinados configura, de 
acuerdo con la doctrina sentada en cn^os similares, el easo 
típico de h.sjicitis administrativas afectados de nulidad abso- 
luta y manifiesta, pnr tratarse de aelo- emanados del I*. E. 
en ausencia de toda disposición legal que los autorizase y en 
infracción a una prohibieión tácita o virtual de la lev de la 
materia. Si bien las leyes 4707 y f)ii7."> cu |<k textos examinados 
no prohiben expresamente el caso planteado en autos, dicha 
prohibición debe considers* rse existente porque la prohibición 
de la ley ;i fin de la invalidez del aeto administrativo, como 
ha d rho la Corte, puede ser expresa o sólo virtual (C. H. t t. 
148-1 IH) (cons. 8»). No puede cabe* dmla «pie cuando sin auto- 
rización legal, se crerm excepciones onerosas para el Tesoro do 
la Nación cono es la del causante en ñutos, (> sen, para casos no 
previstos por el legislador, la prohibición virtual de Ja lev 
existe imperativa para el 1\ I**., en cnanto al ejercicio de su 
facultad reglamentaría. 

El heelio de ta nueva concesión del derecho de aumento 
de la pensión implicada en el ea.«n ríe untos, que ;i favor del" 
causante creara el decreto de diciembre 2fi de 1021), no deter- 
mina por sí solo la existencia de un derecho adquirido irisus- 
ceptible de revisión y revoeabilidad. Es exacto, como lo ex- 
presan los acíores que en varios casos la Corte Suprema en 
garantía del derecho adquirido, ha declarado improcedentes las 
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nuliflndos declaradas por pI P. E.. pero es también cierto que 
CU dichos casos se trilló tic actos administrativos autorizados 
pni la ley y cuya invalide/, se hizo derivar de una equivocada 
apreciación de depecho p de ta prueba .pie fin' indispensable 
considerar por pobternos anteriores (C. S. t. 181-224), 

En el caso sub-tilc, la situación jurídica es distinta, porque 
en el caso de los decretos de abril 11 de lililí y diciembre 
2fi de lí>2¡), no existía disposición terral alguna que autorizara 
extender los feen*fl>Í0Í del nrt. 14 Can. III. lít. III de la ley 
4707 y del art 60 inc. e) de la ley 0G75, a situaciones extrañas 
a su texto y régimen. 

Al extender un beneficio no autorizado, el I\ E. obró siu 
competencia lepa] id administrativa. 

No es la misma situación bu di> lio la Corte, la situación 
creada pnr una resolución o decisión tomada en el caso de 
intereses particulares, fundados en derechos claramente san* 
Clonados por !a ley (C. S. l. 17.V374). 

La doctrina puede ya consagrar como postulado, ba dicho 
la Corte Suprema, que el acto administrativo es irrevocable 

a) cuando declara un derecbo subjetivo; 

b) cuando causa, estado. 

Se parte de la base, agrega la Corte, de (pie el acto es 
regatar, es decir que reúna las condiciones esenciales de vali- 
dez (forma y competencia 1 (C. -S. t. 175-375). 

En el cas * sub litr. como está comprobado, el acto no reú- 
ne aquellas condiciones esenciales, porque faltó en el P, E. 
para poder dictarlo válidamente, la competencia legal y ad- 
ministrativa que debió a-aunar ta ley de la materia. 

La doctrina aplicable al caso planteado es la que con- 
sagra la revocabilidad del acto administrativo, cuando este 
se dicta diserceinnalmente, en violación a principios que afee- 
tan normas que lian sido instituidas con miras de orden público 
y bien social, ya que se trata de decretos tendientes a la «ron- 
cesión de un derecbo graciable, que contraría el texto expreso 
de las leyes pertinentes. 

El caso .taft tife, en cuanto comporta ejercicio de la potes- 
tad de reglamentar la ley sin competencia para afectar di- 
neros públicos a beneficios de carácter graciable, en franca 
violación de las leyes que determinan su estricta concesión, 
hace de aplicación la doctrina sentada por la Corte Suprema, 
cuando dijo que no pudiendo el P. E, alterar ni modificar 
en forma alguna tas leyes dictadas por el Congreso, todo acto 
de aquél que tal cosa importa, es radical e insanablemente 
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nulo, por cuanto invado facultados privativas y exclusivas de 
otro poder y excedo los límites de su mandato (('. S. t. 118- 
118 - LaurKNT, t. 15-509; DeMOLOMBE, "Contratos" t 29 

— párrafos 22 y 21) citados en C. S. t. 185-104. 

Que en cuanto a la nulidad imputada por la parto aflora 
en contra de los decreto* de diciembre 1'' de 1Í121. de nmvo 
4 de l!).'i2 y 4 de enero de 1J134, en razón de haberlos derogado 
el propio IV K., ciihp tener presente nono principio básico de 
interpretación* lo dicho por lu Corlo Suprema en tapo similar 
al mi lite, en que el IV E. revocó un decreto que reconocía 
derechos a favor de un tercero. Dijo allí el Tribunal, une por 
ese Bolo hecho de la revocación, el acto revocatorio no debía 
considerarse absoluto e insanablemente nulo (IV S. t. 181- 
2'2-i — t 185-164). El decreto revocatorio en tales condiciones, 
no reviste Ins características de un fallo coercitivo; únicamente 

sirve para fijar un < eepío y determinar una oétitttd jurídica 

(C. S. t. 185-166 io fine). 

En otro caso similar de nulidad absoluta y man i fiesta, 
la Corte reiteró aquel principio, expresando que el IV E. no 
ha tonillo necesidad de impetrar aule la justicia con antelación 
a esta demanda, la nulidad del decreto, pues es de la natu- 
raleza fie las nulidades manifiestas y absolutas que ellas pue- 
den ser declaradas aún de oficio (€* 3. t. 148-138 — conside- 
rando 10). 

Como queda ex priado, en tales casos, cuando el IV E. 
revoca actos de juricidad inexistente, no se arroba facultad 

judicial alguna, puesto que al no existir el acto par nulidad 
absoluta y manifiesta, que lo afecta, oí decreto revocatorio no 
tiene otro alcaucí- que el de suspender los efectos do un acto 
contrario a la moral, al derecho y al patrimonio del Estado, 
a la vez que incita al interesado o al Ministerio Público, a 
deducir las acciones que correspondan. Lo que es < aitrario al 
orden público o social, lo que se reputa inexistente por falta 
de formas substanciales, no puedo adquirirse por el transcurso 
del tiempo, pues es ésto impotente para transformar lo inmo- 
ral en moral, lo ilícito en lícito. lo informal en formal, y 
siempre el acto conservará el vicio original (C. S, t. 179-1278 

— considerando 7 g ). 

(Jilo de acuerdo a la doctrina expuesta, cabe concluir con 
respecto a la impugnación de nulidad de los decretos revo- 
catorios do mayo 4 de VXV2. octubre 5 de VXW y enero de 
19Í14, con que los actores persiguen el recouocimienlo de la 
acumulación do los servicios civiles prestados con posteriori- 
dad al retiro, por el causante, Sargento Toruessi, (pío dichos 
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decretos no han excedido las facultades que incumben para 
tales casos ni Poder Ejecutivo, ni han cercenado en su con- 
secuencia, ningún derecho patrimonial con el carácter de irre- 
vocable, perteneciente al causante, Kargcnln Tnrncasí, por lo 
que se mantiene la vigencia de los dec retos de diciembre 29 
de 1013 y mayo 4 de 1932, que graduaron el moni o de retiro 
del en usan te. 

Que si la situación expresada precedentemente es la que 
legalmente correspondía en vida al Sargento Tnrnessí, eau- 
san te de las adoras, mal pudo el P. E. después del falleci- 
miento de este, >in violar la ley. discernir la pensión corres- 
pondiente a la esposa c hijas solteras, en forma que significaba 
regresar nuevamente a la situación que el decreto derogatorio 
de mayo 4 de 1032. dejó sin efecto. Dicho decreto, ni reconocer 
la mitad del .sueldo íntegro, precindiendo del 70 f ' r reconocido 
por el originario decreto de diciembre 20 de 1913 y de mayo 
4 de 1032. conforme lo disponen las leyes 4707 y sns normas 
reglamentarias, en razón de los años de servicios militaren 
justificados tpie se computaron, importaba sin duda alguna 
el otorgamiento de un neto viciado de error material que no 
podía convertir en cosa juzgada la adquisición de un derecho 
patrimonial inexistente por haber derogado por ilegal, la nor- 
ma del decreto de abril tí de 1020 que lo creó y el propio 
decreto de diciembre 26' de 192!) — arh 31, que lo otorgó al 
causante. La objeción de la Contaduría O enera! de la Nación, 
como encargada por la ley 428, del contralor fie los pago», 
efectuados con los fondos del tesoro, no pudo ser más ajustada 
a derecho y a las constancias administrativas que informaban 
el derecho del causante y luego e! de las aetoras. La rectifi- 
cación consiguiente introducida por el decreto de enero 4 de 
1034. ajusfando el monto de la pensión de acuerdo a lo que 
lícitamente correspondía al causante, es igualmente ajustada 
a derecho y a la potestad y competencia administrativa que 
incumben al P. E. eon forme ha quedado expuesto en los con- 
siderandos precedentes. 

Que como última cuestión a decidir queda la planteada 
con respecto a si el "prest", debe o no computarse como 
parle del sueldo y consiguientemente como parte de la pensión 
de retiro que correspondió al causa ule y sus sucesores, y que 
ha sido denegado por el Poder Ejecutivo, en decreto de julio 
1* de 1010 (Boletín Militar N« 11.445 —Ira. parte— fs, 121 
expediente administ' tivo). 

Con respecto a esta cuestión, el elaro sentido del art. 
14, cap. IÍI, tít. III de la ley 4707, indica entre los rubros 
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que forman el sueldo militar, ni "prest". La naturaleza per 
manente y retributiva de servieio de esta asignación mensual, 
hacen que la misma deba considerarse, con posterioridad al 
retiro, cuino partida inteiíraute del haber mensual del sueldo, 
sobre que debe calcularse la pensión de retiro del titular, y 
posteriormente a sti fallecimiento, la que corresponde a sus 
sucesores. 

Huelgan mayores argumentas de carácter jurídico a mé- 
rito de haber decidido enneidentemente eon el criterio expues- 
to, la Curte Suprema entre otros COSOS, en el juicio Ilarn Anto- 
nio e. la Nación, fallado en 27 de junio de ItHl, por lo que se 
resuelve "n el Bicb lite, declarar acumulable el haber de pensión 
de las actoras la proporción que corresponda, por el "presl" 
que en servicio percibió el causante, sargento Pascual Toruessi. 

Que habiendo la demandada opuesto la prescripción quin- 
quenal del ¡irt. 4027, inciso .'i'' del Código Civil eon respecto 
a los ii u ni en tos de pensión que pudieran prosperar y por 
cuanto el "prest" importa el reconocimiento de aumento del 
linber de retiro y se adeuda eon antelación a los cinco últimos 
años exentos de la prescripción, corresponde decís, .ar extin- 
guidos los períodos que anteceden a los cinco años anteriores 
a la iniciación de la demanda. 

Por tanto y lo expuesto fallo: Desestimar la nulidad de- 
ducida en contra de los decretos de mayo 4 de 1ÍW2, diciem- 
bre Vt de octubre ó de 1!>-1:J y enero 4 de VXM, mante- 
niéndose el monto de pensión fijado en favor de bis actoras 
en el decreto de mayo 4 de lililí, (Pol. Mil. ílOGií-año 1932), 
en un 70 % del sueldo que percibía el causante, Sargento 
Pascual Torneas!; como así también se declara que la Nación 
debe computar como integrante de dicha pensión, el monto 
equivalente al "prest", percibido en servieio por el cansante, 
y abonar las diferencias impagas desde los cinco años a la 
presentación de la demanda, o sea, desde el Hit de noviembre 
de Costas por su orden, atento el resultado a que se 
llega. — E. L, González. 



Sentencia de la Cámara Federal 

Buenos Aires, 14 de agosto de 1942, 

V vistos: para resolver los recursos de nulidad y apela- 
ción interpuestos a fs. f>5 vta. y ó7, contra la sentencia de 
í>. 40 ■ 
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Y consideran do : 

1* En cuanto al do nulidad, las octoras lian consentido 
el auto de fs, 57 vta., y por otra parte, no lo han fundado 
en esta instancia, nur lo (jue se las tiene por desistidas, 

2" En lo que respecta al de apelación, cabe manifestar; 

a) Que por decreto de fecha f> de octubre de 1933 se 
anule» el art. 2'' del decreto de 4 de mayo de li!32, por el que 
se bonificaba la penídón de retiro del cansante a mérito de 
habérsele acumulado lt) meses y 2 días de servicies que prestara 
como '*guard «almacén por no alcanzar ellos a un año 
eomr ictu. {IV l¡7 y VtH cxp. adminislralivo), 

h) Que |or decreto de focha 4 de enero do 1934. se 
estableció que la pensión mensufil a favor ríe la espión e hijas 
del ex sargento retirado Pascual Tontessi, de m$n. 68.2i>. Esta 
asignación equivalente al . r >0 % del sueldo de retiro (pie perci- 
bía el causante desde (pie se retiró del servicio activo, a su 
solieitud, sueldo que se le asignó por decreto del 23 de di- 
ciembre de 1H13 (fs. 18 exp. adm.) y f|iie el b*'nei'iriario per- 
cibía sin "posición de su parte, antes de que prestaru los ser- 
vicios civiles n que se hace referencia. 

e) Que la variación (pie. en su sueldo de retiro, obtuvo 
el causante, lo fué en virtud de] decreto de fecha 2fi de di- 
ciembre de 1920 (art, 31 ), por el (pie se le reconocieron y 
acumularon servicios civiles que prestara con posterioridad 
a su retiro, por haberse acogido a los beneficio;* del art. (il 
del decreto de 11 de abril de 1929, El mencionado art. 61 fue 
derogado por el P. E. por posterior decreto de lecha I o de 
diciembre de 1931, es decir luego de ocurrido el fallecimiento 
del causante, que aconteció el 22 de setiembre del mismo año, 
1931. 

Que no existe disposición legal alguna que permita acu- 
mular, a los militares de tropa que hayan pasado a revistar 
en sil nación de retiro, puf propia detennimu-ión. el cómputo 
de servicios civiles que hayan podido prestar después de reti- 
rados, con el objeto de mejorar el monto de sus sueldos de 
retiro, fijados en las fechas en (pie cesan en sus actividades 
en razón del retiro acordado. Es de notar, que como se establece 
en el art. 1» 3er. apartado de la ley 9fi7o, y como lo hace 
presente la sentencia recurrida, los M militares de tropa'* com- 
prende a los grados desde anidado ha*ia garflpnio (iijuflantc, 
entre los cuales revistaba el sargento Pascual Tornessi. 

Que de consiguienie, las aetoras no pueden pretender 
otra asignación, en concepto de pensión, (pie la que legalmente 
fijaron Jos decretos de 5 de octubre de 1933 y 4 de enero de 
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1934, la que equivale al 50 % del sueldo de retiro acontado 
por d'-crelo de 23 de diciembre de 1U 13, ni causante Pascual 
Tornesai, en su carácter de sargento del Ejército. Declárase 
por to tanto nulo el decreto de 4 de pieyo de 1£>32 en cuanto 
aeiranla a l¡i pensión del causante 10 meses y - días de ser- 
vicios prestados como "guardalmacén" con posterioridad a 
bu retiro. 

Que la excepción de preseripciún que autoriza el art. 4030 
de Código Civil, opuesta por las autoras en su expresión de 
agravios, a objeto de (jue se declare que el Poder Ejecutivo 
nc> ha podido, validamente dejar sin efecto los decretos pOí 
61 dieta. los en 11 de abril de 1!>2¡>, 2o de diciembre de 1H2Í) y 
15 de diciembre de 1ÍI32, qnc las favorecieron, en el sentido 
de que ."sijrunrmi mayores porcentajes a la pensión de que 
gomaban, no puede prosperar, porque esos decretos estaban 
viciados de noli Jad absolua y, por consiguiente, son insuseep- 
tibles de confirmación, y por lo taulo, imprescriptible el de- 
recho de ser anulado» — (C. S. N. t. 17!>, pá¡í. 24!). Conad. II). 

Que procede estimar arregladas a derecho las considera- 
eiones que el señor juez a quo liaee en ku sentencia de fs. 45 
v siguientes, con relación ai "prest", el que se declara nenia n- 
iable al haber de pensióu de las adoras, en la proporción que 
corresponda. 

Por ello. ; fundamentos concordante» del fallo recurrido, 
se desestima lii nulidad deducida contra los decretos de fecha 
5 de octubre de 1933 y 4 de enero de 1031. manteniéndose el 
monto de pensión fijado a favor de las adoras, en la mitad 
del sesenta y eineo por ciento del sueldo de doscientos diez 
($ 210) pesos moneda nacional, que percibo el causante, ex 
sargento Pascual Tornessi, al retirarse de las filas del Ejército, 
como asi también se declara que la Nación debe computar, 
como parte intcranle de esa pensión, el monto equivalente 
al "prest" percibido en servicio por el causante, y abonar las 
diferencias lleven fiadas desde los cinco años anteriores a la 
fecha de la presentación de la demanda, —atenta la prescrip- 
eión del art. A027. ¡he, 3' del C, Civil, que prospera— que- 
dando en estos términos modificada la sentencia apelada de 
fs. 4ó. has costas de ambas instancias en el orden causado, 
atenta la naturaleza de las euesl iones debatidas. Devuélvase. — 
Carla* del Campillo — Ricardo Villar Palacio — Eduardo 
titmnienta. 
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FALLO DE LA COltTE SUPREMA 

Buenos Ai ros, 23 do agosto fio 1943, 

V vistos: Los recursos de nulidad y apelación or- 
dinarios concedidos íi fs. 72 por la Cántara Federal de 
la ('apila! a l'aulina Brilos de Tornos si y Iusevia Or- 
tonsía Kveliu Tornessi, contra la sentencia dictada en 
el juicio que éstas siguen contra la Nación por nulidad 
de decretos, aunionto d<* pensión militar y cubro do 
pesos- 
Considerando: 

(¿no el recurso de nulidad no lia sido fundado ui 
mantenido en esta instancia, ni aparece de aillos la vio- 
lación do ninguna formalidad que produzca la nulidad 
do las afinaciones — art. 233, ley 50— por lo que co- 
rresponde su rechazo* 

(Jijo por decreto de diciembre 23 do 1013 el P. E. 
concedió pensión de retiro al sargento Pascual Tor- 
nessi, esposo y padre de las aotoras, con el 65 % de 
do su sueldo en virtud del art. H, cap. II, tít. III, de la 
ley 4707; por decreto de diciembre 2G de 1029 le fué 
aumentada la pensión a) 100 [ , del sueldo por compu- 
társele servicios civiles posteriores, durante cuya vi- 
acucia fallece Torneas, el 22 de setiembre de 1031] no 
obstante esto c! P. K, por decreto de mayo 4 de 1032, 
anula el decreto que bulan concedido el aumento ante- 
rior y fija la pensión de retiro en el 70 % del sueldo; 
sin embarco, por decreto de diciembre 15 del mismo 
año, les acuerda a las recurrentes la pensión mensual 
de ciento cinco posos, equivalente a la mitad del sueldo 
que percibía el sargento; vigente esta pensión el P. E., 
por decreto de octubre íi do 1033, no obstante que Tor- 
nessi había fulléenlo en setiembre 22 de 1031 y que a 



**• *ALIA>fi DE LA CORTE SUPREMA 

Ja viuda e (jijas se les había otorgado la pensión en di- 
ciembre 15 de \*XV2 t anula el decreto que h 1 había eon- 
cedido a aquél pensión del 70 % del sueldo, quedando 
así fijada en el 65 % del primor decreto; finalmente, 
por decreto de enero 4 do 1934, el P, E. modifica ]a 
pensión de finito cinco pesos mensuales acordada a 
las recurrentes reduciéndola a sesenta y ocho pesos, 
veinticinco cenia vos mensuales, equivalente a la mitad 
deí retiro correspondiente al fio '}< . 

Que es en mérito de estos antecedentes que las ac- 
toras deducen el presente juicio a fin de que se decla- 
ren nulos e inconstitucionales los decretos de mavn 4 
do 11KV1, octubre ,*Í de VXi'A y enero 4 de VXU y «c de- 
clare (pie tienen derecho a percibir como pensión el 
50 % del sueldo íntegro del causante, incluido en esto 
concepto el "prest", y que la Nación está obligada a pa- 
gar las diferencias entre la pensión que les correspondía 
y la que se les otorgó, intereses y costas. Incluyeron 
otras peticionen de las que desistieron posteriormente. 

Que la sentencia apelada de t's, t>S mantiene el 
monto tic Ja pensión fijada a las afloran en et (15 % 
del sueldo que pcn-ibia el causaiiti, declara que la Na- 
ción debí- computar muir» [jarte integrante de la pen- 
Bión el monto equivalente al "prest*' que percibía el cau- 
sante y que la Nación debe abonar las diferencias 
devengadas desde los cinco años anteriores a la fecha 
líe la presentación de Ja demanda, ordenando se pa- 
guen las costas de ambas instancias en el orden causado. 

Que el decreto del -'A de diciembre de lí'l'i, que 
otorgó al sargento Pascual Tornessi pensión de retiro 
equivalente al bó ' del sueldo computándosete diez 
y Mete años, nueve meses y veintiocho días de servicios, 
Be ajusta a lo dispuesto cii el art. 8, cap* II, tít, III, de 
la iey 4707 y art. 1,'í, cap. 1\\ de la misma ley y título, 
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y do acuerdo con la doctrina de esta Corte — Fallos: 
175, 3(i8; 1S"J, '¿(u — hacía cosa juzgada, reglaba defini- 
i iva mente ía situación jurídica del retirado, y el P. E. 
no podía, por sí, modificar la situación creada. 

Que los decretos posteriores que bonificaron la 
pensión de retiro en razón de computarse servicios 
civiles posteriores carecen en absoluto de valor, por 
cuanto lian sido dictados eu virtud do lo establecido 
por el art. til del decreto del 11 do abril de 1Í12D que, 
al extender a los militares de todas las jerarquías el 
derecho ni cómputo de servicio** civiles posteriores al 
retiro, excedía las facultades reglamentarias del P. E, 
por ser la norma fijada contraria al art. b'O, inc. c), de 
la ley ÍJtiTo y violalorio, pnr consiguiente, del art. 86, 
inc T, de la Constitución Xaeíonal, Kl citado artículo 
de la ley Í»íi7ó en su i ne. <?) limita el derecho a los ofi- 
ciales no ascendidos y sólo son oficiales, lo dice expre- 
samente e) art. I o de la misma ley, los militares desde 
el grado de subteniente hastn teniente general. 

Que el P. E. lia podido válidamente dejar sin efec- 
to sus anteriores resoluciones nulas y sin valor para 
restablecer, así, el imperio de la ley y del derecho y 
la vigencia del decreto anterior que a ellas 80 ajustaba 
—Fallos: 188, 185; IHÍi, 20ÍÍ; VM t 1^4. 

Que los casos citados por la apelante en su me- 
morial, Llalli,, Narciso Rosa v. la Nación — 189,42 — y 
Contal, Alejandro J. v. la Nación — 191,480 — son dis- 
tintos y no pueden ser invocados. En el primero se 
trataba de un oficial del ejército y en el segundo de uno 
de la armada. 

Que la acción se inició para obtener la nulidad 
"por inconstitucionales do los decretos de 4 de mayo 
de VXV2, 5 de octubre de VXVA y 4 do enero de 1934" 
— fs. 7 vía,, letra b) del petitorio de la demanda—; y, 
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leciarada la cuestión di' puro derecbo — fs. 35 — la 
representación de la actora, al insistir en la califica- 
ción jurídica fio su awión, como ile nulidad de los de- 
cretos de 103S y 1034 — f*. 37— sostiene que lo son de 
nulidad absoluta imprescriptible, deben considerarse 
"inexistentes, no pueden reputarse eonio ejecutoriados, 
porque uno de loa requisitos de la cosa juzgada en el 
orden administrativo es que el acto liaya sido dictado 
por quien tenia potestad para ello" — fs. 39—; pero si 
ello es así conforme a la doctrina,)' a la jurisprudencia 
de esta Curte Suprema, la lógica inferencia es que de- 
ben considerarse nulos, de nulidad absoluta, romo in- 
existentes, imprescriptibles los decretos de 1!»2Í) que 
extendieron a los soldados y clases — entre ellos, Tor- 
Iiessi— los beneficios ile la acumulación de servicios 
civiles que sólo proceda para los oficiales según queda 
dicho precedentemente; el ai t. 8I¡, ¡ne. 2* de la Cons- 
titución y los fallos de los tomos 170, 2*1 0; 1S.\ 100; IDO, 
142; 195, 220; y el pronunciado el 25 de junio ppdo., 
en la cansa "Explotador* de Tierra del Fuego 8. A. 
v. Gobierno de la Nación", definen claramente esa 
nulidad. 

<,>ue la inclusión del "prest" en el monto déla pen- 
híóh ba sido consentida por la Nación v, por lo tanto, 
^Ktil fuera de la jurisdicción apelada de lu Corte, por 
lo que no cabe pronunciamiento al respecto. 

Por estos fundamentos se confirma la sentencia de 
fs. m en la parle apelada. Las costas de esla instancia 
también en el orden causado. Xnlil'íqncc y devuélvanse, 
debiendo reponerse el papel e U el juzgado de origen. 

HoitKJtTO ItKCKTTO A NTOXIO S\- 

<¡ AUN A — B. A. Nazar An- 
chohkna — K. Ramos Mkjía. 
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ELE XA IWÍZ MORENO DK SIERRA v. NACION 

ARGENTINA 

RENUNCIA, 

Xn hab ié rulóse mantenido ante el Irilumal de apelación la 
defensa opuesta en primera instancia, consistente en ha- 
berse renunciado ante las autoridades administrativas el 
derecho reclamado en la demanda, y no habiéndose po- 
dido, además. renunciarlo válidamente por existir meno- 
res interesados, debe desestimarse dieha defensa. 

.-I ( ' TO S A i) }fíM S Til ATI VOS, 

PltKSCJtff'CIOS: Prescripción de acciones en particular. Civil, 
A cv itt h es p rrsc rípt ib l es. 

El decreto por el cual el I\ E. de la Nación, aplicando el 
art. 12. ine. 3<\ tít. IV, de la ley 4707 de acuerdo a lo dis- 
puesto por el decreto del :M de cuero de 102H (que recti- 
fica la referencia errónea de arpu lia disposición a los arta. 
16 y 17 'del título de los retiros de la Citada ley declarando 
que se trata de los urts. 17 y 1^1 concedió a la viuda y a 
los htjns legítimos de un oficial del ejercito muer* o a con- 
secuencia de un accidente sufrido mientras jugaba el re- 
frlaujentarío partido de polo, una pensión erpiivalente a 
2 ¡i fiel sueldo del prado inmediato superior, UO c,S absolu- 
tamente nulo y no puede ser válidamente revocado por el 
P. E., nue debe demandar su nulidad ante las tribunales 
de justicia antes del transcurso de dos años a contar des- 
de la fecha en que fué dictado. 

PlfRsrRlf'CIOX: prescripción Je arciones en particular, Civil. 

Accionen preterí pt ib] es. 

Prescribe, a l"s dít-z añon la acción tendiente a obtener el 
reconocimiento y efectividad de una pensión militar acor- 
dada por un decreto rpie fué Ir.ejfo revocado con violación 
de la cosa juzgada administrativa. 

Sentencia del Juez Federal 

Buenos Aires, apasto 12 de 1942. 

V vistos: Para resolver en definitiva este juicio sefruido 
por Elena lí. AI. de Sierra por sí y kus bijas nienorea, contra 
la Nación sobre otorgamiento de pensión; y 
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Hesultando: 

Que doña Elena Ruiz Moreno de Sierra pf*r sí y sus hijas 
menores Ofelia, Josefina Esther y Helena María Sierra y en 
represen! ¡jetón lambién de Krncstina Helena Silera, sejjfúu po- 
der que acompafia, se presenta por apoderado y expone: 

Que por decreto del 2G de junio de 1929 se les acordó pen- 
sión como viudn e hijas del Teniente Coronel dase Sierra. Con 
posterioridad, el 2!' de agosto de 1 ÍKll el I*. E. por sí y unte 
sí, resolvió dejar sin efecto el deerr o anterior. reduciéndoles 
la pensión. Para *-llo sostuvo que había sido acordada la pen- 
sión en virtud de un error del Gobierno al conceder las dns 
terceras partes del sueldo de] tirado inmediato superior tlel 
extinto Teniente Coronel don dusé Sierra. 

Sin oiiiIj.'i rjío, aurupte así fuera, cosa que no ocurre, no ha 
podido diet itrio el t*. E., pues si t rutara enmn lo sostiene de 
OH error, debió demandar la nulidad tlel decreto respectivo 
dentro del ptiizo establecido pnr el artículo 4<i:i0 del Código 
Civil. 

Por tanto y atento lo dispuesto en los articulas 17 y 13 
de ln Constitución N'aeionul. solicita se declare que la Nación 
debe cumplir lo dispuesto por el decreto de fecha 2fi de jnnic* 
de 1 929 y abonarles todas las diferencias correspondientes 
con más sus intereses, desde cinco años antes de la presenta- 
ción de esta demanda, pues aceptan que bis anteriores puede 
encontrarse p rescriptas, y todo con costas. 

Que el señor represen ta ni e de la N T aeión al contestar la 
demanda, después de referirse y transcribir, line'éiidolos su- 
yos, los distintos dictámenes que motivaron el decreta del 29 
de agosta de f !»'t1 y por los cuides se demuestra *>1 error en 
UUe se incurrió por parte del J\ K. al dictarse el decreto del 
2íi de junio de 1929. sostiene oue por 1 ni razón este decreto 
estaba viciado de nulidad absoluta, imcs, se dictó en violación 
de la lev 17(1? v la Tí e«/la mentación f! ene ral de C''n Malíes. 
Picha nulidad «lenifica la inexisfenein del mismo y ñor con- 
siguiente, n incón derecho nnede invocarse en base al mismo 

(arta nví7, 1050, imm y in:^ del Cód Civih. 

í mlenendícno'iaente de ln extorcólo advierte oue en el 
caso ha mediado un reconocimiento expreso de Tas actnrás, 
■egtift resulta de las aeraciones administrativas a r Te«mdns. 

A mavnr abundamiento deduce reconvención sobre nuli- 
dnd del dee*reto de *Jíí ¡|e nudo de 1 92^ oue fótica en íns con- 
sideraciones aducidas en los diet Amenes oue dieron Tutrn r a 
la derogación de dicho decreto Y no se di<*n. u"rei*a ooe ha 
prever i pto la aer-f.'m pnrn iledueirla. pues la prese riñe ion se 
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habría interrumpido por el reconocimiento expreso de las 
beneficiarías del derecho que asistía al Gobierno (art. 3989 
Código Civil). 

Opone por último la prescripción de los arts. 4017 y 4030 
al derecho que pretenden las aetnras y en razón de todo ello, 
pide el rechazo de la demanda, con costas. 

Que las aetoras contestando la reconvención se extienden 
en largas consideraciones para demostrar la legalidad del de- 
creto del P. E. que se discuto y alega, en todo caso, la pres- 
cripción ilel derecho para pedir su nulidad por parte de aquél. 

Independientemente, sostiene que la prescripción invoca- 
da y que so funda cu los arts. 4017 y 4030 del Cód, Civil es 
improcedente. 

Alegan además, la inconstitucional ¡dnd del art. 26, ine. II 
A, apartado 3» del Decreto Reglamentario de Pensiones. 

Y Considerando: 

Que contestes ambas partes aperen do que el accidente 
acaecido al Tte. Coronel -Tosí Sierra, causal de su fallecimien- 
to, ocurrió en eirennstaneias rpto jurjaha un partida de polo 
reglamentar ta, dentro del cuartel, corresponde establecer, a 
Jos fines de la solución (le esta litis, en cuál de los casos pre- 
vistos por la ley 4707, encuadra el deceso del causante y con- 
siguientemente la pensión reclamada. 

Que Según lo.s casos especificados en los nía tro incisos 
del art. 12. Cap. IT. Tít. IV de la ley 4707. las pensiones que 
en caso de muerte del cansante, corresponden a los deudo», 
son las siguientes: 

1" Muerte en acción de guerra o a consecuencia de ella, 
lm dos terceras parir a de la pensión máxima que corresponde 
al grado del causante; 

2° Miarte de oficiales que teniendo 10 años de servicios 
no hubieran llegado a Jos 15, límite mínimo para obtener 
pensión de retiro, la mitad de la pensión de retiro que corres- 
ponde a 15 años, siempre que estó en servicio activo; 

Mwrtc a consecuencia de accidentes o enfermedades 
contraídas en servicio o en actos de servicio, antes o después 
de los años necesarios para tener derecho a pensión, la dos 
terreras partes d<- la pensión que hubiere recibidor! can inte 
sí en vez de fallecer hubiese pasado a retiro por inútil izaen n 
en el servicio, en virtud de las causales previstas en los arta. 
Ifi v 17 del Tít. III. Cap. V; 

4* f Reforma ¡ey TO.ÍIftft) Muerto en actividad oV arrumo 
o reí irado», lo mitad de que potaba el eatmante o de que bu- 
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biera gozado si hubiese pasado a retiro el día de su falleci- 
miento. 

Que de las previsiones enumeradas, si se tiene en cuenta 
que el cansante talleció en un aetn casi ajeno «1 concepto del 
acto militar, desde que se trataba de una actividad cumplida 
eu juego de polo, bien se establece que en los casas de los in- 
cisos 1», 2" y 3 tf no encuadra la causal de fallecimiento invo- 
cada por las suceso ras del causante. 

El inciso refiere a la muerte en acción de puerra o 
consecuencia de ella; el 2'\ muerte después de los 10 años de 
servicios y antes de los 15; inciso 3', muerte a causa de enfer- 
medades o defectos físicos t-n servicio tictivo y por actas de 
.servicios, de que Imyati quedado inutilizados para la conli- 
nuaeión de la carrera (art. 15. t'ap. V eit.) y muerte en los 
casos derivados de la ¡uní ¡lizaeióo producida por un acto de 
servicio que hubiera Iletrado basta la perdida de la vista o de 
un brazo o de una pierna, hi pensión será ht máxima determi- 
nada en la escala i le h* ¡,ns. 13 y 11 ( i}r \. 17, Cap. V eit.'). 

De la simple relación objetiva de estas disposiciones lé- 
pales, con claridad .se aprecia, que la muerte producida rn 
ocio de juufn di polo, nada tiene de común con las cánsales 
allí especificadas; la muerte del causante se lia producido co- 
mo consecuencia directa del pulpe recibido en el partido de 
polo, no lo filó cu acción de pwrra. rio ocurrió <■! accidente 
entre W y 15 anas de servicio, ni derivó en ntucrle producida 
en estarlo de retiro, a consecuencia de enfermedad, contraída 
en servicio o en neto de servicio íarts, 1(1 v 17 a que se remite 
el inc. 3" del art. 12. Cap II). 

En el único inciso cu que tiene cabida el c;iso de las sn- 
cesoras prclcndientcs a la pensión del causante, es como re- 
sulta de la propia lectura, e| inc. 4° del art. 12. modificado 
por Ta ley núm. 10.ÜH8, en cu» uto prevé la pensión que dejan 
los militares que han muerto en actividad de servicio o reti- 
rados, o sea, los casos comunes de muerte en servicio, sin que 
tales casos puedan asumir el alcance de los accidentes en cir- 
cunstancias extraordinarias; tal como no puede aleparse «pie 
la muerte acaecida en circunstancias que « jnrr/a al polo, 
tenpa. ni ni carácter heroico, ni sea estrictamente un acto de 
servicio militar. 

La disposición del ine. 4 9 , establecía con anterioridad al 
mes do octubre de 11)19. que el caso solamente comprendía a 
las deudos de "oficiales*' como de esta calificación restric- 
tiva podía cntendei-c que quedaban excluidos los suboficiales 
y los jefes, el 1*. lv suscitó ta reforma del calificativo "ofi- 
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cíales'' n fin de darle una extensión general, comprendiendo 
a todos los "militaros" ante el que indudablemente están com- 
prendidos el causante en su prado, y sus sucesores, en el monto 
común de mi pensión. Es esto lo que modificó la ley de octu- 
bre 9 de lfllí), que era ta que regía af tiempo de la muerto 
del causante y que debió api izarse en estricto derecho, 

(¿no deíerminada la sil nación lefral del caso do autos, re- 
sulta a simple vista indudable (pie la escala aplicable eu cuan- 
to a la pensión dejada por e] causante, era de la mitad de la 
pensión do que habría pozarlo el causante si hubiera pasado 
n situación de retiro y no las dos terceras partes del sueldo 
del prado inmediato superior, fpte n mirona disposición acuerda, 

rinilíiuiiTü oí ra de tas retribuciones que gradúen la pen- 
sión en m¡'i> d" lo que corresponda, con violación de los caso» 
previstos para actuaciones distintas, liene el efecto jurídico 
de eoneeder pensión sin derecho, ya que no se basa en prin- 
cipio legal ufe-uno. 

One T)( > obstante corresponder a las aetoras en estricto 
dereeho. la pensión que se de i a señalada, el 1*. JO, en su decre- 
to de fei-ba tí!) di* atrnslo de lít:'1. ha mandado liquidar la pen- 
sión acordada por el art. 12. me, 3* Tít. TV de la ley 4707, 
fpie pnr sus previsiones no es tampoco aplicable al cuso suh h'te. 

En razón fie que la lilis se ha trabado en base ni recono- 
cimiento de las dos terceras partes del sueldo íntegro de) Tte. 
Coronel José Sierra, corresponde resolver la litis sobre esta 
base. 

One todas bis disposiciones de fondos públicos, máxime 
en los casos de retribueinnes trrnciahles. como son los de los 
militares, nuo gravitan exclusivamente sobre el Tesoro Gene- 
ral fiel Estado, deben aplicarse restrictivamente en loa casos 
objetivamente previstos, sin interpretaciones que los lleven 
ev tensivamente n snfrairar'os con montos mayores, desde que 
tales pagos sin previsión aiguna de fondos, serían erdnderaa 
exacciones al tesoro público. 

En tales casos, cuando la calificación de ta ley es clara, 
en forma que no da lugar a interpretaciones derivadas a ma- 
yor dereeho y el I\ E. excediendo sus facultades, con eviden- 
te violación de la ley, dieta el decreto reconocimiento, eviden- 
te resulta que tal pensión carece de fuerza obli «ración al, en 
cuanto al derecho subjetivo público que se pretende reconocer, 
puefl no hnv crédito v deuda pública sin ley ni asignación de 
fondos oue lo justifmuen. 

La doctrina del derecho púhlioo y la jurisprudencia ya 
constante do la Corte Suprema, tiene establecido (pie los actos 
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administrativos que disponen el reconocimiento de fondos al 
margen y violación de las leyes que los autorizan para caaos 
distintos, non aetoa de naturaleza inexistente, y por tanto de 
manifiesta nulidad, que de oficio pueden ser declarados in- 
existentes por otro decreto que lleve la finalidad de hacer 
cesar un estada de hecho fundado en la ilegalidad y en un 
ejercicio de poder sin competencia jurisdiccional. Én tales 
caaos o* contrario al orden jurídico establecido y a la moral, 
poder invocar la consumación del derecho por' prescripción, 
pues la prescripción ampara derechos existentes y no hechos 
inexistentes. La prescripción es la consecuencia de una causa 
jurídica y no una fuente creadora de un derecho nuevo. 

Que por la doctrina expuesta y hechos ojie fundan el caso 
sub lite, cahe resolver que el i lee reto cuya reposición se re- 
clama en autos, de fecha junio *JP> de 102!), es nulo de nulidad 
absoluta y manifiesta, por carecer de todo fundamento lcijal 
y haber dispuesto el P. E. de fondos públicos sin previsión 
legal y sin competencia para ordenarlo. 

En cambio el decreto de fecha agosto 20 de 1031 , ha te- 
nido por virtud, de no declarar la nulidad de un neto jurídico, 
desde que ello era imposible por inexistencia del pretendido 
acto, .sino restaurar un estado de legalidad y de moral admi- 
nistrativa, que la justicia debe obligatoriamente confirmar. 

Que la circunstancia de que et representante de la Nación 
al trabar la litis, haya contestado la demanda sin aludir a la 
inexistencia jurídica del derecho concedido y reclamado por 
las acto ras. en nada enerva la declaración y decisión preceden- 
te, desde que frente a los actos públicos inexistentes, por afec- 
tados de nulidad absoluta y manifiesta, tienen las jueces la 
obliif'f eí''ni di* destararlos inexistentes de oficio. 

¡Si los jueces así no ln hicieran para restablecer con su 
decisión el legitimo imperio del derecho vigente, carecerían 
de potestad para i-ousagrar la validez de un derecho absoluto 
y manifiesto, inexistente ya que ante la realidad implicaría 
complicidad para consumar una exacción al Tesoro Público 
autorizando pagos sin fondos previstos, a la vez que resolver 
un caso stu fundamento de precepto legal alguno, lo que en 
recta y estricta justicia, no es ni siquiera susceptible de su- 
posición. 

* Como consta que en enso sub lite, el derecho alegarlo no 
es pasible de reconocimiento ni de rechazo, porque tal derecho 
es inexistente; la resolución de) sub lite no puede ser otra que 
la del rechazo de la demanda y ordenar se pasen estas actua- 
ciones al P. R„ a los efectos que hubiere lugar, a la vez que 
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como una constatación de la fnlta de probidad administrativa 
con que en el caso han informado y procedido laa autoridades 
inferiores del Ministerio de Atierra. 

Por tanto y lo expuesto, fallo: Desestimar la demanda 
que por otorgamiento de pensión y nulidad de decreto, han 
deducido contra ta Nación, dona Elena K. M. de Sierra, por 
sí y sus hij«.s Ofelia Josefina, Estlicr y Elena y Ernestina 
Elena Sierra, y ordenar el pase de las presentes actuaciones 
al l\ E. pura los efectos que hubiere hipar. Con costas. Noti- 
fíquese, repóngase el panel y archívese previa devolución del 
expediente administrativo. — Emilio L. González. 



Skntkm'I.i ni; i.\ CÁUMtv Fkdkral 

Buenos Aires, diciembre 23 de 1942. 

Y vistos: Siendo arrepladu a derecho, se confirma la sen- 
tencia apelada de fs. (il. de este juicio promovido por doña 
Elena líiiiz Moreno de Sierra y otras contra la Nación, sobre 
otorgamiento de pensión. Las cusías de esta instancia en el 
orden causado, atenta la nal lindeza del asunto. -Devuélvase. 
— Curios drl ('ani pillo. — Juan A. González Calderón, — 
Eduardo Sarmiento. 

YWAtO DE I,A COlíTE SITlíEMA w, 
Buenos Aires, 2M de agosto do 1043. 

Y vistos: Los del recurso do apelación ordinaria 
interpuesto por doña Klenn Tíuiz Moreno de Sierra 
contra la sentencia de la Cámara Federal de la Capital, 
(pie no hizo lugar a la demanda entablada contra la 
Nación sobre cumplimiento del decreto de 20 de jnnio 
de lü'Ü), íjuo olni'KÓ a ella y sus hijas las dos terceras 
partes del sueldo que le habría correspondido a sn es- 
poso cu el prado inmediato superior al de teniente 
coronel del Kjóreito de la Nación, por haber muerto en 
acto del servicio, de acuerdo con el arh 12, inc. 3*, tít. 
IV, de la ley 4707 — fs. 1, 61 y 84—; y 
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Considerando : 

I. Que el teniente eoronel don José Sierra falleeió 
en "Cuadro Nacional", departamento dé San Rafael, 
Provincia de Mendoza el 10 de noviembre de 1928, en 
ejercicio del mando del regimiento 7* de caballería de 
línea y mientras jugaba un partido reglamentario de 
polo; y, previo dictamen del auditor general de guerra 
y de la contaduría ^wiernl de la Nación, el Poder Eje- 
cutivo decretó pensión para su esposa e hijos menores 
de las dos terceras partes del sueldo correspondiente 
al grado inmediato superior al del causante, en la pro- 
porción y por los fundamentos legales que se expresan 
en el exordio precedente; pero el gobierno surgido de 
la revolución tic 6 de setiembre do W'M\ después de 
conocer el dictamen de la comisión especial revisora 
de pensiones militares y de acuerdo con las conclusio- 
nes de la misma, resolvió en 29 de agosto de 1931 que 
era ilegal el de 26 de junio de 1929 y otorgó las dos 
terceras partes del sueldo correspondiente al grado 
militar del causante en el momento de su muerte, por 
no ser el caso previsto en el art. 12, ínc. 1\ tít, IV, y 
art. 18, cap. V, tít. III, de la ley 4707; y art. 26, ínc. IT, 
A, de la reglamentación general de pensiones (fs, 25, 
2C, 27, 32 y 30 del expediente administrativo, agregado 
al principal por cnerda floja). 

IT. Que la representación del gobierno se opuso 
al progreso de la demanda porque: a) el decreto de 
29 de agosto de 19."U se ajustó a los preceptos legales 
y reglamentarios que menciona; b) la señora Ruiz Mo- 
reno de Sierra manifestó conformidad con dicho decreto 
desde (pie a fs. 41 vtn., al reclamar solamente contra 
el "cargo" formulado por contaduría por las sumas 
cobradas de más, dijo: "además de reducirme la pen- 
sión, sobre lo cual no reclamo, . . "; c) el acto de 26 do 
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junio de 1929 es de nulidad manifiesta, absoluta, y por 
lo tanto imprescriptible tle acuerdo con los arts. 1047, 
l()f>Ü, 1044 y Km del Código Civil; <l) en el caso de 
tratarse de una nulidad relativa y prescriptible, el tér- 
mino de proscripción se habría interrumpido por el 
reconocimiento expreso que se mencionó precedente- 
mente y por el tácito que resulta de haber percibido 
la pensión fijada en 1931 hasta 1939 sin formular pro- 
testa, reserva o recurso. Reconviene a la actora por 
nulidad del decreto de 1929 y por prescripción de la 
acción de nulidad del do 1031 desde que, a la fecha 
de la demanda — febrero 7 de 1039 — habían transcu- 
rrido con exceso los dos anos que fija el art. 403O del 
Código Civil. 

III. Que la sentencia de primera instancia — fs. 
(11 — confirmada por la Cámara Federal por sus funda- 
mentos, no considera ni menciona siquiera el argumento 
de la demandad:' referente al consentimiento expreso 
y tácito de la actora, inducido del párrafo de fs. 41 vta. 
del expediente administrativo, del cobro de la pensión 
de $ íiíifS.ü'íj que fijó el decreto do 1931; tampoco lo 
alegó el ministerio fiscal en 2' y 3' instancias — fs. 79 
y 98— ; ni lo apreció Ja Cámara Federal — fs. 84— y, 
por lo demás, la existencia de menores sin representa- 
ción del ministerio ¡mpilar, certifica la ineficacia de 
dicho argumento en esta instancia. 

IV. Que la invocada nulidad manifiesta y abso- 
luta del decreto de 1929 e impreseriptibílidad consi- 
guiente de la acción para demandarla en justicia es 
improcedente, desde que fué dictado por el poder cons- 
titucional y legalmente habilitado para ello — art 86, 
íncs. 1, 7 y 17 de la Constitución Nacional, ley 4707 y 
la reglamentación general do pensiones militares — ; lo 
hizo después de oír a los asesores legales — Auditor 
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General íle Guerra y Contaduría General de la Nación 
— conformándose a sus dictámenes; y guardó estricta- 
mente las formas institucionales. Ha de agregarse, con- 
forme ¡» lo sostenido por la achira — fs. 7'A— que el 
Poder Ejecutivo tuvo en cuenta, al modificar la refe- 
rencia del im\ ;r, del tít. IV, del art. 12, de la ley 4707, 
las expresas mu ni fes t liciones hechas en la Cámara 
por el di jnitado Domínguez y aceptadas por el presi- 
dente de ¡a comisión de guerra, diputado Campos, se- 
gún las cuales "por. un error de imprenta, en el ine. 
3* del arí. 12 se citan los arts. 1S y 19 del título de los 
retiros. Basta leer éstos para ver qie> se trata de un 
error. La referencia es a los arts. 17 y 18. Deseo que 
se haga esa corrección" — D. de 8S. C. de DI)., año 
1905, sesión de agosto 2*1, tomo 2, pág. 417 — . De ma- 
nern que el inciso n' adido del art, 12, citado por el P, 
E. en el decreto de diciembre ^Jl de 1928 — art, 78 — 
publicado en el Boletín Oficial de enero 11 de 1929, 
pág. '114, y en el decreto de 1G de junio de 1929 conce- 
diendo la pensión a los deudos del teniente coronel 
Sierra, se conciertan en la interpretación legal aunque 
ésta pueda ser errónea. 

V, Que lo precedentemente expuesto demuestra 
que no hay caso de nulidad manifiesta y absoluta, en 
el decreto de 1(! de junio de 1929, que pueda encua- 
drarse vn ninguno de los arts, 1041 a 1044 del Código 
Civil; puede aceptarse, como hipótesis que el Poder 
Ejecutivo lia ya procedido erróneamente siendo, enton- 
ces, anulable y, por consecuencia, prescriptible la ac- 
ción para obtener esa nulidad —arts. 1045 y 40:10 del 
Código Civil — (Mimo, en definitiva, lo fueron los actos 
que motivaron la jurisprudencia de esta Corte en casos 
semejantes. La infracción que en los dictámenes fisca- 
les y en los fallos recurridos se alude a la regí amen- 
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laoióu general de pensiones militares, en su art. 2G t 
inc. II t A, no puede transformar el acto anuíanle del 
urt. 1045 en el neto absolutamente nulo del art. 1044, 
desde lucj?o, y elementa luiente, porque la disposición 
administrativa puede ser modificada por el mismo po- 
der que la dictó y éste, en efecto, la modificó en enero 
¡SI de 1028, según queda dielio en el precedente consi- 
derando. 

VI. Que esto Corte Suprema, en casos semejantes, 
lia decidido que la muerte o inutilización de un oficial 
en acto del servicio debe equipararse conforme a la ley 
47i)7, a muerto o inutilización en acto de guerra — Conf., 
caso del teniente coronel Leopoldo Casa vega v. la Na- 
ción, faltado en 21 de setiembre de 194- ; caso del sub- 
oficial Se rapio Orbe v. la Nación, inutilizado en acto 
del servicio, Fallos: 185, 1 f >5 ; caso del sargento ayu- 
dante Agustín Díaz v. la Nación, fallado el 20 de abril 
de 1ÍM2; caso del cabe» Antonio N. Sánchez v. la Nación, 
fallado en octubre l.'l de 1!MI, "Gaceta del Foro", 
tomo 155, pág. 83— . Es decir, pues, que aun en el más 
grave supuesto de haber incurrido en error el Poder 
Ejecutivo, en lí*2í> f en el caso Sierra, la jurisprudencia 
en vez de descalificarlo como de nulidad absoluta, bo- 
nificó la doctrina que lo inf orina reiteradamente. 

VII. Que atentos los considerandos precedentes, 
la acción del Poder Ejecutivo para obtener la nulidad 
o revocación del decreto de 2(5 do junio de 1^29, estaba 
proscripta cuando reconvino el 17 de junio de líKüí — fa. 
10 — de acuerdo con el art. 4Ü'!U del Código Civil, y lo 
estaba también, cuando dictó el decreto de 29 de agosto 
de 1933 reduciendo la pensión de la señora liuiz Mo- 
reno de Sierra o lujos. La jurisprudencia constante de 
osla Corte a*í io luí decidido en casos similares (Fallos: 
171), 427; 180, 2:ííJ; 182, 57; 18(5, 3!U y otros) ; lodo sobre 
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la base de la eosa juzgada en el orden administrativo 
fijada desde el caso registrado en el tomo 175, pág. 368. 

VI II. Que se ha demandado por la señora Elena 
Ruiz .Moreno de Siena la electividad de la pensión de 
$ 606.130 decretada en 26 de junio de 1929 y no la nuli- 
dad de la de 2!) de agosto de 1931 — que, en todo caso, 
sería la consecuencia y no la condición de aquello — por 
lo que sólo a los diez años se prescribía su acción a 
contar desde el invocado agravio; y como esta demanda 
se présenlo en 7 de febrero de 1939 — fs. 5 — quiere 
decir que actuó en tiempo hábil — art. 4023 del Código 
Civil — todo sin contar los plazos de la minoridad de 
las hijas del causante. 

Ka su mérito se revoca la sentencia apelada y se 
declara que el Gobierno Nacional debe pagar a las acto- 
ras la pensión fijada por decreto de 26 de junio de 
1929 menos las sumas percibidas desde el 29 de agosto 
de 1931 y teniendo en cuenta la mayoridad de las hijas 
del causante o la perdida de soltería de las mismas, a 
cuyo efecto se hará en la instancia respectiva la liqui- 
dación y adjudicación pertinente; con los intereses a 
estilo de los que cobra el Banco de la Nación Argen- 
tina. Sin costas atenta la circunstancia de fallos adver- 
sos en primera y segunda instancias. llágase saber y 
devuélvanse, debiendo reponerse el papel en el juzgado 
de origen. 

IÍOHEUTO RePETTO — AxTONfO Sa- 

garna — B. A. Xazak Ax- 
choren a — F. Ramos Mejía. 
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JULIO BUSTOS v. NACION ARGENTINA 

ADUANA: Procedimiento. 

La resolución del Administrador de la Aduana por la que 
se impone lu inulta prevista en el art. 1)21) de las Orde- 
dcnanzas de Aduana para los casos de infracción al art 
114 de las infernas, contra la cual no se han interpuesto 
los recursos lépales pasa en autoridad de cosa juzgada e 
impide demandar después ante los tribunales de justicia, 
la devolución de lo que se pagare en cumplimiento de 
dicha resolución t 1 ). 



KOSA ÑAS ATS K Y v. ISIDORO PSZENNY 

JURISDICCION: Cuestiones de competencia. 

La circunstancia de que el oficio proponiendo la cuestión 
de competencia por inhibitoria haya llegado después de 
dictada la sentencia condenatoria no consentida, no per- 
judii-a iil demandado (pie hizo COnOCW oportunamente al 
juez del principal la existencia del incidente en cuya tra- 
mitación no fué negligente. 

JURISDICCION: Acción personal 

E! juez del hipar donde los cónyuges tuvieron el último 
domicilio matrimonial y se produjo el abandono de la es- 
posa, es el competente para conocer en el juicio de divorcio 
promovido por ella, aunque el marido se haya trasladado 
a otra ciudad. 



Dictamen del Pro cursor General 
Suprema Corte: 

Rosa Nasatsky de Pszenny inició ante un juzgado 
en lo civil y comereial ríe Rosario, demanda contra su 
esposo Isidoro Pszenny, por divorcio, separación de 
cuerpos y bienes y pensión al i moni iría. Pidió se notifi- 



(l) 2.1 *ÍC «posto de 104.1. Fallos: 181, 162; 194, 187. 
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cara de ella a Pszenny en la Capital Federal donde 
vivía; a cuyo fin se libró el correspondiente exhorto, 
emplazándolo por el término de veinte días, para que 
compareciera a contestarla (fs. 6, expte. de Rosario). 
Notificado el 27 de agosto del ano pasado, se presentó 
Pszenny con fecha 4 de setiembre ante los tribunales 
locales, oponiendo excepción de incompetencia por inhi- 
bitoria (fs. 7, expte. N* 179). 

Tramitada la excepción, se libró un exhorto al juez 
de Rosario, en el que se le hacía saber la presentación 
de Pszenny y se le pedían ciertos informes (fs. 19, 
expte. de Rosario). Por este motivo, el juez de la Ca- 
pital recién so pronunció sobro el pedido del demandado 
el día 8 de febrero del corriente ano (fs. 32, expte. 179). 

El primero de marzo siguiente so libró exhorto al 
juez de Rosario, pidiéndole se inhibiera de seguir cono- 
ciendo en la causa; exhorto que llegó cuatro días des- 
pués de haberse dictado sentencia en rebeldía del de- 
mandado, lo que aun no se ha not i Hondo a las partes 
(fs. 37 y 41 del expte. de Rosario). 

En estas condiciones, resulta promovida en término 
la inhibitoria y corresponde decidir la contienda apli- 
cando al caso la doctrina de V. E. en 187: (¡51. 

En cuanto al fondo del asunto, se debe establecer 
si el último domicilio conyugal estuvo en Rosario o en 
esta Capital. Atentas las pruebas producidas en los 
autos, me inclino por lo primero, por canuto los testigos 
qno declaran en Rosario afirman que el matrimonio 
Pszenny-Nasatsky se instaló en dicha ciudad, con sus 
muebles y ropas, los qno quedaron allí al abandonar el 
demandado a su esposa (fs. 28 a 33 del expte. de Ro- 
sario). Cabe agregar a ello, que el propio esposo mani- 
fiesta que a su vuelta de Rosario no se instaló en la 
vivienda que ocupaba con su cónyuge a la época de su 
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viaje a Rosario lo que quita a la traslación a dicha 
ciudad el carácter de accidental que pretende atribuirle 
(fs. 7 vta., exp., 170). 

Corresponde, pues, jurisdicción para conocer en la 
causa al juez de Rosario (ló.*>: 08), y así debe dirimirse 
la contienda trabada (urt. <), ley 4055). Buenos Aires, 
julio 24 de 1943. — Juan Alvarez, 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 2.1 de agosto de 1943. 
Autos y Vistos ¿ Considerando : 

Que la prueba eorrierile de t's. '2H ¡i f^, !!.'! del juicio 
de divorcio iniciado ante los tribunales de Rosario, 
demuestra que los cónyuges tuvieron el último domicilio 
matrimonial en aquella ciudad y que fué allí donde se 
produjo el abandonó de I a esposa. 

Que, por consiguiente, de acuerdo con el art. 104 
de la ley de matrimonio civil y la jurisprudencia que 
lo lia interpretado, se declara, de conformidad con el 
dictamen del señor Procurador General de la Nación, 
que es juez competente para conocer en el juicio se- 
guido por Xasatsky de Pszenny D. Rosa contra Isidro 
Pszenny sobre divorcio, el señor Juez en lo Civil y Co- 
mercial de Rosario, 4* Nominación, !• Secretaría, a 
quien se remitirán los autos, haciéndose saber en la 
forma do estilo al sciíor Juez de 1* Instancia en lo 
Civil de la 'Capital de la República, a cargo del juzga- 
do número 4. 

ItOBEKTO REPETTO ANTONIO Sa- 

OABKA — B. A. Nazar An- 
ciiorena -- F. Ramos Mejía, 
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ALBERTO IitZZO 

JtflíISltlt't' f(*S : Fuero ordinario. Leyes ctmnnra. Penales, 

Corresponde, a los tribunales oíd 5 «tirios el conocimiento 
de la causa snbre Miibstriiei'ióii de i-orrespondcneia y estafa 
rniiri-'í ida aJ apoderarae y utilizar indebidamente chequea 
remitidos por aquel medio, si de anlos no resulta que esté, 
complicado empleado alguno de Correos y Telégrafos de 
la Nación ni que bis piezas de correspondencia hayan sido 
substraídas mientras estaban bajo la custodia o servicio 
del Correo. 

Dictamen del PuorntAium General 

Suprema Corte: 

Kl presente proceso se sí.ííuc contra Alberto Iíizzo 
por substracción de correspondencia y estafa, cometida 
al apoderarse y al utilizar indebidamente cheques -no 
se remitían por aquel medio; pero hasta este momento 
no resulta de autos que esté complicado empleado algu- 
no del Correr» en la preindieada maniobra. 

Las manifestaciones al respecto, de Rizzo, en su 
indagatoria de fs. 58 vta./óí), y las constancias del 
expediente administrativo agregado, resoltan hasta 
este momento insuficientes para modificar tal conclu- 
sión. 

Corresponde, por ello, que en la cansa conozca el 
Juez de Instrucción en lo Criminal de la Capital de la 

Nación, ya i tampoco sunre de autos que las piezas 

de correspondencia fueran substraídas mientras esta- 
ban bajo ¡u custodia o servicio de dicho Correo (S. C. 
N„ 145: 400; 175: 322). 

Kn tal sentido procede dirimir la presente contien- 
da de competencia trabada entre el Juez Federal de la 
Capital y el de instrucción de la misma, Buenos Aires, 
julio 23 de 1943. — Juan Alvarcz. 
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Buenos Airea, 23 de agosto de 1943. 

Aillos y Vistos: Por los fundamentos del pre«e- 
don te dictamen deJ señor Procurador General y lo re- 
suello pBr esta Corto —Fallos: 145, 406; 175, 322— se 
declara i|iie os juez coin pétente para conocer en la 
causa seiruida contra Alborto Kizzo o Aquí les Pasaglia, 
■ etc., etc., por estafa» el señor Juez de Instrucción en lo 
('riñe nal mím. íí de la Capital de la República, a quien 
se remitirán los autos t lia c i endose saber en la forma de 
estilo al señor Juez Federal de la Capital. 

lío RE UTO TÍEPETTO — AXTDNIO Sa- 

gakxa — B. A. Nazar An- 
ciiokkna — F. Ramos Mejía. 



8CLZEH UNOS. v. PliOVINCTA PE BUENOS AIRES 

JÍ'ltlSDlCClOX: Jurisdicción originaria. Cansas en que es pari» 
una provincia. Causas ti viten. 

Corresponde a la Corle Suprema conocer oriírinariamen- 
te en el juicio sobre cobro de una suma de d inoro recla- 
mada como precio de mercaderías suministradas a una 
provincia, promovido contra esta por mi vecino de la 
Capital Federal. 

INTERESES: Procedencia del cobro, intereses monitorios. 

No tratándose de alguno de los casos de excepción pre- 
vistos en el art. ">0íf del Cód. Civil, la provincia debe los 
interósea correspondientes al precio de las mercaderías 
suministradas a la misma, a partir de la fecba de la in- 
terpelación extra judicial producida medíante una carta 
por la euat se reclama el pago, ya que no es suficiente a 
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dicho efecto la simple presentación al cobro de la respec- 
tiva facturo. 

COSTAS; Desarrollo del litigio. Allanamiento. 

El allanamiento del demandado al pairo del capital recla- 
mado, nuts no al de loa intereses, no lo exime de las costas 
del juicio i)ue por su actitud debió ser iniciado y luego 
proseguido. 

Dictamen del Pnocounon General 

Suprema Corto: 

Xo resulta do untos elemento de criterio alguno, 
ulterior a la resolución de la Presidencia obrante a fs. 
25 vía., que pueda sustraer este litigio a la jurisdicción 
originaria de la Corte Suprema como allí se estableció. 

Se traía de acción civil por cobro de pesos seguida 
contra la Provincia de Buenos Aires, por una sociedad 
veeiua de la Capital Federal, El caso encuadra, pues t 
en tos términos del art. 1\ inc. 1* de la ley 48. 

En cuanto al fondo de la controversia, despuÓs del 
allanamiento de fs. 33 ba quedado reducido al cobro 
de intereses y costas, materia extraña a mi dictamen 
por referirse ;i cuestiones de hecbo o prueba y aplica- 
ción del derecho común. Buenos Aires, marzo 9 de 1042. 
— Jtuw Airares. 

FALLO DE LA COK TE SUPREMA 

Buenos Aires, 23 de agosto de 1943, 

Y vistos: El juicio de jurisdicción originaria se- 
guido por Sulzer Hermanos Sociedad Importadora 
Ltda. contra la Provincia de Buenos Aires sobre cobro 
de pesos. 
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Resultando : 

Que a fs. 18 se presenta José María Rizzi (h) t por 
la firma aetora, demandando a la Provincia de Buenos 
Aires por cobro de 72,962,48 francos suizos, más 17.615 
pesos moneda nacional, sus intereses y las costas del 
juicio. Dice: que el gobierno de la demandada llamó a 
licitación pública qiit*icbía tener lugar el 15 de febre- 
ro de 1ÍKÍS, postergada después para el 15 de marzo 
del mismo año, para la provisión de nn nuevo grupo 
electrógeno con motor Diesel y dínamo y modificación 
y ampliación de las instalaciones eléctricas de la Usina 
do la Fábrica de Sierra Chica y de aeuerdo al pliego 
de condiciones confeccionado por la Dirección de Viali- 
dad de la provincia; que de acuerdo con ese pliego de 
condiciones su mandante formuló la propuesta sobre 
un motor Sulzer Diesel, con accesorios y las especifica- 
ciones originales para el suministro de material eléc- 
trico de la casa Brown Boveri, Cía. Sudamericana de 
Electricidad S. A. y The Anglo Argentino General Elec- 
tric y una propuesta original de la Cía. Sudamericana 
S. K. P. sobre instalación de purificación de aceite 
lubricante y de combustible, cuya propuesta" contiene 
todas las condiciones de la oferta que se hacía; que la 
aceptación del gobierno fué efectuada de acuerdo con 
la resolución del 23 de junio de 1938, cuya transcripción 
hace, que esta resolución le fué comunicada a su man- 
dante con fecha ó do julio del mismo año por la nota 
de La Dirección de Vialidad que acompaña; que la orden 
de compra que se le adjuntaba con esa comunicación, 
cuya copia acompaña, contiene la determinación deta- 
llada de su objeto y precio, su importe total es de 
183.167 francos suizos y 17.615 pesos moneda nacional, 
fija en nueve meses el plazo para la entrega y esta- 
blece la época y forma de pago; que concertada la 
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operación su mandante cumplió estrictamente las esti- 
pulaciones del contrato y las obras fueron recibidas 
por el gobierno a entera salís facción» la recepción pro- 
visional tuvo lugar el 30 de marzo de 1ÍÍ39 y la defini- 
tiva el 30 de setiembre del mismo aíío; que el pago 
del grupo electrógeno y de las instalaciones debió efec- 
tuarse dentro de los diez días siguientes a la recepción 
provisional, en efectivo o por giro al exterior a la orden 
del contratista, estableciendo la orden "el pago de 
todo lo comprendido en ella, con deducción del cinco 
por ciento de su importe en concepto de garantía, se 
p r ectuarn dentro de los diez días siguientes a la fecha 
de lu recepción provisoria. Dicha deducción se hará 
sob i 'j* -"aína que corresponderá nbonar en pesos mo- 
neda laeional y será determinada por la cotización que 
rija para el giro al exterior que deberá efectuar la Di- 
rección para el pago de la suma en francos suizos. La 
suma retenida «erá abonada cuando se efectúe la recep- 
ción definitiva"; que su mandante facturó con fecha 
10 de abril de 1939 los importes correspondientes según 
nota enviada que obra en el expediente respectivo, pero 
a pesar de sus requerimientos el gobierno provincial 
no abonó ■ la fecha estipulada los respectivos impor- 
tes; que el primer pago debió hacerse diez díaz después 
de la recepción provisional o sea el 10 de abril de 1039 
y el día de la recepción definitiva, 30 de setiembre de 
1939, debió entngar el eiwo por ciento que constituía 
el depósito de garantía, pero su mandante recién el 30 
de marzo de 1940 obtuvo una entrega a cuenta de 
45.7Í>1,75 francos suizos y más tarde, el ú de agosto del 
mismo ano 64.412,77 francos suizos, como parte del 
pago por la adquisición de maquinarias, de modo que 
lo adeudado actualmente son 72.952,48 francos suizos 
y 17.615 pesos moneda nacional; que como consecuencia 
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del incumplimiento del contrato su mandante lia su- 
frido, fuera de otros perjuicios, el de la privación do 
6u capital que debió recibir en las épocas estipuladas, 
y reclama, por lo tanto, los intereses desde las fechas 
de los respectivos vencimientos hasta el día de su pago 
efectivo; que de ellos presenta la liquidación adjunta al 
31 de enero de 1941 que forma parte integrante de la 
demanda y que arroja 12.920,90 francos suizos y 1.598,42 
pesos moneda nacional, debiendo el importe total, a 
cuyo pago debe ser condenada la provincia, resultar de 
la* liquidación definitiva que deherá practicarse opor- 
tunamente; que concertada y concluida la operación de 
compra venta el precio debió pagarse en las épocas 
estipuladas y no habiendo sido abonado oportunamente 
tiene derecho a pedir el cumplimiento del contrato; 
exigiendo el precio convenido con sus intei'eses y los 
daños v perjuicios, reservándose esto último para de- 
mostrarlo en otro juicio. Termina pidiendo se condene 
a la provincia a pagar las sumas reclamadas en la for- 
ma convenida, con más los correspondientes intereses 
según queda expresado, daños y perjuicios y las costas 
del juicio. 

Que corrido traslado de la demanda, ésta fué con- 
testada a fs. 33 por Guillermo N. Viacava en repre- 
sentación de la Provincia de Buenos Aires. Reconoce 
que su representada adeuda las sumas reclamadas, que 
no ha pagado por las dificultades financieras que son 
del dominio público; que el comisionado federal ha con- 
seguido que el P. E. Nacional autorice y otorgue me- 
dios a la provincia para solventar o, por lo menos, 
aliviar la difícil situación económico-fino nciera en que 
se encuentra, por lo que independientemente del reque- 
rimiento judicial las autoridades de la provincia dispu- 
sieron el pago inmediato del crédito habiéndosele girado 
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a la sociedad Sulzcr Hermanos la simia adeudaba en 
francos suizos» según resulta del comprobante que 
acompaña; que respecto del crédito eu moneda nacional 
el gerente de la sociedad actora se negó a recibir la can- 
tidad, por lo que la provincia, en vez de consignarlo a 
la orden del juez competente, lo ha depositado a la 
orden del señor Presidente del Tribunal ; que da en 
pago las sumas girada y depositada y solicita el otor- 
gamiento de la correspondiente carta de pago y el ar- 
chivo del juicio, que carece de todo objeto; que, en 
cuanto a los intereses, considera improcedente el pedido 
porque es jurisprudencia constante que ellos corren 
desde la notificación do la demanda, y, en el caso de 
autos, a los efectos de la liquidación, debe tenerse en 
cuenta la fecha en que se dispuso el pago del crédito 
reclamado y la negativa de la actora a recibirlo, por 
lo que solicita se exima a su representada del pago de 
los intereses recamados y de las costas del juicio. 

Que de lo expuesto se corrió vista a la actora, la 
que contesta a fs. 43. Dícc: que hace notar que, según 
resulta de los expedientes administrativos, su repre- 
sentada ha recurrido a la justicia después de una ver- 
dadera "vía crucis" de gestiones privadas que ha es- 
tallo reiterando inútilmente, entre Ótras fechas, el 18 
de enero de 1040 en que se prometió pagar el 40-50 
por ciento dentro de breves días, lo que no se realiza, 
recién en marzo de 1940 se recibe un pago a cuenta que 
corresponde al 25 por ciento del importe en francos 
suízob, en abril -mayo del mismo año sólo se obtiene el 
ofrecimiento de letras a 3 por ciento de interés a un 
año de plazo, en agosto de 1940 sólo se obtiene la trans- 
ferencia de 64.412,77 francos suizos, en setiembre-octu- 
bre de 1940 sólo so obtiene la oferta de 3,000 a 5.000 
pesos con tal que se acepte el saldo en letras a un año 
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sin interés y con opción de renovarla? por otro año, en 
noviembre-diciembre sólo se obtiene una promesa de 
pago; que compulsando los términos originarios de la 
obligación contraída resulta que el pago de los impor- 
tes totales, menos el 5 por ciento, debió realizarse el 
10 de abril do 1939 y el 5 por ciento de garantía el 
30 de setiembre del mismo año; que cumplido el deber 
de recurrir a la reclamación judicial* el gerente de su 
representada informa que se le ha apersonado una 
persona, que dice ser de la Dirección de Vialidad, con 
el encargo de hacerle entrega de un cheque, estando en 
transcurso el término para contestar la demanda, noti- 
ficada a la provincia el 2 de abril de 1941, haciéndose 
la proposición a espaldas de la gestión judicial; que 
acepta el pago con la es presa reserva de cuestionar lo 
demás adeudado; que Sulzer Hermanos exige que los in- 
tereses le senu alionados desde la fecha en que requirió 
el pago por vía extra judicial o desde el día en que quedó 
reconocida la cuenta, conforme a las prescripciones del 
derecho común y a las disposiciones contenidas en leyes 
provinciales que no Ins desvirtúan; que la Corte ha de- 
clarado que en sus relaciones convencionales el Estado 
está sujeto a la proscripción de los arts. 508 y 509 del 
Código Civil y que a partir de la mora constituida por 
la reclamación administrativa debe los intereses sobre 
el crédito reclamado, y cita los casos; que además el 
art 21 de las especificaciones generales de las licita- 
ciones y el art. 98 de la ley do obras públicas, número 
4538, los establecen; que el derecho al cobro ha sido 
reconocido expresamente en los expedientes administra- 
tivos; que, por otra parte, una ley provincial no po- 
dría modificar las disposiciones del Código Civil; que 
las costas del juicio deben serle impuestas a la deman- 
dada no obstante allanarse en parte a la acción dedu- 
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oída, porque es absolutamente inadmisible protendeT 
atribuir a fuerza mayor la falta de pugo; que, por lo 
demás, la demandada no so allana totalmente a la 
demanda, pues no abona ni reconoce los intereses desde 
la notificación do la demanda basta el pago efectivo. 

Que a fs. 47 se tiene por limitado el pleito a las 
cuestiones sobre intereses y costas, y se abre la causa 
a prueba; se produce Ja que indica el certificado de fs. 
82; las partes siegan a fs. 86 y 93; el señor Procurador 
General de la Xneum se expide a fs. 97 sobre la juris- 
diceión originaria de la Corte y a fs. 97 vta., se llama 
autos para sentencia. 
■ 

Considerando: 

Que et juicio es de loe comprendidos en la juris- 
dicción originaria de la Corte, como lo dictamina el se- 
ñor Procurador General de la Nación, por tratarse 
de una causa civil contra una provineia, seguida por 
una sociedad domiciliada en esta Capital —ley 48, art. 
Pj ley 4035, art. 2 f . 

Que reconocidos los bechos por la demandada y 
aceptado el pago por los actores, el juicio lia quedado 
circunscripto al pago de los intereses y de las costas, 
como lo dejó establecido el auto de fs. 47. 

Que ha quedarlo establecido por las afirmaciones de 
la actora, no negadas por la demandada, que el pago 
de todo lo comprendido en el contrato debía efectuarse, 
con deducción del 5 % en concepto de garantía, dentro 
de los diez días siguientes a la fecha de la recepción 
provisoria y que la suma retenida debía abonarse cuan- 
do se efectuara la recepción definitiva; que la recepción 
provisional tuvo lugar el 30 de marzo de 1939 y la 
definitiva el 30 de septiembre del mismo año; que la 
actora presentó su factura para el cobro el 10 de abril 
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de 1 <>:?*> y recién obtuvo el primer pago a cuenta el 7 
de mu rao do 1941} y el segundo el 5 de agosto del mi amo 
año; (pie hizo gestiones el 23 de noviembre de 1039, el 
7 de marzo de 1940 y el 9 de agosto del mismo año, en 
las tres se reclamó el pairo y los inlereses devengados. 
Por ofefa paite, todos estos antecedentes constan en los 
expedientes administrativos agregados. 

Que es doctrina uniformemente aplicada por la 
Corte que el ICstado, cuando obra como persona jurídi- 
ca, está sujeto en sus relaciones contractuales a los 
preceptos de la legislación común y que adeuda intere- 
ses mora torios en los casos que establece la ley civil 
— 179, 195; 181, lílti; 192, 112 y 399. Ahora bien, el deu- 
dor debo los intereses en caso de mora, itero no incu- 
rre en ella si no inedia requerimiento judicial o extra- 
judicial — arts. 508 y 509 del Código Civil— salvo los 
supuestos de excepción (pie este último artículo esta- 
blece, inaplicables al caso. 10 n el último de los fallos ci- 
tados esta Corte ha dicho que no basta el vencimiento 
del término para que el deudor incurra en mora; es 
necesario que haya habido interpelación. La simple pre- 
sentación de la factura para el cobro no tiene el carác- 
ter de interpelación extra judicial, que debe ser inequí- 
voca; sí la tiene en el caso la carta del 23 de noviembre 
de 1939 y desde esta debe contarse la mora. 

Que las costas deben serle impuestas a la deman- 
dada, por cuanto con su falta de pago ha hecho necesa- 
ria la iniciación del juicio y con la falta de reconoci- 
miento de los intereses que debía por su mora, la se- 
cuela del juicio con todas sus consecuencias — Fallos: 
189, 422; 194, 293. 

Por estos fundamentos se condena a la Provincia 
de líuenos Aires a pagar a los actores, dentro del tér- 
mino de treinta días, los intereses a estilo de los que 
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cobra el Banco de la Nación Argentina, a contar desde 
el 23 de noviembre de 1ÍÍ39, sobre los saldos deudores 
respectivos hasta el 30 de mayo de 1941, fecha del pa- 
go de fs. 33, y las costas del juicio. Notifíqueso, repón- 
gase el papel y oportunamente archívese. 

Rouerto Repetto — Antonio Sa- 
ca n na — B. A. Razar An- 
ciiorena — P. Ramos Mejía. 



MUNICIPALIDAD DE CONCORDIA v, CIA. GR AL 
DE SANEAMIENTO 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Sentencia definitiva. 

Es imp ro piulen tt« el recurso extraordinario contra la sen- 
tencia condenatoria dictada en. juicio de apremio sobre 
cobro de multa contractual, seguido por la Municipali- 
dad contra un concesionario de servicios públicos, sí de 
autos no resulta que el agravio causado por aquélla sea 
insuse.eptiblc de reparación por medio del juicio ordina- 
rio ni que el papo de la multa pueda ser considerado 
ruinoso ni que se trate de un caso anímalo claramente 
excedente de las facultades de la Municipalidad. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Cuntían federal. Relación directa. 

Es improcedente el recurso extraordinario fundado en el 
art. 18 de la Constitución Nacional y en que se oblipa al 
recurrente a hacer lo que la ley no manda y se le aplica 
una penalidad prevista para casos distintos, contra la sen- 
tencia que interpretando la ordenanza-contrato de conce- 
sión de servicios públicos declara procedente la aplica- 
ción de la multa discutida, 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Materia ajena. Cuestione» de he- 
cho tt prueba. 

Es improcedente el recurso extraordinario fundado en el 
carácter eonfi.seatorio de la multa impugnada por el re- 
currente contra la sentencia que rechaza esa objeción por 
falta de prueba a! respecto. 
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Dictamen dfx Procurador Generad 

Suprema Corte: 

Con arreglo a un contrato-concesión celebrado en- . 
tro ía Municipalidad de Concordia y la S. A. Compañía 
General de Saneamiento, esta última debía suministrar 
el servicio de aguas comenten a los vecinos de dicha 
ciudad mediante determinados precios y condiciones. 
Además, el art. 45 estableció (fs. 18 vta.) : 

"Por ningún coucepto ni en ningún caso la empresa 
podrá dejar de suministrar el agua a la población, o de 
suministrarla sin la presión inedia necesaria, o sin 
estar debidamente filtrada y clarificada. En cualquiera 
de estos casos, la empresa deberá comunicar de inme- 
diato a la Municipalidad el motivo de la falta, y si la 
razón aducida no fuera satisfactoria, el Departamento 
Ejecutivo, con el informe de la Oficina de Obras Publi- 
cas, podrá aplicar a la Empresa una multa de pesos 
250 m|n. por cada hora que dure la falta". 

Vigente esa cláusula, entendió la empresa que la 
tarifa pactada para las casas y terrenos no era apli- 
cable al consumo de agua por obras en construcción, 
servicio que, a su juicio, no estaba tarifado y debía ser 
materia de convenios especíales, con arreglo al art. 
31 del mismo contrato. Varios constructores locales 
disintieron con tal criterio, y entonces la Compañía 
General de Saneamiento les cortó el agua o hizo denun- 
cia ante el Jefe de Policía de Concordia acerca de lo 
que calificaba como apropiación ilegítima de cosa ajena 
imputable a aquéllos (fs. 1, exp. 173 anexo). Empero, 
elevadas las actuaciones al Sr. Juez del Crimen, ésto 
ordenó su archivo por no ser materia de procoso el he- 
cho imputado (mayo 10, subsiguiente, fs. 56, id.)- 
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Entretanto loa constructores habían acudido a la 
Municipalidad quejándose de la actitud de la empresa, 
que para reponer las conexiones exigía tarifa del tres 
por mil sobre el valor total de las obras; y la autoridad 
ediliein, proveyendo favorablemente ordenó se les su- 
ministrase ajrua por el precio y condiciones fijadas en 
los arls. 12, 13 y 14 del convenio para las easas y terre- 
nos, bajo apercibimiento de las multas previstas en el 
art. 45. Tal prevención se hizo efectiva dos días des- 
pués, y cou tal motivo la empresa dedujo recurso do 
amparo ante la justicia ordinaria insistiendo en que ese 
tipo de servicio no fué previsto especialmente eu el 
convenio, y el 3 por mil era lo exigido por Obras do 
Salubridad de la Nación para casos análogos. Solicita- 
ba la Compañía General de Saneamiento se ordenase 
al Intendente abstenerse de seguir conociendo en el 
asunto. Este recurso fué desestimado en última instan- 
cia por fallo del Superior Tribunal de Justicia de En- 
tre Ríos {octubre 18 de 1939, fs. 90, exp. M. 182), de- 
clarándose riue el Presidente de la Municipalidad obró 
dentro de la esfera de sus atribuciones. 

Ahora bien; las conexiones habían sido restable- 
cidas el 4 do marzo anterior, o sea (fs. 104, exp. actual) 
222 horas, treinta minutos, contadas desde el vencimien- 
to de la intimación; y como según la liquidación hecha 
por Contaduría, ello implicase multas por un valor to- 
tal de $ r>5.r>7fi mjn., la Municipalidad inició el respec- 
tivo juirio de apremio. La empresa opuso entonces di- 
versas excepciones, de las cuales sólo subsiste y es ma- 
teria del acttial reeurRo extraordinario la relativa a 
inconstitueionalidad de las multas, fundada en tres mo- 
tivos; r saher: 

a) Violación de lns garantías constitucionales que 
nmpnrnn al derecho de propiedad al interpretar el fallo 
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apelado que, con arreglo al convenio era aplicable a las 
obrua en construcción la misma tarifa que a las casas o 
terrenos; 

b) haberse interpretado, con idéntico efecto jurí- 
dico, que la suspensión del servicio a quü alude c! art. 
45, oontemplubn el cuso ocurrido; 

c) importar la multa una verdadera confiscación, 
no guardando proporción alguna con los hechos que le 
sirvieron de motivo. 

Estudiado el asunto, observaré ante todo que se 
trata de un juicio de apremio, y V. E. sólo en circuns- 
tancias excepcionales ha admitido que en tales condi- 
ciones ^uede abrirse el recurso extraordinario. Y ad- 
mitiendo que a juicio de V. B. éste fuera uno de ellos, 
resultaría que los dos primeros fundamentos invocados 
por el recurrente se refieren a mera interpretación 
de textos contractuales, materia ajena a la revisión de 
la Corte. 

En cuanto al tercero, no es dudoso que las multas 
suben a suma crecida; pero emanando ellas de un con- 
venio voluntario, no serían aplicables las consideracio- 
nes que V. E, suele tener en cuenta al tratarse do mul- 
tas impuestas por ley. A este respecto, los fundamentos 
del fallo apelado me parecen ilcvantables. 

Pienso, pues, que, de admitirse el recurso siquiera 
en parte, procederá confirmar dicho fallo. — Buenos 
Aires, junio 24 de 1ÍM2. — Juan Alvarez. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Airee, 25 de agosto de 1943. 

Y vistos : El recurso extraordinario deducido por 
la Compañía General de Saneamiento S. A., contra la 
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sentencia del Superior Tribunal do Justicia de Entre 
Bíoa, Sala en lo Civil y Comercial, dictada en el juicio 
de apremio que le sigue la Municipalidad de Concordia 
por cobro de una mulla. 

Considerando ¡ 

Que la recurrente es concesionaria de los servicios 
sanitarios de la Municipalidad de Concordia en virtud 
de una ordenanza contrato y como suspendiera el ser- 
vicio do agua, cortando las conexiones, en las obras que 
algunos constructores ejecutaban, oí Presidente de la 
Municipalidad dictó un decreto el 22 de febrero de 1939, 
emplazándola para que en el término perentorio de 6 
horas procediera a restablecer esos servicios, bajo aper- 
cibimiento de la multa que establece el art. 43 de la orde- 
nanza y, por no haber acatado la orden el mismo fun- 
cionario, por decreto del 24 del mismo mes, le impuso 
una multa de $ 250 por bora a partir desde las once del 
día anterior luistn tanto se restableciera el servicio. 

Que la empresa recién restableció el servicio el 4 
de marzo, a raíz de otras medidas que había lomado la 
Municipalidad, y realizada la liquidación de la multa 
impuesta desde el 23 de febrero a las 11, hasta las 17,30 
de aquel día, resultaron 222 horas, 30 minutos, y una 
multa total de * 55,575,00 m|n., por cuya suma la Mu- 
nicipalidad inició el presente juicio de apremio. 

Que la ejecutada opuao la excepción de inhabilidad 
de título sosteniendo Ja inaplicabilidad del art. 45 de la 
ordenanza contrato en que se fundaba la multa, la falta 
de facultades del intendente para aplicarla, y la In- 
constitucional idml de la multa por vulnerar los arts. 
14, 17 y 18 de la Constitución Nacional, y como la sen- 
tencia recurrida rechaza sus pretensiones ha interpuesto 
recurso extraordinario para esta Corte, que le ha sido 
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concedido. Se finida en la violación del art, 18 de la 
Constitución Nacional porque se pretende obligarla a 
lo que Ja ley no manda y se castiga el incumplimiento de 
esa obligación inexistente con una penalidad prevista 
para casos distintos, y en la violación de los arts. 14 y 
17 de la misma por la absoluta desproporción de la 
mulla con la supuesta infracción, que excede los límites 
de lo razonable e importa una verdadera confiscación 
parcial y un despojo. 

Que es jurisprudencia de esta Corte que el recurso 
extraordinario no procede respecto do sentencias dic- 
tadas en juicios de apremio sino cuando, aparte del 
cumplimiento de los demás extremos del art. 14 de la 
ley 48, tales pronunciamientos, por las particularidades 
del caso puedan causar agravios de imposible repara- 
ción ulterior. Fallos: 188, 244 y los allí citados. El últi- 
mo aspecto no aparece justificado en el presente caso, 
pues si biea la multa impuesta es fuerte no resulta que 
el agravio no pueda repararse ulteriormente, ni que el 
paso pueda ser ruinoso, ni que se trate de un caso anó- 
malo. Fallos: 180, 286; IDO, 50; 191, 104; 11)4, 40. 

Que aun cuando así no fuera, el recurso extraordi- 
nario tampoco procedería. No basta la invocación del 
art 18 de la Constitución Nacional pretendiendo que 
se lo obliga a hacer lo que la ley no manda y se aplica 
una penalidad prevista para casos distintos, cuando la 
sentencie recurrida interpretando la ordenanza con- 
trato resuelve que la multa impuesta es de las compren- 
didas en su art. 45 que dice: '*Por ningún concepto y 
en ningún caso la Empresa podrá dejar de suministrar 
el agua a la población, o do suministrarla sin la presión 
necesaria o sin estar debidamente filtrada y clarificada. 
En cualquiera de estos casos la Empresa incurrirá en 
una multa de doscientos cincuenta pesos moneda na- 
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clona 1 por cada hora que dure la interrupción o la falta 
de presión, o la provisión de agua no filtrada y clarifi- 
cada" > más adelante: " Vntes de haci*r efectiva sn in- 
tervención, 1p Municipalidad intimará a la Empresa a 
que proceda de inmediato y sin más trámite a iT.*.tublo- 
cer de un modo definitivo la regularidad de los servi- ( 
cios". La sentencia resuelve, así, la interpretación do 
un contrato, cuestión de derecho común ir re visible por 
la Corte por vía de recurso extraordinario. Fallos: 184, 
148; 192, 191 y 308; 195, 383, En cuanto al caráetjr cou- 
fiscatorio de ta multa impuesta la sentencia la resuelve 
por un Fundamento de hecho y prueba, igualmente irre- 
misible, cuando dice:'*. . . y porque no se ha Justificado 
que la sanción exceda de la capacidad económica de la 
compañía concesionaria, ni que implique una confisca- 
ción de sus bienes en el significado del art. 17 de la 
Constitución de la Nación. Circunstancias estas nece- 
sarias, según la doctrina de la Suprema Corte de Jus- 
ticia de la Nación, para que pueda progresar un agravio 
de tal índole (T. 171, pág. 366) Fallos; 188, 464; 192, 
191; 193, 426; 195, 498. 

Por estos fundamentos y de conformidad a lo dic- 
taminado por el señor Procurad Jr General de la Nación 
se declara improcedente el recurso extraordinario con- 
cedido a fs. 247 vta. Hágase saber y devuélvanse, de- 
biendo ser repuesto el papel en el juzgado de origen. 

Roberto Repetto — Antonio 
Sagatina — B. A. Nazab 
Anthorena — F. Ramos 
Mejía* 
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JOSE GREGORIO MORINIGO 
JURISDICCION: Jurisdicción originaria. Embajadores, ministros. 

La Corte Suprema carece de jurisdicción para conocer 
orí trina ría mente en la causa criminal seguida contra un 
cónsul extranjero que durante el trámite de aquélla ha 
cegado en el cargo por haberse cancelado el respectivo 
exequátur (*), 



JOSE PILA v. DIRECCION GENERAL DEL IMPUESTO 

A LOS REDITOS 

IMPUESTO A LOS REDITOS: Aplicación. Infracciones, 

Corresponde aplicar la sanción prevista en el art. 18 de la 
ley 11.6P3 al caso en que. según lo establece en forma 
i rre visible la sentencia apelada, las diferencias observadas 
en las declaraciones juradas del recurrente entre las en- 
tradas manifestadas y las reales comprobadas, no pueden 
conceptuarse eomo errores excusables sino que demues- 
tran nna ocultación destinada a eludir el impuesto. 

PRESCRIPCION; Prescripción de acci < en particular. Layé» «*- 
pedales. 

El término de la prescripción de la acción para reprimir 
la falsa declaración tendient e a eludir el pago del im- 
puesto a los réditos corre desde la presentación de esa 
declaración ante la autoridad correspondiente y no dea- 
de la fecha anterior en que debió ser pagado el gravamen. 

IMPUESTO A LOS REDITOS: Aplicación. Penalidades, 

A Tos efectos de determinar el monto de la mu Ha prevista 
en el an. 18 de la ley H.6P3 aplicable a quien incurrió en 
falsa declaración, debe tomarse en cuenta el importa co- 
rrespondiente a todos los años comprendidos en dicha 
declaración. 



(i) 25 <iv agosto de 1943. Fallos: 170, 341; 192, 486. 
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Resolución de la Delegación de Imites-tos a los Réditos 

Vistos el presente sumario, expediente S/MA/29S/39, 
seíTUido contra José Pila, con domicilio eu Tucumáii 488, San 
Juan y el escrito presentado por el contribuyente a fs. 3 a 5. 

Coasid^nd.: 

Que ante lo manifestado por el sumariado en el sentido de 
que existe estimación de oficio por parte de esta Delegación, 
cabe dar por reproducidas las consideraciones expresadas al dic- 
tarse la resolución de fecha 9 de mayo de 1939, por lo que no 
cabe extenderse en consideraciones sobre este particular. 

Que en consecuencia, no existiendo estimación de oficio, la 
objeción del monto del impuest manado en sus liquidacio- 
nes de fecha 14 de noviembre do 1938, no es oportuna, ya míe 
por el momento y hasta (pie no se demuestre lo eontrari 'ales 
cifras son ciertas y declaradas de conformidad por ti con- 
tribuyente. 

Que en di caso que el sumariado entienda que tal liqui- 
dación le causa gravamen, debe plantear la cuestión en la 
forma prescripta en el nrt. 41 de la ley 11.683, texto ordenado, 
pero dicho recurso de repetición es independiente del presente 
procedimiento. 

Que la defensa no puede prospera* por cuanto lo exfre- 
sado por el sumar ado en e] sentido de que no presentó anual- 
mente sus declaraciones juradas por creerse exento del iru- 
puesto. está desvirtuado por loa montos consonados en las 
liquidaciones de fecha 14 de noviembre de 1938, a los que el 
interesado prestó conformidad, autorizándolas eon su firma. 

One las razones alegadas no pueden relevarlo de respon- 
ssbil telad, pues los contribuyentes se hallan obligado* a pre- 
sentar las declaraciones juradas de sus réditos y abonar el 
impuesto correspondiente en los plazos establecidos, sin que 
deba reliar para ello la intervención de inspectores de la 
Dirección. 

Por ello, de acuerdo a lo dispuesto en el art. 1' del de- 
creto del P. E. Nacional del 9 de noviembre de 1934 y arts. 
5, 10, 15 y 18 de la ley 11.683, texto ordenado: 

Se resuelve: 

1* Declarar que el escrito de fecha 17 de mayo de 1939 
no puede considerarse como un recurso de reconsideración, 
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por cnanto no existe estimación de oficio por parte de esta 
Dirección. 

2» Aplicarle la multa de ochocientos siete pesos con se- 
senta y siete centavos moneda nacional equivalente a 1/3 de 
tanto del impuesto omitido en los años 1932 a lí>37 inclusive. 

3* Intimarle para que dentro de los quince días de que- 
dar firme la présenle ingrese la multa expresada, que deberá 
depositar en H Raneo de la Nación Argentina a la orden de 
la Dirección fleneral del Impuesto a los Réditos, o girar di- 
rectamente a la misma, en dicho plazo, bajo apercibimiento 
de nroeeder a sn cobro por vía de apremio (art. Til de la ley 
Tl.fi?:i. texto ordenado). 

4» Hacerle saber que al efectuar el pago deberá comu- 
nicarlo de inmediato a esta Delegación y remitir el compro- 
bante respectivo. 

Notifíquese y resérvese. Delegación Mendoza, 28 de junio 
de 1939. — Rodolfo A. Naón. 



Sentencia del. Juez Federal, 

Ran Juan, 28 de septiembre de 1942. 

T vistos: 

Estos autos N* 5116, caratulados: "Tila José contra Di- 
rección Oencral del Tmpuesto a los liéditos — recurso conten- 
cioso administrativo". 

Resulta: 

Que de fs, 1 a 4 sp presentó don José Pila interponiendo 
df&anda de conformidad con el art. 42 de la ley 11.683 — texto 
ordenado — enntrn la resolución de la Delegación Mendoza del 
Tmpuesto n los Réditos, de fecha 28 de junio de 1939. por 1a 
cual se le aplica una multa de $ 807,67 m/n. de e/l. f reso- 
lución que ha sido confirmada por la de septiembre 28 de 1939, 
pura que por las consideraciones de heebo y de derecho que 
expondrá, sea revocada, o que, en su defecto, se reduzca a sus 
justos límites. 

1 lochos : V El 24 de octubre de 1938 presentó al Distrito 
San Juan las declaraciones juradas correspondientes a los añoa 
1932 al 1937 inclusive, las que fueron confeccionadas por el 
compareciente según su leal saber y entender. 2») Que esta 
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forma de declaración se ha hecho siempre desdo el 1* de enero 
de 1932 al 31 de diciembre de 1938, 3') Que a partir desde 
esta última fecha, el nuevo decreto reglamentario dispone en 
fiu art. 152 que los formularios que se firmen deberán ser bajo 
la siguiente expresión: "Afirmo que h confeccionado este 
formulario sin omitir renta alguna y cou la fiel expresión 
de la verdad". Que esto variación fundamental se debe a que 
el Poder Ejecutivo considera a la Dirección General del Tm- 
paesto a los Réditos en período de organización y que se ha 
querido amenguar en parte las declaraciones de los contri- 
buyentes dadas las dificultades de comprensión, máxime en las 
personas modestas como el compareciente. 4*) Que cumplió 
entregando sus declaraciones en formularios 127 y aportó los 
datos que tenía a la mimo, ya que no tiene contabilidad y los 
comprobantes (pie posee son incompletos. 5*) Que c) 14 de 
noviembre de 1938 en el Distrito San .Tunn a donde había 
nido citado fué atendido por el empleado Sr. Sánchez Coll, 
quien le presentó a la firma tos formularios 1*27 A — que son 
exclusiva mente par» la Dirección, en los cuales se le liquida 
un impuesto de $ 2.449,10 m/n., que correspondía a los años 
1932 al 1937 inclusive. Que ante tal enormidad de impuesto, 
manifestó a dicho empleado su disconformidad quien le ron- 
testó que tratándose de mía estimación de oficio que firmara 
los formularios y presentara el recurso de reconsideración, lo 
que hizo dentro d<» los términos lejiales, el H de noviembre de 
1939, diciendo que en sn presentación no puede considerarse 
como \m recurso de reconsideración, por cuanto no existe es- 
timación de oficie porque las declaraciones que ól firmó que- 
dan firmes mientras no las rectifique de acuerdo con el art. 10, 
ultimo apartado de la ley 11.G83 — texto ordenado. O} Que 
Be instruyó sumario y le aplican una multa de $ 807.67 y la 
confirman definitivamente el 28 de septiembre de 1939. 7') 
Que se ha presentado al Distrito San Juan con nuevos formu- 
larios que rectifican Ioh presentados anteriormente y que según 
la liquidación que ha efectuado a su leal saber y entender el 
impuesto que adeuda es de $ 591,04 m/n., que depositará en 
oportunidad en el Banco de la Nación Argentina a la orden de 
la Dirección General del Impuesto a los Réditos. Que para 
ello ha tenido en cuenta que la Delegación Mendoza en sus 
resoluciones del 9 de mayo y 28 de junio de 1939 ha esta- 
blecido que no existe estimación de oficio y que como impuesto 
líquido no eatá abonado por estar en discusión, atendiendo a 
la indicación de la Delegación de Mendoza y a las disposiciones 
▼¡gentes, porque en las declaraciones presentadas el 14 de 
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noviembre de 1939, existen errores evidentes de cálculos y 
concepto, como también se ha omitido admitir pastos habidos 
en lo que respecta a su propiedad. Con respecto al derecho, 
alega lo siguiente: 1») Que sus declaraciones presentadas el 
24 de octubre de 1938 daban por resultado, que él no era 
contribuyente; y que como las que fueron confeccionada por 
el Distrito H¡m -Juan el 14 de noviembre de 1938, estaban en 
recurso y en discusión legal el impuesto liquidado, éste no 
fué papado ni requerido su pago en ni n puna forma. 2») Que 
con su presentacióon nueva al Distrito San Juan de acuerdo 
con el último apartado del art. 10 de la ley 11,683 — texto 
ordenado — , ese impuesto queda anulado han* a que la Direc- 
ción General disponga la inspección correspondiente y efec- 
túe la estimación de oficio. 3') Que habiendo sido aplicada la 
multa de $ 807,67 m/m, en base de la equivalencia de 1/3 
de tanta por el impuesto declarado errónea mente, la misma 
queda sin efecto legal por los siguientes conceptos; 1') Por- 
que parte de esa multa ha sido aplicarla sobre impuesto per- 
teneciente a los años 1932 y 1933, multa e impuesto qne están 
preseriptos en la actualidad (art. 23 de la ley 11.683) citada 
y establecido por sentencia del Juzgado Federal de Mendo- 
za. 2") Porque el resto de la multa debe quedar sin valor 
legal, por cuanto el impuesto liquidado por los años 1934 al 
1937, no ha sido pagado y rectificado su importe como lo 
expresa el punto IV de esta demanda. 3*) Porque la Dele- 
gación Mendrza en su resolución de septiembre 28 de 1939 
dice que si bien la acción del Pisco se encuentra prescripta 
para exigir el gravamen de los años 1932 y 1933. no ocurre 
lo mismo con respecto a las multas, en virtud de que en aten- 
ción al carácter penal que ellas revisten, las nuevas infrac- 
ciones interrumpen la prescripción. 4") Que a este respecto 
debe tenerse presente las disposiciones de los arta. 2 y 3 de 
la ley 11.585. Termina pidiendo que se le tenga por pre- 
sentado y por iniciada esta demanda contenciosa, contra las 
resoluciones de la Delegación Mendoza de fechas 9 de mayo. 
28 de junio y 28 de septiembre de 1939. Que se revoque la 
multa aplicada, o se reduzca a sus justos límites, de acuerdo 
al impuesto resultante según declaraciones rectificadas qne se 
han presentado al D- atrito fían Juan, de acuerdo con el úl- 
timo apartado del art. 10 de la ley 11.683 —texto ordenado—. 
Que se recaben los expedientes administrativos y anteceden- 
tes generales. Que se abra el presente juicio a prueba. Que 
deja establecido y planteado el recurso extraordinario para 
ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación, para el caso 
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que el fallo de última instancia le sea desfavorable, por viola- 
eión de los arts. 18, 17 y 86, inc. 2» de la Constitución Nacional. 

Que por decreto de fs. 4 se le tuvo por presenta Jo a don 
José Pila y se recabaron los ñutos de la Delegación Mendoza 
del Impuesto a los Réditos, con los que una vez recibí ios se dio 
curso a la demanda por decreto de fs, 77» confiriendo traslado 
al Sr. Procurador Fiscal, el cual lo contestó de fs. 80 a fs. fl3, 
pidiendo el rechazo de la demanda con costos y la confirma- 
ción de la resolución recurrida. 

Fundando su contestación expresa: 1') Que con respecto 
al monto del impuesto establecido en las decía raciones juradas 
presentadas el 14 de noviembre de 1938, la impugnación no 
es viable por el momento, ya que no obstante que el impuesto 
ha sido papado en forma compulsiva el *23 de octubre de 1939 
(Juicio de apremio iniciado por la Dirección) no se ha llenado 
la exigencia establecida en el art. 41 de la ley 11.B83 — texto 
ordenado — que impone al interesado, además del pago, como 
medida previa, interponer reclamación administrativa, único 
camino para dejar expedita la vía judicial. 2 9 ) Que no obs- 
tante se referirá también a las cuestión que el señor Pila 
formula con respecto a la verdadera cifra de su rédito. 3») Que 
el señor Pila afirma que su ganancia cierta es la denunciada 
el 1(5 d<* octubre de 1039 y que de acuerdo al art. 10 de ta 
citada ley 11.683. esta declaración anula el impuesto determi- 
nado con fecha 14 de noviembre de 1938. Que la simple lec- 
tura del último a parlado del art. 10. evidencia el error en que 
incurre el señor Pila. 4 o ) Que en el presente caso, la Dirección 
de Réditos, no sólo no ha admitido la rectificación, sino que ha 
ejecutado al contribuyente por el importe que arrojan las de- 
claraciones que se pretende desautorizar. ñ") Que con respecto 
a la calificación de estimación de oficio con que el señor Pila 
hace referencia a las declaraciones confeccionadas el 11 de 
noviembre de 1038, a pe*ar de que actualmente no hace una 
cuestión de ello, ya que al encarar su caso aceptó lo establecido 
oficialmente por la Delegación Mendoza, en sus resoluciones 
del 9 de mayo y 28 de junio de 1930, conviene destacar lo 
que sobre el punto dispone el art. fí> de la ley 11.(583 - texto 
ordenado — cuando se refiere a la estimación de oficio como 
un procedimiento esperial letiislndo pura los distintos casos que 
enumera, pero que en síntesis pueden concretarse en la si- 
(ruicnte forma: a) sustitución de la persona del contribuyente 
en su obligación de establecer su rédito, por lo que resuelva 
sobre el punto la Dirección, quien impone su decisión a tra- 
vés de todo un procedimiento legal con plazos, notificaciones y 
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recursos establecido» en los arts. 6, 8, 35 y 42 de la misma ley, 
6*) Que en el presente caso, no hay tales hechos. Que el con- 
tribuyente en colaboración con el personal del Distrito San 
Juan, formuló declaraciones juradas y dió su conformidad 
al firmar las mismas. Que las circunstancias de que poste- 
riormente huya formulado objeciones de dichas cifras no pue- 
den destruir la anterior y por su solo criterio, lo ya estable- 
cido. Kn cuanto a la procedencia de la multa, expresa que 
corresponde determinar si son o no inexactas las primeras 
declaraciones juradas presentadas con fecha 1» de octubre de 
1038. Que a su juicio son inexactas y que en cualquiera 
de los casos hay omisión de Pila en la denuncia de sus rentas» 
ya sen que se contengan con las cifras que discute el intere- 
sado como ciertas (14 de noviembre de 1038) como con las 
que él presenta con posterioridad afirmando que son las reales 
(16 de octubre de 1939). Que por tanto es evidente la infrac- 
ción y por ello es procedente la aplicación de sanciones admi- 
nistrativas fundadas en las disposiciones del art. 18 de la ley 
11.683, cuyo texto cita. Que por lo que respecta a la prescrip- 
ción, por que respecta al porcentaje de la multa que enrres- 
ponde a los años 1032 y 1033, manifiesta que es exacta la cita 
legal mencionada pero es errónea su aplicación al caso Que 
no se discute que transcurridos cinco nños sin imponer una 
multa prescriba la acción para aplicarla posteriormente Que 
lo que en el expediente administrativo se afirma, es qne la 
comisión de nuevas infracciones por parte de los contribu- 
yentes horra el término de prescripción transcurrido a su fa- 
vor, desde la cnmis : ón de la primera y ello se basa en el 
carácter penal que revisten las sanciones, Qne esta doctrina 
e^tn legislada en el art. 67 del Código Penal, disposición apli- 
eublc a las multas (O. del F.. t. 70, p. 23f>). Que el argu- 
mento expuesto en el punto b) de la demanda, actualmente ha 
quedado sin valor, porque la Dirección enn posterioridad exi- 
gió el ingreso del impuesto, ejerciendo su derecho de intimar 
el pago de la suma resoltante de las declaraciones juradas 
firmadas por el interesado el 14 de noviembre de 1038 y no 
admitiendo las rectificaciones que pretendió establecer por su 
euenta el señor Pila el 16 de octubre de 1030, fundándose en 
una interpretación del art. 10 de la ley 11.683 — texto or- 
denado — qne califica de errónea. Termina pidiendo el rechazo 
de la demanda con costas. 

Que abierta la causa a prueba por decreto de fs. 83 se 
produjo por ambas partes, según lo ha certificado el actuaría 
a fs. 88. 
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Que puesta» lo» autos a la ofician, reclamó de esta pro- 
videncia la parte aetura y estando con ello conforme el Sr. 
Procurador Fiscal, se designó audiencia para que la» parte* 
pudiesen infonnar, haciéndolo la parte actora con el escrito 
de fs. 94 a 95, llamándose loa autos para sentencia a fs. 
95 vta. Y 

Considerando : 

Que a raíz de una notificación efectuada por la Direc- 
ción (¡enenil del Impuesto a los Kéditos el 21 de junio de 1938, 
presentó don José Pila declaraciones juradas de sus réditos 
por los años 1032 a 1937 inclusive — fs. 11 a 23 vta. 

Que con postprioridad y por intermedio de la Oficina 
de Réditos Distrito Sun tfuan. se rectificaron las citadas de- 
claraciones firmando el interesado de conformiiHid las liqui- 
daciones practicadas, según constn de fs. 31 a 33 de estos autos 
operaciones eftetuadas el 14 de noviembre de 1938. 

Que en atención a las diferencias que arrojan las segun- 
das declaraciones juradas sobre las primeras que presentó, se 
aplicó ana mnlfa a don José Pila de $ 807.fi7, equivalente a 
1/3 del tanto del impuesto omitido en los años 1933 a 1937 
inclusive. Véase resolución de junio 28 de 103H que obra 
a fs. 53. 

Que recurrida por reconsideración por parte del señor 
Pila con su escrito de fs. 5(i a 57 fué mantenida por ta Dele- 
gación (Mendoza), en su resolución de septiembre 2S de 1939 , 
a fs. 58. 

Que de esta resolución don José Pila ba recurrido ante 
este juzgado interponiendo demanda contenciosa administra- 
tiva, de conformidad a lo dispuesto por el art. 42 de la ley 
11.683 —texto ordenado—. 

Que cabe tener en cuenta, como lo hace .lotnr la Dele- 
gación Mendoza, que del expediente administrativo, surge que 
las declaraciones que corren a«r rogados de fs. 14 a 23 y que 
llevan fecha octubre 24 de 1938. lian sido presentadas con 
posterioridad y como una consecuencia de la notificación díí 
la Dirección que lleva el N° 04558 — que es de fecha 21 de 
junio do 1938. 

Que las citadas declaraciones arrojan quebranto y por 
ello denuncian una prnn diferencia con las que obran de fs. 31 
a 32, correspondientes a los mismos años y que llevan también 
la firma del actor, bajo la declaración de que son el reflejo 
exacto de su situación impositiva. 

Que la diferencia entre aquéllas y estas declaraciones sur- 
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ge entre otras cosas de haber consignado en las primeras moa- 
tos de venta inferiores en casi el 50 p /o a las que realmente 
efectuó el señor Pila; según las declaraciones citadas en se- 
gundo termino que llevan su Tirina. Que esas cifraa repercu- 
tieron en la renta declarada, a tal punto, que de un beneficio 
neto imponible de mas de ¡jí 40.000, en los seis anos, había 
declarado originariamente más de $ 19,000 m/n. de quebranto. 

Que también proviene esa diferencia, de haber descontad» 
en el año 193Ó, como gastado cu reparaciones de un inmueble 
más de $ 9.000 ni/n., que en realidad fueron invertidos en 
mejoras, cuya deducción no procede por expresa disposición 
del art. 24. inc. h) de la ley U.682 — texto ordenado (art. 21, 
lejf Í1.C521 que dispone que no se admitirán deducciones por 
las sumas in . ^rtíflus on a Oficios nuevos o mejoras permanen- 
tes que aunicinen el valor de los bienes, maquinarias o ins- 
talaciones. 

Que los licebos denunciados constituyen indudablemente 
infracción punible, por cuanto las diferencias apuntadas, no 
pueden conceptuarse como errores excusables, ya que su na- 
turaleza y cuantía demuestran una ocultación destinada a 
eludir el impuesto. 

Que de conformidad con lo dispuesto en los acápites 
— tercero y cuarto del art. 10 de la ley ll.u'83, texto orde- 
nado — la Dirección podrá verificar en cualquier momento lo 
declarado o el cumplimiento de las demás disposiciones de esta 
ley y de las de los impuestos, inspeccionando libros y docu- 
mentos de contabilidad y otros elementos de juicio; e igual 
medida podrá disponer contra el que se ocultase o negase a 
declarar o con los terceros si la indagación es necesaria para 
la investigación de infracciones en el curso de un sumario o 
para establecer el monte de los réditos o transacciones del con- 
tribuyente. Que las constancias de dichos exámenes serán 
extendidos en actas que servirán de prueba en los juicios 
respectivos. Que las declaraciones juradas entregadas a la 
Dirección se tendrán por firmes de parte del declarante, pero 
bc admitirán rectificaciones en caso de evidentes errores de 
cálculo o concepto, siempre que no se produzcan a raía de una 
inspección efectuada o iaminetite, sin observaciones de parte da 
la Dirección o denuncia presentada. 

Que de ello se deduce que las declaraciones juradas pre- 
sentadas con fecha 14 de noviembre de 1938 están firmes f 
son únicamente modificadas medíante el procedimiento fijado 
por la ley — art. 41 o sea el recurso que en el presente no se 
ha ejercitado de acuerdo con la ley. 
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Que las diferencias examinadas no pueden justificarse ni 
menos quedar impunes, invocando cambios en ¡a forma de ju- 
ramento, pues, mu una u otra, el señor Pila siempre debió 
declarar la verdad de su renta. 

Conforme a los antecedentes parlamentarios de la discu- 
sión de la ley I1.5SÜ. surge que sus disposiciones son aplica- 
bles ñ los casos pertinentes de todas las leyes de i m puesto y 
en consecuencia también a las in fracciones poí las leyes de 
impuesto a los réditos, pero es indudable que en todo aquello 
que no este legislado especialmente por la ley 11.5S5, es su- 
pletoriamente aplicable el Código Penal. 

• Que es indudable que no es procedente la multa con res- 
pecto a los años 103*2 y 1933, por estar proscripto a su res- 
pecto el impuesto y no puede haber infracción con respecto 
a aquellas obligaciones que el Fisco ha perdido el derecho a 
cobrarlas. 

Que por ello, a juicio del suscripto, hi multa aplicada por 
la Dirección, debe ser reducida proponionalmentc. 

Que el actor plantea en su alegato dos cuestiones de que 
el infrascripto -paso a ocupa rse. 

1* Que debe aplicarse el art. lo de la ley 11.683 y no 
el 18. 

Que a juicio del suscripto, el art. 18 es el aplicable pues, 
éste se refiere a cuabpiíer falsa declarar ión, acto u omisión 
que importen una violación a lo es presado en la ley 11.(183, 
que es lo cpie ha ocurrido en el sub jutticv, dadas las impor- 
tantes diferencias, entre unas y otras declaraciones juradas, 
mientras que el art. 16 de la misma ley se refiere a simples 
infracciones a las disposiciones de la í v y a loa reglamentos 
que dictare el Poder Ejecutivo, a las infracciones impartidas 
por el Consejo de la Dirección General del Impuesto a los 
Réditos, que por cierto no tienen la gravedad del presente 
caso. 

2* euestióa: que el Jefe de la Delegación no está facul- 
tado para imponer multa. 

El infrascripto en numerosos casos resueltos se ha pro- 
nunciado sobre este punto, de acuerdo con la jurisprudencia 
sentada por la Corte Suprema fie Justicia de la Nación, en 
especial en el caso resucito el lo de diciembre de 1ÍJ40, en la 
causa "Cardinale contra Dirección General del Impuesto 
a los Réditos, según la cual, el decreto del Poder Ejecutivo, 
por el cual se faculta a los Jefes de Delegación, para actuar 
como jueces administrativos, no es repugnante a ningún prc- 
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cepto constitucional; a los considerandos de esc ilustrado fallo, 
se remite el infrascripto brevitatis causa. 

Por estas consideraciones resuelvo: Modificar la resolu- 
ción de la Delegación Mendoza del 28 de junio de 1939, que 
obra a fs. 53 de estos autos, cu eunnto al monto de la multa 
que ella impone a don José Pila, la que se reduce a la suma 
de $ 538,44 m/n., confirmándosela en lo demás que ella con- 
tiene. Pagúense las costas producidas ante este juzgado en el 
orden causado. Trnnseríbnse en el Libro de Resoluciones res- 
pectivo y hágase saber. Repóngase el sellado en la proporción 
que corresponda. — Juan P, Ticrney. 



Sentencia de la CXhaha Federal 

Mendoza, febrero 18 de 1943. 

Y vistos : 

Los cutos N* 5016-P-117, caratulados :. "José Pila contra 
Dirección (leneral del Impuesto a los Réditos, por recurso 
contencioso administrativo", venidos del Juzgado Federal de 
San Juan —Expíe. N» 5116—, a virtud de los recursos de 
apelación y nulidad interpuestos a fs. 104 vta. y 107, respecto 
a la sentencia de fecha 28 de septiembre del año 1942, co- 
rriente a fs. 98-104 vta., por la que se resuelve: "Modificar la 
resolución de la Delegación Mendoza del 28 de junio de 1939, 
que obra a fs. 53 de estos autos, en cuanto al monto de la multa 
que v Au impone a José" Pila, la que se reduce a la suma do 
$ 538,44 m/n. i confirmándosela en lo demás que ella contiene. 
Pagúense las costas producidas ante este Juzgado en el orden 
causado"; y 

Considerando í 

En cuanto al recurso de nulidad: 

Este recurso no ha sido fundado, correspondiendo por lo 
tanto tenerlo por desistido, de acuerdo a lo resuelto reite- 
radamente por el Tribunal, en casos análogos. 

En cuanto al de apelación: 

Se recurre por el actor de una resolución de la Dirección 
General del Impuesto a los Réditos, de fecha 28 de junio de 
1939, confirma.la por otra de 28 de septiembre del mismo 
año, por la cual se le impone una multa de $ 807.67, equiva* 
lente a 1/3 del impuesto omitido durante los años 1932 a 
1937 inclusive. 
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Resuelta la cuestión planteada por la sentencia de fs. 98, 
se modifica la multa impuesta por la Di reo. Oral, de Impuesto 
a los Réditos reduciéndose la misma a 1» suma de $ 538,44 ni/n. 
por considerar que la multa correspondiente a los años 1932 
y 1933 se encuentra preseripta; resolución que es apelada por 
ambas partes, solicitando el Í3r. Fiscal de Cámara que se revo- 
que la sentencia en cuanto reduce el monto de la multa apli- 
cada por la Dirección General de Impuesto a los Réditos, y 
sin que el actor haya fundado su recurso en esta instancia, 
ni expresado los agravios que le causa la sentencia. 

En cuanto a la prescripción de la multa correspondiente 
a los años 1932 y 1933, que la sentencia declara operada por 
estar preseripto el impuesto corres poudientc a esos años, es 
de tener presente que, si bien desde que se cometió la in- 
fracción, transcurrió el plazo de cinco años fijado por el art. 
23, ine. b> de la ley 11.683. en el cuso de autos el contribu- 
yente lia cometido nuevas infracciones al no ingresar oportu- 
namente sus réditos por el período 19324938. hasta después 
de la resolución de 28 de septiembre de 1939, por lo que la 
prescripción *e ha interrumpido y por lo tanto no ha podido 
operarse, de acuerdo a la regla contenida en el art, 67 del 
Código Penal, Así lo ha resuelto también este Tribunal en 
sentencia dictada en autos: N" 3908- A-88, "Josó Adid v. Di- 
rección (lem-ral del Impuesto a los Réditos, i>or demanda con- 
tenciosa administrativa'*, confirmada por la Corte Suprema 
de la Nación. 

Que en atención a lo que antecede, la multa aplicada por 
la resolución de referencia, es procedente en su totalidad. 

Que en cuanto a la apelación del actor, el Tribunal se 
remite en un todo a la semencia apelada, cuyos fundamentos 
no lian sido rebatirlos. 

Por estas consideraciones y las demás concordantes de la 
sentencia recurrida, se la confirma, modifica míasela solamente 
en cuanto al monto de la mulla, la que se eleva a la suma do 
t 807,67 ro/n., de acuerdo a la resolución confirmatoria de la 
Dirección General de Impuesto a los Réditos de fecha 28 de 
septiembre de 1939. — J. Vera Valle ja. — José B. Rodrigues 
Saó. — Agustín de la Reta, 
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Buenos Aires, 27 tic agosto do 1943. 

Y vistos: El recurso extraordinario deducido por 
José Pila contra la sentencia dictada por la Cámara 
Federal de Apelación de Mendoza, eu la demanda con- 
tenciosa que sigue eoutra la Dirección Oeneral del Im- 
puesto a los Réditos. 

* ¿a 

Considerando : 

Que la Delegación de Mendoza de Ja Dirección Ge- 
neral del Impuesto a los iíéditos le impuso al recurrente 
una multa de $ 807, G7 m¡n. r equivalente a un tercio de 
tanto del impuesto omitido por los años 1932 a 1937, 
aplicando el nrt. 18 de la ley 11.683, 

Que el recurre: 1 . te dedujo la correspondiente deman- 
da contenciosa y como la sentencia recurrida mantiene 
la multa impuesta interpone recurso extraordinario, 
que le lia sido bien concedido, fundado en que os apli- 
cable la multa mas benigna del art. 1G do la ley 11.683 
y no la del 18, y en que estando proscriptos los impues- 
tos por los años 1932 y 11)33 no procede tenerlos en 
cuenta para la aplicación de la multa. 

Que ha quedado establecido en la sentencia de pri- 
mera instancia, a cuyos fundamentos se refiere la de 
segunda en lo pertinente, que en las declaraciones pre- 
sentadas por el recurrente el 14 de noviembre de 1938 
por los réditos correspondientes a los años 1932 a 1937 
había consignado montos de ventas inferiores en tasi 
el 50 % a las realmente efectuadas, a tal punto que de 
un beneficio neto imponible de m:is de cuarenta mil 
pesos en los seis años había declarado originariamente 
un quebranto de más de diez y nueve mil pesos que 
constituyen, dice textualmente la sentencia, "infracción 
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punible, por cnanto las diferencias apuntadas, no pue- 
den conceptuarse como errores excusables, ya que su 
naturaleza y cuantía demuestran una ocultación desti- 
nada a eludir el impuesto". 

Que las dos cuestiones debatidas lian sido ya re- 
sueltas por la Corta. Ha establecido que el art. 16 de 
la ley 11.683 pena las infracciones a las disposiciones 
de la ley, de los reglamentos, la* instrucciones imparti- 
das por el Consejo de la Dirección General y las dispo- 
siciones administrativas de los gerentes, y el art. 18 las 
falsas declaraciones, actos u omisiones que importan 
violación de la Ley realizadas con dolo y plena delibera- 
ción de defraudar; Palios: 193, 11M, 371, Ha estable- 
cido que la infracción consistente en uua falsa declara- 
ción se comete al presentar ésta ante la autoridad co- 
rrespondiente y desde esa fecha corre él término para 
la prescripción. Fallos: 195, 5G y los allí citados. 

Que en consecuencia, y dadas las conclusiones de 
hecho y prueba a que llega la sentencia recurrida, ir ve- 
visibles por la Corte, la resolución de la causa se ajusta 
a la ley y a la jurisprudencia del Tribunal. El recurrente 
insiste en (píe el impuesto por los anos 1932 y 1933 no 
puede ser tomado en cuenta para graduar la multa por 
estar proscripto; se olvida que para no pagarlo no 
invocó la prescripción formulando, en cambio, la falsa 
declaración constituyente de la infracción imputada. 

Por estos fundamentos se confirma la sentencia 
apelada de fs. 115 en cuanto ha podido ser materia del 
recurso. Notifíquese y devuélvanse, debiendo ser re- 
puesto el papel en el juzgado de origen. 

Robeiíto Refetto — Antonio 
Sagarna — B. A. Xazar 
Anchorena — F. Ramos 
Mejía* 
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PASTORA It. VREYS DE MOLINA VI DE LA v. MAXIMO 

A. MOLI XA VIDELA 

JURISDICCION: Acción personal 

El juez del domicilio conyupal y no el del hipar al que, 
por razones de salud y eon .lutorizaeión de su marido, se 
trasladó la esposa que se negó a retornar al hogar, es el 
competente para conocer en el juicio sobre alimentos de- 
ducido por ella. 

Dicta mex t»el Procukador Genehal 
Suprema Corte. 

La presente contienda de competencia para cono- 
cer en la causa que sobre alimentos sigue Doña Pastora 
Ramona Vrcys de Molina contra su esposo Don Máximo 
Arturo Molina Videla, ha quedado trabada entre un 
Juez de Primera Instancia en lo Civil de la Capital Fe- 
deral y otro de igual clase de La Rioja. Corresponde a 
V, É. dirimirla, atento lo dispuesto por el art 9 de la 
ley 4.055. 

La fecha en que la inhibitoria fué solicitada por el 
esposo ante el Juez de La Rioja demuestra que la cues- 
tión fué planteada oportunamente (fs. 8 vía, del expo- 
diente respectivo). 

En cuanto al fondo del asunto, ha quedado estable- 
cido en los dos expedientes traídos a conocimiento de 
V. E, que los esposos tuvieron en Clñlecito (La Rioja) 
su domicilio conyugal hasta que la aetora se trasladó 
a Buenos Aires para hacerse atender de una enferme- 
dad; todo ello con autorización de su marido, quien con- 
tinuó viviendo en Chilecito donde desempeñaba desde 
el año 1012, y aun desempeña, el cargo de profesor en 
la Escuela Normal Nacional de esa ciudad. 
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lia esposa, que ao regresó a C'ilecifo y continúa 
viviendo en Buenos Aires con los dos hijos menores, ha 
demandado por alimentos ante esta jurisdicción a su 
marido afiru indo que este no le presta ahora ninguna 
ayuda. Por su parte el demandado ha manifestado en 
la inhibitoria ante el Juez de La Rioja que su esposa so 
niega a reintegrarse al hogar en Chilecito. 

El conflicto jurisdiccional ha quedado planteado en 
razón del distinto domicilio conyugal que los jueces 
atribuyen a las partes en litigio. 

La decisión del caso no ofrece dificultad en mi 
opinión. Bastaría para ello atenerse a lo que establecen 
los arts. í)0 f inc. 0, del Código Civil y 53 de la Ley de 
Matrimonio Civil para evidenciar que la esposa, sin 
perder su domicilio conyugal en Chilecito ha podido es- 
tar autorizada por el marido para vivir en Buenos 
Aires. 

En cuanto al viaje de los esposos a esta Capital, 
dado su carácter accidental a objeto de atenderse la 
actora de una enfermedad, nunca podría importar un 
cambio de domicilio; faltaría la permanencia habitual 
exigida por el nrt. 92 del Código Civil. Aun en este su- 
puesto, al domicilio conyugal se habría mantenido, pues, 
en Chilecito en razón de las funciones públicas? desem- 
peñadas por el esposo (art. 00, inc. 1% de dicho Código). 

Las razones preindicadas me inducen a opinar que 
el conocimiento de la presente cansa corresponde por 
su naturaleza al Juez en lo Civil de La Rioja por ser 
el juez del mencionado domicilio. — Buenos Aires, 
agosto 5 de 1943. — Juan Alvares. 
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Buenos Aires, 27 de agosto de 1943. 
Autos y Vistos: 

Por los fundamentos del precedente dictamen del 
señor Procurador de la Corte, y íe acuerdo con lo dis- 
puesto por los arts. 90, inc. 9* del Código Civil y 53 de 
la ley de matrimonio, se declara que es juez competente 
para conocer en el juicio do alimentos el que correspon- 
de al domicilio del esposo, es decir, el de La Rio ja, a 
quien se remitirán los autos, haciéndose saber en la 
forma de estilo al de 1* Instancia en lo Civil núm. 4 
de esta Capital. 

Roberto Bepetto — Antonio 
Sagauna — B. A. Nazab 
Anchorena — F. Hamos 
Mejía. 



Año 1943 — Setiembre 



ELISA SCIIEIDLER I>E AVELLANEDA v. NACION 

ARGENTINA 

ACTOS ADMINISTRATIVOS. 

El P. E. no puede sin violar los arta. 17 y 18 de la Consti- 
tución Nacional, dejar sin efecto un decreto regular que 
acordó beneficios a un marino o militar, pero puede 
demandar su nulidad ante los tribunales de justicia, den- 
tro de los plazos legales (*), 

PRESCRIPCION; Interrupción. 

El decreto del P. E. que promueve a un militar al grado 
inmediato superior en virtud de lo dispuesto en el art. I 9 
de la ley 11.268 y manda liquidar el sueldo de su nuevo 
grado de acuerdo n los respectivos presupuestos, y la orden 
de pago subsiguiente expedida en cumplimiento de aquél, 
dejan sin efecto la prescripción de la acción para reclamar 
dicho pago, que comienza a correr nuevamente desde la 
fecha de esa orden ( 2 ), 

PRESCRIPCION: Prescripción de acciones en particular. Civü. 
Acciones prescriptible». 

La prescripción de la acción para cobrar una deuda de 
acrecimiento sucesivo y periódico, capitalizada mediante 
una orden de pago, no e« la quinquenal prevista en el art. 
4027, inc. 3', del Código Civil, sino la decenal del ar- 
tículo 4023 (*). 



(i) 1* de setiembre áe 1943. Pullos; 178, 427; 180, B39; 181, £24; 
182, 57; 186. 301. 

(3) Folio*: 195,488. 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 
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PRESCRIPCION: Prescripción de acciones en particular. Civil. 
Accione» prescriptibles. 

Prescribe a lo* cinco años el derecho al cobro de la suma 
que por decreto se reconoció adeudar en concepto de 
cuotas atrasadas de una pensión y al de las que vencieron 
Ulteriormente (*). 

EJERCITO NACIONAL. 

El art, 16 del presupuesto de 1929, suprimido en el de 
1932, no fué una disposición de carácter permanente; no 
alteró el régimen del retiro militar, ni incorporó ningún 
elemento nuevo de juicio o requisito para acordarlo; sólo 
importó la autorización de un gasto equivalente al aumen- 
to de los haberes, subordinado, por su naturaleza, a la 
duración del presupuesto ( 2 ). 

CESION DE DERECHOS. 

La cesión parcial de haberes de pensión correspondientes 
al ceden te en virtud de lo dispuesto por la ley 11.268 es 
absolutamente nula y violatoria de los arta. 9, tít. IV, de 
la ley 47U7 y 1449 del Código Civil, y ello puede declararse 
de oficio por los tribunales. 



MIGUEL IÍOLZMANX Y OTRA 

RECriiSO. EXTRAORDINARIO: Cuestión federal. Caso». Atttori- 
d¡td Xúcionat. — Sfutentia defiaUivtt. 

La segunda sentencia pronunciada por el tribunal supe- 
rior de .a causa a raíz do lo ordenado por la Corte Supre- 
ma al revocar la anteriormente dictada por aquél, es revi- 
sable por medio del recurso extraordinario aunque no 
decida cuestión federal distinta de las contempladas en 
dicho falto revocatorio, siempre que se alegue y se demues- 
tre que se aparta del derecho d- el arado por la Corte y no 
se limite a aplicarlo con arreglo a las circunstancias de 
hecho que considere probadas en autos. 



£i) Fallos: ÜT, 2T6. 
(*) Pililos: 190, 423. 
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RECURSO EXTRAORDINARIO: Cuestión federal. Relación directa. 
Es improcedente eí recurso extraordinario contra la sen- 
teneja que se limita a aplicar el derecho declarado por la 
Corte Suprema en su decisión revocatoria, fundado por el 
apelante en que la aplicación retroactiva de la doctrina 
estableeida por dicho tribunal es violatoria del art. 18 de 
la Constitución Nacional. 



Dictamen i>el Procurador General 
Suprema Corte; 

A partir del fallo dictado por V. E, a fe. 812 (191; 
207 J, quedaron resueltas las diversas cuestiones plan- 
teadas acerca de la validez o Ja interpretación a darse 
a las leyes y decretos que la parte querellada invocaba 
para sostener que los hechos materia del proceso no 
importaron infracción. No es posible reabrir ahora nue- 
vamente el debate a ese respecto. 

Devueltos los autos para que, con arreglo a tal in- 
terpretación, se dictara nuevo fallo, la Cámara Fede- 
ral resuelve (fs. 974) ; 

a) Dejar sin efecto el sobreseimiento dictado a 
fs. 909 por el Sr. Juez a quo, ordenando vuelva la cau- 
sa a primera instancia, a fin do que se lleven adelante 
los procedimientos en lo relativo al delito de contra- 
bando. 

b) Confirmar, con una pequeña modificación, la 
resolución administrativa de fs. 46 que impuso pago 
de derechos fiscales sobro las alhajas secuestradas y 
ademfis, las declaró caídas en comiso. 

Respecto de lo primero, el recurso es inadmisible 
por cuanto no existiendo todavía sentencia firme, no 
habría podido llegar la oportunidad de revisión por 
V. E. (art. 14, ley 48). 

En cuanto a lo segundo, tampoco la precitada sen- 
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tencU do fs. 974 es susceptible de recurso extraordina- 
rio, pues contiene fundamentos de hecho 7 prueba su- 
ficientes para sustentarla. Me refiero a la declaración 
que allí se hace de no estar probado que fueran de uso 
personal de tos recurrentes las aludidas allí ajas. 

Tal calificación, hecha por el tribunal apelado en 
aso de facultades propias, hace innecesario analizar 
cualesquiera otras e»' ostiones federales que puedan re- 
sultar introducidas o decididas en la causa, pues el 
fallo que sobre tales cuestiones dictase V. E. tendría 
carácter puramente abstracto. En otros términos, lo 
resuelto por la Cámara Federal a base de dieha califi- 
cación, no puede motivar intervención de esta Corte. 

Correspondo, pues, declarar bien denegado el re- 
curso a fs. 987 vta, de los autos principales, y así lo 
solícito. Buenos Aires, agosto 24 de 1943. — Juan Al- 
vares, 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 1* de setiembre de 1943. 

Y vista la precedente queja caratulada "Recurso 
de hecho deducido por los recurrentes en los autos 
Holzmann Miguel y Ilolzmann Anastasia Balabauoff 
de f contrabando" para decidir sobre su procedencia. 

Y considerando: 

Que en ejercicio de las facultades que otorga el 
art. 16 de la ley 48, es posible revisar por la vía del 
recurso extraordinario la segunda sentencia del tribu- 
nal superior de la causa, dictada a raíz de lo ordenado 
en oportunidad de la primera intervención en el juicio 
de esta Corte, aun en el supuesto de que el nuevo pro- 
nunciamiento no decida cuestión federal alguna distinta 
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de las contempladas en el fallo revocatorio —Fallos: 
189, 292 y los allí citados—. 

Poro es indispensable al efecto, por razón del ob- 
jeto del nuevo recurso, de asegurar el imperio de las 
resoluciones del supremo tribunal federal, que se ale- 
gue y demuestre que la segunda sentencia de la cáma- 
ra apelada se aparta del derecho declarado por la do 
esta Corte, porque si aquélla se limitara a su aplicación 
de acuerdo con la prueba acumulada en los autos, el 
nuevo fallo versaría solamente sobre puntos de hecho, 
ajenos a la jurisdicción extraoruinaria. Tratarías^ en 
efecto, de un supuesto similar al de las resoluciones 
posteriores a la sentencia definitiva de la causa, res- 
pecto de Jas cuales la intervención de esta Corte no se 
justifica sino excepcionalmente, cuando lo decidido ex- 
cede claramente los límites de una razonable ejecución 
de aquélla —Fallos ¡ 190, 139 y 301 ; 194, 40 entre otros—. 

Que la consideración de las cuestiones propuestas 
en el escrito cu que se interpuso el recurso extraordina- 
rio — fs. 986 de los autos principales— a los que debe 
limitarse ahora el pronunciamiento de esta Corte —Fa- 
llos: 185, VI y 151; 186, 330; 189, 91— importaría re- 
abrir la discusión sobre puntos ya fallados por esta 
Corte en su sentencia de fs. 812. Les es, por consiguien- 
te, aplicable la doctrina de los anteriores considerandos. 

Que a ello cabe agregar que no es atendible la ale- 
gación de inconstitucionalidad como retroactiva de la 
aplicación de la doctrina de la sentencia de esta Corte 
de fs. 812 dictada precisamente para la solución del ca- 
so de autos. Porque desde luego, el art. 18 do la Cons- 
titución Nacional no impone la inmutabilidad de la ju- 
risprudencia, ni sería en todo caso, agravio susceptible 
de formularse contra el falto del tribunal a-quo, obli- 
gado, según ya se ha dicho, a respetar el de esta Corte. 

En su mérito y por los fundamentos concordantes 
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del precedente dictamen del señor Procurador General 
te desestima la queja interpuesta por don Miguel Holz- 
mann y otra. Hágase saber ; devuélvanse los autos prin- 
cipales elevados como mejor informe al tribunal de su 
procedencia. Repóngase el papel y archívese. 

Roberto Repetto — Antonio Sa- 
car na — B. A. Xazak An- 
chorena — F. Ramos Mejía. 



JUAN JOSE CACASE Y OTROS 

JURISDICCION; Fuero ordinario. Penal. 

La competencia de los tribunales de la Capital Federal 
para conocer en Ja causa sobre violación do la ley 11.210 
consistente en elevar artificiosamente el precio de la papa 
en dicha ciudad, so extiende a las actividades ilícitas rea- 
lizadas cu las provincias con aquel fin. 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

En 6 de diciembre de 1941, el Sr. Agente Fiscal 
Dr. Darío Saráeliaga denunció ante el Juzgado de Ins- 
trucción en lo Criminal de esta Capital ciertas infrac- 
ciones a la ley 11.210, sobre represión do trusts, pidien- 
do la apertura del sumario correspondiente. 

Ese sumario que lleva el núm. 13.121, y be tenido 
a la vista, se refiere a actividades puestas en práctica 
para elevar artificialmente el precio de las papas en 
la ciudad de Buenos Aires, mediante el acaparamiento 
de dicho producto, y otras maniobras ilícitas (fs. 1, 164 
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j 210). Encuadrada así la denuncia en los términos de 
los arts. 2* inc. d) y g) y art. 4* de la ley citada 11.210 
se decretó a fs. 367/375 el procesamiento de varias 
personas, auto ampliado con referencia a otras más, 
a fs. 711 y fs. 812. 

Posteriormente, el mismo agente fiscal imputó a 
los mismos procesados otras actividades ilícitas con- 
* ducentes a idéntico fin (mayo 11 de 1943, fs. 1/3, cau- 
sa 13.863), provocar demoras intencionadas en la car- 
ga y transporte por ferrocarril de los productos refe- 
ridos, desviándolos en ocasiones. Con respecto a tales 
hechos el Juez ordenó instruir otro sumario (fs. 4). 

Poco después, y a pedido de varios procesados por 
considerar que las referidas maniobras habrían tenido 
ejecución en territorio de la Provincia de Buenos Ai- 
res, procediendo en consecuencia conceptuar los delitos 
distintos de Jos susceptibles de investigarse en la causa 
núm, 13.121 mencionada, el Sr. Juez en lo Criminal y 
Correccional de Dolores, planteó cuestión de incompe- 
tencia al de instrucción de la Capital Federal. Este 
último, que por auto de fs. 445/449 decretó la prisión 
preventiva, insiste en mantener su competencia. Por 
ello, viene ahora la coutienda ante V. E, para ser diri- 
mida con arreglo al art. 9 de la ley 4.055. 

El Juez de la Capital entiende tratarse de un de- 
lito principal cometido aquí, a base de actos prepara- 
torios llevados a cabo en otras localidades. Pienso que 
está en lo cierto, y que son aplicables al caso las con- 
sideraciones del dictamen del Agente Fiscal Dr. Sará- 
chaga (fs. 53/55, Incidente sobre competencia, núm. 
13.864) que dicho juez reproduce a f s. 56. El delito in- 
vestigado en Buenos Aires es el mismo que se investiga 
en Dolores, e idénticas las personas complotadas para 
operar en una u otra jurisdicciones con el propósito de 
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■Iterar artificialmente las cotizaciones del mercado me- 
diante combinaciones ilícitas destinadas a entorpecer 
o hacer imposible, el Ubre juego de ofertas y demandas. 
Prima facie, para lograrlo habrían comenzado los aca- 
paradores sus maniobras con la adquisición de semillas 
de papa, continuándolas después sobre las cosechas, con 
el complemento de fijar precios de compra y de venta 
y obstaculizar a otros competidores el uso de medios de 
transporte que deben estar al servicio de todos. 

Reúnanse o no pruebas suficientes para demostrar 
la ilegalidad de esas maniobras, paréceme imposible 
considerar separables de su verdadero y único objeti- 
vo, a los actos que, hasta este momento, se denuncian 
como preparatorios de un solo delito. Es la doctrina 
de V. E. en 163: 206 ; 184: 45; 187 : 219. 

Aplicándola al caso do autos, corresponde dirimir 
la presente contienda en favor de la competencia del 
Juez de Instrucción de la Capital Federal; aparte de 
que habría manifiesta inconveniencia en separar, en 
procesos múltiples, el juzgamiento de los autos aludi- 
dos, Además, media la circunstancia de que el Juez de 
la Capital ha prevenido en el conocimien+o de la causa 
(arta. 34 y del Código do Procedimientos en lo Cri- 
minal). Buenos Aires, agosto 6 de 1043 — Juan Alvares. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 3 de setiembre de 1943. 

Autos y vistos: Considerando: 

Que la denuncia de infracción a la ley núm. 11.210, 
tal como ha sido presentada ante el Juzgado de Instruc- 
ción Criminal de esta Capital, estaría constituida por 
un delito principal, elevar artificialmente el precio de 
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la papa ei la ciudad de Buenos Aires, mediante ciertas 
actividades que podrían revestir por sí mismas carácter 
ilícito, cumplidas en las zonas de Balcarce, General 
Pueyrrcdón y General Alvarado, dirigidas al mismo fin, 
esto es, a producir el encarecimiento de aquel producto. 

Que la correlación existente entre los hechos pro- 
ducidos en jurisdicción de la Provincia de Buenos Aires 
y los invocados por el Sr. Fiscal como base de la denun- 
cia, autorizan a pensar que prima facie existe un delito 
principal cometido dentro de la jurisdicción de esta Ca- 
pital y actos complementarios cumplidos en distintos 
lugares de la Provincia de Buenos Aires. Parece impo- 
sible, como bien lo expresa el señor Procurador Gene- 
ral, considerar separables de su verdadero y único ob- 
jetivo a los actos que hasta este momento se denuncian 
como preparatorios do un solo delito. La doctrina de 
esta Corte contenida en sus Fallos 163, 206; 184, 45; 
187, 219, por la cual se ha declarado que el juez compe- 
tente para conocer en eí delito principal lo es también 
para conocer en los que pudieran reputarse preparato- 
rios del mismo es de estricta aplicación en este caso. 

Que aun en la hipótesis de promediar duda sobre 
el lugar donde el delito imputado se hubiera cometido, 
ante el Juez de Instrucción de la Capital o ante el de 
Dolores de la Provincia de Buenos Aires, aun así el 
conocimiento de la causa correspondería al magistrado 
que hubiese prevenido en ella con arreglo a lo dispuesto 
por el ai t. 36 del Código de Procedimientos en lo Cri- 
minal, esto es, al de la Capital. 

En su mérito, de conformidad con lo <Uctaminado 
y pedido por el señor Procurador General, se declara 
4 ue es competente para conocer en este proceso el se- 
ñor Juez de Instrucción en lo Criminal nihn. 6 de la Ca- 
pital de la República, a quien se remitirán los autos, 
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haciéndose saber en la forma de estilo al señor Juez 
en lo Criminal y Correccional del Departamento Judi- 
cial del Sud, Dolores, Provincia de Buenos Aires. 

Roberto Kepetto — Antonio Sa- 
ciar na — B. A. Nazar Ancho- 
RENa — F. Ramos Mejía. 



JUAN A. VALENZUELA 

CONCURSO DE DELITOS. 

Trnlóndtxso do dos acciones distintas cometidas por el mis- 
mo sujeto en distintas oportunidades y respondiendo a 
distintas determinaciones — violación de nna menor, pri- 
mero, y rapto de la misma más tarde — existe el concurso 
material de delitos previsto en el art 55 del Código Penal, 
cuyo autor debió ser reprimido con el máximo de la pena 
por ser un delincuente habitual al que le corresponde la 
accesoria del art. 52 del Código Penal; si bien la falta de 
falta de recurso acusatorio impide agravar Ja pena (*). 



ANDRES HILARIO 

PRESClilPCIOS: 

El delito de homicidio cometido con posterioridad a otro 
de abuso de armas interrumpe la prescripción de la acción 
penal referente a este último, que vuelve a correr nueva- 
mente desde la fecha de aquél y con independencia del 
mismo y debe ser declarado de oficio si durante el trámite 
de la cau<«a se operase por el transcurso del plazo legal. 

HOMICIDIO. 

Corresponde graduar en doce años la pena de prisión que 
debe imponerse al autor de un homicidio simple que, ai 



(*) 3 do setiembre áe 1943, Fallos: 183, 136 j 185, 338. 
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bien es pendenciero cuando bebe y estaba algo ebrio cuan- 
do cometió el delito, f ité golpeado antes por la víctima con 
un rebenque, es hombre de trabajo, no ha sido condenado 
con anterioridad y sólo ha cometido antes dos delitos de 
abuso de armas de carácter leve respecto de los cuales se 
declaró prescripta la acción pena). 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 3 de setiembre de 1943. 

Y vistos: El juicio criminal seguido contra An- 
drés Hilario venido en apelación ordinaria, en tercera 
instancia, de la Cámara Federal de Apelador- de Bahía 
Blanca. 

* Considerando : 

Que son tres los delitos porque viene condenado el 
acusado: agresión con un rebenque a José María Le- 
monao causándole una erosión contusa en el par i en tal 
izquierdo, hecho ocurrido el 25 de junio de 1940 j agre- 
sión, también con un rebenque, a Serapio lío jas (hijo), 
a quien le produjo una erosión contusa en el cuero ca- 
belludo, hecho ocurrido el 17 de noviembre del mismo 
año; homicidio en la persona de Honorio Pereyra, he- 
cho ocurrido el 13 de agosto de de 1941. 

Que la calificación legal de los dos primeros hechos 
es la de lesiones leves — art. 89 del Código Penal — ya 
que las erosiones contusas causadas en ambos casos 
constituyen un daño en el cuerpo de los ftrevistos por 
la citada disposición legal. La prescripción de la acción 
por ambos delitos se opera a los dos años, comienza a 
correr desde la interrupción por el homicidio el 13 de 
agosto de 1941 y se ha operado a la fecha. Arts. 62, 
ine. 2*, 63 y 67 del Código Penal. Así debe declararse de 
oficio por ser la prescripción penal de orden público, 
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sobreseyéndose definitivamente de acuerdo con lo esta- 
blecido por el art. 454 del Código de Procedimientos. 

Que tanto el delito de homicidio, como la respon- 
sabilidad pend del acusado en carácter de autor, se 
encuentran plenamente probados en autos según se de- 
muestra en la sentencia apelada y la calificación legal 
qué corresponde es la de homicidio simple — art. 79 
del Código Penal — como se resuelve en la misma. La 
graduación de la pena debe hacerse en doce años de pri- 
sión teniendo en cuenta que, si bien el procesado es 
pendenciero cuando bebe y estaba algo ebrio cuando co- 
metió el bocho, es un hombre de trabajo, no tiene con- 
denas anteriores, los dos hechos que se declaran pros- 
criptos son leves, y antes del homicidio el procesado 
había sido golpeado por la víctima con un rebenque, lo 
que, es lógico, le baya producido un estado de irrita- 
ción agravado por el alcohol — arts. 40 y 41 del Có- 
digo Penal — . 

Por estos fundamentos se reforma la sentencia 
apelada de fs. 86 condenándose a Andrés Hilario, por 
homicidio, a doce años de prisión, accesorias de ley y 
al pago de las costas, y se la revoca en cuanto a los 
delitos a que se refiere el segundo considerando res- 
pecto de los cuales se sobresee definitivamente. Noti- 
fíqneso y devuélvanse, debiendo hacerse oportunamen- 
te las comunicaciones ai Registro Nacional de Reinci- 
dencia. 

Roberto Repetto — Antonio Sa- 
oarna — B. A. Nazar Ancho- 
rena — .F. Ramos Mejía. 
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FRANCISCO LAPEYRE v. DIRECCION GENERAL 
DEL IMPUESTO A LOS REDITOS 

IMPUESTO A LOS REDITOS: Aplicación. Infracciones y Penas. 
La circunstancia de que hayan sido estimados de oficio 
loa réditos del contribuyente por no haber sido posible de- 
terminarlas en forma clara y fehaciente no excluye la po- 
sibilidad de que se compruebe, aunque sin fijar su monto 
exacto, una fraudulenta evasión del impuesto y se la re- 
prima con la multa prevista en el art. 18 de la ley 11.683 
graduada de acuerdo a los circunstancias particulares del 
caso. 

IMPUESTO A WS HEMTOS: Aplicación. Infracciones y Panas. 
El pago del impuesto a loa réditos con el recarpo de los 
intereses punitorios previstos en el art. 20 de la ley 11.683 
(T. O.) no excluye la imposición de la multa penal esta- 
blecida por el art. 18 (T. O.) de la misma ley. 



Sentencia del Juez Federal 

Rosario, agosto 22 de 1942. 

Y vistos: La presente demanda contenciosa deducida por 
D. Francisco Lapeyre contra la resolución condenatoria dicta- 
da por la Dirección General del Impuesto a los Réditos en el 
sumario S, R./731/39. 

Y considerando que: 

1') La multa aplicada al ocurrente se funda en que éste 
no declaró los réditos obtenidos en el año 1935 y presentó fal- 
sas declaraciones juradas por los años 1936 y 1937, a raíz de 
lo cual dejó de abonar el impuesto correspondiente dentro d« 
los plazos legales j y que efectuó anotaciones inexactas en sus 
libros y suministró datos falsos al inspector actuante, (fs. 68 
del sumario). 

2») En lo que se refiere al año 1936, Lapeyre declaró que 
sus rentos ascendieron a $ 2.862,06 (fs. 22 sumario) y la esti- 
mación de oficio dió para ese período la suma de $ 19.861,86 
(fs. 52). Para 1937 la declaración fué de $ 2.177,71 (fs. 26) 
y la estimación llegó a $ 24.687,23 (fs. 52). El ano 1935, del 
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que no se presentó declaración jurada dió, en la estimación de 
oficio, una suma de $ 26.423,20. 

3») Los numero» que quedan consignados son, sin duda, 
muy sign i f ¡nativos ya que la rectificación administrativa alcan- 
za aproximadamente a diez veces la apreciación del contribu- 
yente y por ello resulta claro que una de las dos partes en 
litigio sostiene extremos que no eoucuerdnn ni remotamente con 
la verdad de los hechos. 

Ahora bien, del estudio de los antecedentes acumulados 
se desprende, a juicio del suscripto, que Lapeyro hn ocultado 
maliciosamente, la realidad de las entradas percibidas en la 
explotación de su negocio. Esta conclusión es. fundamental- 
urente, producto de la circunstancia comprobada de que las 
planillas diarias que pudieron encontrarse contienen anota- 
ciones muy distintas a los asientos de los libros corresponden- 
tes a fechos inmediatamente anteriores a las de tale» planillas. 
Y ello así. porque a falta de todo dato que lo justifique, resul- 
ta inexnlieable que el ritmo regular de una actividad se altere 
de un día para otro de manera que se duplique, poen más o 
menos, la intensidad del Iráfico que constituye el renglón prin- 
eipal de los ingresos discutidos. 

Basta comparar, en efecto, los gu lirismos onntmlns por el 
Sr. Fiscal ffs. 42 vta.l, que el proveyente ha verificado, para 
afianzarse en ln conclusión de que los asientas de los libros no 
reflejan con fidelidad bis financias sujetas al impuesto. 

4*) Aun riuindo en esta instancia no corresponde discutir 
el monto del (rravnmen, es sin embarco pertinente Ta admisión 
de toda nrneba en paz de proporcionar un criterio acerca de la 
equidad con que se ha hecho la estimación de oficio, yn que, 
aegún hc juzgue ésta, se deberá apreciar la conducta del su- 
mariado. 

La planilla de fs. 22 pat^nti/a que el cálculo hecho por 
róditos, en función de la cantidad de sábanas lavadas, se ha 
efectuado siguiendo un índice perfectamente nreptnble, y este 
corrobora lo dicho en el considerando anterior. 

Es cierto que en autos se ha producido prueba testimonial 
que tiende a demostrar que en muchos casas la ropa salín en 
condiciones deficientes del lavadero y era preciso que volviera 
al mismo abonándose nuevamente su limpieza- prrn estas me- 
didas probatorias carecen de fuerza de convicción. Los testigos 
Gresca (fs. 24), Cánovas ffs. 24 vta.) y Kowick (fs. 25) son 
dependientes del actor; y los testigos Tierra ffs. 27 1 y Alva- 
rez (fs. 20) son empleadas del testigo Sr. Oasajunnn ffs. 27 
vta,) quien a su vez. mantiene relaciones comerciales eon 
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Lapeyre, de evidente interés según se desprende de la canti- 
dad de ropa que entrega regularmente al lavadero de aquél. 
En suma, falta para aceptar sin reparo estas declaraciones, la 
necesaria independencia de sus autores y aun más, la verosi- 
militud de los dichos <m cuanto a la proporción de piezas de- 
vueltas, ya que no resulta fácilmente concebible que si el 
lavado do las sábanas es defectuoso cu tantos casos como se 
pretende, esa insuficiencia corra a cargo de otra persona que 
no sea quien se ocupa de mi limpieza. 

En síntesis, y sin entrar a discriminar al detalle la exac- 
titud de la estimación de oficio, cosa que al presente no inte- 
resa, las consideraciones anteriores llevan a la conclusión de 
que el ocurrente ha ocultado el verdadero monto de sus entra- 
das con ánimo de obtener una ganancia ilícita en perjuicio 
del Fisco; y por ello, corresponde confirmar el criterio que 
ha orientado la resolución administrativa. 

5») El argumento según el cual, habiendo pagado el 
ímpneste con intereses n razón del 12 % anual, exime al con- 
tribuyente de toda otra sanción es insostenible. El interés del 
1 % mensual pena tan sólo la extempornneidad del pago 
(art. 20, ley 13.683 T, O.), pero las demás violaciones, como 
las que se han «cñalado en el sub Ufe, se hallan reprimidas 
con las multas de Jos arts. lfí y 18 según el caso, y cuya apli- 
cación no es, en modo alguno, incompatible con los intereses 
punitorios, 

En cuanto al art. 525 del C. Civil, invocado por el actor 
(fs. 38), no rige en el sub jurlicc. La multa no es un acceso- 
rio del impuesto sino una represión por el incumplimiento 
de cualquiera de los deberes que legal o reglamentariamente 
se declaran a cargo del contribuyente, de modo cpie la Admi- 
nistración puede, por un lado cobrar el impuesto que se le 
adeuda, y por otro, aplicar las correspondientes sanciones. 

Fallo: rechazando la presento demanda, con castas. — 
Emilio R. Tasada. 

Sentencia de la Cámara Federal 

Rosario, noviembre 11 de 1942. 
Vistos y considerando que: 

1') Las razones expuestas por el a yun, se ajustan al 
criterio aplicado por el Tribunal en casos que guardan estre- 
cha analogía con el presente, en enante a ta apreciación de la 
conducta del contribuyente, con motivo de estimaciones de 
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oficio aceptadas por íste, que arrojan diferencias considera' 
bles con las declaraciones juradas presentadas con anterio- 
ridad. 

2*) Dicha conducta no aparece debidamente justificada 
con los argumentos que se invocan, de tal modo que como ya 
lo entendiera la Cámara en otras oportunidades ha de juzgar- 
se la situaeión como encuadrada en el art. 18 de ta ley 11.683; 
atento a que ta misma magnitud de las cifras comparativas 
y Ja insuficiencia de las comprobaciones aportadas en este 
juicio para evidenciar la exageración del cálculo administra- 
tivo, no permiten asignarle el alcance de una mera infracción 
formal. 

3 9 ) Sin embargo, aun mediando la conclusión anterior 
y la escala amplia de penalidad autorizada en la ley, cree la 
Cámara que lu circunstancia de haberse formulado el cálculo 
sobre Ja base de datos relativos a un período breve, extendi- 
dos uniformemente a varios años de la actuación del contri- 
buyente, como también de que la prueba, aunque no muy con- 
vincente, da margen a una reducción parcial de las cifras 
básicas, constituyen antecedentes que deben influir en la 
graduación de la penalidad a imponerse. Tratándose de esti- 
maciones de oficio, por mucha conciencia que se ponga al 
practicarlas, partiéndose de datos ciertos proporcionados o 
encontrados, al generalizarlos o extenderlos, siempre cabe la 
posibilidad ile caer en errores; por lo cual, aun admitiendo 
el fraude, ha de cuidarse que la multa no sen exagerada, des- 
de que ésta se fija sobre el impuesto omitido, así calculado. 
En la especie actual, teniendo en cuenta las consideraciones 
que preceden, el Tribunal conceptúa que el juez administra- 
tivo ha aplicado una pena muy severa, como que excede sen- 
siblemente la proporción con que se ha regulado la multa en 
todos los caaos sometidos a su estudio; criterio en el que tal 
vez influyeran razones de un orden especial, ajenas, desde 
luego, a la infracción misma. En tal virtud, dispónese una 
justa moderación de la multa, reduciéndola a $ G000. 

4*) La Cámara fija el criterio anterior de sanción como 
equitativo, sin ajustado en su monto a uno predeterminada 
proporción con el impuesto evadido ni a los períodos anuales 
que éste abarca, dentro, claro está, de ta facultad represiva 
otorgada por la ley. En este caso, también lo hizo así la admi- 
nistración. De consiguiente, carece de objeto examinar la 
defensa do prescripción traída en el informe de la instancia, 
en relación al año 1935, porque en cualquier supuesto, man- 
tendríamos la graduación adoptada de la multa por concep- 
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tuarla razonable, ai. l prescindiendo del impuesto de dicho 
año. 

EL otro punto de la defensa es insostenible: si se declara 
la existencia de intención dolosa y la apticabilidad del art. 18 
de la ley 11. (¿83, no cabe hablar de mero retardo en el pago 
del impuesto, que quede purgado con el cobro de intereses 
punitorios. Aquí la hipótesis es distinta, por donde resulta 
inoperante el antecedente invocado. 

Por estas consideraciones y las pertinentes del señor Juez 
a qtio, se resuelve: 

Modificar la resolución apelada, corriente a fs. 49/50, y, 
en consecuencia, la decisión administrativa materia de esta 
demanda contenciosa, fijando en $ 6,000 in/n,, la multa que 
deberá abonar D. Francisco Lapeyre, por la infracción come- 
tida a !a ley 11.683, Eí recurrente abonará el 60 % de las 
castas en ambas instancias. — Santos J. Saccone. — Jorge 
FcrrL — Julio Marc, 
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Buenos Aires, 3 de setiembre de 1943. 

Y vistos : Los recursos ordinarios de apelación con- 
cedidos a fs. 6;") en los autos Lapeyre Francisco v. Fisco 
Nacional (Réditos), demanda contenciosa, venidos de 
la Cámara Federal de Apelación de Rosario. 

Considerando: 

1* Que la multa de diez mil pesos impuesta al ac- 
tor se la basa en que éste "no declaró los réditos obte- 
nidos en 1935 y presentó falsas declaraciones juradas 
por los años 1936 y 1937, a raíz de lo cual ha dejado de 
abonar el impuesto correspondiente dentro de los pla- 
zos legales; lia efectuado anotaciones inexactas en ana 
libros y suministrado datos falsos al inspector actuan- 
te" (v. fs. 68 expediente administrativo). 

La resolución que estimó de oficio los réditos im- 
ponibles se la fundamenta en: 
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"Que el contribuyente manifiesta haber volcado en 
loa libros citados, los datos de las planillas de entra- 
bas diarias de su negocio y que las ha destruido j no obs- 
tante lo cual, conservaba las correspondientes a los 
días transcurridos entre el lí) di noviembre y el 8 
de diciembre ppdos". 

"Que, por consiguiente, de conformidad con lo dis- 
puesto por la Reglamentación General del Impuesto a 
los Réditos, el contribuyente se halla sujeto a la estima- 
ción de oficio do sus rentas, ya que no ha cumplido con 
la disposición de conservar durante cinco años Jos com- 
probantes de sus anotaciones". 

"Que los datos consignados en los libros do conta- 
bilidad que lleva el contribuyente, no pueden tomarse 
como base para proceder a la tasación de sus rentas, 
por cuanto, según se desprende de las constancias de 
autos, los mismos no reflejan Ja realidad. En efecto, 
teniendo en cuenta la fiase de actividad mercantil a 
quo so dedica la firma de que forma parto el inspec- 
cionado, no existe motivo alguno que justifique la dis- 
paridad existente entre las entradas anotadas en las 
planillas diarias que obran de fs. (i a 19 do las actua- 
ciones adjuntas, y de las que ya so ha hecho referencia, 
y las del libro borrador de caja, en iguales fechas do 
meses anteriores. ( Ver resúmenes de i's. 4 y vta. de las 
actuaciones de la firma)". 

"Que de dicha diferenein surge en forma evidente 
que no se lian registrado en los libros el total de las 
entradas obtenidas en el negocio". 

"Que desechados, por las razones expuestas, los 
libros y balances practicados y atento a lo dispuesto 
en el art. 6 M de la ley U.(>83, T. O., corresponde estimar 
de oficio sobre la base de otros elementos de juicio". 

"Que a tnl efecto, el suscripto considera que debe 
aceptarse el temperamento propuesto por el inspector 
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actuante, quien se ha valido para la determinación de 
las entradas por locación de habitaciones (renglón prin- 
cipal de la actividad comercial del Sr. Francisco La- 
peyre hasta el 10 de agosto de 1935 y do la sociedad de 
hecho de la que es componente desde esa fecha en ade- 
lante) de dos hechos ciertos: el primero de ellos, las 
entradas detalladas en las planillas confeccionadas por 
los soeios desde el 15 de noviembre de 1938 has*a el 8 
de diciembre del mismo año, y el segundo la relación 
perfectamente comprobada entre el número de habita- 
ciones ocupadas según las citadas planillas y el número 
de piezas de ropa de cama lavadas durante el mismo 
período, obtenido por la investigación practicada en 
los libros de la empresa encargada de esa labor (ver 
cuadro resumen de fs. 22 de las actuaciones de la 
firma)". 

"Que no habiendo causa o razón para suponer que 
dicha relación se haya modificado o sufrido alteración 
aprecia ble durante los años 1932, 1933, 1934, 1935, 1936 
y 1937, es lógico el procedimiento adoptado por el ins- 
pector, quien ha calculado las entradas por locación de 
habitaciones durante dichos períodos, en base al nú- 
mero de sábanas lavadas y ha aumentado a los totales 
obtenidos un porcentaje del 2,39 % que resulta de la 
diferencia establecida entre el total de habitaciones efec- 
tivamente ocupadas según planillas de fs. 6 a 19 y el 
total determinado al considerarse que cada dos sábanas 
lavadas representa una habitación locada", (Ver fs. 51, 
exp. adm.). 

2* Que la sentencia de primera instancia rechaza la 
demanda "sin entrar a discriminar al detalle la exacti- 
tud de la estimación de oficio", porque considera que 
el actor "ha ocultado el verdadero monto de sus entra- 
das con ánimo de obtener una ganancia ilícita en perjui- 
cio del Fisco". La Cámara reduce la multa a seis mil 
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pesos, en atención :i la circunstancia de haberse formu- 
lado el cálculo de les réditos presuntos "sobre la base 
de datos relativos a un período breve, extendidos unifor- 
memente a varios años do la actuación del contribuyente, 
como también de que la prueba, aunque no muy convin- 
cente, da margen a una reducción parcial de las cifras 
básicas. ..ya que "tratándose de estimaciones de oficio, 
por mucha conciencia que se ponga al practicarlas, par- 
tiéndose de datos ciertos proporcionados o encontra- 
dos, al generalizarlos y extenderlos, siempre cabe la 
posibilidad de caer en errores; por lo cual, aun admi- 
tiendo el fraude, ha de cuidarse que la multa no sea 
exagerada, desde que ésta se fija sobre el impuesto 
omitido, así calculado". 

3* Que las sentencias de primera y segunda ins- 
tancia referidas, que lian examinado la prueba de los 
autos con el criterio que impone la ley procesal, ponen 
de manifiesto que no es posible apreciar con exactitud 
el monto del impuesto que se ha pretendido defraudar. 
La base conjetural, que lia servido al inspector para 
inferir la renta de los años 1932 a 1937, por el examen 
de las entradas detalladas en las planillas confeccio- 
nadas por el infractor desde el 15 de noviembre do 1038 
hasta el 8 de diciembre del mismo año, o sea durante 
23 días, relacionada con la investigación de los libros 
de la «mpresa encargada del lavado de las sábanas do 
la casa de la actora, si bien es razonable para demostrar 
una fraudulenta evasión del impuesto, no permite fijar 
el monto exacto de esa evasión. Esta circunstancia ha 
bido considerada por la ley 11.683 en su art. 7*, al auto- 
rizar a la Dirección para proceder a la estimación de 
oficio del beneficio neto presunto proveniente de acti- 
vidades correspondientes a la tercera categoría, el que, 
salvo prueba en contrario, será apreciado en no menos 
del 5 fe sobre el capital efectivo que represente la era- 
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presa. Lo cual permite apropiar, con toda amplitud, por 
sobro ese mínimo, las circunstancias que impidan deter- 
minar en forma clara y fehaciente la renta imponible, 

4* Que la prueba testimonial producida en estos 
autos, carnee de eficacia, como lo pono do manifiesto el 
cuarto considerando do la sentencia do primera instan- 
cia, que es arreglada a derecho y a las constaneias de 
este y de los expedientes administrativos agregados. 

Por estos fundamentos y los concordantes aducidos 
en primera y segunda instancia, se confirma, con costas, 
la sentencia de fs. 60. 

Notifíquese y devuélvanse, debiendo reponerse el 
papel en el juzgado de origen. 

Roberto Repetto — Antonio Sa- 

garna b. a. nazar a»cho- 

rena — F. Ramos Mejía. 



GENARO GARCIA v. PROVINCIA DE CORDOBA 

JURISDICCION: Jurisdicción originaria. Causas en que es parte imi 

provincia. Ctíc*t¡ r >nca constitucional cu. 

Corresponde a la Corte Suprema conocer originar ¡amen- 
to eti el juicio promovido contra una provincia sobre re- 
petición de un impuesto cobrarlo por aquélla impugnado 
como inconstitucional. 

DEMANDA : Efectos. 

LITIS CONTESTACION. 

La acción de repetición no comprende los pagos que se 
efeetunren después de trabada la litis contestación, aun 
cuando la demanda «e haya hecho extensiva a ellos. 

CONSTITUCION NACIONAL: Conttitucionatidad e inconstitucio- 
twthtad. Impuestos y contribuciones provinciales. Territorial. 

Es violatorio del art, 17 de la Constitución Nacional el 
impuesto territorial establecido por la ley 3787 de la Pro- 
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vúicia de Córdoba en cuanto absorbe la renta que tres 
campos bien explotados producen a su dueño, en una 
proporción del 43,3 %, 63,1 % y 78,9 r / t , respectivamente. 

COSTAS; Resultado del Utíffip. 

La circunstancia de que la demanda sobre repetición de 
un impuesto inconstitucional prospere por una suma es- 
casamente inferior a ta reclamada por el autor, no le 
nace incurrir en plus petitio ni basta para eximir a la 
demandada del pago de las costas del juicio. 

IMPUESTO: ConfiHcacMn. 

\j Declarada la inconstitucional ¡dad del impuesto territorial 
confLseatorio cobrado al actor en virtud de lo dispuesto 
por la ley 3787 de la Provincia de Córdoba y la proce- 
dencia de la repetición de su importe, no incumbe a la 

■ Corte pronunciarse en la sentencia que la» resuelve, acer- 
ca de la aplícabilidad de hi ley 3949 dictado con poste- 
rioridad al cobro de dicho impuesto, por tratarse de una 
cuestión ajena al juicio y de carácter abstracto. 



Dictamen del Pnocrrunon General 
Suprema Corte: 

Corresponde a Y. E. conocer originariamente en 
esta cansa por tratarse de demanda contra la Provin- 
cia de Córdoba y haberse puesto en tela de juicio la 
coiistituciomilidttd de la ley 3.787 de dicha provincia. 

La acción se funda exclusivamente en el carácter 
confiscatorio que el actor atribuye a la referida ley, y 
bajo tal concepto, la solución del caso comporta apre- 
ciar una cuestión de hecho librada por completo al pru- 
dente criterio dt» V. E. Me permito, sin embargo recor- 
dar la reserva que hice ijí re Machi di Cellere (190: 231) 
y en otros más, sobre el monto a devolver, para el caso 
de prosperar la demanda. Buenos Aires, agosto 29 do 
1942. — Juan Alvarez* 
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Buenos Aires, 3 de setiembre de 1943. 

Y vistos : El juicio seguido por Genaro García con- 
tra la Provincia de Córdoba por inconstitucionalidad 
del impuesto de contribución territorial y devolución 
de sumas pagadas. 

Resultando : 

Que a fs. 10 se presenta César E. Soregaron' en 
representación de Genaro García, demandando a la Pro- 
vincia de Córdoba por inconstitucionalidad del impuesto 
de contribución territorial y devolución de la suma de 
$ 62.810,60 m/n., sus intereses desde la notificación de 
la demanda y las costas. Funda su acción diciendo: que 
su mandante es dueño de los campos La Joaquina, Co- 
lonia Las Mercedes y Colonia Santa Catalina, ubicados 
los dos primeras en el departamento Sáenz Peña, pe- 
danía La ¿unarga, y el último en el de Tercero Arriba, 
pedanía El Salto, de la demandada; que sancionada en 
1938 la nueva ley de impuesto de contribución territo- 
rial para 1939 se aumentó considerablemente eBe gra- 
vamen en la proporción de 100 a 260 % ; que en virtud 
de esa ley su mandante abonó por contribución directa 
sobre los citados campos, los años 1939 y 1940, con la 
deducción del 10 % en atención a la oportunidad de sus 
pagos $ 9.643,85 por La Joaquina, $ 7.218,70 por Las 
Mercedes, y * 14.568 por Santa Catalina, en total y en 
conjunto por ambos años $ 62,810,60 m/n., que es la 
Biima que reclama; que los pagos se hicieron bajo pro- 
testa efectuada por telegramas colacionados dirigidos 
a la Dirección General de Rentas de la Provincia ha- 
ciendo constar que se impugnaba el gravamen por in- 
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constitucional y confisca torio; que el impuesto es un 
verdadero despojo y la demandada no ha podido des- 
naturalizar el derecho de propiedad hasta abolirlo prác- 
ticamente, con fines fiscales; que el exceso impositivo 
de la demandada bu llevado a convertir a su mandante 
y demás propietarios rurales en simples administrado- 
res de sus t ampos en provecho exclusivo, o casi, del 
Fisco, apareciendo éste como un socio voraz que, sin 
afrontar los riesgos, retira todos ios años la parte 
del león; que desde que se sancionó tal gravamen la 
tierra se ha desvalorizado instantáneamente. Después 
de otras consideraciones y de citar casos de jurispru- 
dencia, termina pidiendo se haga lugar a la acción en 
la forma en que lo ha solicitado. Más adelante — fs. 38 — 
reduce su acción cu la sumn de $ 1.873,50 que la deman- 
dada le ha devuelto a su mandante por error eu la tasa 
que se le había aplicado, manteniéndola en todo lo 
demás. 

Que corrido traslado de la demanda ésta fué con- 
testada a fs. 32 por Manuel Goldstraj en representación 
de la Provincia de Córdoba, solicitando el rechazo de 
la acción, con costas. Dice: que niega en absoluto que 
la ley do contribución territorial vigente en la provin- 
cia viole las garantías que la Constitución Nacional 
acuerda a la propiedad y al ejercicio de los derechos 
derivados de la misma; que reconoce, cu la medida en 
que se probare en los autos, el pago de las sumas a 
que se refiere la den i anda, pero que es indudable que 
esa contribución ha sido cobrada en virtud de una ley 
eonstitucíonalmenle sancionada de conformidad con fa- 
cultades expresas e implícitas de la provincia; que no 
es exacto que la ley haya aumentado el impuesto en la 
proporción de 100 a 200 %, pues el impuesto so man- 
tiene dentro de la misma tasa que en la ley derogada; 
que no existe el despojo alegado ni el Gobierno de Cor- 
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doba ha discutido en ningún momento el derecho de 
usar, abusar y usufructuar la propiedad del actor; que 
la ley 3787 sólo le pide al propietario una contribución 
más o menos importante para atender las necesidades 
de la colectividad; que la ley citada no desnaturaliza el 
derecho o ejercicio del dominio, ni despoja a los pro- 
pietarios; que la ley 3787 no viola ninguna de las cláu- 
sulas y garantías constitucionales que aseguran el li- 
bre y amplio ejercicio de la propiedad. 

Que abierto el juicio a prueba se produjo la que 
índica el certificado de fs. 232, las partes alegaron a 
fs. 234 y 252, el señor Procurador General de la Nación 
se expide a fs. 26G y a fs. 2GG vta. se llama autos para 
sentencia. 

Considerando: 

Que siendo parto una provincia e impugnándose la 
validez de una ley provincial como repugnante a la 
Constitución Nacional, el caso corresponde a la juris- 
dicción originaria de la Corte, como lo dictamina el se- 
ñor Procurador General de la Nación — arts. 100 y 101 
de la Constitución Nacional; Fallos: 192, 359 y los allí 
ci lados. 

Que en el escrito de demanda el actor pide categó- 
ricamente la devolución de $ 02.810,60 m/n. por contri- 
bución territorial pagada por los campos que indica 
por los años 1939 y 1940. La manifestación en el segun- 
do otro sí digo de que se tenga por ampliada la demanda 
a los cobros que por igual concepto se hagan durante 
el pleito, jo es suficiente para que la Corte se pronun- 
cie en su sentencia con relación a lo pagado por el año 
1941, como lo pretende la actora en su alegato. Tanto 
más cuanto que iniciada la demanda el V de agosto de 
1940 ese pago no se había producido y mal podía de- 
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mandarse bu repetición* La litis quedó trabada con re- 
lación a la suma líquida cuya devolución se solicitó en 
la demanda. Los otros pagos, si han existido, son aje- 
nos a la litis. 

Que en su escrito de contestación la demandada re- 
conoce ios pagos invocados en la medida en que se prue- 
ben en los autos y, fuera de esa reserva, limita su de- 
fensa a negar la ineonstitueionnlidad invocada. Los 
recibos de fs. 97, 98, 99 y 100, cuya autenticidad resulta 
de los informes de fs. 107 y 119 vta., acreditan que el 
actor pagó por los años 1939 y 1940 y por las propieda- 
des La Joaquina y Las Mercedes las cantidades que 
indica en su demanda. Los recibos de fs. 96, 102 y 103, 
cuya autenticidad consta en la misma forma, prueban 
que el actor pagó por los mismos años por la propiedad 
Santa Catalina sólo $ 13,093,75 in/n. cada año, lo que 
arroja en el total abonado una diferencia en menos de 
$ 2.948,1)0 ni/n. con relación a la cantidad reclamada en 
la demanda. Las protestas no lian sido negadas; obran, 
por otra parte, a fs. 47 y 51 los telegramas de protesta 
cuya autenticidad y recibo consta a fs. 46. 

Que según la pericia de contabilidad de fs. 164, am- 
pliada a fs. 219 y a fs. u74, el actor sólo lleva libros dia- 
rios rubricados, pero en éstos las anotaciones se llevan 
por orden cronológico y de a ene ni o con los compro- 
bantes respectivos, por lo cual la pericia lia debido con- 
cretarse a extraer todos los elementos de jnieio de esos 
libros, cotejando los asientos con los respectivos com- 
probantes» lo que lo lia permitido al perito rehacer la 
contabilidad confeccionando los cuadros respectivos 
ajustados a la realidad, tomando las existencias de cada 
año de planillas que eran remitidas por los capataces. 
Este procedimiento le lia permitido al perito establecer 
las utilidades año por año con relación a cada campo 
desde 1931 a 1940, establecer el término medio de ntili- 
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dad anual de cada campo en ese período de tiempo y 
determinar que el impuesto cuestionado gravita sobre 
ssas utilidades, cuando es pagado sin descuento, en la 
siguiente proporción ¡ Santa Catalina 43,3 %, Las Mer- 
cedes 63.1 %, La Joaquina 78.9 %. 

Que según ia pericia de Adolfo Bullrich y Cía. Lda. 
S. A. de fs. 192, ampliada a í's, 227 t los campos La Joa- 
quina y Las Mercedes están explotados total o parcial- 
mente por el propietario en forma racional y éste no ha 
omitido esfuerzo para vencer las dificultades propias 
de la zona derivadas de la mala calidad do las aguas, y 
Santa Catalina está explotado con agricultura por 
arrendatarios en condiciones similares a los demás cam- 
pos de la zona, y una parte importante del campo (400 
hectáreas) ha sido plantada con olivos, lo que demuestra 
en el propietario un espíritu emprendedor y progresis- 
ta; agregan estos peritos, cuya experiencia en la mate- 
ria es bien conocida, que los resultados de las explota- 
ciones de los campos que se desprenden de los libros, 
según la pericia del contador, son perfectamente po- 
sibles 

Que el carácter eonfiseatorio de la ley 3787 de la 
Provincia de Córdoba ha sido ya estudiado por la Cor- 
te en caso., anteriores, en los que lia sido aplicada una 
vez más la doctrina uniformemente seguida por el Tri- 
bunal en la materia —190, 231; 194, 428; 195, 250; 
1%, 122— cuyos fundamentos no es necesario repetir. 
Es así que el impuesto cobrado al actor, que representa 
en un caso el 43.3 % de la renta, en el otro el 63.1 %, 
y en el tercero el 78.9 % debe ser declarado contrario 
al art. 17 de la Constitución Nacional. 

Que el hecho de haber demandado la devolución de 
$ 2.948,50 ín/n. más que lo pagado a causa, seguramen- 
te, de haber computado como hecho sin descuento el 
pago del impuesto por el campo Santa Catalina, que 
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se había efectuado coa él, no es suficiente para hacer 
incurrir al actor en plus petitio. La demanda prospera 
en lo fundamental, la condena es por una suma mucho 
mayor, casi la totalidad de la pedida, y la demandada 
solicitó el rechuzo absoluto — Fallos: 195, 210. 

Que, como lo lia resuelto la Corte en el caso aná- 
logo del tomo 1ÍH> T piíg. V2'2 f no correspondo declarar la 
aplicahUidud de la ley provincial i*íi)4í), como lo preten- 
de la demandada, cuestión ajena al juicio que importa- 
ría una declaración abstracta totalmente improcedente. 

Por estos fundamentos y lo dieta ni ¡nado por el se- 
ñor Procurador General de la Nación, se declara qne 
la ley 3787 de la Provincia de Córdoba, en su aplica- 
ción al caso de autos, es contraria al nrt. 17 de la Cons- 
titución Nacional y se condena a Ja Provincia a devolver 
al actor, dentro del término de treinta días, la suma de 
cincuenta y ocho mil treinta y nueve pesos moneda na- 
cional, sus intereses des.de lu notificación de la deman- 
da a estilo de los que cobra el Banco de la Nación Ar- 
gentina y las cestas del juicio. Notifíqueso, repóngase 
el papel y oportunamente archívese. 

Roberto P-petto — Antonio Sa- 

GAflNA — II- A. NaZAK A VCHO- 

TtENA — F. Ramos Mejía. 



CREDITO H I POTE CAR 10 Y SEGUROS 11 LA PL ATEN- 
SE" S. A. v. FERROCARRIL SUD 

RECURSO EXTRAORDINARIO: CutttiÓ» ft farol Casos, Antori- 
rfttíí nai ioml. 

Es Improcedente el recurso c\ti uordinnrio fundado en 
que €*1 fallo apelarlo, ni declarar la existencia de culpa 
concurrente de la empresa ferroviaria, por no haber colo- 
cado barreras* en el pa.vo u nivel donde ocurrió el aceiden- 
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Le, desconoce la valides do la resolución de la Dirección 
General de Perroear riles sepnn Ir cual aquella no había 
infringido ninguna de las disposiciones de la ley 2873; 
si lo que se discute son los efectos de dicha resolución, 
regidos por leyes nacionales que el recurrente no men- 
ciona. 

DIRECCION GENERAL DE FERROCARRILES. 

Los jueces pueden, por razones fundadas, apartarse de 
las conclusiones de la Dirección General de Ferrocarriles 
a que se refiere el art. 75 de la ley 2873, 

SECVRUO EXTH AO 1)1 X ARIO: Cuestión federal. Relación directa. 

Habiéndose resuelto reiteradamente por la Corte Supre- 
ma que si bien la sola falta de barreras no basta para 
responsabilizar a las empresas ferroviarias por los acci- 
dentes ocurridos en \tm pasos a nivel, los interesados pue- 
den probar, no obstante e! informe contrario de la Di- 
rección General de Ferrocarriles, que la frecuencia del 
tránsito de un hipar detenni natío hacía indispensable 
colocarlas, y ante la falta de argumentos que puedan 
inducir a considerar la conveniencia de modificar esa 
jurisprudencia, corresponde desestimar el reeurso extra- 
ordinario fundado en la interpretación del art. 5*, inc. 8*, 
de la ley 2873, 



Dictamen del Procurado!! General 
Suprema Corte; 

La denegación del recurso extraordinario de apela- 
ción testimoniada a fs. 38 es ajustada a derecho y a la 
doctrina reiterada de V. E, Se trata, en efecto, de una 
sentencia que decide la causa por apreciación de la 
prueba rendida acerca de la responsabilidad en un ac- 
cidente de tránsito; lo que no admite revisión ante la 
Corte Suprema. 

Basta esta consideración para desestimar como co- 
rresponde, el presenta recurso directo. Buenos Aires, 
julio 27 de 1043. — Juan Alvar ez. 
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FALLO DE LA CORTE SUPHEMA 

Buenos Aires, 6 de setiembre de 1943. 

Y vista la precedente queja caratulada "Recurso 
de hecho deducido por el dcmnndndo en los autos Cré- 
dito Hipotecario y Seguros La Píntense S. A, c. Ferro- 
carril del Sud" jiara decidir sobre su procedencia. 

Y considerando: 

Que el eserito de t's. ¡Í07 de los autos principales, de 
interposición del recurso extraordinario, se funda: 
T) en que el fallo apelado desconoce la validez de una 
resolución de la Dirección General de Ferrocarriles, y 
2*) en que interpreta el inc. 8* del art. 5 de la ley 2873 
en forma contraria a la defensa sustentada por el pe- 
ticionante. 

Que respecto de lo primero, la jurisprudencia de 
esta Corte ha decidido que la sola alegación de haberse 
desconoeido valide/, a un título nacional no plantea una 
cuestión federal concreta, suficiente para fundar el re- 
curso extraordinario, cuando lo que se debate son los 
efectos del acto, regidos por disposiciones de leyes na- 
cionales, que el recurrente no menciona — V. Fallos: 
191, 81 y los allí citados. 

Que en la especie cabe agregar a mayor abunda- 
miento, que la ley U873, — art. 75 — dispone que: 11 En 
toda investigación, la Dirección ííeneral deberá actuar 
por escrito consignando los hechos sobre que se basan 
las conclusiones, y el dictamen de la Dirección General 
hará fe en juicio, salvo prueba en contrario". De ello 
se desprende sin esfuerzo que las conclusiones a que 
pueda llegar la repartición citada, no son necesariamen- 
te obligatorias para los jueces, y que éstos pueden apar- 
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tarse de las mismas, por i'azones fundadas, como ha 
sucedido en la eausa. Fallos: 183, 286. 

Que en cuanto a la interpretaeión del inc. 8*, art 
5 de la ley 2875, que liace la sentenein recurrida, so ajus- 
ta a una reiterada jurisprudencia del Tribunal — Fallos: 
133, 325; 142, 185 y 238; 152, 111; 153, 201; 184, 680; 
185, 25; entre otros. 

Que en esas condición os de acuerdo con lo decidido 
en Fallos: Ií)4 f 220 t y en los antecedentes que allí se 
citan, la simple reiteración de la misma cuestión no 
plantea una cuestión federal concreta suficiente para la 
concesión del recurso denegado. 

En su mérito y de acuerdo con lo pedido por el se- 
ñor Procurador General se desestima la queja inter- 
puesta por el Ferrocarril del Sutl. Hágase sabor; de- 
vuélvanse los autos principales al tribunal de su proce- 
dencia con copia del presente pronunciamiento y del 
precedente dictamen del Sr, Procurador General. Rep. 
el papel y archívese. 

Roberto Repetto — Antonio Sa- 

G ATI NA — B. A. NaZAIÍ ANCHO- 

uena — F. Ramos Mejía. 



OTTO E. BEMBERQ 

IMPUESTO A LOS HE Pl TOS: Aplicación, tn fraccione* y Pena*. 
El art. 174, inc. 5<\ del Código Pemil es inaplicable al 
caso de dr frau dación del impuesto a los réditos, para el 
cual la ley ll.(iS:í establece nn procedimiento administra- 
tivo previo aunque mediaren delitos comunes. 
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IMPUESTO A LOS HEDI TOS: Aplicación, frocedimiento y «- 
curvos. 

JURISDICCION : Fuero federal. Por la materia. Cornil ilación, tra- 
tados y leyes nacionales. 

Las tribunales federales son incompetentes para conocer 
en la denuncia sobre infracción del impuesto a loa ré- 
ditos, «pie ha «ido excluida del procedimiento establecido 
por el texto ordenado de la ley 11.683. 

JUHIS&WClOIf: Fuero ordinario. Leyes comunes. Pruales. 

Es improcedente la suspensión del trámite de una causa 
criminal seguida ante la justicia ordinaria fie la Capital 
so color de qUñ uno dé los hechos comprendidos en la 
denuncia, respecto del cual aquella se ha declarado in- 
competente —la defraudación del impuesto a Ion réditos — 
es de competencia de la justicia federal y de lo dispuesto 
en el arf. 38 del Código de Procedimientos en lo Criminal, 
que es inaplicable a ese caso. 



Dictamen del Pbooüeadoe General 
Suprema Corte: 

En octubre del año último, José Luis Torres denun- 
ció ante la justicia ordinaria de esta Capital, la comi- 
sión de diversos delitos comunes que imputara a Otto 
E. Bemherg y otras personas, además del de defrauda- 
ción al Consejo Nacional de Educación, en concepto de 
evasión del impuesto a las herencias} delitos que ha- 
brían producido también perjuicios al Fisco Nacional, 
al defraudarlo facilitando se eludiera el pago del im- 
puesto a los réditos. Como el St\ Juez de Instrucción 
entendiera que esto último debía sor investigado por la 
justicia federal, se declaró incompetente para conocer 
en tal parte de la denuncia (fs. 2, cxp. anexo) ; y al mis- 
mo tiempo, n tentó lo dispuesto por el art. 38 del Código 
de Procedimientos en lo Criminal, ha resuelto paralizar 
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la tramitación de la causa en cuanto corresponde a la 
justicia ordinaria, hasta tanto dicte fallo la federal. 

Sobre tal base so lia formado el incidente que co- 
rre por cuerda floja. El Sr, Juez de Sección, por su 
parte, considera que carecerá de competencia para in- 
tervenir en la denuncia sobre evasión al impuesto a los 
réditos, mientras no se cumplan ciertos trámites admi- 
nistrativos previos, establecidos en la ley 11.683; de 
suerte que, a su juicio, —coincidente con el del Sr. Pro- 
curador Fiscal (fs. 4 vta. G), sólo procedería por ahora 
remitir copia de la denuncia a la Dirección General del 
Impuesto a los Réditos, Trabada contienda jurisdiccio- 
nal por ulterior insistencia del Sr. Juez de Instrucción, 
viene el caso para que V. E. la dirima (art. 9, ley 4055). 

A mi entender, el Sr. Juez de Instrucción debe dar 
curso a la denuncia. El art. 38 del Código de Procedi- 
mientos en lo Criminal sólo acuerda preferencia a la 
justicia federal para juzgar en primer término, cuando 
ella encuentre motivo para incoar causa: de suerte que, 
si por una razón u otra, entendiera dicha justicia que 
no ha llegado todavía el momento de incoarla, ningún 
fallo definitivo tiene que esperarse por ahora, y carece 
de objeto paralizar el procedimiento so color de esa 
espera. Es, en el fondo, la doctrina de V. E. en 193:39. 
No entro al análisis de los motivos que invoca el Sr. 
Juez Federal, pues no viene a V. E. el expediente en 
apelación, ni por tal causa: simplemente, si nada obsta 
a que so lleve adelante y sin demora la averiguación de 
los delitos que caen bajo la jurisdicción ordinaria, ca- 
rece de sentido impedir siga el proceso su curso por 
ese cauce ya abierto, como que fué el inicial. 

En consecuencia, y sin perjuicio de lo que más ade- 
lante se resuelva si resultaren existir motivos para que 
intervenga la justicia federal, corresponde vuelva la 
causa al juzgado.de origen a los efectos de su proseen- 
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ción; debiéndose dar intervención a la Dirección de Im- 
puestos a los Réditos, como queda dicho. Buenos Aires, 
julio 30 de 1943. — Juan Alvares, 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 6 de setiembre de 1943. 
Autos y vistos: Considerando: 

Que se imputa en esta causa a don Otto Eduardo 
Bembo rg defraudaciones reiteradas al Fisco de la Na- 
ción por evasión del impuesto a los réditos y al de la 
herencia; infracción a la ley de trust, adulteración de 
documentos y atentado a la salud pública. 

Que la primera de aquellas imputaciones se la fun- 
da en lo dispuesto por el art, 174, inc. 5', del Código 
Penal, aplicable a las personas que cometiesen fraude 
en perjuicio de alguna administración pública. Esta ha- 
Uaríase constituida, dice, por la Dirección General del 
Impuesto a los Redi los en el presente año. 

Que de acuerdo al art. 1* de la ley 11.683, en las 
cuestiones referentes a los impuestos a los réditos debe 
intervenir la Dirección General. El art. 2* crea el Con- 
sejo; el art. 3 T le acuerda la función de interpretar las 
disposiciones de la ley en los casos generales y de ase- 
sorar a la Dirección; eí 5' atribuye al gerente general 
la aplicación del impuesto; el ti* prevé el caso de que 
una persona haya presentado una declaración que con- 
tengu datos inexactos o incompletos, en cuyo caso la Di- 
rección o el gerente aplicarán las penalidades corres- 
pondientes, facultándolos para citar al infractor, inti- 
marle el pago, fijar la renta presunta (para los bene- 
ficios de la 3* categoría se dan las normas en el art. 7*) ; 
el 10' faculta a la Dirección para exigir declaraciones 
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juradas no solamente del contribuyente sino también 
de los terceros que hayan intervenido en el movimiento, 
destino o aplicación de los réditos y de las transaccio- 
nes de un contribuyente; el 11 autoriza al gerente a 
solicitar el auxilio de la fuerza pública cuando tropeza- 
sen con inconvenientes o resistencia en el desempeño 
de sus funciones o para hacer comparecer los sumaria- 
dos y testigos; y el art. 18 preceptúa: "Cualquier falsa 
declaración, acto u omisión que importen una violación 
a lo expresado en la presente ley, serán penados con 
una multa de basta diez veces la suma que se ha dejado 
de oblar o pretendido defraudar, sin perjuicio de la res- 
ponsabilidad criminal por delitos comunes". Y por últi- 
mo, el art. 27 establece la competencia administrativa 
para instruir el sumario por todo acto u omisión que 
tenga por objeto infringir lu ley 11.GS3 o la de los dos 
impuestos, el que deberá hacerse "por los funcionarios 
que determine la Dirección Generar'. 

Las disposiciones citadas ponen de manifiesto la 
inaplicabilidad al caso del art. 174, ine. 5* del Código 
Penal y el proposito del legislador de exigir un proce- 
dimiento administrativo previo al judicial aun en el 
caso de delitos comunes, a que se refiere el art. 18 antes 
citado. Así se resuelve en la ley 11.683 el conflicto entre 
el interés social de la represión de delitos comunes y el 
interés fiscal, estableciéndose la jurisdicción adminis- 
trativa previa y prohibiéndose las denuncias, acerca 
de las cuales dijo el diputado de la Vega, miembro in- 
formante de la comisión de la Cámara de Diputados, 
al referir las dos novedades que contenía el despacho : 
una que atañe a la creación do un recurso desconocido 
en las leyes fiscales —se refiere al de oposición—; y 
la otra: la supresión de las denuncias, por su carácter 
odioso y por considerarlas peligrosas tratándose de le- 
yes que se aplicarán por primera vez (v. "Diario de Se- 
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liones", Cámara de Diputados, año 1932, tomo 7, pág. 
611), como lo dijo esta Corte cu la causa Warner Broa 
(188,239). 

La justicia federal carece, pues, de jurisdicción pa- 
ra entender en la denuncia, en cuanto ésta comprendo 
la infracción del impuesto a tos réditos, por hallarse 
ella prohibida. Y siendo así carece de aplicación el art. 
38 del Código de Procedimientos en lo Criminal. 

Por estos fundamentos, y los concordantes aduci- 
dos por el Sr. Procurador General, se declara que es 
competente para entender en las otras acriminaciones 
contenidas en la denuncia, ei Sr. Juez de Instrucción 
en lo Criminal núm. 10 de la Capital de la República» 
a quien se remitirán los autos haciéndose saber en la 
forma de estilo al señor Juez Federal. 

Antonio Saüabna — B. A. Nazab 
Anchorena — F. Ramos Me- 
jía. 



GUILLERMO C. DAVIDSOX — SU SUCESION 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Sentencia Itfimtiva. 

No siendo definitiva la sentencia que declara la incons- 
titucional idad ilel recargo por absentismo del impuesto a 
la transmisión gratuita en razón de su carácter confisca- 
torio y manda practicar una nueva liquidación del mismo 
con arreglo a las bases que establece, es improcedente el 
recurso extraordinario fundado por el contribuyente en 
que no es posi'.ilc ordenar lo último sin violar los arts. 5 
y 17 de la Constitución Nacional. 
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Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte t 

Procede aquí el recurso extraordinario, por ha- 
berse puesto en tela de juicio la constitucionalidud de 
una ley provincial de impuestos, y ser la sentencia de- 
finitiva tlcl tribunal de provincia, favorable a la vali- 
dez de la disposición local impugnada. 

En cuanto al fondo del asunto, se trata del recar- 
go del 100 % con que la ley 4350 de la Provincia de 
Buenos Aires grava, por razi .íes de ausentismo, al im- 
puesto sobre trasmisiones hereditarias. El recurrente 
ha pagado sin red imo dicho impuesto, que asciende al 
21,50 p del vnlor de los bienes, pero impugna como in- 
constitucional al 21,50 c /c de recargo, materia del pleito, 
por considerar que; 

a) viola el principio de igualdad; 

b) importa, por lo excesivo de su monto, una con- 
fiscación. 

La Cámara 2* de Apelaciones do La Plata, a fs. 
68, ha desestimado el primer motivo do tacha, y admite 
parcialmente el segundo ni declarar que el recargo es 
válido, en cuanto, unido al impuesto, no exceda al por- 
centaje que V. E. conceptuó ser constitucional en 
160: 247 o sea, se lo reduzca a un 12.75 % del valor de 
dichos bienes. 

Como esta Corte tiene además reiteradamente re- 
suelto que no es inconstitucional el recargo por ausen- 
tismo (132:402; 147:402; 160:247; 176:188; 178:98; 
186:421) resulta que dicha Cámara aplicó en su fallo 
la jurisprudencia sentada por V. E. 

La novedad del caso estriba en otra cuestión que, 
si no me equivoco, se trae ahora por primera vez: i pudo 
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el tribunal provincia), por vía de interpretación de 
la ley 4350, entallecer que el recargo de 100 % en ella 
fijado, «o reduzca a límites compatibles con las garan- 
tías que la Constitución Nacional acuerda al derecho de 
propiedad? A mi juicio, tal cuestión no puede ser revi- 
sada en esta instancia, ya que, según queda dicho, el 
fallo apelado no causa agravio al Estatuto Fundamen- 
tal El recurso extraordinario no podría fundarse ex- 
clusivamente en lo que los tribunales locales interpre- 
taron mal una ley local, 

Corresponde, pues, confirmar la sentencia apelada 
en cnanto piulo ser materia de recurs< Buenos Aires, 
noviembre 17 de líUL\ — Juan Alvarcz. 

FALLO DE LA COKTE SUPREMA 

Buenos Aires, 8 de setiembre de 1943. 

Y vistos: Los del recurso extraordinario contra la 
Sentencia de la Cámara 2* fie Apelaciones de La Plata, 
en el juicio Davidson (juillenno 0, contra la Dirección 
General fie Escuelas tic la Provincia de Buenos Aires, 
sobre inscripción en el Registro de la Propiedad y pago 
de derechos a la trasmisión gratuita de bienes i y 

Considerando: 

Que el recurso se funda en que reconociéndose por 
la Cunara u-quo que el impuesto cobrado, de acuerdo 
con los arta. V y 27 de la ley provincial núm. 4350, es 
inconstitucional por eonfiscatorio pues absorbe el 43 
por ciento del valor tle los bienes cuya inscripción se 
solicita, dicho tribunal resuelve, en definitiva, que no 
debe anularse en su totalidad dicho gravamen, sino que 
debe reducirse el recargo por ausentismo a proporcio- 
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nos razonables y lícitas tle acuerdo con los arts. 14, 16, 
17, 20, 21 y 31 de la Constitución Nacional; 44 de la 
provincial; 1* y 27 de la ley de Buenos Aires 4350; 44 
de la nacional ními. 48; Fallos de la Corte Suprema de 
la Nación 175, 205; 17í>, 337; y 180, 3t¡0; y otros fun- 
damentos. A tal efecto, dispone que la Dirección Ge- 
neral de Escuelas deberá practicar una nueva liquida- 
ción del impuesto conformándose al criterio precedente- 
mente expuesto — fs, GS8. 

Que en tales términos, no procede el recurso ex- 
traordinario de la ley míni. 48: porque no hay senten- 
cia definitiva desde que no se lia determinado aún el 
monto del impuesto que la sucesión Davidson debo 
pagar, Kn cuanto a la facultad de los jueces de la 
Provincia de Buenos Aires para adaptar la ley a las 
condiciones de justicia que preceptúa la jurisprudencia 
de esta Oírte, en lo relativo al monto del impuesto, 
sería extemporáneo y abstracto un pronunciamiento 
actual desde (pie, como queda dicho, no bay sentencia 
definitiva. 

Bp su mérito se declara que no procede, por ahora, 
el recurso extrnordinario. llágase saber y devuélvanse, 
debiendo reponerse el papel en el juzgado de origen, 

RouEitTo Rbpetto — Antonio Sa- 
garna — B. A. Nazah Anciio- 
kkna — F. Hamos Mbjía. 



MÍ FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



ALEJANDRO POPIKA v. TALLERES METALURGICOS 

SAN MARTIN 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Cuestión federal Caso*. Consti- 
tución NmetomiL — Itesoltuión vontrariti. 

Procede eí recurso extraordinario contra la sentencia de 
los tribunales tle la Capital Federal que en un juicio so- 
bre accidento del trabajo, sin referirse a las cuestiones 
fedérale* planteadas por el recurrente*, rechaza taa excep- 
ciones de litis pendencia e incompetencia fundadas por 
el mismo en la circunstancia de hallarse en trámite las 
actuaciones validamente ¡ruciadas, con arreglo a la res- 
pectiva ley local por el Departamento del Trabajo de la 
Provincia de Buenas Aires y en la fe y el respeto que 
ellas merecen en virtud de lo dispuesta por el art. V de 
la Constitución Nacional. 

ACTOS PUBLICOS Y PROCEDIM ¡ESTOS JUDICIALES, 

Las actuaciones referentes a un accidente del trabajo 
ocurrido en la Provincia de Buenos Aires, tramitadas 
ante ct Departamento del Trabajo de la misma con a r re- 
pto a los arta. 2 y 45, ine. H tle la ley local 4548, que 
no requiere a ese efecto e] consentimiento del obrero» po- 
zan de la fe que establece el art. 7 de la Constitución 
Nacional. 

ACTOS PUBLICOS T PROCEDIMIENTOS JUDICIALES, 

Procede revocar el fallo de los tribunales de la Capital 
Federal que fundad*» en que el obrero no ha consentido 
la intervención del Departamento del Trabajo de la Pro- 
vincia de Buenos Aires y ha comparecido ante aquéllos 
en uso de la opción prevista cu d art, 15 de la ley !)(>K8, 
niepa a dicho organismo jurisdicción para canotier en las 
actuaciones que ha iniciado con motivo del accidente del 
trabajo ocurrido en la provincia y rechaza las excepcio- 
nes de litis pendencia o incompetencia opuestas por eí 
patrón demandado. 
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Dictamen del Phocurador General 
Suprema Corte: 

La sentencia recurrida, obrante a fs. 153 no hace 
otra cosa que interpretar el alcance del art. 15 de la 
ley %88, para decidir si un litigio sobre accidente del 
trabajo compete o no a la jurisdicción de la justicia 
local de la Cupitnl Federal. 

Dicho fallo, fundándose en el mérito de la prueba 
rendida y demás constancias de autos, concluye que el 
obrero víctima de dicho accidente no se sometió a la 
jurisdicción de las autoridades administrativas de la 
Provincia de Buenos Aires, ni existe por lo tanto litis 
pendentia. 

Este caso difiero, pues, del 194:317 que invoca el 
recurrente. Allí recayó sentencia en la actuación admi- 
nistrativa, el accidentado cobró el importe de la indem- 
nización que dicha sentencia le asignaba» y después 
intentó iniciar nuevo pleito ante otra jurisdicción, si- 
tuación que no guarda analogía con la actual. 

En su mérito, no existe contienda alguna do com- 
petencia que la Corte deba dirimir, ni tampoco cuestión 
federal que pueda cimentar el recurso extraordinario. 
Corresponde declararlo mal concedido. Buenos Aires, 
abril 3 de 1943. — Juan Alvares. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 8 de setiembre de 1943. 

Vistos los autos: "Popika Alejandro c/ Talleres 
Metalúrgicos San Martín s/ accidente del trabajo", en 
Iob que se ha concedido u la parte demandada el recur- 
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bo extraordinario interpuesto a fa. 156 contra la sen- 
tencia dictada a fs. 153 por la Cámara l* de Apelacio- 
nes en lo Civil de la Capital Federal. 

Considerando : 

Que la empresa demandada, invocando los arta. 5, 
7, 18, ÜfcS y 07, inc. 11, de la Constitución Nacional, 
opuso tas excepciones de litis pendencia, fundada en la 
intervención tomada por el Departamento del Trabajo 
de la Provincia tic Buenos Aires con arreglo a los 
arta. 2, 44 y 45, inc. 1*, de la ley 4548 de dicha provincia, 
y de incompetencia por considerar que de acuerdo a lo 
dispuesto en el urt. ÍKí, inc. 4 V , del Código Civil, el do- 
micilio del patrón se halla en la Provincia de Buenos 
Aires, donde está ubicada la fábrica en que se lesionó 
el obrero, que el art. 15 de la ley ÍHJSH es inaplicable 
respecto de los accidentes ocurridos en el territorio de 
las provincias y que si tuviera este alcance sería in- 
constitucional. 

Por sen ten ei a dictada a fs. 137 el Sr. Juez de 1* 
Instancia hizo lugar a la excepción de litis penitencia 
y declaró "que en lo referente a las excepciones de 
incomjH'tcncia e ínconstitueionulidad opuestas juzgo 
innecesario su estudio teda vez que prospera la de litis 
pendencia". 

J^a Cámara — fs. 153 — revocó esc pronunciamiento 
por entender que no lia mediado sometimiento volunta- 
rio del obrero a la jurisdicción provincial y que con- 
forme al art. 15 de la ley íttiSS aquel tiene derecho a 
optar entre la jurisdicción del domicilio del patrón y 
la del lugar del accidente. 

La empresa ha interpuesto, y le ha sillo concedido, 
el recurso extraordinario fundado en que dicho Vallo 
rechaza las excepciones opuestas, desconociendo la for- 
ma federal de gobierno y el respeto que merecen los 
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actos públicos y procedimientos judiciales do las pro- 
vincias, la garantía do los jueces naturales y la inalte- 
rabilidad de las jurisdicciones locales creadas y ampa- 
radas por los arts. 5, 7, 18, 28, 31 y 67, inc. 11, 94, 100, 
104 y 1U7 de la Constitución Nacional. 

Que aun cuando la sentencia apelada no menciona 
la excepción de incompetencia ni las cuestiones consti- 
tucionales planteadas por la empresa, implícitamente 
las resuelve en forma contraria a las pretensiones de 
ésta, pues reconoce al obrero el derecho de optar entro 
la jurisdicción del domicilio del patrón o la del lug&r 
del accidente. Por lo demás, esta afirmación hállase 
corroborada por la circunstancia do haberse concedido 
a la empresa el recurso extraordinario fundado en los 
términos a que se lia hecho referencia precedentemente. 

Tratándose, pues, de una sentencia definitiva (Fa- 
llos : líí.'l, 188; lí)(i, 200) que deseslima el derecho fun- 
dado por el recurrente en la fe que el art 7 de la Cons- 
titución Nacional reconoce a los actos públicos y pro- 
cedimientos judiciales de las provincias, el recurso ex- 
traordinario es procedente y así se resuelve (art, 14, 
inc. 3% de la ley 48; Fallos: 194, 284 y 1117). 

Que en diversos fallos esta Corte Suprema ha de- 
clarado que, en uso de facultades que la Constitución 
Nacional le reconoce, la Provincia de Buenos Aires ha 
podido reglamentar válidamente por la ley 4548 el 
ejercicio de bis acciones que nacen de la ley 9688; que 
la intervención del Departamento del Trabajo do aqué- 
lla provincia en los casos que dicha ley establece no es 
objetable por razón do lo dispuesto en el art. 18 de la 
Constitución Nacional, y que tampoco lo es porque 
según los arts, 44 y 45, ines. 1* y 2* de la ley sea el 
patrón y no el obrero, cuyo consentimiento os innece- 
sario, quien pueda limitar la intervención del Departa- 
mento por m^dio del desconocimiento total del derecho 
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de quien sufrió e] accidente (Fallos: 187, 79; 191, 327: 
194, 317; 195, 50 y 529). 

Que, por consiguiente, las actuaciones seguidas 
ante el Departamento del Trabajo de la Provincia do 
Buenos Aires ron arreglo a lo dispuesto por los urts. 2 
y 45, me, r f de la ley 4548, gozan (fe la fe que establece 
el art. 7 de la Constitución Nación. y,, reglamentado por 
Jas leyes 44 y 5133, como Inmbiéu lo ha resuelto esta 
Corte en Fallos; 194, 317. 

Que el fallo recurrido se aparta de los principios 
preeedjul emente enunciados en cuanto niega al Depar- 
tamento del Trabajo de la Provincia de Buenos Aires 
jurisdicción para conocer del accidente ocurrido en el 
territorio de ésta, fundado en la falta de un requisito 
— el consentimiento del obrero — no exigido por la ley 
provincia] (Fallos: 1H7, 7!)) y en lo dispuesto en el 
art. 16 de la ley 9ÍÍS8 respecto del cual, por lo demás, 
esta Corle Suprema ha declarado reiteradamente (Fa- 
llos: 187, 79; 195, 50 y 529) que solo establece normas 
procesales para la Capital Federal y Jos territorios 
nacionales, es de carácter local, no rige los accidentes 
ocurridos fuera de los límites de aquéllos y no afecta 
la facultad de las provincias para reglamentar el pro- 
cedimiento a seguirse en las mismas para la aplicación 
de la ley 9G88. 

En su mérito» se revoca la sentencia apelada en lo 
que ha podido ser materia del recurso extraordinario. 
Hágase saber y devuélvanse, debiendo reponerse el 
papel en el juzgado de origen. 

Antonio Sacia hh a — B. A. Nazar 
ÁNOHOftRNA — F. Ramos AIk- 

JÍA. 
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THE AMERICAN EXPRESS COMPANY Inc. 

MARCAS DE FABRICA: Requisito». 

Til circunstancia de que Ta nueva marca pueda prestar- 
se a confusión con otra registrado anteriormente no bas- 
ta para denegar el registro de aouéila si el propietario 
de la mencionada en segundo término retiró la oposición 
([lie liíihía formulado ('). 



ERNESTO I>E TEZAXOS PINTO v. GREGORIO HEREÑU 

RECURSO EXT RAO RUIN A RIO; Procedimiento. 

E<¡ improcedente el recurso extraordinario que no lia sido 
debidamente fundado ni interponerlo. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Cuestión federal. Relación directa. 
Es improcedente el recurso extraordinario fundado en que 
el art, 33 del Código de Procedimientos Civiles de Entre 
RÍOS es violalorio de Jos arts. 1063, 1D64 y 1969 del Código 
Cíw) y 31 y 67, inc. 11, de la Constitución Nacional, con- 
tra Ja sentencia que interpretando el art. 1870, inc. 6' del 
Código Civil en forma irrevisibl-* por la Corte Suprema» 
r caucho que no existe conflicto iiilrc la legislación local 
y la común porque según cstn sus disposiciones sobre el 
mandato sólo son aplicables a las procuraciones judiciales 
en lo que no se oponga a las leyes procesales de las pro- 
vine jas. y 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte; 

No encuentro suficientemente acreditado en estos 
autos la procedencia del recurso extraordinario que ha 
concedido a fs. 229, para ante V. E., el Superior Tri- 
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192, 200 y 384; 195, IOS. ' ' 
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bunal de Justicia de Entre Ríos (Sala en lo Civil) 
contra el fallo de fs. 225-6. 

En abril de 1040 el Dr. Juan Carlos F. Wirth, co- 
mo mandatario del Dr. Ernesto de Teznnos Pinto, pro- 
movió demanda de reivindicación de un predio contra 
D. Üregorio Hereñú o Ercñú ante los tribunales de 
dicha provincia; y el 18 de setiembre subsiguiente, fa- 
lleció Tena nos Pinto (fs- 50). Wirth, tuvo noticias de 
ello en noviembre (fs. 122 a 130) ; piro en vez de poner 
inmediatamente en conocí miento del Juez ese hecho 
— con lo cual se hubiera suspendido la tramitación del 
juicio, continuó actuando. Demoró la comunicación alu- 
dida hasta el 28 do febrero do 1941 (fs. 4Í>). En tales 
condiciones, y a pedido de los lie rederos de Teznnos 
Pinto, el Superior Tribunal lia declarado nulo cnanto 
ge actuó cu el expediente con posterioridad al deceso 
del actor. Es contra ese pronunciamiento (pie la parte 
demandada trae recurso, alegando haberse hecho pri- 
mar disposiciones del Código de Procedimientos de 
Entre Ríos, sobre las del Código Civil. 

A mi juicio, no existe la pretendida colisión de 
leyes. El Código Civil previene que el mandato cesa 
por muerte del mandante (art líHi.T) ; que para repu- 
tarlo extinguido con relación al mandatario es preciso 
que éste conozca dicha muerte (art. 1004) ; que aun 
conociéndola, el mandatario está obligado a continuar 
atendiendo los asuntos que no admitan demora (art. 
1969); y, por fin, que las disposiciones relativas al 
mandato son aplicables a las procuraciones judiciales, 
en todo lo que no se opongan a las disposiciones del 
Código di Procedimientos {art. 1870, inc, 6). 

En este caso, no se trataba de diligencias urgentes, 
puesto que, con arreglo al Código de Procedimientos 
local, con sólo dar aviso al juez del fallecimiento de Te- 
zanos Pinto, se hubiera suspendido la tramitación del 
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litigio; y el Código de Procedimientos se limita a apli- 
car la regla general, sentada por el art. 1063 del Civil. 

En consecuencia, corresponde declarar mal conce- 
dido el recurso. Así lo pido. Buenos Aires, febrero 27 
de lí>43. — Juan Alvares. 

FALLO DE LA COK TE SUPREMA 

Huenos Aires, 8 de setiembre de 1943. 

Vistos los autos "Tezunos Pinto Ernesto de c/ 
Ilcroiiú o Ercíiú Gregorio, reivindicación", en los que 
se ha concedido al demandado el recurso extraordina- 
rio contra la sentencia dictada a fs. 225 por la Sala en 
lo Civil y Comercial del Superior Tribunal de Justicia 
de Entre Ríos. 

Considerando: 

Que al interponer el recurso — fs. 228 — el actor no 
lo ha fundado en la forma exigida por el art. 15 de la 
ley 48 y la jurisprudencia de esta Corte Suprema (Pa- 
lios: 121», 27t¡; 187, <M>; 189, 3 70 j 193, 38 y 472). 

Que, por otra parte, la circunstancia de haberse 
aplicado id art. 33 del Código de Procedimientos de 
Entre Ríos con preferencia a los arts. 1963, 1964 y 1969 
de! Código Civil, no obstante haber sido aquél impug- 
nado por el recurrente como vi obitorio de éstos y de 
los arts. 31 y 07, inc. 11, de la Constitución, no autoriza 
cu el caso de autos la procedencia del recurso extraor- 
dinario f umlado en el art. 14, inc 2 ¥ , de la ley 48. Por- 
que el tribunal de la causa, interpretando el art. 1870, 
inc. 6*, del Código Civil en forma ir revi si ble {arts. 67, 
inc. 11, de la Constitución Nacional y 15 de la ley 48 ; 
Fallos: 117, 7; 136, 131) ha declarado que no existo 
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oposición 011 tre ambas legislaciones, ya que, según el 
citado artículo, las disposiciones de la ley común rela- 
tivas al mandato sólo pon aplicables a las procuraciones 
judiciales en todo lo que no se opongan a la» de las 
leyes de procedimiento. Ksa interpretación que, lejos 
de ser arbitraria, colicúenla con la que lia admitido la 

1 reiterada jurisprudencia de esta Corte Suprema (Fa- 
llos: 107, 40.5 ; 143, 388; 151, ,'17; 155, 385; 15(>, 287; 1G7, 
188) haee desaparecer la cuestión federal que el ape- 
lante pretendía pf.mtear sobre la base de la incompa- 
tibilidad de las disposiciones ele la ley procesal de En- 
tre ltíos y del Código Civil y la presunta violación do 
los arls. 31 y 67, inc. 11, de la Constitución Nacional 
que carecen, así, de relación directa con la materia re- 
sucita por la sentencia apelada (Fallos: 190, 409). 

En su mérito, de acuerdo a lo dictaminado por el 
señor Procurador (Jeneral declárase improcedente el 
recurso extraordinario concedido a fs. 229. Notifiques© 
y devuélvanse, debiendo reponerse el papel en el juz- 

' gado de origen. 

Antonio Saoahna — B. A. Nazab 
A > chore na — P. Ramos 
Mej ía. 



ENRIQUE ARIjANDINI v. ALi AJHOUC1L 

RECURSO KXTRAOliltf.XAltlO: Sentencia definitiva. 

Fs ¡nj proceden ti- el recurso extraordinario define ¡do por 
el oelor contra la resolución de un tribunal de In Provin- 
cia de Buenos Aires ijue, en cumplimiento de Jun leyes lo- 
cales 4()4tí y 45:18 i- ii víi iueonstituciunuliditd rechaza, man- 
da pasar el expediente al Ministerio de Obras Públicos 
do la Provincia para que se proceda n regular los hono- 
rarios del ingeniero H"* actuó n el juicio como perito ter- 
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cero, pues dicha resolución no puede ser considerada sen- 
tencia definitiva desde que no priva al actor de hacer valer 
las defensas en ln ejecución que se le promoviere o aun en 
el correspondiente juicio ordinario de repetición. (6 de 
setiembre tic 194!1). 



CARLOS .UTAN PEREYTIA v. NACION ARGENTINA 

EJERCITO NACIONAL. 

No procede considerar oeurrido en servicio aetivo y por 
actas del servicio el accidente sufrido por un músico del 
ejército fuera del lugar donde prestaba vrv icios, mien- 
tras se dirigía a almorzar para retornar luego ul cuartel. 

EJERCITO NACIONAL. 

PENSIONES: Militar. 

La pensión de retiro c^nví-pondicnte a un subofieial del 
ejército tu> comprende el importe del "premio a la cons- 
tancia de que gozaba en actividad. 

EJERCITO NA ( ION AL. 

PENSl NES: Militar. 

La pensión de retiro correspondiente a un suboficial del 
ejército comprende el prest liquidado en la misma propor- 
ción que el sueldo. 

FALLO 1)K LA COI* TE S1TUEMA 

Buenos Aires, 10 de setiembre de 1943. 

Y vistos : los recursos ordinarios tic apelación de- 
ducidos en la causa: "Curios Juun Pereyr» v. Gobier- 
no de ln Nación, sobre pensión mi litar", contra la sen- 
tencia dictada por la Cámara Federal de la Capital, y 

Considerando: 

Que en ol presente corresponde «nal izar en primer 
término las circunstancias en que se produjo ol acci- 
dente que originó el retiro militar del actor, ya que de 
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ello ha do depender necesariamente el resultado de la 
demando. 

Que en los autos se Im demostrado que aquél ocu- 
rrió fuera del Imíar donde el actor —músico solista 
de la Batida de la Escuela de Suboficiales Sargento 
Cabra I— p restaba servicios y en circunstancias en que 
el mismo se dirigía con otros compañeros a almorzar. 

Que el art. 17, til. ;r, Cap. V de la ley 47(17 invo- 
cada por el actor, acuerda la pensión máxima determi- 
nada en la escala de los arts. 13 y 14, cuando la inuti- 
lización derivada de la pérdida de la vista, de un brazo 
o de una pierna sea producida por un acto de servicio. 

Que a au vez el art, 827 del Código de Justicia Mi- 
litar (R. L. M. *J) determina; "se entiende por acto de 
servicio, todo el que refiere o tiene relación con las 
funciones que a cada militar corresponden, por el becho 
de pertenecer «1 Ejército o Armada 1 ' (fs. 50), 

Que esta Corte, confirmando la sentencia dictada 
por la t ámara Federal de la Capital en la causa: ('. S. 
1 75-1*53 lia dejado establecido "que es acto de servicio 
todo aquel que se ejecute en cumplía liento do una 
orden". 

Que cu presencia de ello debe concluirse que el ac- 
cidente que inutilizó el actor no se produjo en ejecución 
de uu n-to de servicio, ni relacionado con él. 

Qoe la soluc ión a quo Uorm ta sentencia en recurso 
leluctonada con el reclamo de] "premio a la constancia" 
está de acuerdo con la doctrina sustentada por esta 
Corte entre otras en la causa: C. S. líi.*í-t^7. 

Que en lo relativo a la cuestión " prest' 1 que él ac- 
tor redama en ln liquidación del retiro, cabe consignar 
que el art. 14. Cap. IV, Tít. X de la ley 47(17, aclaran- 
do lo que debe entenderse por sueldos "a los fines 
de la pensión de retiro", dice textualmente: "Kntién- 
dese por sueldo a |o s efectos de la liquidación de ln pen- 
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sión y cualquiera que sea la situación de revista del 
interesado, el total que recibo el militar en actividad 
de servicio y que comprende adornas del sueldo sin su- 
plemento por antigüedad, la ayuda de costas y el 
"prest". 

Que en los aul's se llalla demostrado que el actor 
recibía un peso moneda nacional diario en concepto de 
"prest" mientras estuvo en actividad (fs. 37} y en tales 
condiciones y en presencia de la doc trina sustentada 
por esta Corle ¡Suprema en la causa: C. S. 190-130, entre 
otras, debe admitirse ese reclamo, con las limitaciones 
de la prescripción del art. 401*7, ine. 3* del Código Civil, 
opuesta por Ja Nación, 

Por ello se con firma en lo principal la sentencia, 
upe la da tic fs. DI y se la reforma en lo que decide res- 
pecto al "prest", que deberá liquidarse en la misma 
proporción del sueldo en el retiro acordado a Carlos 
,lii;ui Pe rey ra y a pagarle además Jas suiiips devenga- 
das fior ese concepto desde cinco años antes de iniciada 
la demanda — 2fi de julio de 11)40 — más sus intereses 
legales al tipo de los qm cobra el Banco de la Nación 
Argentina desde la nulificación de la demanda. Sin cos- 
tas, asimismo, en esta instancia en atención a la natu- 
raleza de las cuestiones planteadas y la solución acor- 
dada al pleito. llágase saber y devuélvanse al tribunal 
de procedencia, donde se repondrá el papel. 

ROBBBTO RkI'F.TTO — ANTONIO Sa- 

üahna — lí. A. Nassau Ancho- 
a en a — F. Ramos MejLa. 
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.JOSE BLANCO 

JURISDICCION : Furm ordinario. !,cifes comunes. Pen*. Vs. 

El conocimiento de una denuncia cuyos terminas permiten 
concluir prima facic que se imputa el delito do defrauda, 
ciún mediante la en trepa de un eheque sin provisión de 
fondas, corresponde nt juez del hipar en que neiirrieron Io.h 
hechos y no al del lugar donde debía ser cobrado el cheque. 

■ 

Dictamen del Piiocuiiador General 
Suprema Corte: 

Viene a V. K. para ser dirimida osla contienda de 
competencia negativa, entre un juez correccional de 
Buenos Aires, y otro del crimen de San Juan, Ambos 
entienden carecer de jurisdicción para iniciar proceso 
contra José Blanco, acusado do la enfrena de cheque 
sin provisión de fondos a Federico Steindl. Dicliu en- 
trega ocurrió en San Juan, poro el cheque debía hacerse 
efectivo en el Banco de Boston de Buenos Aires, y aquí 
fué protestado. Se discute dónde debe reputarse come- 
tido el delito, n los efectos de fijar la jurisdicción com- 
petente para reprimirlo. 

Los términos en que aparece formulada la denun- 
cia con! ra el nombrado Blanco (fs. 1-2) permiten con- 
cluir prima faviv que el delito imputado sería el de 
defraudación, siendo la entrega del cheque un simple 
medio para consumarlo. En su mérito y pues fué San 
Juan el luffar donde los hechos ocurrieron, allí debe 
continuar tramitando la causa. Así solicito lo resuelva 
V. E. Buenos Aires, agosto de 1D43. — Juan Alvares. 
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Buenos Aires, 10 de setiembre de 1943. 

Autos y vistos : Por los fundamentos del precedente 
dictamen del señor Procurador General se declara que 
es com [Hítente para conoeor en la querella interpuesta 
por l'Vdi-i'iro SlciinU roiih-ji J'^r Blanco c] Sr. Juez 
did Crimen, 1* Nominación, de la ciudad de San Juan, 
a quien se remitirán los autos, haciéndose saber en la 
forma de estilo al Sr. Juez en lo Correccional de la 
Ciipital Federal. 

HOBEltTO TÍEPETTO ANTONIO Sa- 

GAHNA — 11 A. NaZAH ANCHO- 

rexa — F. Ramos Mejía. 



PABLO FRASSON 

JURISDICCION: Fxttro ordinario. Arr/cs commic*. Pcnttles. 

El tugar en que se Un cometido el hecho delictuoso deter- 
mina la jurisdicción competente para juzgarlo. 

JURISDICCION : Furto ordinario. Leyes comunen. Penales, 

Existiendo dudas íiccrea del lugar en que se habría perpe- 
trado el delito do defraudación — pues la determinación de 
aquél depende de la del lugar, tiempo y modo en que el 
mandatario debía entregar a su mandante el importe de 
la venta de las mercaderías — correspondo atribuir el cono- 
cimiento de la causa al juez que previno en ella. 

Dictamen del Pitorra ador G exeral 
Suprema Corte: 

Viene a conocimiento de V. E., para sor dirimida, 
esta contienda negativa de jurisdicción, que se plantea 
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entre un juez de instrucción de esta Capital, y otro en 
lo criminal y correccional del departamento Sud de la 
Provincia de Buenos Aires, Motiva el -aso, un proceso 
sobre defraudación incoado contra Pablo Frasson, co- 
rredor de una firma de la Capital Federal. Autorizado 
Frasson para percibir el importe de unas facturas en 
Mar del Pin la, mi lo giró a sus comitentes, y más tarde, 
ha sostenido tener el derecho de guardárselo a título 
de fompensaciúu de deudas emergentes del corretaje, 
que ludirían motivado ya un reclamo ante el Departa- 
mento Nacional del Trabajo (fs. lil!). 

Si bien la firma damnificada expresa que era obli- 
gación de Frasson girar inmediata metí te el importe de 
lo que cobrara, ella misma admite a fs. 40 que algunas 
veces el dinero .se entregaba al regreso del corredor. 
Esta circunstancia, unida a Jas demás que rodean al 
hecho, me inclina a pensar que s¡ bien iludiera reputarse 
dudosa la obligación de girar inmediatamente, no puede 
parererki la de entregar el dinero tan pronto corno vol- 
viese Frasson a lineaos Aires, Es aquí, entonces, donde 
se habría cometido la defraudación, caso de existir. 

En su mérito, debe decidirse la contienda declaran- 
do que corresponde entender en la causa al Sr. Juez 
de Instrucción de la Capital. Así lo solicito. Buenos 
Aires, agosto 2$ de 11)43. — Juan Alvar tz. 

FALLO DK LA CORTE SITREMA 

Buenos Aires, 10 de setiembre de 

Autos y vistos: Considerando: 

Que el lugar donde se ha realizado el acto delic- 
tuoso es el que determina la jurisdicción competente 
para juzgarlo. Así resulta de lo dispuesto por el art. 
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102 do la Constitución Nacional y de los arts. 35 y 36 
del Código de Procedimientos en lo Criminal. 

Que, en este litigio, si la prueba llegara a estable- 
cer que el denunciado, en sus relaciones con su man- 
dante, tenía impuesta la obligación de girar inmediata- 
mente el importe de las mercaderías que vendiera o de 
remitir el correspondiente cheque, es claro, qi?« no ha- 
biéndolo hecho, la apropiación indebida se había pro- 
ducido en la ciudad de Mar del Plata y la competencia 
correspondería a los jueces de la Provincia de Buenos 
Ai res. 

Que si, en cambio, de aquella prueba pudiera des- 
prenderse la conclusión de que entraba en las facultades 
del imputado hacer la restitución del dinero después 
del regreso a la Capital, donde se encuentra la sede 
de la sociedad acusadora, la apropiación ilegítima del 
dinero habría tenido lugar en la Capital Federal y la 
competencia correspondería a la justicia local de ésta. 

Que entretanto y existiendo duda sobre ese punto 
fundamental, la cuestión de competencia debe ser deci- 
dida con arreglo a lo proscripto por los arts. 35 y 36 
del Código de Procedimientos en lo Criminal, que re- 
fiere aquélla al juez que prevenga en la causa. 

En su mérito, oído ol Mr. Procurador General, se 
declara que es juez competente para conocer en esta 
causa seguida por Masdeu, R i va ra y Cía. contra Fras- 
son Pablo, el Siv Juez en lo Criminal y Correccional 
núm, 1, Departamento del Sud, Dolores (Bs. As.) a 
quien se remitirán los autos, haciéndose saber en la 
forma de estilo al Sr. Juez del Crimen núm. 5 do la 
Capital Federal. 

Roberto Kiípktto — Antonio Sa- 
car na — B. A. Nazah Ancho- 
res a — F. Ramos Mejía. 
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"GUTIERREZ Y DE W FUENTE" Y OTRA 
v. PROVINCIA DE SAN JUAN 

COSA JUZGADA. 

La sentencia que rechaza la demanda promovida por una 
sociedad invocando un derecho propio no produce efecto 
de cosa juzgada respecto de ¡a demanda igual promovida 
ulteriormente por aquel la emiio suceso ra de otra sociedad, 
pues falta el requisito de la identidad de calidad. 

PAGO' Pago con prottntn, Forma, 

Debe considérame su fie ¡ent emente, fundada la protesta re- 
ferente al impuesto al vino cobrado en la Provine ir. de 
San -luán mediante ta uplieai-ión de la ley ÜIÜ denególa piu- 
la 33ií y puesta en vigor nuevamente por la Intervención 
Nacional, realizada "por el pago que verifican de un 
centavo de los cimtro pagados por concepto del impuesto 
al vino y mistela y por el cobro que se les hace del men- 
cionado centavo reservándose los eom paree ¡entes los de- 
reehos que les corresponda, los que luirán valer en el tiem- 
po y forma que lo estimen más conveniente como igual- 
mente para reclamar y exigir la devolución del centavo 
pagado i n d chulamente ' \ 

PHESCiUrCiaX . / nte rruprión. 

La demanda deducida invocando un derecho propio y re- 
chazada no interrumpe l;i prcscripi-ión de J¿i arción" que 
corresponde al mismo actor en otra calidad — la de su- 
eesor — para repetir ías sumas indebidamente pagadas al 
demandado. 

'nrííi del eobro. Intereses mor a torios 
No proeede condenar a la demandada al pago de i n tere* 
sea desde la nntificaeíón de la primera demanda sobre 
repetición de sumas indebidamente pagadas deducida por 
el actor invocando un derecho propio y rechazada, sino 
desde la notificación de lu demanda promovida ulterior- 
mente en otra calidad —como Mieesor — que ha prospe- 
rado. 

COSTAS: Jtr tallado del litiyio. 

Prosperando sólo en parte la demanda sobre repetición 
de sumas pagadas indebidamente las costas no deben ser 
impuestas sino propo re iona I mente. 
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Dictamen del PitocrrtADOR General 
Supremo Corte: 

La jurisdicción origina ria de esta Corte, emerge de 
ser aquí parte demandada ana provincia y versar la 
acción sobre inconstitucional i dad de impuestos provin- 
ciales. 

En cuanto al fondo del asunto, admitida por la 
parte demandada con arreglo a fallos anteriores de 
V. E,, que existe la inconstilueiomiHdad base del pleito, 
sólo resta decidir sobre la existencia de cosa juzgada, 
prescripción, eficacia del protesto o procedencia del 
cobro de intereses, que hace valer la misma demandada 
en su defensa. Todas esas cuestiones lo son de derecho 
común, y ajenas a mi dictamen. Buenos Aires, julio 28 
de 1942. — Jwin Alvares. 

- 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 10 de setiembre do 1943. 

Y vistos: Los caratulados "Gutiérrez y de la Fuen- 
te y otra contra la Provincia de San Juan sobre devo- 
lución de pesos (impuesto al vino) M , de los que resulta: 

A fs. 10 se presenta (Ion Daniel González Videla 
(h.) en representación de las sociedades colectivas 
"Gutiérrez y i le la F líenle" y anónima "Gutiérrez y 
de la Kuente Ltda. Vitivinícola y Comercial", enta- 
blando demanda contra la Provincia de San Juan por 
devolución de la suma de $ 21.630,81 m/n. cobrados do 
más, en concepto de impuesto al vino, intereses y costas. 

Dice que en las fechas que consigna el cuadro si- 
guiente su mandante, la sociedad colectiva "Gutiérrez 
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y de la Fuente Udn", efectuó los pagos del referido 
impuesto, por guías y cantidades que en él se detallan 
a razón de * 0,04 m/n. el litro. En agosto 5 de 1931 
dicha firma hizo notifica! a Jos seño íes Ministro de 
Hacienda y Tesorero General de la Provincia su formal 
protesta por el cobro efectuado en ese acto y sucesivos, 
haciendo expresa referencia a ellos y fundándose en 
que él se efectuaba a razón de $ 0,04 en vez de $ 0,0;J 
el litro como en realidad entendía corresponder. Tanto 
los pagos, como la protesta, ge han probado con los 
recibos, n-eiiiKiridiis por la Provincia, informes admi- 
nistrativos y testimonio de escritura pública, agregados 
al juicio (¡ 'JH4 t (pie siguió la secunda de sus institu- 
yen les contra ta Provincia ante esta Corte. Se remite 
a las citas y consideraciones que hizo en el alegato de 
esa cansa, sobre su mérito probatorio, especialmente 
los números 10 y 14. La Provincia los conoce por haber 
impugnado allí dicha protesta y por toda su interven- 
ción en ese expediente que, en su oportunidad, ofrecerá 
como prueba. 

Sostiene que esos cobros son inconstitucionales, 
porque, cuando se efectuaron, la ley provincial X* 313, 
que permitía hacerlos a razón de * (\U4, se encontraba 
ya derogada por la feí* 335. Se verificaron, pues, sin 
ley alguna qu<> los autorizase y sin que la ley de inter- 
vención federal N* 11.041, invocada en causas análogas 
por la Provincia, para tratar de cohonestarlos, pudiese 
suplir la falta tic una disposición de la legislatura local, 
única facultada para legitimarlos. Todo ello es cosa 
resuelta ya muchas veces en cansas idénticas y por el 
mismo gravamen (ejemplo: (íutiérrez v. San Juan, la 
Prov., G-30). Asimismo, en varias, la Corte aceptó como 
suficiente la escritura de protesta que aquí invoca, res- 
pecto a coprotestnnles de su instituyen te f no obstante 
tratarse de sociedades y no haberse transcripto loa do- 
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cimientos habilitantes do sus gerentes o administrado- 
res — lo que objetó la Provincia — ; y ello se explica 
porque los funcionarios provinciales no pueden negar 
sus propias firmas al pie de las notificaciones respec- 
tivas. Su autenticidad y fecha, son oponibles a ellos. Y 
finalmente, porque la protesta no es im acto solemne, 
sino que basta su autenticidad; como también puede 
hacerse por medio de gestor, sin otra condición que 
ratificar la gestión (Fallos: causa Ferrarlo v, Buenos 
Aires, la Prov. y sentencias condenando a restituir lo 
presta* i o con esto mismo instrumento en las causas Co- 
pe] lo y Ooldi y Cía. v. San Juan, la Prov., CM023; y 
Muro Bustello y Cía. v, Prov de San Juan, M. 155). 

Establecido que debe devolverse, falta determinar 
únicamente a cuíil de las dos sociedades adoras. Pide 
que la devolución se lu ga a la sociedad anónima "Gu- 
tierres! y de la Fuente Ltda. Vitivinícola y Comercial"; 
y, en su defecto, a la sociedad colectiva Gutiérrez y do 
la Fuente, 

Sostiene la procedencia de la devolución a la socie- 
dad anónima como lo sostuvo en el alegato de la causa 
G. 284, sin conseguirlo, por razones propias de aquel 
caso —que luego analizará—, del testimonio de escri- 
tura pública agregado allí a t's. 49 y autenticado por la 
Corte de Justicia de San Juan (informe de fs. 38 vta.) 
y, especialmente, de la transcripción de los estatutos 
de dicha sociedad (fs. vta.) fluye que tomó a su 
cargo el giro de los negocios de la razón social Gutié- 
rrez y de la Fuente de la Provincia de San Juan, co- 
rriendo por cuenta de la sociedad anónima vitivinícola 
y comercial Gutiérrez y de la Fuente Ltda., todas las 
operaciones de las dos firmas citadas, a partir del 1* 
de marzo de 1931. 

Resulta además, de ese instrumento, que recién en 
mayo de lí)33, la sociedad anónima se inscribió en el 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



Rejfistro Público do Comercio de San Juan (fs. 79 y 
80). En cambio, la protesta de autos tuvo lugar en ese 
intervalo, en agosto de 1931 ; y lo mismo los pagos que 
repite. En consecuencia, la sociedad colectiva procedió 
a pagar y a protestar por cuenta de la nnóniinaj como 
gestora y antecesora de esta última. Circunstancia que 
la Provincia no lia podido ignorar ya que desde el 
año 1933 los estatutos de la secunda están inscriptos 
eu su Registro de Comercio. Por otra parte, y supo- 
niendo que no valiese eomo mandato, la presente de- 
manda sería una pública ratificación, que la sociedad 
anónima y continuadora, efectúa de toda la gestión rea- 
lizada por su cuenta: pagos y protesta; aprovechán- 
dole plenamente (doctrina del fallo T. 13í>, pág. 2!>ó y 
T. 171, pág. 37í>). La Provincia no pudo tenor la menor 
duda de que estos cobros estaban protestados por quien 
los hacía, ya fuese en definitiva una sociedad u otra. 
Caso opuesto precisamente al del T. 1S.1 ( pág. 482. 

Eu la causa seguida por la sociedad anónima con- 
tra la Provincia (O. 2S4) a que viene refiriéndose, si 
bien se rechazó aquella demanda, fué porque se hizo 
lugar a la falta de acción opuesta. Pero no puede haber 
cosa juzgada, ni sentar precedente en esta nueva de- 
manda, por la sencilla razón de que dejó establecido 
que el fundamento o causa de pedir que aquí invoca 
y plantea, no formaba parto integrante de aquella litis 
Contesta tio; ni podía, entonces, examinarse dentro de 
ella; ni menos aun resolverse en el fallo su procedencia 
o improcedencia. !Se refiere a los fundamentos de ese 
fallo en el cual no pudo examinarse la relación jurídica 
entre una sociedad y ta otra porque allí la aetora de- 
mandó en calidad de autora directa do los pagos. Si 
todo ello no pudo sor examinado por exceder de la 
continencia de 1» litis, bien claro resulta que no hay 
cosa juzgada pues falta la identidad de contenido entre 



DE JUSTICIA HE LA NACIÓN 



S51 



mi pleito y otro. Fulla [a identidad de causa, que es el 
fundamento de la demanda, y aquí tenemos un funda- 
mento nuevo, expresamente excluido — por nuevo — del 
debate anterior. En el caso actual corresponde que la 
Provincia se defienda plenamente ante la nueva causa 
invocada y, en definitiva, (pie devuelva lo ilegítima- 
mente percibido. 

Subsidiariamente, y para el u¡20 de que no se 
hiciera higpLt a lo solicitado precedentemente, pide se 
devuelva lo cobrado a la sociedad colectiva Gutiérrez 
y de la Fuente, a quien también representa en estos 
autos y a cuyo nomine aparecieron hechos lo* pagos 
y la protesta mencionados. 

Pide intereses desde el 19 de mayo de 1930, fecha 
en que la anterior demanda de la sociedad anónima se 
noli t ico a la Provincia, en los autos G. 284. De prospe- 
rar sólo en lo subsidiario corresponderían los intereses 
desde la notificación de esta demanda. 

A fs. 11) vta. se corre traslado de la demanda y a 
fs. 2í) lo contesta el letrado don José Antonio González 
por la Provincia de San Juan. Dice que la demanda 
comprende dos acciones distintas y exeluy entes entre sí, 
desde que el mismo derecho es reclamado por dos enti- 
dades o personas diferentes y, con ese criterio, corres- 
ponde contestar separadamente cada una de las accio- 
nes intentadas. 

Respecto de la demanda promovida por la sociedad 
anónima, opone la excepción de cosa juzgada. Se refiere 
a la sentencia dictada en el expediente N T 284, letra G., 
caratulado *'Gu+Íérrcz y de la Fuente Sociedad Anóni- 
ma contra la Provincia de San Juan", que tramitó ante 
esta Corte entre las mismas partes y con idéntico objeto 
al del presente, en que se declaró que la sociedad anó- 
nima carece de derecho para reclamar la suma deman- 
dada. En ese juicio no se admitió a la sociedad nom- 
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brada la prueba tic que era cesionuria de los derechos 
que invocaba, pues no había alegado este carácter al 
entablar la demanda. 

En cuanto a la demanda promovida por la socie- 
dad colectiva Gutiérrez y de la Fuente, opone, ante 
todo, la prescripción de las sumas que intenta repetir 
correspondiente» a pasos efectuados basta diez años 
antes de la fecha en que se inicia la presente demanda, 
es decir, que la prescripción alcanza a las diferencias 
provenientes de los pagos realizados el 5 de agosto y 
6 de noviembre de 1Ü31. Es obvio que la demanda enta- 
blada por la sociedad anónima, agrega, no puede apro- 
vechar, a los efectos de interrumpir la prescripción a 
la presente acción deducida por la sociedad colectiva, 
de acuerdo al art. 3Í>!)1 del Código Civil. La interrup- 
ción de la prescripción no podía producirse en virtud 
de una demanda ajena, que en el caso actual ha sido 
rechazada y debe tenerse como inexistente. Esa deman- 
da ajena con la que intenta beneficiarse la sociedad 
colectiva, fué desestimada. La interrupción de la pres- 
cripción causada por demanda judicial se tendrá por 
no sucedida cuando el demandado ha sido absuelto de- 
finitivamente según lo dispone el art. 3987 del Código 
Civil. 

En cuanto al fondo del asunto dice que es exacto 
que la sociedad Gutiérrez y de la Fuente efectuó los 
pagos que menciona en su demanda, como se acredita 
con el informe de la Dirección General de Rentas que 
acompaña. Pero el protesto invocado por la parte ac- 
tora no puede amparar la repetición de pago que se 
intenta, porque no se ha expresado el motivo de la im- 
pugnación. La repetición se funda en que en las fechas 
que se abonaron las sumas demandadas, regía la ley 
mim. 33ó p que fijaba la tasa del impuesto en $ 0,03 por 
litro de vino, de manera que de la elevación de esa tasa 
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en $ 0,01 dispuesta por la Intervención Nacional no 
aparecía fundada en disposición alguna. La inconstitu- 
ckmaiiílad de ese aumento de la tasa impositiva lia sido 
declarada reiteradamente por la Corte Suprema en nu- 
merosos fallos, por lo que considera que es inútil vol- 
ver sobre el punto; y su parte, acatando la jurispru- 
dencia, admite la inconstitucional ¡dad del impuesto. 
Pero no correspondí' devolver el impuesto pagado dado 
la deficiencia que contieno la protesta. 

Respecto a los intereses, sostiene que la demanda 
anterior no puede aprovechar a una entidad distinta y 
no puede surtir efectos en un juicio que lo es extraño. 
Esa demanda no puedo importar un requerimiento vá- 
lido capaz do constituir on mora el deudor, desde que, 
al ser rechazada, lia quedado definitivamente estable- 
cido que no emana del litular de la obligación a que so 
refiere. Además, no puedo admitirse que esa demanda 
pueda producir efecto alguno, desdo que ha sido recha- 
zada. Tita en su apoyo el art. 3987 del Código Civil. 

Termina pidiendo el rechazo de la acción de la 
sociedad anónima en virtud de existir a su respecto 
cosa juzgada. B] rechazo de la acción de la sociedad 
colectiva, en razón de que el protesto invocado no reúne 
las condiciones requeridas para que pueda amparar la 
repetición de lo pagado. Y se haga lumir a la prescrip- 
ción de las sumas que se intenta repetir, correspondien- 
tes a pagos efectuados basta diez años antes de la pro- 
moción de la presente demanda, también con costas. 

Abierta la causa a prueba por auto de fs. 34 vta,, 
se produce la que indica el certificado de Secretaría de 
fs. 40. A fs. 44 y 00 corren los alegatos de la actorn y 
demandada respectivamente, y a fs. 55 vta. se llamó 
autos para definitiva. 
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Y considerando: 

1*) Que dada ta forma en que lia quedado trabada 
ín litis, corresponde decidir cu primer término si existe 
cosa juzgada acerca de la demanda principal deducida 
por la sociedad anónima Gutiérrez y de la Fuente Viti- 
vinícola y Comercial, cuya demanda fué rechazada en el 
espediente O. 'J84 por sentencia de setiembre 8 de 1941, 
agregado a estos autos. 

Kn dicha sentencia esta Corte analizó la excepción 
de falta de acción de la sociedad anónima porque ésta 
era "una sociedad distinta de la sociedad Gutiérrez y 
de la Fuente que hizo el pa^o de los impues* u» impug- 
nados y que oportunamente formuló su p < l - a. Kl 
apoderado de la actora al presentar su depa da nada 
dijo ile la relación jurídica que pudiera existir entre la 
sociedad colectiva y su representada la sociedad anóni- 
ma, y iónicamente la demandada tenía que creer que se 
trataba de dos etiiidades extrañas e independientes. 
Pero en la estación de prueba y después en el alefato, 
pretende la acto ra introducir nuevos hechos y con ellos 
nuevos elementos de juicio (pie hacían variar los funda- 
mentos de la acción. Tal, la presentación del testim alo 
de escritura de fs. 4ÍÍ según la cual resulta que la socio- 
dad anónima es sueesora de la colectiva, porque se hizo 
cargo de su activo y pasivo, y también porque la seiíun- 
da debió seguir en su giro comercial por cuenta de la 
primera hasta que ésta obtuviera su personería jurídi- 
ca y se inscribiera eu el Ke^ístro de Comercio. Estos 
hechos, silenciados en la demanda y que serían tal vez 
suficientes para demostrar el vínculo que autorizaría a 
la sociedad anónima a ejercitar la acción iniciada, de- 
bieron exponerse necesariamente, en la demanda... 
Siendo así no existe vínculo alguno que autorice a la 
sociedad anónima a pedir la repetición de lo pagado 
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por la eoeiodud colectiva. . . pues no apareciendo aqué- 
lla ni sueeaora ni ceaionaria de la última, carece de tí- 
tulo para sustituirle en la relación jurídica. La sociedad 
anónima carece en este pleito, pues, de acción para de- 
mandar al gobierno de San Juan'*.,. De lo expuesto 
resulta 4110 eu esta sentencia no se pudo considerar la 
calidad con que se demandaba que aquí se sostiene como 
fundamento de la acción ; el carácter de la sociedad anó- 
nima como sucesora de la sociedad colectiva, cuya prue- 
ba se ha producido en estos autos. En dicha sentencia 
110 pudo examinarse la relación jurídica entre una y 
otra sociedad, puesto que la sociedad anónima demandó 
por derecho propio como autora directa de los pagos, 
mientras que en esta causa lo hace en calidad de suce- 
sora de la sociedad colectiva. No existiendo, pues t iden- 
tidad de calidad, la defensa de cosa juzgada debe ser 
rechazada. 

2'} Respecto a la impugnación que hace la deman- 
dada al protesto que se invoca por la acto ra, la escri- 
tura cuyo testimonio corre a fs. 7 debe considerarse 
suficiente, puesto que se protesta por cobrársele un 
centavo de más en los cuntió que se le cobraban inde- 
bidamenle, cuya inconstitueionalidad ha sido resuelta 
por ésta Corte en numerosos casos ; como lo reconoce 
la demandada, allanándose a esa declaración, al refe- 
rirse ul fondo de la cuestión planteada. 

3 f ) Acerca de la prescripción por los pagos efec- 
tuados en 5 de agosto do 1931 y 6 de noviembre de 1931, 
corresponde declarar que ésta procede por los efec- 
tuados diez años antes de ía promoción de esta deman- 
da, o sea, solamente por los efectuados con anterioridad 
al 4 de octubre de 1931, pues la interrupción de la 
prescripción por la anterior demanda, que fué recha- 
zada, debe tenerse por no sucedida, atento a lo dispuesto 
en el art. 3987 del Código Civil. 
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Que ía demandada ha reconocido los pa^os — en sus 
cantidades y fechas — que se mencionan en la demanda, 
de los cuales habrá de descontarse, en la liquidación, 
los efectuados con anterioridad al 4 de octubre de 1931, 
como se expresa en este considerando, 

4*) Que atento la solución que se da anteriormente, 
no corresponde considerar el pedido que subsidiaria- 
mente se formula en la demanda. 

Por estos fundamentos y los concordantes del es- 
crito de demanda, se condena a la Provincia de San 
Juan a pagar a la sociedad anónima actora en su ca- 
rácter de suceso ra de la sociedad colectiva Gutiérrez y 
de la Fuente, dentro de treinta días, la suma que resulte 
de los pagos efectuados por ésta desde el 4 de octubre 
de lí>31, con sus intereses desde la interpelación judi- 
cial, y las .tres cuartas partes de las costas del juicio, 
en atención al resultado del pleito. Hágase saber, re- 
póngase el papel y oportunamente archívese. 

Roberto Repetto — Antonio Sa- 

CARNA — B. A. NaZAII AnCHO- 

«ena — F. Ramos JIkjía. 



PROVINCIA DE BTTEXOS AIRES v. EMILIA MATILDE 
FAZIO Y LAGIERE DE MOSS 

BXJ*fíOPl ACION : lademahaciún 

No procede acordar indemnización alguna en concepto de 
disminución del valor venal de explotación do un inmue- 
ble como consecuencia de su fraccionamiento por expro- 
piación parcial si no se luí probado que éste perjudique, 
dificulte o bajía imposible dicha explotación ni que inu- 
tilice el inmueble por insuficiencia tie la superficie para 
el destino que tenía antes de la expropiación o que pueda 
tener después. 
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EXP fiO PIA C ION ; Indcm nhncidn 

No habiéndose reclamado en el juicio de expropiación in- 
demnización a Ipil na por el arrendatario del inmueble ex- 
propiado ni existiendo constancia de que el dueño le haya 
entregado .suma alguna en pago de los perjuicios que pudo 
haber .sufrirlo por .su desahucio, sólo corresponde dejar a 
salvo su ¿Brecho para ejercer la arción pertinente. 

EXPROPIA CION: Procedimiento». 

El juicio de expropiación promovido ante la Corte Supre- 
ma se signe por las disposiciones de la ley federal 189, 
con prescindeneia de las que contenga ta ley local de la 
provincia expropiada. 

EXP TiO PIA CIO. Y: Indemnización 

De acuerdo a lo dispuesto por el art. 16 de la ley 189, el 
dueí'n del inmueble expropiado no tiene derecho a indem- 
nización alguna en concepto de los intereses que, durante 
el tiempo necesario para adquirir un inmueble semejante, 
podría producir la suma que se manda pagarle ni de los 
gastos que podría ocasionar dicha adquisición. 



Díctame* del Procurador General 
Suprema Corto: 

Se trata cu este caso de una demanda sobre expro- 
piación seguida por la Provincia de Buenos Aires con- 
tra un vecino de la Capital Federal; y V, E. tiene deci- 
dido que tale* causas corresponden a la jurisdicción 
originaria del Tribunal. Aceptada ésta por las partes 
como lo lia sido, de acuerdo al decreto de la Presiden- 
cia de fe 5 vía., correspondería que V. E, dicte senten- 
cia sobre el fondo del asunto, ajeno a este dictamen 
atonto su naturaleza. — Buenos Aires, diciembre 23 de 
1942. — Juan Alvares. 
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Buenos Aires, 10 de septiembre de 1943. 

Y vistos: Los autos seguidos por la Provincia de 
Buenos Aires contra Emilia Matilde Fazio y Lagíere 
de Moss, sobr expropiación, de los que resulta: 

Que a fs i don Salvador Coralinas por la acto ra, 
en cumplimiento del decreto del 6 de junio de VM2, de- 
manda a la nombrada señora por expropiación de una 
fracción de campo de 9 h., 79 a. ( 3.401 enr., ubicada 
en el partido de Tandil y afectada por el trazado del 
camino de Juárez a Tandil con arreglo al plan vial de 
la ley 4540. 

Invoca las disposiciones del art. 4, ínc. 5*, de la ley 
1439, de la ley 4140, del art. 17 de la Constitución Na- 
cional y del art. _.">ll del Código Civil, y los anteceden- 
tes reunidos en el expediente administrativo 370-M-1942- 
&] misterio de Obras Públicas que acompaña, y mani- 
fiesta que su mandante ha depositado en el Banco de la 
Provincia de Buenos Aires la suma de $ 2/256,50 mjn., 
en que estinta el precio del inmueble de acuerdo a la 
tasación respectiva. 

Que a fa. 5 vta. se tuvo por acreditada la jurisdic- 
ción originaria de esta Corte Suprema y conforme a lo 
dispuesto en el art. ti de la ley 18!) so convocó a las par- 
tes a juicio verbal. En éste ( í's. IT)) la actora reprodujo 
los términos de la demanda y propuso como perito al 
ingeniero agrimensor 1). Isidro Ksliú n fin de fpie se 
expidiera sobre el valor del inmueble. Por su parte, la 
demandada manifestó su conformidad con la expropia- 
ción y su desacuerdo con el precio fijado por la Provin- 
cia, por la que ofreció diversas medidas de prueba (fa. 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



659 



13) y propuso como perito al ingeniero D. Bernardino 
Lerncr; solicitando, además, el pago de intereses y cos- 
tas. 

Que a fs. 15 vía. se designó a los peritos propuestos 
y como tercero para el caso de discordia ai ingeniero 
Jorge García Berro. 

Que a fs. 22 fué agregado un ofieio del Banco de 
la Provincia de Buenos Aires según el cual el 10 de se- 
tiembre de 1942 se transfirió al Banco de la Nación 
Argentina y romo perteneciente a este juicio, la suma 
de $ 2.2.14,50 m¡n.; a fs. 35 so llalla el acta de toma de 
posesión del inmueble por la nctora realizada el 31 de 
octuhre de 1942; a fs. 5D dictaminó el señor Procurador 
General, y a fs. 50 vta. se dictó la providencia de autos 
para sentencia, después de lo cual, para mejor proveer, 
se requirió informe al perito tercero (fs. 52) que se 
expidió a fs. 55, dando motivo a las observaciones for- 
muladas a fs. 60 por la demandada, y a las explicacio- 
nes de fs. 65. 

Considerando: 

Que según informan los peritos — fs. 41 y 56 — el 
lote expropiado, que linda al N. E. con el camino Tan- 
dil- Juárez que lo separa de otra fracción de propiedad 
de la demandada, al S.O. con campo de don Nicolás 
Brolial, al S. con tierras de la demandada y al S.E. con 
la rotonda del mencionado camino y la calle Rodríguez 
que lo separan de más campo do la Sra. de Mosa, tiene 
una superficie de 10 h., 23 a,, 53 ca. 

Que teniendo en cuenta la ubicación del terreno ex- 
propiado; la estimación del valor de la tierra en eso 
paraje efectuada por la Comisión de Profesionales de la 
Dirección de Vialidad de la Provincia de Buenos Aires 
— $ 500 la hectárea, según informan a fs. 42 vta. los pe- 
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ritos do las paites, sin rectificación del tercero— así 
como los precios pagados por tierras próximas — fs. 
42 vta. y (J5 vta., esta Corte Suprema considera justo 
fijar en Ja suma de quinientos pesos la hectárea el valor 
de la fracción expropiada, o sea un total de $ 5.117,65 
moneda nacional, 

(¿ue no procede acordar indemnización alguna en 
concepto de disminución del valor venal de explotación 
del campo de la demandada como consecuencia del frac- 
cionamiento, pues no se ha prohado que éste perjudique, 
dificulte o haga imposible dicha explotación, ni que inu- 
tilice el inmueble por insuficiencia de la superficie res- 
tante para el destino que tenía antes do la expropiación 
o que pueda tener después ( Fallos: 131, 22). Por lo 
contrario, en ul informe del perito tercero — fs, 5(i vta. 
y (>6 vta.— se demuestra que la distancia ligeramente 
mayor existente entre la fracción A. y el camino carece 
de importancia para la clase de establecimiento de que 
se trata, no habiendo más dificultad de acceso que la 
que existía naturalmente, y que debe eliminarse por 
remóla la posibilidad de una subdivisión y venta de la 
fracción A. en lotes pequeños. Por lo demás, los arts. 
15 y l(i de la ley 18ÍJ impiden tomar cu cuenta las consi- 
deraciones expuestas por la demandada a fs. C2, párra- 
fo IV. Por fin, no hay en autos elementos de prueba 
que autoricen a admitir como ciertas las afirmaciones de 
los peritos de las partes respecto a las dificultados 
para obtener agua fuera ti" la fracción expropiada — fs. 
43— y a rechazar por inexacta ía conclusión negativa 
del perito tercero fundada también en Jas característi- 
cas del terreno. 

Que estas consideraciones y la circunstancia de ser 
ta calle Rodríguez la salida natural de ta fracción A. — 
fs. 38, 40 vta., 41 vta y 7u— conducen también a recha- 
zar toda indemnización por concepto de la proyectada 
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construcción del acceso que indican los peritos de las 
partes a fs. 43 vta. 

Que también debe excluirse de la indemnización 
propuesta por los peritos do las partes, las sumas calcu- 
ladas por aquéllos en concepto de resarcimiento al 
arrendatario pues nada lia reclamado éste en el presente 
juicio, si bien en el acto de darse la posesión al expro- 
piante (fs. 35) se reservó el derecho de reclamar el 
pago del valor de los sembrados existentes; ni hay cons- 
tancia de que el dueño del campo le haya entregado 
suma alguna en concepto de reparación de los perjui- 
cios que' la expropiación le haya ocasionado. Sólo corres- 
ponde, pues, dejar, a salvo las acciones del arrendata- 
rio para exigir la respectiva reparación (Fallos: 115, 
145). 

Que tampoco procede acordar resarcimiento algu- 
no a! expropiado en concepto de los intereses que, du- 
rante el tiempo necesario para comprar una nueva frac- 
ción de campo, podría producir la suma que se manda 
] lagar 1c ni de los gastos que podría importar dicha ad- 
quisición, ya que se trataría de perjuicios eventuales 
que no son consecuencia forzosa de la expropiación, 
como lo requiere el art. Í6 de la ley 18Í), única que a 
esta Corte Suprema incumbe aplicar (Palios: 146, 32; 
181, 67). 

Que los tros peritos están de acuerdo en cuanto a 
las sumas que deberán pagarse a la demandada por 
alambrados e intereses del impuesto territorial pagado 
anticipadamente. 

Que, en síntesis y con arreglo a lo expuesto en loa 
procedentes considerandos, debe fijarse en $ 5.455, 15 
m|n. t la indemnización correspondiente a la propietaria 
de la fracción expropiada, calculada por los peritos de 
las partes en la suma de $ 24.239,32 m)n. ( de común 
acuerdo y — lo que es más sorprendente — sin observa- 
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cien alguna del representante de la Provincia, que sólo 
había ofrecido en la demanda la cantidad de $ 2.256,50 
ro|n., por toda indemnización. 

En su mérito, de acuerdo a lo dictaminado por el 
señor Procurador General en cuanto a la jurisdicción, 
se hace lugar a la expropiación de las diez hectáreas, 
veintitrés áreas y cincuenta y tres cent i áreas mencio- 
nadas en el primer considerando de esta sentenria, y 
se declara transferid" m dominio a la Provincia de Bue- 
nos Aires previo pago de la suma de $ 5.405,15 m¡n. 
por toda indemnización, con intereses al tipo de los que 
cobra el Banco de la Nación Argentina a partir del 31 
de octubre de 1942 sobre la diferencia entre esa suma 
y la depositada por la actora según el informe de fs. 
22, con costas y con la salvedad formulada en el consi- 
derando quinto respecto del arrendatario, Notifíquese, 
repóngase el pinrl y o por tu numen te archívese. 

Roberto Repetto — Antonio Sa- 
GAitNA — B. A. Nassau Ancho- 
bena — P. Ramos Mejía. 



Cía. UNION TELEFONICA DEL RIO OIS LA PLATA 
v. MUNICIPALIDAD DE SAN NICOLAS 

JUMSDfVCfOX: Fuero federal. Por ta Materia. Constitución, trata- 
dos ¡f ¡rifes ttaritniitirs. 

Competí 1 a la justicia federal conoeer rfítiaiMP mufcrue en 
el juicio promovido por un concesionario de servicias te- 
lefónicos contra la nnmicipalidud que lo autorizó a esta- 
blecer ciertas líneas, sobre escrituración de la respectiva 
ordenanza e inconstitucional ¡dad de oirá posterior que la 
anuló, nunqnc por la primera .se hubiera pactado el arbi- 
traje para el caso do divergencia entre las partes. 
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Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

Ante la justicia federal de La Plata, la Compañía 
Unión Telefónica del Río de la Plata, Limitada, inició 
demanda contra la Municipalidad de San Nicolás pi- 
diendo so condenase a esta última a escriturar una orde- 
nanza de fecha 17 de abril de 1939, por la que le otor- 
gaba permiso durmitc veinte años para el establecimien- 
to do postes, cables, líneas subterráneas y demás ele- 
mentos de una red de teléfonos en las calles de dicha 
ciudad. Solicitó al mismo tiempo se decía rusen nulos 
e inconstitucionales ciertos derechos que d'cha Munici- 
palidad pretendía cobrar por el uso de la vía pública, 
no obstante haber exonerado de su pago a la compañía 
actora; gravámenes que, además, reputaba la actora 
confiscatorios por su monto. 

La Municipalidad, al contestar la demanda opuso 
excepciones de incompetencia de jurisdicción y la de 
litis pendentia. La primera, porque con arreglo al art. 4 
de la ordenanza en cuestión, toda dificultad que se sus- 
citase referente al cumplimiento e interpretación del 
permiso aludido, debía ser dirimida por la Dirección 
General do Correos y Telégrafos, como arbitro. La se- 
gunda, porque existía ante la justicia ordinaria de San 
Nicolás un litigio iniciado por la Municipalidad contra 
la compañía, sobre cobro de las sumas adeudadas por 
concepto de uso de las callos. La validez de tal gravamen, 
emanaba a su juicio de haber sido declamada en sus- 
penso la ordenanza del 17 do abril, por otra del 20 de 
mayo del mismo año. 

El señor Juez a quo rechazó ambas excepciones (fs. 
27fí> ; poro la Cámara respectiva por fallo que obra a 
fs. 201, ha declarado ser incompetente la justicia fede- 
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ral para conocer en la causa. Con tal motivo se trae aho- 
ra ante V. E. un recurso extraordinario» cuya proce- 
dencia emerge de haberse denegado el fuero a la parte 
que oportunamente lo invocara. 

En efecto, no se trata de que la compañía actora 
hubiese consentido en prorrogarlo. La Cámara, dejando 
de lado la litis pendentia, se atiene exclusivamente al 
argumento de que existe como cuestión previa la de es- 
tablecer si la Municipalidad de San Nicolás obró o no 
dentro de la órbita de sus atribuciones al declarar en 
suspenso el 20 de mayo la ordenanza del 17 de abril. 
A su juicio aunque media enjutos la circunstancia de 
distinta nnriomilidud, el caso escapa a la jurisdicción 
federal dada la materia a resolver; y cita, al efecto, la 
jurisprudencia sentada por V. E. en 184: 72. 

Pienso que ese fallo resulta inaplicable al caso, por- 
que no se discutía entonces la procedencia del fuero fe- 
deral, sino la jurisdicción originaria de la Corte. V. E. 
dejó allí a salvo, como en muchas otn<s ocasiones simi- 
lares, la posibilidad del recurso extraordinario. Me in- 
clino, pues, a pensar que aquí la materia discutida no 
excluye necesariamente a dicho fuern, Y lo induzco, de 
las siguientes razones: 

a) el primero de los pedidos de la demanda, versa 
sobre escrituración de la ordenanza del 17 de abril; 

h) no se trata solamente de decidir si entró en 
las facultades de la Municipalidad de San Nicolás dic- 
tar ordenanzas del tipo de la del 20 de mayo, sino que 
también están en tela de juicio la constitucional idad 
de los gravámenes exigidos a la parte actora, impug- 
nados como confisca torios; 

c) para fundar la acción se invocan disposiciones 
del Código Civil, de las leyes especiales 750 Vi. y 4408, y 
de la Constitución Nacional (arts. 11, 14, 17~y f>7 ines. 
12 y 13). 
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Eii su mérito, y atento lo resuelto por V. E. en 
184: 319, correspondo revocar la sentencia materia del 
recurso. — Buenos Aires, noviembre 20 de 1942. — 
Juan Alvares. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 13 de septiembre de 1943. 

Y vistos: Los del recurso extraordinario inter- 
puesto por la Coinpuuía Unión Telefónica del Ríi de 
la Plata Ltda., contra la resolución de la Cámara Fe- 
deral de La Plata, que declaró la incompetencia de la 
justicia federal para entender en la causa promovida 
por la mencionada compañía contra la Municipalidad 
de San Nicolás de los Arroyos sobre escrituración, in- 
constitucionatidad de impuesto, etc.; y 

Considerando : 

1') La acción se fundó en la existencia de una or- 
denanza de abril 17 de 1939, que establece obligaciones 
mutuas entre la Municipalidad y la Compañía Unión 
Telefónica a los fines de las instalaciones del servicio 
pertinente con líneas aéreas y subterráneas, conexión 
con las lincas de otras localidades; exención de toda 
clase de impuestos municipales; otorgamiento gratuito 
de aparatos para ciertas reparticiones municipales, etc. 
(arts, 1, 5, 29). Pero la Municipalidad, en lugar de es- 
criturar la ordenanza-concesión, o concesión-contrato, 
pasó a la compañía una minuta — fs. 10 — cobrándolo 
$ 261.000; por impuesto de ocupación de la vía pública 
$ 174.01)1), y por multa í 87.000, todo conforme a la orde- 
nanza de impuestos correspondiente a 193G, Aparte otras 
razones, ese gravamen sería confiscatorio, violaría las 
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comunicaciones interprovinciales y, por consiguiente, 
inconstitucional de acuerdo con los arts. 11, 14, 17 y 67, 
incs. 12 y 13, de la Constitución Nacional. Fund-, ade- 
más, la demanda, en los arts. 1137, 1144, 1197 y 1202 dul 
Código Civil y en las disposiciones de las leyes núms. 
750VÍJ y 4408, La competencia de la justicia federal sur- 
ge, por razón de la materia, de los arts. 100 y C7, incs. 
12, 13, 1Ü y 28 de la Constitución Nacional; del art. 2, 
inc. 1*, de In ley 48; de loa arts. 1, 2, 4, 6, y concordantes 
de la ley 750^, y 1 y 2 de la ley 4408; y por la distinta 
vecindad de las parles, pues la Unión Telefónica está 
domiciliada en la Capital Federal; es, además, una com- 
pañía extranjera y la municipalidad nicoleña es argen- 
tina. Cita el fallo de la Corte 98,231 y la obra de Al- 
corta sobre Derecho Inieritaciotml Privado, t. 2, pág. 
29 y sigtes., (fs. 16). 

T) Al contestar, la Municipalidad opuso, entre 
otras defensas, la excepción de incompetencia de juris- 
dicción porque, suponiendo la subsistencia de la orde- 
nanza de abril — no obstante haber sido suspendida por 
otra de mayo 29 del mismo año — la compañía debió 
acudir, en su demanda, a la Dirección General de Co- 
rreas y Telégrafos de la Nación, porque así se establece 
en el artículo o cláusula 4* de la ordenanza primera cuyo 
cumplimiento se pide; hubo, pues, prórroga de juris- 
dicción por acuerdo de partes; cita una sentencia de la 
Cámara Federal de la Capital que decidió: "Cuando 
bo conviene una jurisdicción especial para el caso de 
tener que dirimir cuestiones emergentes del cumpli- 
miento de Jo convenido, la justicia federal es incompe- 
tente por existir una prórroga de jurisdicción*'. Arguye 
también que existo litis pcnJcníia porque la Municipali- 
dad inició juicio de apremio contra la Unión Telefónica 
por cobro de impuestos y multa y en dicha causa la de- 
mandada, aquí acto ra, opuso —como defensa— los mis- 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



SST 



mos fundamentos que en estos autos liace valer. No men- 
ciona, en cuanto a la competencia, que es lo que interesa 
a la Cortí\ a los fines del recurso extraordinario, ningún 
otro fundamento — fs. 34 — . 

3') Que en la réplica o contestación de la actora 
a las excepciones, manifiesta que no hay jurisdicción 
arbitral hasta que la justicia declare la existencia y al* 
canees del contrato o concesión u ordenanza y, en espe- 
cial, de la cláusula misma compromisoria, pues sólo en- 
tonces se conocerán las cuestiones concretas que deban 
someterse a arbitraje, los términos de éste, las sancio- 
nes por incumplimiento, etc. Sostiene, asimismo, que la 
cuestión planteada, en la demanda, de inconstitucionalí- 
dad de la ordenanza referente al impuesto que se le 
cobra, no puedo ser deferido a ningún tribunal arbitral 
— fs. 48—. 

4*) Que rechazada por el Juez Federal la excep- 
ción de incompetencia (fs. 276) la Cámara de La Plata 
revocó dicho pronunciamiento porque no se trata, en 
el caso de autos, de causa civil que es, según la Corte 
Suprema — 184, 72 — aquélla que surge de estipulación 
o contrato y no aquélla que, aun demandándose resti- 
tuciones, compensaciones o indemnizaciones de carácter 
civil tiendan al examen y revisión de los actos adminis- 
trativos, legislativos o judiciales de las provincias, en 
que éstas procedieron dentro de las facultades propias 
reconocidas por los arts. 104 y sigtes. de la Constitución 
Nacional — fs. 291—. 

5*) Que, concedido el recurso extraordinario, el 
seno r Procurador General de la Nación dictamina — 
fs. 313 — en el sentido de que se revoque la resolución 
apelada porque no es aplicable al caso actual, la doc- 
trina del fallo del tomo 184, pág. 72, porque allí se 
trataba de la jurisdicción originaria de la Corte y ésta 
dejó a salvo, como en muchas otras ocasiones, la posi- 



S6I 



FALLOS CE LA CORTE SUPREMA 



bilidad del recurso extraordinario, que es de lo que aquí 
se trata. Sostiene, además, su opinión en que: a) el 
primero de los pedidos de la demanda versa sobre es- 
crituración de la ordenanza du 17 de abril; b) no so 
trata solamente de decidir si entró en las facultades 
de la Municipalidad de San Nicolás dictar ordenanzas 
del tipo de la de 29 de mayo, sino que también están en 
tela de juicio la constitucional idad de los gravámenes 
exigidos a la parte actora, impugnados como confisca- 
torios; c) para fundar la acción se invocan disposicio- 
nes del Código Civil, de las leyes especiales niims. 
750 y¿ y 4408, y de la Constitución Nacional — arts. 11, 
14, 17 y 67. Invoca el fallo del lomo 184, pag. 3 10. 

6*) Que, como se expresa en el dictamen del señor 
Procurador General precedentemente mencionado, la 
acción de la Unión Tele tónica persigue, al par que la 
escrituración de la ordenanza de abril de 1939, confor- 
me a lo preceptuado en el artículo o cláusula '29* de la 
misma, la invalidez del cobro de impuesto a que se re- 
fiere la minuta de fs. 10, por ser confiscatorio según 
laí normas constitucionales y jurisprudenciales que 
cita; y en consecuencia, precede la jurisdicción federal 
de acuerdo con el inc. 1* del art, 2 do !a ley núm. 48, tal 
como se invoca en el escrito de demanda. 

7*) Que es, asimismo, improcedente la incompeten- 
cia fundada por la demandada en la cláusula 4* de la 
ordenanza en debate, pues lu prórroga de la jurisdic- 
ción que en ella se establece, fijándose el arbitraje ante 
la Dirección General de Correos, implica la previa de- 
cisión en justicia, de la existencia, valor y alcance del 
documento público quo la establece y, en especial, del 
valor de la cláusula misma que establece el compromiso; 
y fué, sin duda, en liase a osas consideraciones, que la 
misma Municipalidad se creyó autorizada a dictar la 
ordenanza de mayo, que suspendió la de abril, y ade- 
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más a ejecutar judicialmente a la Unión Telefónica por 
impuestos y multa. En el fallo que se registra en el to- 
mo 181, página 30b', de su colección, esta Corte Supre- 
ma decidió que habiéndose paeiado el arbitraje para los 
casos en que la ejecución de los trabajos suscitara di- 
vergencias entre las partes, no procede resolver por 
esc medio el caso en que se discute la rescisión y nuli- 
dad del contrato, pues, como dijo entonces el señor Pro- 
curador General, "la cláusula del contrato relativa a 
la jurisdicción arbitral, no tuvo evidentemente el alcan- 
ce que se le atribuyo, pues no estuvo en manos de los 
contratantes investir a simples arbitros con la facultad 
de de ' Tur inconstitucionales a las leyes 43U y 479 j ni 
tampoco con la de anular el propio contrato de donde 
tales jueces especiales habrían obtenido su potestad". 
Son perfectamente aplicables al caso de autos esos fun- 
damentos y esa decisión. 

8*) Que, en cuanto a la condición do "causa civil" 
que menciona el ine. 2 ? del art. 2 de la ley 48, que el 
fallo recurrido afirma no reunir el pleito promovido 
por la Unión Telefónica y que la demandada no negó 
ni en la contestación de la demanda — fs. 34 — ni en el 
alegato' de bien probado, ni en segunda instancia; cabe 
advertir que se trata de un acuerdo de voluntades en- 
tre la Municipalidad y la compañía actora en virtud 
del cual, la primera otorga exención temporal de im- 
puestos a cambio del uso gratuito del teléfono y otras 
obligaciones de la concesionaria o permisionaría ; que 
en ese acuerdo la Municipalidad no actúa jure impen 
sino como persona jurídica; y esta Corte declaró y deci- 
dió en el ya recordado fallo 181, 300, que es causa civil 
la que se promueve por una empresa contra una provin- 
cia para cumplir o rescindir un contrato de construc- 
ción autorizado por ley y citando el fallo 156, 126, dijo 
que "el poder público cuando contrata con terceros en 
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bu carácter do persona jurídica, ocupa respecto de és- 
tos un plano de perfecta igualdad, sin preeminencia ni 
privilegio alguno. Así, el Gobierno de la Intervención» 
en representación do la Provincia, no ha podido dictar 
un decreto que, prescindiendo de los derechos de la 
empresa o sobreponiéndose a ellos, disponga de la 
suerte del contrato, cualesquiera fueran las razones que 
tuviera, y un acto en tal sentido no puede ser tomado 
como de imperio, sino como simple expresión de vo- 
luntad tendiente a fijar una situación jurídica de la 
cual pueden derivarse responsabilidades civiles". Hay 
notoria similitud entre el caso pro-mencionado y el 
actual, pues ni siquiera concede la Municipalidad la 
prestación del servicio telefónico de Ja actora ni lo re- 
glamenta» pues ello es de jurisdicción nacional —ley 
750 M¡, arts. 2, inc. 3% 11, 25 y 26; y ley 4408, art. 1'— ¡ 
Be limita a convenir ciertas clases de líneas, postes, ca- 
bles subterráneos, modificación del edificio do la ofi- 
cina, tipo de aparatos telefónicos, nso gratuito de los 
mismos para ciertas reparticiones e instituciones, exen- 
ción de impuosos, etc. La doctrina de los fallos recor- 
dados se conforma con la del tomo 179, pág. 15 — causa 
C. H. A. I>. E. v. Ra f fació Juan sobre cobro de pesos — ■ 
9") Que, en varios casos, la Corte lia declarado, en 
litigios de la Unión Telefónica con particulares o muni- 
cipalidades que, aun cumulo se invoquen razones de 
derecho común y de hecho, la jurisdicción federal pro- 
cede cuando es indispensable decidir previamente si 
están comprometidas las facultades y obligaciones de 
rivadas de las leyes 750 V> y 4408 —Fallos: 151, 298; 
152, 16; 179, 246; 184, 319; 193, 367—. No es dudoso 
que toda la jurisprudencia citada confluye a determinar 
la competencia del Juez Federal de La Plata en el caso 
en examen, tanto más cuanto que la ordenanza de mayo 
de 1939, al dejar sin efecto la de abril del mismo año, 
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no solamente anula la exención do impuestos sino to- 
das las demás condiciones de instalación y funciona- 
miento del servicio telefónico regido por leyes nacio- 
nales (Conf,, especialmente, el art. 11 de la ley 750 y s ). 

En su mérito y de conformidad con el dictamen del 
señor Procurador General de la Nación, se revoca la 
resolución apelada y se declara que el conocimiento de 
la presente causa correspondo a la justicia federal. Há- 
gase saber v devuélvanse, debiendo reponerse el papel 
en el juzgado de origen. 

Roberto Iíepetto — Antonio Sa- 
car na — B.A. Nazar Ancho- 
rena — F. Ramos Mejía. 



MARTÍN SIMON TEJE RIÑA (su soc.) v. PROVINCIA 

DE BUENOS AIRES 

EXPJiO PIA € ION : Procedimientn. 

No precisando el art. 6» de la ley 189 el número de ex- 
pertos de que cada litigante puede valerse y teniendo en 
cuenta la distinta naturaleza de las peritaciones ofrecidas 
por el interesado y que la procedéncia y eficacia de las 
medidas probatorias debe juzgarse en el momento de dic- 
tar sentencia, no corresponde obligar a aquélla a prescin- 
dir do la que desea producir (13 de setiembre de 1943). 



GUILLERMO MTLLER Y FRANCISCO SCOTT 
v. PROVINCIA DE MENDOZA 

COSTAS: Efecto de la condena en cantas. Extensión. 

No procede incluir en lp, liquidación de las costas las su- 
mas pagadas sin regulación por el diligenciamiento de 
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oficios, si las circunstancias no autorizan a concluir que 
guardón la debida proporción con el trabajo encomenda- 
do y las regulaciones practicadas en el juicio ('). 

MEDIDA 8 DISCIPLINA RIAS. 

Procede llamar la atención ¡ti mandatario que no hizo co* 
nocer oportunamente al tribunal el fallecí miento t 4e su 
mniidunte y lo indujo en error en cuanto a la subsisten- 
cia de su facultad de percibir y respecto del procedimien- 
to a seguir con las sumas correspondientes a la sucesión 
del mandante, que deben ser transferidos a la orden del 
juez ante el cual tramita el juicio sucesorio ( 3 ). 



CÍA. DE SEGUROS *'LA AGRICOLA" v, PROVINCIA 

DE MENDOZA 

PRUEBAS: Término. 

No precede hacer lugar a la medida solicitada por una 
cíe las partes después de vencido el término de pruebo y 
diligenciada la ofrecid- , con el objeto de obtener una 
copia fiel de un decreto del P. E. dictado durante el trá- 
mite iM juicio y un informe acerca del alcance del decre- 
to, sin perjuicio de lo que el Tribunal pueda oportuna- 
mente disponer para mejor proveer. (13 de setiembre 
de 1943). 



EMMA R. II. DE GIRIBA1-DT Y OTRAS v. AHRAIIAM 

PERPER 

JURISDICCION: Prorroga de jurisdicción. 

El tercero que a título de dueño de un inmueble rema* 
lado en una ejecución hipotecaria promueve en ésta un 
Incidente «obre nulidad de las actuaciones referentes a 
la snluisfa. haciendo reparos a la jurisdicción sin promo- 
ver ru^tión acerca de ella, la prorroga y no puede plan- 
tear etiestión de competencia por inhibitoria después de 
haberse desestimado la nulidad por sentencia firme. 

(i) irt ffp wtiroibm do 1B43. Fallos: 160. 141 y 277; 193, 402. 
(*) Fallos: 101, 523; 1M, 85. 
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Dictamen del Puocubador General 
Suprema Corte: 

Ante el Hv. Juez de Primera Instancia en lo Civil 
y Comercial de Concordia (Entre Ríos), D* Enima R. 
H. de Oiribaldi y otras ejecutaron por cobro de inte- 
reses hipotecarios a D. Abraham Perper (fs. 17). En la 
tramitación de la causa se llegó a decretar la venta del 
inmueble gravado (fs. 409 y fs. 425). 

En esta oportunidad, con fecha 29 de mayo de 1942, 
se presentó Bcnción Zuker (fs. 433) impugnando la re- 
solución que así lo establecía y pidiendo se declararan 
nulas y sin valor todas las actuaciones que a él lo afec- 
taban ya que se consideraba único propietario del in- 
mueble en subasta. Hizo reparos, sin plantear cuestión 
de competencia, acerca de la jurisdicción del Juez de 
Concordia. 

Vencido en sus pretensiones por sentencia de fa. 
473 de 21 de octubre de 1942, confirmada a fs. 500 el 
29 de diciembre del mismo año, acude el 4 de febrero 
de 1943 ante el Juez de Primera Instancia en lo Civil 
de la Capital Federal proponiendo cuestión de inhibi- 
toria al de Concordia, 

Aceptada ésta y sustanciada con resultado negati- 
vo, se han elevado los expedientes respectivos a V. E. 
para que dirima la contienda (art. 9, ley 4055). 

Encuentro suficiente la relación preinserta de an- 
tecedentes para llegar a la conclusión de que Zuker 
prorrogó la jurisdicción del Juez de Concordia al com- 
parecer ante él y peticionar en la forma que lo hizo 
obteniendo decisiones judiciales en dos instancias. Los 
términos de la presentación de fs. 433/439 no dejan 
lugar a dudas, no obstante los reparos a que me he 
referido. 
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En tal virtud estaba inhabilitado para presentarse 
al Juez de la Capital, después de conocer el resultado 
desfavorable de las gestiones ante el juez de la causa. 

El caso no admite, pues, otra solución que mante- 
ner la jurisdicción de este último para entender en el 
litigio. Tal oh mi dictamen. Buenos Aires, agosto 31 de 
1943. — Juan Alvares. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 15 de setiembre do 1943. 
Autos y Vistos: 

Por los furnia ínclitos del precedente dictamen del 
Sr. Procurador General, se declara que es competen* e 
para conocer cu la causa seguida por D* Km nía Remi- 
gia Herrún de O i ri bal di y otras contra Abraliam Fer- 
per (boy Beneióu Zuker) sobre ejecución de intereses 
hipotecarios, el señor Juez en lo Civil y Comercial de 
Concordia, Provincia de Entre Ríos, a quien se remiti- 
rán los autos, haciéndose saber en la forma de estilo 
al de igual clase rróm. 2 de la Capital de la República 
ante el cual se dedujo ía inhibitoria. 

RonEHTO Repetto — Luis Lina- 
res — B. A. Nazah Ancho- 
kexa. 
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MUNICIPALIDAD DE ROSARIO v. FRANCISCA 
VALENTI DE GARCIA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Cuntió* federal Canoa. Leyes 
del Comjreso. 

Procede el recurso extraordinario contra la si-nt^ncia que 
interpreta e! art. 6!í de la ley 11.683 pn sentido contrario 
al derecho fundado en él por el recurrente. 

IMPUESTO A LOS REDITOS: Aplicación, Procedimiento y re- 
curso*. 

YÁ secreto de las dcclaraciun^s juradas ba sido estableci- 
do por el art. 60 de la ley 11.683 (T. O.; en buiicUcio del 
contribuyente o de terceros que podrían ser afectados o 
perjudicada* por aquélla, mas no del fisto nacional, pro- 
vincial o municipal. 
IMPUESTO A LOS REDITOS; Aplicación. Procedimiento y re- 
cursos. 

La prohibición del art. 6íí de la ley 11.633 no impide al 
contribuyente solicitar como prueba, en el juicio con una 
municipalidad, informes de la Dirección General del Im- 
puesto e los Réditos relativos a bu propia declaración, 
siempre que no medie la posibilidad de violarse de tal mo- 
do el secreto de las declaraciones de otro contribuyente 
o de un tercero que pudiera serlo. 

IMPUESTO A LOS REDITOS: Aplicación. Procedimiento y r«r- 

curso*. 

El art. 6Í1 de la ley 11.6S3 no impide que, a solicitud del 
litigante demandado por una municipalidad, los tribunales 
requieran da la Dirección General del Impuesto a los Ré- 
ditos informes acerco de la clase de negocio explotado por 
aquél, del capital con que pira y del rédito imponible 
según las declaraciones juradas presentadas ante dicha 
repartición. 

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 

Rosario, mayo 21 de 1942. 

Y vistos: 

La revocatoria solicitada a fs. 65 por la Delegación de esta 
ciudad de la Dirección General de Impuesto a los Réditos y 
a las transacciones, y 
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Considerando ; 

Que según el contenido del art. tiíJ de la ley 11.(383 y el 
65 de la ley 12:151, con arreglo a Jos t orminos de 1» discusión 
parlamentaria correspondiente y conforme a la jurisprudencia 
de la Suprema Corte de Ja Nación, entiendo que las manifes- 
taciones, declaraciones, etc. de los contribuyentes del Impuesto 
a Jos Réditos y a las Transacciones, son secretas y no pueden 
servir de prueba en contiendas judiciales aunque en ellas sean 
partes los propios contribuyentes, y sean ellos mismos los quo 
requieren informes respecto de esas declaraciones, salvo, como 
es lógico, que se trate de pleitos con el fisco nacional, porque 
en este caso, las man i fes! aciones no pueden ser negadas por el 
fisco al contribuyente en perjuicio de éste. 

Por tanto, resuelvo revocar por contrario imperio el auto 
de fs. Sfi vta, — Baúl Andrada. 



Sentencia de Segunda Instancia 

Rosario, julio 14 de 1042. 
T vistos: El recurso de apelación concedido a fs. G3; y 
Considerando: 

Si bien el art. 65 de la ley 12.151 establece el secreto de 
las informaciones juradas que el contribuyente o terceros pre- 
senten a la Dirección de los Impuestas a las Réditos y que las 
mismas no serán admitidas como pruebas en los casos judi- 
ciales de orden civil o comercial, los antecedentes parlamenta- 
rios de la ley punen de manifiesto (|ue tal restricción ha sido 
sancionada en interés del contribuyente. Se ha tenido el pro- 
pósito de que éste tenga la seguridad de que sus declaraciones 
aon secretas, pues están al abrigo de investigaciones de terce- 
ros y no podrán ser utilizadas en su contra, estimulando así 
la exactitud de las mismas, Se trata, de consiguiente, de un 
derecho rcnuneiuhlo en cuanto no se afecte el orden público 
(art, 19 del Código Civil; La Ley: t 23, p, 429), 

No parece que afecte ¡i los intereses generales la expe- 
dición del informe cuando el propio interesado, en su propio 
y personal interés, c*» quien lo solicita; <^aso éste en que la 
negativa se apoyaría exclusivamente en un método gramatical 
de interpretación de la ley, cuyo resultado, como se sabe, no 
siempre coincide con el sentido jurídico de la misma. 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



577 



Que en lo referente al fallo de la Suprema Corte de Jus- 
ticia, de que se hace mérito a fs. 1 vta. de las copias acompa- 
ñadas, no resulta de sus términos que contemple concretamente 
una situación análoga a la de autos. 

I'or tanto, se revoca el nulo de fs. 81, con costas. — Las- 
saga. — Capdct. — Trillas. 

Dictamen del Pkocurador General 
Suprema Corte: 

Procede en este caso admitir el recurso extraordi- 
nario concedido a fs. 30, por haberse puesto en tela de 
juicio la inteligencia del art. Gfl de la ley especial 11.683 
(T. O.), y ser el fallo apelado contrario al derecho que 
invocaba el recurrente. 

Se discute, en concreto, si las declaraciones jura- 
das, xnniii testaciones e informaciones que un contribu- 
yente o terceros presenten a la Dirección General del 
Impuesto a los Réditos pierden el carácter de secretas 
cuando el propio interesado pide a dicha Dirección las 
haga conocer a los jueces. Tal cuestión lia sido y sigue 
siendo materia de controversia, pues algunos concep- 
túan — y entre ellos me cuento — que la íey lia impues- 
to el secreto exclusivamente en favor del contribuyen- 
te, y en consecuenria tan pronto como éste lo renuncia, 
carece de objeto mantenerlo. 

Empero, y aunque tal doctrina tonga en su apoyo 
razones hechas valer por los legisladores durante el 
debate de la ley, V, E. ha establecido que la Dirección 
General sólo debe suministrar dichos informes cuando 
le sean solicitados por juez, en causa contra el Fisco 
Nacional (setiembre 8 de 1935, in re Banco de la Pro- 
vincia de Buenos Aires, y 191, 253) ; excepción que has- 
ta este momento sólo se ha hecho extensiva al Fisco 
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Provincia], en un juicio sobre repetición ele impuestos 
(Harilaos ele Olmos v. Córdoba, 193, 109). 

Ahora bien: el caso sub-judicc aparece planteado 
en un juicio ejecutivo que sigue la Municipalidad de 
Rosario contra D' Francisca Valenti de García; pero 
no habiéndose remitido el expediente principal faltan 
elcmertos de criterio para decidir si, por analogía, pu- 
diera hacerse extensiva dicha excepción a este pleito 
contra un fisco municipal. Tampoco resulta de las ac- 
tuaciones traillas a conocimiento de V. E, qué es lo que 
se preguntó por el Juez a la Dirección General. 

A mérito de ello, considero que sería útil requerir 
loa autos principales, como medida previa. Buenos Ai- 
res, setiembre 17 de 1942. — Juan Alvares. 

DlCTAMKX DEL PliOCUItADOR GkNKIIAL 

Suprema Corte: 

Traídos a la vista los elemontos de criterio a que 
aludí en mi anterior dictamen, resulta lo siguiente: 

a) El juicio, versa sobro cobro de impuestos mu- 
nicipales; 

b) A pedido de la parte demandada, se requiere 
de la Dirección General del Impuesto a los Réditos in- 
forme al Juez qué clase de negocio explota dicha deman- 
dada, con qué capital gira y a cuánto asciendo su rédito 
neto imponible (ís. 39 vtn., cxp. principal). 

En tales condiciones paréceme razonable aplicar a 
este caso, por analogía, Ja jurisprudencia de la Corte, 
que recordé a fs. 42. Bajo ese concepto, procedería con- 
firmar el auto recurrido obrante a fs. 24. Buenos Ai- 
res, fehrero 25 de 194.3. — Juan Alvares. 
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Buenos Aires, 15 de setiembre de 1943. 

Y vistos; Los del recurso extraordinario concedido 
a fs. 30, en los autos Municipalidad de Rosario v. Fran- 
cisca Valeutí de García, venidos de la Cámara de Ape- 
laciones en lo Civil y Comercial de Rosario, incidente 
sobre prueba. 

Considerando respecto al recurso: 

C¿ue el extraordinario es procedente por baberse 
interpretado por sentencia definitiva el art. 69 de la 
ley 11.083 en sentido contrario al derecho invocado por 
la parte apelante que ha fundado en esa disposición 
(art. 14, inc. 3*, ley 48 y fallo en la causa Marini v. Fia- 
eo Nacional, t. 191, pág. 253). 

Y en cuanto al fondo del asunto: 

Que esta Corte ha tenido oportunidad de interpre- 
tar el art. 69 citado, en las causas Marini v. la Nación 
(191, 253) y Harilaos de Olmos v. Prov. de Córdoba 
(193, 109). En el caso del tomo 191 dijo esta Corte: 
Si se tratara del pedido do un expediente administrati- 
vo en el que constan las declaraciones de un contribu- 
yente en un juicio contra otro contribuyente o contra 
un tercero, que no sea el Fisco, claro está que los jue- 
ces deben rechazarlas de oficio, salvo en los procesos 
criminales por delitos comunes cuando éstas se hallen 
relacionadas con los hechos que se investiguen. Pero 
no podría negarse al propio contribuyente que invoca 
sus propias manifestaciones ante la Dirección del Im- 
puesto, en nn pleito contra el Fisco, so color de que 
ellas son secretas, pues, como lo dijo el diputado Mar- 
tínez, so trata de asegurar "al contribuyente que no 
sirvan contra él sus declaraciones juradas". 
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£1 secreto de la declaración jurada» dijo esta Cor- 
te en segundo caso, uá sido establecido por la ley en 
beneficio del contribuyente o de terceros que podrían 
Ber afectados o perjudicados por una declaración ju- 
rada, mas no del Fisco, sea éste el nacionul o el pro- 
vincial, a los cuales sólo interesa la recaudación cabal 
del impuesto. 

En el caso en examen, el informe solicitado a la 
Dirección General del Impuesto a los Réditos por la 
ejecutada, se refiere a hechos o manifestaciones conte- 
nidos en el expediente de sus propias manifestaciones 
juradas (v. fs. 39 vía. y fs. 42) cuyo secreto sólo a ella 
interesa; puesto que ese informe muía tiene que hacer 
con otro contribuyente o con un tercero, a quienes po- 
dría eventualmcntc perjudicárseles con la violación del 
secreto do sus declaraciones. 

La Dirección del Impuesto solicita en su oficio de 
fs, 54 que se la releve de proporcionar los, datos reque- 
ridos "en razón del carácter reservado que invisten las 
informaciones relacionadas con contribuyentes del im- 
puesto a los réditos, en virtud de lo dispuesto en el art 
69 de Ja ley 11.683 T. O.", haciendo así extensivo al 
mismo contribuyente ei secreto de sus propias mani- 
festaciones, sin advertir que en el informe solicitado a 
fs. 39 párrafo II, no existe punto alguno relacionado 
con otro contribuyente o con un tercero, a quienes am- 
para el secreto que establece ol citado precepto legal. 
El fallo de esta Corte del tomo 191, pág. 253, que cita la 
Dirección en sn segundo oficio de fs. 62, ante la reite- 
ración del pedido de informes, no se opone a que ella 
conteste lo que se le pregunta, atenta la razón expresa- 
da en el párrafo nnterior. 

Es patente que el informe solicitado por el Juez 
en aquellas causas, lo mismo que en ésta, no puede per- 
judicar a otro contribuyente, ni a nn tercero, porque 
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lo que se pregunta a la Dirección del Impuesto no se 
relaciona con el secreto de esas manifestaciones jura* 
das. Ni tampoco a la Municipalidad de Rosario, por 
no ser ella un contribuyente ni un tercero que podría 
llegar a serlo. 

Por estos fundamentos, loa aducidos por la Cáma- 
ra de Apelaciones en lo Civil y Comercial de Rosario 
y de acuerdo a lo podido por el señor Procurador Ge- 
neral, se confirma la sentencia de fs. 24. Notifíquese y 
devuélvanse, debiendo reponerse el papel en el juzgado 
de origen. 

Roberto Iírpetio — Antonio Sa- 
garna — Luis Linares — 
B. A. Nazar Anchorena — 
F, Ramo? Mejía. 



PEDRO HARVEY SILVA v. Cía. DE SEGUROS 
'•LA ESTRELLA" S. A. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Cuestión federal. Caso». Uye* 
del Congreso. 

Procede el recurs extraordinario contra la sentencia que 
interpreta el art. *>9 de la ley 11.6B3 en sentido contrario 
al derecho fundado en él por el recurrente. 

IMPUESTO A LOS REDITOS: Aplicación. Procedimiento y té- 
cursos. 

No resultando que las declaraciones juradas del impuesto 
a los réditos ofrecidas como prueba en juicio con otro 
contribuyente por la parte que las formuló, no contengan 
datos relacionados con la parte demandada o con otro con- 
tribuyente o de terceros que los afecten —a quienes am- 
para el secreto y la reserva a que se refiere J art. 69 de 
la ley 11.683 — corresponde rechazar de oficio el pedido 
de que se requiera de la Dirección General del Impuesto 
a los Réditos copia autenticada de dichas declaraciones. 
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Dictamen del Procuuadoi: General 

■ ■ 

Snproma Corte; 

La naturaleza de la cuestión debatida en esta "Ru- 
sa (fs, 93 punto 5 f b), 149, 194, 199, 297 vta. y 345 de) 
cuaderno de prueba de la parte acto ra), referible a la 
interpretación que corresponde dar al art 69 de !a ley 
11.683 (65 de la 12.151 T. O.) sobre impuesto a los ré- 
ditos, en cuanto concierne al secreto que debe guardar- 
se sobre las declaraciones juradas de los contribuyentes, 
justifica ia intervención de V. E, en instancia extraor- 
dinaria toda vez que la decisión de fs. 345 es contraria 
al derecho invocado por la Dirección de Impuestos 
respectiva. 

Corresponde, pues, declarar que fué bien concedi- 
do a fs. 347 el recurso interpuesto. 

En lo que respecta al fondo del asunto estimo que 
atenta la doctrina desarrollada por V. E. en 191: 253 
y 193; 109, puede darse por definitivamente establecido 
el derecho de la Dirección General del Impuesto a los 
Réditos para no suministrar informaciones a los jue- 
ces, ni aun con la conformidad del interesado, acerca 
c|c las declaraciones juradns que éste debe presentar 
a la Dirección en cumplimiento de la ley 11.683. Ambos 
fallos son categóricos y concordantes; y si bien admi- 
ten excepciones para los casos en que sólo sean partes 
en el litigio un contribuyente y el fisco nacional o pro- 
vincial, tales excepciones resultan inaplicables al sub- 
índice. 

En consecuencia, si V, E, mantiene dicho criterio, 
corresponderá revocar la resolución de la Cámara de 
Apelaciones en lo Comercial, obrante a fs. 344. Buenos 
Aires, agosta 12 de I!>43. — Juan Alvares. 
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Buenos Aires, 15 de setiembre de 1943. 

Y vistos: Los del recurso extraordinario concedi- 
do a fs. 347 en los autos Silva Pedro Harvey v. Cía 
Argentina de Seguros La Estrella, venidos de la Cá- 
mara de Apelación en lo Comercial de la Capital. 

Considerando en cuanto al recurso: 

Que el extraordinario es procedente por haberse 
interpretado por sentencia definitiva el art. 69 de la 
ley 11.683 en sentido contrario al derecho invocado por 
la parte apelante que ha fundado en esa disposición 
(art. 14, inc. 3*, ley 48 y fallo en la causa Marini v. Fis- 
co Nacional, t. lítf, pág. 253). 

Y en cuanto al fondo del asunto; 

Que esta Corte en las sentencias de los tomos 191, 
pág. 2bZ y 193, pág. 109 y en la causa Municipalidad de 
liosa rio % Francisca Vnlenti de García fallada en el 
acuerdo de hoy, ha resuelto la procedencia de los in- 
formes solicitados a la Dirección del Impuesto a los 
Réditos relativos a la declaración del propio contribu- 
yente en juicios con el Fisco Nacional el primero, el 
Fisco Provincial el segundo y la Municipalidad de Ro- 
sario H tercero, porque en niugnno de esos casos re* 
salín h¡t la posibilidad de violarse el secreto de las de- 
claraciones de otro contribuyente o de un tercero que 
pudiera serlo. 

En el sub-lite se trata de un juicio entre dos con- 
tribuyentes; y no resulta del pedido a la Dirección Ge- 
neral del Impuesto a los Réditos que corr a fs. 90, apar- 
tado 5', punto b), que las declaraciones juradas del ac- 
tor, cuyas copias autenticadas solicita, no contengan 
datos relacionados con la parte demandada o con otro 
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contribuyente, o de terceros que les afecten, a quienes 
ampara el secreto y la reRerva a que se refiere el art 
69 da la ley 11. 683 (T. O.) según lo ha interpretado 
esta Corte Suprema en los fallos antes citados. Ante 
la posibilidad de que éstos estuviesen comprendidos 
a mencionados en las declaraciones jurada» del actor, 
corresponde rechazar de oficio el mi forme solicitado. 

En su mérito, y de acuerdo a lo pedido por el señor 
Procurador General, se revoca la sentencia de fs. 345. 
Notifíquese y devuélvanse, debiendo reponerse el papel 
en el juzgado de origen. 

Robeuto Repetto — Antonio Sa- 
garna — Luis Linares — 
B. A. Nazar Anciiorena — 
F. Ramos Mejía. 



ALFREDO PRATMAN 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Materia ajena. Cuestiones d* fu- 
ete y prueba. 

La conclusión de la sentencia apelada según la cual el re- 
currente está detenido por orden dictada por el P. E. de 
la Nación, en ejercicio de la facultad establecida en el 
art. 23 de la Constituciún Nacional durante la vigencia 
del estado de sitio, es irremisible por medio del recurso 
extraord inario. 

ESTADO DE Si TIO. 

Durante el estado de witio el P. E, tiene la facultad de 
arrestar sin causa legal ordinaria ni automación judicial 

ESTADO DE SITIO. 

No incumbe a Ins tribunales de justicia sino al !\ E. la 
apreciación de las circunstancias y motivos determinantes 
de las medidas que adopte en virtud del estado de sitio. 
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Sentencia del Juez Federad 

Rosario, julio 23 de 1943. 

Autos y vistas: el presente recurso de habeos corpus inter- 
puesto por el doctor Julio Virgolini en favor de Alfredo 
D miman. 

Y considerando, que: 

1* La competencia de la jnsticia federal para conocer en 
esto recurso es indiscutible conforme a lo dispuesto por el 
art. 20 de la ley ! oda vez que la detención de Alfredo Drat- 
man proviene (¡m .me de fe. 3) de una orden emanada de 
una autoridad nacional, como es A .señor Interventor en la 
Provincia, representante directo del señor Presidente de la 
Nación. 

2 g El estado de sitio imperante en la República compor- 
ta, de conformidad con el texto expreso del art, 23 de la Cons. 
titución Nacional, la suspensión de las garantías que ella con- 
sagra y la facultad consiguiente de arrestar sin en usa lepral 
ordinaria o autorización de juez competente (S. C. Fallos 
t. 1M páp. 391). 

El régimen de ext-rpción que erea aquel instituto es, como 
lo ha dicho la Corte Suprema, un arma de defensa extraordi- 
naria que la Constitución ha puesto en manas de los poderes 
políticos de la Nación, para que. en épocas también extraordi- 
narias, puedan defenderse de los peligros que amenacen, tanto 
a la Constitución como a Jas autoridades que ella crea f Fa- 
llos: t. 54, páfr. 432). V 

De la enunciación de tales principios se desprende, inequí- 
vocamente, que la apreciación de lns circunstancias determi- 
nantes de las medidas que se adopten en virtud del estado de 
sitio, es de resorte exclusivo del Poder Administrador al que 
incumbe la misión ¡ rincipnl de velar por el orden público, co- 
mo lo ha reconoeido la Excma. Cámara Federal de esta ciudad 
en sus falles numeras y 95SÍ). 

3* Serrón consta en el ya citado informe del señor Jefe 
de Policía, expedido a requerimiento de este Tribunal, la de- 
tención que ha originado las presentes aet naciones ha nido dis- 
puesta por el Gobierno de la Intervención Nacional en esta 
Provincia. Resultan por lo tanto, aplieahles al caso de autos, 
las normas consi (fundas en el considerando precedente y ello 
conduce a la conclusión de míe el recurso carece de funda- 
mento Indispensable para justificar su procedencia. 
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Por lo tanto, y de conformidad con el dictamen fiscal, 
renuelvo: desestimar, con costas, el presente recurso. — Manuel 
Granados. 

Sentencia oe la Cámara Fkderali 

Rosario, julio 2Í) de 1943. 

Vistos» en acuerdo, los autos "Dr. Julio Virgolini — hnbeas 
oorpua en favor de Alfredo J) raiman" (exp, n' 0223 de en- 
trada). 

Y considerando que ; 

1* Las rabones expuestas en el fallo de primera instan- 
cia, coinciden emi la jurisprudencia de esta Cámara, adoptada 
en casos anteriores, que guardaban similitud con el actual, se- 
gún lo recuerda el señor juez a quo, 

2* A fin de obtener elementos de juicio más precisos, 
para ilustrar su criterio acerca del origen y las causas de la 
detención, el Tribunal requirió en la forma expeditivo aconse- 
jada por la propia nato ra le/a ¿el recurso, una información 
compleinen'aria. evacuada como se ve a fs. II. Despréndese 
así que la restricción de la libertad de Alfredo Dratman obe- 
dece a una disposición del Gobierno de la Nación, a cuya orden 
ae encuentra, por atribuírsele actividades contrarias al orden 
público. 

3* No es menester repetir los conceptos de la doctrina 
legal aplicable al caso suscitado, tal cual éste se ofrece en las 
actuaciones reunidas. Ellos han sido enunciados reiterada- 
mente por la Corte Suprema, por esta Cámara, y fían motivo, 
en lo esencial, a la referencia que contiene la resolución en 
recurso. Baste decir que rige en el país el estado de sitio, que 
en tal virtud las cjarantías constitucionales se hallan rn suspen- 
so y que, como surpe do los antecedentes mencionados,, el Presi- 
dente de la Nación ha ejercitado la facultad que le confiere 
«I art. 23 de la Constitución, respecto de las personas, sin exce- 
derla ni caer en ninguna de las prohibiciones establecidas en 
dicho precepto. 

4* Resulta entonces que quien ha dispuesto la medida 
restrictiva es quien posee la correlativa atribución constitucio- 
nal y que la ha usado en la medida legalmente autorizada. El 
Presidente de la República, nombrado en el art, 23 C. N., so 
identifica con el Superior Gobierno de la Nación, aludido en 
el informe policial de fs. 11 y no cabe hacer un distingo que 
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importaría excesiva «utileza. Lo excepcional de la facultad 
otorgada, mantiene esa condición, al no sufrir desplazamiento 
de un funcionario a otro, pues siempre es la primera autoridad 
ejecutiva del país, quien Ja utiliza y a los efectos que nos oca- 
pan, ambos expresiones, como también la de Poder Ejecutivo 
de la Nación, han sido reputadas equivalentes, según se obser- 
va en las decisiones de la Corte Suprema (Fallos, tomo 158, 
pág. 391 ; tomo 160, pág. 104). Más aún, en este último caso, 
se admitió la validez de la orden emanada de un interventor 
nacional, conceptuándolo representante directo del Gobierno 
de la Nación. Finalmente, en tal ocasión, fué reconocido tam- 
bién, por esta Cámura y por la Corte, el derecho exclusivo del 
P. E. para apreciar las circunstancias de hecho, en cada emer- 
yufleia y juzgar sobre la oportunidad de adoptar las medida* 
o restricciones respectivas, en salvaguardia del orden público, 
sin otra limitación, en cuanto a las personas, que las expresa- 
das en el art. 23 de la Constitución Nacional. 

De conformidad al Sr. Fiscal de Cámara, se resuelve : con- 
firmar la resolución apelada, obrante a fs. 5, que desestima, 
con coatas, el presente recurso de habeas eorpus en favor de 
Alfredo Pratman. — Julio Marc. — Jorge Fcrri. — Santos 
J. Saccone. 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

Por sus fundamentos, y de acuerdo con lo soste- 
nido por el Ministerio Fiscal, pido a V. E. confirme en 
todas sus partes el fallo apelado de fs. 12/13 que denie- 
ga el recurso de babeas cor pus interpuesto en favor de 
Alfredo Dratman. Con costas. Buenos Aires, setiembre 
7 de 1943. — Juan Alvares. 

w 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 15 de setiembre do 1943. 

Y vistos: El recurso extraordinario deducido por 
Julio Virgolini contra la sentencia dictada por la Cá- 
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mará Federal de Apelación de Rosario, en el recurso 
de kabeas cor pus interpuesto a favor de Alfredo Drat- 
man. 

Considerando : 

Que ha quedado establecido por la sentencia recu- 
rrida, como cuestión de hecho irrevisible por la Corte 
en el recurso extraordinario —Fallos: 195, 498 — que 
Alfredo Dratman está detenido por disposición del Go- 
bierno de la Nación, a cuya orden se encuentra, por 
atribuírsele actividades contrarias al orden público. 

Que, vigente el estado de sitio, los fundamentos 
de la sentencia apelada que rechaza el recurso, a los 
que basta referirse para confirmarla, se ajustan a lo 
dispuesto por el art, 23 de la Constitución Nacional 
y a la doctrina de esta Corte aplicada, entre otros, en 
los casos a que la misma sentencia se refiere. 

Por estos fundamentos, de conformidad con lo dic- 
taminado por el señor Procurador General de la Na- 
ción, se confirma la sentencia apelada de fs. 12, en cuan- 
to ha podido ser materia del recurso. 

Noti fiques e y devuélvanse, debiendo ser repuesto 
el papel en el juzgado de origen. 

Roberto Rrpetto — Luis Lina- 
res — B. A. Nazar Akcho- 
rena — F. Ramos Mejía. 



ATUJO CIIEMELLO 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos \t garantías. Defensa «» 

juicio. Procedimiento y senteneia, 

Resultando de los autos que el recurrente — a quien el 
Jefe do Policía de la Capital Federal, observando el pro- 
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cediraiento establecido por el Código de Procedimiento* 
en lo Criminal, aplico una multa por infracción al art 2* 
me. k), del cdieto sobre desórdenes— conoció la causa de 
su detención y estuvo en condiciones de ejercer su derecho 
de defensa, y no apareciendo ústa obstaculizada en mo- 
nifato alguno, debe declararse improcedente el recurso 
extraordinario fundado en que no se le permitió nombrar 
defensor ni se le hizo conocer ese derecho ni se siguió un 
procedimiento que asegure la inviolabilidad de la defensa. 



Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte; 

Atonta la jurisprudencia sentada por V. E. en 191: 
85, 193 : 48 y los allí citados, resulta admisible este re- 
curso extraordinario traído por D. Atílio Cbemello 
contra la resolución del Sr. Jefe de Policía de la Capi- 
tal, obrante a fs. 15, que le impone trece pesos de multa 
o cuatro días de arresto, por desorden. 

En cuanto al fondo del asunto» sostiene el recurren- 
te que se le privó ¡legalmente del derecho de defensa ¡ 
mas no encuentro acreditada en autos esa afirmación. 
He aquí los hechos, tal como los relatan varios testigos, 
y el propio Cbemello. Viajaba éste en un ómnibus so- 
brecargado de pasajeros, y a cierta altura del trayecto 
intervino un agente de policía para corregir esa infrac- 
ción, obligando a descender a varios de ellos quienes 
protestaron: Cliemcllo adhirió a esas reclamaciones, 
haciendo notar al agente que antes de proceder debió 
cerciorarse de si los quejosos habían pagado o no bole- 
to, y además tener en cuenta que algunos esperaron 
largo tiempo la llegada del vehículo. En tales condi- 
ciones, el hoy recurrente fué obligado también a des- 
cender, y tras conducírsele a la seccional respectiva, su- 
frió la multa materia del recurso. Resulta claro que se 
puso de parte de los infractores y en contra del agente! 
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Trátase, a no dudarlo, de un minúsculo incidente 
producido por las deficiencias de nuestro sistema de 
transportes urbanos. La violación de garantías consti- 
tucionales habría consistido, según Chemello, en que no 
se le invitó n nombrar defensor, los testigos declara- 
ron sin que él pudiera controlarlos, y se le hizo cono- 
cer el fallo antes de estar firmado; circunstancia esta 
última, que, tan objetable como se quiera desde el pun- 
to de vista del derecho procesal, no se advierte cómo 
pudiera haber obstaculizado su defensa. Más bien, le 
ofreció una nueva oportunidad. 

Como lo expresa el Sr. Jefe de Policía a fe. lí>, Che- 
mello no estuvo incomunicado, se le puso provisional- 
mente en libertad tras breves horas de detención, en 
ningún momento propuso defensor, y se ha recibido de- 
claración al único testigo que ofreciera (fs. 7 y 11). 
El fallo se funda además, en los dichos de otros testi- 
gos, que han suministrado elementos de criterio sufi- 
cientes para formar clara idea de lo ocurrido. 

Con esos antecedentes, y teniendo en cuenta que el 
recurrente tampoco ha nombrado defensor en esta ins- 
tancia, ni menciona probanza alguna que hubiera podido 
hacer valer en su descargo, me inclino a pensar que no 
existen motivos razonables para tener por probado que 
86 le coartó el derecho de defensa. No es posible exigir 
de los tribunales superiores se reduzcan a aplicar auto- 
máticamente ciertos ritos o fórmulas: ellos sólo han de 
rever lo que realmente lesiona derechos y requiera 
remedio. 

En su mérito, corresponde confirmar la resolu- 
ción apelada, en cuanto pudo ser materia de recurso; 
y así lo solicito. Buenos Aires, julio 6 de 1943. — Juan 
Alvares 
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Buenos Aires, 17 de setiembre do 1943. 

Y vistos: El recurso extraordinario deducido por 
Atilio Chemello contra la resolución del Sr. Jefe de 
Policía de la Capital que le impone la pena de trece 
pesos de multa o, en su defecto, cuatro días de arresto 
por infracción al art. 2% inciso k) del edicto sobre 
desórdenes. 

Considerando: 

Que notificado el recurrente de la resolución que 
le impone la pena, deduce el recurso extraordinario 
fundado en la violación del art. 18 de la Constitución 
Nacional por cuanto no se le lia permitido nombrar 
defensor, no se le ba hecho conocer que le asistía ese 
derecho, ni las disposiciones policiales establecen un 
procedimiento que garantice la inviolabilidad de la de- 
fensa en juicio. 

Que las reglas de procedimiento en materia de con- 
travenciones policiales establecen que, con arreglo al 
art. 585 del Código de Procedimientos en lo Criminal, 
el procedimiento será verbal y actuado, será oído el 
acusado, se tomará declaración a los testigos tanto de 
cargo como de descargo, regirán en la materia y en 
cuanto sean aplicables las disposiciones del citado Có- 
digo de Procedimientos, y determinan reglas para 
apreciar el mérito de la prueba — art. 18 y siguientes; 
véase : Contravenciones Policiales, publicación de la 
Policía de la Capital, año 1932, pág*. 75. 

Que de acuerdo con estas reglas el recurrente, de- 
tenido in fraganti en la comisión del hecho el 21 de 
abril, prestó declaración el mismo día negando la con- 
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tra vención y ofreciendo, en au descargo, el testimonio 
de un testigo que fué citado y declaró, siendo conde- 
nado el veinticinco del mismo mes, sin que aparezca 
que haya ofrecido otra prueba, ni intentado otra defen- 
sa, ni la haya ofrecido o intentado con posterioridad. 

Que es jurisprudencia de la Corte que el recurso 
extraordinario fundado en la violación del art, 18 de 
la Constitución Nacional no procede si resulta que no 
no ha mediado privación y restricción substancial de la 
defensa —Fallos: 1DX, 85 y los allí citados— y es indu- 
dable, según resulta de lo expuesto, que el recurrente 
conocía la causa de su detención y estuvo en condicio- 
nes de ejercer sus derechos, los que no aparecen obs- 
taculizados en ningún momento. 

Por estos fundamentos, oído el Sr. Procurador Ge- 
neral de la Nación, se declara improcedente el recurso 
extraordinario concedido. 

Notifíquese y devuélvase, 

■ 

Roberto Repetto — Antonio Sa- 
oarna — Luís Linares — B. 
A. Nazar Ancijorena — F. 
Ramos Mkjía. 



WALDINO GIL v. NACION ARGENTINA 

JUBILACION DE EMPLEADOS NACIONALES: Per* 0nfi8 com- 
prendidas. 

No revistiendo el carácter de puesto permanente en los tér- 
minos del art. 2» de la ley 4349 el desempeñado por los 
observadores meteorológicas del Ministerio Je Agricultu- 
ra, que se designan por un año y se confirman — o no — 
por otro período igual al ponerse en vigor el nuevo pre- 
supuesto, no procede computar esos servicios a los efectos 
de la jubilación ordinaria. 



DE JÜSTrCU DE LA NACIÓN 
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Buenoa Aires, 17 de setiembre de 1943. 

Y vistos; el recurso ordinario de apelación dedu- 
cido en los autos: "Waklino Gil v. Gobierno de la Na- 
ción, sobre jubilación de la ley 4349", contra la senten- 
cia dictada por la Cámara Federal de la Capital, y 

Considerando : 

1* Que el actor con el fin de reunir los años de 
servicios exigidos por la ley para obtener jubilación 
ordinaria, invoca los prestados como observador de la 
Dirección de Meteorología del Ministerio de Agricul- 
tura, en la estación Arias (Prov. de Córdoba). 

2* Que de acuerdo con el informe corriente a fs. 
25, *'los observadores meteorológicos a compensación 
se designan por el término do un año, siendo confirma- 
dos por otro período l^al al ponerse en vigor el nuevo 
presupuesto. . . ". 

3' Que las disposiciones establecidas por la ley 
4349 no rigen respecto de las siguientes remuneracio- 
nes: "las de aquellos que desempeñan comisiones acci- 
dentalmente por tiempo fijo" (art. 3*, inc. 5* ley 4349), 

4* Que en presencia de tales antecedentes y de la 
doctrina sustentada por esta Corte Suprema in re: C. 
S. 180-200, cabe concluir que el puesto desempeñado por 
el -actor en la aludida repartición dependiente del Mi- 
nisterio de Agricultura, no era un puesto permanente 
en los términos del art. 2" de la ley 4349. 

Por ello se revoca la sentencia apelada de fojas 55 
y en consecuencia no se hace lugar a la demanda inten- 
tada por Waldino Gil contra el Gobierno de la Nación. 
Pagúense por su orden las costas de todo el juicio en 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



Atención a la naturaleza de las cuestiones planteadas. 
Hágase saber y devuélvanse al tribunal de procedencia 
donde se repondrá <M papel. 

Roberto Repetto — Antonio Sa- 
oarna — hvis Linares — B. 
A. Nazak Anciiorena — F. 
Ramos Mejía. 



PEuRO STOIÍM Y Cía. V. MARTIJENA K HIJOS 

BXHOR TO ¡ Diligencia* krtto. 

El juez, que planteó la contienda de competencia por in- 
hibUoria uo ixiede negarse t diligenciar el exhorto que 
el juez requerido le dirige pan» comprobar la autenticidad 
de la» eartas atribuidas a los demandadas, en las que se 
funda el actor para sostener la competencia del juez ante 
quien promovió i a acción, que, a su vez, carece de faculta- 
des para tener por constituido en los estrados de su juz- 
gado el domicilio del demandada que no lo constituyó no 
obstante habérsele notificado para ello. 

HklolucVw del Juez de Paz de Coronel Vidal 

Coronel Vidal, noviembre 20 do 1942, 

Por recibido en la fecha y no habiéndose resuelto la cues- 
tión de inhibí loria planteada por este Juzgado de Paz, de fe- 
cha 22/5/42, tm lia lugar a lo M»lti*itad» cu H exhorto precc- 
dente, por «er improcedentes las medidas ordenadas en el mis- 
mo, arta. 428, 43(1, 4:i;i, siguientes y concordantes del Código 
de Procedimientos Civil y Cmncretnl de la Provincia. Fe- 
cho: vuelva al señor Juez exhortante sirviendo este despacho 
de atenta nota de remisión. — Santiago Garciarcna. 
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Resolución del Juez de Paz Letrado de la Capital Federal 

Buenos Airea, agosto 7 de 1943. 

1 vistas: Considerando ¡ 

Planteada en el exhorto de fs. 9 la excepción de incom- 
petencia de jurisdicción por vía de inhibitoria, se substanció 
el respectivo incidente, convocándose a las partes a juicio ver- 
bal a fin de que concurrieran con la prueba de que intenten 
valerse. 

Ahora bien, a los efectos de producir dicha prueba se li- 
bró el exhorto de fs. 23 (*), el que es devuelto sin diligenciar 
por el señor Juez de Paz exhortado aleg&ndo "ser impro< ..-den- 
tes las medidas ordenadas por este Juzgado' 

En tales condiciones y con arregh a lo prescripto por el 
art. 9<\ inc. d), y 10 de la ley 4055, corresponde elevar estos 
autos a la Suprema Corte a fin de que si lo estima pertinente 
ordene al señor Juez exhortado el cumplimiento de dicha ro- 
gatoria, sin perjuicio de la jurisdicción que pueda correspon- 
dería en el caso de autos. 

Por ello y a sus efectos elévense estos autos a la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación con nota de estilo. — Jorge 
M. Serrano. 



Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

Aunque todavía lio ha llegado el momento de que 
V. E. dirima la contienda de competencia en trámite, 
procede cnando menos hacer lugar a las diligencias ne- 
cesarias para plantearlas en forma. 

Encuentro, pues, ajustada a derecho la denegación 
contenida en la resolución de fs. 24 del Juez de Pass 
de Coronel Vidal (Prov. de Buenos Aires), salvo en lo 



(i) Inquiriendo oo Htnra al demandado para que reconociera la 
firma do doi Mf,M que el actor lo atributa, baja apercibimiento de dar- 
la» por reconocí das, j so lo notifirara <p±c ( i»nr no haber comparecido % 
conitituir domicilio, se le tenia por constituida en loa adrados del 
juzgado. 
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que respecta al reconocimiento de documentos por parte 
de los demandados, medida probatoria ésta encamina- 
da a acreditar la competencia del juez de la causa. 

Corresponde, pues, ordenar se cumpla dicha dili- 
gencia. Buenos Aiies, setiembre de 1943. — Juan 
Alvarez. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 17 de setiembre de 194?. 

Y vista la precedente causa cnraiuhida "Storm y 
Cía. Pedro contra Marti jena e hijos sobre cobro de 
pesos or. 327.1)5* * a los efectos de decidir respecto de lo 
solicitado a fs. 27 vía. 

Y considerando : 

Que planteada entro dos jueces una cueHión con- 
tradíctoria que no puedo ser resuelta dentro de los or- 
ganismos judiciales de que aquéllos forman parte, pro- 
cede la intervención de esta Corte de acuerdo con lo 
dispuesto eu el art. 9' de la ley 4055 —Fallos: 192, 257. 

Que las medidas probatorias de que trata la roga- 
toria de fs. 23, han sido decretadas con el objeto de 
que el señor Juez de Paz Letrado de la Capital, pueda 
pronunciarse sobre la cuestión de competencia por inhi- 
bitoria trabada con el Sr. Juez de Paz de Coronel Vi- 
dal, partido de Mar Chiquita. Su cumplimiento es in- 
dispensable a los efectos de que pueda ser resuelta la 
contienda mencionada, y en nada afecta lo competen- 
cia que en definitiva corresponde al juez exhortado. 

Que en cambio no sucede lo mismo con el auto de 
agosto 24 de 1942, transcripto en el punto segundo de 
la referida rogatoria» en la parte en que tiene por cons- 
tituido el domicilio de los demandados en los estrados 
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del juzgado, porque esa resolución afecta la marcha del 
pleito y es ajena a la simple producción de la prueba 
ofrecida para la solución de lá contienda do compotencia. 

En su mérito y de acuerdo con lo dictaminado pre- 
cedentemente por el Sr. Procurador General, se deci- 
de que el Sr. Juez de Paz de Coronel Vidal, partido 
de Mar Chiquita, debe dar cumplimiento a las medidas 
especificadas en la rogatoria de fs. 23, en la medida 
que la especifican los considerandos, a cuyo efecto el 
Sr. Juez de Paz Letrado de la Capital librará nuevo 
exhorto, con transcripción del presento pronunciamien- 
to. Devuélvase, 

Roberto Refetto — Antonio Sa- 
garna — Luis Linares — B. 
A. Nazar Anchorena — F. 
Ra^os Mejía. 



EMILIO FERNANDEZ 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Materia ajena. Leyes comune». 
Penales. 

Es improcedente el recurso extraordinario fundado en la 
interpretación de las disposiciones referen es a la pres- 
cripción de las acciones contenidas en el Código Penal, 
cuyo cnráet'T de ley común no ha sido modificado por las 
correcciones que lo introdujo la ley sobre fe de errataa 
núm. 11.221. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Procedimiento. 

No incumbiendo a lo Corte Suprem pronunciarse por 
medio del recurso extraordinario sobre otras cuestiones 
que Jas federales propuestas en el escrito de interposición 
de aquél, de entre las que oportunamente fueron plantea- 
das en el juicio, y no figurando entre ellas la relativa a la 
personería de defensor oficial del procesado, no procede 
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acceder al pedido formulado por el mismo en el sentido 
de que se establezca previamente si corresponde o no dar 
intervención en la causa al defensor particular que se li- 
mitó a intervenir en primera instancia. (17 de setiembre 
de 1943). 



ROBERTO J. FUCns 

RECURSO EXTRAORMSARIOi Cuestión federal. Relación directa. 
Resultando de loa autos que el recurrente — a quien el 
Jefe de Policía de la Capital Federal aplicó una multa 
por faltnr el respeto a una mujer, en la vía pública — fué 
oído por el juez correccional que conoció en la apelación 
y recibió la prueba ofreeida por aquél, corresponde recha- 
zar el recurso extraordinario fundado en que el contra- 
ventor no ha podido traer prueba en su descargo y en la 
considu tente violación del art. 18 do la Constitución Na- 
cional. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Cuestión federal Oportunidad de 
plantearla. 

Es improcedente el recurso extraordinario fundado en el 
art. ltí de la Constitución Nacional invocado extemporá- 
neamente después de dictada la sentencia definitiva del 
superior tribunal de la causa. 



Dictamen del Procuradoii Gf.nekal 
Suprema Corte; 

En 17 de altril ppdo., o i Sr. Jefe do Policía de la 
Capital impuso a Huberto Javier Fticlis una multa de 
veinte pesos, o seis días de arresto en su defecto, por 
faltar al respeto a María Mnnosso, en la vía pública, 
Fuehs pagó la multa, y llovó recurso de apelación y 
nulidad a la jtislieia correccional, sosteniendo no haber- 
se apreciado la prueba con arreglo a lo dispuesto en 
el Código de Procedimientos, eon desmedro do la igual- 
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dad de las partes; y también, en que no se le había 
ofrecido oportunidad de producir prueba de descargo. 
Ofreció en el mismo acto las declaraciones de María 
Manosso y del testigo Alberto Di Buecio, ordenóse re- 
cibirlas (fs. 11 y 13), y producidas que fueron, así como 
un informe complementario relativo a la ofendida (fs. 
13 vta., 14 y 1G), el Juez oyó nuevamente a las partea 
y dictó fallo confirmando lo resuelto por el Sr. Jefe 
de Policía (fs. 19). 

Contra esa sentencia trac ahora Puchs un recurso 
extraordinario, por vía directa, sosteniendo ser incons- 
titucional el art. 25 inc. f) t de las reglas de procedi- 
miento en materia de contravenciones policiales, que ad- 
mite como prueba a favor de la ofendida, elementos de 
criterio insuficientes para motivar condena con arreglo 
a las normas establecidas para todo género de juicios 
en el Código de Procedimientos en lo Criminal. 

Sea cual fuere el valor de ese argumento, no po- 
dría prescindirse en este caso de la circunstancia de 
haber formado el Juez su criterio después de oír a 
Puchs y recibir la prueba que en su descargo ofreció; 
de suerte que pudo dictar condena aun prescindiendo 
del art. 25 ine. f) impugnado. Se trata, en suma, de 
cuestiones de hecho libradas a la apreciación pruden- 
cial del Juez, y no revisibles en esta instancia. 

Corresponde, pues, declarar bien denegado el re- 
curso, y así lo solicito. Buenos Aires, agosto 28 de 1943. 
— Juan Alvares, 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 17 de setiembre de 1943. 

Y vista la precedente queja caratulada "Recurso 
de hecho deducido por el procesado en los autos Fuchs 
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Roberto Javier bu proceso" para decidir respecto de bu 
procedencia. 

Y considerando : 

Que en la audiencia de fs. 11 el apelante precisó 
el agravio que dijo existir en la especie, al art. 18 de 
la Constitución Nacional, en ta circunstancia de que 
"el contraventor no ha tenido otra posibilidad que la 
de expresar su disconformidad y protesta, no habien- 
do tenido la de traer prueba alguna en su descargo*'. 

Que desde lue^o, el trámite posterior del juicio, en 
que el interesado ha sido oído y se lo ha admitido la 
prueba que ofreciera, le impide fundar el recurso ex- 
traordinario en el referido art. 18 de la Constitución 
Nacional, porque no resulta ahora de autos que el pro- 
cesado huya sido privado de su derecho a defenderse, 
ni que el mismo sufriera restricción suficiente a ese fin 
—Fallos: 194, 220; 195, 159 entre otros. 

Que la invocación del art. 16 de la Constitución 
Nacional que se hace después de recaída la sentencia 
del tribunal superior de la cansa, es extemporánea, 
porque se introduciría así una cuestión que pudo y de- 
bió ser oportunamente prevista y planteada por el 
recurrente —Fallos: 194, 506; 195, 169 entre otros. 

En su mérito y por Ion fundamentos del preceden- 
te dictamen del Sr. Procurador General, se desestima 
la queja interpuesta por don Roberto Javier Fuchs. 
Hágase saber; devuélvanse los autos elevados como in- 
forme al tribunal de su procedencia. Repóngase el pa- 
pel y archívese. 

• Antonio Saoarna — Luis Lina- 
res — B. A. Nazar Anciio- 
kena — F. Ramos Mejía. 
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DIRECCION GENERAL DEL IMPUESTO A LOS 
REDITOS v. CURI E HIJO 

RECURSO ORDINARIO DE APELACION; Sentencia definitiva. 
La resolución que desestima la perdición y falla de venta 
et apremio no constituye sentencia definitiva a loa efectos 
del recurso ordinario de apelación para ante la Corte 
Suprema, pitea no pone fin al pleito ni impide su prose- 
cución, privando al recurrente del medio legal para obte- 
ner la tutela do su derecLo (>). 



DIRECCION GENERAL DEL IMPUESTO A LOS 
REDITOS v. PICCININI Y Cía. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Cuestión federal Casos. Leyes del 
Congreso. 

La cuestión referente n las costas devengadas en la eje- 
cución seguida por la Dirección General del Impuesto a 
los Réditos es ajen» a la jurisdicción extraordinaria de 
la Corte por ser de carácter procesal (-). 



OLYMPIA MALOU DE CORDONE Y OTROS v. OBRAS 
SANITARIAS DE LA NACION 

JURISDICCION: Fuero federal Po, la materia. Constitución, trata- 
dos ij leyes nacionales. 

La justicia federal es incompetente para conocer de la 
demanda sobre repetición de sumas pagadas en concepto 
de servicios de desagües pluviales de la Capital Federal 
fundada en la interpretación de la ley 11.744, cuya cona- 
titucionalidad sólo se arguye subsidiariamente para e) caso 
de que no se admitiera la inteligencia sustentada por el 
actor (»). 



P) 17 He setiembre áo 1943, Fallos; 191, HG2; 195, 117; 194, 454, 

(2) 17 de setiembre de 1943. Fallos: 193, 127; 104, 07. 

(3) 20 de setiembre de 1943, Fallna: 1SS, 4Ü4; 195, 266 
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MUNICIPALIDAD DE LA CIUDAD DE BUENOS AIRES 
v, FERROCARRIL CENTRAL ARGENTINO 

RECVRSO EXTRAORDINARIO: Sentencia definitiva. 

No habiéndole demostrado Ja multiplicidad de ju icios de 
apremio por cobro de derechos municipales de ocupación 
del subsuelo urbano con cables telegráficos y telefónicos, 
no resultando ella probable ni tratándose de un pago que 
por su monto pueda ocasionar un pravamen irreparable, 
procede rechazar por falta de sentencia definitiva el re- 
curso deducido contra la que ordena proseguir la ejecu- 
ción, fundado >n rpic los ferrocarriles están exentos de 
esa contribución cu virtud ú> bus leyes 5315 y 10.657 



MARTA LA II ARO IT E DE PAUL Y LARORDE —su sucb- 
Bióx— v. DIRECCION GENERAL DEL BÍPUESTO A 

LOS REDITOS 

RECURSO ORDINARIO DE APELACION : Casos. Juicios en que 
la A'nctún í»s parte. 

Son improcedentes, atento el monto del valor disputado, 
los recursos ordinal ios de apelación í|ue en un juicio sobro 
repetición ele sunuis pagadas en concepto de impuesto a 
loa réditos interponen el actor, fundado en que la sen- 
tencia sólo hace lugar a la devolución de $ 1.992,29 de loa 
6.808.71 m/n. reclamadas, y el representante fiscal en 
cuanto la demanda no ha sido rechazada también con res- 
pecto a la suma que se manda devolver. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 20 de setiembre de 1943. 

Y vistos: Los del recurso de apelación ordinaria in- 
terpuesto por la Nación y doña María Lahargue de 
Pauly Laborde (su suc.), contra la sentencia de la Cá- 
mara Federal de la Capital, en el juicio que la sucesión 



(i) 20 d« *ticmbro do 1943. Fallos: 194, 401; 10-% 174. 
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antes mencionada signe contra la primera, por repeti- 
ción de sumas pagadas en concepto de impuesto a los 
réditos. 

Considerando: 

Que la demanda fué interpuesta por la suma de 
$ 6.808,71 m/n. descompuesta así: $ 1.706,95 por lo 
pagado por renta vitalicia dejada a favor de las señori- 
tas Vignoli ; $ 225,34 por quebrantos do terrenos bal- 
díos; y $ 4.1G8,48 por amortización de inmuebles — 
fs. 4 y 172. 

Que la sentencia recurrida — fs. 207 — hace lugar 
a la repetición por los dos primeros conceptos y la deses- 
tima en lo atinente a la amortización de inmuebles; es 
decir que para la parto aetora, el pleito en esta instan- 
cia queda reducido a la suma de $ 4.103,48; y para la 
Nación, a I 1.992,29 descontados los parciales que cada 
uno gana y pierde. 

Que, en términos tales el recurso de apelación or- 
dinaria es improcedente, porque la snma cuestionada 
es inferior a cinco mil pesos que prevé el inc. 2 f , del 
art. 3, de la ley 4055 (C. S. Fallos: 180, 67; 194, 108). 

Que la aetora mencionó también el recurso extraor- 
dinario en su escrito de fs. 209 pero no le fué concedido, 
no aparece debidamente fundado — art. 15, ley 48 — y 
no ha pedido, ante esta Corte qne fuera modificado el 
auto de concesión del recurso — fs, 210. 

En su mérito so declara improcedente el recurso 
de apelación ordinaria. Costas por su orden, atento el 
resultado precedente. Hágase saber y devuélvanse, de- 
biendo reponerse el papel en el juzgado de origen. 

Antonio Sagabna — B. A. Na- 
zar Anchorena — F. Hamos 
Mejía. 
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LUIS D. GARCIA VILLAMIL v. MUNICIPALIDAD DE 
LA CIUDAD DE BtJENOS AIRES 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Cuestión federal. Oportunidad de 
plantearla. 

Es extemporánea la cuestión consistente ni la impuesta 
transgresión del nrt. 17 de la Constitución Nocional me 
diunte la asignación de nn precio exorbitante al inmue- 
ble expropiado, planteada con posterioridad a la senten- 
cia d" la Cámara de Apelaciones que fijó una suma infe- 
rior a la establecida por el Juez de t* Instancia. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Hatería ajena. Cuestiones de he- 
cho y prueha. 

La determinación del precio de un bien expropiado es 
una cueslión de hecho y prueba njena al recurso extra- 
ordinario. 

RECURSO E X TR AOfíO IX A RIO: Materia ajena. Constituciones y 
leyes locales, i*rocesale¿. 

La acontada dictada por las Cámaras Civiles de la Capi- 
tal Federal el 4 de mayo de 1ÍH:J es una reglamentación 
do carácter local cuya interpretación es ajena a la juris- 
dicción extraordinaria de la Corte Suprema. 

RECURSO EXTRA ORDiXA RIO : Cuestión federal Relación directa. 

Es improcedente el recurso extraordinario fundado en la 
supuesta violación de los nrts, ltí y 18 de la Constitución 
Nacional por fiaherse fijado el precio del bien expropiado 
eon prescindoneía del informe del Registro de ta Propie- 
dad exigido por la acordada de las Cámaras Civiles de la 
Capital Federal del 4 de mayo de 1D43, si de los autos 
resulta r|in> el tribunal de la cansa tuvo a la \ista un 
informe oficioso tle dicho Registro, 

Resolución" di; la CAmara Civil 

Buenos Aires, julio 7 de 1943. 
Autos y Vistos: Considerando; 

Que la acordada de tas Exemas. Cámaras en lo Civil fi- 
jnndo normas de procedimiento para los juicios de expropia- 
ción, dictóse atendiendo al hecho de que habíanse iniciado con- 
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juntamente numerosos juicios de esa naturaleza, promovidos 
con motivo de la continuación de la Avenida 9 de julio, en 
5 de abril de 1043. y dd ensanche de la calle Córdoba, en 24 de 
marzo de WÜl, y con la finalidad consiguiente de aplicarse 
a ellos» en Ja oportunidad en que llegaren en grado de ape- 
lación. 

Que por tal circunstancia y aunque el bien de autos haya 
estado afectado por la traza de dicha avenida, razón por la 
que dijo el Tribunal en su sentencia (fs. 144) que el caso ae 
contemplaría dentro de aquellas principios, enbe declarar que 
la acordada no se dictó en miras de situaciones como la del 
,t»6-jiíí/íef . porque esta causa habríase iniciado con marcada 
anterioridad a la de los juicios a que antes se hace referencia 
—lo fué el U de junio de 1 í>4ií — porque ya se había dictado 
sentencia en primera instancia, y porque el expediente a la 
fecha de la nenrdada, hacía ya casi un mes que esperaba en 
la Cámara su definitivo conocimiento. 

Que nn obstante ello, para dictar la sentencia de fs. 144 
el Tribunal contempló los principios de la referida acordada 
en cnanto no importaren una demora excesiva, y tanto ello 
fué así, que oficiosamente obtuvo d"l Registro de la Propiedad 
el informe a que se refiere ol apartado segundo de la misma, 
pieza que se guarda archivada en el registro de la Cámara. 

Con esas antecedentes, demás obrados del juicio y por 
haberse resuelto en definitiva otros casos análogos en la mis- 
ma manzana, fué que el Tribunal dictó su fallo con el previo 
conocimiento y acuerdo — en cuanto a su oportunidad de ha- 
cerlo — de los señores vocales que integran las otras salas de 
ambas Cámaras Civiles, a quienes se pasaron en consulta loa 
autos. 

Y para obrar de este modo, además del pedido de pronto 
despacho de fs. 142 en el que se hacía mérito de que la Muni- 
cipalidad se había posesionado del bien en el mes da diciem- 
bre de 1042. privándole al propietario de la renta del mismo, 
limitada a la suma que pudiere reportarle el depósito de $ 
370.000 m/n que hiciere aquélla, suma tan distante de la que 
arribó el fallo de primera instancia, que lo fué de $ 2,344.720.75 
m/n., se consideró que. el demorar la solución de esta causa 
hasta la HegaHa de aquellos ju icios motivo de la Acordada, con 
el objeto de comparar las opiniones que en ellos huhieran ver- 
tido Irm peritos y los demás íintecedentfMí que cada juicio pu- 
diere ofrecer, hubiera significado, evidentemente, un grave 
perjuicio económico a la parte adora que el Tribunal debía 
impedir, píos, por c! estado de esos juicios recién iniciados, 
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mochos habrían de ser seguramente, loa meses que transcu- 
rrían hasta su elevación a las Cámaras para el pronunciamien- 
to definitivo. Además cabía contemplar también que, para- 
lizado el juicio, Ja acumulación de los intereses, habría lleffiido 
« una suma asaz crecida para la Comuna, atento el monto 
del juicio y la fecha en que se inició. 

No obstante Jo expuesto, concédese el recurso extraordina- 
rio interpuesto y elévense Jos autos a la Corte Suprema de 
Justicia de la Nación en la forma de estilo. —Mariano (irán- 
dolí. — Rodolfo Mendonsa Paz. 



Dt itlcncia 

Por los fundamentos expuestos y desde que en "stricto 
jure'% no se trata de ninguno de los supuestos que contempla 
el art, 14 de la ley 48, no lia lucar al recurso que se interpone 
y vuelvan los autos a su juzgado de origen. — Gastón Fede- 
rico TobaL 



Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

En abril de 1ÍXÍ5 D. Daniel N. y D. José M. Poro- 
to acudieron al Sr. Juez de esta Capital Dr. Rojas, 
aec. Grandoli, pidiéndole condenase a la Municipalidad 
de Buenos Aires a expropiarles un inmueble situado 
en la ralle Victoria lOUlVitt, esquina Bernardo de Irí- 
goyen 105/131, con destino a la avenida Nueve de Julio. 
Estimaban en * 2.1 04.890 la indemnización correspon- 
diente. La Municipalidad se opuso; pero poco después, 
acordó a los Pombo la línea que solicitaban para cons- 
truir nuevo edificio (afrosto 19 de 1 1*38, fs 4 108, cxp. 
166, citado), y con ello desapareció por entonces el mo- 
tivo del litigio. 

Varios aíios más tarde —junio 11 de 1942— D. Luis 
Domingo García Villamil, expresando ser dueño del 
mismo terreno, volvió a demandar por igual causa a la 
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Municipalidad, y ésta, si bien conforne ahora en ex- 
propiar, no lo estuvo con la indemnización reclamada, 
que excedía do dos millones y medio por el terreno, y 
cerca de medio millón más por los edificios. A fin de 
determinarla, el Juez ordenó ajustar el trámite a lo 
dispuesto en el art. 6* de la ley de expropiación 189. 
Ambas partes designaron peritos (fs. 21 > 27 y 28). 

El arquitecto Luis M. Pico Estrada, propuesto por 
el actor, estimó la indemnización en $ 2.803.424,68; el 
arquitecto Luis E. Bianchetti, por la Municipalidad, en 
1.165.101.40; y el ingeniero Gral. Agustín P. Justo, ter- 
cero nombrado de oficio (fs 28 vta. v 53), en pesoe 
2.344.720.75. El Juez, a fs. 117, dictó fallo aceptando 
totalmente las conclusiones del ingeniero Justo. 

Al expresar agravios contra esa sentencia (fa. 
133), la Municipalidad hizo notar que e] actor había 
adquirido la propiedad materia del litigio ante el escri- 
bano R. Gandieron el 26 de julio de 1942, por sólo 
675.000 pesos y aun quedando a deber sobre hipoteca, 
parte de esa suma. Propuso a la Cámara requiriese 
para mejor proveer un informe al respecto, y además 
otras medidas complementarias, incluso tasación del 
inmueble por el Banco Hipotecario Nacional. La Cá- 
mara ordenó tenerlo presente (abril 12, fs. 134 vta,). 

El 4 de mayo subsiguiente, y sin referencia espe- 
cial a este litigio, ambas Cámaras Civiles, en acuerdo 
extraordinario, impartieron algunas normas relativas 
al despacho de los juicios de expropiación, y entre ellas, 
la de requerir a la Municipalidad una nómina de los 
expedientes de expropiación que hubiera promovido 
antes o promoviese en el futuro; recibida dicha nómina, 
el Sr. Presidente do la Cámara Primera libraría oficio 
al Registro de la Propiedad, pidiéndole informes sobre 
las operaciones de compraventa relativas a inmuebles 
situados en las proximidades del bien a expropiar. Ade- 
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más, las dos Cámaras mantendrían frecuente comuni- 
cación con respecto a tales litigios, a objeto de ilustrar 
recíprocamente sus respectivos criterios sobre los ele- 
mentos de juicio a utiliza rse para la determinación de 
los valores (do ceta del I?oro t 104, 173). Con arreglo a 
tal sistema, el Sr. Presidente de la Cámara Civil 1* pidió 
informe al Registro de la Propiedad el día 21 de jimio 
ppdo.; pero ese mismo día, antes de que dicho oficio 
volviese diligenciado, el tribunal dicíó fallo fijando mil 
pesos como valor de cada metro cuadrado de tierra, y 
« 203.370 por el edificio, o sean en total $ 2.020.016, más 
intereses y costas (fs. 144, 147). 

Contra esa sentencia trac aliora la Municipalidad 
un recurso extraordinario pidiendo a V. E. la revoque, 
y que previa declaratoria li celia sobre el punto discutido 
devuelva el juicio ni tribunal de origen para que sea 
nuevamente fallado (art. 10, ley 48). Lo funda sustan- 
cial m un lo en que, desde hace tiempo, los fallos de las 
Cámaras Civiles de la Capital muestran tendencia ex- 
cesiva a elevar el precio asignado a los inmuebles que 
se expropian para ensancbq de calles, por obra de cuya 
jurisprudencia se va tornando negocio adquirir bienes 
para que el municipio, al expropiarlos, pague por ellos 
más de lo que valen. Según la recurrente, ese negocio 
revestiría en el caso sith judice aspectos extraordina- 
rios. García Yíllnniil, que no era todavía propietario 
del inmueble al iniciar el juicio de expropiación, lo ad- 
quirió en 675.000 posos el 29 de julio de 1942, y en junto 
del 43 habría conseguido que la Cámara le reconociese 
el derecho de cobrar por él más de dos millones, A 
juicio de ln Municipalidad, fallo que tal resuelve debe 
reputarse arbitrario, desprovisto de todo apoyo legal 
y fundado tan sólo en la voluntad de los jueces; arbi- 
trariedad que v parecería más roan Manto aun, ante el 
hecho de que habiendo resuelto las Cámaras Civiles 
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requerir como norma habitual, informes sobre precios 
de venta al Registro de la Propiedad, se prescindid 
aquí de tal requisito. Sostiene la recurrente que esto 
último, comporta agravio a las garantías con que la 
Constitución Nacional ampara la defensa en juicio, y 
adornas, violación del principio di' igualdad en cuanto 
signifique negar a uno beneficios reconocidos a favor 
de todos; y que la enorme diferencia entre el precio 
fijado en el fallo, y el que poeo antes pagó Villaniil, 
adquiere caracteres de confiscación para eí patrimonio 
municipal. Acompaña, a tal efecto, un avaluó del Banco 
Hipotecario Nacional, que atribuye al terreno expro- 
piado un valor de $ 817.758, sin incluir edificios 
(fs. 195). 

Estudiado el caso, me inclino a pensar que las dos 
primeras tacitas resultan insuficientes para fundar por 
sí solas el recurso, aun cuando pudiera tenérselas en 
cuenta para apreciar el alcance jurídico de la restan- 
te. En efeeto: 

a) la Cámara ha declarado (fs. 173 y 227) que 
dictó fallo después de conocer "oficiosamente", desde 
días antes, el informo dol Registro de la Propiedad que 
se dice omitido {y es el que obra a fs. 226), expresando 
por intermedio do qué funcionarios lo obtuvo; 

b) la existencia do tal informe oficioso fué reco- 
nocida por ambas Cámaras en su acordada del 6 de 
julio ppdo. {Boletín Judicial, julio 14); 

c) dicha nómina, que incluye muchos otros pre- 
cios, contiene ol de $ 605.000 — y no 670,000, como se 
dijo — relativo a la compra de García Villanal. 

Quiero decir, entonces, que la Cámara, al fijar el 
precio en $ 2.020.616, no ignoraba ol que pagó García 
Vülamil; ignorancia incompatible asimismo con lo ma- 
nifestado por la Municipalidad al expresar agravios. 
Se atuvo, es cierto, al informe oficioso sin esperar el 
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diligenci amiento del pedido oficialmente, mas no resul- 
ta que, caso de esperar la llegada de este último, su 
criterio hubiese variado; máxime cuando consta ríe au- 
tos que ya en primera instancia, el perito Bianchetti 
había hecho notar la disparidad existente entre las es- 
timaciones judiciales eu veintiún casos de expropiación, 
y los precios pagados por particulares en diecisiete 
transacciones privadas (planillas de fs. 72, 73 y 74). 

Resta, entonces, decidir si el fallo apelado resulta 
a tal punto arbitrario, que justifique la revisión de V. 
K, con armólo a la doctrina sentada en 112:384, y 
aplicada varias veces por el tribunal {131 ; 387; 137 : 352; 
150:84; 190*409 entre otros). Kola aquí: 

"El requisito constitucional de que nadie puede 
ser privarlo de su propiedad sino en virtud de senten- 
cia fundada en ley, da Jugar a recurso ante la Corte 
Suprema en los casos extraordinarias ríe sentencias ar- 
bitrarias, desprovistas de todo apoyo legal, fundadas 
tan sólo en ta voluntad de. los jueces, y no cunndo haya 
simplemente interpretación errónea do las leyes, a jui- 
cio de los litigantes; porque si así no fuera, la Suprema 
Corte podría encontrarse en la necesidad de rever los 
fallos de todos los tribunales de toda la República 
en toda clase de causas, asumiendo una jurisdicción 
iiás amplia que la que le confieren los arts. 100 y 101 
de ln Constitución Nacional, y 3 y 6* de la ley 4.055". 

Complementan a esa doctrina, admitir que la Cor- 
te conozca por vía del recurso extraordinario en cues- 
tiones de hecho o de prueba, cuando se discute si, aten- 
tas las circunstancias, un impuesto resulta confíscato- 
rio por .su monto (171:373; 1S1 : 418 y jurisprudencia 
de la Corte de Estados Unidos nllí citada); o cuando 
incurre en igual tacha una reculación de honorarios 
excesiva (186:266); o sí resultare prácticamente irre- 
parable, en juicio ordinario, el perjuicio causado por 
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sentencia en el ejecutivo (185:188 y los allí citados; 
194:284). Varias otras situaciones jurídicas concordan- 
tes pudieran citarse. 

Dedúcese de ello que, si bien ordinariamente no son 
susceptibles do revisión por la Corte los precios fija- 
dos por las Cámaras Civiles do la Capital en juicios de 
expropiación, tal principio pudiera admitir excepción 
cuando a juicio de la Corte el fallo apelado comporte 
arbitrariedad, y no mera interpretación o aplicación 
errónea do las leyes; con la particularidad de que en 
el sub jttdice el recurrente bace extensiva la tacha a 
una jurisprudencia cuyo mantenimiento va volviendo 
norma de justicia pagar por los inmuebles expropia- 
dos más de lo que valen. 

Planteado así el problema —y no cabe plantearlo 
de otro modo— queda librado por completo al pruden- 
te arbitrio del tribunal. Como cuestión de hecho, resul- 
ta ajeno a mi dictamen, y debe resolvérselo, cual ocu- 
rriera antes en casos equiparables, aplicando el crite- 
rio de 189:306; 190:368, y sus concordantes 184:137 
y 186 : 4Í)7. 

"Cuando la sentencia so funda en la ley, el art. 
17 do la Constitución Nacional sólo autoriza la conce- 
sión del recurso extraordinario en circunstancias excep- 
cionales cuya apreciación corresponde a la Corte Su- 
prema", Buenos Aires, agosto 28 de 1043. —Juan Al- 
vares. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 22 de setiembre de 1943, 

Y vistos: El recurso extraordinario interpuesto 
por la Municipalidad de la ciudad de Buenos Aires con- 
tra el fallo de la Cámara Civil 1* de Apelaciones de la 
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misma circunscripción, en los «utos que sigue con Luis 
D. García Villainil sobre expropiación; y 

Considerando: 

I) El recurso lo luí fundado la representación de 
la Municipalidad en: a) haber prescindido el tribunal 
de cuya resolución se apela de la reglamentación que 
en acuerdo extrao aliña rio ambas Cárnnras dictaron en 
4 de mayo de 1943, es decir, antes del fallo en examen 
que lleva fecba de 1Í1 de junio, y en virtud del cual, se 
debía librar oficio a la Municipalidad de la Capital pa- 
ra que ésta informase sobre los juicios de expropiación 
que tuviere en trámite; y fecho se libraría inmediata- 
mente oficio al Kogistro de la Propiedad para que in- 
formo sobre las operaciones de compraventa de inmue- 
bles situados en las cuadras donde se hallen los que se 
expropian, realizadas durante los años anteriores a la 
fecha de la promoción de los respectivos juicios; dicha 
omisión importaría el doble agravio a la igualdad y a 
la libre defensa en juicio que garantizan los arts. 16* y 
18 de la Constitución Nacional; y b) cu el excesivo, 
desorbitante monto del valor asignado al inmueble que 
se expropia, lo que también significa una transgresión 
al concepto constitucional — art. 17 — y jurisprudencial 
de la justa indemnización (ronf., escrito de recurso ex- 
traordinario, fs. 1(35, y memorial ante esta Corte, 
fs. 108). 

II) En cuanto a esta última causa o fundamento 
del recurso o remedio federal del art. 14 de la ley 48, 
claramente surge su improcedencia, tenidas en cuenta 
Jas siguientes circunstancias que constan en autos: 
a) no se introdujo el recurso en la forma y oportunidad 
qr« fijan el art. ló de la ley 48 y la constante jurispru- 
dencia de esta Corte, pues si la aceptación por el juz- 
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gado, importara por su arbitrariedad 7 exorbitancia la 
violación del derecho de propiedad de la comuna, se de- 
bió preparar el recurso para el caso de un fallo que 
coincidiere con esas apreciaciones aunque sólo fuese 
aproximadamente (Fallos: 175, 2fS2; 18(3, 477 y otros); 
y si, como lia ocurrido, la sentencia de primera instan- 
cia — fs. 117— fijó en $ 2.344.720,75 m/n. el precio del 
bien, es decir, $ 324.104 más que el de segunda — fa. 
144 — debió, por lo monos en esa oportunidad, plantear 
la cuestión federal a los fines de su conocimiento y reso- 
lución por el tribunal de última instancia, conforme al 
art. 14 de la mencionada ley 48 (Fallos: 188, 482; 160, 
32(í; 175, 2V>2; 17C, 301; 179, 5; 180, 153); b) las cues- 
tiones de hecho y prueba son extrañas al juicio de la 
Corte Suprema en función del recurso extraordinario 
(Fallos: 193, 11; 194, 22U; 189, 182; 185, 358 y varios 
otros) y especialmente cuando se trata de casos como 
el de autos, pues, como se dijo en el fallo del tomo 182, 
pag. 375..., "la estimación del precio del bien expro- 
piado es una cuestión de hecho y prueba que no puede 
ser revisada por la Corte en función del remedia fede- 
ral conforme lo ha establecido la constante jurispru- 
dencia del tribunal. Los peritos aconsejan en los juicios 
pero no imponen sus conclusiones a los jueces, y en lo 
que particularmente atañe al justiprecio de bienes, cabe 
recordar que los valores de inmuebles, urbanos y rura- 
les, son sumamente variables..,". Se ha confirmado 
esa doctrina en Fallos 187, 231; y 193, 511; e) es ine- 
ficaz la cita del fallo 181, 418 que hace la recurrente 
porque el se refiere a la confiscatoriedad de impuestos 
y es natural que para decidir si el gravamen fiseal ab- 
sorbo una porción esencial del capital o de la renta os 
forzoso apreciar los hechos que demuestren la propor- 
ción entre aquéi y éstos. 

III) Los fundamentos del dictamen del perito ter- 
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cero que, en principio, sirven de base de la sentencia 
recurrida, pueden ser discutidos como erróneos, pero 
ni del uno ni de la otra puede afirmarse que estén des- 
provistos de razón, justicia o equidad a punto tal que 
se explique un recurso extraordinario por desorbita- 
ron jurídica potcneialmcnte prevista en el art. 14 de 
la ley 48 como excepción a la constante jurisprudencia 
de la Corte; y tampoco puede argüirse con el precio 
de la compraventa VtUamil-Ponibo, pues el mismo pe- 
rito de la Municipalidad estimó en casi el doble el valor 
del bien ($ 675,000 y 1.165,191,40 respectivamente) y 
a su vez t el representante de la demandada solicitó —a 
fs. 102 vta., mím. 2 del petitorio— en el alefato de bien 
probado, que "se falle este juicio de acuerdo a las con- 
clusiones del perito de mL parte sumadas a las conside- 
raciones del presente memorial", consideraciones que 
no rectifican la apreciación pericial. Ello implica que, 
como lo dijo la Corte en el recordado fallo —182, 375— 
los precios son sumamente variables y más aun, el cri- 
terio de cada cual según particulares circunstancias y 
modos de ver en el negocio. La Corte lía comprobado 
en su constante jurisprudencia que en la mayoría de 
los casos de expropiación sometidos a su conocimiento, 
loe peritos do las partes difieren en forma harto sensi- 
ble en la estimación de valores y, actuando como tri- 
bunal originario o de apelación ordinaria, lia rectifica- 
do esos excesos, pero no lia hecho nunca de los mismos 
y de los concordantes fallos inferiores una cuestión de 
orden constitucional contrariando los fundamentos nor- 
teamericanos y argentinos del remedio previsto en el 
art. 14 de la ley 48. reglamentario del art. 31 de la 
Constitución Nacional, 

IV) En cuan f o a la presnindencia^ por parte del 
tribunal a quo, de ta reglamentación dictada por ambas 
Cámaras de Apelaciones en lo Civil, de fecha 4 de mayo 
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del corriente año, cabe afirmar que se trata de un 
estatuto de carácter local, simplemente reglamentario, 
cu va apreciación — en principio — escapa al juicio de la 
Corte (Fallos: 187, 449; 119, 358; 108, 171 y muchos 
otros); que según lo afirma la Cámara, ella tuvo a la 
vista y pu lo apreciar los valores que constan en el Re- 
gistro de la Propiedad referidos a las operaciones que 
se mencionan en el niim. 2 de la aludida reglamentación 
(fs. 2*26* y 227) ; que, en consecuencia, no puede decidir- 
se que se haya violado en la sentencia apelada las ga- 
rantías de la igualdad y de la defensa en juicio, a que 
se refieren los arts. ltí y 18 de la Constitución, en el 
sentido que los ha interpretado esta Corte en su larga 
jurisprudencia. EJ criterio con que el tribunal local ha 
apreciado la prueba de autos e interpretado la ley co- 
mún y procesal, y sus propias acordadas, para fijar el 
monto de la indemnización, no puede ser revisado por 
esla Corte en función de los arts. 14 y 1Í3 de la ley 48, 
sin convertirse en tribunal ordinario superior de la 
justicia local, con violación de los arts. 100, 101 y 104 
de la Constitución, que acuerdan y limitan su jurisdic- 
ción (Fallos: 56, 312; 65, 12G; 108, 171; 117, 15 y mu- 
chos otros). 

En su mérito, atento lo dictaminado por el Sr. Pro- 
curador General, declárase improcedente el recurso ex- 
traordinario concedido a fs, 173. Notifíquese y devuél- 
vanse, debiendo reponerse el papel en el tribunal de su 
procedencia. 

Antonio Sao aun a — Ltris Lina- 
res — B. A, Nazar Ancho- 
rena — F. Ramos Mejía. 
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PEDRO P. FERliEYRA v. NACION ARGENTINA 

ADUAXA; Procedimiento. 

El documentante di* un podido de despacho a plaza de ar- 
tículos de depósito no verificadas, cuyos derechos no han 
sido papados, puede exigir su anulación lisa y llana por 
las autoridades aduaneras a fin de beneficiarse con la 
modificación del arancel respectivo mediante la presen- 
tación posterior de una nueva solicitud de despacho. 

Sentencia del Juez Federal 

Buenos Aires, setiembre 15 de 1942. 

Y vi.stos: p:ira resolver estos «litan caratulados "Ferrey- 
r» Pedro Perfecto contra Gobierno de la Nación &/ repeti- 
ción" de los que resulta: 

1') Que a fs. 4 se presenta el actor deduciendo formal 
demanda contra el Superior ííobierno de la Noción por de- 
volución de la suma de ¡*¡ 1,512.27 m/n. que le ha sido exigida 
indebidamente por la Aduana de la ciudad de Horario, en 
Mérito de Jas siguientes consideraciones : 

Dice que por copia de depósito N* 283 del ano 1937 se 
documentó, entre otras, dos partidas de bacalao de Noruega 
( permiso V 530*2}. Que posteriormente, por solicitud N* 805 — 
F se reclamó la anulación del mencionado permiso, solicitud 
que fu''* despachada de conformidad pero con la expresa de- 
claración de que la nueva documentación del retiro de 7a 
mercadería se haría de acuerdo con Ion derechos vigentes a 
la fecha del primer permiso (X e 5302), declaración que fué 
apelada con resultado negativo, Q*ie el 20 de enero de 1938 
se solicitó nuevamente et dospaer , de la mercadería (permi- 
so N' 26(i) en cuya oportunidad se le liquidaron los derechos 
vigentes a la fecha de la primeva documentación ( permiso 
5032; $ o/s. 0,0446 el kilo, en vez de $ o/s. 0.014G el kilo, lo 
qun hace la diferencia reclamada en la demanda). Que el 
pago de la suma liquidada fué abonada bajo protesta y hechas 
posteriormente las reclamaciones del caso se le lia denegado 
definitivamente Ja devolución de la suma cuestionada. Se 
sostiene que di' acuerdo al convenio celebrado con Noruega el 
10 de diciembre de 1!»37 y decreto del P. E. N* 120,997 de 
la misma fecha, las derechos debieron liquidarse a razón de 
t o/s. O.OUti. Hace algunas otros manifestaciones más, cita 
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jurisprudencia en apoyo do su tesis y pide en definitiva que 
se le acuerde la devolución de la suma reclamada con intere- 
ses y costas. 

2 Q ) Declarada la competencia del juzgado y corrido 
traslado de la demanda al P. E. por intermedio del Ministerio 
del ramo, a fs. 10 se presenta el Procurador Fiscal Dr Pau- 
lucci Comf jo, contestando v d ice : 

Que la demanda es improcedente. Que la protesta no reúne 
los requisitos exigidos por la jurisprudencia para surtir los 
efectos pretendidos. Que no se lia acreditado el pago de la 
mima reclamada, y se lia omitido el acompañar la documen- 
tación referente al despacho de la mercadería, extremos que 
en lo sucesivo no podrán ser materia de prueba de acuerdo 
con lo dispuesto por el art. 10 de la ley 50, Que en cuanto 
hace al fondo de la cuestión debatida. la improcedencia de 
la demanda se advierte por el solo hecho de que la importa- 
ción es anterior á la fecha dé] convenio invocado (Noruega 
del ano 1í>37). Y agrega que la anulación del primer permiso 
de despacho se hizo eon la expresa declaración de que la li- 
quidación de los dercehos se haría de acuerdo a loa que regían 
a esa fecha. Pide el rechazo de la amón con costas. 

Considerando: 

!*) Que la defensa que huee la demandada respecto de 
la prueba del pago de la suiuh cuestionada en autos, así como 
la que se refiere a la importación de la mercadería que motiva 
esta Mis {bacalao) deben desestimarse. Los hechos que moti- 
van la articulación analizada se hallan plenamente acredita- 
dos con la agregación riel expediente administrativo que corre 
por cuerda finja (ver cxp. 7Í11Ü— F— 3!) Mrio. Hacienda de 
la Nación, ver fs. 13 vta. y 14). Y en lo que respecta a la 
sanción dispuesta pnr el art. 10 de la ley 50 cuya aplicación 
se solicita a fs. 10, su inaplieabilidad resulta manifiesta, toda 
vez que la documentación tendiente a acreditar los hechos 
observados pnr la defensa fueron agregados eon anterioridad 
a la contestación de la demanda. Cabe también manifestar que 
como se trata de documentas que por su naturaleza se halla- 
ban apresados a actuaciones administrativas archivadas en 
una dependencia pública, la inaplieabilidad de la disposición 
Jegal indicada debe aceptarse también de acuerdo con el cri- 
terio establecido pnr la jurisprudencia en casos semejantea 
(ver S. C. Fallos t. 103, pfi-r. 430, t. 103. pág. 435 efo-.), 

2») Que la cuestión relativa a la formalidad de la pro- 
testa sobre la que hace mérito la demandada (ver. fs. 10) 
tampoco puedo prosperar. 
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En primor término dehc señalarse que en el caso no se 
cuestiona la validez constitucional de ningún precepto legal, 
aíno simplemente la liquidación de derechos aduaneras que se 
consideran indebidamente abonados. No puede sastenerse en 
consecuencia, que Ja falta de articulación constitucional en 
el acto de la protesta pueda viciar tal acto en la forma pre- 
tendida, porque como se lia visto ninguna cuestión de este 
orden «e debate en el juicio, 

Pehe concluirse, que rn el caso, la solicitud de protesta 
N* 49 — F — 38 (ver fs. 2 exp, cit) reúne todos los requisitos 
formales consiguientes, puesto que de tas obrados que corren 
agregados resulta probado que ella fué .simultánea al pago 
cuestionado (ver documento fs. 13 vta. exp. cit.). 

3*) Que en cuanto linee al fondo del juicio, el suscripto 
se inclina por la aceptación de la demanda en los terminas 
del escrito de Fs. 4. Como expresamente lo reconoce la Aduana 
(ver fs. 17 y 18 del exp. cit.) dentro de la ley aduanera no 
existe ninguna disposición que se oponga a la anulación de 
las solicitudes de despacho. Dentro de este orden lógico es de 
admitir que tampoco existe legalmente facultad alguna que 
autorice a la Aduana a limitar la anulación solicitada en Ta 
forma que se hizo (ver resolución de fs. 18 y vta. con la de- 
claración de que la nueva solicitud de despacho deberá efec- 
tuarse de acuerdo a los derechos vigentes a la freha de la 
primera solicitud anulada). Ello fluye del principio consa- 
grado por la C. N. (art. 10) de que nadie está obligado a hacer 
lo que la ley no manda, ni le está vedado lo que ella no 
prohibe, el que dehc aplicarse en la hipótesis, puesto que no 
existe sohre el particular disposición legal alguna que regla- 
mente el ejereieio de este derecho. 

Conviene también señalar, que contrariamente a lo sos- 
tenido por la demandada en el escrito de responde (fs. 10) 
la limitación impuesta por la Aduana a la solicitud de anu- 
lación del primer pedido de despacho, en ningún momento fué 
consentida por la nctora. quien apeló de la misma ante el 
Ministerio del ramo, apelación que se hizo al amparo de las 
reservas hechas en la solicitud de protesta (ver fs. 2 y fs. 
22 exp. cit.). 

^ 4') Que de los obradas que corren agregados por cnerda 
floja resulta acreditado oue la solicitud de despacho a plaza 
fué hecha con posterioridad a la entrada en vigencia del con- 
venio celebrado con Noruega y del decreto del P. E. N» 120997 
del 10 de diciembre de 1937 fia solicitud de despacho es del 
18 de enero de 1938, ver fs. 3 exp. cit.) y en consecuencia la 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



«9 



liquidación de derechos debe practicarse de acuerdo a él ($ 
o/a. 0.0146 el kilo) y no en la forma que lo pretende la deman- 
dada, correspondiendo en su mérito hacer lugar a la repeti- 
ción intentada de acuerdo con lo dispuesto por el art. 792 del 
C. Civil. En cuanto al monto de lo que corresponde devolver, 
estése a lo que resulte de la liquidación que oportunamente 
so practicará de acuerdo con las constancia» de autos. 

Por las precedentes consideraciones, fallo: declarando 
que el Gobierno de la Nación deberá devolver a don Pedro 
Perfecto Perreyra la suma que resulte de la liquidación que 
oportunamente se practicará en la forma señalada en el cuarto 
considerando de esta sentencia, más sus intereses al estilo de 
los que percibe el Banco de la Nación (6 %) desde la fecha 
de la notificación de la demanda, sin costas, atento las parti- 
cularidades de la cansa; mayor aforo anterior y anulación 
del primer pedido de despacho, Jo que razonablemente explica 
la exigencia de Ja Aduana, — Alfonso Poccard. 

Sentencia de la C Amara Federal 

Buenos Aires, 9 de junio de 1943. 

Vistos y considerando: que la Corte Suprema, en el t. 
130, pág. 418, ha admitido el derecho de Jos documentantes 
para cancelar el permiso de despacho que Ja Aduana lea 
concedí", y la consiguiente posibilidad de l>cneficiarse con el 
arancel que rija luego eu el momento de hacerse efectivo el 
pago correspondiente. 

Que el mismo alto Tribunal ha establecido que los dere- 
chos aduaneros deben liquidarse en la fecha de la presenta- 
ción de los documentos íMackinon y Coelho Ltda. S. A. contra 
la Nación; tomo 179, pág. 39). 

Que. resulta de autos debidamente comprobado que el de- 
creto del Poder Ejecutivo referente al convenio con Noruega, 
por el cual se rebajó el arancel sobre importación del bacalao, 
entró a regir el 20 de diciembre de 1937, presentándose des- 
pués, el 18 de enero de 1938. la solicitud de despacho a plaza 
por el actor, esto es, cuando los derechos aduaneros estaban 
ya rebajados a § oro sellado 0.0146 el kilo. 

Por ello y los fundamentos de la sentencia de fs. 25 se 
la confirma, sin costas, en este juicio seguido por Pedro Per- 
fecto Ferrcyra contra el Gobierno de 1n Nación, sobre repe- 
tición, Devuélvase. — Ricardo Villar Palacio. — Carlos del 
Campillo. — Juan A, (¡onzález Calderón. — Eduardo Sar- 
miento. — Carlos Herrera. 
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Buenos Aires, 24 de setiembre do 1943. 

Y vistos: el recurso extraordinario deducido en los 
autos "Pedro Perfecto Fcrrcyra v. Gobierno de la 
Nación» sobre repetición » contra la sentencia dictada 
por la Cámara Federal de la Capital, y 

Considerando: 

Que como lo establece la sentencia en recurso, esta 
Corte Suprema en la causa C. S, 139-418 lia reconocido 
al documentante el derecho de cancelar el pedido de 
despacho formulado ante la Aduana con el fin de bene- 
ficiarse por la modificación de los aráñeles respectivos 
y si bien esa doctrina se sustentó respecto de opera- 
ciones de exportación, no median obstáculos de orden 
legal que impidan extenderle a las de importación. 

Por ello se confirma la sentencia apelada de fs. 58 
en cuanto pudo ser materia de recurso. Hágase saber 
y devuélvanse al tribunal de procedencia, donde se re- 
pondrá el papel. 

Antonio Saoarna — B. A. Nazar 
Anchokena — F. Ramos 

Mejía. 



RODOLFO V. MIRANDA v. NACION ARGENTINA 

ARMADA NACIONAL, 

Pitra Ifi nroi panera del henefieio e.stnb lucida por los arta. 
15 y 16, tít. III, de la ley 4856 hasta que los servicios 
hay un sido la causa coadyuvante de la enfermedad que 
determino" la baja (*)■ 



(M 24 tic Hflii'tnbre di< 10-13. 
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HECTOR AMBROSIO v. NACION ARGENTINA 

EJERCITO NACIONAL. 

Tiene derecho a la pensión prevista en el art. 16. tit. TTT, 
do ia ley 4707, el conscripto del ejército cuya capacidad 
para la vida civil ha disminuido un 30 % a consecuencia 
de la lesión sufrida en un ojo al polpcar con una varilla 
de la cama en circunstancias en que, en cumplimiento 
de la orden y práctica establecidas, se disponía a acostarse 
en el recinto del cuartel (»). 



ANTONIO E. ALFA NO v . NACION ARGENTINA 
EJERCITO NACIONAL. 

El conscripto del ejército que a consecuencia de un acci- 
dente sufrido en acto deí fiorvicio fué declarado inútil 
después de habérsele soniPtido a dos operaciones y ha 
q urda do incapacitado en forma absoluta y permanente 
para el trabajo y para el se. /icio de los armns, tiene 
derecho a la pensión establecida en el art Ifi, (fe. IÍT, 
de la ley 4707, aunque se haya nepado a someterse a una 
tercera operación que, segfín la opinión de la Junta Su- 
perior de Rpconocitnientas Médicos, podría restituirle su 
capacidad ('). 

PENSIONES: Principio* generales. 

La circunstancia de que el beneficiario haya cobrado sin 
protesta la pensión que le acordó el P. E. no le impide 
reclamar judicialmente el papo de las diferencias entre 
aquélla y la mayor que por Iry le corresponde, con tal 
qun no haya transcurrido el plazo establecido para la 
prescripción de su acción. 



(«) 24 de ftetiembru de 1943. Fallos: 182, 165; 195, 1? y 100. 



itl 
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NAVOIt íí. VILLADA v. CAJA DE JUBILACIONES DE 
EMPLEADOS BANCARIOS 

JUBILACION DE EMPLEADOS HAS VARIOS: Jubilaciones. 
Cómputo de servicios. 

No son computaban a los efectos de la lej' 11.575, los ser- 
vicios bjuiearias prestados en establecimientos provincis- 
les en una época en (pie éstas no se. hallaban aún incluidos 
en la ley de montepío Ipeftl, tjue los comprendió después 
sin establecer reciprocidad con la Caja National de Ju- 
bilaciones de Empleados Banearios. 

■ 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

El recurso extraordinario procede por haberse 
puesto en tola do juicio la i ule licencia de disposiciones 
de la ley especial 11.575 y ser la .sentencia definitiva 
contraria al derecho invocado por el apelante. . 

Ivn cuanto al fondo del asunto he aquí el cano. Del 
certificado de fs. 2 surge que D, Navor R. Villada fué 
empleado del Banco do la Provincia de Tucumán desde 
enero 2 de 1907 basta enero 30 de 11)18, o sea durante 
un período en que el personal del mismo no estaba 
Comprendido en la ley local de Montepío Civil, según 
consta en dicho certificado y lo corrobora la circuns- 
tancia de que se lo incluyera expresamente al dictarse 
una nueva ley en julio l«i de 1927 (art 2', ine. a; folleto 
de fs. fi). Obvio es decir que habiendo dejado de f orinar 
parte del personal casi diez años untes, Villada no 
podía ejercí lar el derecho conferido por el nrt. óíí de 
la citada ley a los empleados de la administración pro- 
vincial — calidad que ya no investía— a fin de obtener 
el reconocimiento de sus servicios anteriores. De lo 
dicho resulla (pie la cuestión planteada consiste en de- 
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cidír si los servicios bancarios prestados en estableci- 
mientos provinciales que a la época de los mismos no 
estaban comprendidos en la ley de montepío local, poro 
lo estuvieron despuús, deben o no ser computados a los 
efectos de la ley 11.575. 

Con respecto a la computabilídad de servicios boti- 
carios, el art. 8* de la citada ley dispone: 

"Será reconocida la antigüedad de los empleados 
de empresas bancarias comprendidas en la presente 
ley desde la fecha de su ingreso a cualquiera de ellas, 
asi como la de los empleados de empresas bancarias 
provinciales o municipales , oficialas o mixtas, no afilia- 
das, al ingresar a alguna de las comprendidas en esta 
ley". 

Por aplicación de tal precepto y como según consta 
a fs. 8, Villada ingresó luego al Banco de Boston, em- 
presa comprendida en la ley 11.575, comenzó a efectuar 
aportes suplementarios a fin de cubrir el cargo de an- 
tigüedad no obstante lo cual la Caja respectiva, invo- 
cando lo resuelto por V, E. en caso que conceptúa equi- 
parable, lia hecho saber a Villada que sus servicios 
bancarios provinciales no le serán computados, orde- 
nando suspender el cobro de tales aportes y devolver- 
le los percibidos (abril 28/941, fs. 1). Previo pedido 
de reconsideración, desestimado a fs. 37 vta., el intere- 
sado dedujo apelación para ante la Cámara Federal 
que confirmó lo resuelto (fs, 49) a mérito de la juris- 
prudencia establecida por V. E, tfi re Sturla v. Caja 
Bancaria (180:348). 

A mi juicio, el caso actual difiere del invocado, 
pues Sturla había estado comprendido dentro de un 
régimen de montepío provincial e hizo aportes — que 
retiró posteriormente— mientras prestó los servicios 
cuyo cómputo solicitaba, circunstancia que indujo a V. 



*-* FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

E. a considerar aplicable la norma establecida por el 
art. 13 do la ley 11.575. 

Hecha esta salvedad y manteniendo respetuosa- 
mente la opinión que fundada en jurisprudencia ante- 
rior de V. E. (ltiíh.TO), exterioricé en el citado caso, 
paréeeme que tratándose de servicios bnuenrios, su 
compntnbifidud so halla exclusivamente regida por el 
art. 8*, en tanto que lo dispuesto por el art. 13, acerca 
de la necesaria reciprocidad entre las diversas Cajas, 
sólo es aplicable cuando se trate de acordar jubilacio- 
nes por servicios mixtos. 

En su mérito, y siendo aplicables las precedentes 
consideraciones a ios demás servicios banca r i os pres- 
tados por Villada, mencionados a fs. 8, pienso que co- 
rresponde revocar el fallo apelado de fs. 49 en cuanto 
ha podido ser materia de recurso. Buenos Aires, agosto 
19 de 1943. — Juan Alvurvz. 
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Buenos Aires, 24 de setiembre de 1043, 

Y vistos: el recurso extraordinario deducido en los 
autos; "Navor lí. V i Iluda v. Cajú Banca ría, sobre re- 
conocimiento de servicios*'^ contra la sentencia dictada 
por la Cámara Federal de la Capital, y 

Considerando : 

Que los servicios prestados por Villada en el lijmeo 
de la Provincia de Tucimiáii entre los años lí)ü7 y 1918 
(fs. 2) lo fueron cu una empresa cuyos empleados so 
consideraron posteriormente comprendidos en la ley 
de Montepío Civil local de acuerdo con ei art. 2*, ine. 
a) de 1;; misma (fs. 0). 

Que a su vez el art. 5Í* de esa ley autorizó a Villada 
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a pedir el reconocimiento y cómputo de los servicios 
prestados y que no lo fueran anteriormente por no ha- 
llarse afiliado el Banco de la Provincia de Tueumán a 
la Caja instituida por la ley de Montepío local. 

Que hallándose sometido ei aludido Banco en cuan- 
to a jubilaciones do sus empleados al régimen de una 
ley provincial independiente y que no reconoce reci- 
procidad alguna con la Caja Banearia de la ley número 
11.575, la situación que se plantea en el presente es la 
que decidió esta Corte en el caso: C. S. 180-348, 

Por ello y oído el señor Procurador General, se 
confirma la sentencia apelada de fs. 49 en cuanto pudo 
ser mate lia de recurso, llágase saber y devuélvanse. 

Antonio SaOahna — B. A. Nazak 
Ancieoüena — P. Ramos 
Metía, 



HIPOLITO ANGEL AGOSTA. 
RECURSO ORDINARIO DE APELACION : Principios generales. 

La circunstancia do qnc el Procurador General no man- 
tenga la apelación deducida por el Fiscal de Cámara en 
una cansa criminal, no oUsta a la agravación de la pena 
por la Corte Suprema. 

AGRAVANTES. 

No apareciendo suficientemente demostrada la alevosía 
invocada por el Ministerio Fiscal ni tampoco el ensaña- 
miento, a cuyo efecto no batían el número. Ja profundidad 
y pravedad de las heridas, debe condenarse como autor 
de homicidio simple o quien mató a otro porque eludía 
[taparle el importe de «u trabajo. 

PENAS. 

En el sistema del Código Penal no existe responsabilidad 
atenuada; las penas 'e-ben graduarse pon amglo a todas 
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las circunstancias que revelan la mayor peligrosidad del 
sujeto y ser aumentadas con respecto a quienes son con- 
ducidos al crimen por sus taras mentales. 

HOMICIDIO, 

Corresponde imponer el míiximo de la pena establecida 
por el art. 79 del Código Penal al autor de un homicidio 
í imple respecto de quien concurren circunstancias agra- 
vantes que ponen de manifiesto su grave peligrosidad. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 27 de setiembre de 1943. 

Y vistos: El juicio criminal seguido por homicidio 
contra Hipólito Angel Acosta (a) Oriental Acosta, ve- 
nido en apelación en tercera instancia do la Cámara 
Federal de Apelación de Paraná. 

■ 

Considerando : 

Que, según se demuestra en ambas sentencias, en 
autos está plenamente probado que el acusado el 9 de 
diciembre de 1941, en Santa Ana, territorio nucional 
de Misiones, dio muerte a Paulino Rodríguez hirién- 
dolo do ocho puñaladas. 

Que la calificación legal que corresponde al hecho 
es la de homicidio simple, previsto por eí art. 79 del 
Código Penal. La alevosía y el ensañamiento qu«j el 
Ministerio Público invoca en las instancias anteriores 
no aparecen suFicicntcmenfe demostrados, A pesar de 
la posición desahogada de la víctima y del buen con- 
cepto de que gozaba en la localidad, parece de otras 
declaraciones que no pagaba a mus peones con la pun- 
tualidad debida, varios se quejan en autos, y el pro- 
cesado afirma que a el le debía desde hace tiempo una 
suma de dinero ganada con su trabajo, y ello ha sido 
el origen del hecho. El día que éste sucedió el procesado 
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llegó a la casa donde la testigo Natividad Vera de Pé- 
rez — f a . 38 — tiene instalada una parrilla, durante la 
conversación preguntó si sabía si venía la víctima y 
como ésta siempre que va a Posadas llega a ese nego- 
cio, la señora le dijo que lo esperaba esa tarde; poco 
después llega un colectivo, Aeosta se asoma a la puerta, 
dice que no viene, vuelve a preguntar y la testigo le 
contesta que debía venir en el Pampero, pues Acosta 
le había dicho que lo necesitaba; al momento llega el 
Pampero, desciende Rodríguez con dos sobrinas, se 
sientan todos en el corredor menos Acosta que se que- 
da de pie detrás de Rodríguez, conversan ; llega al sur- 
tidor próximo el testigo Tito Tomás Zamboni — fs. 41 — 
Rodríguez va a preguntarle si lo puede llevar, lo sigue 
Acosta y lo interpela si le iba a pagar o no, contestán- 
dole Rodríguez que iba a arreglar después; vuelven 
ambos a la casa de la Pérez y después de un rato y de 
tratar Rodríguez de conseguir quien lo llevara, sale 
éste a pie, en compañía de las sobrinas, en dirección 
a su casa y momentos después lo hace el procesado a 
caballo, se dirige al trote largo o al galope en la misma 
dirección que Rodríguez, lo alcanza, sofrena el caballo, 
se arroja al suelo cuchillo en mano y se produce el ho- 
micidio. La escena en la parrilla la confirman las so- 
brinas, a quienes la actitud de Acosta ha infundido 
miedo, el marido de la Pérez — fs. 81 vta. — la hija 
— fs. 80 vta. — de catorce años de edad y la sirvientita 
que les cebaba mate, de la misma edad — fs. 78 vta. — 
Si, como lo dicen las dos sobrinas — fs. 55 y 60 vta. — 
Acosta se arrojó del caballo y sin decir palabra atacó 
a Rodríguez por la espalda hiriéndolo, todas las heri- 
das de Rodríguez son inferidas de atn'is, habría ale- 
vosía. Si Aeosta en ese acto interpela a Rodríguez y 
ante una nueva negativa de éste lo ataca y lo hiere en 
la espalda porque lo hiere mientras éste huye, no ha- 
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bria alevosía. El desarrollo del hecho es dudoso. El 
testimonio de las sobrinas es sospechoso, son parien- 
tes, van en compañía de la víctima, son mujeres de diez 
y siete y diez y nueve años y confiesan que huyeron 
asustadas apenas se produjo el ataque, tanto que la 
vecina Genoveva Martínez — fs. 4f> vta. — las atendió 
y les (liú agua. No se puede lencr confianza en la exac- 
titud de sus afirmaciones, no porque falseen los hechos 
sino por deficiente observación o deformación por el 
miedo. En cambio hay testigos que han visto pasar a 
Acosta a caballo, los ha llamado la atención la expre- 
sión que llevaba y que ni siquiera saludara al pasar, 
lo han seguido coa lu vista y han presenciado el hecho 
desde una posición dominante. Son: Ambrosio Brizucla 
— fe. 10 — Francisco Beuítez — fa. 14— Nicolás Beuítez 
— fs. l(i vta. — Pedro Viera — fs. 18 vta.— y Arturo 
Delfín Fernández — fs. 20 vta.— ; Nicolás Beuítez y 
Viera sólo tienen en torce y quince años do edad, pero 
sus dichos coneuerdan en lo fundamental con los otros. 
Brizuela declara que Acosta se baja rápidamente del 
caballo, dice "Paulino y algo de pagar", lo atropella 
de atrás, Rodrigue» sale corriendo, durante la fuga es 
alcanzado dos veces, al ultimo cae y es herido en el 
suelo, no ha visto pegar Ja primera puñalada. Fran- 
cisco Beuítez coincide en general con Brizuela, pero 
dice que el procesado no dijo nada, creyó que estaban 
jugando, este testigo es corto de vista y no veía bien. 
Nicolás Benítcz, hijo del anterior, de catorce años, de- 
clara lo mismo que el padre, pero dice que está seguro 
que el procesado dio la primera puñalada después de 
1*» primera corrida de la víctima. Viera, de quinee años, 
declara en general lo mismo, dice que no ha visto si 
en el primer encuentro lo "pinchó" o no. Fernández, 
de diez y ocho años, declara también lo mismo, pero 
dice que el procesado se puso delante de la víctima 
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atajándole el camino, la víctima lo esquiva y dispara y 
no vio que lo hiriera en ese momento. Eu tales condi- 
ciones no puede darse por probada la alevosía. Las 
heridas de atrás se explican por la buida de la víctima 
y la persecución del procesado. El número de las heri- 
das, su profundidad y gravedad no es suficiente, por 
sí sólo, para demostrar ensañamiento, sólo demuestra 
el firme propósito de matar y de asegurar el resultado. 

(¿ue no existe ninguna circunstancia atenuante. La 
conclusión del informe médico de fs. 1U6 vta. de una 
"responsabilidad atenuada dentro d* su estado ins- 
tructivo" carece de base en el informe mismo y de 
significado jurídico. El de fs. 111 vía. al referirse al 
estado psíquico del procesado afirma que su lenguaje, 
actitud y atención son normales, su temperamento tran- 
quilo, bu memoria algo debilitada, su voluntad conser- 
vada, su asociación de idea» buena y tiene su psiquis- 
mo normal ; en consecuencia la conclusión de que au 
capacidad para delinquir puedo estar algo influenciada 
por su sífilis, su responsabilidad supeditada a su esta- 
do nervioso, no tiene su fundamento en el estado psí- 
quico que el minino informe revela como normal. Todo 
hombre responde penalmente de bus netos y no es pu- 
nible sólo cuando no ha podido en el momento del hecho, 
ya sea por insuficiencia de sus facultades, por altera- 
ciones morbosas o por su estado de inconsciencia, error 
o ignorancia de hecho no imputable, comprender la cri- 
minalidad del acto o dirigir sus acciones — art. 34, inc. 
I*, del Código Penal—. Ninguno de estos estados anrgfl 
de las constancias de autos, ni de los informes citados. 
Por otra parto no hay responsabilidad ateuuada, se es 
responsable o no. La graduación de la pena se haca 
teniendo en cuenta todas las circunstancias personales 
que hacen a un hombro más o menos peligroso: es el 
sistema do la ley. La defensa social exige agravar la 
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pena a quienes son llevados al crimen por sus taras 
mentales ; el sujeto que va al crimen bu jo el predominio 
de factores temperamentales es más peligroso y debe 
aer reprimido mus severamente que el que es llevado 
por factores externos. Concurren en cambio como cir- 
cunstancias agravantes: a) babor estado esperando la 
llegada de la víctima en el lugar de parada del colec- 
tivo y es pe rudo que ¿si a se retirara eu dirección a su 
casa; b) haberla seguido después, alcanzado y ultima- 
do} c) la causa que lo lia determinado a obrar: falta 
de pago de una deuda; d) sus manifestaciones poste- 
riores al heebo injuriando a la víctima y su ful ta de 
arrepentimiento, pues al serle preguntado, siete meses 
después del delito — fs. 115 — si lo estaba, contesta que 
no porque trampear es una cosa mala, demostrando 
con ello que todavía erec que lia hecho bien en matar; 
e) su condena anterior por agresión con armas — fs. 
107 — ; /) su modo de proceder atacando a la víctima 
indefensa y desarmada, persiguiéndola mientras bufa 
de la agresión hiriéndola por la espalda y, por último, 
cuando está caída boca abajo en el suelo. Todas estas 
circunstancias demuestran la grave peligrosidad del 
acusado y la necesidad do graduar la pena en su má- 
ximum — arts. 40 y 41 del Código Penal. 

Que no es obst anulo a la agravación de la pena la 
circunstancia de que el Ministerio Público en esta ins- 
tancia no mantenga la apelación deducida por el señor 
Fiscal de la ('amura, por cuanto es jurisprudencia de 
lu Corte que el Ministerio Público no puede, mediante 
un desistimiento, dotenor e) curso de m acción que ha 
intentado ni del recurso que ha deducido, limitando la 
potestad jurisdiccional de un tribunal de alzada una 
vez que la causa ha Llegado u un conocí miento por re- 
curso regularmente entablado y concedido —Fallos: 
186, 2ÍI7 y el allí citado. 
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Por estos fundamentos so reforma la sentencia 
apelaJu de fs. 186 y se condena a Hipólito Angel Acosta 
(a) Oriental Acosta, por homicidio, a sufrir la pena de 
vein ti cinco años do reclusión, accesorias de ley y al 
pago de las costas. Notifíquese y devuélvanse, debiendo 
hacerse oportunamente las comunicaciones al Registro 
Nacional de Reincidencia. 

Antonio Sagauna — Luis Lina- 
res — F. Ramos MejÍa. 



MIGUEL ZARIWNY 

AGRAVANTES. 

EL estado de ánimo en que se b altaba el reo a consecuencia 
de los golpea recibidos en mi incidente anterior con quien 
fué después su víctima, en el cual sufrió aquél la frac- 
tura de un brazo, no es óbice para cnlificar como homi- 
cidio con alevosía el que cometió luego contra su agresor, 
después de esperar que se durmiera y de cerciorarse de 
que efectivamente estaba dormido, 

PENAS. 

¡Si bien la calificación correspondiente al hecho es la de 
homicidio cometido con alevosía, no procede elevar la 
pena aplicada al reo como autor de homicidio simple, por 
no existir recurso acusatorio. 



Sentencia uel Juez Letrado 

Santa Rosa, diciembre 3 de 1942. 

Y vistos: esta causa del fuero crimino!, exp. N g 429 año 
T041, seguida a Miguel Zariwny, de apellido materno Molo- 
de vska, sin sobrenombre ni n podes, polaco, de cincuenta años 
de edad con trece de residencia en el país, casado, jornalero, 
sin instrucción, domiciliado en Puerto Ingeniero White, por 
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homicidio en la persona de Juan Wichaluko, hecho ocurrido 
«ti jurisdicción de Doblas en la noche do! bcís de septiembre 
de 1941. Del examen de loa ñutos, resulta: 

Que a fs. 1, se da cuenta de la comisión del hecho y la 
policía de Doblas, practica una inspección ocular del hecho, 
durante la ctinl procede al secuestro del hacha empleada en 
la comisión fiel delito, diligencias que se complementan con 
el croquis de fs. 4. 

A fs, 7, prest» declaración el testigo Primo Anastasio 
Das Neves, quien estuvo con los protagonista* del hecho mo- 
mentos antes de ocurrir el mismo, y a fs. 9, 11. y 12 declaran 
loa testigos Andrea Zvirek, Albina ííaray y Marcial Bastían 
que esíán en ¡guales condiciones que el anterior. 

Oue n Fs. 14. 43 v.. 69 v., 70 v,. T8, 73 v. y 78, corren 
las diligencias de indagatoria y careos, en las que el procesado 
confiesa ser el autor del hecho, explicando minuciosamente 
las circunstancias anteriores al mismo, móvil y forma en que 
lo llevó a cahn, rrconst myendo el mismo en las diligencias 
corrientes de fs. 90 a 94. 

A fe, 20 se labra el acta correspondiente a la autopsia 
del cadáver de la víctima y a fs, 27, 30 y 81 v. corren los peri- 
tajes médicos sobre las lesiones sufridas por la víctima, el 
procesado y grado de discernimiento para delinquir de este úl- 
timo, agregándose también a fs. 2¡5, testimonio del acta en 
que consta vi fallecimiento de .Juan Wíehnluko. 

Que a fs. 41 y 50 corren los informes con que se acredi- 
ta que el procesado Miguel ííariwny, no registra antecedentes 
judiciales ni policiales. 

Que de fs. 00 a 52 y 64 a 73 corren las diligencias prac- 
ticadas por el tribunal para esclarecer las contradicciones que 
exuden entre los testigos y el procesado, y a fs. 63 dos peritos 
designados ni efecto dictaminan sobre la naturaleza y posible 
origen de las cortes y desgarraduras que presenta el poncho 
en que estriba envuelta la víctima al ser Irsinnnda. 

A fs. 96 v. consta la clausura del sumario, y a fs. 98 
no expide el señor Agente Fiscal, manifestando que considera 
probado el hecho y responsable del mismo al procesado. For- 
mula consideraciones subre la aparente premed¡taei<m y ale 
vosía, calificaciones que desecha, luego de un análisis de las 
tonatanchis del sumario y concluye solicitando se aplique al 
procesado la pena de doce años do prisión por hallarse el hecho 
comprendido en lo dispuesto por et nrt. 79 del Código Penal, 

A fs. 101, se expide el señor Defensor de Pobres, quien 
imwidera igualmente probado el hecho y sostiene (ver capítulo 
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III) que el misino se produjo hallándose e) agento en un 
tado emocional* pero parn el easo de que así no se juzgara 
sol i ei ta se califique al hecho de homicidio simple art. 79 del 
C. Penal, no debiendo Ja pena, a su juicio, exceder a dice 
añas de prisión. 

A fs. 105, se llamó autos para sentencia y 

Considerando: 

Primero: está prohado que el procesado Miguel Zariwny 
es el autor de las lesionen que ocasionaron el fallecimiento de 
la víctima. De la confesión contraída cu Jas declaraciones 
indagatorias de fw. 14, 4ÍÍ vto., cargos de fs. o!) vto., 70 vto., 
7:1, 73 vto,, 78 y reconstrucción del hecho de fs, 00 a í)4, re- 
sulla plenamente acreditado que el día del hecho, como a las 
diecinueve horas se reunieron varios trabajadores del obraje 
de leña en que ocurrió el hecho en el fogón junto a la choza 
ocupada por Wichaluko y Zariwny y bebieron abundante- 
mente. Que durante la reunión y tal vez como consecuencia 
do la bebida se produjo un altercado entre los dos nombrados 
a raí/ del cual, Wichaluko aplicó varios golpes a Zariwny. 
La intervención de los demás circunstantes hizo terminar la 
iucidcru'ia, siendo llevado Zariwny ni interior de la choza, y 
acostado cu su lecho, pues cuino pudieron apreciar los testigos 
se hallaba muy alcoholizado. Ninguno de los testigosi, empero 
so apercibió de que en el cambio de golpes a palos eon Wi- 
chaluko, el proccsíido había sufrirlo la fractura de un brazo 
Relata el procesado a continuación, pues no hay otra prueba 
ya que todos los testigos se habían retirado, que no pudo 
conciliar el suciío por los dolores que .sentía y la excitación 
nerviosa en que se hallaba. Que una medía hora después do 
las últímns palabras que cambió eon Wichaluko encendió lus 
para cerciorarse sí este s- bailaba bien dormido y al compro- 
bar esa circunstancia buscó un palo para pegarle y no ha- 
llándolo se apoderó del hacha que estaba en la choza y con 
ella aplicó dos gol oes en el rostro del dormido, "no con el 
filo pues su intención era golpearlo y no darle muerte", f ver 
fs. l"i)„ Después ríe esto se acostó y se durmió descansando 
perfectamente, pues estaba muy ebrio. Al día aiguiente se le- 
vantó, hizo su asen, se mudó ropa, atendió al carnicero y más 
tardo se auaentó del lugar "por temor a que los demás hacha- 
dores... pudieran matarlo". Hasta aquí la primer declara- 
ción. A fs. 43 vía. la ratifica, sastmiiendo que fué agredido 
por Wichaluko sin motivo justificado, y golpeado rr Entras ae 
hallaba sentado alrededor del fogón, lo que explicará ffráfi- 
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camcnte en la reconstrucción de fs. 90 (escena 2*) ; agrega 
asimismo "que estaba regularmente borracho y se acuerda muy 
bien como pagaron las cosas" ... y mus adelante "que no 
quiso pegarle con el filo..." etc. 

La prueba de confesión, pues, salvo algunos detalles que 
están desvirtuadas por la prueba testimonial, surte en cnanto 
a ln fundamental de los hechos los efectos que le asisna el 
art. 321 del CócL de Proceda. Dicha prueba está corroborada 
además por Ja purt lila de defunción de Wiehaluko, obrante 
a fs. 25; los informes médicos! de fs. 27, que determina la 
naturaleza de las lesiones inferidas y la inspección ocular 
dfi fs. 1. 

Segund' ; De las declaraciones de los testigos Pedro Anas- 
tasio Das Ncvcs, fs. 7, 71 vto. y careos de fs, 1(J vto. y 69 vto., 
Andrés Zvirck, fs, 9, 66 y careos de fs. 16 vto. y 70 vto., 
ambos mayores de edad y hábiles y las menores Albino (taray, 
fs. 11, r>r>,7>i vto., 72 y careo de fs. 73 vto., y Marcial Hastian, 
fs. 12. f>7 o. y en reo de fs. 73, todas declaraciones concordan- 
tes, resulta probado que el incidente preliminar al homicidio 
so produjo por cuestiones del momento: Zariwuy ebrio, como 
lo expresan jdtrnnm testigos salió del Topón en forma de nozo 
en que se hallaban todos (ver las fotografías 1 y 2 de fe. 92) y 
trató de tomar un palo de leña, en cuyas circunstancias W¡- 
clmlultn, saltando a su vez le aplicó los golpes que le ocasiona- 
ron la fractura. Este hecho ocurrió, pues, fuera del fogón, no 
en el interior como dice el procesado, lis dudoso también que 
Wichalnlio haya dado el [rol pe do puño que expresaba Zariw- 
nv. pues ninguno de los testigos lo vió uo obstante hallarse 
casi juntos como se ve en las fotografías de fs. 92, 

Tercero: Que corresponde, en vista de los hechos proba- 
dos, deterniinsr la calificación del hecho. Es indudable quo 
«e trata de un homicidio intencional, pues tu flébil defensa 
del procesado al manifestar que sólo quería golpear a Wicha- 
hihn. carece de toda lógica: le asentó en el rostro das golpes 
de hucha, non de filo, como ha quedado demostrado por los 
peritajes médicos ya citarlos, y el per i luje «obre los corles 
niie presentaba el poncho en que se envolvía la víctima (ver 
fs. 63) y el otro con la parte posterior y no pnede ni siquiera 
sospecharse ante tales jrolpes que la intención del sujeto es- 
tuvi*Tfl limitada en cuanto a la extensión del daño. Para 
iniciar su acción ofensiva, Zariwny esperó que Wiehaluko es- 
tir ¡era dormiilo y aun antes de esgrimir el hacha se aseguró 
d#» esa circunstancia, pues el mismo lo confiesa así (fs. 15). 
En cuanto al móvil determinante de su nación ha sido evi- 
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dcntemente vengarse de los golpes recibidos. En presencia de 
tales comprobaciones, surge la duda de que el hecho haya 
sido cometido con premeditación y alevosía. Se observa desde 
el primer momento que Zariwny pronuncia claras amenazas 
contra Wichaluko. Zvirek, testigo que entendía el idioma en 
que discutieron los protagonistas afirma que Zar muy dijo a 
Wichaluko "yo te voy arreglar" y el procesado reconoce, a 
fs. 71 que después de ser golpeado le dijo a la víctima "eso 
que me has hecho me lo vas a pagar". La intención del dea- 
quite surgió pues, en la mente del procesado inmediatamente 
después de sufrir las golpes que le dió Wichaluko, lo que 
revela la existencia de un lapso de tiempo durante el cual 
el procesado decidió el hecho y lo ejecutó, Pero cabe observar 
que ta intención manifestada por Zariwny, es vaga, indefinida. 
Aparte de ello, no se trata de una deliberación consciente y 
razonada del acto a cometer, sino mas bien de un estado de 
furor sostenido y ello se explica perfectamente por la influen- 
cia nociva del alcohol, agravada por el dolor físico de laa le- 
siones sufridas (ver informe médico de fs. 30) y el agravio 
que los golpes significaban para él. La premeditación en tales 
condiciones no es la rpie califica el homicidio, pues como Be 
expresa en el fallo de J. A. tomo 18 pág. 321, "la premedita- 
ción es el designio formado de antemano de cometer el delito 
cuando el pensamiento no está obscurecido por ningún im- 
pulso apasionado. Idéntica consideración cabe formular cpn 
respecto a la alevosía, pues ésta presume la existencia" de un 
claro proceso deliberativo" (ver J. A. tomo 45, pág. 199) 
ausente en el caso de autos como se dijo cu el párrafo ante- 
rior. "El estado posterior (del homicida) estuporoso, somno- 
Icnto e insensible a la tragedia, demuestra a las claras que la 
premeditación, !a reflexión consciente, la decisión clara y bien 
calculada que supone aquella agravante calificativa (ía ale- 
vosía) no existió" (tomo 45 pág. 200 de J. A,). 

Cuarto: Declarado inaplicables al sub-eausa las califica- 
ciones especíale* del art. 80 inc. 2? del C. Penal, corresponde 
calificar el hecho como homicidio .simple, art. 79 del mismo 
código. Para trraduar la penalidad a aplicar hay que tomar 
en consideración el estado de ebriedad parcial del procesado, 
los golpes que había recibido momentos antes y como conse- 
cuencia de ello el estado de perturbación psíquica en que se 
hallaba al cometer el delito; los antecedentes del procesado 
minuciosamente examinados por el señor Agente Fiscal en su 
dictamen de ffi, 98 y por la defensa a fs. 101. Los argumentos 
expuestos en los considerandos anteriores, no permiten acep- 
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lar la tesis del señor Defensor de Pobres, quien con muy ati- 
nadas razones concluye que el homicidio que f :ontempla esta 
causa fué cometido en un estado emocional, opinión que no 
comparto el suscripto, porque las modalidades observadas en 
el presente caso excluyen los requisitos básicos de la emoción 
violenta excusable, expuesta* detenidamente por el Dr. Juan 
P. Ramos y otros tratadistas. 

Aparte de las circunstancias que puedan considerarse ate- 
nuantes, es necesario juzgar también aquella* que agravan la 
responsabilidad del procesado: la forma feroz en que dió muer- 
te a VVichaluko, su fría tranquilidad al día siguiente del hecho, 
ipic le permitió afeitarse, mudarse de ropa y atender los me- 
nesteres ordinarios de su vida al lado de su víctima mori- 
bunda, sin una reacción piadosa para ia misma, no obstante 
tas pravísimas lesiones que le bahía inferido: su tentativa de 
fuga, todo lo que examinado sin prevención revela peligrosidad, 
ausencia de sentimientos afectivos y cierta impermeabilidad 
al arrepentimiento. 

Por estas consideraciones, disposiciones letra les citadas, 
oída la opinión del Ministerio Fiscal y la defensa fallo : 

Condenando a Miguel Znrivviiy, de filiación ya consigna- 
da, como autor del delito de homicidio, art. 79 del Cód. Penal, 
a la pena de dieciseis años de prisión, aceesorias, legales y 
costas. — Julio Pictrancra. 



Sentencia de la Cámara Federal 

Bahía Blanca, junio 25 de 1943. 

Vistos y considerando: Que se lia establecido mediante 
plena prueba, que el sujeto Miguel Zarnvny, es autor de la 
muerte de Juan Wiehaluko. hecho ocurrido en la noche del 
seis al siete de septiembre de 1011 ce el obraje de "Piehí 
Carhué" próximo al pueblo de Doblas territorio de La Pampa. 

Que del examen de los antecedentes y piezas de convic- 
ción acumulados en el juicio consta que el hecho tiene por 
causa o antecedente inmediato una discusión sostenida entre 
la víctima y el autor del homicidio, motivada por asuntos 
concernientes al trabajo de los mismos, mientras éstas se en- 
contraban reunidos y entregados a la bebida junto al fogón 
próximo al toldo de WiclmluUo. con otras personas reunidas 
allí ocasionalmente. 

Que la incidencia preliminar que fué origen del drama 
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ulterior, se desarrolló ante los testigos hábiles Anastasio Daa 
Noves — ver declaraciones de fs. 7, fa. 71 vta, y careos de 16 
vta. y 6í) vta — de Andrés Zvirek — fs. 9 y 66 y careos de 
fs. 16 vta. y 70 vta. — y de los menores de edad Albino Gar&y, 
do 16 años de edad — ver fs. 11, fs. 50, fs. 51 vta. y fs. 72 
y careo de fs. 73 vta. — ; y Murcia! Bastían también delfi años 
—-ver fs. 12, fs, 67 vtn. y careos de fs, 73—. Que a raíz de la 
difusión — según refieren los testigos — Zariwny, exasperado 
por el tono del altercado, salió de junto al fogón donde se en- 
contraba o intentó tomar un palo de leña en cuya oportunidad 
so incorporó también Wiehaluko y con movimiento rápido se 
anticipó a la acción de aquel, y u su vez. empuñando un palo 
le aplicó varios golpes, uno de los cuales ocasionó la fractura 
del brazo a Zariwny, circunstancia que éste advierte más tar- 
de. Que los testigos de esta incidencia primera no vieron que 
Wiehahiko, hubiera dado un golpe de puño en la cara a Za- 
rawny durante la discusión e inmediatamente antes de la in- 
cidencia, como éste lo asevera. 

Que los presentes según declaran (ver testimonio ya re- 
ferido) intervinieron para apaciguar a los contendores par- 
ticularmente al encausado, quien se encontraba sumamente ex- 
citado, retirándose ya entrada la noche, todos los presentes 
después de acostar en su cama a Zariwny que estaba bastante 
alcoholizado y quedando allí también el dueño del toldo (la 
víctima) quien pnco después se entregaba al sueño, según re- 
lata el encausado. 

Que el hecho principal, que origina este proceso se des- 
arrolla sin testigos, y la reconstrucción lógica del delito, se 
hace tomando como base, la confesión del encausado en cuanto 
ella es controlada y corroborada por otras indicios y antece- 
dentes que obran en autos y que constituyen toda la prueba 
de cargo acumulada en el proceso, basados principalmente 
en las conclusiones del dictamen médico de fs, 30, 

Que la confesión del encausado es calificada en cuanto 
anuncia circunstancias tendientes a aminorar su responsabili- 
dad, pero puede dividirse en su perjuicio, conforme \n autori- 
za la excepción que contiene el art. 318 in fine del Código de 
Procedimientos en lo criminal, ya que una serie de circuns- 
tancias desvirtúan y aminoran su eficacia probatoria y cons- 
tituyen presunciones graves en su contra. 

a) Que no concuerda la declaración de Zariwny con el 
testimonio hábil de Andrés Zvirek, fa. 9, ratificada "a fs. 66 
y sostenida en el careo de fs. 66, en cuanto a las palabras 
amenazante» que dirigió a la víctima, según refiere aquel 
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testigo, euros dichos son corroborados en lo fundamental por 
los de Albino Gara? —ver fs. 11 y f*. so y por el dicho de 
Murcian Hastian, fe. 12 y G» y coreo de fs. 73. 

ln Que dado el medio emplead» un hacha y la natura- 
leza y pni vedad de la lesión que ha destrozado la cavidad 
craneana, no es verosímil y creíble la explicación —muy hu- 
mana por lo demás^ dada a manera de excusa o atenuante 
de su responsabilidad por el encausado cuando expresa (pie 
su iuteneión fué simplemente "golpearlo y no darlo muerte", 
la pericia practicada a fs. 63 sobre la manta o poncho que 
vestía la victima, demuestran que fué polpeada también con 
el filo del hacha, ln que desvirtúa su dicho ni i elación a esta 
falta de intención del autor. 

Que en consecuencia, la confesión del encausado y sus 
dichos, tienen valor y se acepla en cuanto coneucrdan con 
otros testimonios do autns, y se rechazan cuando no están 
conformes con las probanzas y elementos de juicio, principal- 
mente cuando pretenden fundar el homicidio preter intencional* 

Para calificar el hecho de acuerdo a las circunstancias y 
modalidades propias que le dan individualidad y fisonomía 
jurídica, es preciso contemplar el case*, teniendo en cuenta los 
factores determinantes, directos n i mi i rectos y concomitantes 
que impulsaron al encausado a perpetrar el delito. 

Que de todn est,i resulta indudable «pie Zariwny obró con 
conciencia y voluntad, vale decir con animus nceandi. ímpul- 
sudo por el deseo de vénganla de la afrenta de hecho, que cons- 
tituye el agravio moral y d*'l daño físico que le causaron ¡ns 
golpes, una fractura del hueso cubito, en la unión del tercio 
medio con su superior de] brazo i/qnierdn (ver pericia de fs. 
30) v perturbad., también por el iutetiBO dolor que le producía 
la lesión, y quizá también, por et jrrave problema qUC para 
su subsistencia, como rudo leñador, constituía la fractura alu- 
dida. 

Que la reacción tardía de Zariwny, tal como lo refiere en 
su declaración prestada a fs. ló y rarificada ¡i fs. M, donde 
da la razón por la cual esperó que Wichaluko estuviera dor- 
mido para cometer *-í hecho, fué diciendo: "que lo hizo por- 
que afpiél lo había roto el brazo, y como era más roerte cpie 
di esperó que estuviera dormido para hacerlo'', plantea una 
cuestión difícil de dilucidar y es la de determinar, si al caso, 
dadas rstjis circunstancias y modalidades, cabe encuadrarlo co- 
mo agravante en la calificación legal que constituye la ale- 
vosía, —que contempla el art. 80 del Código Penal— o bien, 
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si so trata de un homicidio simple encuadrado en los extremos 
del art. 79 del mismo código. 

La sentencia del a-qito con proi-i-sión y acierto da la so- 
lución ju«ta, la que cor responde a juicio del tribunal, yn ".no 
clin hace mérito de circunstancias que debían producirle honda 
alteración de mi estado de ánimo, al .-neaiwido, y que lucieron 
fnllHru el "claro proceso deliberativo" ya que obraba im- 
pulsado por una pasión que oscurecía y perturbaba su pensa- 
miento, como lo expresa ta Corlo Suprema en uno do sus ta- 
llos, al considerar un caso análogo al de autos, que es elemento 
constitutivo do la alevosía —ver entre otros Fallos de la fc>U- 
prema forte. sentencia de focha 8 do febrero de l«m regis- 
trada al tomo S, páíi. Ü3.1 del libro de sentencias do la Cámara 
v t .nio 1¿*0. pág. H« de la Corte Suprema in re, Ildefonso 
Sáurbe/, s homicidio y fallo registrado al tomo 1(0, pag. 1JÍ 
S. C. transcripto cu J. A. al tomo 4">. pág. 

On* por lo demás, el fallo recurrido no lia sido objeto de 
apelación por o! fiscal, en cuanto a la calificación, nt en euan- 
to a la pena impuesta ha expresado agravios el Hr. Procurador 
Fiscal de esta ¡natalicia, por lo que una nueva ealiticaeion 
que s^nifiouc agravar la situación del roo. carecería de efec- 
to, si se la estimara verdadera. 

Que en cuanto al monto do la pena, para graduarla, fio 
ha tenido en cíe nla en la sentencia que es materia del recurso, 
tas normas de Ins ai'ts. W y lt del Código Penal. 

Por estos fundamentos, y los concordantes de ia sentencia 
de primera instancia, de conformidad también a lo dictami- 
nado por el Procurador Pisen I di- Cámara, se ta confirma. — 
Tmm üonzúhz Warcaldc. — Emesia Sourrouilh. — Benjamín 
de ta Ví ¡/a. 

FALLO DE LA CORTE SlTbKMA 

liuouns Aires. '27 do setiembre de 1943. 

Y vistos: Kl .inicio criminal seguido por homicidio 
«mira Miguel Zamvny, venido en apelación en ^ e ^ a 
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Considerando ¡ 

Que en autos está plenamente probado, como se 
demuestra en las sentencias de ambas instancias, que 
el acusado en la noche del G ai 7 de setiembre de 1941, 
en el obraje Pichi-Carhué, próximo al pueblo de Do- 
blas, La Pampa, dio muerte a Juan Wiebaluko hirién- 
dolo en la cabeza con un hacha. 

Que la calificación legal del hecho es la de homi- 
cidio cometido con alevosía previsto por el art. 80, inc. 
2*, del Código Penal. Kl acusado se confiesa autor del 
hecho — fs. 14, 43 vta., y 78— y después de relatar el 
incidente ant *rior, durante el cual la víctima lo golpeó 
rompiéndole un brazo, reconoce "que media hora des- 
pués de las últimas palabras que se cruzaron con 
chaluko en la carpa cuando estaban neos latios, el com- 
pareciente, a fin de vengarse por lo que te había hecho 
Wiebaluko, encendió el farol a fin de cerciorarse si éste 
estaba dormido y al encontrarlo así, buscó un palo para 
pegarle y como no encontrara so apoderó de un hacha 
que había dentro de la carpa y aproximándose a Wi- 
chaluko y después de cerciorarse bien que* estaba dor- 
mido, le aplicó dos golpes con el hacha..." — fs. 15— 
lo que ratifica a fs. 43 vta., n groando "que lo hizo 
V rque Wiebaluko le había roto el brazo y como Wi- 
ebaluko era mucho más fuerte que él, esperó que estu- 
viera dormido para hacerlo — fs. 44 vta,—. lia obrado 
a traición es pe ramio que la víctima estuviera dormida 
para asegurar el éxito de su propósito sin peligro para 
£L Fallos: 184, 185; 1S3, 28; 18(> f 297. El incidente an- 
terior es la causa determinante del homicidio, pero el 
estado ile ánimo en que el procesado haya estado por 
el dolor físico que sufriera y por el temor sobre su 
porvenir al considerarse imposibilitado de trabajar, no 
Bon circunstancias que puedan variar la calificación 
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del hecho que depende de la forma de obrar del autor, 
que es responsable, y que no ha obrado en un ímpetu 
repentino. La falta de recurso acusatorio impide agra- 
var la pena. 

Por estos fundamentos se confirma la sentencia 
apelada do fs. 117 que condena a Miguel Zarivrny, por 
homicidio, a dieciséis años de prisión, accesorias de 
ley y al piltro de las costas. No tif uniese y devuélvanse, 
debiendo oportunamente hacerse las comunicaciones al 
Registro Nacional de Reincidencia. 

Antonio Saoarna (En discrepan- 
cia de fundamentos) — Luía 
LlNARES — B. A. Nazar An- 
chorena — F. Ramos Mejía. 



Discrepancia pe Fundamentos 

Y vistos : Por los fundamentos de primera y se- 
gunda instancias, se confirma la sentencia de la Cá- 
mara Federal de Balita Blanca que condena a Miguel 
Zuriwny, polaco, de cincuenta y dos años de edad, viu- 
do, jornalero, alfabeto, a la pena de diez y seis años 
de prisión, accesorios y rostas, como autor de homici- 
dio en la persona de Juan Wichaluko, en Pichi-Carhué, 
próximo al pueblo de Doblas, Gobernación de La Pam- 
pa, jurisdicción de Santa Rosa, en la noche del seis 
al siete de setiembre de 1041. Hádase saber y devuél- 
vanse, debiendo hacerse oportunamente las comunica- 
ciones al Registro Nacional de Reincidencia. 

Antonio Sagarna. 
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LEON INDART —su sucesión^ v. ENRIQUE MAYLIN 

JVBtSpICCWX : Fuero federal, por hs persona?. Cónsules extra». 
/í tos* 

El urt. 2, iiie. 3» de la ley núm. 4S os constitucional en 
cnanto dispone que son de competencia de los jueces na- 
clónales de sección las causas que versen .sobre negocios 
particulares de tos cónsules extran joros. (L>7 cíe setiein- 
bre de iy4:í). 



FERROCARRIL PACIFiro v. Ml/NUI PAUDAD DE LA 
CUDAD DE II HE ÑUS AIRES 

*/ cuestione* t , 
La justicia federal *no es competente para conocer en el 
juicio ordinario sobre repetición de la suma pairada en una 
ejecución radicada ante la justicia local. 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

El recurso extraordinario resulta admisible en este 
caso, por denegar la resolución apelada el fuero federal 
que oportuna mente invoca ra el hoy recurrente. 

Aeorea de Ja procedencia de dicho fuero, pienso 
que el Sr. Juez a quo y la Cámara respectiva han es- 
tado en lo cierto, al declarar que si el juicio du apremio 
por cobro de los impuestos de cuya repetición se trata 
en autos, tramitó ante la justicia ordinaria, dicha repe- 
tición debe reclamarse ante los mismos tribunales; sin 
perjuicio de la revisión que pudiera hacer en última 
instancia V. E., por lo que respecte a las cuestiones 
federales del.atidas (184:59, y los allí citados; 186:314), 

Procede, pues, confirmar el fallo apelado; y así lo 
solieito. Buenos Aires, febrero 23 de 1943. — Juan Al- 
vares. 
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Buenos Aires, '27 de setiembre de ÍÍ143, 

Vis* os los autos "Ferrocarril de Ruchos Aires al 
Pacífico v. Munidpalitlad de la ciudad de Buenos Ai- 
res, cobro de pesos (ordinario)", cu 1. ' '>ne se ha con- 
cedido a Ja adora el recurso extraordinario interpuesto 
a fs. -55 contra la sentencia de la Cámara Federal de 
fs. Ó3, denegatoria del fuero federal. 

Considerando : 

Que a r;\U de la falta de pago de la cuenta por 
cercos y aceras correspondiente al inmueble situado en 
la cal te Nogoyá esquina Irigoycn X. E., de propiedad 
del Ferrocarril de Buenos Aires al Pacífico, la Muni- 
cipalidad de la Capital Federal inició el respectivo 
juicio de apremio, en el cual la empresa» previa inti- 
mación — fs. '14— depositó y dio en pago bajo protesta 
el importe de la cuenta — fs. 2<1— planteándose un inci- 
dente relativo al pago de intereses y de costas, que fué 
resuelto por el juez en forma favorable a las preten- 
siones de la Municipalidad — fs. í>5— . 

Que dicha ejecución quedó, pues, radicada ante los 
tribunales de refereneiu y con arreglo a lo dispuesto 
por el art. 14 de la ley 48 y a la jurisprudencia de esta 
Corte Suprema (Faltos: 181, 101; 18(i, 308) a ellos in- 
cumbe conocer en el presente juicio ordinario do re- 
petición. 

En su mérito, de acuerdo a lo dictaminado por el 
señor Procurador General, confírmase la sentencia ape- 
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lada, en lo que ha sido materia del recurso. Notifíquese 
y devuélvanse, debiendo reponerse el papel en el juz- 
gado de origen. 



) 

NACION ARGENTINA v, LUIS ANTONIO TOSSI 



PRESCRIPCION; Prescripción tte acciones en particular. Cii'U. 
Acciones prescriptible*. 

Prescribe ni año contado desde la feelia en que se come- 
• lió el hecho en que so fmula, la acción sobre indemniza- 
ción de dañas y perjuicias ocasionados a la Nación como 
consecuencia del incendio de basques fiscales producido 
por dependientes del demandado y del corte clandestino 
de maderas de dichos basques í 1 ). 

PRESCRIPCION; Interrupción 

Las actuaciones administrativas realizadas por las auto- 
ridades respectivas con motivo del incendio de bosques fis- 
cales no interrumpen cu favor del Fisco la prescripción 
de la acción que pueda corresponderle para obtener la 
indemnización de los daños y perjuicios sufridos. 

COSTAS: Resultado det litigio. 

No procede imponer el papo de las costas del juicio al 
actor cuya demanda se rechaza por hallarse prescript» 
la acción. 



CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantía*. Derecho de 



No es violatoria de las arts. 14, lí>, 20, 28, 33, ni 67, inc, 
28, de la Constitución Nacional, la aplicación de una 
multa por infracción a los arts. 1 y 3, ine. c) del edicto 

O) 27 de iciitumbrü do 1943. 



Antonio Saoarna — Luis Lina- 
res — B. A. Nazar Ancho- 
rena — F. Tí amos Mejía. 



MORENO DOÑO Y OTEOS 



reunión. 
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respectivo, a quienes habiendo obtenido permiso de la po- 
licía para efectuar a determinada hora una reunión gre- 
mial en un loeal cerrado, anticiparon su celebración im- 
pidiendo, de tal modo, la legítima vigilancia policial para 
guardar el orden, dispuesta a solicitud de los organizado- 
res del acto. 

Dictamen del Procubadou General 
Suprema Corte: 

Resulta de estas actuaciones que un grupo de per- 
sonas, que tenían autorización policial — previamente 
solicitada por ellas — para reunirse a las diez y siete 
en un local a objeto de tratar cuestiones de trabajo en 
la sociedad donde estaban empleadas, se anticiparon 
en dos horas a la prefijada y dieron así comienzo al 
acto. Este fué interrumpido por la autoridad policial 
en razón de no ajustarse al permiso solicitado y con- 
cedido. 

Talos los hechos acerca de los cuales no existe 
mayor discrepancia en autos. 

En presencia de ellos no se advierte cuál pueda ser 
el sentido de la impugnación que hacen los interesados 
al edicto policial por aplicación del cual el Jefe de Po- 
licía, euya sentencia confirmó el Juez en lo Correccio- 
nal de la Capital a fs. 142, impuso pequeñas penas de 
multa o arresto en subsidio. 

Llego a esta conclusión toda vez que la validez de 
dicho edicto —el de 25 de julio de 1941 — había sido 
reconocida expresamen+e por los recurrentes al alla- 
narse a él y solicitar la autorización para reunirse. 

Si ulteriormente no cumplieron su promesa justo 
es se les aplique la sanción aludida. 

El caso es claro; habrían cometido una falta al 
tener una reunión sin previo permiso policial. Las fa- 
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eultndes a tal fin del Jefe de Policía y la validez del 
edicto respectivo lian sido ya reconocidas por V. E. en 
191:388; 193:244, Agrégase a ello el reconocimiento de 
los propios interesados de la necesidad de dicho per- 
miso, según se lia visto. 

Correspondo, pues, confirmar la sentencia apelada 
en cuanto ha s i tío materia del recurso. Buenos Aires, 
agosto IB de 1943. — Juan Alvares. 

y mam tu: la corte suprema 

Dueños Aires, 2d de setiembr ü >»±3- 

Y vistos: El recurso extraordinario dedi ido por 
el Sr. Defensor de-Moreno Doño y otrns contra la sen- 
tencia del íSl\ Juez Correccional de !a Capilal, confir- 
matoria de la resolución del Sr. .lele de Policía que les 
impone una pena de mulla por infracción al edicto so- 
bre reuniones públicas, recurso sobre cuya procedencia 
se pronunció la Corle a fs. lt>6\ 

Considerando : 

Que los acusados en número, más o menos, de se- - 
senta y cinco fueron detenidos el 19 de diciembre de 
194 J, a las quince y treinta, en el local cerrado Federico 
Lacroze .*i~l?*í mientras realizaban una reunión de ca- 
rácter gremial, y lian sido condenados por infracción 
a los arts. V y 3*, inc. v) del citado edicto, que la sen- 
tencia considera infringidos por cuanto los organiza- 
dores del arfo bal lían solicitado permiso policial, que 
les había sitio concedido, para las diez y siete y treinta 
y se anticiparon a reunirse dos boras antes. 

Que el recurso extraordinario lo funda el recu- 
rrente en que el edicto policial así aplicado es contrario 
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a los arts. 14, 19, 20, 28, 33 y C7, ine. 28, de la Constitu- 
ción Nacional, en cuanto impene, para el ejercicio del 
derecho de reunión, el requisito de la previa autoriza- 
ción policial, lo que importa supeditar ese derecho al 
arbitrio judicial. 

Que esta Corte lia declarado que "es legítima la 



orden y lu tranquilidad públicos" —101, 107 ; 103, 244— 
y si en el presente caso la reunión era numerosa, so 
había solicitado permiso o dado aviso, el recurrente en 
su escrito de fs. 140 no es categórico, y la autoridad 
había permitido la reunión con indicación de lugar, día 
y hora, que no se afirma no fueran los indicados por 
los organizadores, es indudable que el derecho de re- 
unión no lia sido desconocido. Los recurrentes son pe- 
nados vn razón <!■■ que se han reunido fuera de la hora 
convenida, impidiendo, con un engaño, la legítima vigi- 
lancia policial para guardar el orden, vigilancia que se 
había ordenado en virtud de la gestión de los mismos 
organizadores. 

Por estos fundamentos y de conformidad con lo 
dictaminado por el Sr, Procurador fíeneral de la Na- 
ción, se confirma la sentencia reunida de fs. 142 en 
cuanto ha podido ser materia del recurso extraordina- 





iBEHTO IÍEFF.TTO — ANTONIO Sa- 

cakna — B. A. Xazar Ancho- 
iírsa — F. Ramos Metía. 



